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Subrayando la trascendencia que para la sociedad española tuvo la 
transformación del país desde un régimen autoritario a una democracia plural en el 
último cuarto del siglo XX, el carácter pacífico de esta transformación y la ejemplaridad 
con que ha sido calificado este cambio desde diferentes latitudes, no han sido éstos 
elementos que influyeran decisivamente en la identificación del tema de estudio 
seleccionado en esta tesis doctoral. Ha tenido más peso el hecho de que diferentes 
especialistas vengan apuntando el déficit de enfoques históricos entre los estudios sobre 
la política exterior de la transición española.  
 
Siendo éste uno de los ámbitos en los que los historiadores de las relaciones 
internacionales en España vienen trabajando en los últimos años, el contribuir a la 
renovación de los estudios históricos sobre la política exterior de la transición española 
constituye un desafío intelectual suficientemente atractivo como para emprender esta 
investigación, aceptando así el reto propuesto desde diferentes tribunas por quien ha 
supervisado la elaboración de esta tesis doctoral, el doctor Juan Carlos Pereira. 
Precisamente, durante buena parte del periodo de elaboración de este trabajo, el profesor 
Pereira dirigió el Proyecto de Investigación La Transición y Consolidación democrática 
en España y la formulación del modelo de política exterior democrática (1975-1986), 
del que estas líneas son deudoras en diferentes aspectos. Concretamente, la colaboración 
en este Proyecto nos facilitó la posibilidad de apuntalar aspectos metodológicos así 
como la de debatir y contrastar con el resto de integrantes del equipo diversos puntos y 
planteamientos en gran medida vinculados con los temas abordados en estas páginas. 
 
La política exterior de la transición española ofrece una amplia gama de 
posibilidades entre los diversos temas a abordar. Entre todos ellos, un estudio acerca de 
la política de seguridad resulta pertinente por cuanto se trata de la cuestión que más 
controversias ha generado en la literatura sobre la actividad exterior del cambio 
democrático en España desde su mismo origen, si bien el tema no ha sido 
convenientemente tratado desde el punto de vista histórico. Baste recorrer la amplia 
bibliografía existente sobre la materia para comprobar que lo escrito es 
mayoritariamente fruto de politólogos o militares, existiendo, eso sí, algún estudio 
histórico elaborado desde un enfoque muy general, como parte de la política exterior del 
periodo, o bien de forma fragmentada, refiriéndose únicamente a una etapa concreta 
dentro de los años de la transición democrática. 
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 En relación con ello, uno de los factores que explican la elección del tema de 
esta investigación es que aún habiéndose materializado en 1981 la principal opción de la 
política de seguridad española en el periodo democrático, esta es, la entrada en la 
OTAN, apenas se ha estudiado la gestación de esta decisión durante los años que la 
precedieron. Los estudios se han centrado de forma esencial en la etapa que sucede a la 
incorporación española a la Alianza, realizada entonces y consolidada durante los 
posteriores años de gobierno socialista. Así, entre la bibliografía especializada, es 
ostensible el menor número de referencias acerca de la política de seguridad de la 
transición respecto a los años de gobierno de Felipe González. La indudable mayor 
importancia de los asuntos de carácter interno durante los años de la transición ha 
trascendido, sin duda, en la considerable merma de análisis y reflexiones sobre la 
política exterior de los Gobiernos postdictatoriales, los de la Monarquía primero y los 
ucedistas posteriormente. Dentro de esta menor consideración de los temas exteriores, 
aquellos referidos al ámbito de la seguridad no constituyen excepción alguna, por lo que 
el análisis histórico de la política de seguridad de la transición se nos antoja un tema 
relevante y apropiado, en virtud tanto del interés inherente al objeto mismo de estudio 
como al estado actual de investigaciones académicas sobre la materia. 
 
 
1. Aproximación metodológica. Política de seguridad y transición española: entre 
la Historia de las Relaciones Internacionales y la Historia del Tiempo Presente 
 La formación recibida como contemporaneista a lo largo del aprendizaje del 
“oficio de historiador”, pronto fue definiendo nuestras preferencias hacia las materias y 
áreas de conocimiento vinculadas al campo de lo internacional. La variedad de 
asignaturas que los planes de estudio aprobados en el año 1993 entonces incorporaron a 
la oferta curricular, desembocó en la posibilidad de moldear inquietudes, de orientar 
lecturas y de enfocar nuestra formación académica hacia los campos de estudio afines a 
la Historia de las Relaciones Internacionales.  
 
 Del mismo modo, junto a esta joven aunque bien consolidada disciplina, más 
recientemente ha venido emergiendo con fuerza otra especialidad historiográfica: la 
Historia del Tiempo Presente, campo de lo historiable que también fue objeto de 
especial motivación personal en la configuración del curriculum académico. Entre los 
campos de los que se ocupa esta historiografía en España sobresale el de los estudios 
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referidos a la transición a la democracia. Insistir a estas alturas sobre la historicidad de 
la transición española carece de necesidad alguna, habida cuenta de la total aceptación 
del periodo como un ciclo concluso de nuestra historia reciente1. Podemos de esta forma 
adelantar, como primer apunte, el asiento de este trabajo a caballo entre las dos ramas 
historiográficas aludidas: la Historia de las Relaciones Internacionales y la Historia del 
Tiempo Presente.  
 
Historia de las Relaciones Internacionales, política exterior y política de seguridad    
 La consagración de la Historia de las Relaciones Internacionales como corriente 
historiográfica tuvo lugar a partir de la segunda posguerra mundial, estando 
intensamente vinculada a la figura del profesor francés Pierre Renouvin y su 
colaborador y continuador de su labor en la Sorbona, Jean-Baptiste Duroselle. A partir 
de la publicación entre 1953 y 1958 por Renouvin de los ocho volúmenes de su clásico 
Histoire des relations internationales y, años más tarde, en 1964, de Introduction à 
l’histoire des relations internationales, elaborado junto a Duroselle, la 
conceptualización de la Historia de las Relaciones Internacionales se consolidará e 
institucionalizará en Francia, irradiando principalmente sobre la historiografía alemana, 
británica e italiana2.  
 
 En España, esta disciplina floreció académicamente desde mediados de los años 
setenta, a partir del cambio democrático y la inserción del país en las coordenadas 
político-económicas y las corrientes culturales de la Europa del último tercio del siglo 
XX. Continuadores de la labor iniciada por Jesús Pabón y José Mª Jover, la denominada 
“nueva generación de historiadores españoles de las relaciones internacionales” 
protagonizó el impulso necesario para situar a la disciplina entre las punteras dentro del 
panorama historiográfico español, a juzgar por su producción bibliográfica, por la 
                                                          
1 La inclusión de asignaturas y cursos de doctorado relativas a este periodo en los estudios de Historia en 
las Facultades españolas o la aparición en 2003 del volumen XLII de la Historia de España Menéndez 
Pidal dirigida por José María Jover Zamora, bajo el título La transición a la democracia y la España de 
Juan Carlos I son notables evidencias en este sentido. 
2 Sobre la aparición y definición de la Historia de las Relaciones Internacionales como disciplina propia, a 
partir de los estudios teóricos sobre relaciones internacionales, véase PEREIRA, J.C.: «De la Historia 
Diplomática a la Historia de las relaciones internacionales: algo más que el cambio de un término», 
Historia Contemporánea, núm. 7, 1992, pp. 155-182 y NEILA, J.L.: «La Historia de las Relaciones 
Internacionales: Notas para una aproximación historiográfica», en PEREIRA, J.C. (ed.): La Historia de 
las Relaciones Internacionales, Madrid, Ayer-Marcial Pons, núm. 42, 2001, pp. 17-42. 
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atención prestada en los planes de estudio de las Universidades y por la proyección y 
demanda social con que cuenta en la actualidad3.     
 
 A partir del concepto de “fuerzas profundas” acuñado por los padres de la 
disciplina se construyó una nueva dimensión del estudio histórico de las relaciones 
internacionales, buscando sintetizar, superándola, la contrapuesta visión de la historia 
episódica y de la historia estructural, apostando de esta forma por una “historia total”. 
La concreción de este intento por exponer las bases de las relaciones internacionales 
desde la Historia tuvo con la publicación por Duroselle de Tout Empire périra. Une 
vision théorique des relations internationales, en 1981, revisado once años más tarde, 
su más reciente y completa formulación teórica.   
 
 Durante los años ochenta, la Historia de las Relaciones Internacionales buscó el 
diálogo con otras ciencias sociales, al tiempo que superó el encorsetamiento analítico 
del paradigma estatocéntrico, ampliando de este modo tanto su enfoque teórico como 
sus temáticas de estudio. Así, en la definición propuesta por el profesor Pereira en 1996, 
que señala que «el objeto de la Historia de las Relaciones Internacionales debe ser el 
estudio científico y global de las relaciones históricas que se han desarrollado entre los 
hombres, los Estados y las colectividades supranacionales en el seno de la sociedad 
internacional», quedan atisbadas las bases con que los especialistas de esta disciplina 
entienden su objeto de estudio en la actualidad. A saber, la recomendación de contar con 
una metodología científica con espíritu abierto y pluridisciplinar y la necesidad de 
prestar atención a todos los actores de la escena internacional, más allá del referente 
estrictamente estatal.  
 
 Continuando con los planteamientos enunciados por Pereira, dentro del abanico 
de posibilidades y campos de estudio que ofrece esta disciplina, los relativos a la 
política exterior se encuentran entre los estudios tradicionalmente más característicos en 
                                                          
3 Sobre la Historia de las Relaciones Internacionales en España, véanse MORALES, V.: «Historia de las 
Relaciones Internacionales: España contemporánea», Revista de Estudios Internacionales, vol. 7, núm. 2, 
1986, pp. 578-582, QUINTANA, F.: «La historia de las relaciones internacionales en España: apuntes 
para un balance historiográfico», en VVAA: La Historia de las Relaciones Internacionales: una visión 
desde España, Madrid, CEHRI, 1996, pp. 9-65 y MORENO, A.: «La Historia de las Relaciones 
Internacionales y de la política exterior española», en en PEREIRA, J.C. (ed.): La Historia de las 
Relaciones…, pp. 71-96. 
 VII
la Historia de las Relaciones Internacionales4. Es entre ellos, dentro del ámbito de la 
política exterior, donde cabe situar conceptualmente el análisis de la política de 
seguridad.  
 
 Si bien abundaremos en la relación entre política exterior y política de seguridad 
en la primera parte del trabajo, podemos adelantar aquí algunos de los planteamientos 
de Rafael Calduch en este sentido. Sucintamente, cuando atestigua la existencia de «una 
estrecha relación entre la política exterior y la política de seguridad, en la medida en que 
esta última aborda una parcela importante de la política exterior»5. Como decimos, 
abordaremos detalladamente estos aspectos más adelante.  
 
 De este modo, habiendo situado de una parte el objeto de investigación en la 
Historia de las Relaciones Internacionales, pasemos a continuación a repasar 
brevemente algunos de los postulados del otro campo historiográfico desde donde 
partimos en la elaboración del trabajo, el de la Historia del Tiempo Presente. 
 
La transición española y la Historia del Tiempo Presente  
 La Historia del Tiempo Presente como una rama diferenciada dentro de la 
historiografía irrumpió en Francia hacia finales de los años setenta, 
institucionalizándose en 1980 con la apertura del Institut d’Histoire du Temps Présent, 
en París. En España, la Historia del Tiempo Presente no se identificó como un espacio 
historiográfico propio hasta los años noventa, con la incorporación de este tipo de 
materias a los planes de estudio de las Facultades de Historia y con la aparición de 
diversas publicaciones sobre esta disciplina6. De entre las áreas de estudio propias de 
esta rama del análisis histórico, Enrique Moradiellos subrayó hace unos años la 
trascendente coyuntura que para los españoles supone la transición a la democracia, 
                                                          
4 PEREIRA, J.C.: «La Historia de las Relaciones Internacionales en España: respuestas, propuestas y 
conclusiones», en VVAA: La Historia de las Relaciones…, pp. 5 y 6. 
5 CALDUCH, R.: Dinámica de la Sociedad Internacional, Madrid, Centro de Estudios Ramón Areces, 
1993, p. 221. 
6 Al primer trabajo de CUESTA, J.: Historia del Presente, Madrid, Eudema, 1993, le siguieron otros 
análisis teóricos: DÍAZ BARRADO, M.P. (coord.): Historia del Tiempo Presente. Teoría y metodología, 
Cáceres, Universidad de Extremadura, 1998, y ARÓSTEGUI, J. (coord.): «Dossier: Historia y Tiempo 
Presente», Cuadernos de Historia Contemporánea, núm. 20, 1998, pp. 15-105. Más recientemente, 
ARÓSTEGUI, J.: La historia vivida: sobre la historia del presente, Madrid, Alianza, 2004.      
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pasado inmediato que se concreta en la referencia histórica más precisa de la actual 
generación de españoles7.     
 
 Caracterizada por una concepción del presente como vínculo entre el pasado y el 
futuro, los debates teóricos sobre la historicidad y sobre la interpretación de lo humano 
a través de la recíproca y constante interacción entre pasado y presente adquieren en 
esta Historia pleno sentido y profundidad, en un intento de reconocer el análisis del 
pasado inmediato como pertinente y certero, como igualmente válido al que pueda 
referirse a épocas más alejadas, incluso remotas, en el tiempo. La sucesiva 
interpretación del pasado a partir del presente es el modus operandi de la ciencia 
histórica, de ahí que los estudios históricos se renueven y se superen en sus 
interpretaciones sobre el pasado: las explicaciones del ayer que hoy son válidas mañana 
quedarán incompletas, habiéndose de buscar nuevas respuestas en el pasado a los 
interrogantes a los que las sociedades se van enfrentando con el transcurrir del tiempo, 
con el avance hacia el futuro. La idea de Croce de que toda historia es historia 
contemporánea representa magistralmente esta constante reinterpretación del pasado en 
función del presente. 
 
 Por otro lado, la explicación del presente en función del pasado constituye otra 
piedra angular de las interpretaciones históricas. En este caso, las expectativas de futuro 
proyectadas por el historiador en los términos en los que se refiere Josep Fontana en 
1982, en su obra Historia. Análisis del pasado y proyecto social, convierten el estudio 
del pasado en una legitimación del presente y la interpretación del presente como un 
tiempo que mañana será pasado. Según esta perspectiva, todo queda reducido al 
proyecto de sociedad futura que subyazca a los análisis del historiador8.  
 
 Pasado, presente y futuro quedan por tanto irresolublemente unidos en la 
sensibilidad del historiador en el estudio de toda época histórica, en cualquier momento, 
cercano o lejano al periodo estudiado. March Bloch resume esta interacción temporal o, 
                                                          
7 MORADIELLOS, E.: «La transición política española: el desmantelamiento de una dictadura», Sistema, 
núm. 160, 2001, pp. 55-73. 
8 Sobre la concepción del tiempo presente como historia y la interacción entre pasado, presente y futuro 
como fundamento de la Historia del Tiempo Presente véanse las reflexiones de BEDÁRIDA, F.: 
«Definición, método y práctica del Tiempo Presente», en Cuadernos de Historia…, pp. 20-23 y 
ARÓSTEGUI, J.: «Tiempo contemporáneo y tiempo presente. Una reconsideración necesaria», en DÍAZ 
BARRADO, M.P. (coord.): Historia del Tiempo Presente…, pp. 31-45. 
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más concretamente, la atemporalidad de lo historiable cuando señaló: «La 
incomprensión del presente nace fatalmente de la ignorancia del pasado. Pero no es, 
quizás, menos vano esforzarse por comprender el pasado si no se sabe nada del 
presente», para seguidamente apuntalar que no existe, pues, «más que una ciencia de los 
hombres en el tiempo y esa ciencia tiene necesidad de unir el estudio de los muertos con 
el de los vivos»9. 
  
 La sucesión de diferentes acontecimientos en las últimas décadas, percibidos 
como trascendentales para la historia de la humanidad y definitorios de lo que ha de 
venir, hacen de la historia un recurso necesario para ofrecer una explicación sobre los 
orígenes de tales sucesos y las causas de su desenlace. En este contexto de aceleración 
del tiempo histórico, la Historia del Tiempo Presente adquiere plena significación 
científica y acrecenta su demanda social.  
 
 Así, reclamando que la vivencia personal de la experiencia analizada no tiene 
porqué significar un conocimiento histórico distorsionado o más subjetivo que el 
referido a épocas lejanas, la Historia del Tiempo Presente va a reivindicar el papel clave 
del acontecimiento y un especial gusto por lo político. Al mismo tiempo, va a contar 
con una ingente cantidad y variedad de recursos y fuentes documentales, lo que 
determinará la necesaria discriminación por parte del historiador del caudal de 
información a su alcance así como a una reconsideración de lo que entiende por fuente 
histórica, aspectos estos igualmente aplicables al estudio de la transición española10.  
 
 La aceptación de la transición española como un proceso histórico cerrado 
determina la necesaria participación de los historiadores en su estudio, superando, en 
palabras de Javier Tusell, las visiones más superficiales y fragmentarias realizadas por 
periodistas, sociólogos o politólogos11. Aceptando los apuntes realizados más 
recientemente por el desaparecido historiador, el de la política de seguridad de la 
transición es un estudio concreto y profundo dentro del estudio de la Historia española 
del Tiempo Presente, sumándonos así al intento por superar esta Historia como un 
                                                          
9 BLOCH, M.: Introducción a la historia, México, FCE, 1992, pp. 39, 40 y 41 (edición original de 1949). 
10 Algunas de estas reflexiones en GARTON ASH, T.: «El presente como historia», Claves de la Razón 
Práctica, núm. 102, 1999, pp. 22-26. 
11 TUSELL, J.: «La transición política: un planteamiento metodológico y algunas cuestiones decisivas», 
en TUSELL, J. y SOTO, A. (eds.): Historia de la transición (1975-1986), Madrid, Alianza, 1996, pp. 113 
y ss. 
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campo delimitado a la teorización, a la comparación con lo acaecido en otros procesos 
de transición llevados a cabo en otras latitudes y a las disquisiciones eminentemente 
metodológicas. Tratamos, en definitiva, de ofrecer nuestra propia respuesta a la 
demanda realizada en 2003 por Tusell en el Prólogo al último tomo de la Historia de 
España Menéndez Pidal dirigida por José Mª Jover y dedicada a La transición a la 
democracia y a la España de Juan Carlos I, cuando señalaba: «Necesitamos estudios 
concretos sobre los diferentes aspectos en que consistió la transición. La realidad es que 
en el momento presente la Historia de la transición no está aún hecha». Sumándonos de 
este modo a las invocaciones de este especialista en la transición española, pasamos a 
presentar a continuación algunas de las premisas teóricas sobre las que se sustenta este 
trabajo.  
 
  
2. Planteamiento general de la investigación. Algunas consideraciones iniciales 
 Si bien en la primera parte del trabajo llevaremos a cabo una detenida exposición 
del armazón conceptual y metodológico desde donde partimos en la aproximación a la 
política de seguridad española entre 1976 y 1982, convenimos en avanzar en estas 
páginas iniciales unos breves apuntes relativos a su concepción teórica y sus límites 
cronológicos. 
 
Análisis global: condicionantes internos y condicionantes externos 
Tal y como el historiador Brunello Vigazzi apunta en la edición española de 
Tout Empire périra, ensayo anteriormente citado de Duroselle sobre teoría de las 
relaciones internacionales, la función del historiador en el análisis científico de los 
fenómenos internacionales estaba concebida como la del estudio de los acontecimientos 
del pasado a partir de una visión centrada en lo específico e irrepetible. Un enfoque que 
reducía el papel de la historia a una especie de “laboratorio de pruebas” en el que 
contrastar las propuestas analíticas sugeridas por los teóricos. Este reduccionismo 
funcional fue resultado del debate epistemológico que se ha venido sosteniendo desde 
décadas atrás entre teóricos e historiadores de las relaciones internacionales. Un debate 
que hoy va dando muestras de esterilidad en algunas de las cuestiones que 
tradicionalmente lo han venido acaparando. Fundamentalmente, ante la progresiva 
aceptación de la necesidad del estudio concreto e individualizado del acontecimiento 
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junto al no menor reconocimiento de la incidencia de las estructuras y condicionantes 
del sistema en el análisis internacional.  
 
Indudablemente, el debate entre el análisis de lo contingente y lo estructural 
siempre estará presente en el trasfondo del estudio científico de los fenómenos 
internacionales ¿Es el sistema el que determina la conducta de los actores o son los 
agentes sociales los que moldean el sistema? Consideramos que muchos aspectos del 
proceso histórico no se entienden correctamente sin subrayar la dimensión estructural 
del mismo; como otros no pueden explicarse sin hacer referencia expresa a 
circunstancias puntuales de actores concretos. Enfatizar una perspectiva u otra en los 
estudios internacionales quedará determinado por el enfoque adoptado en el análisis. 
Enfoques que no han de entenderse como monopolios interpretativos o de exclusividad 
de patente científica. La apuesta por una u otra línea de trabajo no debe convertirse en 
menosprecio o desconocimiento de la otra. Más bien al contrario, ha de ser concebida 
como contribución a un conocimiento de la realidad internacional que aspire a ser 
completo y coherente. 
 
Aún apreciando cierta impermeabilidad en la compartimentación académica y 
departamental de la Universidad española, consideramos que las áreas de conocimiento 
reservadas a especialistas de determinadas disciplinas académicas va dejando de ser 
nota definitoria de los estudios internacionales en nuestro país. Es en este marco donde 
la interdisciplinariedad de la que se hace eco la Historia de las Relaciones 
Internacionales adquiere plena significación. Independientemente del nivel desde donde 
se parta en el estudio, bien sea el sistema internacional, el Estado-nación, los órganos 
ejecutivos estatales o el propio individuo, la toma en consideración de aquellas otras 
interpretaciones ha de concebirse como conocimiento agregado a la hora de comprender 
adecuadamente los fenómenos internacionales de cualquier época. Es de esta manera 
como los padres de nuestra disciplina asumieron el estudio científico de la realidad 
internacional. La significación de la historia total defendida por Renouvin y Duroselle 
necesariamente aspira a superar las diferencias entre el papel que cabe atribuirle a los 
actores y aquél propio de los factores en el estudio histórico de las relaciones 
internacionales.  
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Las diferentes posibilidades en la elección de los niveles de análisis, así como el 
empleo de procedimientos y técnicas propios de distintas disciplinas, hacen de la 
Historia de las Relaciones Internacionales una rama historiográfica eminentemente 
versátil. Una disciplina dispuesta al estudio de variadas materias desde tendencias y 
enfoques de muy distinta naturaleza. A partir de estas consideraciones es desde donde 
entendemos debe quedar enmarcada la investigación histórico internacional y así hemos 
tratado de llevarla a cabo en este trabajo. Partiendo de la afirmación de Monserrat Huget 
en la que se mantiene la existencia de una «integración disciplinar que se propone de 
forma natural, casi instintiva» entre la Historia de las Relaciones Internacionales y la 
Historia del Tiempo Presente, la convicción de que el estudio de los fenómenos 
internacionales no puede quedar reducido a una única perspectiva o enfoque 
metodológico ha quedado firmemente interiorizada entre éstas nuestras premisas 
analíticas12. Por este motivo, consideramos que, independientemente del campo 
disciplinario del que se arranque (económico, sociológico, histórico, jurídico, 
politológico…), el análisis del ámbito internacional queda necesariamente vinculado a 
otras formas de conocimiento científico. Nuestro caso no va a ser excepcional. 
Partiendo de un análisis histórico, este estudio adopta una perspectiva eminentemente 
pluridisciplinar, al compartir algunos de los presupuestos metodológicos originalmente 
provenientes del campo político internacionalista y al nutrirse, como más adelante 
veremos, de la necesaria aportación llevada a cabo por juristas, economistas, militares, 
periodistas o sociólogos. 
 
Conceptualmente, esta investigación se inserta en el análisis microinternacional. 
En estas líneas nos vamos a aproximar a los acontecimientos eminentemente internos 
que caracterizaron la política de seguridad española entre los años 1976 y 1982. 
Haciendo nuestra la definición propuesta por Calduch en la que la política exterior de un 
Estado es «aquella parte de la política general formada por el conjunto de decisiones y 
actuaciones mediante las cuales se definen objetivos y se utilizan los medios de un 
Estado para generar, modificar o suspender sus relaciones con otros actores de la 
sociedad internacional»13, este estudio va a centrase en dos planos fundamentales. Por 
un lado, en la elaboración; en el proceso decisorio previo a la acción internacional 
                                                          
12 HUGUET, M.: «Historia del Tiempo Presente e Historia de las Relaciones Internacionales», en 
PEREIRA, J.C. (ed.): La Historia de las Relaciones…, p. 48. 
13 CALDUCH, R.: Dinámica…, p. 4. 
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consistente en la concreta materialización de la política de seguridad. Por otro, también 
nos ocuparemos de las inmediatas consecuencias que siguen a la decisión. De la 
tramitación y ejecución de esta política, considerando la participación de distintos 
actores en las diferentes etapas del proceso aludido. Rehusamos de partida aquellas 
propuestas teóricas en las que la política exterior estatal se identifica exclusivamente 
con la actuación concreta del Estado en la sociedad internacional. El planteamiento aquí 
recogido es más amplio y precisamente hace hincapié en los aspectos que anteceden y 
condicionan la posterior materialización de la acción exterior del Estado.  
 
 Partiendo de una exposición del sistema internacional en el que queda insertado 
el periodo estudiado, profundizando en aquellos actores internacionales que más 
directamente influyen en el desarrollo de la política de seguridad española de la 
transición, examinaremos igualmente los condicionantes internos del proceso. Para ello, 
hemos tratado de combinar los aspectos jurídico-orgánicos del Estado con el contexto 
político en el que transcurrieron los acontecimientos. Una coyuntura configurada por 
una variedad de actores y factores cambiantes y sucesivamente modificados con el 
transcurrir de las circunstancias de cada momento y que tratarán de ser aprehendidos a 
lo largo de estas páginas.  
 
 Este trabajo quedaría de esta forma insertado en una Historia de la Política 
Exterior del Tiempo Presente, si se me permite la expresión. En el mismo, serán 
abordadas cuestiones como el proceso de toma de decisiones, la materialización jurídica 
de un planteamiento político, los medios de control político, las prioridades estratégicas 
españolas en el orden internacional vigente o el papel de los partidos políticos como 
aglutinantes de una opinión pública que estrena libertad tras más de cuatro décadas de 
dictadura. Todo ello en relación a la política de seguridad de España en la transición a la 
democracia. 
 
Estos asuntos tienen distintos enfoques y ámbitos de estudio. La política de 
seguridad ha de considerar factores políticos, jurídicos, estratégicos, económicos, 
sociológicos… La entrada o no entrada de un país en la OTAN puede tomarse en 
consideración desde el marco de la defensa o desde la política exterior. Son distintos los 
campos de análisis que confluyen en el tema y de diferente origen los argumentos que 
se presentan. En un análisis de la naturaleza como el que sigue, habrán que considerarse 
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todos ellos, ofreciendo una explicación donde los mismos converjan y profundizando en 
las razones por las que éstos se suceden en la realidad de la política de seguridad 
española entre 1976 y 1982.  
 
Es oportuno señalar aquí como uno de los objetos de atención de este trabajo el 
indagar en el contexto que rodea a la toma de decisiones. En este caso, respecto al papel 
que a España le había de corresponder en un sistema internacional dominado por el 
antagonismo de los bloques militares. Por ello, no resulta ocioso recordar desde este 
momento que la decisión de tramitar la incorporación de España a la OTAN 
correspondió al Gobierno presidido por Calvo-Sotelo, concretándose entonces el 
vínculo atlántico mantenido hasta la actualidad, tras cuatro años de congelación de la 
situación española dentro de la Alianza, entre 1982 y 1986. Tras la desaparición del 
general Franco y unos primeros años de inconcreción por parte de Adolfo Suárez, el 
programa gubernamental de Calvo-Sotelo definió la posición española en el entramado 
de la guerra fría con la incorporación al Tratado del Atlántico Norte. Hecha efectiva en 
mayo de 1982, a esta decisión la preceden unos años que, indudablemente, presencian 
una serie de acontecimientos necesariamente ineludibles en una exposición coherente 
del paso entonces dado.  
 
 Presentada esta manifestación de intenciones, el análisis sistematizado y 
enmarcado tanto en la política interior como en el orden internacional vigente se nos 
presenta como el reto esencial al afrontar este trabajo. Asignar a cada uno de los 
condicionantes de la política de seguridad en la transición española su peso específico 
en una explicación histórica global, capaz de integrar el acontecimiento y los factores 
estructurales es, por tanto, el reto último de este estudio. 
 
Acotación cronológica 
 Conviene concretar ahora el marco temporal de la transición y realizar algunas 
apreciaciones al respecto, referidas a la contraposición cronológica existente entre la 
política exterior de la transición y la transición de la política exterior en España. Será 
éste el punto de partida sobre el que se plantea la investigación, sobre el que se 
formulen sus hipótesis y a partir del cual se formalicen sus conclusiones. 
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 Existen interpretaciones variables sobre el momento en que puede situarse el 
comienzo de la transición a la democracia en España. Para algunos, el momento inicial 
del cambio cabe situarlo con el asesinato de Carrero Blanco, en diciembre de 1973. 
Otros señalan como punto de inicio la destitución de Carlos Arias Navarro como 
presidente del Gobierno a favor de Adolfo Suárez, en julio de 1976. Nuestro criterio 
conviene en señalar la desaparición de Franco y la proclamación del Príncipe Juan 
Carlos como Rey de España, los días 20 y 22 de noviembre de 1975, como el momento 
en el que la transición a la democracia puede entenderse iniciada.  
 
 Por otro lado, señalándose la aprobación de la Constitución, en diciembre de 
1978, como otro de los momentos frecuentemente apuntado por los analistas del 
periodo, consideramos concluida la transición con la victoria por mayoría absoluta del 
PSOE en las elecciones generales de 1982. El valor de la alternancia democrática del 
partido en el Gobierno y la consolidación del sistema constitucional en España en los 
años ochenta, tras el intento del golpe de Estado de 23 de febrero de 1981, cierran, en 
nuestra interpretación, la etapa de transición de una etapa histórica a otra. 
 
 Hecha esta aclaración, cabe señalar que esta cronología general de la transición 
no coincide con la que se ajusta a la actividad internacional, especialmente en la fecha 
en que la transición exterior puede darse por concluida. En este sentido, entendemos que 
la definitiva normalización de la situación internacional española, esto es, el punto final 
de la transición de la política exterior, habría de situarse en 1986. Es entonces cuando 
España concretaba clara y definitivamente las principales líneas de su orientación 
exterior: la europeísta, con la formalización del ingreso en la Comunidad Europea y la 
atlantista, como consecuencia del resultado del referéndum sobre la permanencia en la 
Alianza Atlántica, el 12 de marzo. Dicho esto, el estudio que a continuación se lleva a 
cabo abarca los años 1976-1982. Se trata, por tanto, del análisis de la política de 
seguridad en la transición española, periodo que se enmarca en la más amplia 
transformación de la acción exterior tras la dictadura y que se cierra en 1986, con el 
final de la transición de la política exterior.  
 
 Tiempo atrás, entre 1953 y 1976, la única opción que España materializa en su 
política de seguridad es la relación establecida con los Estados Unidos. Éste será el 
legado franquista en materia de seguridad, formalizado con el Tratado de Amistad y 
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Cooperación hispano-norteamericano de 1976. A partir de entonces, comenzarán a ser 
factibles otras opciones, al hilo del cambio democrático, siendo especialmente 
significativa la opción OTAN, concretada en 1982 y vetada con anterioridad a la España 
franquista como consecuencia de la naturaleza y origen de su régimen político. 
 
 Es en 1982 cuando España opta formalmente por la OTAN, confirmándose 
definitivamente esta opción en 1986. Opción que ha permanecido inamovible hasta la 
actualidad. Y ello como consecuencia o a pesar de los años de gobierno socialista entre 
1982 y 1986, cuando la pertenencia española a la Alianza Atlántica estuvo pendiente de 
su total consolidación hasta la señalada convocatoria del referéndum sobre la cuestión. 
 
 
3. Fuentes de la investigación 
La transición española es uno de los periodos históricos sobre los que se han 
escrito más libros, artículos o memorias y sobre los que existen mayor cantidad de 
posibilidades documentales y hemerográficas. La cantidad de recursos y material 
disponible para encarar y componer las bases de la investigación es, por lo tanto, 
especialmente cuantiosa. Como señala el profesor Díaz Barrado, en la Historia del 
Tiempo Presente «es tanto y de tal calibre el volumen de información que podemos 
manejar que ese será precisamente el problema más acuciante que debamos resolver»14. 
Por tanto, a diferencia de otros periodos, la dificultad de partida no reside en la escasez 
de fuentes para estos años de estudio, sino en la abundancia de las mismas. De ahí que 
la distinción entre lo esencial frente a lo anecdótico se torne en premisa ineludible para 
el historiador de la transición. 
 
 Respecto a las fuentes de archivo, el tema de la investigación propuesto choca 
frontalmente con las limitaciones propias de su ámbito cronológico y temático. Por un 
lado, la proximidad de los años abordados en este trabajo impide la consulta de los 
fondos públicos necesarios en relación con los asuntos referidos a la política de 
seguridad. Por otro, el tratamiento de materias referidas a la seguridad minimiza aún 
más esta posibilidad, por cuanto al tratarse de asuntos reservados, de secretos de Estado 
o de cualesquiera otros imperativos legales sobre los que se fundamenta la negativa al 
                                                          
14 DÍAZ BARRADO, M.P.: «Historia del Tiempo Presente y nuevos soportes para la información», en 
Cuadernos de Historia…, p. 43. 
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acceso a la documentación relativa al objeto de estudio, el desafío en el archivo del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, de por sí complejo para cualesquiera otras consultas, 
se torna, en este caso, inverosímil.  
 
 No obstante, entre las fuentes primarias emanadas de organismos e instituciones 
estatales o entes administrativos fueron consultadas las que seguidamente se recogen, 
con desiguales resultados al objeto de esta investigación: 
 
 ▪ Los Diarios de Sesiones del Congreso de los Diputados y del Senado en sus 
 sesiones plenarias y en las de las Comisiones con incidencia en el tema de 
 estudio, las de Asuntos Exteriores y las de Defensa, han sido objeto de 
 recurrente consulta con el fin de establecer las posiciones políticas existentes en 
 el arco parlamentario sobre la política de seguridad. Así mismo, en el Boletín 
 Oficial de las Cortes  encontramos la publicación de los medios de control 
 parlamentario tanto de ésta como del resto de las políticas  gubernamentales, por 
 lo que su revisión ha sido igualmente intensa. 
  
 ▪ La documentación archivada en el Centro Superior de Estudios de la Defensa 
 Nacional (CESEDEN). Entre sus fondos, se halla una rica documentación en 
 relación a los temas de seguridad y defensa, a partir de los cuales puede 
 apreciarse el enfoque y posición de las Fuerzas Armadas en relación a la política 
 de seguridad desde presupuestos estrictamente militares y estratégicos. Por su 
 importancia, destacan el Boletín de Información publicado por el Centro así 
 como la documentación emanada de los Cursos Monográficos de la Escuela de 
 Altos Estudios Militares (ALEMI). 
  
 ▪ Los expedientes y memorias de trabajo archivados en el Comité de Defensa 
 Hispano-Norteamericano, donde puede encontrarse tanto documentación 
 originada por la embajada española en Washington, como diferentes 
 informes del Comité de Relaciones Exteriores del Senado norteamericano sobre 
 el papel de España en la defensa occidental durante la etapa acotada en la tesis. 
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 ▪ Los fondos recabados en el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) se 
 tornan en la única fuente sólida sobre la que abordar el estado de opinión pública 
 en temas de política exterior y de seguridad en los años referidos en este trabajo. 
  
 En orden a contrarrestar el aparente déficit de documentación pública sobre la 
que poder llevar a cabo un estudio científico y contrastado sobre el tema que nos ocupa 
existen suficientes alternativas. Por citar las más relevantes, contamos con archivos 
privados, publicación de documentos oficiales y memorias, con la posibilidad de 
recabar los testimonios de buena parte de los protagonistas mismos, así como la nutrida 
información ofrecida por la prensa de la época.  
 
 Entre los archivos privados consultados por el autor, sobresale por la calidad y la 
cantidad de documentos relevantes de cara a este estudio el conservado por el almirante 
Ángel Liberal. Además de en otros aspectos, su aportación ha sido esencial para 
aproximarnos a las negociaciones hispano-norteamericanas y a las conversaciones 
previas a la firma de los convenios de 1976 y 1982, así como para indagar en el 
trasfondo de los condicionantes estratégicos y diplomáticos de la entrada de España en 
la Alianza Atlántica. La minuciosa clasificación de su archivo y el compromiso personal 
de Ángel Liberal para con los propósitos de este trabajo no pueden dejar de ser 
remarcados en estas páginas. Nuestro más sincero agradecimiento al recientemente 
fallecido almirante. 
 
 Otros documentos oficiales no públicos que fueron recopilados o consultados en 
la elaboración de este estudio quedan recogidos en el apartado referido a las fuentes y la 
bibliografía, al final de estas páginas. Entre éstos, cabe señalar la consulta de 
documentación conservada por José Lladó o Juan Fernández Jarrín así como la generosa 
colaboración de Ángel Viñas o Miguel Silva en la aportación de fuentes escritas  
relativas a diferentes aspectos abordados en esta tesis doctoral.  
 
 La cantidad de documentación inaccesible en archivos públicos que ha sido 
consultada por el autor constituye una parte sustancial de las fuentes de la investigación. 
De este hecho cabe extraer, al menos, dos reflexiones inmediatas. La primera, que la 
intrínseca dificultad en el acceso a los fondos públicos ha derivado en una búsqueda de 
otros canales de información documental que quizá hubieran quedado sin explorar de 
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haber existido una base archivística accesible en organismos o instituciones públicas. 
Por otro lado, dada su naturaleza y procedencia, buena parte de esta documentación es 
inédita, a juzgar por los trabajos publicados hasta la fecha sobre la materia. 
Reivindicando, por tanto, la notable aportación del documento conservado dentro el 
ámbito privado –no confundir con el documento privado- y constatando su ausencia en 
los circuitos públicos hacen especialmente relevante y novedosa su aportación en la 
aproximación científica a la materia objeto de esta investigación.  
 
 No obstante, conviene señalar la prudencia y actitud crítica con que cabe 
aproximarse a los documentos. En primer lugar, por una cuestión tan simple como que 
en el último tercio del siglo XX muchas de las pesquisas diplomáticas, buena parte de la 
gestión e intercambio de opiniones entre los diferentes actores de la política de 
seguridad o la simple transmisión de información al respecto, tenía lugar mediante un 
canal, el teléfono, cuyo empleo conlleva la imposible conservación documental, tal y 
como hemos atestiguado en diferentes conversaciones con diversos protagonistas 
políticos de estos años. Del mismo modo, a tenor del valor de los documentos escritos y 
de su potencial significación como fuente histórica en el estudio del pasado reciente, 
permítasenos incluir aquí una extensa cita de Henry Kissinger, figura de indudable 
conocimiento de las relaciones internacionales del siglo XX en su doble vertiente de 
protagonista y analista, cuando en este sentido señala:  
 
«Si un estudioso de impecables antecedentes e inatacable objetividad se viera en 
la situación de tener libre acceso a los millones de documentos de cualquiera de 
los modernos periodos de cuatro años, tendría grandes dificultades en saber por 
dónde comenzar. Los registros escritos, por su propio volumen, obscurecerían 
tanto como iluminarían; no proveerían ningún criterio para determinar cuáles 
documentos han sido producidos para proveer un alibí y cuales auténticamente 
sirvieron para guiar decisiones, cuáles reflejan una auténtica participación y 
cuáles fueron preparados en ignorancia de los acontecimientos claves. Antes de 
la era de las comunicaciones instantáneas, las instrucciones a un negociador 
debían ser conceptuales y por tanto daban una clara idea de los pensamientos del 
estadista; en la era de los teletipos, esas instrucciones son generalmente tácticas 
o técnicas y por ello son mudas en cuanto a propósitos y premisas más amplios. 
Los archivos oficiales de nuestro periodo no necesariamente discriminan cuáles 
decisiones fueron tomadas “en la trastienda” eliminando procedimientos 
formales o qué cosas fueron resueltas oralmente sin jamás llegar a formar parte 
de los registros formales (…) Con una selectiva presentación de documentos uno 
puede demostrar casi cualquier cosa. Las prácticas contemporáneas de 
revelaciones no autorizadas o liberalizadas son casi una garantía de que cada 
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documento sea escrito con un ojo puesto en la autoprotección. Las ganancias del 
periodista son las pérdidas del historiador»15.  
 
 
 Sirvan estas palabras como aviso para navegantes para todos aquellos que 
rastrean entre la documentación emanada por las modernas administraciones en 
búsqueda de elementos interpretativos o de irrefutables evidencias de sus 
planteamientos analíticos. 
 
 Los testimonios de diferentes protagonistas del tema estudiado conforman otra 
considerable parcela dentro de las fuentes primarias de la investigación. Junto a las 
memorias u obras de carácter biográfico escritas por aquellos que representaron 
destacados roles en la política de seguridad de la transición española, se han llevado a 
cabo un considerable número de entrevistas con personas que desde planos diferentes 
participaron a partir de sus respectivas responsabilidades en la conformación y 
evolución de esta política. Así, a los escritos de Calvo-Sotelo, Fernando Morán o 
Marcelino Oreja, por citar algunos de los más representativos, se han sumado los 
testimonios orales tanto de éstos como los de otros muchos entrevistados por el autor en 
la fase de recopilación documental, hasta superar la treintena de estas contribuciones 
personales16.  
 
 Desde el ámbito político, diplomático, militar o periodístico y con desigual 
concisión y precisión, todos ellos han colaborando con el autor en la elaboración de este 
trabajo, ordenado su recuerdo, compartiendo sus vivencias y transmitiendo sus 
perspectivas sobre unos aspectos u otros de la investigación. Con estas entrevistas, 
hemos tenido la posibilidad de recabar aportaciones originales, muchas de las cuales 
bien puedan ser calificadas de inéditas. Por su pluralidad y relevancia, los testimonios 
orales han contribuido con sustanciales informaciones de primera mano, de especial 
consideración, por cuanto la edad de buena parte de los protagonistas es ya avanzada, 
amén de habernos imbuido del espíritu político, de las inquietudes sociales y de las 
incertidumbres cotidianas que entonces acaparaban la atención de los españoles, 
aspectos éstos no siempre fáciles de interiorizar a través de un texto o documento 
escrito. 
                                                          
15 KISSINGER, H.: Mis memorias, Buenos Aires, Ed. Atlántida, 1979, p. 12. 
16 La relación de entrevistados, con los cargos ocupados en la etapa analizada, pueden consultarse en el 
apartado dedicado a las fuentes y la bibliografía, en la parte final del trabajo. 
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Frente a los protagonistas individuales, la prensa de los años 1976 a 1982 nos 
servirá para tomar el pulso a las tendencias colectivas cotidianamente recogidas en los 
medios de comunicación impresos. La prensa transmite la óptica de lo inmediato, el 
ambiente del momento, así como un reflejo de la importancia relativa de los 
acontecimientos estudiados en el contexto de la evolución política y social de la 
transición. Por lo que a esta investigación se refiere, el acopio de información 
periodística ha sido realizado a partir del acceso a los fondos archivados con motivo del 
proyecto hemerográfico del profesor Juan J. Linz, La Transición española en la prensa 
(1973-1989), en fase de elaboración en el momento de consulta por el autor17. La 
posibilidad de consultar los ingentes fondos hemerográficos clasificados y catalogados 
por áreas temáticas y entre los que se recogen los principales diarios de ámbito nacional 
ha supuesto una notable aportación en la composición de esta tesis. 
 
Además de las señaladas, la documentación relativa a los partidos políticos, la 
legislación, y las recopilaciones de documentos y discursos oficiales, ultiman el abanico 
de fuentes consultadas por el autor. Junto a ellas, el estudio de la amplia bibliografía 
existente sobre las materias abordadas en la investigación completa el registro de 
información llevado a cabo en el desarrollo de este trabajo, del que se incluye una 
recopilación en las páginas finales del mismo, bajo el título de Fuentes y Bibliografía. 
 
 
4. Estado de la cuestión 
Dentro de los estudios que desde distintas disciplinas sociales se vienen 
realizando en nuestro país sobre el proceso de transición, de inmediato saltan varios 
rasgos de conjunto. En primer lugar, el retraso con que los historiadores se han acercado 
al estudio de la transición respecto a otros científicos sociales. Por otro lado, son 
muchos menos los trabajos que hacen referencia a la vertiente exterior del cambio 
democrático que los estudios en los que priman los aspectos internos de este periodo. 
No obstante, la situación va dando muestras de cambio. Son distintas las voces y las 
                                                          
17 El archivo, con más de 60.000 recortes de prensa procedentes de trece periódicos españoles de diversas 
tendencias y seleccionado personalmente por el profesor Juan J. Linz se inició en el año 2000 impulsado 
por el Centro de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales (CEACS) de la Fundación Juan March. 
Gracias a la gentileza del personal de la biblioteca del CEACS nos fue posible acceder a los originales de 
esta ingente documentación hemerográfica una vez hubo sido clasificada temática y cronológicamente 
durante su etapa de digitalización. Actualmente es posible la consulta de sus fondos a través de la página 
web del CEACS: www.march.es/ceacs/. 
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investigaciones que desde el campo de la historia van abriendo camino en el análisis 
exterior de la transición, dando así respuesta a la serie de interrogantes que 
incesantemente plantea una comprensión del cambio democrático que aspire a ser 
global.  
 
Entre las materias que la política exterior de la transición ofrece como posibles 
objetos de análisis, la política de seguridad ha sido uno de los temas más recurrentes, 
únicamente igualado, si cabe, por el número de trabajos relativos a la relación de España 
con el entramado institucional europeo. Un análisis de la política de seguridad del 
periodo que prácticamente queda reducido al estudio del ámbito atlántico y de la posible 
incardinación española en el Tratado del Atlántico Norte.  
 
Ciertamente, la cantidad y variedad de las obras referidas al significado de la 
OTAN en la transición española es considerable. Esta literatura es el reflejo de la 
progresiva vinculación de España al sistema de defensa occidental. Una gradual 
incorporación que ha marcado los intereses, el tono y los ritmos de publicación de los 
trabajos sobre la cuestión atlántica en nuestro país. Así, en los primeros momentos de la 
transición, es característica la escasez de obras referidas tanto a la Alianza como a otras 
vertientes de la política exterior española. El consenso constitucional y la atención 
secundaria con que eran atendidos los asuntos exteriores explican esta situación. No 
obstante, a partir de 1981, con la decidida política proatlantista del presidente Calvo-
Sotelo, surgió en España un álgido debate nacional sobre la política de seguridad, al que 
acompañó una significativa explosión de obras sobre el tema, con el dilema de la 
integración o no integración en la Alianza como cuestión esencial. Predominan desde 
ese momento las obras divulgativas, con una clara toma de postura en uno u otro sentido 
en la mayoría de los casos. Esta tendencia se extiende de forma general hasta la 
celebración del referéndum de marzo de 1986, cuando la polémica atlantista queda 
prácticamente desactivada del ámbito político y popular. Entonces llega la hora de los 
estudios más rigurosos y objetivos, una vez que decae el afán propagandístico y la 
defensa de posturas muchas veces enconadas. 
 
Esta vista panorámica engloba una multiplicidad de tipologías y enfoques de 
distinta naturaleza sobre el tema de la OTAN, si bien se mantiene, a grandes rasgos, el 
esquema de producción bibliográfica aquí señalado, con los años 1981 y 1986 como 
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puntos de inflexión a la hora de establecer una periodización en la publicística sobre 
estas materias18. De este modo, entre las obras referidas a nuestro tema de estudio, hay 
una primera etapa en la que la política de seguridad apenas recaba atención 
bibliográfica, en la medida en que España se mantiene internacionalmente aislada como 
resultado del régimen franquista. A esta fase pertenece el análisis jurídico, político y 
geoestratégico llevado a cabo por Camilo Barcia Trelles, quién en 1950, al año siguiente 
del nacimiento de la Alianza Atlántica, publicó El Pacto Atlántico. La tierra y el mar 
frente a frente. Habrá que esperar hasta los años mismos de la transición para encontrar 
nuevos trabajos sobre estos asuntos. Concretamente, el escrito por Fernando de Salas 
López, España, la OTAN y los organismos militares internacionales, en 1974 y 
¿España en la OTAN? Una alternativa para la Defensa Nacional, escrita bajo el 
pseudónimo colectivo de Álvarez de Castro en 1978, títulos a partir de los que desde 
planteamientos estratégicos en el primer caso y político-ideológicos en el segundo van a 
exponerse, respectivamente, una postura favorable y otra contraria a un eventual ingreso 
de España en la OTAN.  
 
A esta etapa inicial pertenecen otros títulos. Entre ellos, el libro de Eduardo 
Chamorro e Ignacio Fontes Las bases norteamericanas en España, aparecido en 1976, 
en el que desde un enfoque periodístico se va a juzgar críticamente la relación bilateral 
hispano-norteamericana fundamentada a partir de la firma y renovación de los 
convenios militares desde 1953, pasando por el tema de la OTAN sin toma alguna de 
postura. Igualmente, destacan por su contenido el planteamiento proatlántico defendido 
en 1978 por Antonio Sánchez-Gijón desde el punto de vista estratégico en España en la 
OTAN y el trabajo publicado por el futuro ministro de Asuntos Exteriores, Fernando 
Morán en 1980, Una política exterior para España, en el que queda delineada la 
posición del Partido Socialista en la materia, argumentándose la defensa de una política 
de seguridad alejada del Tratado de Washington. 
 
Al hilo del debate resultante de la entrada en la Alianza Atlántica y la 
determinación manifestada por el Calvo-Sotelo de incorporar a España a la 
Organización, se produce un aumento de la producción bibliográfica sobre el tema. 
                                                          
18 Sobre el particular, CORCHADO, M. y SANZ, C.: «La Alianza Atlántica: una aproximación 
bibliográfica desde España», Boletín de la Comisión Española de las Relaciones Internacionales, núm. 5, 
1999, pp. 24-34. Desde una perspectiva más limitada también es útil la consulta de FISAS, V.: Paz, 
guerra y defensa (guía bibliográfica), Barcelona, Fontamara, 1985. 
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Entre las obras que adoptaron un tono próximo a la integración, encontramos las 
escritas en 1981 por Esther Barbé: España y la OTAN: la problemática europea en 
materia de seguridad y más favorablemente por Fernando de Salas López: ¿Nos 
interesa la OTAN? Junto a éstas, Esteban Ferrer Guarga, con OTAN sí, OTAN no, 
publicada en 1981, o Eugenio del Río en La razón de la fuerza, aparecida en 1982, 
constituyen también ejemplos de autores abiertamente opuestos a la participación 
española en la Alianza.  
 
 Desde diferentes aproximaciones y guiados por objetivos variables se produce 
desde 1981 una eclosión de títulos referidos a la OTAN. Fundamentadas en las ventajas 
económicas que supondría para España la adhesión al Tratado del Atlántico Norte están 
las obras de Ángel Lobo, OTAN y España: el precio de una alianza y de Ramón de 
Salas Larrázabal y Pedro Schwartz, La defensa nacional, ambas de 1981. Cabe señalar 
también la opinión favorable a la adhesión recogida por José Cervera Pery y José 
Casado Alcalá en su análisis de la guerra fría: Pacto de Varsovia: ¿Alternativas o 
exigencias?, publicado en 1982. Por su parte Luis Otero Quintás repasará, entre otras 
cuestiones, las posiciones de los principales partidos políticos ente los acuerdos España 
y los Estados Unidos y España y la OTAN en La OTAN… a lo claro, de 1981. 
 
 Partiendo de planteamientos militares, Ángel León y José Luis Buhigas analizan 
en 1982 el papel estratégico que cabría asignarle a España dentro de la Alianza en La 
defensa de occidente: la integración española en la estrategia atlántica. A su vez, 
Leandro Rubio García concluye en España y la OTAN, del mismo año, en las 
aportaciones positivas que ha tenido el Tratado del Atlántico Norte en una perspectiva 
global. Será igualmente tiempo de celebración de jornadas y seminarios que darán lugar 
a la publicación de sus diferentes sesiones y participaciones. Tal es el caso de España 
¿Qué defensa? Las opciones españolas de seguridad, editada en 1981 por el Instituto de 
Cuestiones Internacionales, de OTAN y seguridad nacional, título bajo el que se 
recogen las jornadas de estudio celebradas en el CESEDEN publicadas también en 1981 
y de Intereses Estratégicos Nacionales. Percepciones y realidades, de 1982, tras la 
celebración de un simposio organizado por la Universidad Internacional Menéndez 
Pelayo, el CESEDEN y el Instituto Español de Estudios Estratégicos. 
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 Superada la efervescencia de los primeros momentos del debate, la producción 
bibliográfica sobre la política de seguridad disminuye hasta la etapa de la celebración 
del referéndum de 1986, cuando conoce un nuevo repunte en la publicación de trabajos 
sobre la materia. A partir de entonces, la atención sobre la OTAN y la política de 
seguridad decae entre las preocupaciones políticas y populares, ciñéndose al ámbito más 
limitado de los estudios técnicos y académicos, de mayor calado documental y tono más 
reflexivo. 
 
 A esos años de ínterin pertenecen el superficial trabajo periodístico de Antxón 
Sarasqueta: Después de Franco, la OTAN, publicado en 1985, y la sintética recopilación 
de la política de seguridad española desde 1953 de Tomás Mestre, España y la OTAN, 
del mismo año. De esta etapa también, en la interpretación de Felipe Baeza del año 
1983, España y la OTAN: un ensayo de política de defensa, el autor va a pasar revista a 
las diferentes opciones que mantenía España en materia de seguridad con notable rigor e 
imparcialidad, mientras que el trabajo colectivo España, Europa, Occidente. Una 
política integrada de seguridad recopila en 1984 las valoraciones de un coloquio 
internacional celebrado en Madrid con la participación de diferentes protagonistas de la 
política de seguridad de la transición.  
  
 En 1985, meses antes de la celebración del referéndum, y recogiendo las 
opiniones de populares ciudadanos españoles, destacados en sus respectivos campos 
profesionales, Víctor Márquez Reviriego publicó Cien españoles y la OTAN, crisol de 
testimonios sobre la justificación de la orientación de su voto en la próxima consulta. Al 
hilo de la misma, un reflexivo análisis de la situación de la Alianza es el que propuso 
Andrés Ortega en El purgatorio de la OTAN: elementos para un debate, de 1986. 
 
Protagonistas del periodo quisieron dejar su testimonio favorable a la inclusión 
de España en la Alianza, siendo quizá el más representativo de ellos el recogido en 
España en la OTAN: relato parcial, escrito en 1986 por el antiguo representante 
ucedista, Javier Rupérez. Inexcusable en este recorrido es la cita de la obra de Antonio 
Marquina, España en la política de seguridad occidental, 1939-1986, aparecida en 1986 
y referencia obligada en una aproximación actual a la política de seguridad en los años 
de la transición, si bien su contenido excede con creces el ámbito cronológico de la 
misma. Igualmente fundamental es la recopilación de textos llevada a cabo por 
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Celestino del Arenal y Francisco Aldecoa en 1986 con España y la OTAN. Textos y 
documentos. Desde distintos enfoques, entre las obras que analizan los diferentes 
intereses ante un hipotético ingreso de España en la OTAN se encuentra España dentro 
de la Alianza Atlántica editado en 1986 por el Instituto de Cuestiones Internacionales. 
Por su parte, la opinión oficial del Gobierno socialista de cara al referéndum puede 
conocerse a través de la publicación de Política de paz y seguridad, editada por la 
Oficina del Portavoz del Gobierno en 1986. 
 
 Tras la celebración del referéndum, la política de seguridad española entra en 
una nueva dimensión, habiéndose ratificado la permanencia en la OTAN. Los estudios 
aparecidos con posterioridad recogen de este modo esta nueva circunstancia en el 
contexto de sus aportaciones, con el fin de la guerra fría como nueva premisa analítica, 
a partir de 1989. 
 
 Entre los trabajos que vieron la luz en esta etapa destacan la edición de un 
seminario hispano-norteamericano: España y la OTAN. Perspectivas políticas y 
estratégicas a cargo de Federico G. Gil y Joseph S. Tulchin en 1987, al que siguieron 
diferentes aproximaciones en virtud de la nueva posición española en la Alianza 
Atlántica. Tal es el caso de Paz en el Mediterráneo, de Vicenç Fisas, quien en 1987 
propone el escenario marítimo como potencial campo de conflicto entre las 
superpotencias en el que España se vería abocado o de España, Portugal y la OTAN, 
coordinado por Hipólito de la Torre, donde en 1989 se aborda la cuestión atlántica 
desde la perspectiva de ambos Estados peninsulares. Con la nueva posición de España 
en la Alianza Atlántica los títulos referidos a la política de seguridad de la transición 
prácticamente desaparecen del panorama bibliográfico español, habiéndose de buscar 
referencias a esta temática en obras de carácter más general, bien sobre la transición 
bien sobre la política exterior española. Ejemplos en ambos sentidos son los trabajos de 
Charles Powell: España en democracia, 1975-2000, aparecido en 2001 o la aportación 
de Florentino Portero sobre la política de seguridad en La política exterior de España en 
el siglo XX, editado en 2000 por Javier Tusell, Rosa Pardo y Juan Avilés. 
 
 Entre las excepciones a esta tónica encontramos la obra de Consuelo del Val 
Cid, donde se lleva a cabo un completo estudio sobre la influencia de los medios de 
comunicación y los emisores del discurso en relación con la temática atlántica desde el 
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final de la transición, concretamente a partir 1981, cuando el debate sobre la adhesión a 
la OTAN se instala en la agenda política y popular de la actualidad española. Se trata de 
Opinión pública y opinión publicada. Los españoles y el referéndum de la OTAN, 
publicada en 1996. Más recientemente, en 2003, la monografía de Ángel Viñas En las 
garras del águila. Los pactos con Estados Unidos, de Francisco Franco a Felipe 
González (1945-1995) ha supuesto una revisión y actualización de determinados 
aspectos de la política de seguridad llevada a cabo durante la transición española en 
relación a los convenios hispano-norteamericanos, ámbito temático tradicionalmente 
relegado a un segundo plano frente a la atención prestada a la relación España-OTAN 
durante estos años. 
 
 
5. Hipótesis de trabajo 
 Presentado el qué y el cómo de nuestro objeto de estudio y una vez completado 
su estado de la cuestión, es momento de establecer las hipótesis de trabajo de la 
investigación. Incidiendo en el objeto de analizar la política de seguridad en la 
transición española de una forma global, superando la falta de estudios históricos sobre 
esta materia para estos años, así como el déficit metodológico inherente a ellos, nos 
proponemos alcanzar esta meta a partir de los siguientes presupuestos: 
 
 1. Si la transición política se entiende como el proceso de cambio de un régimen 
 autoritario a otro democrático se acepta igualmente un cambio, una transición, 
 desde la política de seguridad del franquismo a la llevada a cabo en España  
 entre 1976 y 1982. 
 
 2. La consideración de la entrada de España en la OTAN en 1982 como el hecho 
 que vino a romper el consenso en la política exterior supone una afirmación 
 reduccionista y deformada de los acontecimientos, habiéndose de abandonar 
 como rasgo historiográfico definitorio del periodo. La existencia de un 
 consenso como noción histórica aceptable en la política exterior española tras la 
 muerte de Franco ha de ser críticamente revisada. 
 
 3. El papel de los Estados Unidos en la determinación de la política de seguridad 
 española de la transición es determinante. Especialmente crucial por cuanto 
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 desde Washington existió un supremo interés en la entrada de España en la 
 Alianza Atlántica, acelerado con la llegada de Ronald Reagan a la presidencia 
 norteamericana, frente a otros objetivos o propósitos. 
 
 4. La satisfactoria explicación de la política de seguridad de la transición ha de 
 tener en mayor consideración de lo que la literatura especializada ha puesto de 
 manifiesto la valoración de la situación por los decisores y los componentes 
 personales de los protagonistas. 
 
 5. A partir del actual estado de la cuestión han de ser sometidos a revisión el 
 papel de importantes actores en la política de seguridad de la transición 
 española. Concretamente, proponemos la conveniencia de reformular la 
 posición del Rey en su definitivo desenlace, calibrar convenientemente el peso 
 de Unión de Centro Democrático (UCD) e incorporar a las Fuerzas Armadas 
 como uno de los actores nacionales de contrastada relevancia en la materia 
 analizada.  
 
 
6. Estructura del trabajo 
 Los contenidos de esta investigación se distribuyen en tres partes fundamentales. 
En la primera parte de la tesis nos ocuparemos de los aspectos teórico-metodológicos 
sobre los que llevaremos a cabo la exposición de argumentos del tema estudiado. En 
ésta, comenzaremos en el capítulo I con un recorrido por la evolución del concepto de 
seguridad desde la posguerra mundial hasta nuestros días, para pasar a presentar en el 
capítulo II los presupuestos conceptuales sobre los que nos vamos a ceñir en nuestro 
trabajo, al delimitar qué entendemos por política exterior, por política de seguridad y 
cuál va a ser el modelo de análisis para nuestro estudio histórico. 
 
 En la segunda parte abordaremos los factores condicionantes de la política de 
seguridad en la transición española. Centrándonos propiamente en nuestro caso 
analizado y en virtud de la propuesta metodológica sostenida, serán presentados en tres 
capítulos aquellos procesos, factores y actores que caben ser identificados como 
susceptibles de influir en la política de seguridad española entre 1976 y 1982. Así, en el 
capítulo III tendrán cabida aquellos elementos y consideraciones que dentro del 
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contexto internacional y del contexto doméstico tienen potencial capacidad 
condicionadora en la elección y materialización de una determinada opción de política 
de seguridad. El capítulo IV se detiene en la caracterización funcional de los actores 
nacionales que de un modo u otro van a incidir en esta política. Partiendo del marco 
institucional, quedará recogida su lógica operacional y la ubicación de los mismos en el 
ciclo formal de la política de seguridad. El capítulo V completa esta exposición de 
elementos condicionantes a partir de dos dimensiones. Aproximándose de forma general 
a la política exterior de la transición por un lado, y remontándose a los antecedentes 
próximos de la política de seguridad de la transición por otro, completando de este 
modo el conjunto de aspectos que entendemos relevantes en la materia objeto de 
estudio. 
 
 La tercera parte de la investigación se concentra en la explicación de los 
acontecimientos, incardinando instrumentos teóricos y elementos condicionantes en la 
realidad política del momento. Partiendo de la situación creada en materia de seguridad 
al final de la dictadura y el inicio del régimen monárquico, concretada en el Tratado de 
Amistad y Cooperación hispano-norteamericano de 1976, de cuyas negociaciones y 
contenido nos ocuparemos en el capítulo VI, pasaremos a continuación a exponer las 
vicisitudes de la política de seguridad en los años de estudio. En sucesión cronológica, 
quedarán expuestos la actividad de diferentes protagonistas de la transición, la 
evolución de actores determinantes en el cambio democrático y el papel de distintos 
ámbitos institucionales, políticos o sociales que no pueden dejar de ser traídos a 
colación en un análisis riguroso de la política de seguridad española hasta 1982. 
 
  Seguidamente el lector encontrará las conclusiones a las que llegamos tras 
completar el estudio y reflexionar sobre sus diferentes variables y consideraciones. Al 
final de estas páginas se incluye un apartado en el que recogemos las fuentes y la 
bibliografía empleadas en la elaboración del trabajo, así como un apéndice documental 
que complementa al grueso de la investigación. 
 
*************** 
Parafraseando a Jonathan Story en el capítulo que aborda las relaciones 
exteriores de España entre 1975 y 1989 dentro de la obra colectiva Las relaciones 
exteriores de la España democrática, publicada en 1995, «la decisión más controvertida 
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de toda la transición española fue la entrada de España en la OTAN», añadiendo que 
«las razones para la elección del momento fueron determinadas por una compleja 
interrelación de factores internos y externos». Éste es nuestro objetivo en las páginas 
que siguen. Desentrañar esa compleja interrelación. Y ello no solamente en la 
incorporación de España a la Alianza Atlántica, sino en la política de seguridad en su 
conjunto. Por su trascendencia y por la polémica que entonces desató, la adhesión a la 
OTAN ha pasado a la memoria histórica de los españoles como el acontecimiento más 
controvertido de la política exterior desde la muerte de Franco hasta el apoyo español a 
la invasión de Iraq en 2004, por lo que su tratamiento, indudablemente, requerirá 
nuestra mayor atención.  
 
 Pasemos pues a ello, confiando en que esta tesis doctoral responda a las 
expectativas del tribunal así como a las líneas de trabajo propuestas por el 
Departamento en el que ha sido presentada.  
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 Consistiendo este trabajo en un estudio histórico acerca de la política de 
seguridad, nuestra primera reflexión ha de llevarnos a conceptualizar el objeto de 
investigación. A qué entendemos concretamente por política de seguridad. No obstante, 
previamente a esta aproximación a la política de seguridad habremos de indagar en el 
concepto que articula dicha política, en el concepto de seguridad.  
 
 Aspecto que ha tenido sucesivos significados e interpretaciones con el 
transcurrir de los años, los teóricos de las Relaciones Internacionales han venido 
estableciendo desde el final de la Segunda Guerra Mundial y hasta nuestros días 
continuos parámetros y valoraciones sobre el término y sus derivaciones, al hilo de los 
acontecimientos políticos y los hitos militares acaecidos a la sombra de la división 
bipolar. La seguridad es un concepto vivo, sucesivamente reinventado por la coyuntura 
histórica y moldeado por las potenciales amenazas y percepciones de peligro de cada 
tiempo y lugar, a la par que hace referencia a planos diversos e interrelacionados que 
demandarán actuaciones públicas y referencias doctrinales complementarias. 
 
 Una vez expuesto el ámbito de la seguridad desde el punto de vista teórico 
introducimos los planteamientos metodológicos y las bases sobre las que asentamos la 
definición de la política de seguridad. Partiendo del análisis científico de la política 
exterior y como parte de ella, el ciclo formal de la política de seguridad da lugar a una 
serie de etapas y un elenco de actores con sus propias funciones, formas e intensidades 
de participación en los diferentes momentos de este ciclo. 
 
 Con el objetivo de adentrarnos en ellos con orden y rigor, proponemos el modelo 
de los niveles de análisis, desarrollado por diferentes teóricos de las Relaciones 
Internacionales y dentro del cual distinguiremos entre diferentes variables a considerar 
en la posterior descodificación de la política de seguridad de la transición española. 
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I- Evolución y delimitación del concepto de seguridad 
 Esta investigación se circunscribe al análisis de la política de seguridad en la 
transición española. Se trata de un análisis concreto, de un análisis de caso histórico, 
dentro de los estudios de seguridad. A lo largo del siglo XX, la producción de trabajos 
teóricos sobre seguridad fueron muy numerosos dentro de la disciplina marco de las 
Relaciones Internacionales, predominando entre los mismos los enfoques de origen 
anglosajón, en los que la tendencia generalizada fue tratar la seguridad como si ésta 
fuera el objeto central de un campo de estudio coherente, unificado y diferenciado de 
otras disciplinas académicas1. Un marco teórico extenso desde el que entendemos 
esencial partir en estas primeras páginas para proceder, más adelante, al análisis 
concreto de la política de seguridad en España en los años del cambio democrático. 
 
 Según hemos adelantado, como paso previo a la aproximación teórica a la 
política de seguridad será oportuno de pasar revista al concepto mismo que dará lugar a 
la actividad política: el concepto de seguridad. Un término que aún habiendo generado 
gran cantidad de literatura y sobre el que estudiosos y políticos inciden frecuentemente, 
fue calificado como «escasamente desarrollado» por uno de los principales especialistas 
en la materia2. De esta forma, la complejidad y variedad de enfoques en su 
conceptualización y la propia evolución en la percepción del término habrán de 
acompañarnos como elementos guía a la hora de acercarnos a la seguridad y sus 
elementos definitorios3. 
 
 Efectivamente, la interpretación en los estudios internacionales va siempre a 
remolque de los acontecimientos acaecidos en el sistema internacional. Un sistema en 
transformación que proporcionará nuevas pautas analíticas a partir de las que 
reinterpretar y redefinir teorías y conceptos. De este modo, en base a la propia dinámica 
de las relaciones internacionales, es posible señalar tres fases en la definición y 
evolución del concepto de seguridad desde mediados del siglo XX. Una primera, entre 
                                                 
1 Sobre la autonomía académica de los estudios de seguridad, véase HAFTENDORN, H.: «The Security 
Puzzle: Theory-Building and Discipline-Building in International Security», International Studies 
Quarterly, vol. 35, núm. 1, 1991, pp. 3-17. 
2 BUZAN, B.: People, State and Fear: an Agenda for International Scurity Studies in the Post-Cold War 
Era, Nueva York, Harvester Wheatsheaf, 1991, p. 3. 
3 En este sentido, Esther Barbé habla de diferentes niveles de análisis posibles para abordar la seguridad 
así como de la multidimensionalidad del concepto. Véase BARBÉ, E.: La seguridad en la nueva Europa, 
Madrid, Los Libros de la Catarata, 1995, pp. 25 y 26. 
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la conclusión de la II Guerra Mundial y principios de los años ochenta; la segunda, 
hasta la conclusión de la guerra fría; y la tercera, desde los años noventa hasta nuestros 
días, cuando la transición hacia un nuevo orden mundial vino a acrecentar el interés y a 
multiplicar el abanico de enfoques sobre los asuntos de seguridad. Una fase incierta en 
la que actualmente nos encontramos en la que los atentados perpetrados en los Estados 
Unidos en el año 2001, en Madrid en 2004 y en Londres en 2005 reflejan 
paradigmáticamente nuevas delimitaciones conceptuales de la seguridad y ponen sobre 
la mesa nuevas aproximaciones teóricas al concepto.  
 
 
 
1. De la II Guerra Mundial a los años ochenta 
 Las concepciones analíticas de las relaciones internacionales vigentes en la 
posguerra mundial impregnarían el pensamiento sobre la seguridad durante varias 
décadas tras la el final de la guerra4. Estas interpretaciones parten del sistema bipolar 
configurado a raíz del orden internacional postbélico y encuentran en los postulados de 
la escuela realista el enfoque dominante entre académicos y estadistas del mundo 
occidental. Tras las iniciales aportaciones de E.H. Carr, el realismo tendrá en H. 
Morgenthau a su más importante representante, al que posteriormente vendrán a 
sumarse autores neo-realistas como R. Aron o K. Waltz, quienes, partiendo del realismo 
clásico, vendrían a implementar, matizando y reformulándolo, el paradigma vigente de 
la concepción realista de las relaciones internacionales5.    
 
 El enfoque realista concede al Estado todo el protagonismo como unidad 
analítica esencial y como actor principal en la política internacional. Partiendo de la 
base de una permanente situación de conflicto en la escena internacional, los Estados se 
mueven únicamente por su propio interés en busca de poder, siendo la guerra uno de los 
                                                 
4 Sobre una evolución del pensamiento internacionalista en épocas históricas anteriores y su repercusión 
en la teorización de la seguridad es de utilidad la consulta de BULL, H.: The Anarchical Society: A Study 
of Order in World Politics, Nueva York, Columbia University Press, 1977, pp. 24-40 y MALDELBAUM, 
M.: The Fate of Nations: The Search for National Security in the Ninetenth and Twentieth Century, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1988. 
5 Las obras originales más representativas de éstos, los autores realistas más significativos son: CARR, 
E.H.: The Twenty Years Crisis 1919-1939. An Introduction of the Study of International Relations, 
Londres, McMillan, 1939, MORGENTHAU, H.J.: Politics Among Nations: the struggle for power and 
peace, Nueva York, 1948, ARON, R.: Paix et guerre entre les nations, París, Calmann-Lévy, 1962, 
WALTZ, K.N.: Man, the State and War, Nueva York, Columbia University Press, 1954 y Theory of 
International Politics, Reading, Addison-Wesley, 1979. 
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diferentes medios que los Estados emplean para alcanzar sus fines6. La seguridad en 
este enfoque se limita a lo militar y se ciñe a obtener la supervivencia del Estado. 
Seguridad equivale a seguridad nacional. Esta concepción tiene como base argumental 
la necesidad de los Estados de acaparar mayor capacidad militar o armamentística que 
sus potenciales enemigos para así evitar una posible agresión por aquéllos. De esta 
forma, si un Estado se esforzaba por superar militarmente a su rival, éste operaba del 
mismo modo, produciéndose la inevitable carrera de armamentos, ilustrada en los casos 
de Inglaterra y Alemania a finales del siglo XIX o de los Estados Unidos y la Unión 
Soviética a lo largo de la guerra fría7. A partir de esta concepción queda establecida una 
sensación de seguridad que se estima frágil y, consecuentemente, una alta percepción de 
las amenazas, resultando un juego de suma cero: la seguridad de un Estado conlleva 
necesariamente la amenaza e inseguridad de otros. 
 
 A pesar de la presencia y constante referencia al término durante estos años, la 
falta de concreción teórica fue reconocida por diferentes autores desde la propia 
gestación del enfoque realista, denominado enfoque convencional en el estudio de la 
seguridad8. Según Buzan, los motivos que en síntesis explican esta vaguedad fueron la 
incapacidad de las ciencias políticas de superar la visión realista de las relaciones 
internacionales como el propio interés de los políticos en mantener la ambigüedad del 
concepto9. 
 
 Entre los intentos por acotar el término, encontramos la definición de Wolfers, 
quien en 1952 señalaba: «security in an objective sense, measures the abscence of 
threats to acquiered values, in a subjective sense, the abscence of fear that such values 
will be attacked»10. Su análisis del concepto de la seguridad nacional incluye posibles 
                                                 
6 Sobre el realismo, véanse las síntesis realizadas por autores españoles en ARENAL, C. del.: 
Introducción a las relaciones internacionales, Madrid, Tecnos, 1994, pp. 126-152 y BARBÉ, E.: 
Relaciones Internacionales, Madrid, Tecnos, 1995, pp. 60-64. 
7 Se trata de lo que diferentes autores denominaron «security dilemma», recogido en un clásico trabajo al 
respecto: HERZ, J.H.: «Idealist Internationalism and the Security Dilemma», World Politics, núm. 2, 
1950, pp. 157-180. 
8 Entre otros LASSWELL, H.: National Security and Individual Freedom, Nueva York, McGraw Hill, 
1950, p. 75 y el indicativo título de WOLFERS, A.: «”National Security” as an ambiguous symbol», 
Political Science Quuarterly, vol. 67, núm. 4, 1952, pp. 483 y 484. 
9 BUZAN, B.: People, States and Fear..., pp. 7-12. 
10 WOLFERS, A.: «”National Security” as...», p. 485. Definición que repetiría exactamente igual diez 
años más tarde en su obra Discord and Collaboration, Baltimore, The John Hopkins Press, 1962, p. 150. 
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amenazas morales e ideológicas, en la línea apuntada por Lippmann años atrás11. Sin 
embargo, la pauta dominante en los años de la guerra fría fue la de identificar la 
verdadera amenaza a la seguridad estatal con el ataque armado desde el exterior12. Los 
estudios sobre seguridad quedaron de este modo entendidos como los que se ocupaban 
de la viabilidad de los medios militares, derivándose de esta concepción la reflexión 
doctrinal sobre la que elaborar los planes de defensa norteamericanos13. De ahí que en 
base a este pensamiento tradicional de la seguridad, los estudios anglosajones quedaran 
reducidos, en la mayoría de los casos, a un mero instrumento de análisis del uso de la 
fuerza militar para la defensa de la seguridad de los Estados Unidos, mimetizándose los 
estudios de seguridad con los estudios estratégicos o, sencillamente, con los estudios de 
seguridad nacional norteamericana. 
 
 El cambio más significativo de la posguerra en la conceptualización de la 
seguridad fue debido al advenimiento de las armas nucleares y su potencial poder de 
destrucción. Íntimamente vinculado a ello aflora la lógica de la disuasión y toda su 
literatura especializada. Ésta representa la seguridad no en los atributos defensivos de 
los Estados, en este caso las dos superpotencias, sino en la potencialidad de infligir 
daños al enemigo. La lógica de la disuasión viene a garantizar la mutua seguridad en un 
contexto de constante amenaza, nutriendo de base doctrinal al desarrollo de bastos 
planes armamentísticos. De esta forma, los estudios sobre seguridad, si bien carecen de 
la potestad de definir las grandes orientaciones políticas, tarea ésta estrictamente 
desempeñada por los políticos, van a tener como fin el ofrecer una hipotética previsión 
de escenarios de conflicto partiendo de una holgada amplitud de opciones en términos 
de represalia masiva14. 
 
                                                 
11 Walter Lippmann señalaba en 1943: «(...) nation is secure to the extent to which it is not in danger of 
having to sacrifice core values, if it wishes to avoid war, and is able, if challenged, to mantain them by 
victory in such war». Véase LIPPMANN, W.: U.S. Foreign Policy, Londres, Hamish Hamilton, 1943, p. 
51. 
12 Identificación que queda recogida en LOUW, M.H.N. (ed.): National Security: a Modern Approach, 
Pretoria, Institute for Strategic Studies/University of Pretoria, 1978, y GRAEBNER, N.A. (ed.): The 
national security: its theory and practice, 1945-1960, Nueva York, Oxford University Press, 1986. (...)  
13 Algunos autores que desarrollan esta visión en los orígenes de la guerra fría fueron: BRODIE, B.: 
National Security Policy and Economic Stability, New Haven, Yale University Press/Institute of 
International Studies, 1950, y el anteriormente citado A. Wolfers, en diferentes trabajos. 
14 SÁNCHEZ CANO, J.: El debate sobre el concepto de seguridad (1980-1997), Barcelona, ICPS, 1995, 
p. 22. 
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 La propia evolución de la guerra fría vino a rebajar las pretensiones derivadas 
del concepto de seguridad vigente, entendida como seguridad nacional. Una búsqueda 
de la seguridad estatal que además de las propias capacidades defensivas de los Estados 
fue perseguida a través de la formación de diferentes alianzas y procesos de cooperación 
trasnacionales15. Kenneth Waltz, por ejemplo, se refirió bajo el término de “self-help 
system” a la doble capacidad de los Estados para obtener su propia seguridad; 
unilateralmente, a través de su propia política interior, o a través de acciones en el 
exterior, mediante la actividad diplomática o la formación de alianzas16.  
 
 Con la crisis de los misiles cubana como catalizador, desde los sesenta 
comienzan a establecerse procesos de cooperación internacional, en un intento por 
reducir y controlar no sólo los arsenales nucleares sino también los convencionales. La 
lógica de la disuasión, convertida en certeza de destrucción mutua asegurada -mutual 
assured destruction, MAD en su acepción anglosajona-, vino a dar cabida a la búsqueda 
de una necesaria seguridad internacional, concebida como global, en la que el juego de 
suma cero no tenía porqué ser la única alternativa viable17. Este espíritu se materializó 
en diferentes iniciativas, entre las que cabe destacar la firma del Tratado de No 
Proliferación de Armas Nucleares de 1968, el Acuerdo entre los Estados Unidos y la 
URSS sobre Medidas relativas a la Limitación de Armas Ofensivas Estratégicas (el 
Acuerdo SALT I) de 1972 y la Conferencia de Cooperación y Seguridad Europea 
celebrada en Helsinki entre 1973 y 1975. De forma paralela, entre los estudiosos de las 
Relaciones Internacionales surgen en estos años interpretaciones que refuerzan la 
búsqueda de un interés común de seguridad internacional al servicio del propio interés 
nacional18. Así, parafraseando a Stephen Walt, a mediados de los sesenta se produce el 
final de la edad de oro de los estudios estratégicos. Entre sus causas, cabe señalar la vía 
muerta en que habían caído las doctrinas estratégicas en el contexto de la disuasión 
nuclear; la inexistencia de grupos de investigación significativos en torno a la primera 
                                                 
15 Existe una cuantiosa literatura referida a las alianzas en las relaciones internacionales. Resultan 
representativos los trabajos de LISKA, G.F.: Nations in Alliance: The Limits of Interdependence, 
Baltimore, John Hopkins University Press, 1962 y de RIKER, W.H.: The Theory of Political Coalitions, 
New Haven, Yale University Press, 1962, en el contexto de la etapa aquí analizada. Véase también 
WALT, S.N.: The Origins of Alliances, Itaca, Cornell University Press, 1988. 
16 WALTZ, K.N.: «Theory of International Relations», en GREENSTEIN, F.I. y NELSON, W.P. (eds.): 
Handbook of Political Science, vol. 8, Reading, Addison-Wesley, 1975, pp. 36 y 37. 
17 Véase JERVIS, R.: «Cooperation Under the Security Dilemma», World Politics, vol. 30, núm. 2, 1978, 
pp. 167-214. 
18 Es el caso de HAAS, E.B.: Beyond the Nation State, Stanford, Stanford University Press, 1964, pp. 69-
71. 
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generación de teóricos realistas de la seguridad; y, finalmente, el impacto que vino a 
significar la guerra de Vietnam, contra la que se opusieron autores como K. Waltz o H. 
Morgenthau, y la distensión entre los Estados Unidos y la Unión Soviética, factores que 
vinieron a acrecentar el declive de los estudios de seguridad desde el tradicional prisma 
militarista19.  
 
 La insuficiencia en el pensamiento dominante para dar respuesta a los nuevos 
condicionantes de la realidad internacional quedó puesta de manifiesto con la crisis del 
petróleo de octubre de 1973. Las palabras de Charles Schultze anticipaban entonces 
algunas de las premisas que acabarían por imponerse en el estudio de la seguridad en el 
decenio siguiente, al afirmar que el concepto de seguridad nacional no se prestaba a 
formulaciones claras y precisas, teniendo «que abordar una amplia variedad de riesgos, 
de los que es difícil saber cuáles son sus probabilidades y percibir la naturaleza de sus 
contingencias»20. Toda una premonición. Seis años más tarde, con el objetivo de 
identificar y elaborar una nueva aproximación científica de las relaciones 
internacionales, K. Waltz publicó Theory of International Relations, aproximación 
capital a la materia desde el paradigma neo-realista21. Heredero de las concepciones 
tradicionales del realismo, este enfoque se convertiría en el prisma teórico dominante en 
occidente, dando pie, no obstante, a la aparición de una numerosa literatura crítica con 
sus planteamientos en los años ochenta, lo que dio lugar a la depuración y renovación 
de sus propias ideas por parte de la escuela realista.  
 
 
 
2. La revisión crítica de la seguridad convencional 
 Durante el período que va entre la “segunda guerra fría” hasta los años noventa 
van a surgir tendencias y análisis que proyectarán cambios en las agendas internas de 
los Estados y en su  concepción de la seguridad nacional. En particular en la agenda de 
los Estados Unidos, país que marca la pauta en el contexto de la seguridad occidental. 
                                                 
19 WALT, S.M.: «The Renaissance of Security Studies», International Studies Quarterly, vol. 35, núm. 2, 
1991, pp. 215 y 216. 
20 SCHULTZE, CH.: «The economic content of National Security», Foreign Affairs, vol. 51, núm. 3, 
1973, pp. 529 y 530. 
21 Sobre el neo-realismo y su redefinición de algunos de los postulados del realismo clásico, véase, 
TERRIFF, T., CROFT, S., JAMES, L. y MORGAN, P.M.: Security Studies Today, Cambridge, Polity 
Press, 1999, pp. 30-38. 
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Entre estas tendencias va a destacar el aumento del peso relativo de las cuestiones de 
índole económica entre los asuntos de la seguridad nacional. Con ello va a comenzar la 
evolución del concepto desde sus presupuestos convencionales, pudiéndose hablar, de 
manera general, de una nueva concepción de la seguridad. 
 
 La propia evolución de las relaciones económicas internacionales, con la 
consolidación de un sistema internacional cada vez más interdependiente, manifestado 
en el crecimiento de la importancia de factores económicos transnacionales y del acceso 
a los recursos a nivel global, propició que a finales de los años setenta surgieran una 
serie de trabajos en los que se subrayó la importancia de los factores no militares de la 
seguridad. Estos factores abordan especialmente la dimensión económica y se refieren a 
aspectos tales como la crisis energética, la explosión demográfica, el descenso del 
crecimiento económico, la inflación o el déficit comercial22. Esta reinterpretación de la 
seguridad, templando la importancia de lo militar respecto a otro tipo de amenazas, 
como la demográfica o la derivada de la escasez de recursos, tuvo su reflejo en 
diferentes trabajos a principios de los años ochenta23. Richard Ullman sostenía que la 
identificación de la seguridad nacional con el ámbito militar suponía un falso reflejo de 
la realidad, añadiendo que: 
 
 «(…) a threat to national security is an action or sequence of events that (1) 
 threatens drastically and over a relatively brief span of time to degrade the 
 quality of life for the inhabitants of a state or (2) threatens significantly to 
 narrow the range of policy choices available to the government of a state or to 
 private non-governmental entities (persons, groups, corporations) within the 
 state»24. 
 
 
 Del mismo modo, la dimensión medioambiental también quedó incorporada 
entre los asuntos a tratar en materia de seguridad. Aparecen entonces autores que ponen 
el acento, además de en las económicas y demográficas, en las tendencias 
                                                 
22 En este sentido, cabe subrayar la obra de NYE, J. y KEOHANE, R.: Power and Interdependence: 
World Politics in Transition, Boston, Little Brown, 1977, que introduce el concepto de “interdependencia 
compleja”, destacando la importancia de los factores no militares en la interpretación de los asuntos de 
seguridad internacional. 
23 Entre otros, ACIMOVIC, L.: Problems of security and cooperation in Europe, Alphen aan den Rijin, 
Sijhof and Noordhoff, 1981, DEESE, A. y NYE, J.S. (eds.): Energy and Security, Cambridge, Ballinger 
Publishing, 1981, VIOTTI, P.R.: «International Relations and the defense policies of Nations», en 
MURRAY, D.J. y VIOTTI, P.R. (eds.): The Defense Policies of Nations. A comparative study, Baltimore, 
The John Hopkins University Press, 1982, pp. 3-16 o ULLMAN, R.: «Redefining Security», 
International Security, vol. 8, núm. 1, 1983, pp. 129-153. 
24 ULLMAN, R.H.: «Redefining...», p. 123.  
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medioambientales y su impacto en la seguridad nacional de los Estados. Es el caso de 
Jessica Tuchman quien indaga en los recursos renovables y no renovables, en la 
degradación del suelo, la deforestación, desertificación, biodiversidad, calentamiento 
global… y sus vínculos con los conflictos. En su análisis serán estos elementos 
medioambientales las nuevas y principales amenazas a la seguridad. A su vez, el 
enfoque de Tuchman plantea la naturaleza altamente dependiente de todas las 
seguridades nacionales, entendiendo que la seguridad individual de un país sólo puede 
funcionar cooperando con el resto de las mismas25.  
 
 Tal y como señala Esther Barbé, se constatan en este periodo una serie de 
deficiencias del concepto tradicional –seguridad nacional basada en recursos militares- 
y se abre la veda en torno a una nueva conceptualización de la seguridad, en donde la 
hegemonía teórica de los norteamericanos pasará a ser compartida con británicos, 
alemanes y escandinavos, a partir de los años ochenta26. A su vez, es durante esta 
década cuando se impone la diferencia terminológica entre estudios estratégicos y 
estudios de seguridad, refiriéndose los primeros a análisis basados en una interpretación 
más estrecha de la seguridad, fundamentada en una concepción realista de las relaciones 
internacionales, con un ámbito temático centrado en los aspectos militares de la guerra 
fría y planteados en base a mapas de trabajo centrados en el potencial enfrentamiento 
bélico y el control del armamento nuclear. Por otro lado, comienzan a denominarse 
estudios de seguridad a los estudios críticos con la perspectiva tradicional vigente, a 
partir de una concepción más amplia del concepto, del papel atribuible a los diferentes 
actores en las relaciones internacionales y de la percepción de las amenazas a la 
seguridad27. 
 
 La dimensión medioambiental fue, igualmente, uno de los cinco planos que el 
principal representante del realismo renovado -o realismo neoclásico- vino a definir 
como propios de la seguridad. En su análisis de referencia capital, People, States and 
                                                 
25 TUCHMAN, J.: «Redefining Security», Foreign Affairs, vol. 68, núm. 2, 1989, pp. 5-27. Así mismo, 
véase BROWN, N.: «Climate, Echology and International Security», Survival, núm. 31, 1989.  
26 BARBÉ. E.: La seguridad en la nueva..., p. 29. 
27 Al respecto, véanse BETTS, R.K.: «Should Strategic Studies Survive?», World Politics, vol. 50, núm. 
1, 1997, pp. 7 y ss. y BALDWIN, D.: «Security Studies and the End of the Cold War», World Politics, 
vol. 48, núm. 1, 1995, pp. 119-122. Sobre la renovación de los estudios de seguridad a partir de los años 
ochenta, véase la vision general de SMITH, S.: «The Increasing Insecurity of Security Studies: 
Conceptualizing Security in the Last Twenty Years», en CROFT, S. y TERRIFF, T.: Critical Reflections 
on Security and Change, Londres, Frank Cass, 2000, pp. 72-101. 
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Fear, aparecido en su primera versión en el año 1983, Buzan identificó cinco 
dimensiones de la seguridad, a saber: militar, política, económica, social y 
medioambiental, completando así las tradicionales formulaciones únicamente 
militares28. El concepto de seguridad es asumido por Buzan no tanto como base de una 
política frente a la amenaza exterior, sino como fuente de inseguridad para la propia 
sociedad que potencialmente queda amenazada por el sistema de Estados. Con todo, la 
aportación más original de Buzan fue el estudio de la seguridad en tres niveles de 
análisis: el individual, el nacional y el internacional, con sus propias interacciones. 
Adoptando una perspectiva holística, los tres niveles interactuarían simultáneamente, de 
manera que, si bien pueden entenderse cada uno de ellos como nociones independientes, 
un completo entendimiento de los tres sólo es posible en relación con los otros dos, y 
ello subrayando que Estado y sistema no pueden desconectarse el uno del otro en 
relación a la seguridad, en un intento de superar la  disyuntiva realismo versus 
idealismo, que ponen el acento en el enfoque estatista y sistémico respectivamente29. 
 
 No obstante, a pesar del impulso por revisar y ampliar el concepto, el énfasis 
puesto en las atribuciones militares y en la defensa de los Estados frente a ataques 
armados exteriores prevaleció como pauta analítica dominante y presupuesto básico de 
las políticas implementadas al respecto mientras se mantuvo en vigor el contexto 
internacional de la guerra fría. 
 
 
 
3. Del fin de la bipolaridad a nuestros días. Nuevas concepciones de seguridad. 
 El fin de la guerra fría transformó los estudios de seguridad. Tras cincuenta años 
de estudios académicos fundamentados en la bipolaridad y la existencia de dos 
                                                 
28 En el enfoque de Buzan la dimensión militar hace referencia tanto a los aspectos objetivos, las 
capacidades militares de los Estados, como a los aspectos subjetivos o percepciones de la amenaza que 
los Estados tienen unos respecto de los otros. La seguridad política evoca la estabilidad del Estado, su 
sistema de gobierno y las bases internas de su legitimidad. La dimensión económica está relacionada con 
la capacidad de acceder a los recursos, a las finanzas y a los mercados, en orden a mantener unos niveles 
aceptables de bienestar y de poder del Estado. La seguridad de la sociedad o seguridad social, hace 
referencia a la capacidad de las sociedades para hacer frente a las amenazas y vulnerabilidades que 
afectan a su cultura y a su identidad como comunidad. Por último, Buzan entiende la dimensión 
medioambiental de la seguridad como la capacidad para mantener la biosfera local y planetaria, en tanto 
que soporte físico para desarrollar la existencia humana.   
29 Véase BUZAN, B.: People, States and Fear: The National Security Problem in International Relations, 
Brighton, Wheatsheaft, 1983. 
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superpotencias confrontadas, se inicia una tercera fase en las aproximaciones teóricas a 
la seguridad y sus derivadas.     
 
 Tras la desaparición del bloque comunista, las primeras interpretaciones desde el 
punto de vista realista apuntaban hacia una inestabilidad y desorden internacionales 
consecuencia del surgimiento de un sistema bipolar, frente a la naturaleza previsible y 
definida del orden internacional de la guerra fría30. Otros, como Zbigniew Brzezinski, 
visionaron un sistema internacional a caballo entre el realismo clásico y la acentuación 
de la interdependencia y cooperación en materias de seguridad a través de 
organizaciones y normas de actuación internacionalmente aceptadas, mientras que 
existieron así mismo interpretaciones iniciales que preconizaron el desarrollo de una 
próxima estabilidad internacional, a partir de instituciones y mecanismos de carácter 
global, postuladas, entre otros, por Keohane31.  
 
 A partir del final del sistema bipolar la idea de seguridad se ha desplazado 
definitivamente desde la exclusiva óptica estatal, incluyendo otros elementos al margen 
del ámbito de los Estados y difuminándose la clásica distinción entre seguridad interior 
y seguridad exterior. En el aspecto militar, aspectos como la disuasión en el campo 
nuclear, la proliferación de armas de destrucción masiva y la naturaleza de la guerra en 
el futuro continuaron prevaleciendo entre los analistas. No obstante, nuevos parámetros 
relativos a los fundamentos teóricos de la estrategia, a la seguridad internacional y 
regional, y las fuentes económicas, políticas y sociales de los conflictos, se incorporarán 
a los estudios de seguridad en los años noventa32. Se modifica con ello el concepto de 
amenaza, en función de las diferentes visiones de las relaciones internacionales. Cabe 
destacar, por ejemplo, la superación del Estado como aproximación única en el estudio 
de la sociedad internacional, con enfoques que hacen referencia al papel de los 
individuos y al peso de los factores sistémicos en la interpretación de los análisis. 
Además de los cambios políticos, otro factor que contribuyó, así mismo, al cambio de 
                                                 
30 Uno de los primeros en advertir el potencial estado anárquico y caótico del sistema internacional tras la 
guerra fría fue MEARSHEIMER, J.J.: «Back to the Future: Instability in Europe alter the Cold War», 
International Security, vol. 15, núm. 1, 1990, pp. 5-56.  
31 Véanse BRZEZINSKI, Z.: «The Consequences of the End of the Cold War in International Security», 
en New Dimensions in International Security, vol. I, Adelphi Papers 265, Londres, 1991, p. 16 y 
KEOHANE, R.O.: International Institutions and State Power: Essays in International Relations Theory, 
Boulder, Westview Press, 1989, p. 163. 
32 SNYDER, C.A.: «Contemporary Security and Strategy», en SNYDER, C.A. (ed.): Contemporary 
Security and Strategy, Londres, McMillan Press, 1999, pp. 2.  
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perspectiva de la seguridad fue el de la revolución de las comunicaciones. Rasgo 
también aplicable a los años ochenta, los cambios acaecidos en el ámbito de la 
comunicación, tanto a nivel de transportes como en el acceso e intercambio inmediato 
de información, han proporcionado a los actores no estatales un papel desconocido 
durante el siglo XX33.  
 
 Con todo, la característica principal de los estudios de seguridad tras la guerra 
fría fue la pluralidad de enfoques con que éstos fueron abordados por los investigadores, 
resultando una considerable diversidad en las apreciaciones teóricas al respecto34. Aún 
considerando el enorme peso que en el análisis de la seguridad mantendrá el enfoque 
realista van a aparecer nuevos paradigmas interpretativos que contribuirán a la propia 
renovación de los postulados de los estudios estratégicos. 
 
 Uno de los principales representantes del enfoque realista expondrá a principios 
de los años noventa los factores que a su juicio vienen a explicar el buen estado de salud 
en que entonces de encontraban los estudios estratégicos, “renacidos” durante la década 
anterior. En esta línea propondrá una serie de pautas para la reflexión, incorporando 
nuevas inquietudes teóricas y prácticas y delimitando algunos de los potenciales 
problemas que pudieran sobrevenir en la agenda de temas a investigar en el ámbito de la 
seguridad. Dentro de esta agenda, destacan el papel de los condicionantes internos, las 
causas de la paz y la cooperación internacional, la importancia de las ideas y el 
pensamiento en el diseño de las políticas de seguridad, la relación entre economía y 
seguridad o la posibilidad de conflictos tras el fin de la guerra fría y la nueva situación 
mundial. Algunos de estos apuntes quedan recogidos en la siguiente afirmación de S. 
Walt: 
 
 « (...) security studies may be defined as the study of the treat, use, and control 
 of military force. It explores the conditions that make the use of force more 
 likely,  the ways that use of force affects individuals, states, and societies, and 
 the specific policies that states adopt in order to prepare for, prevent or engage in 
 war»35. 
 
                                                 
33 Este aspecto ha sido destacado por CAREY, R.: «The contemporary nature of security», en SALMON, 
T.C. (ed.): Issues in International Relations, Londres, Routledge, 2000, p. 59. 
34 Véase TERRIFF, T., CROFT, S., JAMES, L. y MORGAN, P.M.: Security Studies..., p. 3. 
35 WALT, S.M.: «The Renaissance...», pp. 212. 
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 Estos nuevos planteamientos fueron asumidos en buena parte por Baldwin, quien 
incluye entre sus aportaciones el reto de la seguridad como resultado de un equilibrio en 
las políticas exteriores de los Estados y asume un cambio en el enfoque realista, al 
admitir un desplazamiento desde la exclusividad del Estado como objeto de estudio de 
los estudios de seguridad hacia el individuo y los grupos interestatales. Esto implica 
abordar cómo los individuos pueden amenazar al Estado o al sistema político vigente, 
así como la eventual amenaza estatal sobre la seguridad de los individuos, 
especialmente en nombre de la seguridad nacional o la defensa del régimen político 
establecido36.  
 
 Dentro del cuestionamiento que los aspectos militares van a sufrir en los 
estudios de seguridad en esta etapa posterior a la guerra fría encontramos trabajos que 
utilizando aproximaciones teóricas tradicionales abordaron nuevos factores que pueden 
ser considerados amenazas a la seguridad. Se trata de los derechos humanos o la 
emigración internacional, además de continuar con el anteriormente abordado tema de 
la seguridad medioambiental37. Así mismo, identificándose una cierta continuidad con 
la tradicional escuela idealista, paradigma en auge en el periodo de entreguerras, los 
denominados estudios de la paz resurgieron tras la guerra fría y el regeneracionismo 
llevado a cabo en los años ochenta, fundamentándose en los movimientos pacifistas y 
antinucleares de carácter progresivamente global38.  
 
 Por otra parte, como continuadora de la tradición marxista, le escuela crítica 
buscará identificar las estructuras de poder y producción dominantes a través de las 
cuales se mitiga toda posibilidad de emancipación humana. Desde esta perspectiva, la 
seguridad, concebida como una meta de los hombres, no de los Estados, consistirá en 
buscar las estrategias para lograr dicha emancipación quebrando las relaciones de poder 
dominantes39. Englobados dentro de los estudios críticos, los estudios feministas 
                                                 
36 BALDWIN, D.: «Security Studies and...», pp. 128-131. 
37 A modo de ejemplo, ROBERTS, B.: «Human Rights and International Security», Washington 
Quarterly, vol. 13, núm. 1, 1990, pp. 65-75, WEINER, M.: «Security, Stability and International 
Migration», International Security, vol. 17, núm. 3, 1993, pp. 91-126 y LEVY, M.A.: «Is the 
Environment a National Security Issue?», International Security, vol. 20, núm. 2, 1995, pp. 35-62. 
38 Al respecto, véase DUNN, D.J.: «Peace Research versus Strategic Studies», en BOOTH, K. (ed.): New 
Thinking about Strategy and International Security, Londres, Harper Collins, 1991, pp. 58-67. 
39 Véase LINKLATER, A.: «The Achievements of Critical Theory», en SMITH, S., BOOTH, K. y 
ZALEWSKI, M. (eds.): International Theory: Positivism and Beyond, Cambridge, Cambridge University 
Press, 1996, pp. 279-298. Una buena síntesis de la escuela crítica en MUTIMER, D.: «Beyond Strategy: 
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también han incrementado notablemente su producción científica en relación a la 
seguridad, centrándose en el dominio masculino de las redes de seguridad40. 
 
 La última categoría de pensamiento de esta etapa de la que daremos cuenta es la 
del constructivismo y la repercusión de sus estudios en la concepción teórica de la 
seguridad. La escuela constructivista de relaciones internacionales parte de la 
interacción entre el hombre y las condiciones materiales del mundo, concentrando su 
atención en la concepción epistemológica colectiva del ser humano que está detrás de la 
sociedad normativizada e institucionalizada. De este modo, estudiarán las 
interpretaciones colectivas que dan lugar a las instituciones y prácticas políticas, que, en 
términos de seguridad, viene a aplicarse a la relación entre el sistema de ideas y el 
sistema de instituciones de seguridad en el que éstas se concretan. Bajo este enfoque 
destacan los análisis de la OTAN, organización de seguridad por antonomasia entre los 
países occidentales41. Dentro de la escuela constructivista cabe mencionar a la Escuela 
de Copenhague, representada principalmente en la obra de Buzan, Waever y De Wilde, 
quienes apelan a una modificación de los compromisos políticos de seguridad basada en 
la securitization, concepto que engloba a una definición de la amenaza aceptada por la 
ciudadanía y la puesta en marcha de medidas para salvaguardar esta seguridad 
subjetivizada y reformulada por el público en general42.   
 
 
3.1. La seguridad a comienzos del siglo XXI 
 Todos estos planteamientos quedan en buena medida congelados tras la ola de 
terrorismo que occidente comenzó a vivir a comienzos del siglo XXI y que tienen en los 
sucesos del 11 de septiembre de 2001 en los Estados Unidos, del 11 de marzo de 2004 
                                                                                                                                               
Critical Thinking and the New Security Studies», en  SNYDER, C.A. (ed.): Contemporary Security..., pp. 
77-101. 
40 Tres de los trabajos que mejor reflejan la evolución de los planteamientos feministas en la materia son 
ENLOE, C.: Bananas, Beaches and Bases: Making Feminist Sense of International Politics, Berkeley, 
University of California Press, 1989, TICKNER, J.A.: Gender in International Relations. Feminist 
Perspectives on Achiving Global Security, Nueva York, Columbia University Press, 1992 y STEANS, J.: 
Gender in International Relations, New Brunswick, Rutgers University Press, 1998. 
41 RISSE-KAPPEN, T.: «Identity in a Democratic Security Comunita: The Case of NATO», en 
KATZENSTEIN, P. (ed.): The Culture of National Security, Nueva York, Columbia University Press, 
1996, pp. 359-399.  
42 BUZAN, B., WAEVER, O. y DE WILDE, J.: Security: a New Framework for Analysis, Londres, 
Lynne Rienner, 1998. A lo largo de sus últimos 20 años, Buzan evolucionó desde el neo-realismo hacia el 
constructivismo. Al respecto, McSWEENY, B.: «Identity and Security: Buzan and the Copenhaguen 
School», Review of International Studies, vol. 22, núm. 1, 1996, pp. 81-93. 
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en Madrid y de junio de 2005 en Londres sus manifestaciones más paradigmáticas. Sin 
abandonar los enfoques anteriores, la amenaza del terrorismo transnacional a gran 
escala se ha instalado como la principal amenaza a la seguridad percibida por las 
sociedades democráticas en la actualidad. 
 
 A diferencia de lo que ocurría en la época de la guerra fría, en los Estados 
occidentales ya no se opera bajo el supuesto de una agresión a gran escala contra ellos. 
Son otro tipo de amenazas las que se tienen en consideración, frente a las que la primera 
línea de actuación defensiva se encuentra a menudo fuera de sus fronteras. En la era de 
la globalización, las amenazas lejanas pueden ser tan inquietantes como las cercanas. 
 
 En el análisis de la cuestión llevado a cabo por el secretario general del Consejo 
y Alto representante para la Política Exterior y de Seguridad Común de la Unión 
Europea y antiguo secretario general de la OTAN, Javier Solana, comienza por 
señalarse al terrorismo internacional como una amenaza estratégica: pone en peligro 
vidas humanas, impone enormes costes y frena la apertura y la tolerancia de nuestras 
sociedades43. En relación a la reciente ola de terrorismo vinculada al fundamentalismo 
religioso, Solana atribuye una complejidad de causas al fenómeno. Entre ellas apunta las 
presiones de la modernización, crisis culturales, sociales y políticas y la alineación de 
jóvenes que viven en sociedades no occidentales. Otra amenaza importante proviene de 
la proliferación de armas de destrucción masiva. Si bien su expansión y sus sistemas de 
lanzamiento se han atenuado debido a los regímenes impuestos por tratados 
internacionales y acuerdos sobre el control de las exportaciones, entramos en una nueva 
y peligrosa época, en la que surge la posibilidad de una carrera de armamento de 
destrucción masiva, especialmente en Oriente Próximo y en Asia. Desde su punto de 
vista, la perspectiva más preocupante es que grupos terroristas adquieran armas de 
destrucción masiva, considerando que los avances científicos en biología pueden 
incrementar la potencia de las armas biológicas en los próximos años y que existe 
también una grave posibilidad de ataques con sustancias químicas y radiológicas. 
 
                                                 
43 Para la doctrina en materia de seguridad por parte de Javier Solana, véanse diferentes documentos en  el 
espacio dedicado al Alto representante para la Política Exterior y de Seguridad Común de la Unión 
Europea en http://ue.eu.int, así como SOLANA, J.: «Tres años como Alto Representante», Política 
Exterior, núm. 91, 2003, pp. 59-66, «Multilateralismo eficaz: una estrategia para la UE», Política 
Exterior, núm. 95, 2003, pp. 38-42 y «Una ruta europea hacia la seguridad», del mismo autor, en El País, 
12 de diciembre de 2003. 
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 Otra de las flagrantes amenazas planteadas por Solana es la de los Estados en 
descomposición y la delincuencia organizada. En muchas partes del mundo, el mal 
gobierno, los conflictos civiles y la facilidad para obtener armamento han provocado un 
debilitamiento de las estructuras estatales y sociales. En algunos casos, esto ha supuesto 
prácticamente el colapso y desmoronamiento de las instituciones del Estado, 
propiciando escenarios en los que la delincuencia organizada se hace dueña de la 
situación, con actividades que afectan a la seguridad de otros países (droga, 
inmigración, peligro medioambiental…). 
 
 El subdesarrollo constituye también para Mr. Pesc una grave amenaza a la 
seguridad y es fuente de constante inestabilidad, existiendo países y regiones enteras 
que corren el riesgo de quedar atrapados en una espiral de conflicto, inseguridad y 
pobreza. La unión de diferentes elementos como el terrorismo, la disponibilidad de 
armas de destrucción masiva y la descomposición de las estructuras del Estado nos 
enfrentarían a una amenaza radical. Este nuevo entorno, concluye Solana, ofrece al 
unísono la más brillante perspectiva que hemos conocido y el futuro más aterrador, 
estando en manos de las actuales generaciones cuál de los dos desenlaces se impondrá 
en el futuro.  
 
 Tras los atentados en los Estados Unidos, España y el Reino Unido son muchas 
y variadas las reinterpretaciones de la seguridad. Entre éstas, Félix Arteaga expondrá 
cómo los riesgos y percepciones están cambiando el modelo de seguridad tradicional de 
los Estados, obligándoles a transformar, más que a modernizar, sus políticas en este 
campo. Partiendo de la base de que los atentados masivos son el argumento más 
dramático e inmediato para avalar el cambio del sistema, apunta que las contradicciones 
afectan a muchos más factores que el terrorismo mismo, resaltando la necesidad de 
reflexionar sobre los efectos, magnitud y variedad de esos cambios y diseñar con 
anticipación una estrategia de adaptación que permita evaluarlos antes de que se 
desborde la capacidad del sistema para asimilarlos44. 
                                                 
44 ARTEAGA, F.: «La seguridad española tras el 11-M», Política Exterior, vol. XVIII, núm. 69, mayo-
junio 2004, pp. 71-85. En la síntesis que a continuación se recoge nos hemos fundamentado en el citado 
trabajo de Félix Arteaga, en la intervención en el Foro de la Nueva Economía, el 21 de noviembre de 
2003, del secretario general de la OTAN entre 1999 y 2003, Lord Robertson, recogida en ROBERTSON, 
G.: «Las transformaciones de la OTAN para la defensa de los valores comunes», en NUEVA 
ECONOMÍA FÓRUM (ed.): Debates 2003/2004, vol. 2, Madrid, Nueva Economía Fórum Ediciones, 
2005, pp. 81-89, en DE CUETO, C. y JORDÁN, J. (eds): Respuestas a nuevos desafíos de seguridad, 
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 Según las nuevas interpretaciones de la seguridad, ésta se ha ido diversificando 
en múltiples facetas que afectan tanto a la seguridad nacional de los Estados como a la 
seguridad individual de sus ciudadanos. Queda aceptado que los riesgos 
medioambientales, financieros o tecnológicos derivados de la globalización influyen 
cada vez más en la seguridad del propio país, al tiempo que los derivados de la 
transnacionalización de las actividades criminales atañen a la vida cotidiana de la gente. 
La seguridad se abre nuevos campos relacionados con el transporte aéreo, las 
emergencias complejas, la prevención de riesgos, la protección de infraestructuras 
críticas, la gestión de los tráficos ilícitos, el control de los riesgos financieros, el 
gobierno electrónico, las acciones contraterroristas o la protección de los derechos 
humanos, entre muchos otros. Estos factores no repercuten en la supervivencia de las 
sociedades pero sí sobre su estabilidad económica, democrática y sanitaria. 
 
 Para hacer frente a este escenario de riesgos múltiples, los Estados cuentan con 
agentes especializados, como las Fuerzas Armadas, las fuerzas y cuerpos de seguridad, 
los servicios de inteligencia, el sistema judicial, los cuerpos de aduanas y tantos otros 
como la complejidad de la seguridad ha ido haciendo necesarios. Así mismo, 
gradualmente se han incorporado al escenario de la seguridad actores no estatales, como 
las organizaciones criminales, los grupos terroristas y, también, nuevos productores de 
seguridad subestatales, públicos o privados, que han asumido responsabilidades de 
seguridad a medida que los agentes estatales han ido delegando en ellos algunas de las 
misiones que ejercían de forma exclusiva o, también, porque estos actores han 
encontrado nuevos nichos en el mercado de la seguridad que los Estados han renunciado 
a cubrir. Éstos han articulado mecanismos de cooperación intergubernamental creando 
regímenes y organizaciones internacionales de seguridad en las que han delegado el 
ejercicio de algunas de sus responsabilidades. De este modo, la cooperación 
institucional ha establecido normas y procedimientos que regulan el comportamiento y 
los conflictos entre sus partes, quienes disponen de mecanismos y políticas que 
complementan sus capacidades de seguridad en aquellas zonas donde son más 
dependientes. 
 
                                                                                                                                               
Granada, Comares, 2003 y en las ponencias y coloquios del XVI Seminario Internacional de Defensa 
organizado por la Asociación de Periodistas Europeos en Toledo los días 24 y 25 de junio de 2004 
recogidas en AGUILAR, M.A. y RIDAO, J.M. (eds.): Conceptos para la seguridad en el siglo XXI, 
Madrid, Asociación de Periodistas Europeos, 2005. 
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 No obstante, en el ámbito de la seguridad, las organizaciones internacionales 
cuentan menos que en otros ámbitos de las relaciones internacionales, porque su 
dependencia de los medios nacionales es abrumadora, tanto para cumplir las misiones 
actuales como para adaptarse a los nuevos riesgos. Riesgos como los atentados 
terroristas con armas de destrucción masiva, los tráficos ilícitos, la delincuencia 
informática o los ciberataques carecen hoy de marcos institucionales solventes para 
luchar contra ellos y facilitar la cooperación policial, judicial y de inteligencia. 
 
 Cabe apuntarse el hecho señalado por los especialistas de que la nueva estructura 
internacional de seguridad se caracteriza por la dispersión de sus protagonistas, dada su 
desigualdad tecnológica, presupuestaria e instrumental, tanto a la hora de consumir 
seguridad como a la de producirla. Al no darse una sustitución de riesgos, sino una 
acumulación de los mismos, la seguridad multidimensional que viene exige recursos 
adicionales que escapan al alcance de muchos y, como consecuencia, el sistema 
internacional proporciona una seguridad discriminada en el sentido de que no todas las 
partes gozan de los mismos niveles de seguridad individual ni tienen garantizado por 
igual el acceso a los mecanismos colectivos. Por tanto, la posición de cada actor en la 
nueva estructura de seguridad no depende exclusivamente de su capacidad militar o 
diplomática, sino de la variedad y calidad de sus instrumentos policiales, económicos, 
medioambientales o de inteligencia, entre otros, a su disposición. Así, las capacidades 
de los Estados determinarán el nivel de seguridad con que éstos contribuyen a la 
seguridad internacional y que pueden proporcionar a sus nacionales. 
 
 Por otro lado, la nueva concepción de seguridad no afecta tanto a la legitimidad 
de los Estados para monopolizar sus respuestas como a su eficiencia para hacerlo. Hoy 
por hoy, la seguridad es una competencia primaria de los Estados que preservan su 
titularidad y sólo ellos rinden cuentas ante sus ciudadanos de sus decisiones. Los 
Estados siguen siendo los principales titulares de la seguridad, a pesar de los constantes 
llamamientos al multilateralismo por parte de los responsables políticos y la puesta en 
marcha de diferentes iniciativas supranacionales para combatir las amenazas a la 
seguridad de los Estados. 
 
 En este proceso revisionista se hace válida la separación entre seguridad exterior 
e interior, entre seguridad militar y no militar, pública y privada, unilateral y 
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multilateral. Las fronteras estatales desaparecen como límites sobre los que proyectar 
las acciones de seguridad. La existencia de amenazas transfronterizas exige una 
respuesta ante ellas igualmente transfronteriza, con despliegues militares en el exterior o 
cooperación internacional frente a amenazas como el narcotráfico, los delitos 
económicos o el terrorismo. 
 
 Al hilo de este argumento, la búsqueda de una seguridad preventiva, frente a una 
seguridad reactiva, es otra novedad en la concepción de seguridad en nuestros días, 
superándose la percepción vigente en la guerra fría. La intervención contra las causas 
potenciales de las amenazas, como la pobreza, el deterioro del medio ambiente o el 
desequilibrio demográfico, constituyen la articulación de esta nueva percepción. Ello 
sitúa sobre la mesa el debate sobre la legitimidad de estas intervenciones preventivas en 
el exterior, no sólo las intervenciones armadas, esgrimiéndose razones humanitarias o 
de otro tipo, más o menos aceptadas por la comunidad internacional45. En este sentido, 
hemos de considerar igualmente la condicionalidad de programas de cooperación y 
ayuda al desarrollo a cláusulas democráticas o la puesta en marcha de procesos político-
institucionales de determinado signo, bajo los que también subyace la polémica de la 
injerencia en los asuntos internos de terceros países. 
 
 En la dirección opuesta, en la búsqueda de la seguridad interior, queda de 
manifiesto que la naturaleza de las amenazas y la percepción de las mismas por parte de 
las sociedades obliga a los Estados a definir sus intereses y políticas de seguridad de una 
forma pública y transparente, con la creciente y activa participación de actores civiles y 
mediáticos. De lo que ha de resultar, entre otras consecuencias, la necesaria búsqueda de 
equilibrio entre la seguridad y el mantenimiento de las libertades individuales de los 
ciudadanos. En éstas estamos en nuestros días. 
 
 
 
 
                                                 
45 El principio de las intervenciones preventivas está recogido tanto en la doctrina de defensa de la UE 
como en la de los Estados Unidos. Véanse los documentos Una Europa segura en un mundo mejor, 
presentado por el Alto Representante para la PESC y Presidente del Consejo Europeo, Javier Solana, en 
junio de 2003 y aprobado por la UE en diciembre, en http://ue.eu.int y la Estrategia de Seguridad 
Nacional de los Estados Unidos, fechada el 20 de septiembre de 2002 y accesible en 
http://www.whitehouse.gov/nsc/nss.html.  
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3.2. Delimitación conceptual en nuestro estudio 
 Este recorrido histórico por el concepto de seguridad desde la II Guerra Mundial 
hasta el presente refleja cómo la dinámica de las relaciones internacionales introduce 
modificaciones en la percepción y el significado del concepto. Cambian los sujetos de la 
seguridad y la concepción de las amenazas, por lo que las políticas llevadas a cabo en 
cada caso serán también cambiantes. En la evolución del concepto queda de manifiesto 
la ausencia de un enfoque válido aceptado para el estudio de la seguridad en un plano 
atemporal, siendo necesario concretar ahora el modo en que vamos a interpretarla de 
cara a nuestro objeto de estudio. Para ello partimos de las palabras de Javier Sánchez: 
 
«La seguridad analítica implica una opción a priori: un concepto de seguridad 
que después será aplicado a la realidad. Sus reglas son las habituales en la 
ciencia social: el analista decide qué busca, a qué llamará –de acuerdo con la 
teoría y las conceptualizaciones existentes- “seguridad”. Puede leer la seguridad 
de un país únicamente en los actos gubernamentales que la invocan, o puede 
crear una herramienta de análisis personal. La opción es, en todo caso, siempre 
del analista»46. 
 
 
 En nuestro estudio no tenemos como objetivo elaborar un concepto teórico de 
seguridad para someterlo a prueba en los años de la transición española, sino que 
recorreremos el camino inverso. Nuestro estudio es empírico, por lo que partimos de la 
acepción implícitamente aceptada en la sociedad y en la clase política del periodo para 
aproximarnos a aquellos actores con competencias y capacidad de participar o influir en 
la orientación de las políticas a que dicha acepción de seguridad da lugar. Es decir, no 
aplicaremos tal o cual concepción de seguridad a la transición española, sino que el 
punto de partida será la noción de seguridad vigente en estos años, insertados en plena 
guerra fría. 
 
 Partiendo de la concepción general de seguridad, entendida como la 
minimización de todo tipo de amenazas, delimitamos el término a una concepción 
política del mismo en un contexto geográfico y temporal determinado: el de España a 
finales de los años setenta y principios de los ochenta. Ésta no puede ser otra que la 
referida a la amenaza militar procedente del exterior. De esta forma, nos va a interesar 
el enfoque político de la cuestión, en el sentido que vamos a estudiar los resultados 
                                                 
46 SÁNCHEZ CANO, J.: El debate…, p. 56. 
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institucionales, estatales, respecto a su propia concepción de la seguridad. Es decir, 
partiendo del sustrato teórico político vigente en los estudios de seguridad del momento 
histórico, que no es otro que el del realismo, pasamos a analizar qué resultados 
concretos encontramos a partir del mismo en nuestro ámbito estatal y cronológico. 
 
 
 Por tanto ¿Qué noción vamos a emplear del concepto de seguridad en nuestro 
estudio? El mismo Buzan indica que «la falta de una definición general no tiene por qué 
bloquear el progreso. Debe preocuparse avanzar en definiciones precisas que sean 
directamente aplicables a casos empíricos en los que los factores particulares en juego 
puedan ser identificados»47. En el caso de estudio de esta investigación, las referencias a 
la seguridad se dan en el marco de un sistema de Estados, caracterizado por la 
inexistencia de una autoridad supranacional superior, por lo que prima el nivel de la 
seguridad nacional en nuestro análisis. De este modo, haciendo referencia a los factores 
particulares de los que habla Buzan, nos referimos en esta investigación al ámbito 
estatal de la seguridad, dentro del que habrá que definir tanto los actores institucionales 
como los no institucionales que condicionan la política de seguridad española de la 
transición48. 
  
 De ahí que en nuestro caso de estudio la seguridad queda identificada como la 
respuesta que los Estados asignan a determinadas cuestiones públicas, otorgándose su 
primacía en recursos, control, información y gestión de la materia. El Estado es la 
unidad competente a nivel geográfico (su territorio coincide con aquél a defender), 
jurídico (monopoliza la capacidad legislativa y coercitiva en el territorio, derecho 
sancionado por el resto de miembros de la comunidad de Estados) y material (a su 
cuidado quedan los medios para llevar a cabo esa tarea). A su vez, nos movemos en una 
sociedad internacional en la que el Estado sigue siendo el actor protagonista, sociedad 
que también condiciona el marco y la definición de las distintas políticas estatales, 
deteniéndonos en la segunda parte de la tesis en estos factores condicionantes aquí 
avanzados. 
 
                                                 
47 BUZAN, B.: Introducción a los Estudios Estratégicos, Madrid, Ediciones Ejército, 1991, p. 20. 
48 Como punto de referencia teórico bien puede traerse a colación la propuesta de Helga Haftendorn, 
partidaria de impulsar en los estudios de seguridad, el análisis de las políticas estatales y sus 
condicionantes domésticos. Véase HAFTENDORN, H.: «The Security Puzzle…», pp. 15 y 16. 
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II- Política de Seguridad: una aproximación metodológica 
 
 El estudio histórico de la política exterior de un Estado constituye uno de los 
temas más recurrentes dentro de las áreas temáticas de la Historia de las Relaciones 
Internacionales. En el análisis científico de las políticas exteriores estatales hemos de 
tomar como referentes tanto a la Ciencia Política como a las Relaciones Internacionales, 
disciplinas marco en las que nos apoyaremos en la elaboración del mapa conceptual y 
en la configuración de los presupuestos metodológicos en el estudio de la política de 
seguridad española en la transición. 
 
 En primer lugar, es necesario partir del estudio científico de la política exterior, 
ámbito en el que, como veremos, queda incardinada la política de seguridad estatal. Para 
ello, tras la presentación de diferentes definiciones, entraremos en algunos de sus 
presupuestos fundamentales a la hora de afrontar su pormenorizado estudio. 
Particularmente, en el indisoluble vínculo que la política exterior mantiene con la 
política interior, y en la descripción del ciclo formal que toda política exterior recorre, al 
menos, desde el punto de vista de su análisis teórico. 
 
 Una vez establecido el ámbito conceptual a partir del cual aproximarnos a la 
política exterior, nos detendremos en uno de sus aspectos concretos: el de la seguridad. 
En primera instancia, habremos de establecer el nexo conceptual entre la seguridad y la 
acción exterior del Estado, para seguidamente identificar la noción de política de 
seguridad asumida en esta investigación. 
 
 Por último, presentamos el utillaje teórico sobre el que partir en el tema objeto 
de estudio. Se trata de una serie de conceptos, de una guía, que nos ayudará a organizar 
y a profundizar en los elementos explicativos de la política de seguridad en la transición 
española, ofreciéndonos un asidero sobre el que concretar nuestra posterior 
interpretación a partir de los datos, actores y factores del periodo analizado. 
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1. El estudio de la política exterior  
 Como hemos señalado en el capítulo precedente, concebimos la política de 
seguridad como parte de la política exterior. Posponiendo para páginas venideras la 
explicación más detallada de esta vinculación conceptual, es momento ahora de exponer 
los aspectos teóricos de esta vertiente exterior de la política, sentando preceptos y 
delimitando el método de aproximación sobre el que se apoyará el posterior análisis de 
la política de seguridad española en la transición. De la concepción y definición de 
política exterior que aquí se diseñe resultará en buena dosis el enfoque relativo a la 
política de seguridad, ajustando el análisis de actores, procesos y factores propios de 
este campo específico de la acción exterior del Estado al caso de la transición española. 
 
 La definición de la política exterior no es tarea sencilla. Como primer paso en 
este sentido, veamos algunos ejemplos de diferentes intentos de hacer fortuna con 
algunas definiciones propuestas por autorizados estudiosos de la materia: 
 
 A principios de los años setenta, Reynolds definió la política exterior como una 
serie de decisiones y acciones adoptadas por varios segmentos del Gobierno de un 
Estado en referencia a otras entidades que actúan a nivel internacional, entre las que 
sobresalen los Estados, y entre las que se incluyen los principios y los fines que de esas 
decisiones y acciones se pretenden obtener49. Politólogos como Frankel señalan que la 
política exterior consiste en una serie de decisiones y acciones que afectan de forma 
considerable a las relaciones entre un Estado con los demás50. En los años ochenta, el 
sociólogo Marcel Merle nos transmitió su concepción de política exterior como «el arte 
de dirigir las relaciones entre un Estado y los demás Estados»51. 
 
 Entre otras definiciones propuestas encontramos la de Holsti, entendiendo la 
política exterior como las acciones del Estado hacia el exterior y las condiciones, 
normalmente domésticas, bajo las cuales estas acciones se formulan52. También desde el 
ámbito anglosajón, Pearson y Rochester señalaron que la política exterior se refiere al 
                                                 
49 REYNOLDS, P.A.: Introducción a las relaciones internacionales, Madrid, Tecnos, 1977, p. 46. 
50 FRANKEL, J.: International Relations in a Changing World, Londres, Oxford University Press, 1979. 
51 Definición original en MERLE, M.: Forces et enjeux dans les Relations Internacionales, París, 
Economica, 1985 que el autor francés ha venido mantenido con posterioridad. Véase, como ejemplo, 
MERLE, M.: Sociología de las relaciones internacionales, Madrid, Alianza Editorial, 1995, pp. 358 y 
359. 
52 HOLSTI, K.: International Politics. A Framework for Analysis, Englewood Cliffs, Prentice-Hall, 1995, 
pp. 18 y 19.   
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conjunto de prioridades o preceptos establecidos por los líderes nacionales para servir 
como líneas de conducta a escoger entre diversos cursos de acción o comportamientos, 
en situaciones específicas y dentro de su lucha por alcanzar sus metas53.  
 
 En España, igualmente, han sido diversos los especialistas que han venido 
contribuyendo al debate terminológico con sus propias definiciones. Entre las primeras 
encontramos la de Manuel Medina, cuando afirmó: « (…) la política exterior de un 
Estado es parte de la política general del mismo, la forma en que un Estado conduce sus 
relaciones con otros Estados»54. Casi una década más tarde, el historiador Juan Carlos 
Pereira sostuvo que: «política exterior es la acción que cada Estado desarrolla fuera de 
sus fronteras, mediante una serie de órganos concretos, con unos instrumentos y 
técnicas determinadas, con unos objetivos definidos a nivel internacional e influida por 
toda una serie de elementos que la condicionan en la consecución de sus fines»55. Desde 
el campo de la Ciencia Política, bien puede ser traída a colación la enunciada por el 
internacionalista Celestino del Arenal, cuando señala que por política exterior debe 
entenderse «el estudio de la forma en que un Estado lleva sus relaciones con otros 
Estados, se proyecta hacia el exterior, es decir, se refiere a la formulación, 
implementación y evaluación de las opciones exteriores desde el interior de un 
Estado»56, y, de forma más actualizada, la del politólogo Pere Vilanova: «el conjunto de 
acciones que un Estado ejerce hacia el exterior de sus fronteras, tanto mediante 
relaciones con otros Estados (relaciones bilaterales), como mediante relaciones con 
organizaciones internacionales y otros actores del sistema internacional»57. 
 
 Por su parte, el también internacionalista Rafael Calduch sostiene que es 
«aquella parte de la política general formada por el conjunto de decisiones y actuaciones 
mediante las cuales se definen los objetivos y se utilizan los medios de un Estado para 
generar, modificar o suspender sus relaciones con otros actores de la sociedad 
internacional»58. 
                                                 
53 PEARSON, F.S. y ROCHESTER, J.M.: Relaciones Internacionales. Situación global en el siglo XXI, 
Santa Fe de Bogotá, McGraw-Hill, 2000, p. 113. 
54 MEDINA, M.: La teoría de las Relaciones Internacionales, Madrid, Seminarios y Ediciones, 1973, p. 
21. 
55 Véase PEREIRA, J.C.: Introducción al estudio de la política exterior de España (siglos XIX y XX), 
Madrid, Akal, 1982, pp. 24 y 25. 
56 ARENAL, C. del: Introducción a las…, p. 22. 
57 VILANOVA, P.: El Estado y el sistema internacional, Barcelona, EUB, 1995, p. 12. 
58 CALDUCH. R.: Dinámica de la Sociedad Internacional, Madrid, Centro de Estudios Ramón Areces, 
1993, p. 4. Esta misma definición ha sido idénticamente mantenida por este autor diez años más tarde en 
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 Presentada esta serie de definiciones, nos encontramos en disposición de señalar 
los principales elementos a considerar en el estudio de la política exterior59. En primer 
lugar, se trata de una competencia exclusiva de los Estados, en tanto en cuanto es el 
estatal el único actor que reúne los requisitos necesarios para poder desarrollarla 
plenamente: ostentar la soberanía suficiente para garantizar su independencia; capacidad 
jurídica reconocida internacionalmente; capacidad política plena, autónoma y eficaz y 
acceso a la estructura necesaria para perseguir sus objetivos exteriores.    
 
 De este modo, el objeto de análisis propuesto en estas definiciones se pone en 
estrecha relación con la noción de Estado y, consecuentemente, con la noción del 
sistema político vigente. En este sentido, la consideración de la política exterior como 
producto del sistema en acción nos lleva al terreno del método: estamos analizando un 
sistema político y una de las política públicas del mismo. 
 
 La política exterior no puede aislarse de la política interior, pues ambas se 
interfieren, se condicionan, y ambas son facetas de una misma realidad política, el 
Estado. La diferencia principal entre las dos esferas radica en la diversidad de formas y 
órganos que participan en la elaboración de una y otra, sus diferentes destinatarios y el 
medio sobre el que se ejercen. Los ámbitos interno y externo del Estado no son 
compartimentos estancos, sino que las políticas a ellos destinadas emanan en ambos 
casos de las mismas instituciones estatales y están en interacción plena y permanente. 
 
 Continuando en esta lógica, la política exterior se articula, de esta forma, por una 
combinación de decisiones y actuaciones de los órganos estatales, entre los que destacan 
los Gobiernos, con el fin de dotarla de coherencia. Así, los Estados organizan su modelo 
de actuación de forma centralizada y coordinada, de manera que cuando se quiebra esta 
secuencia ordenada de decisiones y actuaciones, podemos afirmar que el Estado carece 
de una auténtica política exterior, dado que no se ha logrado uno de sus principales 
objetivos al respecto: la unidad de acción en el exterior. 
 
                                                                                                                                               
CALDUCH, R.: «La política exterior de los Estados», en PEREIRA, J.C. (coord.): La política exterior de 
España (1800-2003), Barcelona, Ariel, 2003, p. 34. 
59 Las reflexiones recogidas en este sentido son en parte resultado de las reuniones de trabajo, de los 
diferentes informes y del material de trabajo vinculado al Proyecto de Investigación La Transición y 
consolidación democrática en España y la formulación del modelo de política exterior (1975-1986), 
dirigido por Juan Carlos Pereira. 
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 Así mismo, hay que señalar que la política exterior implica la determinación de 
unos fines y objetivos, así como la incorporación de la serie de medios que considere 
más adecuada para el logro de esos objetivos. 
 
 Planteadas estas premisas de partida, detengámonos a continuación en dos de los 
aspectos teóricos sobresalientes en el análisis de la política exterior: en primer lugar, su 
permeabilidad con la política interior; y, en segundo término, en la definición de su 
ciclo formal. Aspectos ambos clave en la conceptualización de la política exterior y 
fundamentales en el planteamiento de nuestro objeto de estudio. 
 
 
1.1. Política interior y política exterior: la teoría del linkage 
 Uno de los errores que el profesor Calduch atribuye a diferentes estudiosos de 
casos concretos de política exterior es el de plantear el análisis como un ámbito 
desconectado de la política interior del Estado60. Este reproche tiene una doble lectura. 
Por un lado, la falta de referencias rigurosas y concretas sobre la estructura y dinámica 
interna de la política interior del Estado como parte necesaria del análisis de su política 
exterior. Por otro, la falta de consideración del contexto internacional en que se 
inscriben las políticas estatales, tanto internas como exteriores. De ahí que Almond, 
entre otros, llamara la atención sobre el hecho de que como parte de las políticas 
públicas del Estado, el análisis de la política exterior necesariamente ha de tener en 
consideración los elementos internos que la configuran, así como el medio internacional 
en que ésta se desarrolla61. 
 
 Frente a la concepción clásica, que establecía una separación práctica y teórica 
entre la política interior y la política exterior, en la actualidad está generalmente 
aceptado entre los científicos sociales el rechazo de esta desagregación y asumida, por 
contra, la vinculación de ambas esferas de la política, especialmente en los sistemas 
democráticos62. Al existir un vínculo real entre ellas como políticas estatales, el análisis 
                                                 
60 CALDUCH, R.: Dinámica..., p. 3. 
61 ALMOND, G.: «The International-National connexion», British Journal of Political Science, vol. 19, 
núm. 2, 1989, pp. 120-135. 
62 De acuerdo con la visión tradicional, la primacía del ejecutivo y los privilegios del soberano; la regla 
del monopolio; la profesionalización de la carrera; y la regla del secreto eran los cuatro fundamentos que 
situaban a la política exterior en un plano distinto de la política interior. Las transformaciones internas en 
los Estados y la propia evolución del sistema internacional explican el declinar de esta caracterización 
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de la política exterior no puede dejar de lado los condicionantes internos que sobre ésta 
inciden, criterio igualmente aplicable en el estudio de las políticas exteriores desde el 
punto de vista histórico. 
 
 Entre las interpretaciones del análisis de la interacción entre lo interno y externo 
en las políticas de un Estado destaca la formulación de la teoría del linkage, enunciada 
por James Rosenau en la década de los sesenta63. Esta teoría deriva de la aplicación de 
la teoría sistémica al estudio de las relaciones internacionales y se basa en la mutua 
interpenetración e interdependencia entre el medio interno y el medio internacional. 
Definiendo el linkage como «toda secuencia recurrente de comportamiento que 
originada en un sistema produce una reacción en el otro», el autor traspasa esta 
concepción al estudio de la política interior y su relación con el medio internacional, 
concibiendo ambas esferas como dos sistemas en interacción. Sin profundizar más en 
los planteamientos de Rosenau, baste subrayar aquí cómo la formulación de esta 
perspectiva vino a establecer una pauta analítica implícita a la acción exterior del 
Estado, caracterizada por la existencia de un linkage entre lo externo y lo interno. 
Variable que desde ésta, su inicial enunciación, ha venido gozando de un 
reconocimiento científico vigente  hasta la actualidad.  
 
 A partir de estos planteamientos, otros autores han establecido igualmente la 
imposibilidad de separar la política interior y la política exterior en la actividad estatal. 
Es el caso del análisis de la política exterior llevado a cabo por Merle, quien tras apuntar 
la debilidad de los límites existentes entre lo interno y lo externo, que «sin llegar a 
confundirlos ambos se solapan cada vez más íntimamente» pasa a explicar la 
vinculación entre ambos campos a través de la exposición de tres círculos concéntricos. 
Así, existiría un primer círculo o núcleo duro de la política exterior, en el que estarían 
integradas la diplomacia, la defensa y la cooperación al desarrollo, parcelas éstas con 
implicaciones en el ámbito interno. En un segundo círculo quedarían las actividades 
económicas y financieras, en donde la red de interacciones entre lo interno y lo externo 
                                                                                                                                               
clásica. Véase VILANOVA, P.: El Estado…, p. 14. Como exponente de estas visiones tradicionales en las 
que se establecía una clara separación entre política interior y política exterior destaca la obra de 
NICOLSON, H.: La Diplomacia, México, FCE, 1975. 
63 Desde una primera aproximación al tema en el año 1966, Rosenau ha plasmado esta teoría en diferentes 
obras posteriores. Véanse, ROSENAU, J.N.: Domestic Sources of Foreign Policy, Nueva York, Free 
Press, 1967; Linkage Politics: Essays on the Convergence of National and International System, Nueva 
York, Free Press, 1969 y The Scientific study of Foreign Policy, Nueva York, Free Press, 1971. 
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llega al máximo en cuanto a su densidad e intensidad. El tercer círculo estaría 
conformado por actividades menos dependientes de influencias externas, como las 
culturales, sociales o técnicas, admitiendo, no obstante, un creciente aumento de la 
permeabilidad de las fronteras en este tipo de políticas. 
 
 Sobre este planteamiento, Merle sostiene que serán las circunstancias o el juego 
de interacciones entre los ámbitos interno y externo las que decidan dónde se establece 
la primacía de la actividad estatal, en la política interior o en la política exterior64. En 
última instancia, el analista francés se inclina por la primera, en lo que denomina tesis 
de la superioridad de la política interna sobre la exterior. En apoyo de ésta esgrime que 
los ciudadanos se preocupan fundamentalmente de los problemas inmediatos (paro, 
seguridad, vivienda, protección social…), la mayoría de los cuales se les plantean en 
clave de política interna y los gobernantes responden ante estos mismos ciudadanos en 
las Cámaras, por lo que el diálogo entre gobernantes y gobernados en democracia se 
limita, la mayor de las veces, al terreno de la política interior65.         
 
 Entre los historiadores también han existido aportaciones teóricas a la relación 
entre política exterior y política interior. Es el caso de J.B. Duroselle, quien en su obra 
Todo Imperio perecerá. Teoría sobre las relaciones internacionales identificará tres 
posibles situaciones. La primera cuando existe una primacía de la política interior sobre 
la exterior en determinados actos o decisiones políticas, por lo que la política interior 
puede ser un fenómeno perfectamente aislable. La segunda, cuando se adoptan 
decisiones en materia de política exterior, que siempre tienen repercusiones en la 
política interior: «cualquier acto dirigido al extranjero tiene un aspecto interior, aunque 
no sea sino en función de que la autoridad responsable emane de un proceso interno», 
sostiene. Por último, cuando hay un dominio de la política exterior sobre la política 
interior, en el que se integraría el siempre polémico concepto del interés nacional. No 
obstante, de una manera u otra, nos dirá Duroselle, «toda teoría de las relaciones 
internacionales implica un estudio profundo de la política interna», de manera que «todo 
                                                 
64 Esta misma opinión queda recogida en VILANOVA, P.: El Estado…, p. 30. 
65 MERLE, M.: Sociología…, pp. 373-377.  
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asunto de relaciones internacionales comprende un elemento interno en el que los 
medios son conocidos, y un elemento aleatorio, la reacción del extranjero»66. 
 
 
1.2. El ciclo formal de la política exterior  
 En la actualidad, el análisis del ciclo formal de la política exterior es uno de los 
aspectos que mayor atención suscita entre los investigadores de esta vertiente de las 
políticas estatales. En España son notables las aportaciones metodológicas de Rafael 
Calduch y de Pere Vilanova en esta materia, autores de los que seguidamente vamos a 
partir en la exposición de este punto67.  
 
 Una de las confusiones más frecuentes en el estudio de la política exterior y que, 
como la anteriormente señalada, ha sido igualmente subrayada por Calduch es la de 
identificar la política exterior con la acción exterior del Estado. Efectivamente, la 
actividad estatal desarrollada en el contexto internacional constituye la parte central de 
la política exterior, pero, además de ella, no cabe desdeñar la importancia de la toma de 
decisiones previa a la acción exterior, como tampoco la evaluación o control de los 
resultados con ella alcanzados. A su vez, como señala Vilanova, al estudiar la política 
exterior de los Estados se observa la existencia de una serie de disfunciones entre la 
acepción formal del término y el funcionamiento material de todo el entramado exterior 
del aparato estatal, concretado en el llamado ciclo formal de la política exterior. 
Detengámonos en estas cuestiones. 
 
 A nuestro juicio, cabe distinguir cuatro momentos o etapas dentro del ciclo 
formal de la política exterior: formulación, decisión, ejecución y control68. Antes de 
abordarlas bien podemos apuntar que en el estudio empírico de la política exterior, la 
velocidad con que se desarrollan los acontecimientos, unido a la burocratización de los 
órganos estatales y a las rutinas con que se deciden y ejecutan la mayoría de las 
actividades no solamente exteriores de los Estados, provoca un solapamiento de estas 
                                                 
66 DUROSELLE, J.B.: Todo Imperio perecerá. Teoría sobre las relaciones internacionales, México, 
FCE, 1998, pp. 54 y 55. 
67 Conclusión formulada a partir de los trabajos de los autores citados: CALDUCH, R.: Dinámica… y 
VILANOVA, P.: El Estado…, así como El sistema político y la política exterior: el ciclo formal, 
Barcelona, Institut de Ciències Polítiques i Socials, Working Papers, núm. 94, 1994 del segundo. 
68 Rafael Calduch establece tres fases en su modelo mientras que Pere Vilanova identifica cinco posibles 
momentos a considerar en el ciclo formal de la política exterior. Véanse CALDUCH, R.: Dinámica…, pp. 
5 y ss. y VILANOVA, P.: El sistema político…, pp. 17 y ss. 
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fases distinguidas. Además del carácter no lineal de las mismas, existen numerosas 
interferencias y distorsiones en el proceso como para que las distintas prioridades y 
diferentes competencias de la administración y de la sociedad, partícipes en la 
elaboración del ciclo formal, no terminen afectando de forma variable e intermitente a 
las decisiones de política exterior. Aceptando estas limitaciones, la exposición de un 
modelo sobre el que entroncar las actuaciones del sistema político en su actividad 
exterior se nos antoja fundamental para una adecuada aproximación práctica al estudio 
de la política de seguridad de un Estado. 
 
 La formulación es la fase previa a la toma de decisión, en la que se definen los 
fines y objetivos y se eligen los medios necesarios para llevar a cabo la política exterior. 
En esta etapa podemos distinguir, a su vez, cuatro momentos: a) fase de información, 
que permite el conocimiento y la definición de la situación; b) fase de evaluación, 
mediante la cual se determinan los objetivos que deben alcanzarse y los medios que 
pueden utilizarse en el contexto concreto en que debe actuarse; c) fase de identificación, 
en la que se especifican las alternativas de actuación; d) fase de selección, donde se 
elige una de las posibles opciones, adoptándose a continuación las decisiones 
correspondientes. 
 
 La segunda etapa del ciclo formal de la política exterior corresponde a la 
decisión. Ésta conlleva implícitamente una elección entre alternativas y una 
incertidumbre sobre su resultado69. Los especialistas han venido clasificando las 
decisiones de diversas formas. Junto a la sistematización de Calduch, que establece 
cuatro criterios clasificatorios -por el contenido, por la temporalidad, por la naturaleza 
de los agentes decisores y por el grado de necesidad-, encontramos otras clasificaciones, 
como la propuesta por Pearson y Rochester, quienes establecen tres categorías de 
decisiones en materia internacional: las macrodecisiones, las microdecisiones y las 
decisiones de crisis70. Como no puede ser de otra manera, el proceso decisorio está 
condicionado por múltiples factores. Junto a al papel de los órganos relevantes en el 
sistema político y del ordenamiento jurídico, habrá de tenerse en cuenta, así mismo, el 
contexto interno y externo en que los agentes decisores desarrollan sus funciones, así 
                                                 
69 En este sentido, resultan de interés las reflexiones de Duroselle sobre la decisión en política exterior. 
Véase DUROSELLE, J.B.: Todo imperio…, pp. 208-221. 
70 PEARSON, F.S. y ROCHESTER, J.M.: Relaciones Internacionales…, pp. 200 y ss.  
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como sus motivaciones y esquemas mentales de percepción e interpretación de la 
realidad. 
 
 La ejecución, definida por Calduch como el conjunto de acciones sucesivas 
mediante las cuales los Estados intentan realizar la política exterior previamente 
elaborada, constituye el siguiente momento del ciclo formal. Esta fase le corresponde 
fundamentalmente al Gobierno y a los órganos que conforman la administración 
exterior del Estado. 
 
 Por último, el control de la política exterior configura la etapa final del ciclo 
formal. Ésta constituye una de las principales garantías contra la arbitrariedad de los 
responsables de la política exterior y la legalidad de sus actos, al tiempo que resulta 
imprescindible para reforzar aquellas decisiones y actividades que se han demostrado 
eficaces y corregir aquellas otras consideradas ineficaces o perjudiciales para el país.     
 
 El control puede realizarse en el ámbito nacional o en el internacional, estando el 
primero regulado por el ordenamiento jurídico interno, que determinará, a su vez, el 
proceso a seguir, los órganos competentes y las responsabilidades. El control 
internacional le corresponde a las organizaciones internacionales, que en principio sólo 
pueden ejercer un control indirecto respetando la soberanía nacional y la no injerencia 
en los asuntos internos de los Estados. En ambos casos, el control puede ser político o 
jurídico. El político valora la política exterior por sus resultados, en clave de éxitos o 
fracasos, mientras que el jurídico atiende a la política exterior en función de su 
adecuación a las normas establecidas por el derecho internacional. 
 
 La función de control puede llevarse a cabo de forma anterior a la completa 
ejecución de la política exterior, es decir, en las fases de formulación y decisión, o bien 
puede realizarse con posterioridad a la ejecutoria de la decisión. En esta segunda 
variable el control es más evaluativo que en la primera, de carácter más limitativo y 
participativo en el ciclo formal. 
 
 Finalmente, cabe distinguir entre los distintos tipos de control nacional en 
función de los órganos o sujetos que lo lleven a cabo. De esta forma, existen cuatro  
tipos: a) el control legislativo, ejercido por el Parlamento en los sistemas democráticos a 
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lo largo de todo el ciclo; b) el control judicial, ejercido por jueces y tribunales, suele 
darse con posterioridad a la ejecución de la acción en el exterior, salvo cuando se trata 
de determinar la constitucionalidad de determinadas políticas; c) el control 
administrativo, limitado a constatar si los órganos estatales que participan en el proceso 
desempeñan su función en consonancia con sus competencias y orden jerárquico; d) 
control popular, el control político por excelencia en los regímenes democráticos y que 
bien puede concretarse en la celebración de referéndums o bien a través de las 
periódicas elecciones generales y las opciones de política exterior planteadas en las 
distintos partidos políticos. 
 
 Cada una de estas fases del ciclo formal estará articulada por unos actores 
determinados. En la segunda parte del trabajo abordaremos con detenimiento los actores 
que incidieron en la política de seguridad española entre 1976 y 1982, describiendo sus 
competencias e identificando su papel en el contexto del sistema político vigente en los 
años objeto de estudio de esta tesis doctoral. 
 
 Presentados los conceptos básicos desde los que partimos en el análisis de la 
política exterior es momento ahora de establecer los referentes conceptuales de la 
política de seguridad. Con posterioridad, trasladaremos los presupuestos analíticos 
expuestos sobre la política exterior al estudio de la política de seguridad y 
estableceremos nuestra propuesta metodológica al estudio histórico de la transición 
española. 
 
 
 
2. Política de seguridad y política exterior  
 Hemos anticipado que la política de seguridad es parte de la política exterior. 
Como subproducto de ella quedará de este modo sujeta a los análisis propios y 
metodologías definidas en el ciclo formal de la política exterior. Concretamente, la 
vinculación conceptual entre ambas áreas políticas la hallamos en los fines de la política 
exterior, engarce del que partimos a la hora de aproximarnos teóricamente a la política 
de seguridad. 
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 Como ha quedado apuntado, los fines y objetivos de la política exterior 
indudablemente forman parte de la misma, dentro del la fase de formulación del ciclo 
formal71. La distinción entre fines y objetivos de la política exterior y la clasificación y 
jerarquización de éstos en función de diferentes criterios ha generado un buen número 
de propuestas por parte de los especialistas quedando la cuestión en buena medida 
reducida al tan manido debate en las Relaciones Internacionales sobre el interés 
nacional de los Estados, concepto éste que el realismo sitúa como paradigma de todos 
sus análisis72. Acotando el problema a los términos que subyacen a este capítulo será 
suficiente con definir los fines de la política exterior en los términos apuntados por 
Calduch: 
 
 « (…) los fines se configuran como una serie de resultados generales que se 
 aspiran a lograr y/o se intentan mantener durante largos períodos de tiempo y 
 respecto de los cuales un Estado está dispuesto a movilizar sus principales 
 recursos arriesgando, en último extremo, su propia existencia y soberanía»73. 
 
 
 La literatura internacionalista admite de forma unánime la consideración de la 
seguridad como uno de los fines u objetivos generales de la política exterior o como 
parte esencial del interés nacional de los Estados74. De este modo, el garantizar la 
seguridad del Estado, entendida ésta como la preservación de la soberanía política, el 
mantenimiento de la supervivencia física, la integridad territorial y la protección de la 
vida de los ciudadanos, queda recogido como uno de los objetivos últimos de la política 
exterior. Para la puesta en marcha de este fin será necesario articular una determinada 
política por parte de los actores con capacidades atribuidas por el ordenamiento 
jurídico-político del Estado. Esta será la política de seguridad. 
 
                                                 
71 Algunos autores señalan que no existe política exterior en un Estado si no hay una precisión en la 
definición de sus principios, intereses y objetivos. Véase PALACIO, V. y RODRIGO, F.: «¿Tiene España 
una política exterior?», Política Exterior, núm. 93, mayo-junio 2003, p. 154.     
72 Una aproximación interesante a la problemática derivada del concepto de interés nacional es las de 
GEORGE, A. L. y KEHOANE, R.O.: «The Concept of National Interest: Uses and Limitations», en 
GEORGE, A.L. (ed.): Presidential Decisionmaking in Foreign Policy, Boulder, Westview Press, 1980, 
pp. 217-237. Desde el punto de vista realista, véase MORGENTHAU, H.J.: Politics Among Nations…, 
pp. 99 y ss. 
73 CALDUCH, R.: Dinámica…, p. 34. 
74 Véase al respecto ARON, R.: Paz y guerra entre las naciones, tomo I, Madrid, Alianza, 1963, pp. 108 
y ss., DUROSELLE, J.B.: Todo imperio…, p. 124. Desde el ámbito anglosajón, sirvan de ejemplo el 
trabajo de WOLFERS, A.: «”National Security” as…», p. 483 y el más reciente estado de la cuestión 
sobre las Relaciones Internacionales: PEARSON, F.S. y ROCHESTER, J.M.: Relaciones 
Internacionales…, p. 159. 
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 En este trabajo nos aproximaremos a la política de seguridad a partir de su ciclo 
formal. Ciclo en el que habremos de considerar a aquellos actores legitimados y 
reconocidos en sus diferentes etapas y sometidos a distintos factores condicionantes, 
tanto internos como externos. Entraremos más adelante en estas cuestiones aplicadas a 
la política de seguridad en la transición española. 
 
 No ha de pasarse por alto el hecho de que la política de seguridad tiene dos 
dimensiones teóricas, una interna y otra externa. Partiendo de que la política de 
seguridad es «el conjunto de decisiones y actividades que tienen como finalidad directa 
y específica incrementar la seguridad estatal», no cabe duda que las agresiones, riesgos 
o amenazas que puedan quebrar la seguridad del Estado no tienen porqué provenir 
necesariamente siempre desde el exterior. De ahí que una parte de la política de 
seguridad se lleva a cabo en la vertiente interior del Estado, estableciéndose así la 
distinción teórica entre dos ámbitos analíticos75. Dicho lo cual, en este trabajo nos 
ocuparemos únicamente de la dimensión exterior de la política de seguridad, en virtud 
del concepto de seguridad expuesto en el capítulo precedente y su aplicación al tema de 
investigación de esta tesis doctoral76. 
 
 
 Unas apreciaciones que son igualmente asumidas por analistas de esta parcela de 
la política exterior durante los años de la división bipolar. Tal es el caso de la obra 
Política española de paz y seguridad, publicada por el Centro de Estudios 
Constitucionales en 1987. En ella, el diplomático Carlos Alonso Zaldívar identifica la 
seguridad a la reducción de amenazas y/o del alcance de los daños en caso de que esta 
agresión se produjera desde el exterior. Para ello, para propiciar una reducción de las 
amenazas y, por tanto, generar seguridad, propone una serie de medidas de tipo militar o 
político, ofreciéndonos su propia definición de política de seguridad: 
 
                                                 
75 La definición de política de seguridad en CALDUCH, R.: Dinámica…, p. 223, donde establece la 
distinción teórica entre seguridad interior y seguridad exterior. Esta diferenciación también está recogida 
en SÁNCHEZ CANO, J.: El debate sobre el concepto de seguridad (1980-1997), Barcelona, ICPS, 1995, 
pp. 14 y ss. 
76 En este sentido, entendemos que no caben posiciones maximalistas o inquisitivas en este punto. Al 
igual que al referirnos al estudio general de la política exterior aceptamos implícitamente una 
identificación de parte de la misma con el ámbito interno de las políticas estatales, la distinción entre 
política interior de seguridad y política exterior de seguridad, si bien justificada teóricamente, no necesita 
ser manifiesta y continuadamente distinguida en el estudio de empírico. De este modo, en estas páginas, 
los términos política de seguridad y política exterior de seguridad adquieren igual significado, 
empleándose indistintamente. 
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« (…) es el conjunto de medidas de disuasión, defensa, desarme y 
distensión/cooperación, que lleva adelante un gobierno, asumiendo sus 
implicaciones económicas y de opinión pública, con el fin de mantener bajo 
control las amenazas potenciales a la integridad territorial y/o la independencia 
política de la nación»77  
 
 
 
 Desde el campo militar, el entonces Jefe del Estado Mayor Conjunto de la 
Defensa, el general José Ramón Pardo de Santallana sintetizó, del mismo modo, las 
concepciones sobre seguridad y sobre política de seguridad inherentes a los 
presupuestos teóricos de este trabajo: 
 
 «Dentro de la política exterior, que abarca todos los múltiples aspectos de las 
 relaciones humanas, culturales, económicas, etc., entre los Estados, está la 
 política de seguridad, que previene, prepara y defiende a estos Estados de las 
 agresiones exteriores que les puedan afectar y que proceden de muchos y 
 variados orígenes, como pueden ser los ataques en fuerza y las presiones 
 políticas o económicas. Esta política de seguridad afirma la existencia de la 
 nación y la garantía de sus intereses vitales, tales como la soberanía, 
 independencia, integridad territorial u ordenamiento constitucional, frente a los 
 intereses de otros países»78. 
 
 
 Abundado en la afirmación con que abríamos este epígrafe, esta es, que la 
política de seguridad forma parte de la política exterior, continuaremos con la misma 
lógica a la hora de su análisis. Así, puede suscribirse que su estudio compartirá los 
mismos problemas metodológicos, si bien, habrá actores con grado de participación 
variable o procesos con una particular puesta en marcha en el ciclo formal de la política 
de seguridad con sus propias particularidades respecto a los mismos referidos a la 
política exterior en general. Partiendo de estos apuntes, veremos en la segunda parte de 
la investigación los condicionantes específicos de la política de seguridad en la 
transición española. 
 
 
 
 
                                                 
77 ZALDÍVAR, C.A.: «Política española de paz y seguridad», en ZALDÍVAR, C.A., HERRERO DE 
MIÑÓN, M. y AGUIRRE, M.: Política Española de paz y de seguridad, Madrid, Centro de Estudios 
Constitucionales, 1987, p. 15 
78 PARDO DE SANTALLANA, J.R.: «La Defensa y la Administración Exterior: Seguridad Nacional y 
Diplomacia», Documentación Administrativa, núm. 205, 1985, p. 206. 
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3. Propuesta metodológica: los niveles de análisis 
 En orden a presentar los elementos que hagan inteligible la política de seguridad 
estatal, y acomodar analíticamente a sus actores dentro del ciclo de la política de 
seguridad resulta fundamental partir de un esquema organizativo sobre el que ahondar 
en el caso español durante los años 1976-1982. En esta investigación partimos del 
modelo conocido como el de los “niveles de análisis”, o The Level of Analysis Problem 
en su acepción anglosajona, perfilándolo en virtud de las características y aristas propias 
de nuestro objeto de investigación. 
 
 Basándose en los niveles de análisis, los investigadores buscan en ellos las 
causas del comportamiento internacional de los Estados a partir de unidades analíticas 
previamente definidas. A finales de los años cincuenta, Kenneth Waltz distinguió entre 
tres niveles a la hora de afrontar el examen de la actividad exterior estatal: el nivel 
internacional o sistémico; el nivel nacional y el nivel individual79. Estos niveles o 
factores han sido igualmente desarrollados por diferentes especialistas de las Relaciones 
Internacionales con posterioridad, distinguiéndose un número variable de niveles de 
análisis en función de las propuestas de los distintos autores. Así, a partir del citado 
modelo de Waltz, analistas como J. David Singer, Arnold Wolfers, P.A. Reynolds o F. 
Hallyday reducen estos niveles a dos: el nivel internacional y el nivel nacional. Por su 
parte, Robert Jervis añade un cuarto, el de los procesos burocráticos y James Rosenau 
distingue hasta cinco, dividiendo el nivel nacional propuesto por Waltz en tres: Estado, 
sociedad e instituciones intermedias80.  
 
 Otros autores, como en el caso de F.S. Pearson y J.M. Rochester mantienen los 
niveles apuntados por Waltz en su propuesta de estudio de la política exterior81. En 
definitiva, tal y como queda recogido en las reflexiones de Andrew Moravscisk, el 
número de niveles y su utilidad relativa no es nunca predeterminado ni arbitrario, 
                                                 
79 Véase la obra en la que este autor desarrolló tal esquema: WALTZ, N.K.: Man, the State, and War: A 
Theoretical Análisis, Nueva York, Columbia University Press, 1959. 
80 Véanse las diferentes propuestas señaladas en: SINGER, J.D.: «The Level-of-Analysis Problem in 
International Relations», World Politics, vol. 14, núm. 1, octubre 1961, pp. 77-92, WOLFERS, A: «The 
Actors in International Politics», en WOLFERS, A.: Discord and Collaboration, Baltimore, John 
Hopkins Uniersity Press, 1962, pp. 3-24, REYNOLDS, P.A.: Introducción..., pp. 60 y 61 (edición original 
de 1971), HALLYDAY, F.: Las Relaciones Internacionales en un mundo en transformación, Madrid, 
Catarata, 2002, pp. 113-122, JERVIS, R.: Perception and Misperception in International Politics, 
Princeton, Princeton University Press, 1976, p. 15 y ROSENAU, J.: The Scientific Study…, p. 108. 
81 Véase PEARSON, F.S. y ROCHESTER, J.M.: Relaciones Internacionales..., pp. 161-195.  
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pudiendo en cada caso variar de acuerdo con los propósitos del analista, concluyendo 
que el quid de la cuestión en las interpretaciones de la actividad exterior del Estado no 
está en combinar o no los factores o niveles domésticos e internacionales, sino en cómo 
combinarlos82. 
 
 Retomando el marco expuesto por Pearson y Rochester, tres serían los niveles de 
análisis de la política exterior: los factores sistémicos o condiciones externas al Estado 
que están presentes en el sistema internacional que lo rodea; los factores de atributos 
nacionales o las características mismas de la nación, en segundo lugar; y, por último, los 
factores de idiosincrasia o las características de los líderes individuales del país y de 
otros influyentes en la toma de decisiones. Elementos todos ellos que serán presentados 
posteriormente, en la segunda parte del trabajo. 
 
 Previamente entendemos conveniente detenernos mínimamente en el factor 
individual y su caracterización teórica dentro del esquema de niveles aquí adoptado. Y 
ello en razón de su particularidad, ya que aun aquellos modelos fundamentados 
únicamente en dos niveles analíticos reconocen el papel central que hombre de Estado 
juega en el proceso, incluyéndolo como elemento capital dentro del nivel nacional o 
doméstico83.  
 
Factores idiosincrásicos en la toma de decisiones 
 La obra de Graham T. Allison, Essence of Decision, publicada en 1971, ha sido 
reconocida entre los especialistas como el detonante del nacimiento del debate teórico 
sobre el proceso de toma de decisiones en el entorno internacional84. Esta obra fue un 
intento de explicación de la crisis de los misiles cubana de 1962, estableciendo tres 
modelos analíticos para el estudio del proceso de toma de decisiones en política 
exterior: el modelo de actor racional o modelo clásico, en el que las decisiones son 
consideradas como el resultado de actos más o menos intencionados de Gobiernos 
                                                 
82 Véase MORAVCSIK, A.: «Integrating International and Domestic Theories of International 
Barganing», en EVANS, P.B., JACOBSON, H.K. y PUTNAM, R.D. (eds.): Double-Edged Diplomacy: 
International bargaining and domestic politics, Berkeley, University of California Press, 1993, pp. 3-34.  
83 MORAVCSIK, A.: «Integrating International...», p. 16. 
84 No obstante, los anteriormente citados trabajos de SNYDER, R.C., BRUCK, H.W. y SAPIN, B.: 
Decision-Making as an Approach to the Study of International Politics, Princeton, Princeton University 
Press, 1954, y Foreign Policy Decision-Making. An Approach to the Study of International Politics, 
Nueva York, Free Press, 1962, ya habían definido en buena medida los presupuestos del debate científico 
sobre la toma de decisiones. 
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monolíticos basados en medios lógicos para alcanzar objetivos determinados; el modelo 
de procedimiento organizativo, que considera el comportamiento gubernamental no 
tanto como el resultado de la acción racional de distintas organizaciones que sólo 
parcialmente están controladas por los decisores gubernamentales; y el modelo de 
política burocrática, que interpreta el comportamiento gubernamental como el resultado 
de un conjunto de maniobras políticas. En ellos, el Gobierno es considerado como una 
institución compuesta de individuos, cada uno de los cuales posee un considerable 
campo de acción discrecional.  
 
 En palabras de Margot Light, estos planteamientos dieron lugar a nuevos 
enfoques interpretativos, entre los que destacan la ampliación de los trabajos relativos al 
estudio de las características psicológicas de los líderes y grupos que participan en el 
proceso de toma de decisiones85. Habiéndose estipulado a priori como uno de los 
principales factores en la explicación de la política de seguridad de la transición 
española el papel del actor individual y el proceso psicológico que determina la 
orientación de sus decisiones, vamos a detenernos en estos aspectos, presentando 
brevemente algunas de las bases científicas que han moldeado este factor86.  
 
 Los fundamentos de estos presupuestos parten de la Psicología Política, 
disciplina que se desarrolla durante los años ochenta formalizándose académicamente 
en España en la década de los noventa a partir de sus conexiones con otros estudios ya 
establecidos, como la Psicología, la Sociología y las Ciencias Políticas87. Entre las 
definiciones de Psicología Política encontramos la anunciada en 1998 por cinco 
especialistas de esta ciencia social: «La Psicología Política es un conjunto de 
conocimientos científicos que tienen en común pretender describir y explicar el 
comportamiento político humano». Una acepción que incluye tanto el comportamiento 
político individual como el colectivo, al tiempo que tampoco discrimina entre los 
agentes activos y pasivos de la actividad política. De ahí que sus preocupaciones 
abarcan desde el estudio de la conducta individual de los profesionales de la política, 
                                                 
85 Véase LIGHT, M.: «Foreign Policy Analysis», en GROOM, A. (jr.) y LIGHT, M. (eds.): 
Contemporary International Relations: A Guide to Theory, Londres, Printer Publisher, 1994, pp. 93-108. 
86 Entre los autores españoles, será nuevamente el profesor Calduch quién marque la pauta en relación 
con estos aspectos, subrayando la necesidad de estudiar las motivaciones y esquemas mentales de los 
decisores en la comprensión de la política exterior. Véase CALDUCH, R.: Dinámica…, p. 13. 
87 Una síntesis sobre el origen y evolución de esta disciplina en SEOANE, J. y RODRÍGUEZ, A. (eds.): 
Psicología Política, Madrid, Pirámide, 1988, pp. 19-76.  
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hasta el sentido y repercusiones sociales de las identidades culturales, la adquisición de 
la cultura política a través de los procesos de socialización o la participación política de 
la sociedad en sus diferentes canales de expresión (voto, movimientos sociales…)88.  
 
 Como hemos señalado, la importancia de los elementos ideológicos y 
psicológicos de los dirigentes políticos en la política exterior fue puesta de manifiesto a 
raíz del análisis del proceso de toma de decisiones. En los estudios internacionales 
existen diferentes modelos y teorías para explicar la toma de decisiones, si bien han 
aparecido distintas voces denunciando la insuficiente atención prestada al impacto 
personal del individuo en la decisión89. Para estas opiniones, la adopción de decisiones 
políticas cuenta con unos elementos cuantificables y objetivos, además de con un 
componente emocional y psicológico. De ahí su complejidad y su falta de previsión, al 
evidenciarse que no se pueden prever las decisiones de un estadista ante una situación 
concreta. 
 
 Algunos de los elementos que confirman y condicionan al decisor son la razón, 
la ideología, las emociones, el entorno geopolítico e histórico y el desarrollo biológico y 
personal del decisor como sujeto y político. Con estos presupuestos, se puede afirmar 
que la variedad es una de las características de la personalidad humana, tanto la política 
como la psicológica, lo que da lugar a múltiples decisiones distintas ante situaciones 
potencialmente idénticas. De este modo, Rubén D. Herrero de Castro señala: 
 
 « (…) además de factores políticos, existe inmersa en la realidad internacional, 
 una variable psicológica, que podemos definir como un conjunto de conceptos, 
 aspectos, comportamientos y mecanismos que tienen su origen en el proceso de 
 percepción de aquellos que toman sus decisiones, cuya actuación en parte es 
 determinada por su personalidad y emociones».  
 
 La percepción queda así determinada como el concepto fundamental no sólo 
sobre el que construir la variable psicológica en el proceso de toma de decisiones, sino 
también como elemento conformador de la propia realidad internacional del decisor. 
                                                 
88 Véase VVAA: «La Psicología Política Contemporánea», Revista de Psicología Política, núm. 17, 
noviembre 1998, pp. 21-43, donde los autores admiten una diversidad y falta de unificación por parte del 
conjunto de conocimientos encuadrado bajo esta definición. 
89 Véase al respecto SINGER, E. y HUDSON, V. (eds.): Political Psychology and Foreign Policy, 
Oxford, Westview Press, 1992 y HERRERO DE CASTRO, R.D.: «La realidad inventada: percepción, 
relaciones internacionales y toma de decisión», Sistema, núm. 173, marzo 2003, pp. 41-62, trabajos éstos 
a partir de los que hemos sintetizado las ideas aquí expuestas. 
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Como parte de la misma, el sistema de creencias, ideas, pensamientos y opiniones del 
actor político individual se concretan como aspectos claves a dilucidar en una 
satisfactoria explicación de la decisión90. 
 
 Las disquisiciones teóricas, aunque imprescindibles, quedan un tanto 
descontextualizadas sin algún tipo de referencia a la vida política real, llevada a cabo de 
forma concreta y cotidiana. Es por ello por lo que nos permitimos reproducir aquí las 
citas de dos hombres de Estado que en sus respectivos espacios y tiempos políticos 
marcaron una etapa históricamente reseñable. En primer lugar, Henry Kissinger, cuando 
al referirse a las relaciones entre Washington y Pekín en los años setenta señaló:     
 
 «La apertura de los Estados Unidos a China ofrece un buen ejemplo del papel de 
 las personalidades en la dirección de la política exterior. Aquello que la 
 posteridad llega a considerar un nuevo comienzo resulta, habitualmente, de una 
 serie de acciones más o menos al azar, que dificultan distinguir entre lo que ha 
 sido una elección consciente y un simple impulso. (…) A ambos bandos la 
 necesidad les imponía el acercamiento, y tenía que haberlo intentado quienquiera 
 que gobernase cada país. Pero la facilidad y rapidez con que se logró y las 
 proporciones que adquirió debieron mucho a la sutileza y perseverancia de los 
 dirigentes de ambos bandos que lo crearon»91.  
 
 
 Por su parte, Felipe González señala aspectos igualmente significativos del 
factor individual en la toma de decisiones. José Luis Villalonga, en sus conversaciones 
con el líder socialista extrae las siguientes palabras de parte del ex-presidente del 
Gobierno:  
 
 «Las decisiones se elaboran colectivamente, así como las líneas generales de 
 comportamiento. Pero siempre se llega a un punto (…) en el cual el líder 
 político se encuentra acosado por un sentimiento de tremenda soledad (…) 
 Se está esperando que seas tú el que tome la decisión final. Así que esa 
 decisión se toma en solitario, sabiendo que es una responsabilidad personal 
 e intransferible (…) Tú eres el que decide.» 
 
 
 Respondiendo el líder socialista de la transición afirmativamente a la posterior 
afirmación de su interlocutor cuando éste le interpela respecto a que la decisión depende 
                                                 
90 Sobre la percepción y sus aspectos colaterales, VOSS, J.F. y DORSEY, E.: «Perceptions and 
International Relations», en SINGER, E. y HUDSON, V. (eds.): Political Psychology…, pp. 8 y ss. 
91 KISSINGER, H.: Diplomacia, Barcelona, Ediciones B, 1998, p. 1082. 
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mucho del carácter o el estado de ánimo de la persona que la toma. «Nada más cierto», 
responde González92. 
 
 Dos últimos apuntes antes de concluir este capítulo. El primero, que la variable 
psicológica no nos garantiza un análisis completo de la decisión, pero si que nos 
ayudará a identificar con mayor facilidad las motivaciones que la causaron. La segunda, 
indudablemente, es que no cabe deslindar esta perspectiva de la consideración a cerca 
de la relativa autonomía que posea el responsable de la toma de decisiones respecto al 
marco jurídico y el aparato político-burocrático establecido a partir de las normas 
recogidas en la legalidad estatal vigente, así como de los propios límites que establece el 
contexto internacional93. Se trata, en definitiva, de englobar el papel del actor individual 
junto con los otros dos niveles de análisis caracterizados en estas páginas: el contexto 
internacional y el contexto interno de España entre la muerte de Franco y el final de la 
transición política, en 1982. 
 
                                                 
92 VILLALONGA, J.L.: La rosa, la corona y el marqués rojo. Memorias no autorizadas (4), Barcelona, 
Plaza&Janés, 2003, pp. 436 y 437. 
93 Al respecto, EVANS, P.B.: «Building an Integrative Approach to International and Domestic Politics», 
en EVANS, P.B., JACOBSON, H.K. y PUTNAM, R.D. (eds.): Double-Edged Diplomacy..., p. 399. 
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Iniciando la ruta establecida en el planteamiento metodológico de este trabajo es 
momento de abordar en este punto los factores condicionantes de la política de 
seguridad en la transición española. Así, en esta segunda parte nos proponemos dotar de 
contenido a los niveles de análisis apuntados teóricamente. Para ello, presentaremos los 
rasgos básicos del sistema internacional, con los actores y elementos del mismo 
susceptibles de ser tenidos en consideración, los factores y rasgos nacionales que han de 
ser atendidos en el ciclo de la política exterior y las figuras individuales con influencia 
en la toma de decisiones dentro de la política de seguridad. Todos ellos serán aspectos 
condicionantes del objeto de análisis. 
 
De esta forma, la determinación del contexto internacional en el que ha de 
situarse la transición española será nuestro primer argumento. Una sociedad 
internacional regida en sus relaciones políticas por las leyes que impuso la guerra fría y 
los bloques militares resultantes del sistema bipolar. De ahí que nos detengamos en los 
protagonistas de este trasfondo exterior y en aquellos aspectos que potencialmente más 
van a incidir en las coordenadas de la seguridad internacional española a partir de 1976. 
Una vez establecido el marco de análisis exterior en el que incardinar la política de 
seguridad, pasaremos a aproximarnos al marco de su formulación y producción, que no 
es otro que el sistema político del Estado español. 
 
La progresiva adaptación de las estructuras vigentes durante el franquismo a las 
del nuevo Estado democrático, unido a las transformaciones legales, políticas y 
administrativas de la transición vinieron a introducir una reasignación de funciones y 
responsabilidades en materia exterior, definitivamente institucionalizadas con la sanción 
constitucional a finales de 1978. Con este punto de inflexión legal, desde el que van a 
definirse las competencias internacionales de los actores estatales y gubernamentales, 
podamos señalar unas tendencias generales y rasgos característicos de éstos y otros 
agentes nacionales en las relaciones exteriores del cambio democrático. 
 
En esta cuestión han de distinguirse los análisis jurídicos de los llevados a cabo 
desde las Relaciones Internacionales, la Sociología o la Historia. Mientras que los 
primeros se concentran eminentemente en el marco normativo e institucional sobre el 
que se va a fundamentarse la actividad exterior española, los segundos van a resaltar 
también otros factores explicativos de esta política, partiendo, no obstante, del sistema 
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institucional y administrativo vigente. A esta consideración responde la descripción y el 
análisis de los actores nacionales del ciclo formal de la política de seguridad, 
desarrollado en el capítulo IV del trabajo, con el fin de caracterizar las piezas 
institucionales, sociales y políticas que cabe tomar en consideración en nuestro análisis 
histórico. 
 
Como parte de la política exterior, la política de seguridad va a concretarse como 
uno de sus múltiples ámbitos de materialización, sin que puedan definirse 
constantemente unos ámbitos específicos de actuación en la acción exterior del Estado. 
La política exterior es un todo en el que resulta harto complicado discernir entre 
diferentes parcelas de actuación en el funcionamiento de la maquinaria estatal o 
disgregar escenarios internacionales aislados entre sí. De este modo, presentaremos un 
panorama general de la política exterior española durante la transición, entendiéndola 
como factor condicionante del ámbito específico de la seguridad. Para concluir, 
repasaremos la política heredada del franquismo en la materia, antecedente desde que 
los responsables de la España de la transición habrán de determinar la política de 
seguridad a continuar en el nuevo régimen democrático. 
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III- Contexto externo y contexto interno 
 Esta parte del trabajo está dedicada a presentar los elementos condicionantes de 
la política de seguridad española de la transición. Iniciaremos el capítulo con los 
aspectos englobados en el ámbito internacional para abordar en posteriormente aquellos 
otros elementos considerados de orden interno. Nuestra intención con estas páginas es 
situar el tema analizado en su contexto histórico global, presentando atención a aquellos 
actores y factores que van a significar elementos de consideración en la consecución de 
la política de seguridad española desde 1976 a 1982. 
 
 Una vez introducido el periodo caracterizado por la guerra fría, pasaremos a 
detenernos por aquellos actores y procesos concretos que han de ser tenidos en cuenta 
en nuestro análisis. Elementos del sistema internacional que de una u otra forma 
condicionan las perspectivas iniciales y los posteriores acontecimientos de la política de 
la transición española, incidiendo particularmente en su política de seguridad. Tras 
presentar la óptica de las potencias dominantes del orden internacional en relación a la 
transición española, nos aproximaremos a la cuenca del Mediterráneo, donde España 
participaría desde 1953 como apoyo a la estrategia de seguridad de los Estados Unidos 
en la región, con la puesta a disposición del sistema defensivo occidental de sus bases y 
territorio, según quedará nuevamente establecido en el Tratado hispano-norteamericano 
de 1976. A continuación, introduciremos las opciones de seguridad vigentes en el 
panorama europeo de la década de los setenta, complementando así la presentación de 
éste, el escenario sobre el que España desarrollaría su política de seguridad en la 
transición.  
 
 Si importantes son los condicionantes externos en el estudio de la política 
exterior de los Estados, no lo son menos sus elementos internos. Inevitablemente 
indisociable al resto de las políticas, la intensidad e importancia de los factores 
domésticos cobran especial significado en la política exterior de la transición española, 
por cuanto la actividad internacional habría de desarrollarse paralelamente a la propia 
configuración de las bases jurídico-institucionales del nuevo sistema político.  
  
 De esta forma, en la segunda parte de este capítulo indagaremos en marco 
interno sobre el que la clase política española vino a dar forma a la política de 
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seguridad. Una vez dibujada esta panorámica, pasaremos a revisar, en sucesivos 
capítulos, cuál fue la actuación efectiva de los diferentes actores del ciclo político en sus 
funciones de formulación, decisión, ejecución y control. Es decir, habremos contrastado 
la relación existente entre derecho y política; entre el deber ser y ser en la actividad 
española de seguridad durante los años de la transición española a la democracia. 
 
 
 
1. El sistema internacional bipolar 
 La aplicación de la política exterior de todo Estado tiene lugar en el ámbito 
internacional, entorno en el que se desarrollan las relaciones internacionales y que los 
internacionalistas identifican con el concepto de sociedad internacional. Un análisis 
certero de la sociedad internacional es el que presenta Juan Carlos Pereira, quien la 
define como «un ámbito espacial y global en el que se desarrollan un amplio conjunto 
de relaciones entre grupos humanos diferenciados, territorialmente o geográficamente 
organizados y con poder de decisión». Como rasgos principales de esta sociedad 
internacional destaca su carácter progresivamente global e interdependiente y el cada 
vez mayor número de actores que compiten con el Estado, actor principal de las 
relaciones societarias internacionales1. 
 
 Como instrumento de análisis del conjunto de innumerables tipos de relaciones 
que se llevan a cabo entre los actores en la sociedad internacional las Relaciones 
Internacionales han venido en convenir en la definición del sistema internacional. 
Concepto capital en el estudio científico de las relaciones internacionales, Esther Barbé 
señala al respecto que un sistema internacional «está constituido por un conjunto de 
actores, cuyas relaciones generan una configuración de poder (estructura) dentro de la 
cual se produce una red compleja de interacciones (proceso) de acuerdo con 
determinadas reglas»2. Se trata, en definitiva, del modelo a partir del cual aproximarnos 
a la realidad internacional de un momento concreto. 
 
                                                 
1 Véase PEREIRA, J.C.: «El estudio de la sociedad internacional contemporánea» en PEREIRA, J.C. 
(coord.): Historia de las Relaciones Internacionales Contemporáneas, Barcelona, Ariel, 2001, pp. 38 y 
ss. De forma más amplia, TRUYOL, A.: La sociedad internacional, Madrid, Alianza, 1993. 
2 BARBÉ, E.: Relaciones Internacionales, Madrid, Tecnos, 1995, p.115. 
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 A lo largo de los últimos siglos se han ido sucediendo diversos sistemas 
internacionales: a) el sistema de Estados europeo, que arrancaría de la Paz de Westfalia 
de 1648 y llegaría hasta el Congreso de Viena de 1815; b) el sistema de Estados 
nacionales y civilizados, que iría desde el Congreso de Viena hasta la Primera Guerra 
Mundial; c) el sistema de Estados euro-americano, que se desarrollaría durante el 
período de entreguerras; d) el sistema mundial bipolar, que se extendería desde la 
Segunda Guerra Mundial hasta 1989-1991, y e) el nuevo orden mundial inaugurado en 
1991. Centrándonos en el sistema internacional en el que se desarrolla nuestra 
investigación, fijada para los años 1976-1982, resulta evidente situarnos en el sistema 
internacional bipolar. Iniciado tras la Segunda Guerra Mundial, esta etapa histórica está 
identificada con el proceso de la guerra fría, que condicionó e influyó 
determinantemente en los actores, estructuras y procesos del sistema hasta su eclosión 
en 1991, con la desaparición de la Unión Soviética.  
 
 Lógicamente, se pueden distinguir diferentes momentos o periodizaciones 
internas válidas a lo largo de este ciclo que se prolonga durante más de cuarenta años. 
Tal y como señala Eric Hobsbawm, «los cuarenta y cinco años transcurridos entre la 
explosión de las bombas atómicas y el fin de la Unión Soviética no constituyen un 
período de la historia universal homogéneo y único»3. Aceptada esta premisa, sin 
embargo, desde el punto de vista de las Relaciones Internacionales, sí se pueden 
identificar unos rasgos definitorios, que nos proporcionen el marco amplio, o enfoque 
macrointernacional, sobre el que acomodar el análisis concreto de los años 1945-1991. 
De este modo, las características esenciales del sistema internacional bipolar, pueden 
resumirse en las siguientes consideraciones: 
  
- Abundando en la emergencia y protagonismo de la guerra fría, el sistema de 
relaciones internacionales de esta etapa histórica dará lugar a la aparición de 
dos subsistemas internacionales: el liberal-capitalista y el socialista, 
liderados por dos superpotencias, los Estados Unidos y la Unión Soviética 
respectivamente. La guerra fría provocará un estado de tensión permanente 
entre los dos bloques, con alcance mundial y consideraciones globales, y que 
                                                 
3 HOBSBAWM, E.: Historia del siglo XX, Buenos Aires, Crítica, 1998, p. 230. 
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afectará a todos los órdenes de la convivencia (político, militar, económico, 
cultural, ideológico…)4. 
- Existencia de un sistema económico mundial, fundamentado a partir de las 
bases fijadas en Bretton Woods, en 1944, inicialmente cimentado sobre los 
intereses económicos norteamericanos y del capitalismo internacional. A 
partir de este sistema se consolida la denominada economía-mundo, en la 
que la interdependencia y la primacía del mercado se imponen como 
elementos articuladores del modelo económico mundial5. 
- Vigencia de un sistema de comunicaciones global, referido tanto al 
desplazamiento de hombres y mercancías como al intercambio de 
información. En este sentido, la conformación de una sociedad mediática 
mundial, en la que las tecnologías de la información se asientan como factor 
fundamental del sistema, representa otro aspecto clave de este marco de 
análisis6. 
 
 Las relaciones internacionales que resultaron de la finalización de la Segunda 
Guerra Mundial se organizaron en función del proceso de definición y consolidación de 
los bloques antagónicos y expansivos a nivel mundial. Del mismo se desprende un 
determinado orden mundial, entendido éste como «el conjunto de normas y reglas a 
través de las cuales se trata de buscar y alcanzar un funcionamiento regular, una 
estabilidad interna, un equilibrio entre las potencias y una seguridad del sistema 
internacional» y del podemos destacar algunos rasgos definitorios7.  
 
 En primer lugar, el definitivo abandono del continente europeo como centro de 
gravedad de la política mundial, con el ascenso de los Estados Unidos y de la Unión 
Soviética como nuevos polos de dominio internacional. Aparece, como hemos indicado, 
una estructura de poder bipolar, consistente en la existencia y predominio de las dos 
superpotencias, que pone fin al anterior sistema internacional, basado en el equilibrio 
entre diferentes núcleos de poder. Igualmente, cabe señalar la universalización o 
                                                 
4 Sobre la Guerra Fría, véase PERERIRA, J.C.: Historia y presente de la Guerra Fría, Madrid, Istmo, 
1989. 
5 Sobre el sistema económico mundial, GARDNER, R.N.: La diplomacia del dólar y la esterlina. 
Orígenes y futuro del sistema de Bretton Woods-GATT, Barcelona, Galaxia, 1994 y WALLERSTEIN, I.: 
El moderno sistema mundial I y II, Madrid, Siglo XXI, 1979 y 1984. 
6 Sobre la revolución de la información, GIDDENS, A.: Sociología, Madrid, Alianza, 1988 y 
CASTELLS, M.: La era de la información, Madrid, Alianza, 1997. 
7 Esta definición de orden mundial en PEREIRA, J.C.: «El estudio de la sociedad…», p. 53. 
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mundialización de este orden internacional, que queda geográficamente limitado a los 
confines planetarios, viéndose afectados todos los actores por la influencia del sistema.  
 
 El orden político mundial va a quedar protagonizado por el enfrentamiento 
constante entre el bloque occidental y el socialista. Esta situación de guerra fría entre los 
Estados Unidos y la Unión Soviética y sus respectivos bloques o áreas de influencia va 
a dominar por completo la segunda mitad del siglo XX, estando ello estrechamente 
relacionado con la aparición del arma nuclear, que condicionó de forma crucial las 
relaciones internacionales del periodo referido8. En la práctica, la vigencia de una 
coexistencia pacífica entre ambos Estados, hizo que se respetaran las respectivas zonas 
de influencia, y a pesar de momentos de máxima tensión y de enfrentamientos 
indirectos durante la vigencia del sistema, en Moscú y Washington se optó por 
posiciones finalmente moderadas que evitaron el choque directo y abierto entre ambos 
colosos militares. 
 
 En resumen, bipolaridad y conflictividad fueron los rasgos definitorios del orden 
internacional en la segunda mitad del siglo XX, hasta el derrumbamiento y desaparición 
de la Unión Soviética y el bloque por ella liderado. 
  
 Por otra parte, ligado al establecimiento de sistema económico mundial se 
detecta una expansión económica que dará lugar a un importante crecimiento global, 
especialmente en el sistema capitalista, que conocerá importantes transformaciones. 
Paralelamente a este crecimiento general, se producirá un aumento de las diferencias 
mundiales entre los polos de prosperidad y abundancia material y aquellos otros 
caracterizados por la pobreza y el subdesarrollo.  
 
 Este hecho da forma a otro de los elementos de conflicto configurativos del 
sistema internacional aquí descrito, el de las progresivas diferencias entre el Norte y el 
Sur. Por otro lado, la velocidad de los avances técnicos y científicos propició el 
desarrollo de nuevas sociedades, en las que el conocimiento y la capacidad de 
comunicación conforman un nuevo mapa de poder a escala internacional, 
consagrándose nuevas formas de relación jerarquizadas. De esta forma, el papel 
                                                 
8 Sobre armamento nuclear, desarrollo e incorporación a las doctrinas políticas de las superpotencias, 
véase FREEMAN, L.: La evolución de la estrategia nuclear, Madrid, Ministerio de Defensa, 1992. 
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reivindicativo de los jóvenes países, Estados políticamente independientes al hilo del 
proceso descolonizador que va a conocer la sociedad internacional, queda apuntado 
como otro elemento configurador del sistema bipolar.  
 
 Dentro de esta descripción general del período, cabe igualmente señalar la 
puesta en marcha y consolidación de diferentes procesos de cooperación económica 
internacional. Éstos acabarán por desembocar en muchos de los casos en instituciones 
internacionales, cuyo máximo exponente de estos años es la creación de las 
Comunidades Europeas, entre 1951 y 1957. 
 
 De este modo, se configurará un contexto desde 1945 que vendrá a condicionar a 
los actores de la sociedad internacional, de entre los que sobresale el Estado como 
principal unidad de intervención e influencia en las relaciones internacionales de la 
guerra fría9.  
 
 Sin entrar en sus fundamentos teóricos, ampliamente abordados por la 
bibliografía especializada, vamos a abordar a continuación a los actores protagonistas 
del sistema y aquellos otros factores y procesos que por su papel en el mismo, su área 
de influencia o su posición geográfica cabe incluir entre los relevantes para nuestro 
tema de análisis. Su presentación y la exposición de aquellos aspectos que van a incidir 
en la política española en la transición a la democracia compondrán el conjunto de 
factores externos que incidirán en su política de seguridad10. 
 
 
1.2. Washington, Moscú y la transición española 
 Entre los actores internacionales que cabe abordar en el estudio de la política de 
seguridad española en los años apuntados, es indudable que los Estados Unidos han de 
ser el primer referente al que hemos de prestar atención. Dadas las especiales relaciones 
                                                 
9 Entre la abundante bibliografía sobre los rasgos fundamentales del periodo: BENZ, W. y GRAML, H.: 
El siglo XX. Problemas mundiales entre los dos bloques, Madrid, Siglo XXI, 1982, BUSTELO, F.: 
Historia económica. Introducción a la Historia Económica mundial, Madrid, Editorial Complutense, 
1994, KISSINGER, H.: Diplomacia, Barcelona, Ediciones B, 1996, MAMMARELLA, G.: Historia de 
Europa contemporánea desde 1945 hasta hoy, Barcelona, Ariel, 1996, NOUSCHI, M.: Historia del siglo 
XX. Todos los mundos, el mundo, Madrid, Cátedra, 1996 o ZORGBIBE, CH.: Historia de las relaciones 
internacionales. Del sistema de Yalta a nuestros días, Madrid, Alianza Editorial, 1997. 
10 Una rigurosa clasificación sobre la tipología de los actores internacionales en BARBÉ, E.: 
Relaciones…, pp. 117 y ss. 
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de España con Washington desde 1953, el continuismo de la política de corte occidental 
llevada a cabo por los Gobiernos de la transición y, en definitiva, la posición 
geoestratégica de España en el sistema internacional, como parte del sistema de defensa 
liderado por los norteamericanos, el papel de los Estados Unidos adquiere una especial 
relevancia entre los distintos elementos del sistema bipolar. 
 
 Con el antecedente de la Revolución de los Claveles acaecida en Portugal, y el 
papel creciente de los partidos comunista y socialista en Italia y Francia, el objetivo 
último de los norteamericanos en España fue el de evitar que tras la muerte de Franco 
pudiera establecerse un régimen o sistema político que alterara el tradicional equilibrio 
de fuerzas a favor de la Unión Soviética. Para Henrry Kissinger, secretario de Estado 
entre 1973 y 1977, «la contribución norteamericana a la evolución española durante los 
años setenta constituyó uno de los principales logros de nuestra política exterior», 
primando los intereses estratégicos de Washington por encima de su eventual apoyo al 
cambio democrático. El secretario de Estado veía en los partidos comunistas de Europa 
occidental una grave amenaza para los intereses norteamericanos11. 
 
 Estaría en la intención de los norteamericanos el mantener la tradicional relación 
bilateral con España, a través de la cual los Estados Unidos mantenían tropas en suelo 
español y disfrutaban del uso de sus propias bases y facilidades militares, en lo que 
constituía un excelente espacio de abastecimiento y apoyo en su estrategia militar 
europea y mediterránea12. A partir de esta premisa es sobre la que cabe entender la 
actividad diplomática de Washington en la transición española a la democracia, 
supeditando todas las demás variables de su relación con los representantes españoles al 
mantenimiento de España como su zona de influencia en el contexto de la guerra fría. 
En esta línea, el ingreso de España en la OTAN sería un objetivo secundario, visto con 
buenos ojos por la Casa Blanca y el Pentágono, pero que nunca habría de ser impuesto a 
sus aliados en la Alianza mientras se mantuvieran vigentes los términos de los acuerdos 
bilaterales firmados y renovados con España desde 1953, de los que nos ocuparemos 
detenidamente más adelante. 
                                                 
11 KISSINGER, H.: The White House Years, Boston, Little Brown, 1979, p. 870. Al respecto, véase 
AREILZA, J.M.: Diario de un ministro de la monarquía, Barcelona, Planeta, 1977 y TUSELL, J. y 
QUEIPO DE LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre. Carlos Arias Navarro entre el franquismo y la 
transición (1973-1976), p. 283 y ss.. 
12 Véase BREISKY, A.E.: «El papel de España en la estrategia occidental. Un punto de vista 
norteamericano», Boletín de Información del CESEDEN, núm. 108, IV, marzo 1977. 
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 La reforma del sistema político pactada por las distintas fuerzas democráticas en 
España, incluidos los comunistas, la victoria electoral de UCD, integrada en parte por 
antiguos dirigentes del franquismo y por sectores ideológicos moderados (liberales, 
democristianos o socialdemócratas) de los que no cabía esperar ninguna ruptura con 
Washington, la cuantificación política del PCE tras las primeras elecciones en términos 
que no inquietaban a los Estados Unidos y los diferentes contactos con el PSOE desde 
antes del final de la dictadura fueron aspectos que minimizaron las preocupaciones 
estadounidenses sobre los derroteros de la transición española, que evolucionó por 
cauces favorables a sus intereses mundiales13. 
 
 Como tendremos ocasión de comprobar, España y los Estados Unidos renovaron 
sus acuerdos bilaterales en fechas claves en nuestro periodo de estudio. La primera en 
1976, tras la muerte de Franco; en 1982 la segunda, con el cambio de gobierno de 
Leopoldo Calvo-Sotelo a Felipe González. En ambos casos, del lado español se 
procedía a un cambio de los responsables gubernamentales paralelo al proceso de firma 
y ratificación de los convenios. La aleatoriedad de estas fechas conllevará que durante el 
proceso negociador de ambos documentos desde Washington se tuviera la certeza de 
contar con unos próximos dirigentes en España dispuestos a mantener la colaboración 
con los Estados Unidos, constituyendo precisamente el Tratado de 1976 uno de los 
principales apoyos exteriores al régimen monárquico y sus planes democratizadores y 
acordando con el Gobierno socialista un Protocolo al Convenio de 1982 firmado meses 
antes por el Ejecutivo de UCD.  
 
 Con un papel comparativamente menor al desempeñado por los Estados Unidos 
en la transición española, la interesante posición geoestratégica de la Península Ibérica y 
la situación política de cierta incertidumbre que podía adivinarse tras la desaparición de 
Franco fueron los motivos sobre los que la Unión Soviética basó su interés en España 
desde finales de 1975.  
 
 Durante la permanencia de Franco en el poder, desde Moscú se aceptó 
resignadamente la pertenencia de España al bloque occidental. A partir del cambio de 
                                                 
13 Véase EATON, S.D.: The forces of freedom in Spain, 1974-1979. A personal account, Hoover 
Institution Press, Standford, 1981 y STABLER, W.: «The view from the U.S. Embassy», en 
BINNENDIJK, H. (ed.): Authoritarian regimes in transition, Washington, US Department of State, 1987, 
pp. 192-197. 
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régimen, las expectativas soviéticas se centraron en evitar una mayor contribución o 
integración española en el sistema de defensa occidental, situación que era percibida 
como lógica desde Moscú en caso de establecerse una democracia parlamentaria en 
España. Ello podía desembocar en el ingreso español en la OTAN y en la CE, lo que 
según la doctrina soviética vigente supondría un aumento de la influencia de los Estados 
Unidos en Europa14.  
 
 El factor determinante de lo que hubiera podido significar una mayor influencia 
soviética en la transición política quedaba a expensas del papel que jugara el PCE en el 
proceso. No obstante, las relaciones entre los comunistas españoles y el PCUS se habían 
deteriorado sensiblemente desde la condena del PCE al la invasión de Checoslovaquia 
por las tropas del Pacto de Varsovia, en 1968, al igual que sucedió con los partidos 
comunistas de Francia e Italia, dando lugar al Eurocomunismo de los años setenta. El 
distanciamiento entre PCE y PCUS se agudizó tras la Revolución de los Claveles, 
configurándose un estado de opinión en Moscú en el que se admitía la imposibilidad de 
contar con los comunistas españoles para reducir la influencia norteamericana en 
España15. 
 
 El establecimiento de relaciones diplomáticas entre España y los países del Este 
de Europa culminadas con el intercambio de embajadores entre Madrid y Moscú a 
comienzos de 1977, antes, incluso, de que fuera legalizado el PCE, es bien premonitorio 
de la actitud soviética respecto al nuevo régimen político en España. Aun en la hipótesis 
de que la Unión Soviética esperara el proceso de transición a la democracia con ciertas 
expectativas, la realidad de los acontecimientos se imponía a los eventuales anhelos 
soviéticos de arrebatar a Washington una pieza en el tablero mundial. En definitiva, 
España venía formando parte del sistema defensivo occidental desde 1953, por lo que el 
desenlace de su política de seguridad en democracia no vino a alterar el statu quo 
vigente. La adhesión de España al Tratado del Atlántico Norte no conllevaría mayores 
acciones desde Moscú que diferentes manifestaciones públicas contra «la ampliación de 
los bloques», recogidas por los medios de comunicación y un particular memorándum 
de advertencia al Gobierno español sobre las «consecuencias negativas» que la Unión 
                                                 
14 Véase al respecto SUÁREZ, L.: Franco, España y la URSS, Madrid, Rialp, 1986. 
15 Sobre este punto, MUJAL-LEÓN, E.: Comunism and political change in Spain, Bloomintong, Indiana 
University Press, 1983 y CARRILLO, S.: Memorias de la transición, Barcelona, Grijalbo, 1983 y 
Memorias, Barcelona, Planeta, 1993, del mismo líder comunista. 
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Soviética deduciría de concretarse el ingreso. Gestos diplomáticos que no deterioraron 
unas fluidas relaciones entre ambos países desde el establecimiento de la democracia en 
España16. 
  
 Las miradas moscovitas en la escena internacional estaban puestas en otros 
objetivos. Así, al avanzar la década de los setenta, la política exterior soviética explotó a 
su favor diferentes conflictos del Tercer Mundo, con el fin de aumentar su influencia 
global al tiempo que la dinamización de su diplomacia le permitió ganar posiciones 
respecto a los Estados Unidos en el sureste asiático, América central y África. Un 
proceso que culminaba con la invasión de Afganistán en 1979, y que inauguraba la 
segunda guerra fría, cuya vertiente mediterránea, de indudable incidencia indirecta para 
España, será analizada a continuación. 
 
 
1.2. El Mediterráneo, escenario de enfrentamiento bipolar 
 A pesar de haber sido considerado como escenario secundario de la guerra fría 
en comparación con otras regiones marítimas, el área del Mediterráneo constituyó 
igualmente, y como no podía ser de otra forma, un espacio de disputa por parte de las 
superpotencias17. Como una de las áreas prioritarias de la política exterior española, su 
consideración y presentación en el contexto del sistema internacional resulta 
conveniente, en orden a exponer el desarrollo de la política de seguridad entre 1976 y 
1982.   
 
 La razón de la presencia de fuerzas marítimas soviéticas en el Mediterráneo era 
estrictamente geográfica. El mar Negro, del que la Unión Soviética era ribereña, se 
comunica a través de los estrechos del Bósforo y de Dardanelos con el Mediterráneo, 
por lo que los navíos soviéticos tenían comunicación directa hasta sus aguas, una vez 
quedó establecida la libertad de paso en tiempo de paz por los estrechos, en la 
Convención de Montreaux, de 1936. El acceso al Mediterráneo tenía, a su vez, una 
doble vertiente en el desarrollo de las rutas marítimas para los soviéticos. Por un lado 
suponía la salida al Atlántico a través del estrecho de Gibraltar. Por otro, era la vía de 
                                                 
16 Así lo atestigua el responsable de las relaciones exteriores soviéticas en el periodo. GROMIKO, A.: 
Memorias, Madrid, El País/Aguilar, 1989, pp. 252-254. 
17 Esta apreciación en CANO HEVIA, J.: «Valoración estratégica del Mediterráneo», en MARQUINA, 
A. (ed.): El flanco sur de la OTAN, Madrid, Editorial Complutense, 1993, p. 29.  
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acceso al Índico, por el canal de Suez18. En el contexto de la guerra fría, la presencia 
soviética en el Mediterráneo se entendía fundamental, como forma de contrarrestar los 
submarinos de misiles balísticos de los Estados Unidos y a la VI Flota norteamericana, 
por lo que buscaron el establecimiento de fondeaderos y accesos a instalaciones 
portuarias en sus costas19. Así, la actividad diplomática desplegada en Egipto, Libia, 
Túnez, Argelia o Siria le llevó a obtener diferentes puntos de apoyo naval y aéreo en la 
cuenca mediterránea20. 
 
 Resultado de la estrategia de contención del comunismo impulsada por Truman, 
la presencia de los Estados Unidos en el Mediterráneo puede considerarse efectiva 
desde 1947, al hilo de la presión soviética sobre Grecia, concluida la guerra mundial. 
Con la firma del Tratado del Atlántico Norte en 1949, los norteamericanos contaron con 
el despliegue en sus aguas a partir de las posibilidades que ofrecían Francia, Italia 
Grecia y Turquía, además de los diferentes acuerdos establecidos con países ribereños, 
que, como España, facilitaban el despliegue y utilización de medios militares a los 
Estados Unidos en la región, en lo que a priori suponía un control del Mediterráneo por 
parte de los aliados21. Además de los acuerdos bilaterales y las propias posibilidades 
resultantes de la creación de la Alianza Atlántica, los Estados Unidos aumentaron sus 
propios recursos en el Mediterráneo con el despliegue de la VI Flota, en lo que se 
entendía desde el Pentágono como una región de doble importancia, al tener 
implicaciones en el teatro de operaciones europeo y en el de Oriente Medio22. 
 
                                                 
18 Si bien la Unión Soviética tenía acceso marítimo al Atlántico a través del océano Ártico, las 
dificultades como resultado de la congelación de este océano durante largas temporadas anuales impedía 
la salida de gran parte de sus naves marítimas de superficie.  
19 Según las estimaciones consultadas, el Quinto Escuadrón de la URSS, desplegado en el Mediterráneo 
en esta etapa de la guerra fría mantenía entre 40 y 50 navíos de guerra. Véase The Military Balance 
correspondiente a 1975-1976, 1976-1977, 1977-1978 y 1978-1979 publicado periódicamente por el 
londinense Internacional Institute for Strategic Studies. 
20 NOGUERAS, A.: «Análisis de la aplicación y resultado de la estrategia indirecta de la URSS en los 
países del norte de África», en CESEDEN/IEE-UIMP (eds.): Intereses Estratégicos Nacionales. 
Percepciones y realidades, Conferencias y coloquios del seminario celebrado en Toledo en mayo de 
1982, pp. 147-151. 
21 Según las estimaciones estadounidenses, la estructura de bases en el Mediterráneo se consideraba 
suficiente para sus objetivos en la zona en momentos de distensión, siempre y cuando todas las 
facilidades pudieran ser utilizadas. La red incluiría, en 1979, 60 facilidades en Turquía, 24 en Grecia, 52 
en Italia, 27 en España, 4 en Francia y 22 en Portugal. Datos tomados de United States Foreign Policy 
Objectives and Overseas Military Installations, Washington, United States Printing Offcice, 1979. 
22 La VI Flota estadounidense constaba de dos portaviones y doce navíos de superficie de apoyo en el 
Mediterráneo.  
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 Desde los años sesenta, Oriente Medio pasó a convertirse en una se las zonas 
más conflictivas de la guerra fría, resultado de la importancia que el petróleo había 
adquirido como fuente energética crucial de la economía mundial, revitalizándose el 
interés de Washington y Moscú en la región. Desde la crisis de Suez en 1956 las 
rivalidades árabe-israelíes fueron constantes, con la guerra de los Seis Días en 1967 
como exponente de la tensión de la época. Una guerra durante la cual los Estados 
Unidos y la Unión Soviética permanecieron alerta, continuando con su intervención en 
la zona tras el conflicto en virtud de la defensa de sus propios intereses23.  
 
 Con la llegada de los años setenta, la propia dinámica interna de los bloques, las 
transformaciones en el Tercer Mundo, la crisis del petróleo de 1973 y el agravamiento 
de las tensiones en Oriente Medio provocaron una especial atención por parte de ambas 
potencias y sus respectivos aliados en la región, entre los que España concretaría su 
participación del lado occidental con la firma del Tratado de Amistad y Cooperación 
con los Estados Unidos en 1976.  
 
 Los intereses norteamericanos en el Mediterráneo en estos años quedan 
recogidos en el Informe del Comité de Relaciones Exteriores del Congreso sobre la 
región24. Según se recoge en este informe, los objetivos generales de los Estados Unidos 
en la zona eran: disuadir una agresión armada de la Unión Soviética contra las naciones 
de la OTAN y otras naciones en Oriente Medio, proyectar un poder suficiente que 
proporcionara una defensa efectiva en caso de que la disuasión fuera insuficiente y 
alentar la paz y la estabilidad en Oriente Medio. Como objetivos específicos recoge el 
mantenimiento de la fortaleza en el flanco sur de la OTAN, de las líneas de suministro 
del mundo libre en el área del Mediterráneo, el apoyo a las naciones amigas que no 
pertenecen a la OTAN, especialmente a Israel, e impedir el uso del canal de Suez por la 
Unión Soviética en caso de guerra. Tras repasar el estado de las facilidades en España y 
su papel en el entramado de seguridad en la región, evaluando su operatividad y su 
eventual coste de oportunidad y alternativas en caso de necesaria sustitución, el 
documento concluye señalando la aportación general de España en la estrategia 
norteamericana en el Mediterráneo, de la que se deduce una significativa participación 
                                                 
23 PEREIRA, J.C.: Historia y presente…, pp. 379-381 y MARTÍNEZ CARRERAS, J.U.: El mundo árabe 
e Israel. El Próximo Oriente en el siglo XX, Madrid, Istmo, 1991, pp. 145-176. 
24 United States Military Installations and Objectives in the Mediterranean, Report for the Subcommitte 
on Europe and the Middle East, Washigton, United States Printing Offcice, 1977. 
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española, integrada estratégica y operativamente junto a Grecia, Italia, Turquía y 
Portugal y, en el ámbito de las comunicaciones, con las estaciones norteamericanas en 
Marruecos. 
 
 El norte de África tomaba interés creciente al hilo de los procesos 
descolonizadores africanos de los años setenta y la intervención soviética en Somalia, 
Etiopía, Angola y Mozambique25. Así, la guerra fría se instalaba también en el 
continente africano, cuyos países del norte participaban de la región geoestratégica del 
Mediterráneo. Por parte de la diplomacia estadounidense, existió la sensación de estar 
retrocediendo ante el avance soviético en la zona afro-mediterránea, con buenos lazos 
de amistad por parte de Moscú en Argelia, Libia o Siria y en el Mediterráneo oriental, 
como consecuencia de la guerra entre Egipto e Israel, en 1973. Así lo expresaban en sus 
análisis posteriores representantes de las Fuerzas Armadas norteamericanas26. A esta 
sensación de retroceso estadounidense no es ajeno el llamado “síndrome de Vietnam”, a 
partir del cual se produce un retraimiento de la acción exterior norteamericana. 
Repliegue diplomático que sólo invertirá su tendencia hacia finales de la década de los 
setenta, durante la presidencia de Jimmy Carter, culminándose con la llegada de Ronald 
Reagan a la Casa Blanca y la puesta en marcha de una dura política exterior 
antisoviética con el objetivo de reafirmar de forma indiscutible el liderazgo 
internacional de los Estados Unidos.   
 
 Antes, en 1979, y como hechos definitivos en esta modificación de la política 
exterior estadounidense habrían de tener lugar la invasión de Afganistán por la Unión 
Soviética, la toma de poder por las fuerzas sandinistas en Nicaragua y la toma de 
rehenes norteamericanos en su embajada de Teherán, con un rotundo fracaso en la 
operación de rescate, meses más tarde. Desde los Estados Unidos habría de modificarse 
la propia percepción de sus responsabilidades mundiales, iniciándose la segunda guerra 
fría27. 
                                                 
25 Sobre los procesos de descolonización africanos y la incidencia del socialismo en los mismos: 
MARTÍNEZ CARRERAS, J.U.: Historia de la descolonización, 1919-1986. Las independencias de Asia 
y África, Madrid, Istmo, 1987. 
26 Véanse las reflexiones de los almirantes norteamericanos al respecto: RIVERO, H.: «¿Por qué una flota 
USA en el Mediterráneo?», Boletín de Información del CESEDEN , núm. 116-I, marzo 1978 y TURNER, 
S.: «Neutralización de la amenaza soviética en el mediterráneo», Boletín de Información del CESEDEN, 
núm.116-V, marzo 1978.  
27 HALLIDAY, F.: Génesis de la segunda guerra fría, Madrid, FCE-CIP, 1989 y CHOMSKY, N.: La 
segunda guerra fría, Barcelona, Crítica, 1989. Sobre la “Doctrina Reagan”, véase PALOMARES, G.: 
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 Según la documentación consultada, en los Estados Unidos se puso entonces en 
tela de juicio su estructura de bases vigente, apuntándose la disyuntiva de llevar a cabo 
una política exterior en la que Washington tuviera la responsabilidad primaria en los 
distintos focos de inestabilidad regional y de expansionismo de la Unión Soviética –lo 
que implicaría una red de bases más sofisticada- o una participación regional, donde los 
Estados Unidos entraran en los conflictos sin ser el líder dominante de las operaciones, 
en una política de desarrollo de poderes regionales – lo que reduciría necesidad de la 
presencia militar de norteamericana en ultramar-. La situación vigente determinó la 
elección de la primera opción, señalándose en los análisis militares que la red de bases 
estaba demostrándose insuficiente. Los esquemas defensivos de la OTAN y la 
concentración de sus planes en centroeuropa se mostraban deficientes ante los nuevos 
teatros operativos del sistema internacional: golfo Pérsico y océano Índico, dada la 
dependencia occidental respecto al petróleo de los países de ambas regiones28.  
 
  El Mediterráneo oriental cobraba así una inusitada relevancia tras la evolución 
de los acontecimientos en Oriente Medio en el contexto de la segunda guerra fría29. En 
esta situación la aportación española facilitaría el dominio del estrecho de Gibraltar y 
contribuiría al fortalecimiento del flanco sur de la OTAN, además de prestar su función 
como base de tránsito y operaciones hacia un eventual despliegue en el Mediterráneo o 
en el norte de África30. 
 
 
1.3. Alianzas y opciones de seguridad 
 Como una de las características principales del orden internacional consolidado 
después de la Segunda Guerra Mundial, el mantenimiento del equilibrio entre los 
                                                                                                                                               
Política y Gobierno en los Estados Unidos (1945-1991). Historia y doctrina de un espíritu político, 
Valencia, Tirant lo Blanch, 1999, pp. 120 y ss. 
28 United States Foreign Policy..., sin paginación.  
29 En 1981, cuatro prestigiosos centros de otras tantas capitales occidentales publicaban un informe 
conjunto en el que bajo el título de Western Security concluían que la seguridad occidental no se decidía 
únicamente en Europa, sino también en Próximo Oriente y el golfo Pérsico, dada la especial sensibilidad 
de estas áreas geopolíticas para el desarrollo económico e industrial de occidente. Se trata del Consejo de 
Relaciones Exteriores de Nueva York, el Instituto de Investigación de la Sociedad Alemana de Política 
Exterior de Bonn, el Instituto Francés de Relaciones Internacionales de París y el Real Instituto de 
Asuntos Internacionales de Londres. Véase un amplio resumen de este documento en el Boletín de 
Información del CESEDEN, núm. 147-X, agosto-septiembre 1981. 
30 RIERA, M.: «Situación estratégica mundial y situación geoestratégica española. Repercusiones de 
ambas en las relaciones España-Estados Unidos», Boletín de Información del CESEDEN, núm. 140-IV, 
noviembre-diciembre 1980. 
 63
bloques antagónicos se basó en su fuerza y en su respectiva capacidad de amenaza 
frente al otro. En este sentido, van a surgir sendas alianzas militares, dotando a esta 
amenaza de una dimensión sin parangón en la historia universal debido al desarrollo de 
una imparable carrera de armamentos y la proliferación de armas nucleares en ambos 
bloques. 
 
 Tras diferentes iniciativas impulsadas por parte de países europeos por las que se 
creó la Unión Occidental en 1949 nacía la Organización del Tratado del Altántico Norte 
(OTAN). Tiempo después, y como respuesta al ingreso de la República Federal de 
Alemania en la Alianza Atlántica, los Estados bajo la órbita soviética dieron forma al 
Pacto de Varsovia, acuerdo que fijaba los términos de la defensa de los países 
socialistas en Europa. 
 
 Como parte del boque occidental desde mediados del siglo XX, la problemática 
y evolución de la Alianza Atlántica supone un importante referente entre los factores de 
índole externo que vendrían a configurar la política de seguridad española en 
democracia. En la medida en que España pasó a formar parte de la OTAN en 1982, nos 
detendremos en su etapa anterior, la que corresponde a los años setenta, y a las 
vicisitudes del natural área de responsabilidad española, el Mediterráneo, con el fin de 
establecer un marco más completo y desentrañar, si lo hubiere, el grado de incidencia de 
su propia dinámica en el resultado de la política de seguridad española. 
 
 
1.3.1. El Tratado del Atlántico Norte  
 El Tratado del Atlántico Norte o Tratado de Washington, por el que se estableció 
la Alianza Atlántica, fue firmado en la capital norteamericana en 1949 por Bélgica, 
Canadá, Dinamarca, Francia, Holanda, Islandia, Luxemburgo, Noruega, Portugal y los 
Estados Unidos. En 1952 se adhirieron Grecia y Turquía y en 1955 la República Federal 
de Alemania31. Bajo el objetivo inicial de mantener la paz y la libertad en la zona del 
                                                 
31 Existe una abundante bibliografía sobre la OTAN. Entre otros DI NOLFO, E. (ed.): The Atlantic Pact 
Forty Years Later. A Historical Reappraisal, Nueva York, Walter de Gruyter, 1991 y HERNÁNDEZ 
HOLGADO, F.: Historia de la OTAN. De la guerra fría al intervencionismo humanitario, Madrid, Los 
Libros de la Catarata, 2000. Así mismo, la publicación que periódicamente edita la Organización: La 
Alianza Atlántica: estructura, hechos y cifras, Bruselas, Servicio de Información de la OTAN, 1984 y 
este mismo volumen, traducido por la Oficina de Información Diplomática de España, especialmente útil 
para nuestro periodo de estudio: Manual de la OTAN, Oficina de Información Diplomática, 1980. 
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Atlántico Norte y rearmar a sus Estados miembros coordinando sus políticas de 
seguridad frente a la presencia soviética en centroeuropa, la OTAN se convirtió en el 
organismo estandarte del bloque militar liderado por los Estados Unidos durante la 
guerra fría32.  
 
 La esencia del Tratado del Atlántico Norte se resume en el compromiso de 
mutua consulta en caso de que la seguridad de una las partes se vea amenazada y en la 
consideración de un ataque armado contra uno de los países miembros como realizado 
contra todos, emprendiendo cada aliado «las medidas que juzgue necesarias, incluso el 
empleo de la fuerza armada», según se recoge en el artículo quinto del Tratado33. No 
obstante, no todos los países llevaron a cabo el mismo tipo de integración. A partir del 
compromiso inicial, existieron situaciones diferentes, en función de las peculiaridades 
de cada miembro. Cada país determina su status de participación en la Alianza, que 
puede ser revisado en función de las circunstancias, existiendo una gran flexibilidad y 
pragmatismo en la aceptación práctica de los planteamientos originales. 
 
 El caso de  Francia es el más singular en la historia de la OTAN, desde que en 
1966 decidiera que sus Fuerzas Armadas abandonaran el mando militar integrado de la 
Alianza34. Francia abandonó su posición en los mandos aliados, se retiró del Comité 
Militar y se negó a tratar de temas de defensa en el Consejo, al tiempo que todas las 
instituciones atlánticas afincadas en París hubieron de trasladarse a Bruselas. Por otra 
                                                 
32 Para la etapa posterior a la guerra fría, véase CARACUEL, M.A: Los cambios en la OTAN tras el fin de 
la guerra fría, Madrid, Tecnos, 1997. 
33 Puede consultarse el texto del Tratado del Atlántico Norte en el Apéndice Documental. 
34 A modo de aclaración, conviene apuntar que los países signatarios del Tratado pertenecen tanto a la 
Alianza Atlántica como a la OTAN. La Alianza Atlántica –más correctamente la Alianza del Atlántico 
Norte- es una alianza o entente entre los países que han plasmado su compromiso de aliarse en el pacto 
escrito denominado Tratado del Atlántico Norte. En su articulado, este Tratado preveía la creación de un 
Consejo y los organismos subsidiarios para mantener y desarrollar la alianza concertada. El conjunto de 
organismos que se crearon constituyen la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN, o NATO 
en sus siglas en inglés y francés). Por lo tanto, la OTAN es la estructuración orgánica de la Alianza 
Atlántica, sin existir la posibilidad de pertenecer sólo a una de ellas y utilizándose una u otra 
denominación indistintamente. La peculiaridad francesa desde 1966 consistió en no participar más que 
con observadores en el mando militar integrado, organización subordinada al órgano superior de la 
OTAN, el Consejo Atlántico, de carácter civil. A partir de estas particularidades se vino a decir que 
Francia no participaba en la “estructura militar integrada”, si bien, como señalan reconocidos expertos en 
la materia, Francia siguió cooperando con los mandos aliados cuando fue necesario, siguió 
complementando misiones, participando en entrenamientos, formando parte de las redes aliadas de 
comunicación y de alerta de defensa aérea y enviando unidades navales junto a las flotas aliadas en el 
Mediterráneo y el Atlántico. El particularismo francés fue más orgánico que real, manteniendo estrechos 
vínculos con la OTAN en sus aspectos militares y de defensa. Véase OJEDA, J.: «El modelo español de 
participación en la Alianza Atlántica», Política Exterior, 1991, pp. 60 y ss. 
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parte, forzó a salir de suelo francés a todas las fuerzas aliadas con base en su territorio. 
Tras su conflicto con Turquía en Chipre en 1974, Grecia abandonó también el Comité 
de Planes de Defensa y retiró sus Fuerzas Armadas de sus compromisos con la OTAN 
en tiempo de paz. Alemania se diferenciaba de otros países en su modelo de integración 
en que todas sus tropas eran fuerzas asignadas a la Alianza, mientras que otros países 
sólo ponían a disposición del mando de la OTAN un número determinado de unidades. 
Noruega y Dinamarca no permiten con carácter de permanencia la estancia de fuerzas 
extranjeras ni el depósito de armas nucleares. El Reino Unido, los Estados Unidos y 
Canadá dejaron al margen de la OTAN la responsabilidad del planeamiento de la 
defensa de su territorio. Islandia carece de Ejército, por lo que está ausente de la 
organización militar… resultando como una de las principales características de la 
OTAN su complejidad, traducida en la gran diversidad de organismos que la integran 
con sus constantes excepciones, variaciones y matices en la participación de los países 
aliados35. 
 
 La OTAN se estructuró en una vertiente civil y en otra militar. Al frente de la 
estructura civil se encuentra el Consejo del Atlántico Norte, autoridad suprema y foro de 
discusiones y coordinación entre los aliados para alcanzar los objetivos del Tratado. 
Constituido por miembros de los Gobiernos de los países miembros, normalmente de 
Asuntos Exteriores y de Defensa, se convoca como norma dos veces al año y a su frente 
de encuentra el Secretario General. Desde que Francia abandonara la organización 
militar integrada, el Consejo no trata cuestiones específicas de defensa, constituyéndose 
como consecuencia el Comité de Planes de Defensa, compuesto por los ministros de 
Defensa de los Estados miembros que participan en la organización militar integrada. 
Como órganos de trabajo de encuentran los Comités especializados y sus grupos de 
trabajo. 
 
 La máxima autoridad de la estructura militar es el Comité Militar, que reúne a 
los jefes de los Estados Mayores de los países miembros (a excepción de Francia e 
Islandia). La ejecución de la política militar y las decisiones del Comité Militar 
corresponde al Estado Mayor Internacional. A finales de los años setenta y principios de 
                                                 
35 Las peculiaridades de la integración de los quince países miembros hasta la integración española 
pueden consultarse en detalle en RAMÍREZ DE HARO, I.: Modalidades de la adhesión de España a la 
OTAN, Madrid, Escuela Diplomática, 1982. 
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los ochenta los mandos supremos o cuarteles generales en que se dividía la Alianza eran 
tres: el Mando Supremo Aliado de Europa (SACEUR), el Mando Supremo Aliado 
Atlántico (SACLANT) y el Mando Supremo Aliado del Canal de la Mancha 
(CINCHAN), a los que hay que añadir el Grupo de Planificación Regional Canadá- 
Estados Unidos36.  
 
 
1.3.1.1. El flanco sur de la OTAN y la crisis de los setenta 
 En la década de los setenta, la dinámica de la Alianza Atlántica conoció un 
periodo crítico que cabe tomar en consideración como presumible condicionante 
externo de la política de seguridad española del periodo analizado. Así, la literatura 
especializada ha introducido diferentes consideraciones en la explicación de esta 
coyuntura, situando a la Alianza Atlántica frente a una serie de problemas que fueron 
percibidos con preocupación desde Washington.  
 
 Por un lado, aquellos fundamentados en los cambios acaecidos en el sistema 
internacional, particularmente los relacionados con las transformaciones de Europa 
occidental. En este sentido, se manifiesta la dependencia económica de Europa hacia los 
Estados Unidos de la posguerra mundial en contraste con la prosperidad económica de 
la CE en los años setenta, que emergió como un centro económico mundial, con sus 
propias políticas e intereses, equiparables a los norteamericanos. No obstante esta 
paridad económica, la dependencia militar europea respecto a los Estados Unidos se 
mantenía intacta, en lo que significó un distanciamiento en las relaciones transatlánticas 
basado en los diferentes criterios existentes sobre la distribución de cargas y 
responsabilidades en la Alianza37. Por otro, el desequilibrio armamentístico existente 
durante estos años a favor del bloque soviético, tanto en armas convencionales como 
estratégicas38. Por último, la percepción de que el compromiso político de Europa con 
                                                 
36 Sobre la estructura, organismos, mandos supremos y mandos subordinados en de la OTAN en 1981, 
véase en detalle el número extraordinario del Boletín de Información del CESEDEN, bajo el título 
Información General sobre la Organización del Tratado del Atlántico Norte, núm. 146 bis, julio 1981 y 
SALAS, F. de.: ¿Nos interesa la OTAN?, Madrid, 1981, pp. 34 y ss. 
37 GILL, S. (ed.): Atlantic Relations: Beyond the Reagan Era, Hemel Hempstead, Harvester Wheatsheaf, 
1989, p. 11 y desde una perspectiva más amplia, KAPLAN, L.S.: Nato divided, Nato united: the evolution 
of an alliance, Westport,  Praeger, 2004. Desde España, ARTEAGA, F.: «La evolución de las relaciones 
transatlánticas de seguridad», en VVAA: La OTAN en su medio siglo. Una visión española, Madrid, 
Asociación Atlántica Española, 1999, p. 20. 
38 KAPLAN, L.: NATO and the United States: The Enduring Alliance, Boston, Twayne, 1988, pp. 152-
158. 
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occidente podía quedar en entredicho, inclinándose en beneficio del lado soviético. En 
este sentido es donde el flanco sur cobra todo su protagonismo: Portugal y Grecia 
conocerían cambios de regímenes, resultando Gobiernos de izquierda que podían 
cuestionar el atlantismo de estos países, al tiempo que los partidos comunistas y 
socialistas tomaban fuerza en Italia y Francia.  
 
 Visto en perspectiva, la suma de estos factores ha llevado a algún autor a señalar 
que durante estos años la cohesión de la Alianza pudo estar amenazada, considerando 
que el ingreso de España en la OTAN supondría un acontecimiento políticamente 
importante para su flanco sur. Al mismo tiempo, la provisionalidad de la continuidad de 
Grecia y Portugal en el seno de la Organización conllevaría asegurar el ingreso de un 
fiel aliado como España en un área de apoyo incierto39. 
 
 En abril de 1974, en Portugal se inició el proceso que a la postre habría de 
conducirle al establecimiento de un régimen democrático, tras la dictadura encarnada 
por Marcelo Caetano. Una transición a la democracia con una notable complejidad, la 
sucesión de diferentes etapas en el camino a la institucionalización del nuevo régimen y 
un componente colonial y militar en su origen que vendría a despertar alarmas y 
esperanzas, según el caso, en el vecino español40. No obstante, sería en las eventuales 
repercusiones que el protagonismo del Partido Comunista Portugués durante parte de 
los primeros momentos de la transición lo que habría de generar dudas sobre la 
continuidad de Portugal en el sistema de seguridad occidental41. Si bien y a la postre en 
esta etapa de dominio comunista en las estructuras políticas y burocráticas del Estado, 
Portugal nunca llegó a abandonar la estructura de la Alianza ni a cuestionar la 
continuidad de la asistencia técnica y económica norteamericana a sus Fuerzas 
Armadas, cabe señalar que existió una voluntad por parte de sus dirigentes de estrechar 
                                                 
39 SMITH, M.: NATO Enlargement during the Cold War, Strategy and System in the Western Alliance, 
Nueva York, Palgrave, 2000, p. 138. 
40 Sobre la incidencia de los cambios en Portugal en España: SÁNCHEZ CERVELLÓ, J.: La revolución 
portuguesa y su repercusión en la transición española (1961-1976), Madrid, Nerea, 1995. En general 
sobre el proceso portugués: CARCEDO, D.: Fusiles y claveles: la revolución del 25 de abril en Portugal, 
Madrid, Temas de Hoy, 1999. 
41 La renuncia del general Spinola dio paso a una etapa dominada por el protagonismo en el Gobierno de 
los partidos de izquierda, entre septiembre de 1974 y noviembre de 1975. 
 68 
relaciones con el bloque soviético y posicionar al país en una posición no alineada, en 
una dinámica que lógicamente habría de preocupar a los Estados Unidos42. 
 
 La evolución de los acontecimientos en Grecia durante los años setenta tuvo una 
doble vertiente en relación a la problemática del flanco sur de la Alianza, al producirse 
la crisis con Turquía en la isla de Chipre y el progresivo ascenso de los socialistas 
griegos del PASOK, hasta obtener mayoría absoluta en las elecciones de 1981. 
 
 Gobernada por la dictadura de los Coroneles desde 1967, que llevó al exilio a la 
monarquía helénica, desde 1973 se restableció el régimen republicano en Grecia 
posteriormente ratificado por referéndum, y se inició el proceso de transición, en el que 
el conflicto con Turquía tuvo una repercusión directa sobre el la evolución del proceso 
de democratización43. Durante el verano de 1974, el conflicto greco-turco sobre Chipre 
vino a añadirse a las dificultades estructurales de la Alianza, al enfrentar a dos 
miembros de la Organización y provocar la salida de Grecia de los mandos militares 
aliados entre 1974 y 1980. Desde Atenas se entendió la pasiva actitud de la OTAN 
como favorecedora de los intereses turcos, al tiempo que acusaron a Turquía de 
aprovechar la infraestructura atlántica para la invasión de la isla44.  El sentimiento 
antinorteamericano latente en la sociedad griega al haber actuado Washington como 
garante de la dictadura militar se incrementó como consecuencia de la mala gestión de 
la crisis chipriota, abundando en la crisis del flanco sur de la OTAN. 
 
 Por otro lado, el ascenso electoral y el consiguiente aumento del peso político de 
los partidos de izquierda en Italia y Francia fueron elementos que contribuyeron 
igualmente a extender la percepción de debilidad política e incertidumbre defensiva de 
Washington en el sur de Europa. En las elecciones en Italia de 1976 el PCI obtenía el 
34,4% de los votos a escasa distancia de Democracia Cristiana, que se acercó al 40%, lo 
                                                 
42 VASCONCELOS, A.: «Portuguese Defence Policy: Internal Politics and Defence Commitments», en 
CHIPMAN, J. (ed.): NATO’S Southern Allies: Internal and External Challenges, Londres, Routledge, 
1988, pp. 99 y ss. En 1977, documentos de la administración estadounidense todavía incluían en sus 
análisis alternativas a sus establecimientos en las islas Azores ante la posible salida de Portugal del 
sistema occidental. Véase United States Military Installations…. 
43 Véase el proceso en DIAMANDOUROS, P.N.: The 1974 Transition from Authoritarian to Democratic 
Rule in Greece, Bolonia, Johns Hopkins University, 1981. 
44 Desde entonces, la principal preocupación para la seguridad griega y su amenaza exterior fundamental 
se concentra en Turquía. Sobre los antecedentes y desarrollo del conflicto: PAPACOSMA, S.V.: «NATO 
and Internal Disputes: Greece and Turkey», en PAPACOSMA, S.V., KAY, S. y RUBIN, M.R. (eds.): 
NATO after Fifty Years,  Wilmington, Scholarly Resources, 2001, pp. 199-225. 
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que propició el protagonismo del comunismo italiano en la delicada situación política 
del país, revalidando en los comicios de 1979 sus resultados, con un 30%45. En Francia, 
el socialista François Mitterrand superaba en la primera vuelta a Giscard d’Estaing en 
las presidenciales de 1974, y se quedaba a un punto de la victoria en la segunda. Un año 
antes, en las elecciones legislativas, el PSRG y los comunistas fueron la segunda y 
tercera fuerza más votadas, con un 21% y un 15% respectivamente46. 
 
 Desde los Estados Unidos, esta situación en dos de sus principales aliados 
europeos suponía un reto a la continuación de sus intereses en el flanco sur de la OTAN. 
Según se desprende de documentos norteamericanos sobre la cuestión, expertos 
estadounidenses sobre política europea aconsejaban mantener el apoyo de Washington a 
las economías italiana y francesa, tanto en el caso de continuidad de mayorías 
gubernamentales de partidos de tradición pronorteamericana, como en el supuesto 
cambio en favor de los partidos de izquierda, evitando, en la medida de sus 
posibilidades, el deterioro económico y la consecuente desestabilización política de 
ambos países. Sobre el papel de Italia y Francia en la defensa de occidente, se aventuró 
la continuidad italiana y francesa en la Alianza en caso de Gobiernos de izquierda, 
pudiendo, en todo caso, aumentar las dificultades para el uso de las bases en suelo 
francés e italiano, especialmente en operaciones fuera del marco de la OTAN, si bien 
esas dificultades no serían novedosas, ya que se daban con los Gobiernos entonces 
vigentes47. 
 
 
1.3.2. El Pacto de Varsovia 
 Firmado el 14 de mayo de 1955, el Pacto de Varsovia surgió como la alianza de 
la URSS y sus países satélites europeos en reacción al fortalecimiento y ampliación del 
bloque militar occidental con el ingreso de la República Federal de Alemania en la 
OTAN, en el mismo año. Cumpliendo las advertencias previas de Moscú, la Unión 
Soviética, la República Democrática Alemana, Polonia, Checoslovaquia, Hungría, 
                                                 
45 Sobre la política italiana del periodo, véase BOTTI, A: Italia, 1946-1994: desde la fundación de la 
República hasta la crisis del sistema de partidos, Madrid, Marcial Pons, 1994. 
46 Más ampliamente en BERTIER DE SAUVIGNY, G.: Historia de Francia, Madrid, Rialp, 1986. 
47 Hearings on Europe and the Middle East and implications of American Foreign Policy, Report for the 
Subcommitte on Europe and the Middle East, Washigton, United States Printing Offcice, 1977. 
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Rumania, Bulgaria y Albania firmaban el Tratado de Amistad, Colaboración y 
Asistencia Mutua, conocido como Pacto de Varsovia48. 
 
 Fundamentando su razón de ser en la Carta de Naciones Unidas, el texto del 
Pacto estaba concebido como respuesta directa a la OTAN. En el caso de una agresión 
por parte de cualquier Estado o grupo de Estados en Europa, el Tratado obligaba a la 
asistencia al Estado agredido por todos los medios, incluido el uso de la fuerza, tal y 
como se recoge en su artículo cuarto49. 
 
 Al igual que la Alianza Atlántica, el Pacto de Varsovia se dotó de una estructura 
civil y militar. Dentro de la primera, el Comité Político Consultivo es el órgano máximo 
del Pacto, en el que están representados los diferentes Estados por sus primeros 
ministros o plenipotenciarios miembros del Gobierno50. Al Comité Político Consultivo, 
le correspondió la ejecución del Pacto, la coordinación de los aspectos económicos del 
mismo y la formulación de una política conjunta de sus miembros. Presidido por un 
representante soviético, disponía de un Secretariado Combinado y una Comisión 
Permanente, con sede en Moscú. El primero desempeñaba funciones ejecutivas, 
mientras que el Permanente preparaba para el Comité Político Consultivo y para el 
Secretariado Combinado propuestas y recomendaciones sobre política exterior. En 1976 
se creó el Comité de Ministros de Asuntos Exteriores, con el propósito de mejorar los 
mecanismos conducentes a una mejor colaboración en política exterior51. 
 
 El órgano militar del Pacto de Varsovia era el Mando Superior Combinado, con 
la misión de coordinar la defensa de los Estados miembros, preparando y dirigiendo, el 
despliegue de fuerzas. En caso de conflicto armado, correspondería a este organismo la 
                                                 
48 Sobre el Pacto de Varsovia, véanse DELMAS, C.: El Pacto de Varsovia, México, FCE, 1985, FODOR, 
N.: The Warsaw Treaty Organization: A Political and Organizational Análisis, Nueva York, St. Martin's 
Press, 1990, o GITZ, B.R.: Armed Forces and Political Power in Eastern Europe: The Soviet/Communist 
Control System, Nueva York, Greenwood Press, 1992. 
49 La invocación de este artículo para justificar la intervención del Pacto de Varsovia en Hungría (1956) y 
en Checoslovaquia (1968) es contradictoria con la del artículo 8, que proclama el respeto mutuo de la 
independencia y la soberanía de los signatarios, así como la no injerencia en sus asuntos interiores. Las 
intervenciones del Pacto en estos casos provocó la retirada de Albania, en 1968. 
50 En su sesión plenaria el Comité Consultivo Político estaba formado por los primeros secretarios del 
Partido, los jefes de Gobierno y los ministros de Defensa y Asuntos Exteriores de los países miembros. 
Hasta 1971 de reunían dos veces por año. 
51 La creación de este Comité fue interpretada como una concesión de la Unión Soviética a sus satélites 
europeos, los cuales demandaban una mayor participación a la hora de formular las políticas del Pacto de 
Varsovia, así como un triunfo del presidente rumano Ceausescu en su intención de rebajar el carácter 
militar del Pacto a través de potenciar la función política del mismo. 
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dirección de las operaciones militares, cuyo órgano de trabajo era el Estado Mayor 
Combinado. Su Cuartel General estuvo en Moscú hasta 1972, cuando fue trasladado a 
Lvov. El Consejo Militar tenía por cometido el asesoramiento al Comandante Supremo, 
siempre un mariscal soviético, en materia de planes y mando operativo. El Comité de 
Ministros de Defensa, era el máximo organismo militar desde 1969, ya que desde 
entonces los ministros de Defensa de los Estados del Pacto no estuvieron bajo la 
subordinación del Comandante Supremo. Estuvo integrado por los responsables en la 
materia de los Gobiernos de cada país miembro y presidido por el ministro de Defensa 
soviético. 
 
 Con la creación del Pacto de Varsovia se consolidó el sistema de seguridad en 
Europa del Este bajo la hegemonía soviética. Una seguridad entendida como protección 
exterior frente al otro bloque antagónico así como proyección de la doctrina política de 
coacción interior, al traducirse en el instrumento de garantía de la ortodoxia impuesta 
desde Moscú. La unificación alemana de 1990 conllevó el fin de las funciones militares 
conjuntas, disolviéndose oficialmente el Pacto en 1991. 
 
 
1.3.3. El neutralismo y el no alineamiento 
 Entre las opciones de seguridad que el sistema internacional de la guerra fría 
conoció, vamos a referirnos en tercer lugar a los países neutrales y a aquellos otros 
integrados bajo la fórmula del no alineamiento. Situaciones jurídicamente distintas,  con 
sus propias características en cada caso, pero que comparten la independencia formal 
respecto a los bloques militares, por lo que las abordamos de forma conjunta en este 
punto, incidiendo en aquellos casos que por su pertenencia al continente europeo 
vinieron a significar un referente exterior en España sobre una eventual adopción de 
posiciones al margen de los bloques militares. 
 
 La neutralidad permanente de un Estado puede ser adoptada por un acuerdo 
multilateral impuesto por otros Estados y aceptado por éste o mediante una declaración 
unilateral de neutralidad reconocida con posterioridad por la comunidad internacional. 
En términos jurídicos estrictos un Estado es neutral siempre y cuando se den tres 
condiciones: que exista una declaración formal de neutralidad por parte del Estado 
neutral; que se reconozca esta declaración por la comunidad internacional; que se 
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cumplan los derechos y obligaciones inherentes al estatuto de neutralidad. De acuerdo 
con estas consideraciones, en el periodo de esta investigación sólo podía hablarse de dos 
Estados neutrales en Europa: Suiza y Austria, dejando a un lado El Vaticano, por sus 
propias características especiales como Estado. Además de aquellos países con estatuto 
de neutralidad permanente, existían otros que se declararon neutrales sin que pudieran 
considerarse como tal en términos estrictos. Son los casos de Suecia y Finlandia52. 
 
  El caso de la neutralidad de Suiza es consustancial a su propia existencia. 
Establecida en el siglo XVI fue ratificada posteriormente por las potencias europeas en 
Westfatia, en 1648, y en el Congreso de Viena de 1815, constituyendo el fundamento 
natural de la Confederación Helvética. Así, para Juana Martínez, especialista en el tema, 
«la neutralidad de Suiza no es únicamente un estatuto jurídico ni una obligación de 
derecho, sino un principio, una actitud de política exterior», continuando una centenaria 
tradición de no suscribir acuerdos internacionales con contenido político, limitándose a 
participar en iniciativas que beneficien su economía, en acciones humanitarias o 
culturales y al mantenimiento de una política diplomática universal, que le lleva a 
mantener relaciones diplomáticas con todos los Estados soberanos del mundo53. 
 
 La neutralidad de Austria es resultado de su participación en la Segunda Guerra 
Mundial al lado de Alemania y su ocupación por los aliados tras la firma de la paz. En 
1955, resultado del tratado firmado con los aliados, se le impusieron a Austria 
considerables limitaciones en la producción de armamento, así como la prohibición de 
todo tipo de unión política o económica con Alemania, al tiempo que se daba a paso a la 
salida de las tropas aliadas hasta entonces asentadas en tierras austriacas. Más tarde, la 
                                                 
52 Durante la guerra fría, el status de neutralidad permanente se confundió con el neutralismo y el no 
alineamiento, siendo estas segundas manifestaciones de neutralidad en el orden internacional entonces 
vigente, por lo que cabe distinguir entre neutralidad jurídica –casos de Suiza y Austria- y neutralidad 
política de los Estados. En este trabajo asimilamos el concepto político del neutralismo, entendido como 
«la política de no buscar afectar el resultado de conflictos entre otros Estados y de esta forma no verse 
envuelto en ellos». Conceptos tomados de ALMANSA, F. de.: «Neutralidad y bipolaridad», conferencia 
pronunciada en la Sociedad de Estudios Internacionales el 9 de mayo de 1984 y publicada en Jornadas 
informativas sobre temas internacionales, Madrid, Sociedad de Estudios Internacionales, 1985, pp. 191-
200. Sobre el tratamiento jurídico de la neutralidad, véase ROCA, M.J.: «La neutralidad del Estado: 
Fundamento doctrinal y actual delimitación en la Jurisprudencia», en Revista Española de Derecho 
Constitucional, núm. 48, septiembre-diciembre 1996, pp. 251-272. 
53 Véase MARTÍNEZ MERCADER, J.: «Suiza y la Unión Europea: neutralidad y nuevas perspectivas», 
en CEHRI (ed.): II Jornadas de la CEHRI. Cincuentenario de la Declaración Schuman (9 de mayo de 
1950). El impulso de la idea de Europa y el proceso de integración, Madrid, CEHRI, 2002, pp. 205-219. 
Más ampliamente: PIERRE, M. (ed.).: Swiss Neutrality and Security, Armed Forces, National Defence 
and Foreign Policy, Nueva York, St. Martin's Press, 1990. 
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Ley Constitucional aprobada por Austria declara la neutralidad permanente del país, 
comprometiéndose a no acceder en el futuro a ninguna alianza militar y a no permitir 
instalaciones militares extranjeras en su territorio, como consecuencia obligada de la 
guerra fría. La neutralidad de Austria satisfacía así a Washington y a Moscú, en lo que 
puede calificarse como una neutralidad forzada por el escenario internacional54. 
 
 El caso de la neutralidad de Suecia fue el mayor referente para quienes desde 
España invocaron la búsqueda este status internacional durante la transición55. Como 
adelantamos, la neutralidad sueca no respondió a fundamentos jurídicos ni emanó de 
ningún acuerdo internacional o texto constituyente. En su caso, fue una política elegida 
por sus Gobiernos que podría modificarse en cualquier momento y que durante la 
década de los setenta gozó del total apoyo de la sociedad y clase política del país. 
 
 La posición geoestratégica de Suecia, situada en un área de interés crucial para 
la defensa soviética, como es el Báltico, indudablemente va a condicionar su política de 
seguridad en los años de la división bipolar. De este modo, el despliegue y la naturaleza 
del dispositivo sueco demostraban que la principal amenaza potencial para su territorio 
en caso de conflicto armado entre los bloques provenía de la Unión Soviética. La 
capacidad de disuasión sueca consistió en un fuerte despliegue de tropas al norte, de 
manera que las valoraciones soviéticas en caso de guerra descartaran la invasión 
terrestre de Suecia al verse debilitada, en ese supuesto, en el más importante teatro de 
operaciones centroeuropeo. Esta concentración de fuerzas en el norte quedó 
complementada con una potente fuerza aérea y naval concentrada frente a las repúblicas 
soviéticas bálticas. Así, la neutralidad sueca llevaba aparejada un notable dispositivo 
militar, con su equivalente en gastos en defensa, y respaldada por una notable industria 
y tecnología militar, a la altura de las mejores del mundo, que venía a proporcionar una 
                                                 
54 Sobre el caso austriaco GMOSER, G.: «La neutralidad de Austria» conferencia pronunciada en la 
Sociedad de Estudios Internacionales el 9 de mayo de 1984 y publicada en Jornadas informativas sobre 
temas internacionales, Madrid, Sociedad de Estudios Internacionales, 1985, pp. 181-184. Un estudio más 
profundo el de SZIRTES, J.I.: Austrian foreign policy, 1945-1985, Viena, Eola, 1986. 
55 Así, por ejemplo, Fernando Morán reconocería en 1980 que entre las diferentes soluciones que los 
países habían dado a sus políticas de seguridad, «tiene interés para nosotros el análisis del sistema sueco y 
de las razones en que se funda». MORÁN, F.: Una política exterior para España, Barcelona, Planeta, 
1980, p. 114. 
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autosuficiencia casi total de material militar, importando únicamente un 20% 
aproximadamente de sus componentes de los Estados Unidos56. 
 
 Los analistas de la política exterior sueca durante la guerra fría convienen en 
señalar una cierta armonización con las políticas de Finlandia, Noruega y Dinamarca. 
Países estos últimos que, aunque miembros de la OTAN, mantenían en la Alianza 
Atlántica ciertas peculiaridades –exclusión de tropas extranjeras, desnuclearización y 
limitación de los ejercicios militares al mar de Barent y en torno a las isla danesas de 
Bornholm, en el Báltico-, pudiendo reconocerse un “modelo nórdico” de política de 
seguridad, caracterizado por la estabilidad y la ausencia de tensiones territoriales en la 
zona. 
 
 Por su parte, Finlandia responde al otro de los casos de neutralidad política 
aludidos, en este caso, partiendo de una relación de dependencia de la Unión Soviética 
según la firma del Tratado de Amistad, Cooperación y Asistencia Mutua firmado en 
1948 por Moscú y Helsinki. En base a este Tratado, Finlandia se comprometía a 
combatir toda agresión que pudiera plantearse contra el poderoso vecino a través de su 
territorio, resultado de la experiencia de la guerra frente el avance del nazismo por 
tierras finlandesas. De este modo, Finlandia se convirtió en un Estado tapón entre los 
bloques en la mitad norte del Báltico, garantizando su neutralidad el statu quo de la 
región nórdica: Moscú nunca hubiera aceptado un Estado fronterizo aliado con 
occidente, mientras que la comunidad internacional no admitía la presencia soviética en 
un Estado europeo democrático. En este caso, como en el austriaco, bien puede hablarse 
de naciones “neutralizadas” o impulsadas a una situación de neutralidad por las inercias 
del orden internacional impuesto desde los Estados Unidos y la Unión Soviética 57.  
 
                                                 
56 Las cuatro grandes empresas de industria militar suecas exportaban material a prácticamente todas las 
naciones del bloque occidental. Se trataba de Bofors (artillería, misiles y carros de combate), Saab-Scania 
(aviones de combate, de reconocimiento y de adiestramiento), Volvo (reactores, turbinas de gas para 
aviones de combate y carros de asalto) y Ericsson (comunicaciones militares y componentes 
electrónicos). Sobre la neutralidad sueca, véase LILJESTRAND, B.: «La opción sueca», en 
ASOCIACIÓN DE PERIODISTAS EUROPEOS (ed.): Alternativas de la Defensa de Europa, Barcelona, 
Arcos Vergara, 1984, pp. 59-67 y CANBY, S.T.: «Swedish Defence», Survival, mayo-junio 1981, pp. 
116-123, HELL, J.K.: Strategic Vulnerability, Understanding Sweden's National Security Policies during 
the Cold War, Munster, Waxmann Studies, 1996 y CRAFOORD, C.G.: «La neutralidad sueca», 
conferencia pronunciada en la Sociedad de Estudios Internacionales el 10 de mayo de 1984 y publicada 
en Jornadas informativas sobre temas internacionales, Madrid, Sociedad de Estudios Internacionales, 
1985, pp. 201-207. 
57 JACOBSON, M.: La neutralidad finlandesa, México, FCE, 1970. 
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 Por lo que respecta a los no alineados, la naturaleza de su consolidación como 
opción reseñable dentro del sistema internacional bipolar responde a su constitución 
como movimiento transnacional en el que se agruparon un buen número de Estados, 
fundamentalmente de los continentes asiático y africano. No obstante, dentro del 
Movimiento de los No Alineados brilló la participación de la Yugoslavia de Tito, en la 
que nos detendremos brevemente. 
 
 El Movimiento de Países No Alineados surgió como continuación directo de la 
Conferencia de Bandung, celebrada en 1955 por 29 Estados afroasiáticos, de la que 
resultó la afirmación de independencia e igualdad de estos países, la condena del 
colonialismo, la exaltación del espíritu de rebelión moral contra la dominación europea, 
la aparición como nueva fuerza internacional de tales pueblos y la formulación de un 
neutralismo activo. Este movimiento de solidaridad entre estos pueblos evolucionaría 
desde la neutralidad activa hasta la no alineación, consolidándose con la celebración de 
posteriores conferencias análogas a Bandung. El Movimiento nació oficialmente en la 
Conferencia de Belgrado, en 1961, con el impulso de figuras como las de el primer 
ministro de la India, Nehru, el presidente egipcio, Nasser, el indonesio, Sukarno o el 
líder yugoslavo, Tito, consolidándose en posteriores Cumbres: El Cairo (1964), Lusaka 
(1970), Argel (1976) y Colombo (1976). Se caracterizó por su oposición de conjunto a 
la división bipolar del mundo y al rechazo de las presiones para que éstos pasaran a 
formar parte de uno de los dos bloques militares58.  
 
 El papel desempeñado por Yugoslavia dentro del Movimiento de los No 
Alineados supuso una situación particular, por cuanto se trató de la participación de un 
país europeo en un movimiento compuesto por Estados afroasiáticos. Constituyó así un 
caso paradigmático, que por su peculiaridad tampoco pasó desapercibido entre quienes 
en la España de la transición aspiraron a una política exterior independiente de los 
bloques. 
 
 Yugoslavia constituyó una excepción en la geografía política del comunismo 
europeo. A diferencia de otros países, no fue liberada de la ocupación nazi por las tropas 
soviéticas ni existió en su territorio una posterior presencia extranjera. Con este punto 
                                                 
58 WILLETS, P.: The non-aligned movement: the origin of a Third World, Londres, Frances Printer, 1979. 
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de partida en la posguerra, Yugoslavia llevó a cabo un original modelo de socialismo, 
con una política exterior independiente de Moscú encabezada por el presidente Tito59. 
De este modo, Yugoslavia no participó en el Pacto de Varsovia y mantuvo una relación 
especial en el COMECON, como Estado asociado, constituyéndose en uno de los 
referentes y miembros más dinámicos de los No Alineados60. 
 
 Aunque existió entre los países integrantes del Movimiento un verdadero 
compromiso de imparcialidad frente a las superpotencias, lo cierto es que el impacto de 
la no alineación fue de escasa relevancia durante la guerra fría. Las diferencias 
geográficas, económicas, religiosas y políticas de sus Estados hicieron prácticamente 
inviable la puesta en común de políticas e iniciativas concretas, primando la acción 
individual frente a la colectiva. 
 
************* 
 
 Hasta aquí el recorrido por las coordenadas exteriores que más directamente van 
a determinar la evolución de la política exterior española en los años de nuestro estudio. 
Un primer nivel de análisis que presenta un panorama que indudablemente condicionará 
las opciones de España en el escenario internacional a partir de la desaparición de 
Franco y que incidirá con sus propias inercias en el modelo de seguridad adoptado por 
los responsables políticos españoles. 
 
 Seguidamente nos adentramos en la cara interna del proceso, a través de la 
exposición dos planteamientos complementarios. Por un lado, desde una visión general 
del cambio político hacia la democracia. Por otro, desde el entramado institucional 
sobre el que se cimentará la acción exterior en democracia, fijando el marco normativo 
en base al que los que la diplomacia española habrá de articular sus políticas al respecto. 
 
 
 
  
 
                                                 
59 Sobre la Yugoslavia de Tito: MOLLET, G.: El socialismo según Tito, Barcelona, Dopesa, 1973. 
60 RUBINSTEIN, A.Z.: Yugoslavia and the nonaligned world, Princeton, Princeton University Press, 
1970. 
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2. Cambio democrático y política exterior  
 En la exposición de la concepción de política exterior que subyace a este trabajo 
señalamos un aspecto metodológico sobre el que ahora volvemos. Éste es, como 
señalara Pere Vilanova, el de poner el objeto de análisis, en este caso la política de 
seguridad, en estrecha relación con la noción de Estado y, consecuentemente, con la 
noción de sistema político. De este modo, la consideración de la política de seguridad 
como un parte de las políticas públicas nos lleva al necesario análisis del sistema 
político y de los instrumentos que éste dispone para el desarrollo de su política exterior. 
Una política exterior que, según el planteamiento de Vilanova, los Gobiernos identifican 
con la respuesta a las amenazas vigentes en el plano internacional, mimetizándose, 
consiguientemente, la política exterior con la política de seguridad61.  
 
 Tal y como quedó expuesto en el segundo capítulo, son los actores del ciclo 
formal de la política exterior los que van a caracterizar su desarrollo e implementación a 
partir del ámbito jurídico-institucional vigente en el Estado. Así, en la terminología 
adoptada en esta investigación, se trata de los factores de atributos nacionales o 
características de la nación, a partir del señalado modelo teórico de Pearson y 
Rochester. De esta forma, en base a esta conceptualización, seguidamente procederemos 
al análisis formal, situando la dimensión institucional y normativa de nuestro caso de 
estudio. Más adelante, en un capítulo posterior, incidiremos en el análisis funcional, en 
los órganos institucionales y los actores políticos que desde el sistema político vigente 
van a condicionar el ciclo formal de la política de seguridad española en su etapa de 
transición a la democracia. 
 
 
2.1.  Del autoritarismo a la Constitución  
En el análisis del ciclo formal de la política exterior hemos de partir del régimen 
autoritario y de su evolución hasta la definición y establecimiento formal del sistema 
político democrático. Un proceso de transición a la democracia en España insertado 
dentro de la tercera ola democrática del mundo moderno, según el modelo de Samuel P. 
Huntington, y que desde el momento mismo de su puesta en marcha comenzó a ser 
tomado como modelo desde otras latitudes y en sucesivos procesos de transición, tanto 
desde Latinoamérica como en Europa central y oriental. De este modo lo han destacado 
                                                 
61 VILANOVA, P.: El Estado y el sistema internacional, Barcelona, EUB, 1995, pp. 15 y ss. 
 78 
diferentes transitólogos. Así, A. Przeworski calificará de «paradigmática» a la transición 
española, Giuseppe Di Palma la entenderá como «un prototipo nuevo» y Jean-François 
Revel considerará «ejemplar» la democratización del sistema política en España, 
particularmente al comparar la posibilidad de transformación pacífica de las dictaduras 
de derecha frente a las dictaduras de izquierda62. 
 
 
Entre las diferentes interpretaciones y perspectivas que se han venido 
exponiendo sobre la transición española, resultado de la gran cantidad de trabajos 
publicados sobre este proceso histórico, hemos de centrarnos aquí en un enfoque en el 
que prevalezcan las consideraciones jurídicas y políticas del cambio, con el fin de 
caracterizar e identificar los elementos del sistema político susceptibles de participar en 
el ciclo formal de la política exterior del Estado63. 
 
 El general Franco moría el 20 de noviembre de 1975, activándose los 
mecanismos de la legalidad vigente en el régimen autoritario. El Consejo de Regencia 
asumía de inmediato las funciones de la Jefatura de Estado, tal y como establecía el 
artículo 7 de la Ley de Sucesión a la Jefatura del Estado, de julio de 194664. Dos días 
más tarde, el 22 de noviembre, don Juan Carlos de Borbón y Borbón prestaba juramento 
ante el pleno de las Cortes y del Consejo del Reino como rey de España, afirmando las 
Leyes Fundamentales del Reino y guardando lealtad a los Principios del Movimiento 
Nacional. El procedimiento seguido era el establecido por la Ley Orgánica del Estado 
de 1967 y por el nombramiento de don Juan Carlos como sucesor de Franco a título de 
                                                 
62 PRZEWORSKI, A.: «Algunos problemas en el estudio de la transición hacia la democracia», en 
O’DONNELL, G., SCHMITTER, P.C. y WHITEHEAD, L. (comps.): Transiciones desde un gobierno 
autoritario, vol. 3, Barcelona, Paidós, 1989, pp. 79, DI PALMA, G.: To Craft Democracies. An Essay on 
Democratic Transition, University of California Press, 1990 y REVEL, J.F.: El renacimiento 
democrático, Barcelona, Plaza&Janés/Cambio 16, 1992. Sobre la teoría de las olas democratizadoras, 
HUNTINGTON, S.P.: La tercera ola. La democratización a finales del siglo XX, Barcelona, Paidós, 
1994. 
63 Cabe acercarse a la transición española desde diferentes perspectivas, necesarias todas ellas en un 
conocimiento global de la democratización del país. Así, junto a la transformación político-institucional 
del proceso, cabe añadir, entre los más significativos el análisis de los cambios económicos del periodo, 
las movilizaciones y retos sociales, el papel de las regiones con significación histórica más acentuada, o el 
papel de actores internos con notable relevancia durante el cambio democrático: los grupos terroristas, la 
Iglesia, los sindicatos, las Fuerzas Armadas o la prensa, por citar algunos. Para los propósitos de esta 
investigación convenimos en acercarnos al periodo desde presupuestos jurídico-políticos, como la visión 
más pertinente de las bases institucionales sobre las que se va a desarrollar la política exterior del Estado 
democrático. 
64 Sobre la estructura institucional del franquismo y su evolución, véase: FUSI, J.P.: Franco. 
Autoritarismo y poder personal, Madrid, Taurus, 1995 y PRESTON. P.: Franco, Caudillo de España, 
Barcelona, Grijalbo Mondadori, 1998. 
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rey, en 1969. En el primer discurso de don Juan Carlos como monarca, señaló su 
voluntad de «ser el rey de todos los españoles», reflejo de las intenciones que en lo 
político tenía el nuevo Jefe de Estado65. Se iniciaba el tránsito hacia lo que había de 
constituir la instauración de la democracia en España, proceso que finalizaría en 1982, 
con el acceso del PSOE al Gobierno. 
 
 El intento de combinar la legalidad vigente tras la muerte de Franco con la 
introducción de nuevos elementos normativos previos a la aprobación del texto 
constitucional propició una situación particular. Este lapso temporal ha sido 
caracterizado por la existencia de un «alto nivel de inseguridad jurídica y arbitrariedad 
en las actuaciones gubernamentales, produciéndose una falta de coordinación 
normativa, marcada esta última por la ambigüedad, la provisionalidad y la desconexión 
de la ley con la realidad»66.  
 
 Carlos Arias Navarro, indudable continuador del franquismo, continuó como 
presidente del Gobierno. Sin embargo, a instancias del Rey, hubo de modificarse la 
composición del Ejecutivo, introduciéndose en el mismo a figuras de perfil reformista, 
como José María de Areilza, Manuel Fraga o Antonio Garrigues, así como a otros 
ministros próximos a Juan Carlos I: Rodolfo Martín Villa, Alfonso Osorio o Adolfo 
Suárez. No obstante, este nuevo Gobierno mantuvo entre sus filas a partidarios de la 
línea política continuista, caso del ministro de Trabajo, José Solís o de los ministros 
representantes de los tres ejércitos: Félix Álvarez-Arenas del Ejército de Tierra, Gabriel 
Pita da Vega por la Armada y Carlos Franco por el Ejército del Aire. Arias pareció 
conformarse con adaptar el “espíritu del 12 de febrero” a la situación vigente, lo que 
resultó en la imposibilidad de intentar una reforma en la que se respetase buena parte 
del legado franquista. Quedó «atrapado entre su lealtad al pasado y su vanidosa 
ambición de protagonizar el futuro»67, terminando por plegarse a los temores de los 
sectores más conservadores y en muchos casos involucionistas de la clase política. 
Como resultado de la ausencia de proyecto político definido, Arias nunca tuvo ni la 
autoridad ni la capacidad de cohesionar el Gobierno que encabezaba. Según recoge 
                                                 
65 Véase GONZALO, R. (dir.): Juan Carlos I. Discursos: 1975 1995, Madrid, Cortes Generales, 1996. 
66 SOTO, A.: «De las cortes orgánicas a las Cortes democráticas», en REDERO, M. (ed.): La transición a 
la democracia en España, Madrid, Ayer-Marcial Pons, núm. 15, 1994, p. 110. 
67 POWELL, CH.: España en democracia, 1975-2000, Madrid, Plaza&Janés, 2001, p. 146. 
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Areilza, entre otros, el presidente del Gobierno se declaró un estricto continuador del 
franquismo en todos sus aspectos68. 
 
 Se produciría a continuación el verdadero punto de inflexión en el desarrollo del 
proceso de transición a la democracia. Adolfo Suárez es designado presidente del 
Gobierno por el rey Juan Carlos el 5 de julio de 1976. Las razones que responden a la 
elección de Suárez cabe englobarlas en una buena relación personal con don Juan 
Carlos, una voluntad política en sintonía con el proyecto apadrinado por Torcuato 
Fernández-Miranda, y una edad y frescura personal representativa de la nueva imagen y 
las formas que el monarca y su mentor concebían adecuadas para encabezar el rumbo 
del país. La actuación de Suárez en los seis primeros meses de la Monarquía determinó 
que el Rey y Fernández-Miranda lo consideraran como el futuro presidente del 
Gobierno. Suárez había demostrado públicamente ser un hombre moderado y 
suficientemente convincente, fue él quien defendió ante las Cortes el proyecto de Ley de 
Asociación, con la célebre frase que ha pasado a la posteridad: «vamos a elevar a la 
categoría política de normal lo que a nivel de calle es simplemente normal»69. No 
obstante, la decisión del monarca y del presidente del Consejo del Reino no tuvo una 
buena acogida entre buena parte de la opinión pública del país. La elección de Suárez 
desconcertó tanto a los sectores democráticos y progresistas en España como a los 
observadores internacionales del proceso, tanto por su aparente inexperiencia y 
bisoñería política como por representar a ojos de muchos el continuismo del modelo 
político franquista. La decepción con que fue recibida la designación de Suárez se podía 
atestiguar en la prensa, en los círculos políticos aperturistas y en la oposición 
democrática. Las previsiones en la elección de un presidente aperturista parecían haber 
desaparecido. Ciertamente, la trayectoria política del nuevo presidente le hacían 
fácilmente identificable con las tendencias políticas más inmovilistas.  
 
 Sin embargo, en su presentación ante la opinión pública con una declaración 
programática, se evidenció la voluntad democratizadora que atesoraba el primer 
Gobierno Suárez. Entre otras cosas señalaba la necesidad de convocar elecciones 
                                                 
68 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, p. 84. Sobre la etapa de gobierno de Arias Navarro véase el 
trabajo de TUSELL, J. y QUEIPO DE LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre…. 
69 Sobre la designación de Adolfo Suárez como presidente del Gobierno, véase PREGO, V.: Presidentes, 
Barcelona, Plaza&Janés, 2000, p. 21-22. 
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generales antes del 30 de junio de 197770.  A partir de entonces comenzaba el proceso 
sobre el que se llevó a cabo la transición española desde la dictadura a la democracia. 
Durante su puesta en marcha, las máximas premisas con que la reforma del sistema 
político fue llevada a cabo fueron el propósito de cautela en lo jurídico y la necesidad de 
fijar mínimos aceptables con la oposición democrática en lo político. Por una parte, los 
responsables de la operación política partieron de los propios mecanismos del régimen 
para acabar con él. Por otro, hicieron partícipes del cambio a las fuerzas 
manifiestamente opuestas al franquismo. Suárez tuvo en Fernández-Miranda y en 
Alfonso Osorio a sus principales colaboradores en el análisis de la situación y en la 
formulación de un proyecto jurídicamente viable y políticamente aceptable. 
 
 Fernández-Miranda ideó, además, la pieza esencial para la reforma política. En 
agosto entregó a Suárez el borrador de la que resultaría ser la Ley para la Reforma 
Política. El presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, que seguía siendo, en 
definitiva, el más próximo asesor del Rey, evitó que se reconociese su autoría71. El 
presidente hacía suya la fórmula de Fernández-Miranda consistente en proceder “de la 
ley a la ley”. Se produce por tanto la deliberación de las Cortes sobre el proyecto de Ley 
para la Reforma, precedido de una serie de actuaciones previas por parte de Fernández-
Miranda y de algunos ministros del Gobierno entre los procuradores en su intención de 
garantizar una votación favorable, que exigía un apoyo para el proyecto de, al menos, 
dos tercios del Pleno72. El resultado definitivo de la votación (425 votos a favor, 59 en 
contra y 13 abstenciones) significaba el final de las Cortes franquistas, lo que suponía 
un avance trascendental en el camino hacia la democratización de España73. 
 
 Por lo que respecta a la atracción de los dos polos que bien desde el inmovilismo 
bien desde las tesis rupturistas podían hacer peligrar la reforma, Suárez señala 
recientemente la convergencia de dos tácticas distintas para cada uno de ellos. 
                                                 
70 Al respecto, el editorial de El País de 16 de julio recogía que «serán los hechos y no las palabras 
quienes avalen o no la gestión del Gobierno (…) Decimos hoy, también sencilla y claramente que la 
declaración del Gabinete nos parece acertada y prometedora». 
71 El autor le dijo al presidente del Gobierno mientras le entregaba los folios con el borrador del proyecto 
de la ley: «Aquí tienes esto, que no tiene padre». Recogido en FERNÁNDEZ-MIRANDA, P. y 
FERNÁNDEZ-MIRANDA, A.: Lo que el rey me ha pedido. Torcuato Fernández-Miranda y la reforma 
política, Barcelona, Plaza&Janés, 1995, p. 202. 
72 Así lo sostiene MARTÍN VILLA, R.: Al servicio del Estado, Barcelona, Planeta, 1984, p. 53. 
73 Sobre las tres jornadas de debate previas a la votación, véase POWELL, CH.: España en democracia..., 
pp. 170 y 171. 
 82 
Movimientos que debían ser simultáneos, aunque con ritmo e intensidad distintos. En 
definitiva señala que el Gobierno  
 
« (…) tenía que ser sincero y no engañar a nadie, y en ningún caso debía verse 
arrastrado por la dialéctica de ninguno de los dos frentes. Ambos debían 
converger en la constitución de un nuevo Parlamento democrático, cuya tarea 
fundamental debía ser la elaboración de una Constitución que no representara la 
imposición de unos españoles sobre otros»74. 
 
 En palabras de Osorio, el Gobierno hubo de explicar suficientemente los 
proyectos para la reforma, obteniendo su conformidad, no sólo a la oposición 
democrática de izquierda, sino también a los sectores inmovilistas75. Si bien la 
oposición seguía manteniendo su discurso rupturista, la realidad demostró que sus 
planteamientos eran inviables, viéndose obligados a aceptar la reforma desde dentro del 
sistema político vigente. Como consecuencia, aceptaron el diálogo con el Gobierno y, lo 
que es más importante, los ritmos impuestos por Adolfo Suárez76. 
 
 Con la entrada en vigor de la Ley para la Reforma Política se abre una nueva 
fase en el desarrollo de acontecimientos que habrían de conducir, con el tiempo, a la 
instauración de un sistema democrático, constitucional y parlamentario. Fortalecido 
Suárez tras la celebración del referéndum popular, la oposición se encuentra en una 
posición de desventaja frente al ritmo y las formas que el Gobierno ha llevado a cabo en 
el proceso de reforma77. 
 
 Tras el hito de la legalización del PCE, se celebraron las elecciones el 15 de 
junio de 1977. Se trataba de las primeras elecciones democráticas desde la II República, 
a las que acudió una amplia concurrencia de partidos, generándose una considerable 
atomización de las posibles opciones a elegir78. Los resultados de esta primera 
                                                 
74 SUÁREZ, A.: «La transición en sus planteamientos y en sus resultados», en VVAA: Veinticinco años 
de reinado de S.M. don Juan Carlos I, Madrid, Real Academia de la Historia/Espasa Calpe, 2002, pp. 
113-114. 
75 OSORIO, A.: Trayectoria política de de un ministro de la Corona, Barcelona, Planeta, 1980, p. 162. 
76 SOTO, A.: «De las cortes orgánicas…», p. 113. 
77 La oposición había propugnado la abstención activa en el referéndum. Con una participación del 
77,4%, los resultados del mismo fueron: el 94,2% votó sí; el 2,6% votó no; existiendo una abstención del 
22,6%. 
78 Véase CACIAGLI, M.: Elecciones y partidos en la transición española, Madrid, Siglo XXI, 1986. 
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convocatoria electoral otorgaron a UCD el 34,6% de los votos y 165 escaños en el 
Congreso de los Diputados. Le siguió el PSOE con el 29,4% del total y 118 diputados79. 
Quedaba entonces configurado un modelo dominado por el bipartidismo, que acogía 
también una considerable representación parlamentaria de otras formaciones. Entre las 
conclusiones más inmediatas de estas primeras elecciones democráticas destacó la 
escasa representatividad obtenida por el Partido Comunista en las urnas, muy por debajo 
de sus expectativas, de modo opuesto al Partido Socialista, que sin duda hubo de ver 
aumentados sus cálculos previos, precisamente a costa de los comunistas. En todo caso, 
las elecciones significaron un respaldo a la moderación y a la gestión llevada hasta el 
momento por Adolfo Suárez. Las bases para la consolidación de un sistema democrático 
parecían firmemente asentadas en España. 
 
 El nuevo Parlamento resultante de las elecciones tuvo como premisa principal la 
elaboración de la Constitución, si bien la ley no atribuía formalmente a las nuevas 
Cortes carácter constituyente. No obstante, los grandes objetivos del nuevo Gobierno 
habían sido formulados por Suárez previamente a la celebración de las elecciones, 
anunciando como objetivos, entre otros, «intentar elaborar una Constitución en 
colaboración con todos los grupos representados en las Cortes, cualquiera que sea su 
número de escaños»80. 
 
 De las posibles alternativas que se contemplaban en la elaboración del texto 
constitucional, fue el Gobierno quien trató de tomar la iniciativa81. Sin embargo, desde 
la oposición se señalaba que habría de ser una representación del arco parlamentario 
quien tuviera la responsabilidad primera en la tarea constitucional82. De esta forma, la 
Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso acogía una 
ponencia constitucional integrada por Gabriel Cisneros, José Pedro Pérez-Llorca y 
Miguel Herrero de Miñón por parte de UCD; Gregorio Peces-Barba del PSOE; Manuel 
                                                 
79 En total votaron unos 18 millones de personas, el 79,24% del electorado. Los resultados completos de 
las elecciones generales celebradas durante la transición española quedan recogidos en el Apéndice 
Documental. 
80 Discurso televisado de Suárez de 13 de abril. Reproducido en HERNÁNDEZ, A.: Fue posible la 
concordia, Madrid, Espasa Calpe, 1996, p. 85. 
81 Estas alternativas eran la preparación del primer borrador del proyecto por parte del Gobierno; por las 
propias Cortes, con una composición bicameral o una comisión de expertos con composición 
consensuada. Véase CAVERO, I.: «La Constitución española de 1978», en VVAA: Veinticinco años…, p. 
93. 
82 Véase PECES-BARBA, G.: La elaboración de la Constitución de 1978, Madrid, Centro de Estudios 
Constitucionales, 1988, pp. 16 y ss. 
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Fraga por AP; Jordi Solé Tura por parte de PSUC-PCE y Miquel Roca en 
representación de nacionalistas vascos y catalanes. 
 
 No siempre hubo sintonía en los planteamientos de “los padres de la 
Constitución”. La diferente extracción político-ideológica de los ponentes derivó en 
tensiones y diferencias de las que nos dejan testimonio los propios protagonistas83. A 
pesar de las dificultades, la ponencia elaboró un proyecto de Constitución hecho público 
en abril. El siguiente paso fueron los debates celebrados en la Comisión Constitucional 
del Congreso. En sus votaciones pronto se hizo evidente la existencia de dos posiciones 
bien diferenciadas; la formada por UCD y AP de un lado y otra la del resto de 
diputados. El distanciamiento y debilitamiento del consenso constitucional planeó en la 
Comisión, lo que movió a Suárez a encomendar a Abril Martorell la tarea de buscar el 
entendimiento con los socialistas para evitar el posible rechazo del futuro texto 
constitucional por parte de la izquierda. De este modo, a partir de las prolongadas 
sesiones entre Abril Martorell y Alfonso Guerra se fraguó un nuevo consenso 
constitucional, al que pronto se sumaron comunistas y nacionalistas catalanes, aunque 
no aliancistas, quienes llegaron a formalizar el abandono de la Comisión durante unos 
días84.  
 
 Superada la discusión en Comisión, el texto fue aprobado el 21 de julio en pleno 
del Congreso85. Posteriormente fue discutido y votado en el Senado para que el 31 de 
octubre se produjera la votación definitiva del texto constitucional por ambas cámaras 
en sesión conjunta86. Tras los trabajos parlamentarios, el texto constitucional fue 
sometido a referéndum el 6 de diciembre de 1978. A las urnas acudió el 67% del censo 
electoral, entre los que respondieron afirmativamente un 87%, con 15,7 millones de 
                                                 
83 Es el caso del abandono de la ponencia por parte de Peces-Barba en el mes de marzo: PECES-BARBA, 
G.: La elaboración…, pp. 123-127. Véase también FRAGA, M.: En busca del tiempo servido, Barcelona, 
Planeta, 1987, p. 113. 
84 Véase POWELL, CH.: España en democracia..., p. 223. La percepción de Alianza Popular en FRAGA, 
M.: En busca del…, p. 120, donde se lamenta de que «la actitud de UCD y del PSOE no era de recibo; 
pactados fuera de la comisión, decenas de artículos se aprobaron sin discusión». 
85 El resultado de la votación fue de 258 votos a favor, dos en contra y 14 abstenciones Los votos en 
contra correspondieron a Federico Silva Muñoz, de AP y a Francisco Letamendia, de Euskadiko 
Ezquerra. Las abstenciones se debieron a doce diputados de Alianza Popular y los dos de Ezquerra 
Republicana de Catalunya. A su vez, los ocho diputados del PNV se ausentaron del hemiciclo llegado el 
momento de la votación. 
86 En la votación conjunta de las Cortes el texto fue apoyado por 325 diputados y senadores. Seis votaron 
en contra: Letamendia y cinco diputados de AP; catorce abstenciones que correspondieron al PNV en 
bloque, tres de AP, Barrera de Minoría Catalana y dos del Grupo Mixto, y existiendo cinco ausencias.  
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votos. Los 1,4 millones restantes se mostraron contrarios a la Constitución aprobada en 
las Cortes. 
 
 Con la entrada en vigor de la Constitución y tras la celebración de las elecciones 
legislativas de marzo de 1979 comenzaba el desarrollo del sistema político en España 
sobre unas bases sancionadas democráticamente, en lo que a la postre habría de 
convertirse en la etapa de la consolidación institucional de los órganos rectores del 
sistema político español. Los partidos políticos comenzarían a desarrollar su actividad 
en el Parlamento de una forma menos reservada, una vez que el consenso constituyente 
tocaba a su fin y  se inauguraban las normas jurídico-políticas sobre las que hacer valer 
los intereses de los distintos grupos. Como veremos, entraron en escena las primeras 
diferencias sobre temas como la política de seguridad, anteriormente apartados del 
debate político en aras de la salvaguardia de la elaboración del sistema político. 
 
 En palabras de Fernando Morán, con el comienzo de la I Legislatura terminaba 
aquel consenso implícito, consistente «en no plantear de momento los grandes temas 
internacionales que pudieran dividir al Gobierno y la oposición, muy especialmente el 
tema de las alianzas»87. Por tanto, iniciado el verdadero juego de partidos propio de un 
sistema parlamentario en 1979, pasaremos a continuación a aproximarnos a cuál fue el 
entramado normativo en el que la política exterior hubo de gestarse, subrayando sus 
principales rasgos y caracterizando las notas definitorias de este ámbito de la política 
estatal. 
 
 
2.2. El ámbito institucional de la política exterior democrática  
 En la configuración del marco institucional a partir del que España va a 
configurar su política exterior hemos de partir de la Constitución, ley fundamental en la 
que queda recogida la base doctrinal sobre la que los actores competentes edificarán 
toda la actividad exterior del Estado democrático en base al ciclo formal88.  
                                                 
87 MORÁN, F.: Una política exterior…, p. 48. 
88 Como no puede ser de otra forma, abordaremos la Constitución en lo que afecta más directamente a 
nuestro tema de estudio, la política exterior y su vertiente de seguridad. Completos análisis del texto 
constitucional pueden encontrarse en ATTARD, E.: La Constitución por dentro, Barcelona, Planeta, 
1983; GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PREDIERI, A. (eds.): La Constitución española de 1978. 
Comentario sistemático, Madrid, Cívitas, 1980 o PECES-BARBA, G.: La Constitución española de 
1978. Un estudio de Derecho y política, Valencia, F. Torres Ed., 1984, entre otros. 
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La Constitución establece una serie de disposiciones generales en materia 
internacional, recogidas entre las competencias de la Corona (artículo 56.1 y artículo 63 
del Título II), el papel que le corresponde jugar a las Cortes Generales en la vertiente 
exterior de la política estatal, donde encontramos el capítulo referente a los Tratados 
Internacionales (capítulo tercero del Título III) y en la afirmación de que el Gobierno 
dirige la política interior y exterior (artículo 97 del Título IV). A partir de ellas, Antonio 
Remiro Brotons sostiene la existencia en la Constitución de un sistema en materia 
exterior en el que el Ejecutivo asume la iniciativa y la dirección de la mayor parte de su 
gestión y ejecución, correspondiendo a la Corona la suprema y formal representación y 
siendo parcela reservada a las Cortes la «fiscalización política de la acción del Gobierno 
y la prestación -o no- de autorización para la coronación de una serie tasada de de actos 
dotados de una especial relevancia jurídica internacional (la conclusión de algunas 
clases de tratados y la declaración de guerra)» 89.  
 
Siguiendo el hilo conductor establecido por el profesor Remiro Brotons, 
conviene profundizar en el grado de democratización de la política exterior establecido 
por la Constitución. En otras palabras, establecer el grado de participación de las 
Cámaras legislativas en el ciclo formal de la política exterior. 
 
 Partiendo de la premisa de que la política exterior ha manifestado, conceptual e 
históricamente, una contumaz resistencia a la penetración de la participación y el 
control democráticos, la conclusión que puede extraerse del texto constitucional es la de 
una democratización ciertamente limitada en materia internacional. Una aceptación 
discreta de la democratización de la política exterior, similar, no obstante, a la que otras 
Constituciones euro-occidentales confieren a Asambleas y Parlamentos90. Este juicio se 
fundamenta en la nula capacidad atribuida a las Cortes más allá de una participación en 
la formación de los tratados91. 
                                                 
89 REMIRO, A.: «El poder exterior del Estado», en Documentación Administrativa, núm. 205, julio-
septiembre 1985, p. 60. En una línea similar véanse también las reflexiones de MESA, R.: La reinvención 
de la política exterior española, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1996, pp. 8 y ss. 
90 Sobre la influencia de otras normas en la Constitución española, ALONSO DE ANTONIO, A.L. y 
ALONSO DE ANTONIO, J.A.: Derecho Constitucional español, Madrid, Editorial Universitas, 1996, 
pp. 49-57. 
91 Remiro Brotons parte de los conceptos de democratización e internacionalismo a partir de los cuales 
medir el nivel de una norma constitucional en relación a la sociedad y el Derecho internacional. Es el 
aspecto democratizador de la Constitución española el que queremos traer a colación en estas páginas, en 
la intención de presentar el ámbito institucional de actuación de los órganos políticos representativos en la 
actividad internacional del país, marco en el que tratarán de establecer sus criterios las distintas 
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A pesar de las escasas prerrogativas que los parlamentarios españoles reciben en 
la tarea de configurar la política exterior, existen una serie de medios de control de las 
Cortes, que, en última instancia, representan la materialización de un respaldo, una 
censura o un estímulo a la acción política llevada a cabo por el Gobierno. No por ser 
mínimo el papel político que a las Cortes les correspondió en el diseño de la acción 
exterior tanto en la transición como en las sucesivas etapas de la vida política española 
hemos de soslayar una práctica central en la actividad cotidiana de un Estado 
democrático, como es la función de control parlamentario92. 
 
En este sentido, no es el resultado efectivo de esas prerrogativas de control 
parlamentario el aspecto que pretende ser destacado en esta investigación. Es la 
composición de las Cámaras la que, en definitiva, otorga o niega valor jurídico a estos 
procedimientos tramitados en las Cortes. El rasgo que aquí se subraya es la cualidad del 
Parlamento como foro de manifestación de las distintas fuerzas políticas del país. Es 
decir, la forma en que las iniciativas parlamentarias fueron utilizadas como medio de 
expresión institucional de las sensibilidades en la política de seguridad hasta la entrada 
efectiva de España en la Alianza Atlántica. Es desde esta perspectiva desde la que nos 
van a interesar los medios mediante los cuales se urge o se intenta presionar al Gobierno 
en una u otra dirección, se mantiene un nivel de conocimiento de su conducta y se 
vigilan sus quiebras. Y desde ésta nos vamos a acercar a ellos93. Unos medios de 
información y fiscalización que si bien carecen de resultados jurídicos directos, tienen 
una influencia política nada desdeñable, particularmente en países donde el Gobierno se 
                                                                                                                                               
formaciones políticas. Entendida la democratización del texto constitucional como «el grado en que se 
hace efectivo el principio de soberanía popular en el ámbito de la política exterior de un Estado hasta el 
límite que su naturaleza permita». En REMIRO BROTONS, A.: La acción exterior del Estado, Madrid, 
Tecnos, 1984, pp. 13-27. Igualmente, en REMIRO BROTONS, A.: Política exterior de defensa y control 
parlamentario, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1988, p. 47. Fernando Morán señaló así 
mismo la escasa conciencia internacional por parte de las Constituyentes. Véase MORÁN, F.: Una 
política exterior…, p. 50. 
92 En este sentido, Felipe González señalaba que «el Gobierno tiene la obligación de elaborar y dirigir la 
política exterior. Pero un Gobierno que elabora, dirige y ejecuta la política exterior, realmente tiene 
muchas más dificultades si no tiene un claro apoyo parlamentario, un claro apoyo de representantes para 
complementar, para dinamizar en algunos casos esa política exterior»; GONZÁLEZ, F.: Jornadas 
Parlamentarias del Grupo Parlamentario Socialista: Proyección internacional del Parlamento, Madrid, 
Grupo Parlamentario Socialista, 1987, p. 117. 
93 Un detallado estudio sobre la naturaleza y bases jurídicas del control parlamentario de la actividad 
exterior recogido en la Constitución en ALONSO DE ANTONIO, A.L.: «El control parlamentario de la 
política exterior en la Constitución española de 1978», en Revista de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Complutense de Madrid, número monográfico Diez años de desarrollo constitucional. 
Estudios en homenaje al profesor Don Luis Sánchez Agesta, 1989, pp. 30-74. 
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apoya en la confianza de una mayoría parlamentaria94. Estas iniciativas parlamentarias 
quedan recogidas bajo el marco más amplio de las funciones que la Constitución 
establece para las Cortes Generales en su artículo 66.2. que afirma que las Cámaras 
«ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la 
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la 
Constitución»95. 
 
Dentro de estos instrumentos, los generalmente utilizados por los parlamentarios 
durante la transición quedan integrados bien dentro de la función legislativa de las 
Cámaras bien en la de control parlamentario96. Tendremos la oportunidad de detenernos 
en ellos al presentar las actuaciones que, en este sentido, llevaron a cabo los políticos 
españoles en Cortes desde junio de 1977 y finales de 1981, cuando concluyó el debate 
en Cortes sobre la solicitud del Gobierno para ingresar en la Alianza. En su valoración 
podremos comprobar qué aspectos concretos de la política de seguridad preocupaban a 
los representantes de los distintos Grupos Parlamentarios. 
 
 Antes hemos de establecer la regulación de estos instrumentos así como la forma 
en que los mismos quedan encuadrados en el ordenamiento jurídico del sistema político 
democrático. En este sentido, es preciso señalar que en 1977 entraron en vigor los 
primeros Reglamentos del Congreso y del Senado97. Unos reglamentos que si bien 
tenían carácter provisional, a expensas de una posterior aprobación de los que hubieran 
de ser los definitivos, estuvieron vigentes hasta el año 198298. De este modo, la 
actividad parlamentaria sobre política de seguridad y, por tanto, la tramitación de la 
entrada de España en la OTAN, fue regulada por estos Reglamentos, anteriores a la 
aprobación misma de la Constitución.  
                                                 
94 REMIRO BROTONS, A.: La acción exterior…, p. 82.  
95 Si bien se distinguen estas tres funciones en la Constitución, existen opiniones que consideran las 
mismas susceptibles de ser simplificadas y reducidas a una sola función de control en sentido amplio. 
Véase SÁNCHEZ AGESTA, L.: El sistema político de la Constitución española de 1978, Madrid, 
Editora Nacional, 1980, p. 285. 
96 No es nuestra intención detallar todos y cada uno de los mecanismos parlamentarios considerados como 
medios de control, sino aquellos empleados por parte de los representantes en las Cortes entre 1977 y 
1982 como canal político de expresión de su postura sobre la política de seguridad. Un pormenorizado 
examen de todos estos mecanismos lo encontramos en ALONSO DE ANTONIO, A.L. y ALONSO DE 
ANTONIO, J.A.: Derecho Constitucional…, pp. 413-431. 
97 La publicación de ambos Reglamentos provisionales en el Boletín Oficial del Estado se realizó el 26 de 
octubre de 1977. 
98 El Reglamento del Congreso de los Diputados fue aprobado el 10 de febrero de 1982 y el del Senado el 
26 de mayo de 1982, sustituyéndose entonces los aprobados en el año 1977. 
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 ¿Cuáles son estos instrumentos recogidos en la normativa a partir de los que el 
Parlamento puede orientar la actividad exterior del Estado? Comencemos por señalar la 
iniciativa legislativa que fue habitualmente empleada en las Cortes en este periodo: la 
proposición de ley, mecanismo del Congreso y del Senado entendido como el 
procedimiento legislativo por excelencia. De este instrumento se valieron 
frecuentemente los parlamentarios españoles de esta primera Legislatura para tratar de 
moldear la política de seguridad que entonces se estaba gestando. La proposición de ley 
queda recogida en los artículos 89 y 90 del texto constitucional y en el Título VI, 
Capítulo I del Reglamento provisional del Congreso de los Diputados y Título VII, 
Capítulo I del Reglamento provisional del Senado. 
 
 Seguidamente hemos de enumerar aquellos medios de control parlamentario 
recogidos en la Constitución y, en algunos casos, también previamente en los 
Reglamentos de ambas Cámaras legislativas. Una función de control que desde el punto 
de vista del Derecho constitucional 
 
« (…) significa, en unos casos, con un sentido limitado, una verificación o 
inspección de la actividad que el Gobierno realiza; en otros significa un 
verdadero poder de autorizar o impedir, o si se quiere, de aprobar o vetar un acto 
del Gobierno; y, por último, hay supuestos en los que, como consecuencia de 
poderes de verificación o de veto, con independencia de estas funciones, el 
control significa una participación en una actividad que el Gobierno realiza»99.  
 
Como hemos apuntado más arriba, el control parlamentario se constituye, sin 
duda, como el núcleo esencial de las relaciones entre Legislativo y Ejecutivo, al tiempo 
que representa una de las piezas básicas del edificio teórico y constitucional del 
parlamentarismo. Los instrumentos concretos de que disponen los parlamentarios y que 
han de ser introducidos para comprender la práctica establecida en las Cortes respecto la 
materia de estudio son los siguientes: 
 
a) Autorización previa de tratados internacionales. Recogido en el artículo 94 de 
la Constitución, en el Título VI, Capítulo IV del Reglamento provisional del 
Congreso y en el Título VII, Capítulo II del Reglamento provisional del Senado. 
                                                 
99 SÁNCHEZ AGESTA, L.: El sistema político…, p. 318.   
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Las Cortes han de autorizar previamente al Estado para obligarse en los tratados 
que se recogen en el artículo 94.1.  
 
b) Interpelaciones y preguntas. Quedan institucionalizadas en el artículo 111 de la 
Constitución, en el Título VII, Capítulo II del Reglamento del Congreso y en el 
Título IX, Capítulos I y II del Reglamento del Senado. Se incluyen dentro del 
control o inspección de la actividad del Gobierno. También se entienden como 
una solicitud de información sobre alguna cuestión u orientación de la política 
gubernamental. Más allá de su finalidad, orientada a cuestiones más puntuales 
las preguntas y más generales las interpelaciones, la diferencia esencial entre 
estos dos mecanismos consiste en que la interpelación está concebida para que 
se establezca un breve debate en la Cámara100. A su vez, si la respuesta del 
Gobierno no diera satisfacción al interpelante, éste puede presentar una moción 
sobre el tema de la interpelación. Respecto a las preguntas, pueden ser de tres 
clases: preguntas con respuesta oral ante el pleno, preguntas con respuesta oral 
en Comisión y preguntas con respuesta por escrito. 
 
c) Proposición no de ley. Se recoge en el Título VIII del Reglamento provisional 
de la Cámara baja y en el Título X del Reglamento del Senado. Se trata de uno 
de los instrumentos más utilizados durante esta legislatura. Si cuenta con un 
mínimo respaldo de cincuenta diputados ésta pasa a ser discutida en el Pleno. 
 
 
 Señalados los mecanismos de control parlamentario, es momento de incidir en 
uno de los rasgos más característicos del sistema político español aprobado con la 
Constitución en 1978 y que tendrá su manifestación en la política de seguridad en el 
periodo analizado. Se trata del creciente peso y protagonismo que el Gobierno ha 
adquirido en el ciclo formal de la política exterior, notablemente en su fase de gestación 
parlamentaria101. Con independencia de la consideración de esta política como función 
de Estado o como función de Gobierno, lo cierto es que la fijación de los criterios 
                                                 
100 Sobre las preguntas y su diferencia de las interpelaciones, véase SANTAOALLA, F.: «Las preguntas, 
instrumento parlamentario de control», Documentación Administrativa, núm. 178, abril-junio 1978, pp. 
49-87.  
101 RODRÍGUEZ CARRIÓN, A.: «Elaboración y control de la política exterior de un sistema 
democrático», Revista de Estudios Internacionales, vol. I, núm. 2, pp. 403-417 y ALONSO DE 
ANTONIO, A.L.: «El control parlamentario…», p. 34. 
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básicos que conforman la actividad del Estado en su conjunto corresponde el Gobierno. 
Como sujeto activo de inspiración y puesta en marcha de políticas concretas la función 
gubernamental en la dirección política tiene en la exterior una de sus más reconocibles 
expresiones, siendo el Ejecutivo el órgano decisorio exclusivo de las medidas a adoptar 
en las relaciones internacionales estatales, aspecto que retomaremos en el capítulo 
siguiente, relativo a los actores de la política de seguridad de la transición. 
 
 Así, establecidos los puntos previos del sistema político, podemos considerar el 
caso español como un ejemplo de elaboración de la política exterior dentro de los 
procedimientos propios de un sistema parlamentario estricto en su formulación formal y 
legal. Sin embargo, cabe señalar las disfunciones que el sistema parlamentario ha 
introducido entre teoría y práctica, por lo que conviene distinguir entre la descripción 
formal del Estado y el instrumental práctico de su política exterior, del que pasamos a 
ocuparnos a continuación102.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
102 VILANOVA, P.: El sistema político y la política exterior: el ciclo formal, Barcelona, Institut de 
Ciències Polítiques i Socials, Working Papers, núm. 94, 1994, pp. 5 y 6. 
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IV- Los actores nacionales y la política de seguridad   
 
 La entrada en vigor del ordenamiento jurídico y la voluntad política por parte de 
los actores con capacidad de influir en el ciclo formal serán los elementos necesarios 
para llevar a cabo una política exterior determinada en un sistema democrático como el 
establecido en España a partir de 1978. Hasta entonces nos encontramos con una 
situación provisional en lo legal, en la etapa de elaboración del sistema político. No 
obstante, ello no va a significar una parálisis ni en el funcionamiento institucional y ni 
en la decisión política. A partir de las capacidades atribuidas a cada una de las piezas 
del sistema en el periodo de definición jurídico-política, los diferentes actores 
involucrados tanto en la de seguridad como en el resto de políticas públicas del Estado 
llevarán a cabo su propia dinámica de transformación y participación en el desarrollo de 
las mismas. 
 
 Esgrimidos los elementos formales del sistema democrático sobre los que va a 
concretarse la política exterior en España, incidiremos a continuación en los actores 
institucionales y políticos con significación en el ciclo formal de la política de 
seguridad. Un ciclo que si bien teóricamente está definido por la sucesión de diferentes 
etapas, en su funcionamiento político real estará caracterizado por su solapamiento y 
por la incidencia de diferentes actores en cada una de ellas. Junto a este contraste hemos 
de añadir la peculiaridad de tratarse de un ciclo de política exterior resultante de un 
sistema político elaborado paralelamente a su aplicación y en un momento político 
particular, como es el de la sustitución de un régimen autoritario por otro democrático. 
De ahí que la función y papel de cada uno de los actores puedan verse modificados en 
su intensidad y nivel de participación según nos encontremos en un momento del 
proceso político u otro, por lo que convenimos en presentarlos individualmente en este 
momento de la investigación. 
 
 Al prestar atención sobre los elementos y medios orgánicos, sociológicos e 
individuales del modelo de política exterior, nos proponemos completar el esquema 
iniciado con la descripción del ciclo formal y el posterior enfoque institucional sobre el 
que se va a sustentar esta política. En este caso, se trata de un análisis que, partiendo de 
lo jurídico, se centra en los aspectos políticos de los actores de la política exterior, 
dotándolos de contenido y valorando su aportación real en los años de la transición a la 
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democracia. Retomando los planteamientos de Marcel Merle, en su obra Sociología de 
las Relaciones Internacionales, concretamente en su referencia a la progresiva 
participación en el proceso de elaboración de la política exterior de distintas fuerzas 
políticas, económicas y sociales integradas en un Estado, veamos los actores internos 
que de una u otra manera influyen, presionan o deciden en la puesta en marcha de la 
política de seguridad de la transición española, aclarando de esta forma las posibles 
sombras que puedan acechar en la comprensión del marco operacional del ciclo formal 
de nuestro tema de estudio. 
 
 
 
1. El Jefe del Estado 
En el marco de esta investigación partimos de la situación de control absoluto de 
las estructuras políticas por parte del jefe del Estado, heredadas de la etapa dictatorial. 
Efectivamente, entre noviembre de 1975 y diciembre de 1978, el papel del Rey en el 
proceso de toma de decisiones sigue siendo el mismo que Franco se hubo guardado para 
sí durante la dictadura. Tal y como recoge la Ley Orgánica del Estado, de 1967, en su 
artículo sexto: «El Jefe del Estado es el representante supremo de la Nación; personifica 
la soberanía nacional; ejerce el poder supremo político y administrativo (…) vela por la 
conservación del orden público en el interior y de la seguridad del Estado en el 
exterior»103. Superando la noción de política exterior asimilada por el franquismo, 
basada en la teoría del poder exterior, las capacidades de Juan Carlos I en materia 
internacional van a pasar desde una total discrecionalidad inicial de sus competencias, 
tal y como queda recogido en la legislación franquista, hasta la función representativa y 
simbólica de la Corona dispuesta en la Constitución104.  
 
Así, el papel del rey Juan Carlos en el desarrollo de las relaciones exteriores de 
la transición va a resultar a todas luces fundamental, también en lo que atañe a la 
política de seguridad. Y ello por diferentes consideraciones. En primer lugar, a través de 
su protagonismo como embajador de la nueva España democrática en la comunidad 
internacional, contabilizándose un total de 52 viajes oficiales de los Reyes al extranjero 
                                                 
103 Leyes Fundamentales del Reino, Madrid, Doncel, 1975, p. 38. 
104 Sobre la teoría del poder exterior franquista, véase SANZ, C.: «El concepto de poder exterior en el 
franquismo», MARTÍNEZ RUÍZ, E.: (coord.): Poder y mentalidad en España e Iberoamérica, Madrid, 
UCM-Universidad de Zulía, 2000, pp. 85-97. 
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entre 1976 y 1982105. Este reconocimiento formal recabado en el exterior, el apoyo 
tácito que instituciones, Gobiernos y autoridades extranjeras demostraron a la 
monarquía española, así como el prestigio y reconocimiento internacional de las 
personas de don Juan Carlos y doña Sofía como encarnación del proyecto 
democratizador de España, propiciaron la posibilidad de que el Rey desempeñara un 
papel fundamental en el engranaje exterior de la transición, combinando abiertas 
actuaciones con otras menos notorias pero igualmente significativas. Este papel ha sido 
destacado por quienes fueran otros importantes actores de la reciente política exterior 
española, al referirse: 
 
« (…) al relevante papel jugado por los Reyes de España durante la época en la 
que tuve responsabilidades de Gobierno. Muchos de los logros conseguidos en 
aquella época, como la aceleración de determinadas decisiones o la atención de 
nuestros interlocutores a determinados temas, se debieron en gran medida a 
actuaciones de nuestros soberanos. Y estas actuaciones se hacían fuera del 
círculo habitual de mensajes, discursos y comunicados; eso sí, con conocimiento 
del Gobierno, muchas veces a instancias de éste y otras por iniciativa del Rey, 
siempre vigilante por contribuir a la defensa del interés nacional»106.    
 
Del mismo modo, el que estaría llamado a encabezar el ministerio de Asuntos 
Exteriores a partir de 1982 hacía referencia a la función exterior del Rey: 
 
« (…) Don Juan Carlos ha usado de su papel internacional en la transición 
política con cautela y corrección constitucionales. No por no estar aún aprobada 
la Constitución ha rebasado las funciones que, lógicamente, habrían de 
corresponderle de acuerdo con un modelo de Monarquía parlamentaria. (…) El 
Rey ha sido un excelente profesional en sus funciones de representante 
diplomático, empleando las dosis convenientes de disciplina e imaginación»107. 
 
 
 En relación a las atribuciones de Juan Carlos I hasta diciembre 1978 hemos de 
apuntar que, tras un riguroso y pormenorizado repaso de los trabajos existentes en sobre 
la materia, no se ha llamado suficientemente la atención por parte de los especialistas 
acerca de la posición y potestades del Rey en el proceso de toma de decisiones. 
Efectivamente, durante casi los tres años en los que don Juan Carlos fue «monarca 
                                                 
105 Véanse los destinos y fechas de los viajes reales entre 1976 y 1982 en MINISTERIO DE ASUNTOS 
EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior española, 1975-1992, Ministerio de Asuntos 
Exteriores/Oficina de Información Diplomática, 1992. 
106 Palabras de Marcelino Oreja, recogidas en el prólogo de la obra ARMERO, J.M.: Política exterior de 
España en democracia, Madrid, Espasa Calpe, 1989. 
107 MORÁN, F.: Una política exterior…, p. 44. 
 96 
demócrata sin Constitución» con competencias sin límite, cabe apuntar el hecho de la 
activa participación en la política exterior del Estado, al igual que llevó a cabo 
diferentes actuaciones cruciales en el plano interior108. Entre la literatura sobre las 
relaciones exteriores en España desde 1975 es tónica general pasar por alto el 
protagonismo político del jefe del Estado, aspecto éste que no eludiremos en esta 
investigación109. 
 
 Transponiendo los argumentos expuestos a la política de seguridad cabe deducir 
así mismo un papel activo en los tres primeros años de reinado y, cuanto menos, un 
conocimiento detallado de los acontecimientos al respecto en adelante. En su papel de 
máximo representante del Estado, a buen seguro el monarca sería informado 
periódicamente en sus despachos con el presidente del Gobierno y el ministro de 
Asuntos Exteriores, conociendo los planes respecto de la Alianza Atlántica por parte de 
Leopoldo Calvo-Sotelo. Especialmente tras el intento de golpe de Estado, suceso que 
conllevaría dos consecuencias en este sentido. Por un lado, el 23-F significó la 
revalorización de la figura del Rey en la sociedad y clase política española, 
protagonismo que habría de acentuar su crucial papel institucional y de interlocutor con 
los diferentes representantes políticos. Por otro, en razón del componente militar del 
golpe y la connotación democratizadora que la participación en la OTAN presuponía 
tanto para el sistema político como para las propias Fuerzas Armadas, el puntual 
seguimiento de los asuntos de seguridad por parte del Rey queda garantizado, máxime 
cuando el monarca es la mayor autoridad militar del Estado. De este modo, y como 
hipótesis de trabajo expuesta en la presentación de la investigación, subrayamos la 
importancia y protagonismo de don Juan Carlos en la política de seguridad llevada a 
cabo en los años de nuestro estudio110. 
 
                                                 
108 La expresión corresponde a Roberto Mesa. MESA, R.: «De nuevo la transición», en Sistema, núm. 
160, 2001, pp. 3-14.  
109 Frente a esta tendencia general cabe destacar los trabajos de Roberto Mesa y Juan Carlos Pereira, 
quienes recogen la importancia de la Corona en la acción exterior española en la etapa que antecede a la 
entrada en vigor de la Constitución. Véase MESA, R.: La reinvención…, pp. 3-11 y PEREIRA, J.C.: 
«Transición y Política Exterior: el nuevo reto de la historiografía española», en PEREIRA, J.C. (ed.): La 
Historia de las Relaciones Internacionales, Madrid, Ayer-Marcial Pons, núm. 42, 2001, pp. 119 y 120. 
110 Algunos trabajos de interés sobre la figura del Rey en la transición son: BARDAVIO, J.: Los silencios 
del Rey, Madrid, Ediciones Uve, 1979, PALACIO ATARD, V.: Juan Carlos I y el advenimiento de la 
democracia, Madrid, Espasa Calpe, 1989, POWELL, CH.: El piloto del cambio. El Rey, la monarquía y 
la transición a la democracia, Barcelona, Planeta, 1991 y Juan Carlos I, un rey para la democracia, 
Barcelona, Ariel-Planeta, 1995, VILALLONGA, J.L.: El Rey. Conversaciones con D. Juan Carlos I de 
España, Barcelona, Plaza&Janés, 1995, TUSELL, J.: Juan Carlos, un rey para la democracia, Barcelona, 
Temas de Hoy, 1995 o PRESTON, P.: Juan Carlos. El Rey de un pueblo, Barcelona, Plaza&Janés, 2003. 
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2. El Gobierno y la Administración  
 Como vimos, el Ejecutivo sería formalmente reconocido como el actor político 
con mayores capacidades y competencias en el ciclo formal de la política exterior, 
materializándose su decisivas prerrogativas dentro del sistema constitucional al 
participar en su formulación, decisión y ejecución. No obstante, previamente al punto de 
inflexión que supone la aprobación de la Constitución, el Gobierno va a mantener 
igualmente un determinante papel en la política exterior española, en el objetivo de la 
aceptación y homologación internacional de España así como en la universalización de 
sus relaciones diplomáticas tras la muerte de Franco. Detengámonos en los elementos 
gubernamentales con incidencia en la política de seguridad de la transición y en el 
aparato administrativo a través del que esta responsabilidad política es ejercida. 
 
 
2.1. El presidente del Gobierno 
 Como órgano colegiado, el Gobierno tendrá una teórica responsabilidad 
conjunta en la materia, según establece el artículo 97 de la carta magna, si bien 
diferentes autores llaman la atención sobre el papel decisivo que el presidente del 
Gobierno va a tener en la orientación y ejecución de la política exterior. Este rasgo es 
consecuencia de la necesidad de redefinir la política exterior en España respecto a la 
herencia franquista así como el resultado de las características del propio sistema 
político-administrativo, que otorga un papel decisivo al presidente en la materia, 
produciéndose lo que se ha calificado como una la personalización del poder exterior, 
aspecto que tendrá indudables reflejos en el tema objeto de estudio111.  Entre los 
presidentes de Gobierno de la transición encontraremos las lógicas sensibilidades 
personales y momentos políticos diferentes en sus respectivas etapas de gobierno, 
aspectos ambos a tener en consideración en el análisis de nuestro objeto de estudio y 
que serán abordados en detalle en la tercera parte de la investigación. Abordaremos aquí 
algunos aspectos puntuales de los presidentes y su vínculo exterior desde un plano 
general. 
 
                                                 
111 Véase ARENAL, C. del: «La posición exterior de España», en COTARELO, R. (comp.): Transición 
política y consolidación democrática. España (1975-1986), Madrid, CIS, 1992, pp. 395 y 396 y MESA, 
R.: «El proceso de toma de decisiones en política exterior», en Documentación Administrativa, núm. 205, 
julio-septiembre 1985, p. 150. 
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 Sobre Carlos Arias Navarro, podemos señalar, sucintamente, que los temas 
internacionales carecieron de interés durante sus meses como presidente, 
minimizándose su relevancia como objeto de consideración en este estudio. Por su 
parte, la gestión de Adolfo Suárez, presidente del Gobierno entre julio de 1976 y enero 
de 1981, estuvo decididamente protagonizada por los asuntos de política interior. Las 
vicisitudes de la reforma del sistema político franquista, la inauguración y consolidación 
del Estado democrático y una personalidad ciertamente poco avezada en asuntos 
internacionales determinaron un distanciamiento generalizado desde Presidencia del 
Gobierno hacia la política exterior. Suárez llevó a cabo 36 viajes al exterior, 
participando escasamente en el debate público sobre las relaciones exteriores en las 
sesiones parlamentarias o con declaraciones públicas al respecto112. 
 
 Leopoldo Calvo-Sotelo ocupó la presidencia desde febrero de 1981 hasta 
noviembre de 1982. Su etapa al frente del Gobierno estuvo marcada por el intento de 
golpe de Estado del 23-F y la descomposición de UCD tras la dimisión de Suárez. Con 
un perfil político experimentado en el ámbito exterior, Calvo-Sotelo se impuso como 
objetivo gubernamental el dotar a España de una definición clara de su política exterior 
y el situar al país en el marco de los Estados europeos occidentales. Para ello, impulsó 
la adhesión española al Tratado del Atlántico Norte y trató de imprimir de dinamismo a 
las prolongadas negociaciones con la Comunidad Europea, realizando un total de 20 
viajes fuera de España113. 
 
 
                                                 
112 Los destinos y fechas de los viajes del presidente del Gobierno entre 1976 y 1981 en MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. Algunas referencias bibliográficas 
sobre Adolfo Suárez son MORÁN, G.: Adolfo Suárez: historia de una ambición, Barcelona, Planeta, 
1979, GONZÁLEZ DE VEGA, J.: A la sombra de Adolfo Suárez, Barcelona, Plaza&Janés, 1996, 
HERNÁNDEZ, A.: Fue posible…, CIERVA, R. de la: Leyenda y verdad de Adolfo Suárez, Madrid, 
Universidad Complutense de Madrid, 1997, ABELLÁ, C.: Adolfo Suárez, Madrid, Espasa Calpe, 1997, 
GARCÍA ABAD, J.: Adolfo Suárez. Una tragedia griega, Madrid, La Esfera de los Libros, 2005. 
Resultan así mismo interesantes los trabajos de Victoria Prego: PREGO, V.: Diccionario de la 
Transición, Barcelona, Plaza&Janés, 1999, pp. 543-588, Adolfo Suárez, la apuesta del rey (1976-1981), 
Madrid, Unidad Editorial, 2002 y Presidentes…, pp. 15-110, donde el ex-presidente deja su testimonio 
personal sobre diferentes temas de la transición a la democracia. 
113 Los destinos y fechas de los viajes oficiales de Calvo-Sotelo como presidente en MINISTERIO DE 
ASUNTOS EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. Sobre la figura de Calvo-Sotelo, 
resultan oportunas la consulta de: GÓMEZ-SANTOS, M.: Conversaciones con Leopoldo Calvo-Sotelo, 
Barcelona, Planeta, 1982, PREGO, V.: Presidentes…, pp. 111-171, PREGO, V.: Leopoldo Calvo Sotelo, 
un presidente de transición (1981-1982), Madrid, Unidad Editorial, 2002 y PREGO, V.: Diccionario…, 
pp. 126-139 o las memorias políticas del propio protagonista: CALVO-SOTELO, L.: Memoria viva de la 
transición, Barcelona, Plaza&Janés, 1990. 
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 El sistema político sobre el que se desarrolla nuestro objeto de estudio es un 
sistema que en buena parte del periodo se encuentra en transición. De ahí que la 
complejidad y diversificación de funciones propias de todo esquema formal de política 
exterior se vean acrecentadas durante el proceso de definición orgánica y administrativa 
de las estructuras burocráticas del Estado. Sin perder de vista esta premisa, el papel del 
ministro de Asuntos Exteriores también será objeto de una especial importancia en 
nuestra investigación, al situarse al frente de un ministerio crucial en la implementación 
del ciclo formal. El Ministerio de Asuntos Exteriores conocerá variaciones y reformas a 
lo largo de la vida democrática en España desde la transición hasta nuestros días, 
reformulándose sucesivamente su estructura organizativa y el instrumental de la 
administración exterior. Del mismo modo, en base a la temática del trabajo, hemos de 
prestar atención al Ministerio de Defensa y a sus responsables, piezas igualmente 
esenciales en el entramado estatal de seguridad. 
 
 La separación de funciones políticas de las puramente administrativas en el 
aparato de los sistemas democráticos no es asunto sencillo de discernir en la práctica 
burocrática de los Estados modernos. La sustitución de altos cargos en los diferentes 
ministerios con la llegada al poder de un nuevo Gobierno es práctica habitual de la que 
España no es excepción. De ahí que la aproximación a Asuntos Exteriores y a Defensa 
debe hacerse teniendo en cuenta el doble papel que en cierto sentido cabe atribuirle a la 
administración española en la política de seguridad. Existirá tanto un componente 
político como otro instrumental en la acción de la administración estatal. El primero con 
ciertas connotaciones atribuibles a la fase de formulación de la política exterior y el 
segundo más propiamente identificado con la ejecución de la misma.  
 
 
2.1. El ministro de Asuntos Exteriores 
 Por lo que concierne a los ministros de Asuntos Exteriores, en el periodo que 
cubre esta tesis doctoral hemos de hacer referencia a José María de Areilza, a Marcelino 
Oreja y a José Pedro Pérez-Llorca.  
 
 José María de Areilza fue ministro entre diciembre de 1975 y julio de 1976, 
durante el primer Gobierno de la Monarquía, presidido por Arias. Si bien su actuación 
en el campo de la política de seguridad cabe limitarla a la última fase de las 
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negociaciones que desembocaron en el Tratado de Amistad y Cooperación entre España 
y los Estados Unidos, la relevancia de su etapa en Exteriores fue altamente significativa, 
al ejercer, junto al Rey, la función de interlocutor con máximos representantes de los 
Estados occidentales. En sus 19 visitas y viajes oficiales al exterior trasladó un mensaje 
democrático y reformista que habría de resultar decisivo en el proceso de 
reconocimiento y homologación internacional del nuevo régimen monárquico114. 
 
 El acceso de Marcelino Oreja al Ministerio de Asuntos Exteriores inició una 
etapa ilusionante y de grandes proyectos en la política exterior española. Durante su 
mandato, de julio de 1976 a septiembre de 1980, la actividad del ministro hubo de 
abordar un amplio manojo de temas conducentes a democratizar la política exterior, 
universalizar las relaciones internacionales españolas y afrontar los retos que se le 
plantean a todo Estado democrático en la sociedad internacional. Sus 221 viajes son un 
reflejo del intenso despliegue personal llevado a cabo por Marcelino Oreja en el 
cumplimiento de sus responsabilidades exteriores115. En lo relativo a política de 
seguridad, Oreja fue partidario de una aproximación efectiva a la Alianza Atlántica. Sin 
embargo, el momento político y la línea oficial sostenida por los Gobiernos de Adolfo 
Suárez determinaron que durante su etapa ministerial no se concretara iniciativa alguna 
al respecto. 
 
 Fue al sucesor de Oreja en el Ministerio de Asuntos Exteriores a quién le 
correspondió la puesta en marcha de los mecanismos político-institucionales para llevar 
a cabo la integración española en la OTAN. Ministro entre septiembre de 1980 y 
diciembre de 1982, jurista y diplomático, José Pedro Pérez-Llorca fue miembro de la 
ponencia constitucional y formó parte de diferentes gabinetes ucedistas antes de 
responsabilizarse de Asuntos Exteriores. Atlantista convencido, su mantenimiento en el 
ministerio durante el Gobierno de Calvo-Sotelo supuso su protagonismo público en el 
                                                 
114 Los destinos y fechas de los viajes oficiales de Areilza como ministro en MINISTERIO DE 
ASUNTOS EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. Para la etapa de Areilza como ministro 
el mejor trabajo es el escrito por él mismo a las pocas fechas de concluir su ministerio: AREILZA, J.M.: 
Diario de un ministro…. Véase también PREGO, V.: Diccionario…, pp. 25-35. 
115 Destinos y fechas de los viajes oficiales de Oreja como ministro en MINISTERIO DE ASUNTOS 
EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. Sobre su persona, POWELL, CH.: «Un "hombre-
puente" en la política exterior española: el caso de Marcelino Oreja», en Historia Contemporánea, núm. 
15, 1996, pp. 241-256. En su discurso de ingreso como miembro de la Real Academia de Ciencias 
Morales y Políticas queda establecida una buena síntesis retrospectiva de su ministerio por parte del 
protagonista: OREJA, M.: Tres vascos en la política exterior de España, Madrid, Real Academia de 
Ciencias Morales y Políticas, 2001. 
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debate sobre la cuestión atlántica como principal portavoz del Gobierno. Llevó a cabo 
67 visitas al extranjero, centradas en la CE y en Latinoamérica116. 
 
 Ciertamente, la figura del ministro ejerce la jefatura del personal diplomático, si 
bien este poder burocrático sobre los funcionarios adscritos a este ministerio no es sino 
el idéntico al de otros responsables en sus respectivas áreas ministeriales. En este 
sentido, el titular de Exteriores ha de ser el centro neurálgico de información en 
cuestiones que afectan a su área de competencia. Así mismo, en base a esta 
centralización de información y en razón de su propia personalidad y su relación con el 
presidente del Gobierno, el ministro de Asuntos Exteriores bien ha de considerarse una 
pieza fundamental en el momento de explorar, decidir y ejecutar una acción exterior 
determinada117. 
 
 Abundando en la tendencia aludida acerca del presidencialismo de la política 
exterior en la España democrática, Pere Vilanova conviene en definir la función del 
Misterio de Asuntos Exteriores de «apoyo administrativo» al Gobierno, como «agencia 
de ejecución» de la política exterior118. Así, tanto la personalización del poder en la 
figura del jefe de Gobierno como la dispersión y tecnificación de la actividad 
diplomática han ido cercenando su tradicional ámbito de competencias, cuyas áreas de 
decisión a finales del siglo XX están compartidas por competencias y gestiones también 
asumidas por otros ministerios, poniéndose muchas veces en entredicho la teórica 
unidad de acción exterior del Estado, implícita en el artículo 97 de la Constitución119. 
 
 
2.1.1. La Administración Exterior 
 Habiendo introducido un elemento de consideración, el papel de la 
administración exterior como actor instrumental en la ejecución de la política exterior, 
en este punto es momento de repasar la organización del Ministerio de Asuntos 
Exteriores en los años de nuestra investigación. No obstante, señalábamos más arriba el 
                                                 
116 Destinos y fechas de los viajes oficiales de Pérez-Llorca como ministro de Asuntos Exteriores, en 
MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. Recientemente, 
Pérez-Llorca ha realizado un balance global de su periodo al frente del Ministerio de Asuntos Exteriores 
en PÉREZ-LLORCA, J.P.: «La política exterior en los últimos años de gobierno de la UCD», en VVAA: 
Veinticinco años…, pp. 188-208. Véase también PREGO, V.: Diccionario…, pp. 455-460. 
117 MESA, R.: «El proceso de toma…», pp. 154 y 155. 
118 VILANOVA, P.: El sistema político…, p. 22. 
119 REMIRO BROTONS, A.: «El poder exterior…», pp. 62 y 63. 
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elemento político que cabe detectar en el engranaje burocrático del Estado. Ello va a 
determinar, por un lado, la exposición de la organización interna del Ministerio y por 
otro la del servicio exterior u órganos periféricos. Aspectos ambos integrados 
englobados dentro del concepto de Administración Exterior, si bien con peso distinto en 
el ciclo formal, participando en la formulación los responsables ministeriales y en la 
ejecución los agentes diplomáticos120. 
 
 El antecedente inmediato a la reorganización ministerial llevada a cabo durante 
la transición lo encontramos en la última etapa del franquismo, concretamente en 
1973121. No fue hasta abril de 1976 hasta que se incluyeron diferentes transformaciones 
en el Ministerio de Asuntos Exteriores en la nueva etapa histórica, quedando recogidas 
en el Decreto 804/1976, que formalizó una estructura ministerial que permanecería 
vigente hasta las modificaciones llevadas a cabo en 1979122. El Ministerio no conocería 
nuevas modificaciones en su estructura hasta 1983, fecha que excede nuestro ámbito 
cronológico. Respecto a la organización que la precedió, con el Decreto de 1976 
desapareció la Dirección General de Política Exterior, cuyas competencias fueron 
fraccionadas en nuevas Direcciones Generales, de carácter geográfico, profundizándose 
así en la división administrativa de carácter territorial123.  
  
 Centrándonos en los asuntos de política de seguridad, el Decreto de 1976, 
reglamentaba dos Direcciones Generales con claras competencias en la materia. Se trata 
                                                 
120 Entre los escasos trabajos sobre la composición y funcionamiento de la Administración Exterior, 
véanse: NEILA, J.L. y TOGORES, L.: La Escuela Diplomática: cincuenta años de servicio al Estado 
(1942-1992), Madrid, Escuela Diplomática, 1993, MORENO, A.: «La administración exterior de la 
política exterior española (1975-1986», en VVAA: Historia de la transición y de la consolidación 
democrática en España, 1975-1986, Madrid, UNED-UAM, 1995, pp. 235-242, VALDIVIESO, R.: La 
Carrera Diplomática en España (1939-1990), Madrid, Ministerio de Asuntos Exteriores, 1996 y SANZ, 
C.: «La administración exterior del Estado», en PEREIRA, J.C. (coord.): La política exterior de España 
(1800-2003), Barcelona, Ariel, 2003, pp. 169-186. 
121 Decreto 2769/1973, de 9 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 379/1970, relativo a la 
organización del Ministerio de Asuntos Exteriores y otras disposiciones complementarias, Boletín Oficial 
del Estado, núm. 270, 10 de noviembre de 1973, pp. 21719-21722. 
122 Según puede leerse en el preámbulo del Decreto 804/1976, «la etapa histórica que se inicia con la 
Monarquía, aconseja reforzar los Centros Directivos del Ministerio de Asuntos Exteriores (…) en especial 
los que tienen encomendada, en las distintas zonas geográficas, la dirección y ejecución de la política 
exterior del Estado». Decreto 804/1976, de 2 de abril, por el que se reorganiza el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Boletín Oficial del Estado, núm. 95, 20 de abril de 1976, pp. 7799-7803. 
123 Concretamente las Direcciones Generales fijadas en 1976 fueron: de Política Exterior para Europa y 
Asuntos Atlánticos, de Política Exterior para América del Norte y Pacífico, de Política Exterior para 
África y Asia Continental, para Iberoamérica, del Servicio Exterior, de Relaciones Económicas 
Internacionales, de Relaciones Culturales, de Asuntos Consulares, de Cooperación Técnica Internacional, 
de Organizaciones y Conferencias Internacionales, la Oficina de Información Diplomática y la Secretaría 
General Técnica, estas dos últimas, por tanto, con rango de Dirección General. 
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de la Dirección General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos, dentro 
de la cual se encontraban la Subdirección General de Europa Occidental y la 
Subdirección General de Europa Oriental, y la Dirección General de Política Exterior 
para América del Norte y Pacífico, que englobó a la Subdirección General de América 
del Norte y a la Subdirección General de Filipinas y Asuntos del Pacífico124. 
 
 Con el Real Decreto 949/1979 entramos en una nueva remodelación del órgano 
central de la Administración Exterior125. La principal novedad recayó en la creación de 
la Secretaría de Estado de Asuntos Exteriores, que junto a la Subsecretaría de Asuntos 
Exteriores, formaría la estructura orgánica superior del Ministerio tras la figura del 
ministro126. Se mantuvieron las mismas Direcciones Generales, si bien en algunas de 
ellas se introdujeron nuevas divisiones. Así, en lo concerniente a temas de seguridad, e 
integrada en la Dirección General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos 
aparecía la Subdirección General para Asuntos de Seguridad, junto a las dos 
subdirecciones existentes desde 1976. Por otro lado, dentro de la Dirección General de 
Política Exterior para América del Norte y Pacífico, entre otras novedades, se constituía 
con rango de Subdirección General la Secretaría Permanente del Consejo Hispano-
Norteamericano, una vez el Consejo, creado como resultado del Tratado de 1976,  hubo 
entrado en funcionamiento127. 
 
                                                 
124 Los dos directores generales de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos nombrados durante 
la vigencia del Decreto 804/1976 fueron Nuño Aguirre de Cárcer y Antonio Elías Martinena. El director 
general de Política para América del Norte y Pacífico en este periodo fue Juan Durán-Loriga. 
MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. 
125 Aunque en el preámbulo del Real Decreto se aluden como factores que aconsejan la introducción de 
modificaciones en la organización del Ministerio la «creciente complejidad de las relaciones 
internacionales, la ineludible aplicación del principio de unidad de acción en el exterior y nuestra mayor y 
más activa presencia en el mundo», lo cierto es que la conveniencia de que la nueva estructura ministerial 
tras la aprobación de la Constitución y las primeras elecciones fuera sancionada por las Cortes 
democráticas fue el verdadero motivo de la remodelación. Véase el Real Decreto 949/1979, de 27 de 
abril, por el que se reorganiza el Ministerio de Asuntos Exteriores, Boletín Oficial del Estado, núm. 104, 
1 mayo de 1979, pp. 9885-9888. 
126 Para los años de nuestra investigación, los secretarios de Estado de Asuntos Exteriores fueron Carlos 
Robles Piquer, entre 1979 y octubre de 1981, y Gabriel Mañueco, desde octubre de 1981 y febrero de 
1983, cuando desaparece este órgano superior. En MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES (ed.): 
Datos de la Política Exterior…. 
127 Con el Real Decreto 949/1979 Juan Durán-Loriga pasó a ocupar la Dirección General de Política 
Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos entre 1979 y 1982, siendo Jorge del Pino quien estuviera al 
frente de la Dirección General de Política Exterior para América del Norte y Pacífico durante estos 
mismo años. En MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior…. 
127 SANZ, C.: «La administración exterior…», p. 176. 
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 La creación de la Subdirección General para Asuntos de Seguridad, supone un 
reconocimiento orgánico de la importancia que estos temas iban adquiriendo en la 
agenda política del Estado. Cuestiones que, en su caso, habrían de complementarse con 
las estructuras del otro ministerio más directamente involucrado en la política de 
seguridad, el Ministerio de Defensa, del que nos detendremos más adelante. 
 
 Por lo que hace referencia a los órganos periféricos de la Administración 
Exterior, pueden agruparse a partir de diferentes modalidades básicas, tal y como apunta 
Carlos Sanz: misiones diplomáticas permanentes, misiones consulares, servicios 
sectoriales en el exterior y las distintas formas de diplomacia ad hoc o extraordinaria128. 
Así mismo, la determinación de la Administración Exterior en su papel de ejecutor de la 
política exterior puede ser analizada a partir diferentes áreas, según los trabajos de los 
especialistas129. 
 
 Los cambios acaecidos en la actividad internacional española desde 1975 iban a 
tener como consecuencia el necesario aumento de los miembros del cuerpo diplomático, 
que pasaría de contar con 444 efectivos en 1960 a 545 en 1975, 653 en 1980 y 670 en 
1990130. Por motivos de edad, los diplomáticos españoles de la transición se habían 
formado durante la dictadura franquista, ocupando muchos de ellos puestos de 
responsabilidad. Ello no sería óbice para impedir, en absoluto, la asimilación de las 
nuevas políticas del régimen monárquico primero y del Estado democrático más 
tarde131. 
 
 
 Los intentos por modernizar el servicio exterior tuvieron en la introducción de 
un concurso-oposición en el sistema de ingreso un primer impulso en 1982, siendo 
                                                 
128 SANZ, C.: «La administración exterior…», p. 176. 
129 Área político-diplomática, con las Misiones diplomáticas permanentes o Embajadas permanentes y las 
Representaciones ante Organizaciones Internacionales; Área de Información, que incluye las Oficinas de 
Información; Área de Defensa, con los Agregados de Defensa y los representantes ante los organismos 
internacionales especializados; Área Económica, donde se incluyen los Consejeros y Agregados 
Comerciales, las Oficinas Comerciales; los Consejeros y Agregados especializados en Agricultura y 
Pesca o Industria, así como los representantes ante los organismos internacionales especializados; Área 
Laboral, que cuenta con los Agregados Laborales; Área Cultural y Educativa, que incluye a los miembros 
de las Oficinas Culturales, Centros Culturales, Centros Educativos, Institutos de promoción de lengua y 
cultura, Agregados de Educación y representantes ante los organismos internacionales especializados. 
130 VALDIVIESO, R.: La Carrera Diplomática…, pp. 61-63. 
131 VIÑAS, A.: «Dos hombres para la transición externa: Fernando Morán y Francisco Fernández 
Ordoñez», en Historia Contemporánea, núm. 15, 1996, p. 264. 
 105
ministro Pérez-Llorca132. No obstante, bien, puede sostenerse que el verdadero cambio 
en el Ministerio de Asuntos Exteriores no se produjo hasta después de las elecciones de 
1982 y el nombramiento de Fernando Morán. Labor que culminó con la publicación del 
Libro Blanco sobre la Administración Exterior del Estado, en 1986133. Este informe dio 
lugar, a su vez, a una leve reforma del cuerpo diplomático, sin que las medidas tuvieran 
la profundidad requerida por las circunstancias de la actividad internacional española, 
siendo ésta una de las cuestiones que la política exterior en España tiene pendientes en 
la actualidad134. 
  
 
2.2. El ministro de Defensa y los órganos superiores de la Defensa   
 Dentro de los actores gubernamentales más relevantes en la política de seguridad 
resulta incuestionable detenernos en el ámbito del ministerio de Defensa y en su 
administración. El vínculo entre la política seguridad y la administración de Defensa se 
constituye a partir del concepto de Defensa Nacional y la política de defensa, según 
recoge quien fuera Jefe del Estado Mayor Conjunto de la Defensa, José Ramón Pardo 
de Santallana:  
 
 « (…) El máximo exponente de la política de seguridad lo constituye la política 
 de Defensa en sus dos aspectos, interior y exterior. Dentro del segundo de ellos, 
 esta política consiste en buscar alianzas, ayudas o intercambios con las Fuerzas 
 Armadas de países amigos o en proponer pactos, cautelas o medidas preventivas 
 para precaverse de posibles enemigos»135. 
 
 
                                                 
132 El objetivo de este cambio respondió a fomentar la igualdad de oportunidades en el acceso al cuerpo 
diplomático y la disminución del porcentaje de diplomáticos cuyos padres lo habían sido también, Véanse 
los resultados en VALDIVIESO, R.: La Carrera Diplomática…, p. 49. 
133 Los objetivos de este proyecto fueron concretados en cuatro: analizar la competencia, actuación y 
relaciones de los diferentes sectores de la Administración Pública que de una u otra manera tenían 
presencia física en el exterior; analizar las estructuras orgánicas que constituían el soporte permanente de 
la acción exterior; estudiar los efectivos humanos que personificaban la presencia española en el exterior; 
estudiar los recursos presupuestarios y los medios materiales que servirían de instrumentos de la acción 
exterior del Estado.  
134 Véase NEILA, J.L. y TOGORES, L.: La Escuela Diplomática…, p. 333. Sobre la necesaria reforma 
del servicio diplomático véase la entrevista de Andrés Ortega al presidente del Gobierno José Luis 
Rodríguez Zapatero en Foreign Policy Edición Española, núm. 13, febrero-marzo 2006, accesible en 
www.fp-es.org. La reciente puesta en funcionamiento de una Subcomisión sobre la reforma del servicio 
exterior en el Congreso de los Diputados, en febrero de 2005, evidencia esta asignatura pendiente de 
nuestra política exterior.  
135 PARDO DE SANTALLANA, J.R.: «La Defensa y la Administración Exterior: Seguridad Nacional y 
Diplomacia», Documentación Administrativa, núm. 205, 1985, p. 206. 
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 De este modo, la política de Defensa, en su aspecto exterior, queda formalmente 
encuadrada tanto en el Ministerio de Asuntos Exteriores como en el Ministerio de 
Defensa, que habrían de coordinar sus acciones en el desarrollo de la política de 
seguridad. Antes de abordar la creación y desarrollo del Ministerio de Defensa vamos a 
recorrer brevemente las figuras de quienes ostentaron su máxima responsabilidad, 
poniéndoles nombre y rostro a sus titulares en nuestro periodo de estudio. 
 
 El primer ministro de Defensa en la transición española fue Manuel Gutiérrez 
Mellado136. Entre julio de 1977 y abril de 1979, Gutiérrez Mellado ocuparía la 
Vicepresidencia Primera del Gobierno y la cartera de Defensa, manteniéndose en el 
Gobierno hasta febrero de 1981 con el cargo de vicepresidente primero encargado de 
asuntos de Seguridad y Defensa Nacional, paralelamente al nombramiento de un 
ministro de Defensa: Agustín Rodríguez Sahagún entre abril de 1979 y febrero de 1981 
y Alberto Oliart desde febrero de 1981 a diciembre de 1982. 
 
 Manuel Gutiérrez Mellado participó en la Guerra Civil en el bando franquista, 
ascendiendo con posterioridad en el escalafón orgánico militar del Ejército de Tierra y 
ocupando cargos de relevancia desde su ascenso a general de División en 1973. 
Ocupaba la jefatura del Alto Estado Mayor del Ejército cuando Adolfo Suárez le 
incorporó al Gobierno como vicepresidente primero, en sustitución del dimitido 
Fernando de Santiago. Para el Rey, Gutiérrez Mellado representaba el sector liberal de 
las Fuerzas Armadas, convencidas de la supremacía del poder civil en la transición 
política, despertando desde el principio la hostilidad de los sectores “ultras” y de los 
Ejércitos. Tras las elecciones de 1977, Gutiérrez Mellado asumió la responsabilidad de 
situarse al frente del Ministerio de Defensa, de reciente creación, proyectando un 
mensaje entre las Fuerzas Armadas de respeto a las diferentes opciones políticas, 
disciplina y subordinación al mando superior, en un clima de constante tensión, 
incertidumbre del proceso democrático e incógnitas en la actitud de parte del Ejército. 
Dentro de su etapa al frente de Defensa, además de su constancia en la democratización 
de comportamientos y actitudes en las Fuerzas Armadas, se dieron los primeros pasos 
en la estructuración del ministerio, así como se inició la reforma militar, se aprobaron 
                                                 
136 En los dos gobiernos de la Monarquía, previos a las elecciones de 1977 se mantuvieron los ministros 
de Marina, Ejército y Aire según la tradicional división establecida en la dictadura desde la Ley de la 
Jefatura del Estado, de agosto de 1939. Sus titulares pueden consultarse en la relación de gobiernos del 
período en el Apéndice Documental.  
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las nuevas Reales Ordenanzas de las Fuerzas Armadas, nació el Instituto Social de las 
Fuerzas Armadas (ISFAS) y se formalizó la Junta de Jefes de Estado Mayor, llevándose 
cabo una importante labor legislativa de acuerdo con todos estos fines137. 
 
 Aunque Gutiérrez Mellado se mantuviera en el Gobierno como vicepresidente 
encargado de la coordinación de Defensa con las Fuerzas de Seguridad del Estado, el 
nombramiento de Rodríguez Sahagún como nuevo ministro de Defensa conllevó la 
delegación de plenas competencias en su persona y supuso que un civil asumiera esta 
responsabilidad por primera vez en los últimos cuarenta años de la historia de España. 
Rodríguez Sahagún había formado parte del anterior Gobierno Suárez como ministro de 
Industria y Energía, pasando a Defensa tras las elecciones de marzo de 1979, donde 
hubo de afrontar un constante ambiente de crispación en el seno de las Fuerzas 
Armadas. La continuada acción terrorista de ETA contra militares y el proceso de 
aprobación de los Estatutos de Autonomía en el País Vasco y Cataluña propició una 
atmósfera en la que la posibilidad de un levantamiento militar se vio acrecentada, tal y 
como ocurriría el 2 de febrero de 1981, siendo entonces Rodríguez Sahagún ministro en 
funciones. En su gestión ministerial cabe destacar la aprobación de la Ley Orgánica 
6/80 de criterios básicos de la Defensa Nacional y la Organización Militar, así como una 
intensa labor legislativa siguiendo, en parte, las reformas de su predecesor. Igualmente 
cabe señalar el inicio de una incipiente concreción de una política de defensa con la 
elaboración de un Plan Estratégico Conjunto y avances en la reforma de la justicia 
militar iniciada por Gutiérrez Mellado 138.   
 
 Con Alberto Oliart cerramos la presentación de los ministros de Defensa de la 
transición española. Antiguo ministro de Industria y Energía del primer Gobierno de la 
democracia y ministro de Sanidad en 1980, el comienzo de su etapa al frente de Defensa 
coincidió con el intento de golpe de Estado del 23-F, cuyo proceso judicial, iniciado un 
                                                 
137 Para completar la trayectoria de Gutiérrez Mellado, consúltense sus dos trabajos: GUTIÉRREZ 
MELLADO, M.: Al Servicio de la Corona. Palabras de un Militar, Madrid, Ibérico Europea, 1981 y 
GUTIÉRREZ MELLADO, M.: Un soldado de España: conversaciones con Jesús Picatoste, Madrid, 
Arcos Vergara, 1983. Entre los trabajos biográficos: PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado. Un 
militar del siglo XX (1912-1995), Madrid, Biblioteca Nueva, 1997 y PREGO, V.: Diccionario…, pp. 349-
376. 
138 Sobre su etapa al frente del Ministerio de Defensa véase su trabajo RODRÍGUEZ SAHAGÚN, A.: 
«La reforma militar de los Gobiernos de Suárez», Revista Española de Investigaciones Sociológicas, 
núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 189-194. De forma más general, sobre su persona, PREGO, V.: 
Diccionario…, pp. 516-522. 
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año más tarde, hubo de acaparar la atención del ministro hasta el final de su etapa como 
responsable del Ministerio. Así mismo, como titular de Defensa, Oliart hubo de 
defender en el Congreso de los Diputados la solicitud de adhesión española a la Alianza 
Atlántica, aprobándose durante su etapa la Ley de Dotaciones Presupuestarias de las 
Fuerzas Armadas139. 
 
 
2.2.1. Los órganos superiores de la Defensa  
 Previamente a la creación del Ministerio de Defensa comenzaron a llevarse a 
cabo diferentes iniciativas en la reorganización de las estructuras orgánicas de la 
defensa vigentes durante el franquismo, recogidas de forma dispersa e imprecisa a partir 
de la Ley Orgánica del Estado de 1967140. Al proyecto de Ley Orgánica de la Defensa 
Nacional impulsado por el teniente general Manuel Díez-Alegría a finales de los años 
sesenta y finalmente retirado de las Cortes por el Gobierno en 1974, le sucederían otras, 
como el Decreto 1021/76, referido a la reorganización de la estructura interna del Alto 
Estado Mayor, «a fin de constituir los órganos permanentes de trabajo de la Junta de 
Defensa Nacional y de la Junta de Jefes de Estado Mayor»141.  
 
 Entre las disposiciones legales promulgadas hasta la creación del Ministerio de 
Defensa que afectaban a la organización superior de la defensa destaca el Real Decreto-
Ley 11/77 por el cual se institucionalizaba la Junta de Jefes de Estado Mayor 
(JUJEM)142. Formada por los Jefes de Estado Mayor de cada uno de los Ejércitos y su 
presidente, fue definida como el órgano colegiado superior de la cadena de mando 
militar y de asesoramiento técnico en la elaboración de la política militar. La JUJEM iba 
                                                 
139 El mismo protagonista recorre los temas principales de los tres ministros en OLIART, A.: «Las 
Fuerzas Armadas en la transición política», en VVAA: Veinticinco años..., pp. 587-621. Véase también la 
síntesis sobre Oliart de PREGO, V.: Diccionario…, pp. 437-443. 
140 En la Ley Orgánica del Estado de 1967 se citaban como órganos superiores de la Defensa Nacional al 
Jefe del Estado, la Junta de Defensa Nacional y al Alto Estado Mayor.  
141 Decreto 1021/1976, de 8 de abril, sobre la reorganización del Alto Estado Mayor, Boletín Oficial del 
Estado, núm. 112, 10 de mayo de 1976, pp. 9014-9015. Sobre el proyecto de Ley Orgánica de la Defensa 
Nacional retirado en 1974, véase RUIZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos Españoles. Las Fuerzas Armadas en 
la defensa nacional, Madrid, San Martín, 1980, pp. 65-69. 
142 Real Decreto-Ley 11/1977, de 8 de febrero, por el que se institucionaliza la Junta de Jefes de Estado 
Mayor y se regulan sus atribuciones, funciones y responsabilidades, Boletín Oficial del Estado, núm. 36, 
9 de febrero de 1977, p. 3135. Según la doctrina, con este Real Decreto comienza el periodo de transición 
en la organización de la Defensa Nacional. Véase MINISTERIO DE DEFENSA (ed.): Memoria de 
Legislatura (1982-1986), Madrid, Secretaría General Técnica, 1986, p. 45 y NAVAJAS, C.: «La política 
de defensa durante la transición y consolidación democráticas (1976-1986)», en VVAA: Historia de la 
transición y de la consolidación..., p. 179. 
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a mantener, sin embargo, una gran autonomía frente al Gobierno, puesto que aquélla 
sería concebida como la cúpula de la organización militar y éste como el vértice de la 
organización política. Aunque en su artículo 2 se establecía su dependencia del 
presidente del Gobierno, lo cierto es que la JUJEM tendría una amplia atribución de  
competencias, quedando sin definir sus límites respecto al poder civil, tanto por parte 
del presidente del Gobierno como por el ministro de Defensa, una vez se creara el 
Ministerio143.  
 
 El segundo escalón en la configuración del organigrama de Defensa lo 
constituye la creación del Ministerio de Defensa, que pretende dar respuesta a dos 
necesidades básicas: la unificación de la política de Defensa Nacional y la 
modernización de las Fuerzas Armadas. En su segundo artículo, el Real Decreto 
1558/77 define al Ministerio como el 
 
 « (…) órgano de la Administración Central del Estado encargado de la 
 ordenación y coordinación de la política general del Gobierno en cuanto se 
 refiere a la Defensa Nacional, así como de la ejecución de la política militar 
 correspondiente, quedando integrados en el mismo todos los organismos y 
 unidades de los Ministerios del Ejército, Marina y Aire»144. 
 
 Fechas más tarde se estructuraba orgánica y funcionalmente al Ministerio, a 
partir del Real Decreto 2723/77, estableciéndose el mando supremo de los Ejércitos de 
Tierra, Mar y Aire por parte del Rey. Esta primera estructuración se caracterizó por 
diferenciar entre la rama político-administrativa, con la Subsecretaría de Defensa y la 
Dirección General de Armamento y Material como órganos de dirección del área, y la 
militar, integrada por los Jefes de Estado Mayor de cada Ejército, sus respectivos 
Cuarteles Generales y los órganos de la Administración militar de ellos dependientes145. 
                                                 
143 NAVAJAS, C.: «La política…», p. 179. Por otro lado, por el artículo 7 del Real Decreto-Ley 11/1977, 
el Estado Mayor Conjunto se configuraba como el órgano auxiliar de mando y trabajo de la JUJEM, en 
sustitución del Alto Estado Mayor. Para Julio Busquets, en base a la autonomía e inconcreción legal de la 
JUJEM algunos sectores involucionistas desarrollaron la teoría de “la autonomía militar”, según la cual 
las Fuerzas Armadas, mandadas por la JUJEM, dependían directamente del Rey, siendo la participación 
del Ejecutivo meramente económico-administrativa, legitimando así, en su caso, una posible intervención 
militar contra el Gobierno. Véase BUSQUETS, J.: «La legislación militar en la transición española (1977-
1982)», Revista de las Cortes Generales, núm. 22, primer cuatrimestre 1991, p. 172. 
144 Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio, por el que se reestructuran determinados órganos de la 
Administración Central del Estado, Boletín Oficial del Estado, núm. 159, 5 de julio de 1977, pp. 15035-
15037. 
145 Real Decreto 2723/1977, de 2 de noviembre, por el que se estructura orgánica y funcionalmente el 
Ministerio de Defensa, Boletín Oficial del Estado, núm. 265, 5 de noviembre de 1977, pp. 24278-24281. 
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 En lo que respecta a la política de seguridad, la figura del subsecretario de 
Defensa va a constituir un punto de referencia fundamental dentro del Ministerio, al 
convertirse en el principal colaborador del ministro en las tareas políticas. Según el 
2723/77, del subsecretario dependería la tramitación de los asuntos relacionados con el 
Consejo de Ministros y los organismos del Estado ajenos al Ministerio de Defensa, de lo 
que cabe deducir una fluida interlocución con Asuntos Exteriores, departamento que 
encabeza la acción exterior del Estado146. 
 
 Para cerrar la introducción a la estructura orgánica de Defensa vigente en España 
en la etapa de estudio, hemos de hacer referencia a dos leyes fundamentales y 
complementarias en la configuración y definición de la Defensa Nacional y sus 
organismos, la Ley 83/78 y la Ley Orgánica 6/80. Según recoge el preámbulo de la ley 
83/78, era «necesario definir y matizar las funciones de distintos órganos superiores del 
Estado, regulando claramente su participación y facultades en la formulación, dirección, 
desarrollo y ejecución de la Política de Defensa Nacional»147. Unos órganos superiores 
que según recoge la ley eran el Rey, el presidente del Gobierno, el ministro de Defensa, 
la Junta de Defensa Nacional, la JUJEM y los jefes de Estado Mayor de los Ejércitos, y 
donde el ministro de Defensa vendría a ejercer todas las funciones de dirección de la 
política de defensa, salvo las que por expresa voluntad se reservara el presidente del 
Gobierno y, por delegación de éste, las relaciones con la JUJEM. 
 
 Como continuación del artículo 8 de la Constitución y recogiendo conceptos 
fundamentales de la Ley 83/78, la Ley Orgánica 6/80 supuso un avance por cuanto 
posibilitó una política de defensa coordinada y la vertebración de la acción de las 
Fuerzas Armadas dentro del marco constitucional148. De forma sintética, las 
atribuciones recogidas en la Ley Orgánica fueron:  
                                                 
146 El almirante Ángel Liberal Luccini fue quién ocupó el cargo de subsecretario de Defensa desde la 
creación del Ministerio hasta 1982. Como adelantamos en las páginas introductorias, su testimonio y 
compromiso con esta investigación, facilitándonos el acceso a su voluminoso archivo, ha resultado una 
aportación de primer orden en su elaboración.  
147 Ley 83/1978, de 28 de diciembre, por la que se regulan las funciones de distintos Órganos superiores 
del Estado en relación con la Defensa Nacional, Boletín Oficial del Estado, núm. 11, 12 de enero de 
1979, pp. 751 y 752. 
148 El artículo 8 de la Constitución señala: «Las Fuerzas Armadas constituidas por el Ejército de Tierra, la 
Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, 
defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional». Estas misiones asignadas a las 
Fuerzas Armadas son prácticamente las mismas a la finalidad que según el artículo 2 de la Ley Orgánica 
6/80 tiene encomendada la Defensa Nacional. 
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- Al Rey le corresponde el mando supremo de las Fuerzas Armadas y la 
presidencia de la Junta de Defensa Nacional  
- Al Gobierno le corresponde determinar la política de defensa. Su presidente, 
en virtud del artículo 98 de la Constitución, dirige sus acciones y por ello 
también las que se refieren a la Defensa Nacional 
- Se configura la Junta de Defensa Nacional como órgano superior, asesor y 
consultivo del Gobierno; órgano al que, sin embargo, se le otorgan funciones 
que van más allá de lo que esta naturaleza asesora debe suponer, puesto que, 
entre otras, tiene la capacidad de formular y proponer la política militar. La 
JUJEM continúa como órgano colegiado superior en la cadena de mando 
militar149. 
 
 La puesta en práctica de la Ley Orgánica 6/80 dio lugar a una superposición de 
órganos que dificultaba su actuación unificada, de modo que llegó a producirse cierta 
divergencia de posiciones entre ellos, significativamente en el planeamiento de las 
necesidades militares, muy alejadas de las posibilidades presupuestarias nacionales150. 
Así mismo, para el ministro de Defensa desde 1982, Narcís Serra, en la 6/80 «la figura 
del presidente del Gobierno tiene todavía un perfil difuminado en esta organización, 
pues debe asumir la dirección de la guerra sin tener competencias claras sobre los 
Ejércitos», mientras que el ministro de Defensa está un poco más significado que el 
presidente, aunque sus competencias habrían de ser concretadas posteriormente151. 
 
 Efectivamente, será con la aprobación de la Ley Orgánica 1/84 cuando se 
modifiquen diferentes responsabilidades de los órganos superiores de la Defensa con el 
objetivo de clarificar las relaciones entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas, 
situándolas al nivel habitual de los regímenes democráticos152. De este modo, la Ley 
Orgánica 1/84 va a derogar la legislación anterior, especialmente la Ley 83/1978 y el 
Real Decreto Ley 11/77, por el que se institucionalizaba la JUJEM. Las principales 
                                                 
149 Ley Orgánica 6/1980, de 1 de julio, por la que se regulan los criterios básicos de la defensa nacional 
y la organización militar, Boletín Oficial del Estado, núm. 165, 10 de julio de 1980, pp. 15750-15753. 
150 MINISTERIO DE DEFENSA (ed.): Memoria de Legislatura…, p. 46. 
151 SERRA, N.: «La política española de defensa», Revista Española de Investigaciones Sociológicas, 
núm. 36, octubre-diciembre 1986, p. 175. 
152 Ley Orgánica 1/1984, de 5 de enero, de reforma de la Ley Orgánica 6/1980, de 1 de julio, por la que 
se regulan los criterios básicos de la defensa nacional y la organización militar. Boletín Oficial del 
Estado, núm. 6, 7 de enero de 1984, pp. 389-390. 
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innovaciones de la Ley de 1984 van a ser: asignar al presidente del Gobierno la 
definición de los grandes planteamientos defensivos, facultándole para ordenar, 
coordinar y dirigir la actuación de las Fuerzas Armadas; establecer que el ministro de 
Defensa, por delegación del presidente del Gobierno, ejercerá algunas de las funciones 
asignadas a éste; modificar la naturaleza de la JUJEM, la cual abandonaba su carácter 
de órgano colegiado de mando militar y asume el papel de órgano colegiado de 
asesoramiento militar al presidente del Gobierno y el ministro de Defensa; la creación 
de Jefe del Estado Mayor de la Defensa (JEMAD) como principal colaborador del 
ministro en el planeamiento y ejecución de los aspectos operativos de la política militar. 
Así, se ponía fin a la confusión sobre la autonomía del poder militar, delimitándose 
claramente la línea de mando a favor del presidente y el ministro, concretándose y 
potenciándose sus papeles en la política de defensa153. 
 
 
 
3. Las Fuerzas Armadas  
 El proceso de reformas político-institucionales llevadas a cabo durante la 
transición propició la posibilidad de que en España comenzase a concebirse una política 
de defensa a partir de los presupuestos normativos y el desarrollo administrativo del 
nuevo sistema democrático. En su formulación, los Ejércitos habrían de ser uno de sus 
evidentes referentes, a partir de de una política militar orientada a transformar las 
Fuerzas Armadas franquistas, concebidas como baluarte y sostén ideológico de la 
dictadura, en garantes y defensores de los supremos intereses del nuevo Estado 
democrático, según quedaría recogido en la Constitución. 
 
 Desde el nacimiento del Ministerio de Defensa, y a partir de la idea de Defensa 
Nacional, el establecimiento de un esquema global y la articulación y planeamiento de 
una nueva política de defensa concentraron buena parte de los esfuerzos del ministerio. 
De ello resultó el diseño de un ciclo de política de defensa y la simultánea incorporación 
al lenguaje oficial de una terminología básica sobre la Defensa Nacional, acuñada 
paralelamente a la sucesiva aprobación de las nuevas disposiciones legales sobre la 
                                                 
153 MINISTERIO DE DEFENSA (ed.): Memoria de Legislatura…, p. 47. Más detalladamente en 
LLEIXÁ, J.: «Autonomía del Ejército y órganos superiores de la defensa en la transición», Revista 
Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 114 y ss. 
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materia, lo que propició que el proceso de definición y articulación de la política de 
defensa careciera de un marco estable de referencia hasta, al menos, la aprobación del 
primer Plan General de la Defensa Nacional, en julio de 1985154. Es en esta nueva 
lógica de progresiva articulación de la política de defensa en España en la que cabe 
situar, como parte integrante de la misma, a la política militar iniciada durante la 
transición a la democracia155. 
 
 Por otra parte, como ha quedado apuntado con anterioridad, el proceso de 
renovación de la actividad internacional española a partir de 1976 tuvo en la política de 
seguridad uno de sus ámbitos fundamentales de actuación como parte indisociable de la 
política exterior. En este sentido, las Fuerzas Armadas quedan a disposición de la 
actividad diplomática como baza disuasiva o persuasiva empleada por políticos y 
diplomáticos para alcanzar sus fines sin recurrir a la fuerza. No obstante, a diferencia de 
otros países de nuestro entorno, en España no han sido comunes los trabajos referidos a 
la vertiente exterior de las Fuerzas Armadas, primando el análisis desde el plano 
doméstico de los Ejércitos, como resultado del continuado protagonismo del conflicto 
interno en la historia contemporánea española. Esta tendencia viene siendo modificada 
en los últimos lustros con la aparición de diferentes estudios relativos al papel de las 
Fuerzas Armadas en la acción exterior española, al hilo de la consolidación del sistema 
democrático y la normalización de la actividad internacional de nuestro país156. 
 
 Por cuanto los Ejércitos en su conjunto van a constituirse como uno de los 
elementos potencialmente relevantes en el desarrollo de la política de seguridad de la 
transición española, su análisis resulta ineludible como actor integrado en su ciclo 
                                                 
154 Años más tarde, quien fuera ministro de Defensa en el último gobierno de Felipe González señala que 
en estas materias «ni los conceptos básicos sobre el problema están suficientemente claros en su uso –
aunque teóricamente puedan estarlo- ni las fronteras de la idea de Defensa Nacional se encuentran bien 
delimitadas en la práctica, ni la organización suele estar bastante decantada como para permitir 
formulaciones de carácter permanente». Prólogo del editor en SUÁREZ PERTIERRA, G. (ed.): 
Legislación sobre Defensa Nacional, Madrid, Tecnos, 1988, p. 13. 
155 Sobre la política militar como parte de la política de defensa, véase el capítulo primero de: 
MINISTERIO DE DEFENSA (ed.): Memoria de Legislatura (1982-1986), Madrid, Secretaría General 
Técnica, 1986, pp. 23-41, dedicado a la Política de Defensa o las intervenciones de los generales 
Barahona Garrido, «La Defensa Nacional en su concepto actual»; Ríos García, «La política de defensa en 
España» y Tato Tejedor, «Política Militar española», publicadas en: CESEDEN (ed.): Jornadas de 
Estudio “OTAN y Seguridad Nacional”, Madrid, Noviembre, 1981. 
156 Recientemente se ha llamado la atención sobre la riqueza documental de los archivos españoles sobre 
la materia, su escasa atención por parte de los investigadores hasta el momento y su indudable valor 
historiográfico sobre estas cuestiones. Véase RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A.: «El papel de las Fuerzas 
Armadas en la acción exterior de España», en PEREIRA, J.C. (coord.): La política exterior..., pp. 267 y 
268. 
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formal. Un actor con funciones ciertamente instrumentales, por cuanto en virtud de los 
compromisos internacionales del Estado, las Fuerzas Armadas quedarán supeditadas al 
cumplimiento de tales acuerdos y a la defensa del territorio frente a las agresiones 
externas, supeditadas a la autoridad recogida en el ordenamiento constitucional. Para 
ello, llevaremos a cabo una aproximación a los acontecimientos más significativos 
sobre los que proceso de reforma política e institucional de la transición cabe ser 
percibida desde la perspectiva de las Fuerzas Armadas, pasando a continuación a 
exponer brevemente las principales claves de la reforma militar y la modernización 
llevada a cabo en los Ejércitos en la etapa que cubre nuestra investigación.  
 
 
3.1. Las Fuerzas Armadas y el cambio político 
Junto a la Iglesia Católica, el Ejército constituyó el segundo de los grandes 
pilares legitimadores y vertebradotes del régimen franquista desde sus inicios, llevando 
a cabo dos tareas fundamentales. En primer lugar, fue un elemento de represión política 
para mantener el orden interno; y en segundo término resultó una vía privilegiada de 
selección de personal político durante la existencia de la dictadura. No obstante, las 
Fuerzas Armadas no fueron ajenas a las transformaciones y la cambiante morfología del 
Régimen durante su prolongada vigencia, cuyo resultado más evidente es la pérdida 
relativa de su protagonismo político-institucional a partir de los años sesenta157. 
 
Con la muerte de Franco y el inicio del cambio político, buena parte de la 
atención fue acaparada por la postura de las Fuerzas Armadas y sus eventuales 
reacciones ante el avance de la democratización. Cuestiones como su adaptabilidad y 
aceptación al nuevo sistema político, su sensibilidad hacia el progresivo 
desmantelamiento del aparato franquista y el paulatino establecimiento de un régimen 
de libertades concentraron opiniones contradictorias y notable incertidumbre durante la 
transición. Concretamente, Alonso Baquer señala cuatro momentos especialmente 
relevantes de alteración del equilibrio institucional hasta la aprobación de la 
                                                 
157 Véase ALONSO BAQUER, M.: «La función política de las Fuerzas Armadas en el último tercio del 
régimen del general Franco», en TORRE, H. de la (coord.): Portugal y España en el cambio político, 
Mérida, UNED, 1989, pp. 183-198. Sobre Fuerzas Armadas en el franquismo desde una perspectiva más 
general: OLMEDA, J.M.: «Las Fuerzas Armadas en España: institucionalización y proceso de cambio, 
1939-1975», en BAÑÓN, R. y OLMEDA, J.M. (comps.): La institución militar en el Estado 
Contemporáneo, Madrid, Alianza, 1985, pp. 270-325 y OLMEDA, J.A.: Las Fuerzas Armadas en el 
Estado Franquista, Madrid, Ediciones El Arquero, 1988. 
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Constitución que, por su trascendencia, podían determinar una «participación militar en 
las decisiones políticas». Se trata de la enfermedad y muerte del general Franco; la 
situación y abandono del Sahara español; la legalización del PCE; y el restablecimiento 
de la Generalitat de Cataluña158. 
 
Efectivamente, el carácter consensuado de la transición española hubo de tolerar 
la existencia de importantes centros residuales del franquismo, buena parte de los cuales 
cabía identificarlos en el seno de las Fuerzas Armadas. En palabras de un destacado 
político de la época, pronunciadas un mes después del fallecimiento de Franco: 
 
 « (…) pese a que los ministros militares y los generales de mayor graduación 
 han recordado en los últimos meses a los hombres de todos los Ejércitos que se 
 mantengan ajenos y neutrales en los avatares del juego político (…) flota en la 
 calle y en los cenáculos de la vida política la íntima convicción de que el 
 Ejército es una pieza clave en la solución de futuro»159. 
 
 Un buen conocedor y protagonista de destacadas iniciativas en el proceso de 
transición como es José Mario Armero señala respecto de los miembros de las Fuerzas 
Armadas que, en su mayoría, «aquella gente era partidaria de una monarquía que fuera 
la continuación del franquismo». No obstante, el mismo Juan Carlos I, al hacer 
referencia al grado de aceptación que los militares iban a tener hacia su persona como 
jefe del Estado, reconoce que «los militares iban a aceptarme, porque yo había sido 
designado por Franco y las decisiones de Franco en el ejército no se discutían. También 
porque yo había pasado por todas las academias militares y me había ganado la amistad 
de muchos». Con el respaldo de las Fuerzas Armadas, el Rey pudo poner en marcha su 
estrategia hacia el establecimiento de la democracia. De otro modo, añade, si tras la 
muerte de Franco «el ejército no hubiese estado de mi parte… otro gallo hubiera 
cantado»160. 
 
                                                 
158 ALONSO BAQUER, M.: «El papel de las Fuerzas Armadas en el cambio democrático español», en 
TORRE, H. de la (coord.): Fuerzas Armadas y poder político en el siglo XX de Portugal y España, 
Mérida, UNED, 1996, pp. 193 y 194. Sobre el conservadurismo de los militares y las causas de su reflejo 
en el proceso de transición, véase BUSQUETS, J.: El militar de carrera en España, Barcelona, Ariel, 
1983, pp. 247-277. 
159 Palabras de Joaquín Garrigues Walker pronunciadas en diciembre de 1975 y recogidas en PI, R.: 
Joaquín Garrigues Walker, Cambio 16, Madrid,  1977, pp. 72 y 73. 
160 Véanse las palabras citadas de José Mario Armero y de Juan Carlos I en VILALLONGA, J.L.: El rey. 
Conversaciones..., pp. 30, 84 y 230. 
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La figura de monarca y su influencia sobre el estamento militar determinaría 
en gran medida la posición del Ejército ante el cambio político. En la relación que el 
Rey había de mantener con las Fuerzas Armadas a partir del establecimiento del 
régimen monárquico, un acontecimiento previo protagonizado por el entonces Príncipe 
determinó el reconocimiento de su figura por parte de los altos cargos militares. Se trata 
de la visita que como Jefe de Estado en funciones realizara Don Juan Carlos al Sahara 
español, en plena Marcha Verde marroquí y con el general Franco en plena agonía. Para 
Carlos Seco, con este gesto «se ganó no sólo la adhesión, sino el entusiasmo del 
Ejército»161. En este mismo sentido de respaldo militar a la Corona hemos de referirnos 
al último mensaje del Generalísimo a los españoles, el llamado “Testamento de Franco”, 
leído por Arias y emitido por Radio Nacional de España y Televisión Española en la 
mañana del mismo día 20 de noviembre. En éste, Franco hace explícita mención de 
apoyo Don Juan Carlos, factor que estuvo presente en la mente de los sectores más 
involucionistas de las Fuerzas Armadas durante todo el proceso de transición a la 
democracia162. 
 
La participación militar en el primer Gobierno de la Monarquía no evidenció 
atención especial ni subrayó protagonismo alguno por parte de las Fuerzas Armadas. No 
obstante, si fue revelador de la importancia que se atribuía al futuro inmediato del 
estamento militar la creación de la vicepresidencia para Asuntos de la Defensa, ocupada 
por el teniente general Fernando de Santiago, al tiempo que se mantenían los 
ministerios militares para los tres Ejércitos, Tierra, Mar y Aire, en la figura del 
almirante Pita da Veiga, que continuaba al frente de la cartera, y de los tenientes 
generales Félix Álvarez-Arenas y Carlos Franco Iribarnegaray, designados para Tierra y 
Aire respectivamente163. Finalizada la etapa de Arias, cabe señalar que una de las 
                                                 
161 Véase SECO SERRANO, C.: «La Monarquía en la Transición política», en VVAA: Veinticinco 
años..., p. 61. 
162 En referencia al todavía Príncipe el mensaje señalaba: «Por el amor que siento por nuestra Patria, os 
pido que perseveréis en la unidad y en la paz y que rodeéis al futuro Rey de España, Don Juan Carlos de 
Borbón, del mismo afecto y lealtad que a mí me habéis brindado y le prestéis, en todo momento, el 
mismo apoyo de colaboración que de vosotros he tenido». 
163 La creación de la vicepresidencia para Asuntos de la Defensa queda manifiestamente lejos de la 
intención de elaborar una política de defensa coordinada. La existencia de los tres ministerios militares 
hacían inviable esta posibilidad. El objetivo es más inmediato y responde a una forma de tranquilizar a los 
sectores inmovilistas de las Fuerzas Armadas respecto a la futura acción del Gobierno, dado que era un 
militar quien se convertía en sustituto del presidente en caso de que éste faltara. La dimensión de este 
nombramiento ha de ser entendida en el contexto del recuerdo del asesinato de Carrero Blanco. Así, por 
su distinción en el Gobierno, el vicepresidente para Asuntos de la Defensa pudo tomar parte en las 
reuniones que los ministros políticos del Gobierno celebraron para discutir importantes decisiones 
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primeras medidas del primer Gobierno de Suárez fue la aprobación de un Decreto Ley 
que amnistiaba y ponía en libertad a los condenados por su pertenencia al movimiento 
de la Unión Militar Democrática (UMD), si bien los afectados no pudieron retornar al 
Ejército, prevaleciendo el criterio de los ministros militares y la opinión generalizada en 
las Fuerzas Armadas164. 
 
El 8 de septiembre de 1976 se producía un acontecimiento que habría de marcar 
las relaciones entre el presidente del Gobierno y el estamento militar. Mantuvo entonces 
Suárez una reunión con la cúpula de las Fuerzas Armadas en la que buscó tranquilizar a 
aquellos altos mandos que pudieran mostrarse sensibles, temerosos o contrarios al 
alcance de las reformas políticas proyectadas165. Si bien cabe concluir que la reunión 
resultó un éxito para Suárez, quién consiguió ganarse la confianza de las altas jerarquías 
de los Ejércitos, materializada días más tarde con la aprobación por el Consejo de 
ministros de la ley para la Reforma Política, existen diferentes versiones sobre cuál fue 
el compromiso del presidente sobre la actitud respecto al Partido Comunista166. Con este 
encuentro, Adolfo Suárez «había logrado su aprobación para las reformas sin haber 
tenido que solicitarla oficialmente» a las Fuerzas Armadas167. No obstante, días más 
tarde se producía la dimisión y posterior pase a la reserva del vicepresidente De 
Santiago debido a su oposición al anteproyecto de modificación de la organización 
                                                                                                                                               
políticas. Del mismo modo, De Santiago formó parte del a comisión mixta Gobierno-Consejo Nacional, 
que estudió el proyecto reformista. Para Suárez y para quien fuera uno de sus principales colaboradores al 
frente de su primer Gobierno, Fernando de Santiago representaba la posibilidad de que el Ejército hiciese 
suyo el proyecto de reforma política. Véase OSORIO, A.: Trayectoria política…, pp. 65 y 183. 
164 PLATÓN, M.: Hablan los militares. Testimonios para la historia (1939-1996), Barcelona, Planeta, 
2001, p. 395. Sobre la Unión Militar Democrática es interesante la obra de uno de sus fundadores y más 
activos integrantes: BUSQUETS, J.: Militares y demócratas. Memorias de un fundador de la UMD y 
diputado socialista, Barcelona, Plaza&Janés, 1999. 
165 A ella acudieron 29 altos mandos, entre los que se contaban los cuatro ministros militares, todos los 
tenientes generales y almirantes jefes de las diferentes Capitanías, así comolos jefes de Estado Mayor de 
los tres Ejércitos. 
166 Para el vicepresidente y ministro de la Presidencia, Adolfo Suárez no dejó duda alguna sobre la 
negativa de legalizar el PCE, debido a las recientes modificaciones introducidas en el Código Penal, 
testimonio recogido en OSORIO, A.: Trayectoria política…, pp. 183 y ss. En opinión de Sabino 
Fernández-Campo, la posterior legalización del PCE no se hizo de forma transparente desde la 
perspectiva militar, añadiendo que si Suárez hubiese tenido la cortesía de explicarles en una posterior 
segunda reunión los motivos de la legalización, los militares hubieran respetado y comprendido la 
estrategia política del presidente. FERNÁNDEZ CAMPO, S.: «El Rey y las Fuerzas Armadas en la 
Constitución española». Conferencia pronunciada en la Real Academia de la Historia dentro del ciclo 
Veinticinco años de Constitución Española, el 30 de octubre de 2003. Por su parte, Gutiérrez Mellado 
afirmó que Adolfo Suárez nunca afirmó explícitamente que no se legalizaría al PCE, en GUTIÉRREZ 
MELLADO, M.: Un soldado de España…, p. 148. Como puede apreciarse, las referencias en la reunión 
sobre la postura de Suárez respecto al PCE están sujetas a diferentes interpretaciones. 
167 AGÜERO, F.: Militares, civiles y democracia. La España postfranquista en perspectiva comparada, 
Madrid, Alianza Editorial, p. 138. 
 118
sindical. Como sustituto fue nombrado Manuel Gutiérrez Mellado, jefe del Estado 
Mayor Central, quien se convertiría en elemento fundamental de las reformas militares 
y en personificación del cambio jurídico y administrativo que comenzó a imprimirse en 
las Fuerzas Armadas para amoldarse a los nuevos tiempos políticos. 
 
Superados los signos de inquietud que supusieron los acontecimientos de la 
denominada “semana negra”, entre el 23 y el 28 de enero de 1977, se produjo uno de los 
acontecimientos que por su significación y evocación de las divisiones de la Guerra 
Civil, podía haber trascendido en una fractura irreparable entre Fuerzas Armadas y las 
instituciones políticas. Nos referimos a la legalización del PCE. Por el fondo de la 
decisión, la legalización de una fuerza política que contaba con el rechazo mayoritario 
de los militares, como por la forma en que ésta se hizo, de forma sorpresiva, sin 
consulta o aviso previo a los ministros militares en Consejo de Ministros, se trató de un 
movimiento político que pudo haber tenido consecuencias incontrolables debido a una 
hipotética reacción militar. La dimisión del ministro de Marina, Gabriel Pita da Veiga, 
sustituido por el almirante Pery Junquera, fue, a la postre, la única consecuencia 
material de la maniobra de Suárez. Si bien, en opinión de quienes ostentaban los altos 
mandos en aquel momento, la crisis que se produjo a causa de la legalización del 
Partido Comunista de España, fue la más grave del período de la transición española, 
debido al generalizado rechazo por parte de la institución militar a la decisión del 
Gobierno. Unanimidad que no se reconoce en un episodio tan crítico como el intento de 
golpe de Estado de 1981, respaldado sólo por una ínfima minoría del Ejército168. 
 
Según recogen los trabajos de diferentes especialistas, la inclusión del término 
nacionalidades en la Constitución tampoco fue bien recibida en el seno de los Ejércitos, 
si bien su capacidad de maniobra fue escasa en la elaboración y discusión parlamentaria 
del texto. En este sentido, la lealtad y obediencia debida al Jefe del Estado ejerció 
nuevamente como disciplinada vía de aceptación del ordenamiento democráticamente 
aprobado.  
                                                 
168 Véase PLATÓN, M.: Hablan los militares…, pp. 426 y ss. El Consejo Superior del Ejército publicó 
una declaración oficial en la que señalaba que la legalización del PCE «había provocado una repulsa 
general en todas las Unidades del Ejército (…) no obstante, en consideración a intereses nacionales de 
orden superior, admite disciplinadamente el hecho consumado». Y añadía: «sabremos cumplir con 
nuestro deber (…) confiando plenamente en nuestros mandos, a las incondicionales órdenes de nuestro 
Rey y Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas, así como al servicio de España, dentro del mayor respeto y 
acatamiento a las decisiones de nuestro Gobierno». El contenido íntegro de la nota en MÉRIDA, M.: Mis 
conversaciones con los Generales, Barcelona, Plaza&Janés, 1980, p. 58. 
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El artículo 8.1 del Título preeliminar de la Constitución recoge expresamente las 
misiones atribuidas a Fuerzas Armadas: «Las Fuerzas Armadas, constituidas por el 
Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la 
soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el 
ordenamiento constitucional», al tiempo que en su artículo 62 atribuía al Rey el «mando 
supremo de las Fuerzas Armadas» y encargaba al Gobierno la dirección de «la 
administración civil y militar y la defensa del Estado», según queda fijado en el artículo 
97, aparente ambigüedad del articulado constitucional que sería aprovechada por los 
sectores inmovilistas para cuestionar la supremacía del poder civil sobre el Ejército 
hasta que el posterior desarrollo normativo limitara clara y expresamente la hipotética 
autonomía del poder militar con la aprobación de la Ley Orgánica 1/84. Por otro lado, 
uno de los aspectos más innovadores de la Constitución fue la desvinculación del 
control de las libertades y orden público del estamento militar, de quien habían 
dependido orgánicamente desde hacía dos siglos169.   
 
Desde su nombramiento y a tenor del proceso de reformas militares que 
encabezó, la animadversión hacia Gutiérrez Mellado por parte de determinados sectores 
del Ejército fue una constante mientras el teniente general tuvo responsabilidades de 
gobierno170. Esta antipatía se concretó en diferentes incidentes en distintas unidades o 
protagonizados por los propios mandos militares así como con la aparición en la prensa 
ultraderechista –El Alcázar o El Imparcial- de cartas abiertas de militares o 
informaciones críticas con la evolución del cambio político, particularmente sobre el 
proceso autonómico y la escalada terrorista, en las que se concluía que el país se 
encaminaba hacia una dirección equivocada. Todo ello propició que en el ambiente de 
la transición existiera la sensación de que algún tipo de movimiento involucionista 
podía estar fraguándose dentro de las Fuerzas Armadas. 
 
                                                 
169 Sobre las Fuerzas Armadas y la Constitución, véanse LÓPEZ RAMÓN, F.: «Principios de la 
ordenación constitucional de las Fuerzas Armadas», en MARTÍN-RETORTILLO, S.: Estudios sobre la 
Constitución Española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría, Madrid, Cívitas, 1991, vol. 
III, pp. 2547-2597 y FERNÁNDEZ LERA, J. «Constitución y Fuerzas Armadas: una mirada hacia el 
futuro» y GONZÁLEZ VALLEJO, R.: «La Defensa Nacional, las Fuerzas Armadas y la Constitución 
española de 1978», en  PÉREZ ROYO, J. (ed.): Posición constitucional de las Fuerzas Armadas en 
Iberoamérica y en España, Sevilla, Tecnos/Universidad de Sevilla, 1992, pp. 99-121 y pp. 123-134 
respectivamente. 
170 Al respecto, PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado…, pp. 198-202. 
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Con el antecedente de la reunión celebrada en Jávea en septiembre de 1977, 
donde media docena de generales se reunieron sin contrastarse conspiración alguna, 
aunque levantando muchas sospechas, en noviembre 1978 se hace pública la existencia 
de la denominada operación Galaxia, un plan ideado para de despojar de la presidencia 
a Suárez y nombrar un Gobierno presidido por un militar, tras el planeado asalto del 
Consejo de ministros. Como consecuencia son detenidos el teniente coronel de la 
Guardia Civil, Antonio Tejero, y el capitán de la Policía Armada, Saénz Ynestrillas, 
quienes una vez recobrada su libertad tras varios meses de arresto se incorporarían a la 
conspiración que desembocaría en el fallido de golpe de Estado de 23 de febrero de 
1981171. 
 
 Sin que quepa en el dato el menor resquicio de justificación a la tentativa 
golpista, más de 300 policías, guardias civiles y militares fueron asesinados en España 
por distintas organizaciones terroristas entre las elecciones de 1977 y el 23 de febrero de 
1981. El dolor y constante azote que causó en las filas de las Fuerzas Armadas la acción 
del terrorismo merece el reconocimiento de Miguel Platón: 
 
«Ningún otro ejército democrático ha sufrido en los últimos veinticinco años 
más de un centenar de víctimas mortales, incluidos una docena y media de 
generales, asesinados por el mero hecho de vestir el uniforme. La disciplinada 
aceptación de esa barbarie, sin caer en la provocación buscada por los terroristas, 
es una de las páginas más nobles y sacrificadas que colectivo alguno haya 
protagonizado en la historia de España»172. 
 
A modo de conclusión de esta presentación de las Fuerzas Armadas durante el 
proceso de transición a la democracia cabe señalar, tal y como apunta Felipe Agüero, 
que el control civil de la agenda transicional, el refrendo público a las instituciones 
democráticas y el alto grado de cohesión civil fueron los factores que se conjugaron 
para mantener fuera de juego efectivo a unas Fuerzas Armadas escasamente partidarias 
del cambio de régimen. En definitiva, los militares demostraron tener la suficiente 
capacidad de influencia como para ser tenidos en consideración, si bien carecieron de un 
                                                 
171 Sobre la operación Galaxia y el 23-F, véanse PLATÓN, M.: Hablan los militares…, pp. 562-637 y 
FERNÁNDEZ LÓPEZ, J.: El Rey y otros militares. Los militares en el cambio de régimen político (1969-
1982), Madrid, Trotta, 1998, pp. 130 y 164-186. A cerca del 23-F, existe abundante bibliografía. Entre las 
monografías más reconocidas: URBANO, P.: Con la venia, yo indagué el 23-F, Barcelona, Arcos 
Vergara, 1982 o PRIETO, J. y BARBERÍA, J.L.: El enigma del elefante. La conspiración del 23-F, 
Madrid, El País-Aguilar, 1991. 
172 PLATÓN, M.: Hablan los militares…, p.8. 
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nivel tal de unidad como para detener o condicionar de forma significativa el proceso de 
transición173. 
 
Señalábamos con anterioridad que, a pesar de su indudable influencia durante la 
dictadura, los militares no detentaban el poder institucional sino de forma residual en la 
hora de la desaparición de Franco. Así, la tarea de los reformistas civiles no consistió en 
desplazarles de él, sino en garantizar su aceptación de los cambios o, al menos, su no 
intervención en el proceso democratizador. De esta forma, para Powell, esto explica «el 
interés de los reformistas por respetar en todo momento la legalidad vigente, precaución 
que privó a las Fuerzas Armadas del único pretexto legal que podían haber aducido para 
frenar el proceso democratizador por la fuerza»174. 
 
 
3.2. Las reformas militares 
Partiendo de la distinción conceptual desarrollada en el citado trabajo de 
Felipe Agüero, vamos a abordar a continuación diferentes aspectos relativos a las 
Fuerzas Armadas y su adaptación al régimen democrático instaurado en la transición. 
Concretamente, los referidos a su reforma y modernización, términos que se refieren a 
vertientes distintas que se desarrollaron simultánea y complementariamente en el ámbito 
de los Ejércitos paralelamente al establecimiento del nuevo sistema político. Así, el 
término reforma militar apunta a «todos aquellos cambios necesarios para armonizar la 
función militar con las instituciones democráticas emergentes»175. Reforma que, como 
señalábamos más arriba, fue emprendida desde el Gobierno en el contexto de la 
definición de una nueva política militar exigida por las nuevas circunstancias políticas. 
 
Ciertamente, muchas son las disposiciones, de diferente alcance y rango legal, 
que emanan en el periodo acotado en este estudio y que cabe englobar dentro de la 
reforma militar llevada a cabo en estos años176. No es nuestro objetivo exponer todas 
ellas. Tampoco ahondar en exceso si quiera en las más relevantes, que indudablemente 
serán traídas a colación. Nos proponemos plantear seguidamente aquellas cuestiones 
                                                 
173 AGÜERO, F.: Militares, civiles…, pp. 127-130 y 179-181. 
174 POWELL, CH.: España en democracia…, p. 255. 
175 AGÜERO, F.: Militares, civiles…, p. 205. 
176 Una completa aproximación a las mismas en BUSQUETS, J.: «La legislación militar en la transición 
española (1977-82)», en Revista de las Cortes Generales, núm. 22, 1991, pp. 154-182. 
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fundamentales que fueron entendidas como de ineludible transformación por los 
responsables políticos de la transición en lo concerniente a las Fuerzas Armadas, 
acercándonos a su problemática, reflexión general y las eventuales soluciones o 
adaptaciones de las mismas a los nuevos tiempos de cambio en España. 
 
 Cabe señalar al respecto que desde que murió el general Franco y hasta que se 
hubieron celebrado las primeras elecciones democráticas no se promulgó ninguna ley 
dentro del ámbito militar. Situamos, por tanto, en 1977 el inicio de las transformaciones 
que con el paso de los años completarían la reforma militar de las Fuerzas Armadas de 
la España democrática.  
 
El pensamiento y programa de reformas del futuro vicepresidente para Asuntos 
de la Defensa y principal impulsor de las mismas quedaba recogido en el Informe 
General 1/76 del Ejército de Tierra, firmado en septiembre de 1976 por el entonces 
teniente general jefe del Estado Mayor Central del Ejército, Manuel Gutiérrez Mellado, 
y difundido escasos días antes de ser nombrado vicepresidente del Gobierno177. En su 
conjunto, el Informe era una declaración acerca de la necesidad de que los militares 
permanecieran al margen del juego político, con el fin de que la institución castrense se 
amoldara a las leyes y cumpliera su función en la defensa y seguridad del Estado, al 
igual que sucedía en otras democracias europeas. Con este Informe se inauguraba una 
práctica que fue continuada por el mismo Gutiérrez Mellado mientras permaneció al 
frente de la cartera de Defensa como por sus sucesores en la misma178. 
 
 Durante su etapa en el Gobierno, efectivamente, una de las ideas base del 
general Gutiérrez Mellado fue que el militar, por el hecho de serlo, tenía que 
permanecer al margen de la política179. Esta premisa adquiriría cuerpo de ley en febrero 
de 1977, cuando entró en vigor la norma que prohibía la actividad política de los 
                                                 
177 Informe General 1/76 del Ejército de Tierra, septiembre de 1976, consultado por el autor por cortesía 
de Miguel Silva. 
178 Se conservan los seis informes que con carácter anual elaboraron, en primer lugar, Gutiérrez Mellado, 
primero como jefe del Estado Mayor Central del Ejército, para el año 1976 y, posteriormente, cubriendo 
los años 1977 y 1978, ya como ministro de Defensa; Agustín Rodríguez Sahagún, sobre los años 1979 y 
1980; y Alberto Oliart, en relación a 1981. Estos Informes Generales iban destinados para su distribución 
entre los distintos cuadros de mando de las Fuerzas Armadas (generales y almirantes, jefes, oficiales y 
suboficiales) y constituyen una excelente fuente para aproximarnos a la recopilación y periódica 
sistematización de las inquietudes y problemáticas que subyacen a las Fuerzas Armadas españolas 
expuestas desde el punto de vista de sus máximos responsables. 
179 Igualmente, así lo corrobora quien años más tarde ocupara la cartera de Defensa: OLIART, A.: «Las 
Fuerzas Armadas…», p. 591. 
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militares a menos que éstos pasaran a situación de reserva, disposición legal que en el 
momento de su aprobación fue recibida de forma positiva por generales y almirantes180. 
 
 Sin lugar a dudas, el acontecimiento fundamental de la reforma militar fue la 
creación del Ministerio de Defensa a partir del Real Decreto de 4 de julio de 1977181. De 
este modo, se ponía fin a la existencia de los tres ministerios militares vigentes durante 
el franquismo, lo que provocaba que cada uno de ellos llevase a cabo la elaboración y 
ejecución de su política con total autonomía respecto de los otros dos, prevaleciendo la 
independencia corporativa de cada Ejército respecto a las necesidades globales de la 
defensa182. En la aproximación a los órganos superiores de la Defensa llevada a cabo 
páginas atrás quedó expuesta la estructura funcional, las dependencias administrativas 
del ministerio y sus derivaciones en la cadena de mando, habiéndose de subrayar aquí, 
por encima de otras consideraciones, su significación en la institucionalización del 
poder civil sobre las Fuerzas Armadas.  
 
 La creación del Ministerio de Defensa y consiguiente desaparición de los tres 
ministerios militares tiene como consecuencia primera la finalización de la presencia 
corporativa de las Fuerzas Armadas en el Consejo de Ministros, unificando y 
centralizando bajo el mando civil anteriores competencias y atribuciones militares. No 
obstante, hay que indicar que el ministerio tardó varios años en consolidarse como un 
instrumento de indiscutible y reconocida superioridad jerárquica respecto al poder 
militar. Como tuvimos ocasión de señalar, desde su creación y posterior desarrollo 
legislativo, los órganos superiores de la defensa tuvieron que superar un periodo de 
provisional inconcreción en la definición formal del mando militar, dadas las eventuales 
superposiciones funcionales entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas, imploradas por 
distintos altos mandos de los Cuarteles Generales de los Ejércitos y las pretensiones de 
autonomía de la Junta de Jefes de Estado Mayor183. La citada Ley Orgánica 1/84 y la 
incorporación de los tres ejércitos en la estructura ministerial por el Real Decreto 
135/1984 disipaban cualquier dudosa interpretación sobre los posibles solapamientos en 
                                                 
180 Véase el Real Decreto Ley 10/77, de 8 de febrero, por el que se regula el ejercicio de actividades 
políticas y sindicales por parte de los componentes de las Fuerzas Armadas, Boletín Oficial del Estado, 
núm. 34, 9 de febrero de 1977, pp. 3134-3135. 
181 Sobre los antecedentes y preparativos previos, véase PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado…, 
pp. 207 y 208. 
182 OLMEDA, J.A.: Las Fuerzas Armadas en el Estado…, p. 135. 
183 AGÜERO, F.: Militares, civiles…, pp. 252 y ss. 
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el mando y acallaban los potenciales futuros argumentos de insubordinación militar 
respecto al poder civil184. 
 
 La autorizada biografía de Gutiérrez Mellado señala que de entre las reformas 
llevadas a cabo por el general, la que la historia militar «reconocerá como principal 
aportación del periodo» será la elaboración de unas nuevas Reales Ordenanzas para las 
Fuerzas Armadas185. Las Reales Ordenanzas, aprobadas por Ley 85/1978, de 28 de 
diciembre, derogaban las hasta entonces vigentes y obsoletas Ordenanzas promulgadas 
por Carlos III, constituyéndose las nuevas como «regla moral de la institución militar y 
marco que define las obligaciones y derechos de sus miembros», según recoge su 
artículo 1. El artículo 3 establece que «la razón de ser de los Ejércitos es la defensa 
militar de España, y su misión, garantizar la soberanía e independencia de la Patria, 
defender la integridad territorial y el ordenamiento constitucional», mientras que en el 
artículo 11 se reafirma que las Fuerzas Armadas estarán subordinadas al acatamiento de 
la Constitución186. Con todo, la modificación más importante de las nuevas Ordenanzas 
fue el establecimiento de límites a la obediencia debida en los casos contrarios a las 
leyes o que entrañaran delito, según recogen en su artículo 34. 
 
 Otro de los grandes hitos en el cambio de las Fuerzas Armadas del periodo fue la 
reforma del Código de Justicia Militar, con la superación del fuero vigente al inicio de 
la transición, que databa del año 1945187. Los trabajos conducentes a su actualización no 
comenzaron hasta después de aprobarse la Constitución, aprobándose meses más tarde 
una primera fase de su reforma con la Ley 9/1980188. No obstante, el antiguo Código de 
Justicia Militar fue derogado en sucesivas fases, según se fueron aprobando distintas 
                                                 
184 Real Decreto 135/1984, de 25 de enero, por el que se estructura orgánica y funcionalmente el 
Ministerio de Defensa, Boletín Oficial del Estado, núm. 27, 1 de febrero de 1984, pp. 2618-2622. 
185 PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado…, p. 213. 
186 Ley 85/1978, de 28 de diciembre, de Reales Ordenanzas de las Fuerzas Armadas, Boletín Oficial del 
Estado, núm. 11, 12 de enero de 1979, pp. 753-764. Sobre el procedimiento y trámites previos a su 
aprobación, véase BUSQUETS, J.: «La legislación militar…», pp. 166 y 167. 
187 Fueron muchos los civiles a los que se les aplicaron las leyes penales, disciplinarias y procesales que 
configuraban el Código franquista. Además de ejercerse sobre los militares, la jurisdicción militar 
permitía procesar a cualquier persona que profiriese manifestaciones que fueran consideradas injuriosas 
para el Ejército o alguno de sus componentes, sin olvidar que las Fuerzas de Orden Público formaban 
entonces parte de él. Así mismo, la máxima autoridad judicial militar correspondía, en la mayoría de los 
casos, con la máxima autoridad de mando de las divisiones administrativas castrenses. 
188 Ley Orgánica  9/1980, de 6 de noviembre, de reforma del Código de Justicia Militar, Boletín Oficial 
del Estado, núm. 280, 21 de noviembre de 1980, pp. 25988-25998. 
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leyes militares, tanto sustantivas como procesales, siendo la última en entrar en vigor la 
Ley Procesal Militar, en 1989189. 
 
  
 Así mismo, durante el ministerio de Gutiérrez Mellado y de su sucesor, 
Rodríguez Sahagún, se impulsó la profesionalización de las Fuerzas Armadas y se 
persiguió la erradicación del pluriempleo en base a una mejora de los sueldos militares y 
su equilibrio con los de los funcionarios civiles190. Igualmente, como señalamos en otra 
parte de este trabajo, el general impulsó durante su participación en el Gobierno la 
puesta en funcionamiento del ISFAS, ralentizada por las desavenencias y recelos que al 
respecto afloraron entre la sanidad militar, al Alto Estado Mayor y el Gobierno191. 
 
 El programa reformista de las Fuerzas Armadas sólo pudo ser impulsado a través 
de una paralela política de nombramientos llevada a cabo por Gutiérrez Mellado, 
apoyándose siempre que pudo en aquellos generales de su confianza, fieles a la Corona, 
y desplazando en la medida de lo posible de puestos de responsabilidad a aquellos otros 
potencialmente hostiles hacia el proceso de transformación de los Ejércitos. En este 
sentido, las decisiones tomadas por el teniente general no siempre gozaron del respaldo 
de la cúpula militar, siendo muchas de ellas criticadas en círculos castrenses y medios 
ultraderechistas192. 
 
 
3.3. La modernización de los Ejércitos 
 Continuando con la línea anunciada más arriba, entendemos por modernización 
militar los planes de renovación y racionalización material, tecnológica y organizativa 
llevados a cabo a partir de estado de situación en el que se encontraban las Fuerzas 
Armadas a finales de 1975193. En buena medida, los avances llevados a cabo en este 
                                                 
189 FERNÁNDEZ LÓPEZ, J.: El Rey y otros…, pp. 52 y 53. Sobre las reformas del Código de Justicia 
militar en los años de estudio véase VALENCIANO, J.: «La reforma de la justicia militar en España 
durante la transición», Revista de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 
141-152. 
190 Véase la síntesis de estas medidas en RODRÍGUEZ SAHAGÚN, A.: «La reforma militar…», pp. 189-
194. Una visión crítica de las mejoras en las retribuciones de los militares en la transición en AGÜERO, 
F.: Militares, civiles…, p. 347. 
191 Véase PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado…, pp. 212-213.. 
192 FERNÁNDEZ LÓPEZ, J.: El Rey y otros…, pp. 117 y ss. o 150 y ss. 
193 En esta exposición continuamos con el planteamiento apuntado anteriormente de AGÜERO, F.: 
Militares, civiles…, p. 205. 
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terreno cabe atribuírselos de modo esencial al propio estamento militar, a partir de de 
las líneas políticas y presupuestarias establecidas desde el poder civil. 
 
 A la hora de abordar las partidas presupuestarias vamos a seguir el criterio 
adoptado por diferentes obras consultadas, consistente en considerar como presupuestos 
destinados a las Fuerzas Armadas aquellos asignados a los tres ministerios militares 
hasta 1977 y posteriormente al Ministerio de Defensa, de los que hay que excluir las 
asignaciones a la Aviación Civil, que habían figurado hasta 1977 en el Ministerio del 
Aire. Igualmente, se han tenido en cuenta los créditos correspondientes al Alto Estado 
Mayor, que hasta 1989 habían sido incluidos en Presidencia del Gobierno194. 
 
 En los últimos lustros del franquismo, el presupuesto destinado a los Ejércitos 
había venido descendiendo considerablemente, pasando de un 23,7% en 1960 a un 
14,3% en 1975195. La aprobación de la Ley 85/1965, prevista para ocho años, adecuó la 
financiación de las Fuerzas Armadas a las reducidas dotaciones fijadas por el Plan de 
Desarrollo aprobado en 1963, abriendo la posibilidad de adquisiciones de material 
militar mediante una serie de favorables disposiciones administrativas196. Tal y como 
afirma Pérez Muinelo, se puede considerar esta ley como un primer intento de 
programación para modernizar las Fuerzas Armadas, si bien muy limitado al no señalar 
sus previsiones más que mínimamente, ni los objetivos a alcanzar y eludía las 
compensaciones monetarias por depreciación. No obstante, constituyó «un 
reconocimiento de la necesidad de renovar el obsoleto equipo militar existente, 
esforzándose en favorecer y flexibilizar su adquisición»197. Posteriormente, la Ley 
                                                 
194 Así lo apuntan RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles…, pp. 331-346, FISAS, V.: El poder 
militar en España, Barcelona, Laia, 1980, pp. 135-145 y PÉREZ MUINELO, F.: Panorámica del 
presupuesto de Defensa en España, 1946-1995, Madrid, Ensayos del INCIPE, núm. 15, 1996. 
Consideraciones que no pasan por alto la dificultad en deslindar lo propiamente militar de lo civil en los 
presupuestos de Defensa, así como otras aportaciones ministeriales que indirectamente tienen relación 
con la defensa pero que no computan como tal en el presupuesto estatal. Diferentes criterios en la 
estimación del gasto en defensa en LOBO, A.: OTAN y España: el precio de una alianza, Madrid, Sábado 
Gráfico, 1981 y SÁNCHEZ-GIJÓN, A.: «Determinación de los gastos de defensa y militar a partir de los 
Presupuestos Generales del Estado», Información Comercial Española, núm. 592, diciembre 1982, pp. 
33-39. 
195 Esta reducción fue en parte resultado de la Ley 190/1963 sobre el Plan de Desarrollo Económico y 
Social, que estableció un primer esquema para las inversiones militares inspirado en reducirlas al mínimo 
indispensable en beneficio de otros sectores de mayor prioridad. 
196 Ley 85/1965, de 17 de julio, sobre el programa de inversiones destinadas a la modernización de las 
Fuerzas Armadas, Boletín Oficial del Estado, núm. 173, 21 de junio de 1965, pp. 1322-1323. La ley 
recogía la concesión de anticipos de tesorería con cargo a futuros ejercicios, permitía la contratación 
plurianual y declarar exentas de impuestos arancelarios las compras a realizar en el extranjero. 
197 PÉREZ MUINELO, F.: Panorámica del presupuesto…, p. 29.  
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32/1971 trató de impulsar, como continuación de la anterior, un nuevo programa de 
inversiones, mantenimiento y reposición del material en las Fuerzas Armadas para un 
período de ocho años, hasta 1979. Su principal novedad fue la de fijar las dotaciones 
presupuestarias de manera proporcional a los recursos estatales disponibles198. Sin 
embargo, la puesta en marcha de los planes de estabilización, la crisis económica 
provocada por el aumento del precio del crudo y la evacuación del Sahara en 1976 
provocaron que las dotaciones asignadas a Defensa acumularan retrasos haciéndose 
inviable la puesta en marcha del programa de inversiones y modernización del 
material199. 
 
 Ante esta situación, el Consejo de Ministros de 9 de mayo de 1975 acordó 
conceder la calificación de prioridad preferente en las inversiones públicas a los gastos 
relacionados con la Defensa Nacional, con lo que se trató de superar la anterior etapa de 
sacrificio anterior. La participación de Defensa en el Presupuesto del Estado pasó del 
14, 32% en 1975 a 15,08 en 1976. 
 
CUADRO 1: Presupuesto de Defensa – Presupuesto del Estado y  
Presupuesto de Defensa – PIB en los años 1975-1982. 
AÑO Pto. Defensa / Pto. Estado (%) Pto. Defensa / PIB (%) 
1975 14,32 1,56 
1976 15,08 1,64 
1977 15,54 1,64 
1978 13,20 1,69 
1979 13,59 1,80 
1980 12,56 1,90 
1981 11,95 1,97 
1982 11,58 2,09 
FUENTE: PÉREZ MUINELO, F.: Panorámica del presupuesto de Defensa en 
 España, 1946-1995, Madrid, Ensayos del INCIPE, núm. 15, 1996. 
 
 Con el Real Decreto-Ley 5/1977 se modificaba y prorrogaba la citada Ley 
32/1971 hasta 31 de diciembre de 1982, duplicándose las anualidades inicialmente 
fijadas y pendientes de aplicación, las de los años 1977 a 1979. Con esta medida se 
persiguió compensar el deficiente poder adquisitivo de las dotaciones asignadas en 1971 
                                                 
198 Ley 32/71, de 21 de julio, sobre dotaciones presupuestarias para la Defensa Nacional, Boletín Oficial 
del Estado, núm. 175, 23 de julio de 1971, pp. 12082-12082. 
199 RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles…, p. 338. 
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dado el notable incremento de la tasa de inflación200. La tasa de incremento anual 
acumulativo en pesetas corrientes, fijada inicialmente por la Ley 32/1971 en un 19,8%, 
se aumentó al 31,1, si bien esta tasa no llegó a alcanzarse de forma efectiva pues los 
incrementos en las dotaciones anuales para material fueron reducidas en su aplicación. 
Así mismo, el Gobierno se comprometía entonces a preparar un nuevo programa de 
modernización antes de finalizar el ejercicio de 1979201.  
 
 De este modo, a raíz de la ley presupuestaria de 1971 y hasta 1978-1979 
aumentó la parte proporcional del presupuesto militar dentro del presupuesto nacional. 
Desde entonces y en adelante, las partidas presupuestarias destinadas a las Fuerzas 
Armadas iniciaron un gradual descenso (CUADRO 1). No obstante, pese a 
experimentar este descenso, se incrementó la proporción del PIB destinada al 
presupuesto militar202. 
 
 El nacimiento del ministerio determinó que la asignación presupuestaria 
destinada a Defensa se contabilizara en un único departamento ministerial por primera 
vez en el presupuesto de 1978, mientras que en 1980 pudo presentarse también como 
novedad el Presupuesto de Defensa dividido por Programas. 
 
 En previsión de la caducidad de la legalidad vigente, el ministro Oliart dedicaría 
buena parte de su tiempo durante su etapa al frente de Defensa a elaborar una nueva ley 
de presupuestos para las Fuerzas Armadas. A través de ella se establecería mantener el 
nivel de gasto en términos reales, fijando un crecimiento anual acumulativo respecto a 
las dotaciones de 1982 del 4,432% para ocho años, hasta 1990, teniéndose en cuenta la 
inflación interna y la repercusión de la alteración de la paridad de la peseta en las 
compras en el exterior. El resultado fue la Ley 1944/1982, sobre la que su máximo 
responsable señala que persiguió clarificar a los Ejércitos sobre los recursos con los que 
                                                 
200 Real Decreto-Ley 5/77, de 25 de enero, por el que se modifica y prorroga la vigencia de la Ley 
32/1971, de 21 de julio, sobre dotaciones presupuestarias para la Defensa Nacional, Boletín Oficial del 
Estado, núm. 31, 5 de febrero de 1977, pp. 2871-2872.  
201 RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles…, p. 339 y PÉREZ MUINELO, F.: Panorámica del 
presupuesto…, p. 31. 
202 Ello se explica porque a la vez que se expandía el gasto militar, los gastos estatales globales se 
expandían todavía más, a causa de los Pactos de la Moncloa de 1978 y, sobre todo, por los incrementos 
resultantes de las transferencias a las entidades territoriales vinculadas al proceso de creación de las 
Comunidades Autónomas. Véase DÍAZ ÁLVAREZ, A.: «Aproximaciones al gasto en defensa», Papeles 
de Economía Española, núm. 37, 1988, p. 293. 
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contaban203. La Ley fijaba, no obstante, una limitación global del conjunto del 
presupuesto anual, indicando que éste no debería superar el 2,5 por ciento de 
crecimiento real medio respecto a la cifra total del Presupuesto de 1982, lo que suponía 
que si los créditos de personal realmente se incrementaban en una cuantía que hicieran 
que el total del presupuesto rebasase el límite del 2,5 por ciento, los créditos de material 
tendrían que reducirse en ese importe, sin poder alcanzar la cuota del 4,432 por ciento, 
que específicamente se les había señalado204. 
 
 Dentro de la modernización de las Fuerzas Armadas en la etapa estudiada cabe 
señalar como un factor igualmente reseñable el de las relaciones entre España y los 
Estados Unidos, formalizadas por los Convenios militares sellados en 1953 y 
sucesivamente renovados hasta nuestros días205. Y ello por los diferentes planos sobre 
los que esta relación incidió en los Ejércitos españoles: renovación de material, ayuda 
financiera, y no en menor medida en lo relativo a la mentalidad y modo de entender la 
función militar. Para un buen conocedor de la mentalidad de las altos cargos militares 
en los años de la transición, esta colaboración «supuso el cambio profesional más 
importante» durante este tiempo. Añadiendo que:  
 
«Las doctrinas, cursos de instrucción y en general el contacto con las Fuerzas 
Armadas más poderosas del mundo, al servicio de una nación y de una causa 
democráticas, causaron un impacto muy profundo en sus concepciones 
profesionales y políticas. Aunque con menor intensidad, es posible advertir el 
mismo fenómeno en sus relaciones con los ejércitos europeos de la OTAN, que 
tampoco comenzaron con el ingreso español en 1982, sino en los años 
sesenta»206. 
 
 
 La específica aplicación del presupuesto, la concreción del gasto de Defensa, o 
la descripción del equipamiento, armamento y material de las Fuerzas Armadas 
entendemos excede los propósitos de ese epígrafe. Existen detalladas radiografías para 
el periodo analizado en el que se detallan pormenorizadamente estas cuestiones, 
                                                 
203 Ley 44/1982, de 7 de julio, sobre dotaciones presupuestarias para inversiones y sostenimiento de las 
Fuerzas Armadas, Boletín Oficial del Estado, núm. 173 21 de julio de 1982, pp. 19667-19668. La 
referencia del ministro en OLIART, A.: «Las Fuerzas Armadas…», p. 608. 
204 Sobre la Ley 44/1982, véase PÉREZ MUINELO, F.: Panorámica del presupuesto…, pp. 33 y 34 y 
AGÜERO, F.: Militares, civiles…, pp. 345 y 346 y FISAS, V.: «La política de defensa y los gastos 
militares en España. Análisis de la Ley de Dotaciones Presupuestarias para Inversiones y Sostenimiento 
de las Fuerzas Armadas», Información Comercial Española, núm. 592, diciembre 1982, pp. 19-32. 
205 Nos detendremos más adelante en las sucesivas renovaciones de estos acuerdos hispano-
norteamericanos. 
206 PLATÓN, M.: Hablan los militares…, p.8. 
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conocidas como el análisis de la fuerza: las armas y sistemas de armas de los tres 
Ejércitos, los planes y programas de abastecimiento, compras y fabricación de material, 
armamento y equipamientos, el estado de la industria militar y los sistemas de 
transporte, etc… a las que remitimos para un detenido acercamiento207. Por otro lado, si 
notable resulta la atención que ha de prestarse a los temas presupuestarios, no lo es 
menos la que demandan las cuestiones de personal y la organización de las Fuerzas 
Armadas durante la transición. Detengámonos brevemente en ellas. 
 
 En 1975, el Ejército tenía 328 generales, y los límites de edad fijados para el 
pase a la reserva eran excesivamente altos: 70 años para los tenientes generales, 68 para 
los generales de división y 66 para los de brigada. Así mismo, la existencia de tres 
ministerios militares hasta 1977 había generado una estructura dispersa y heterogénea 
de las Fuerzas Armadas, con abundancia de mandos y una gran diversidad de escalas y 
servicios, con unos recursos humanos excesivamente numerosos pero insuficientemente 
dotados de armamento y material. Igualmente, el modelo de las Fuerzas Armadas a 
finales de los años setenta era excesivamente numeroso, según los datos rescatados por 
César Ruíz-Ocaña: 353.000 efectivos según las fuentes oficiales de 1978 y 309.000 
según el Military Balance 1977-1978208. 
 
 Pronto comenzó a trabajarse sobre el rejuvenecimiento de la oficialidad, 
entrando inicialmente en vigor la nueva normativa en la Armada y en el Ejército del 
Aire. En virtud del Real Decreto 2008/1978 para la Marina y del Real Decreto Ley 
29/1977 para Aire se establecían nuevos criterios y condiciones en el régimen de 
ascensos, no basados exclusivamente en la antigüedad, y se fijaban los tiempos medios 
aplicables de permanencia en destinos209. En el Ejército de Tierra, el primer paso 
consistió en nivelar los ascensos, estableciendo criterios uniformes en las diferentes 
Armas, hasta entonces decididos por el número de efectivos en cada una de los 
diferentes cuerpos que las integraban, resultando así una política de ascensos desigual y 
                                                 
207 Significativamente, RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles…, pp. 205-280 y FISAS, V.: El poder 
militar en España, Barcelona, Laia, 1980, pp. 107-133. 
208 RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles…, p. 316. 
209 Real Decreto 2008/1978, de 30 de junio, de escalas y ascensos en los cuerpos oficiales de la Armada, 
Boletín Oficial del Estado, núm. 205, 28 de agosto de 1978, pp. 20077-20082 y Real Decreto-Ley 
29/1977, de 2 de junio, por el que se modifica parcialmente la Ley 51/1969, de 26 de abril, de ascensos 
para el personal del arma de aviación y cuerpos del Ejército del Aire procedentes de la enseñanza militar 
superior o de la enseñanza superior, Boletín Oficial del Estado, núm. 135, 7 de junio de 1977, pp. 12711-
12713. 
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aleatoria. Al respecto resultó una primera medida mediante la Orden Ministerial de 
Defensa, publicada en el Diario Oficial del Ejército de Tierra el 28 de febrero de 1979, 
como paso previo al estudio de un nuevo sistema de regulación de escalas y ascensos210. 
Como continuación de esta política vio la luz la Ley 48/1981, relativa al Ejército de 
Tierra y, meses más tarde, una ley de reserva activa y fijación de edades de retiro. Por 
medio de esta segunda ley se adelantaban las edades de retiro y se creaba la situación de 
“reserva activa”, en la que el oficial no tenía destino pero mantenía íntegro su sueldo y a 
la que pasarían los militares al cumplir cierta edad, permaneciendo en ella hasta llegar a 
los sesenta y cinco años, edad de jubilación de los funcionarios civiles211. Tal y como 
señala Julio Busquets, estas dos leyes agilizaron los escalafones, pero, por contra, 
aumentaron el gasto relativo a las Fuerzas Armadas212. 
 
 La política de personal en las Fuerzas Armadas llevada a cabo durante la etapa 
de gobierno socialista continuó la línea iniciada años atrás, concretándose las reformas 
más significativas a partir de 1984, con la aprobación de sucesivas leyes de plantillas 
para cada uno de los tres ejércitos y la creación de la situación de “reserva transitoria”. 
Según datos oficiales, el resultado de estas nuevas medidas en la primera legislatura de 
gobierno de Felipe González fue la reducción del 12,5% de las plantillas en todas las 
Fuerzas Armadas, que pasaron de 66.505 cuadros superiores de mando a 58.223 al final 
de la misma213. 
 
 Antes de finalizar con estas cuestiones, no hemos de dejar de apuntar otro de los 
aspectos a considerar en la política modernizadora de las Fuerzas Armadas desde 1975, 
como es la relativa a su distribución territorial y operativa. Como han señalado Bañón y 
Olmeda, la concepción estratégica de la defensa del franquismo respondía a la idea del 
enemigo interno. Ni el despliegue territorial de las unidades, ni el diseño administrativo 
de la defensa se orientaban frente a amenazas exteriores214. La doctrina del enemigo 
interior no solamente implicaba un despliegue territorial centrado en el control de las 
                                                 
210 RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles…, pp. 171 y 172. 
211 Ley 20/1981, de 16 de julio, de creación de la situación de reserva activa y fijación de las edades de 
retiro para el personal militar profesional, Boletín Oficial del Estado, núm. 165, 11 de julio de 1981, pp. 
15867-15869 y Ley 48/1981, de 24 de diciembre, de clasificación de mandos y regulación de ascensos de 
régimen ordinario para los militares de carrera del Ejército de Tierra, Boletín Oficial del Estado, núm. 
9, 11 de enero de 1982, pp. 537-539. 
212 BUSQUETS, J.: «La legislación militar…», p. 175. 
213 MINISTERIO DE DEFENSA (ed.): Memoria de Legislatura…, pp. 161-164. 
214 OLMEDA, J.A.: «Las fuerzas armadas en España…», p. 276 
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aglomeraciones urbanas, sino que suponía la militarización de cualquier conflicto social 
y la intervención de los militares en la vida política. La separación establecida en la 
Constitución de las funciones encomendadas a las Fuerzas Armadas y aquellas otras 
propias de los Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado replantearía a partir de 
entonces el despliegue de la fuerza militar en España. 
 
 Las reformas en la organización territorial y operativa de las Fuerzas Armadas 
afectaron principalmente al Ejército de Tierra, y su puesta en marcha no tuvo lugar 
hasta los años ochenta, durante la etapa de Narcís Serra como ministro de Defensa. Por 
su parte, la Armada y el Ejército del Aire no vieron apenas modificada su organización 
territorial hasta los años noventa. El proceso de reorganización y adaptación del Ejército 
de Tierra a las circunstancias vigentes se inició con la aprobación del Plan General de 
Modernización del Ejército de Tierra o Plan META, en 1980, que pretendía reducir las 
unidades y efectivos, mejorando su equipamiento y operatividad. No obstante, el plan 
no fue iniciado en su aplicación hasta el año 1983.  
 
El Plan META pretendió transformar el ejército en una estructura funcional, 
establecida en torno a tres ejes organizativos: Cuartel General, Fuerza y Apoyo a la 
Fuerza. El proyecto trató de armonizar tradición y modernidad, y de conjugar 
territorialidad y operatividad. Sus principales logros fueron la reducción del número de 
capitanías generales, que pasaron de nueve a seis, la disolución de 116 unidades y una 
espectacular rebaja del 50 por ciento del contingente. Sin embargo, los objetivos finales 
del plan no fueron alcanzados, debido a que el objetivo propuesto, organizar un ejército 
pequeño y bien dotado de medios, se frustró al no programarse el plan complementario 
de inversiones armamentísticas que compensara la reducción de efectivos215. 
 
*************** 
 
 Habiéndonos aproximado a las premisas básicas de la modernización y reforma 
de las Fuerzas Armadas en España tras la dictadura franquista, hemos de concluir 
señalando al respecto que el proceso se aceleró y culminó en la década de los ochenta, 
con la definitiva consolidación del poder civil sobre el militar y con la concreción de 
                                                 
215 PLATÓN, M.: Hablan los militares…, pp. 498-500. 
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diferentes políticas públicas relativas a las Fuerzas Armadas por los diferentes 
Gobiernos socialistas. Según Narcís Serra, los cuatro ejes sobre los que giró la política 
militar aplicada por el Gobierno surgido de las elecciones de 1982 fueron el ajuste del 
papel de las Fuerzas Armadas a la Constitución, la definición de su línea de 
profesionalidad, la modernización de medios y métodos de trabajo y la apertura al 
exterior. Desde su punto de vista, el ritmo de aplicación de estas medidas se incrementó 
a partir de la llegada del PSOE al Gobierno «no por una mayor capacidad personal de 
quienes debíamos aplicarlas, sino porque la consolidación de la democracia permitió un 
ritmo más rápido»216. 
 
 
 
4. Las Cortes 
 Al aproximarnos al Parlamento de forma conceptual cabe hacer una distinción 
de partida. Ésta es la de diferenciar entre Parlamento como órgano y Parlamento como 
institución. El Parlamento no es sólo un órgano del Estado que adopta sus decisiones 
por mayoría, sino que también es una institución cuya significación reside en que es la 
única institución del Estado donde está representada toda la sociedad española y donde, 
en consecuencia, ha de expresarse y manifestarse frente a la opinión pública el 
pluralismo democrático y la diversidad de voluntades a través del debate 
parlamentario217. 
 
 Como es el caso de todas las asambleas parlamentarias, la principal función de 
las Cortes españolas es la de representación política del pueblo, ofreciendo los cauces 
para la expresión de las demandas sociales y la manifestación de intereses de la 
sociedad en su conjunto. Como actor intermediario entre los ciudadanos y el Gobierno, 
en las Cortes reside la potestad en la formación y mantenimiento del Ejecutivo, cuya 
vigencia depende de la confianza de sus integrantes, es decir, del respaldo de su 
mayoría, así como también el control político del Gobierno. De ahí que el control 
parlamentario no haya de tenerse en consideración únicamente en cuanto límites de la 
acción del Gobierno, sino también, y, sobre todo, en cuanto faculta la posibilidad de 
manifestar en las Cámaras las diferentes voluntades que la componen, facilitando la 
                                                 
216 SERRA, N.: «La política española…», pp. 174. 
217 ARAGÓN, M.: Gobierno y Cortes, Madrid, Instituto de Estudios Económicos,  1994, p. 26. 
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exposición de programas alternativos y la posibilidad de debatir y criticar públicamente 
la actuación gubernamental. En definitiva, se trata de establecer un vínculo entre el 
control parlamentario con la dimensión institucional y pluralista del Parlamento, donde 
la mayoría tiene el derecho de decidir, y las minorías el derecho de discutir218.  
 
 Con el cambio democrático producido en España a partir de 1976, las Cortes 
pasaron a estar formadas por el Congreso de los Diputados y por el Senado, de acuerdo 
con la Ley para la Reforma Política que puso en marcha el proceso constituyente. Tal y 
como recogen diferentes trabajos, el bicameralismo español está desequilibrado, ya que 
el Congreso tiene una clara primacía sobre el Senado, que tiene muy limitado su poder 
de veto de las decisiones adoptadas en la Cámara Baja219. En noviembre de 1976, las 
Cortes franquistas votaban favorablemente la Ley para la Reforma Política, 
disolviéndose aquéllas a partir de la legalidad vigente, la que había realizado las veces 
de cuerpo representativo en la institucionalizada democracia orgánica de la dictadura. 
Las elecciones del 15 de junio de 1977 abrirían un nuevo capítulo en la transición 
española, con la elección de los representantes políticos en unas elecciones libres y 
democráticas. Si bien la actuación de las Cortes tendría un carácter provisional, hasta la 
aprobación del texto constitucional y la elección de un nuevo cuerpo legislativo, en una 
segunda cita con las urnas, el 1 de marzo de 1979220. 
 
                                                 
218 No es nuestro objetivo exponer en este epígrafe los procedimientos parlamentarios, ni profundizar en 
sus mecanismos funcionales, adelantados páginas atrás, al acercarnos al ámbito institucional de la política 
exterior. En este punto vamos a trazar unas sucintas líneas de aproximación a las Cortes en lo 
concerniente a nuestro tema de estudio, concretamente a su configuración y composición entre 1976 y 
1982 en lo relativo a los temas de política de seguridad. Existen numerosos trabajos sobre las Cortes 
españolas en los que profundizar sobre sus diferentes aspectos y enfoques. Entre otros, SOLÉ, J. y 
APARICIO, M.A.: Las Cortes Generales, Madrid, Tecnos, 1984, MOLAS, I. y PITARCH, I.: Las Cortes 
Generales en el sistema parlamentario de gobierno, Madrid, Tecnos, 1987, APARICIO, J.M. (comp.): 
Parlamento y sociedad civil, Barcelona, Universidad Autónoma de Barcelona, 1989, ARAGÓN, M.: 
Gobierno y Cortes…, RAMÍREZ, M, (ed.): El parlamento a debate, Madrid, Tecnos, 1997, LÓPEZ 
NIETO, L.: «El Parlamento», en ALCÁNTARA, M. y MARTÍNEZ, M.A. (eds.): Política y Gobierno en 
España, Valencia, Tirant lo Blanch, 1997, pp. 189-211, MARTÍNEZ, A. (ed): El Congreso de los 
Diputados en España: funciones y rendimiento, Madrid, Tecnos, 2000, SÁNCHEZ DE DIOS, M.: «Las 
Cortes: el Congreso de los Diputados y el Senado», en ROMÁN, P. (coord.): Sistema político español, 
Madrid, McGraw Hill, 2001, pp. 207-234. 
219 La preponderancia del Congreso se manifiesta, en primer lugar, en lo referente a la relación que liga al 
Gobierno con las Cortes. Si bien ambas Cámaras son competentes para controlar al Gobierno, sólo 
corresponde al Congreso su investidura y la exigencia de responsabilidades políticas al Ejecutivo. Así 
mismo, en el ámbito legislativo, los proyectos y proposiciones de ley se debaten primero en el Congreso 
y, en caso de conflicto entre ambas Cámaras, la voluntad del Congreso se impone a la del Senado. 
Igualmente, las leyes orgánicas requieren únicamente mayoría absoluta del Congreso y los decretos-leyes 
se convalidan sólo en la Cámara Baja. Véase, SÁNCHEZ DE DIOS, M.: «Las Cortes…», p. 211. 
220 Una buena síntesis del proceso en SOTO, A.: «De las cortes orgánicas…», pp. 109-133. 
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En este proceso, un dato de importancia no menor resultó ser el que la normativa 
reguladora de las Cámaras no sería aprobada hasta octubre de 1977, con la entrada en 
vigor de los Reglamentos Provisionales del Congreso de los Diputados y del Senado. 
Unas normas sobre las que va a regirse la actividad de las Cortes y que permanecerían 
vigentes hasta 1982. De este modo serán estos Reglamentos Provisionales, aprobados 
antes que la propia Constitución, los que van a configurar la práctica parlamentaria que 
cubre el periodo de estudio de esta tesis doctoral221. Hasta la puesta en marcha de estos 
Reglamentos Provisionales, las iniciativas y trámites parlamentarios de las 
Constituyentes quedaron fijadas por unas normas elaboradas por la Presidencia de las 
Cortes, bajo las que se presentaron algunas iniciativas por parte de los Grupos 
Parlamentarios entre 1977 y 1979222. Buena muestra del funcionamiento parlamentario 
en los primeros compases de la andadura democrática es el testimonio de José Pedro 
Pérez-Llorca, Secretario General y Portavoz del Grupo Parlamentario Centrista en el 
Congreso de los Diputados en la legislatura constituyente, en la que el futuro ponente 
constitucional ayudó notablemente a tecnificar y agilizar su procedimiento legislativo, si 
bien «ha resultado en cambio en una regulación de las preguntas e interpelaciones que 
hacen perder a esta importante actividad parlamentaria gran parte de su interés», al 
tiempo que «la reglamentación de las mociones y proposiciones no de ley es claramente 
insuficiente y está necesitada de una reforma que elimine las inseguridades, lagunas y 
carencias actuales»223.  
 
 Avanzados estos comentarios de partida, pasemos seguidamente a presentar la 
configuración de las Cortes españolas a partir de sus componentes básicos y su 
distribución en los organismos competentes en la materia de estudio, deteniéndonos 
anteriormente en unas breves especificaciones sobre su tratamiento en el Parlamento. 
Con esta caracterización de los escaños del Congreso y el Senado habremos puesto, 
nunca mejor dicho, nombre y apellidos a aquellos representantes políticos que desde las 
                                                 
221 Véanse el Reglamento provisional del Congreso de los Diputados, aprobado el día 13 de octubre de 
1977, Boletín Oficial del Estado, núm. 256, 26 de octubre de 1977, pp. 23476-23486 y el Reglamento 
provisional del Senado, aprobado el día 14 de octubre de 1977, Boletín Oficial del Estado, núm. 256, 26 
de octubre de 1977, pp. 23487-23497, derogados por el Reglamento del Congreso de los Diputados, 
aprobado el día 10 de febrero de 1982, Boletín Oficial del Estado, núm. 55, 3 de marzo de 1982, pp. 
5765-5779 y el Reglamento de Senado, aprobado el día 26 de mayo de 1982, Boletín Oficial del Estado, 
núm. 155, 30 de junio de 1982, pp. 17828-17841. 
222 Este régimen transitorio de tramitación de iniciativas fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales, núm. 1588, de 11 de julio de 1977. 
223 Véase el prólogo de José Pedro Pérez-Llorca al trabajo de MÁRQUÉZ REVIRIEGO, V.: Apuntes 
parlamentarios, Madrid, Saltés, 1978, pp. 11 y 12. 
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tribunas de las Cortes protagonizarán el debate relativo a la orientación exterior de 
España en materia de seguridad, muchos de los cuales serán traídos a colación 
posteriormente, en la exposición de los avatares que sobre la materia conoció España en 
su etapa de transición a la democracia.  
 
 
4.1. Política exterior, política de seguridad y actividad parlamentaria 
 En la primera parte de este trabajo razonábamos la asociación, y, en cierto modo 
subordinación, de la política de seguridad a la política exterior, al tiempo que ha 
quedado señalada más arriba la tradicional mayor resistencia al control democrático de 
la política exterior, por su propia naturaleza, respecto la política interna, así como los 
presupuestos institucionales y normativos a partir de los cuales ésta se desarrolla desde 
el final de la dictadura224. De este modo, nuestro objetivo en este punto no es otro que el 
de introducir unas indicaciones mínimas sobre la forma en que las materias de estudio 
de esta investigación tienen cabida en sede parlamentaria, de modo que el mapa acerca 
del papel de este actor fundamental en el funcionamiento del Estado democrático quede 
así perfeccionado en cuanto a política de seguridad se refiere.  
 
 Junto a la autorización para declarar la guerra y hacer la paz, el papel de las 
Cortes españolas en materia de autorización de Tratados, Acuerdos o Convenios 
internacionales supone el primero de los niveles de control político a la acción exterior 
del Gobierno, mecanismos a los que hay que añadir los medios generales de control 
parlamentario: preguntas, interpelaciones, Comisiones de investigación…225. En 
relación a estos mecanismos, estudios críticos sobre la materia convienen en catalogar 
                                                 
224 En este sentido, Javier Jordán se pregunta sobre si la política de seguridad puede ser verdaderamente 
considerada como una política pública, o más bien como lo que denomina una “política de Estado”, en el 
sentido de que es este último quien capitaliza la mayor parte del proceso de elaboración y evaluación de 
dicha política, minimizando el papel del Parlamento y la ciudadanía en su ámbito decisorio. Tras un 
recorrido por las capacidades atribuidas al Ejecutivo, las Cortes y la sociedad en la materia concluye 
respondiendo afirmativamente a su interrogante de partida, debido a que aquélla «constituye una 
actuación del gobierno dirigida a satisfacer una necesidad de la población: la seguridad». Véase 
JORDÁN, J.: «La democratización de la defensa en España. Parlamento y ciudadanía ante las cuestiones 
de seguridad internacional», Sistema, núm. 170, 2002, pp. 87-107. 
225 Como dato de referencia al respecto, puede citarse las más de cien autorizaciones señaladas por quien 
presidiera la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso entre 1979 y 1982: CAMUÑAS, I.: «La 
política exterior desde el Parlamento», conferencia pronunciada en la Sociedad de Estudios 
Internacionales el 21 de mayo de 1981, y publicada en Estudios Internacionales, 1981, Madrid, Sociedad 
de Estudios Internacionales, 1982, pp. 189-216. Sobre las vías de control señaladas, tanto la autorización 
para declarar la guerra y la paz como la autorización previa determinados acuerdos internacionales véase 
el minucioso estudio de ALONSO DE ANTONIO, A.L.: «El control parlamentario… », pp. 30-74. 
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de «amplia, pero poco eficaz, utilización» de los mismos, al tiempo que entienden las 
sesiones informativas en las Comisiones de Asuntos Exteriores y Defensa 
insatisfactorias de «los objetivos de información y control político por los que fueron 
concebidas». En este sentido, el jurista Remiro Brotons entiende su funcionamiento 
similar al de una «tertulia privilegiada», donde los integrantes de la Comisión escuchan 
por parte del ministro o cargo ministerial compareciente las líneas y aplicaciones 
generales de una política exterior y/o de seguridad cuya ejecución apenas pueden 
supervisar226. 
 
 Efectivamente, además de los Plenos, serán las Comisiones de Asuntos 
Exteriores y de Defensa del Congreso y el Senado los órganos llamados a albergar el 
tratamiento y discusión pública de la política de seguridad en los años de la transición. 
Sin embargo, tras el análisis de la documentación de las Cortes, cabe anticipar el 
prácticamente nulo papel desempeñado por la Comisión de Defensa en materia de 
política de seguridad durante los años de estudio de este trabajo, razón por la que 
descartamos la presentación de sus miembros en el siguiente punto227. 
 
 Realizadas estas consideraciones, cabe señalar, en orden a llevar a cabo nuestra 
investigación, la opinión de reconocidos testigos políticos cuando señalan que el debate 
que precedió a la adhesión española a la OTAN fue una de las dos únicas discusiones 
parlamentarias, junto a la moción de censura presentada contra Adolfo Suárez, que 
consiguieron despertar la pasión política en la breve historia del «aburrido» Parlamento 
español de las décadas de los años sesenta y ochenta228. 
 
 
4.2. Los órganos rectores y la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso 
 A partir de los resultados de las tres grandes citas electorales celebradas en 
nuestro periodo de estudio, el Parlamento conoció tres momentos en la estructuración y 
                                                 
226 REMIRO BROTONS, A.: Política exterior de defensa…, pp. 62-71, donde el autor señala una serie de 
otras objeciones a estas Comisiones y plantea algunas alternativas al funcionamiento parlamentario en la 
materia, entre la que destaca la propuesta de unificación de las Comisiones de Asuntos Exteriores y de 
Defensa. 
227 En el estudio recopilatorio de Julio Busquets, sobre la actividad de la Comisión de Defensa del 
Congreso de los Diputados durante la transición, puede atestiguarse que la actividad legislativa llevada a 
cabo en la misma no atañe, en absoluto, a la política de seguridad, sino que queda limitada al ámbito 
estricto de la reforma y modernización de las Fuerzas Armadas. Véase BUSQUETS, J.: «La legislación 
militar…», pp. 154-182.  
228 Véase el artículo de Santos Juliá al respecto en El País, 11 de abril de 1991. 
 138
composición de sus órganos y escaños, con sus diferentes parlamentarios adscritos a las 
Comisiones de Asuntos Exteriores de las Cámaras229. Seguidamente pasamos presentar, 
a título informativo, la composición de los órganos rectores y de las Comisiones de 
Asuntos Exteriores del Congreso en sus sucesivas secuencias, a partir de las elecciones 
generales de 1977y 1979230. 
 
 
4.2.1. Legislatura Constituyente (1977-1978)  
a) Congreso de los Diputados. 
a.1. Composición de la Mesa231:  
 ▪ Presidente: Fernando Álvarez de Miranda y Torres (Grupo Parlamentario de 
 Unión de Centro Democrático, GUCD). 
 ▪ Vicepresidente Primero: Luis Gómez Llorente (Grupo Parlamentario 
 Socialista, GS). 
 ▪ Vicepresidente Segundo: Jesús Esperabé de Arteaga González, (GUCD). 
 ▪ Vicepresidenta Tercera: Mª Victoria Fernández-España y Fernández-Latorre, 
 María Victoria (Grupo Parlamentario de Alianza Popular, GAP). 
 ▪ Vicepresidente Cuarto: Ignacio Gallego Bezares (Grupo Parlamentario 
 Comunista, GCO). 
                                                 
229 Según ha quedado apuntado con anterioridad, los resultados electorales al Congreso de los Diputados 
de 1977, 1979 y 1982 pueden verse en el Apéndice Documental, al final del trabajo. Las Comisiones 
parlamentarias son órganos de preparación de las decisiones del Pleno o que sustituyen a este último en 
determinados casos. Están integradas por un número de miembros fijado por la Mesa, que se distribuye 
entre los Grupos Parlamentarios en proporción a sus componentes. De esta forma, las comisiones reflejan 
a pequeña escala la composición política de la Cámara. Los Grupos Parlamentarios pueden sustituir 
libremente a sus miembros. Dentro de las Comisiones procede distinguir entre las permanentes y las no 
permanentes. Las primeras están previstas con carácter necesario en el Reglamento de la Cámara, 
mientras que las segundas se crean eventualmente para un trabajo concreto, terminado el cual se 
extinguen. Las Comisiones permanentes pueden ser, a su vez, legislativas o no legislativas, según la 
índole de sus funciones. 
230 La información recabada para este punto ha sido extraída prácticamente en su totalidad de la página 
web del Congreso: www.congreso.es 
231 Es el órgano rector y de representación colegiada de la Cámara. Está integrada por el Presidente del 
Congreso, que la preside, por cuatro Vicepresidentes y cuatro Secretarios. Todos ellos son elegidos por la 
Cámara al comienzo de la legislatura, utilizando un sistema que favorece su distribución entre distintos 
grupos parlamentarios. A la Mesa le corresponde el gobierno interior y la organización del trabajo 
parlamentario. Dentro del primer aspecto asume la elaboración del presupuesto del Congreso, la dirección 
y control de su ejecución, la ordenación de gastos y diversas competencias en materia de personal. En 
cuanto a la organización del trabajo parlamentario, le compete la programación de las líneas generales de 
actuación de la Cámara, la coordinación de los trabajos de sus distintos órganos, la calificación sobre los 
escritos y documentos parlamentarios, la decisión sobre su admisibilidad y procedimiento de tramitación 
y otras funciones previstas en el Reglamento. La Mesa está asistida y asesorada por el Letrado Mayor. En 
la Legislatura Constituyente, encontramos una Mesa Interina, prevista en la Disposición de la Presidencia 
de las Cortes publicada el 30 de junio de 1977 que se constituye el 13 de julio y hasta el 18 de octubre no 
se constituye la Mesa definitiva. Fecha de disolución: 29 de diciembre de 1978. 
 139
 ▪ Secretario Primero: José Luis Ruiz-Navarro Gimeno (GUCD). 
 ▪ Secretario Segundo: Francisco Soler Valero (GUCD). 
 ▪ Secretario Tercero: Pablo Castellano Cardalliaguet (GS). 
 ▪ Secretario Cuarto: Rafael Escuredo (GS). 
 
a.2. Composición de la Junta de Portavoces232: 
 Además del Presidente del Congreso la conformaron: Maciá Alavedra i Moner 
(Grupo Parlamentario de Minoría Catalana, GMC), Xabier Arzálluz Antía (Grupo 
Parlamentario Vasco, PNV), Leopoldo Calvo-Sotelo Bustelo (GUCD), Santiago 
Carrillo Solares (GCO), Manuel Fraga Iribarne (GAP), Donato Fuejo Lago (Grupo 
Parlamentario Mixto, GMX), Felipe González Márquez (GS), Raúl Morodo Leoncio 
(GMX), José Pedro Pérez-Llorca Rodrigo (GUCD), Francesc Ramos i Molins (Grupo 
Parlamentario de Socialistas de Catalunya, GSC), Miquel Roca i Junyent, Miquel 
(GMC) y Marcos Vizcaya Retana (GPNV). 
 
a.3. Composición de la Comisión de Asuntos Exteriores233: 
 ▪ Presidente: Ignacio Camuñas Solís (GUCD).  
 ▪ Vicepresidente Primero: Carlos Sentís Anfruns (GUCD). 
 ▪ Vicepresidente Segundo: Rafael Escuredo Rodríguez (GS). 
 ▪ Secretario Primero: Ricardo León Herrero (GUCD). 
 ▪ Secretario Segundo: Miguel Ángel Martínez Martínez (GS)  
 ▪ Vocales: José Antonio Aguiriano Forniés (GS), Juan Ajuriaguerra Ochandiano 
(GPNV), José Luis Albiñana Olmos (GS), Óscar Alzaga Villaamil (GUCD), Luis 
Apostúa Palos, (GUCD), Xabier Arzálluz Antía (GPNV), José Luis Barceló Rodríguez 
(GUCD), Fernando Bergasa Perdomo (GUCD), Antón Cañellas Balcells (GMC), 
Manuel Chaves González (GS), Manuel Lucio Díaz-Marta y Pinilla (GS), Juan Manuel 
Fanjul Sedeño (GUCD), Manuel Fernández-Montesinos García (GS), Donato Fuejo 
                                                 
232 Es el órgano a través del cual participan los Grupos Parlamentarios en la ordenación del trabajo de la 
Cámara. Está integrada por el Presidente del Congreso, que actúa como su Presidente, y por los 
portavoces de todos los Grupos Parlamentarios, los cuales disponen de total autonomía para designar a su 
representante. A sus reuniones también asisten un representante del Gobierno, los miembros de la Mesa 
(al menos un Vicepresidente y un Secretario) y el Letrado Mayor. La principal función de este órgano es 
la fijación del orden del día de las sesiones plenarias. De otra parte, debe ser consultada en diversas 
ocasiones, como la preparación del calendario y la ordenación de los trabajos, la fijación del número de 
miembros de las Comisiones, la creación de cierto tipo de estos últimos órganos o la ordenación de los 
debates, entre otras. Fecha de constitución: 1 de agosto de1977. Fecha de disolución: 29 de diciembre de 
1978. 
233 Fecha de constitución: 10 de noviembre de 1977. Fecha de disolución: 29 de diciembre de 1978. 
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Lago (GS), Ignacio Gallego Bezares (GCO), Juan Gich Bech de Careda (GUCD), José 
Ramón Lasuén Sancho (GUCD), Gregorio López Bravo y de Castro (GAP), Gregorio 
López Raimundo (GCO), Felipe Lorda Alaiz (GSC), Carlos de Luxán Meléndez (GS), 
Ernest Lluch Martín (GSC), Manuel Marín González (GS), Federico Mayor Zaragoza 
(GUCD), José Luis Meilán Gil (GUCD), Enrique Monsonís Domingo (GUCD), 
Morodo Leoncio (GMX), Raúl Muñoz Peirats Joaquín (GUCD), José Antonio Otero 
Madrigal (GUCD), José Pedro Pérez-Llorca Rodrigo (GUCD), José Puerta Gutiérrez 
Alonso (GS), Santiago Rodríguez-Miranda Gómez (GUCD), José Luis Ruiz-Navarro 
Gimeno (GUCD), Federico Silva Muñoz (GAP), Luis Vega y Escandón (GUCD), Luis 
Yáñez-Barnuevo García (GS), Carlos Zayas Mariategui (GS).  
 
 
4.2.2. Primera Legislatura (1979-1982)  
a) Congreso de los Diputados. 
a.1. Composición de la Mesa234:  
 ▪ Presidente: Landelino Lavilla Alsina (Grupo Parlamentario Centrista, GC). 
 ▪ Vicepresidente Primero: Modesto Fraile Poujade (GC)235. 
 ▪ Vicepresidente Segundo: Luis Gómez Llorente (GS). 
 ▪ Vicepresidenta Tercera: Mª Victoria Fernández-España y Fernández-Latorre, 
 María Victoria (Grupo Parlamentario Coalición Democrática, GCD). 
 ▪ Vicepresidente Cuarto: Ignacio Gallego Bezares (Grupo Parlamentario 
 Comunista, GCO). 
 ▪ Secretario Primero: Víctor María Carrascal Felgueroso (GC). 
 ▪ Secretaria Segunda: María Izquierdo Rojo (GS)236. 
 ▪ Secretaria Tercera: Soledad Becerril Bustamante (GC)237. 
 ▪ Secretario Cuarto: Leopoldo Torres Boursault (GS)238. 
 
 
 
 
                                                 
234 Fecha de constitución: 23 de marzo de 1979. Fecha de disolución: 27 de agosto de 1982. 
235 El paso de Fraile al Grupo Parlamentario Mixto en junio de 1982 motivó su sustitución por Emilio 
Attard Alonso (GC) hasta el final de la legislatura, 
236 Sustituida en la Secretaría Segunda por Leopoldo Torres Boursault (GS) en noviembre de 1979. 
237 Sustituida en la Secretaría Tercera por Luis de Grandes Pascual (GC) en febrero de 1982. 
238 Sustituido en la Secretaría Tercera por José Bono Martínez (GS) en noviembre de 1979. 
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a.2. Composición de la Junta de Portavoces239: 
 Además del Presidente del Congreso la configuraron: Juan Carlos Aguilar 
Moreno (Grupo Parlamentario Andalucista, GA), Jesús Aizpún Tuero (GMX), Miguel 
Ángel Arredonda Crecente (GA), Juan María Bandrés Molet (GMX), José María 
Benegas Haddad (Grupo Parlamentario Socialista Vasco, GSV), Manuel Francisco 
Clavero Arévalo (GC), Andrés Fernández Fernández (GS), Manuel Fraga Iribarne 
(GCD), José García Pérez (GC), Hipólito Gómez de las Roces (GMX), Alfonso Guerra 
González (GS), Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón (GC), Antonio Jiménez Blanco 
(GC), Jaime Lamo de Espinosa Michel de Champourcin (GC), Ernest Lluch Martín 
(GSC), Eduardo Martín Toval (GSC), Joaquím Molins i Amat (GC), Blas Piñar López 
(GMX), Josep Pi-Suñer Cuberta (GMX), Miquel Roca i Junyent (GMC), Alejandro 
Rojas Marcos de la Viesca (GA), Javier Luis Sáenz Cosculluela (GS), Fernando 
Sagaseta Cabrera (GMX), Carlos Solchaga Catalán (GSV), Jordi Solé Tura (GCO), 
Josep Verde i Aldea (GSC), Marcos Vizcaya Retana (GPNV). 
 
a.3. Composición de la Comisión de Asuntos Exteriores240: 
 ▪ Presidente: Ignacio Camuñas Solís (GC).  
 ▪ Vicepresidente Primero: Carlos Sentís Anfruns (GC). 
 ▪ Vicepresidente Segundo: Miguel Ángel Martínez Martínez (GS). 
 ▪ Secretario Primero: Ricardo León Herrero (GC). 
 ▪ Secretario Segundo: José Antonio Aguiriano Forniés (GSV)241. 
 ▪ Vocales: José Acosta Cubero (GS), Francisco Javier Máximo Aguirre de la 
Hoz (GC), Maciá Alavedra i Moner (GMC)242, Antonio Juan Alfonso Quirós (GC), 
Joaquín Almunia Amann (GS)243,  Fernando Álvarez de Miranda y Torres (GC), Luis 
Apostúa Palos (GC), José Mª de Areilza y Martínez de Rodas (GCD), Miguel Ángel 
Arredonda Crecente (GA), Xabier Arzálluz Antía (GPNV)244, Jaime Ballesteros Pulido 
(GCO), José Miguel Bueno Vicente (GS)245, Juli Busquets Bragulat (GSC), Antón 
Cañellas Balcells (GC)246, Pablo Castellano Cardalliaguet (GS), Rafael Escuredo 
                                                 
239 Fecha de constitución: 9 de mayo de 1979. Fecha de disolución: 27 de agosto de 1982. 
240 Fecha de constitución: 10 de mayo de 1979. Fecha de disolución: 3 de marzo de 1982. 
241 Sustituido en la Secretaría Segunda por José Miguel Bueno Vicente (GS) en mayo de 1981. 
242 Causa baja en el Parlamento en marzo de 1980. 
243 Causa baja en la Comisión en diciembre de 1979. 
244 Causa baja en el Parlamento en febrero de 1980. 
245 Causa baja en la Comisión en mayo de 1981. 
246 Causa baja en el Parlamento en marzo de 1980. 
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Rodríguez (GS)247, José Mª Gil-Albert Velarde (GC)248, Felipe González Márquez (GS), 
Gregorio López Raimundo (GCO), Manuel Marín González (GS), José Luis Meilán Gil 
(GC), Joaquím Molins i Amat (GMC), Andoni Monforte Arregui (GPNV) 249, Enrique 
Monsonís Domingo (GC), Antonio Morillo Crespo (GC), Joaquín Muñoz Peirats (GC), 
Juan Bautista Pastor Marco (GS), José Manuel Pedregosa Garrido (GS), Blas Piñar 
López (GMX), José Pujadas Domingo (GC), José Luis Ruiz-Navarro Gimeno (GC), 
Francisco Javier Rupérez Rubio (GC), Juan Ignacio Sáenz-Díez Gándara (GC), Joaquín 
Satrústegui Fernández (GC), Ramón Trías Fargas (GMC)250, Gabriel Urralburu Tainta 
(GSV), Josep Verde i Aldea (GSC), Luis Yáñez-Barnuevo García (GS)251. 
 
 
 
5. Los partidos políticos 
 Como organizaciones que operan entre la sociedad y el Estado, los partidos 
políticos son uno de los actores fundamentales de la vida política de un sistema 
democrático. A partir de sus propuestas y programas, los ciudadanos habrán de 
dilucidar quienes serán los que personifiquen sus preferencias políticas en las Cámaras 
legislativas, como representantes electos de la soberanía popular252.  
 
 El establecimiento de un régimen dictatorial en España tras la Guerra Civil 
conllevó la inexistencia de un sistema de partidos plural y la oficialización de un partido 
único, en la línea seguida por otros regímenes autoritarios. Así, mientras la legalidad del 
franquismo estuvo vigente, la Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de 
Ofensiva Nacional de Sindicalistas (FET y de las JONS), también conocida como 
                                                 
247 Causa baja en la Comisión en diciembre de 1979. 
248 Causa baja en el Parlamento en noviembre de 1980. 
249 Se incorpora a la Comisión en septiembre de 1980. 
250 Se incorpora a la Comisión en septiembre de 1980. 
251 El 3 de marzo de 1982 la Comisión conoció una remodelación en sus componentes, reconstituyéndose 
desde entonces y hasta el 27 de agosto de 1982 con las bajas de José Miguel Bueno Vicente (GS) en la 
Secretaría Segunda y de Antonio Juan Alfonso Quirós (GC), Luis Apostúa Palos (GC), Miguel Ángel 
Arredonda Crecente (GA), Juli Busquets Bragulat (GSC), Pablo Castellano Cardalliaguet (GS), Blas 
Piñar López (GMX), José Pujadas Domingo (GC) y Ramón Trías Fargas (GMC) y las altas de Adela Pla 
Pastor (GS) en la Secretaría Segunda y de Ángel Cristóbal Montes (GS), Francisco José Fernández 
Ordóñez (GMX), Antonio Fontán Pérez (GC), Ludivina García Arias (GS), Julen Guimón Ugartechea 
(GC), Antonio Márquez Fernández (GC), Juan de Dios Ramírez Heredia (GS), Alejandro Rojas Marcos 
de la Biseca (GA) y Fernando Sagaseta Cabrera (GMX). 
252 Sobre los partidos políticos desde el punto de vista teórico véanse las obras de dos grandes politólogos: 
DUVERGER, M.: Los partidos políticos, México, Fondo de Cultura Económica, 1981 y SARTORI, G.: 
Partidos y sistemas de partidos: Marco para un análisis, Madrid, Alianza, 1980. 
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Movimiento Nacional, fue la única organización política autorizada por el Régimen253. 
No obstante, partir de la promulgación de la Ley Orgánica del Estado en el año 1967, 
comienzan a sopesarse desde algunos de sus sectores más aperturistas la posibilidad de 
dar cabida a algún tipo de asociacionismo político dentro del franquismo.  
 
 El asesinato de Carrero Blanco puso en evidencia la fragilidad del régimen 
franquista, agudizándose en las instituciones estatales la sensación de división entre 
inmovilistas y reformistas, existente desde años atrás254. La idea asociacionista tendrá su 
limitada materialización en la formulación del Estatuto de Asociaciones, de septiembre 
de 1974, quedando éstas tuteladas dentro de las estructuras de la dictadura. Así, en el 
artículo 1 del texto entonces aprobado puede leerse: «El derecho de Asociación política 
se ejercerá en el ámbito de la comunidad del Movimiento Nacional» y su artículo 2 
señala que la actividad de las Asociaciones «se ajustará a los Principios del Movimiento 
Nacional»255.  
 
 Tras la muerte de Franco y el nombramiento de Suárez como presidente del 
Gobierno comienza la reforma del régimen político y con ella el diseño de un sistema de 
partidos. Como antecedente inmediato, todavía con Arias como presidente, el propio 
Suárez presentaría como ministro Secretario General del Movimiento el proyecto para 
una ley de asociaciones políticas ante las Cortes, sentándose las bases para una futura 
libre concurrencia partidista256. Sin embargo, las Cortes todavía habían de aprobar la 
reforma de los artículos 172 y 173 del Código Penal para despenalizar la formación de 
partidos políticos, por lo que la nueva ley se quedó en un mero gesto, carente de 
                                                 
253 Sobre la Falange puede consultarse, entre otros, el trabajo de PAYNE, S.: Falange: historia del 
fascismo español, Madrid, Sarpe, 1985. 
254 MIGUEL, A. de: Sociología del franquismo. Análisis ideológico de los Ministros del Régimen, 
Barcelona, Euros, 1975, p. 343. 
255 Decreto Ley 7/1974, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto Jurídico del Derecho de 
Asociación Política, Boletín Oficial del Estado, núm. 306, 23 de diciembre de 1974, pp. 26045-26049. 
Sobre el contexto político, motivaciones y desenlace del proyecto de asociaciones políticas, véase 
TUSELL, J. y QUEIPO DE LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre…, pp. 142 y ss. Acerca de la 
configuración de un aperturismo político y sus antecedentes desde el punto de vista de los sectores 
reformistas del franquismo, véase PALOMARES, C.: Sobrevivir después de Franco. Evolución y triunfo 
del reformismo, 1964-1977, Madrid, Alianza Editorial, 2006. 
256 Ley 21/76, de 14 de junio, sobre el Derecho de Asociación Política, Boletín Oficial del Estado, núm. 
144, 16 de junio de 1976, pp. 11750-11752. Tanto ésta como la ley reguladora del Derecho de Reunión y 
Asociación, aprobada un mes antes, fueron tramitadas en Cortes por el procedimiento de urgencia ideado 
por Fernández-Miranda, consistente en evitar el control de los textos por las comisiones de estudio de las 
Cortes, integradas por los procuradores más reacios al cambio, lo que hubiera supuesto una considerable 
dificultad para que las leyes fueran sometidas a la aprobación de las Cámaras franquistas. Véase 
FERNÁNDEZ-MIRANDA, P. y FERNÁNDEZ-MIRANDA, A.: Lo que el rey…, pp. 265 y ss. 
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resultados reales, hasta la reforma del Código en el mes de julio. Entonces se legalizan 
los partidos políticos a excepción, entre otras, de aquellas asociaciones «que, sometidas 
a una disciplina internacional, se propongan implantar un sistema totalitario», en clara 
alusión al PCE, al que se vinculaba con Moscú en su intención de imponer una 
dictadura marxista, y dejando así a los comunistas fuera de la normalidad de las reglas 
establecidas257.   
 
 Aprobada por referéndum la Ley para la Reforma Política y ante la próxima 
convocatoria electoral, fijada para el mes de junio de 1977, la participación del Partido 
Comunista no quedó clarificada hasta el mes de abril. Fue entonces cuando Suárez 
decidió aceptar dentro de la legalidad los estatutos del PCE. El 15 de junio de 1977, 
España conoció las primeras elecciones libres tras la dictadura de Franco258. 
 
 Introducido en su cronología básica el marco legal que propició el nacimiento de 
un sistema de partidos en España durante la transición a la democracia, pasamos 
seguidamente a exponer el nacimiento y evolución de los cuatro principales partidos 
nacionales, en base a sus resultados electorales. 
 
 Por una parte, aquellos gestores del régimen franquista que continuaron su 
trayectoria política con el establecimiento del sistema democrático se integraron 
fundamentalmente en dos partidos. La Unión de Centro Democrático (UCD), presidido 
por Adolfo Suárez, partido configurado por una considerable horquilla de familias 
políticas entre las que encontramos un buen número de reformistas procedentes del 
franquismo y Alianza Popular (AP), liderado por Manuel Fraga, con un tono más 
conservador, más próximo al espíritu político y los valores de los sectores más reacios 
al cambio. Por parte de los partidos que habían venido oponiéndose a la existencia de la 
dictadura desde el momento mismo de su institucionalización encontramos por encima 
                                                 
257 Ley 23/1976, de 19 de julio, sobre modificación de determinados artículos del Código Penal relativos 
a los derechos de reunión, asociación, expresión de ideas y libertad de trabajo, Boletín Oficial del 
Estado, núm. 174, 21 de julio de 1976, pp. 14135-14136. El proceso y las circunstancias que rodearon 
esta modificación queda detalladamente recogido en OSORIO, A.: Trayectoria política…, pp. 81-85. 
258 La reglamentación de los partidos se completaría con la Ley de Partidos Políticos, de diciembre de 
1978. Sobre el particular: RODRÍGUEZ DÍAZ, A.: Transición política y consolidación constitucional de 
los partidos políticos, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1989. 
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del resto la significación del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) y del Partido 
Comunista de España (PCE)259. 
 
 Junto a la tradicional división entre partidos de izquierda y de derecha, 
encontramos en España la articulación de partidos políticos de corte regionalista o 
nacionalista como reflejo de la dinámica centro-periferia que ha contemplado la historia 
española desde los dos últimos siglos. Sin desmerecer en absoluto el papel en el 
escenario político de estos partidos, entendemos que la aproximación en estas páginas a 
sus proyectos políticos, fundamentados en el objetivo de obtener mayores cotas de 
autonomía, espacios de decisión y gestión para sus Comunidades Autónomas y mejoras 
en las políticas públicas de los ciudadanos de determinadas regiones, quiebra, por 
exceso, el marco de análisis de los principales actores de la política exterior concebido 
en este trabajo260. 
  
Desde la ciencia política se ha venido poniendo de manifiesto el predominio que 
conceden los partidos políticos a la política interior respecto a la exterior. Entre las 
razones apuntadas encontramos, en primer lugar, una supuesta complejidad de los temas 
internacionales que haría difícilmente comprensible la política exterior para el 
ciudadano. Un segundo motivo es que la atención de la opinión pública se orienta 
preferentemente hacia temas y problemas más próximos a su vida cotidiana, como la 
inflación, el paro, los servicios sociales, los impuestos, la vivienda…, tal y como apunta 
Rafael Calduch261. Así, subrayada y aceptada como punto de partida la menor 
incidencia que la política exterior tendrá en la identificación partidista, nos centraremos 
en la tercera parte de este trabajo en la evaluación de los presupuestos de la política de 
seguridad de los partidos, para detenernos en este punto en una visión de conjunto de las 
principales formaciones políticas en la España de la transición.  
 
 
                                                 
259 El porcentaje de escaños en el Congreso de los Diputados obtenidos por la suma de estas cuatro 
fuerzas políticas en las diferentes elecciones de la transición fue de 84,57% en 1977, 91,71% en 1979 y 
85,14% en 1982, cifras que justifican la exposición de éstos, los principales partidos de la transición 
española. 
260 Véase una síntesis de la formación y evolución de los partidos regionalistas/nacionalistas en la 
transición en BUSE, M.: La nueva democracia española. Sistema de partidos y orientación del voto 
(1976-1983), Madrid, Unión Editorial, 1984, pp. 309-388 y GUNTHER, R., SANI, G. y SHABAD, G.: 
El sistema de partidos políticos en España. Génesis y evolución, Madrid, CIS, 1986, pp. 356-437. 
261 Véase CALDUCH, R.: Dinámica de la Sociedad Internacional, Madrid, Centro de Estudios Ramón 
Areces, 1993, pp. 30 y 31. 
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5.1. Unión de Centro Democrático  
 Unión de Centro Democrático (UCD) fue el partido que protagonizó la 
transición a la democracia, obteniendo sendas victorias en las elecciones generales de 
1977 y 1979 y promoviendo los Gobiernos democráticos presididos por Adolfo Suárez 
y Leopoldo Calvo-Sotelo entre 1977 y 1982262. 
 
 El nacimiento de UCD tuvo lugar en mayo de 1977 como resultado del proceso 
de fusión de partidos menores y otros grupos políticos de diferente origen y tendencia. 
Uno de los principales rastros en el origen de UCD cabe situarlo en el grupo Tácito, 
organizado como un grupo o taller de estudio político nacido en la primavera de 1973 e 
integrado fundamentalmente por jóvenes democratacristianos, muchos de los cuales 
mantenían vínculos con el grupo católico de la Asociación Católica Nacional de 
Propagandistas (ACNP)263. Sus miembros ejercieron cierta influencia con la periódica 
publicación de artículos en el diario Ya, demandando en sus escritos, entre otras 
premisas, libertad de asociación política, incorporación de España a la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre, independencia del sistema judicial o la 
integración española en la Comunidad Europea264. Sin embargo, en las postrimerías del 
franquismo, los intentos de establecer vínculos entre los diferentes grupos de la 
democracia cristiana resultaron baldíos, dadas las diferencias de enfoque político de sus 
principales representantes265. 
                                                 
262 Entre la abundante bibliografía susceptible de ser consultada para un análisis de UCD, presentamos 
aquí aquellos trabajos que consideramos más significativas por sus aportaciones o enfoques en la 
aproximación a la formación centrista: CHAMORRO, E.: Viaje al centro de UCD, Barcelona, Planeta, 
1981, FIGUERO, J.: UCD, la empresa que creó Adolfo Suárez, Barcelona, Grijalbo, 1981, MELIÁ, J.: 
Así cayó Adolfo Suárez, Barcelona, Planeta, 1981, ATTARD. E.: Vida y muerte de UCD, Barcelona, 
Planeta, 1983, HUNEEUS, C.: La Unión de Centro Democrático y la transición a la democracia en 
España, Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas/Siglo XXI, 1985, CACIAGLI, M.: «La parábola 
de la Unión de Centro Democrático», en TEZANOS, J.F., COTARELO, R. y BLAS, A. de (eds.): La 
transición democrática española, Madrid, Sistema, 1989, pp. 389-432, MORAL, J.: El centro de la 
derecha, Madrid, EUDEMA, 1991 o ALONSO-CASTRILLO, S.: La apuesta del centro. Historia de la 
UCD, Madrid, Alianza Editorial, 1996, además de un buen número de memorias escritas por los mismos 
protagonistas del partido así como diferentes obras biográficas sobre Adolfo Suárez que completan el 
elenco de trabajos sobre UCD. 
263 Entre los asistentes a la reunión de la ANCP que resultó ser el origen de Tácito se encontraban algunos 
de los que estarían llamados a desempeñar un destacado papel en la futura formación centrista. Por 
ejemplo: Landelino Lavilla, Iñigo Cavero, José Luis Álvarez, Marcelino Oreja, Alfonso Osorio, Leopoldo 
Calvo-Sotelo, José Manuel Otero, Andrés Reguera o Fernando Álvarez de Miranda. Véase ATTARD, E.: 
Vida y muerte…, pp. 28-30.  
264 Los artículos escritos publicados por el grupo están compilados en Tácito, Madrid, Ibérico Rueda de 
Ediciones, 1975. Sobre el surgimiento del grupo Tácito, véase el testimonio de uno de sus principales 
impulsores en OSORIO, A.: Trayectoria política…, pp. 24 y ss.   
265 Mientras Federico Silva creía en la colaboración con el Régimen, José Mª Gil-Robles y Joaquín Ruíz-
Giménez quedaban dentro de la oposición democrática al franquismo. También existían diferencias 
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 La mayor parte de los Tácito habían trabajado en la administración franquista, y 
su formación universitaria les había facilitado el acceso a puestos importantes. Tras el 
asesinato de Carrero, Arias Navarro situó a varios miembros del grupo en cargos de 
destacada responsabilidad en diferentes ministerios, lo que ayudó a aumentar su 
influencia política y a tejer lazos con relevantes figuras políticas del momento, caso de 
Manuel Fraga o Pío Cabanillas. El grupo de desgajaría en diferentes facciones en base 
al desacuerdo con el Estatuto de Asociaciones Políticas aprobado por Arias266.  
 
 
 A partir de una reunión promovida por Manuel Fraga, en febrero de 1975 nació 
la Federación de Estudios Independientes (FEDISA), con el fin de debatir la situación 
política y económica del país. En FEDISA quedaron integrados varios tácitos, caso de 
Marcelino Oreja, Gabriel Cañadas, Landelino Lavilla o Juan Antonio Ortega Díaz-
Ambrona, junto a algunos miembros originarios del grupo de Fraga, además de José Mª 
de Areilza, Pío Cabanillas, Calvo-Sotelo, José Luis Álvarez, Juan José Rosón o 
Francisco Fernández Ordóñez267. FEDISA fue disuelta con la muerte de Franco, sin 
embargo, sus principios reformistas supusieron el desafío más significativo de todos los 
planteados al Régimen por quienes habían colaborado o formado parte de él268. Así 
mismo, las ideas y agenda política de FEDISA reaparecerían en el Partido Popular (PP), 
que acabaría siendo parte esencial de UCD269. 
 
 El primer Gobierno de la Monarquía estaría compuesto por algunos de los 
destacados componentes de la futura formación ucedista: Adolfo Suárez, Osorio, Calvo-
Sotelo y Rodolfo Martín Villa. Meses más tarde, el nombramiento de Suárez como 
presidente del Gobierno vendría a catapultar al máximo nivel del escenario político al 
que fuera primer presidente de la futura UCD y jefe del Gobierno de la España 
democrática entre 1977 y 1981, preconfigurándose buena parte de la estructura y 
                                                                                                                                               
respecto de los Tácito, por ejemplo, respecto al Partido Comunista; mientras Gil Robles y Ruíz-Giménez 
defendían su legalización, Osorio y Silva opinaban que mientras estuviera vigente el artículo 172 del 
Código Penal su legalización resultaba inviable. Véase PALOMARES, C.: Sobrevivir después…, pp. 206. 
266 Surgieron tres subgrupos: el encabezado por Marcelino Oreja, opuesto al Estatuto; el constituido por 
Alfonso Osorio, que junto a Federico Silva fundó la Unión Democrática Española (UDE); y el grupo de 
Fernando Álvarez de Miranda e Íñigo Cavero, que abandonaron Tácito para constituir Izquierda 
Democrática (ID) junto a Ruíz-Giménez. Ibid., pp. 225 y 226. 
267 El listado completo de los integrantes de FEDISA en Cambio 16, 21-27 de julio de 1975. Volveremos 
sobre la Federación más adelante, al abordar los aspectos relativos a Alianza Popular. 
268 Véase HUNEEUS, C.: La Unión de Centro Democrático…, pp. 41 y 42. 
269 AREILZA, J.M.: Crónica de libertad, Barcelona, Planeta, 1985, p. 170. 
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definiéndose los líderes del partido centrista. Además de los anteriormente citados, se 
incorporaron al Ejecutivo: Marcelino Oreja, Landelino Lavilla, Fernando Abril 
Martorell y Andrés Reguera, quienes formarían parte original de UCD270. Por aquel 
entonces ya habían visto la luz algunos de los partidos que vendrían a converger en 
UCD. Entre éstos, es en el PP dónde se encuentra el elemento nuclear más 
representativo de la Unión, formado, entre otros, por Areilza, Cabanillas o José Luis 
Álvarez271. Meses más tarde se unieron a esta formación los miembros del Partido 
Demócrata Cristiano (PDC)272. La formación popular se vio nuevamente alterada tras la 
celebración de su primer congreso, celebrado los días 5 y 6 de febrero de 1977. Nuevas 
alianzas transformaron al PP en el Centro Democrático (CD), significativamente las de 
los grupos liberales liderados por Joaquín Garrigues Walker e Ignacio Camuñas y 
socialdemócratas encabezados por José Ramón Lasuén y Francisco Fernández 
Ordóñez273. 
 
 Con las elecciones de 1977 en el horizonte, Adolfo Suárez aprovechó sus 
insuperables cotas de popularidad, la plataforma presidencial y las estructuras 
gubernamentales para liderar el proyecto de CD. A fin de cuentas, Coalición 
Democrática no era más que un “partido de notables”, sin arraigo en la geografía 
española y absolutamente carente de organización y financiación como para encarar el 
reto electoral con garantías suficientes. Alfonso Osorio trasladaría a los principales 
representantes de CD la necesaria elección entre Areilza y Suárez como líder de la 
formación centrista, bajo el sobreentendido de que sin el respaldo del Gobierno y su 
aparato burocrático el partido carecería de escasa fuerza electoral. Tras las reuniones de 
                                                 
270 Sobre la figura de Adolfo Suárez existen un buen número de trabajos citados en el punto 2 de este 
capítulo, referido al Gobierno y la Administración, así como igualmente recogidos en la Bibliografía, al 
final del trabajo. 
271 Junto a éstos, entre los políticos más destacados en el origen del PP se encuentran Emilio Attard, 
Ortega y Díaz Ambrona, José Pedro Pérez-Llorca o Luis Ortega. Véase MORAL, J.: El centro…, pp. 36-
38. 
272 El PDP era resultado de los democratacristianos de Álvarez de Miranda e Íñigo Cavero y el grueso de 
la UDE liderado por Osorio, una vez que Federico Silva se integrara en AP. La evolución y recorrido 
político de Fernando Álvarez de Miranda en ÁLVAREZ DE MIRANDA, F.: Del «contubernio» al 
consenso, Barcelona, Planeta, 1985. 
273 La serie de fusiones, fraccionamientos y agrupaciones que preceden al nacimiento de CD es 
especialmente complejo por el elevado número de partidos, grupos y personas que, en mayor o menor 
medida, participan en ella. Buenas síntesis del proceso en ESTEBAN, J. de y LÓPEZ GUERRA, L.: Los 
partidos políticos en la España actual, Barcelona, Planeta/Instituto de Estudios Económicos, 1982, pp. 
83-89, GUNTHER, R., SANI, G. y SHABAD, G.: El sistema de partidos…, pp. 108-115 y HUNEEUS, 
C.: La Unión de Centro Democrático…, pp. 151-162. 
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Suárez con Cabanillas, Areilza y otras personalidades de CD, Areilza decidió abandonar 
tanto en PP como CD274. 
 
 El 3 de mayo de 1977, Adolfo Suárez anunciaba públicamente su candidatura a 
las elecciones al frente a la coalición de Unión de Centro Democrático. Definida como 
«conglomerado de fuerzas, unos procedentes de los reformistas del régimen y otras, de 
la oposición moderada» o como una operación política de «último momento» de cara a 
afrontar la convocatoria electoral275, UCD estaba compuesta por un total de trece 
partidos, formados, a su vez, por grupos más pequeños, hasta superar los cuarenta276. 
 
 La integración de Adolfo Suárez y sus partidarios en UCD significó su total 
autonomía para confeccionar las listas provinciales de candidatos ucedistas al Congreso 
de los Diputados y al Senado, labor que le correspondería gestionar a Leopoldo Calvo-
Sotelo. La configuración de las listas provocó no pocas decepciones e infructuosas 
protestas entre los integrantes de la original CD. Según Pedro J. Ramírez, sólo la mitad 
de los 350 candidatos por UCD al Congreso pertenecían a alguno de los partidos 
fundadores de CD, mientras que Suárez y Calvo-Sotelo incorporaron a las listas 
representantes de los pequeños partidos regionales como el Partido Social Liberal 
Andaluz, el Partido Gallego Independiente, la Unión Canaria o Acción Regional 
Extremeña. Sin embargo, la mayor parte de los candidatos de UCD se integraban en el 
grupo de los “independientes”, que llegaron a ocupar 206 escaños ucedistas en el 
Congreso y el Senado tras las primeras elecciones generales277. El grupo independiente 
                                                 
274 PALOMARES, C.: Sobrevivir después…, pp. 294 y 295. Resultan interesantes los testimonios de dos 
de los principales protagonistas de estos acontecimientos: AREILZA, J.M.: Cuadernos de la Transición, 
Barcelona, Planeta, 1983, pp. 122-126 y OSORIO, A.: Trayectoria política…, pp. 291-303. 
275 Los entrecomillados corresponden a HERNÁNDEZ, A.: Fue posible…, p. 77 y a HUNEEUS, C.: La 
Unión de Centro Democrático…, p. 133. 
276 Los trece partidos eran: 1. La Federación de Partidos Demócratas y Liberales, compuesta por nueve 
partidos menores y dirigida por Joaquín Garrigues Walker, Antonio Fontán, y Miguel Herrero y 
Rodríguez de Miñón, ente otros; 2. El Partido Popular, integrada por siete partidos y encabezada por Pío 
Cabanillas, José Pedro Pérez-Llorca y José Luis Navarro principalmente; 3. La Federación Social 
Demócrata, formada por diez partidos, entre los que destacaba la figura de José Ramón Lasuén. 4. El 
Partido Social Demócrata, compuesto por seis partidos dirigidos por Francisco Fernández Ordóñez, 
Rafael Arias-Salgado y Luis González Seara: 5. La Unión Demócrata Murciana, liderada por Antonio 
Pérez Crespo; 6. La Unión Canaria, con Lorenzo Olarte al frente; 7. El Partido Gallego Independiente, 
encabezado por José Luis Meilán; 8. El Partido Social Demócrata Independiente; 9. El Partido Social 
Liberal Andaluz, liderado por Manuel Clavero; 10. Acción Regionalista Extremeña, encabezada por 
Enrique Sánchez de León; 11. El Partido Demócrata Popular, liderado por Ignacio Camuñas; 12. El 
Partido Demócrata Cristiano, dirigido por Fernando Álvarez de Miranda e Íñigo Cavero, entre otros y 13. 
La Federación Social Independiente, con Jesús Sancho Rof a la cabeza. Véase MARTÍN MERCHÁN, D.: 
Partidos Políticos. Regulación legal, Madrid, Presidencia del Gobierno, 1981, pp. 206-210.  
277 RAMÍREZ, P. J.: Así se ganaron las elecciones 1977, Barcelona, Planeta, 1977, p. 163. 
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estaba fundamentalmente compuesto por antiguos dirigentes del Movimiento Nacional 
o afiliados a los sindicatos verticales del franquismo, muchos de los cuales eran 
procuradores del Grupo Parlamentario Independiente en las Cortes franquistas, y cuya 
relación de confianza con Rodolfo Martín Villa o con el mismo Suárez vino a facilitar 
su inclusión en los primeros lugares de listas electorales provinciales278.  
 
 Tras una campaña electoral en la que la coalición nunca hizo esfuerzos por 
definirse ideológicamente, resultado, en definitiva, de su heterogénea composición y de 
la utilidad electoral de trasladar un mensaje vago y ecléctico, y celebradas las elecciones 
generales, el Gobierno formado por Suárez dio respuesta a la necesidad de integrar a los 
jefes de los partidos y representantes de las distintas familias de UCD279. De esta forma, 
«convertía al Consejo de Ministros en la principal instancia deliberativa y decisoria del 
partido»280. Ciertamente, el consecuente dominio de la Administración por parte de 
personas afines al Gobierno vino a facilitar la estructura organizativa a partir de la cual 
UCD pudo establecerse geográficamente antes de las siguientes elecciones. Sin 
embargo, la heterogeneidad ideológica de sus componentes resultó ser a la larga un 
obstáculo para el desarrollo de las instituciones del partido, provocando un conflicto que 
acabaría por quebrar el entramado ucedista. Son innumerables los testimonios sobre las 
causas de la descomposición de UCD. Entre ellos se encuentra el de Martín Villa, que 
señala: «UCD nunca constituyó un partido político propiamente dicho». Se trató de una 
«formación política para llevar a cabo y dirigir la transición democrática, la elaboración 
de la Constitución y la consolidación de las libertades recién instauradas». Así, una vez 
alcanzado su objetivo, desaparece. En este mismo sentido, el dirigente ucedista apunta 
                                                 
278 La confección de las listas electorales de UCD, con profuso detalle de nombres y alternativas en 
OSORIO, A.: Trayectoria política…, pp. 303-312. La trayectoria política de Rodolfo Martín Villa en el 
franquismo, donde, entre otros cargos, ocupó la secretaría general de la Organización Sindical entre 1969 
y 1973, su nombramiento como ministro de Relaciones Sindicales en el último gobierno de Arias, 
primero de la Monarquía, y posteriormente como ministro de Gobernación en el primer gobierno de 
Adolfo Suárez multiplicó su influencia para designar nombres de su confianza en las listas de numerosas 
provincias españolas sin que los designados formaran parte de ninguno de los partidos políticos de la 
coalición electoral. El grueso de este gran grupo pasaría posteriormente a integrarse en UCD a título 
individual, siendo denominado como “los azules” y manteniendo hasta 1982 un considerable peso en el 
Grupo Parlamentario ucedista, lo que determinó el notable poder que Martín Villa siempre tuvo en la 
formación centrista. El protagonista nos ha dejado su testimonio de su recorrido político en la transición 
en MARTÍN VILLA, R.: Al servicio…. 
279 Durante la campaña UCD publicó un solo documento ideológico, Manual para 22 millones de 
electores, dado a conocer cinco días antes de las elecciones. Sobre el desarrollo de la misma, ALONSO-
CASTRILLO, S.: La apuesta del centro…, pp. 192-197. 
280 La composición de los diferentes gobiernos de la transición puede consultarse en el Apéndice 
Documental. Fernando Álvarez de Miranda optó por no formar parte del Ejecutivo, siendo designado 
presidente del Congreso. HUNEEUS, C.: La Unión de Centro Democrático…, p. 196. 
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que tras las primeras elecciones hubiera sido mucho más conveniente «crear una 
federación de partidos independientes» que un partido político unitario. Efectivamente, 
una vez que UCD hubo gestionado la transición y se inició la normal andadura 
democrática, «se reveló inmediatamente ilusoria la pretensión de que todas esas 
opciones se alinearan, sin graves desajustes, detrás de un único y concreto programa de 
gobierno de un partido unitario»281. Veamos brevemente los hitos más representativos 
en la evolución de UCD durante su existencia en el panorama político español. 
 
 Entre los primeros pasos formales para la construcción de una organización 
partidista figura la designación de Adolfo Suárez como presidente de lo que había de ser 
una estructura única de partido y la creación de dos órganos de Gobierno: el Consejo 
Político y el Comité Ejecutivo, a partir de unos estatutos aprobados por el grupo 
parlamentario y el visto bueno del Gobierno. Con esta estructura interna comienza la 
nueva singladura de UCD como partido de gobierno, controlado desde el Consejo de 
Ministros. En diciembre de 1977, los partidos integrados en la coalición se disolvían 
como organizaciones autónomas, pasando a formar parte del aparato del partido único, 
cuya secretaría general recayó en Rafael Arias-Salgado, quien, junto a Abril Martorell, 
formaría tándem en la estrategia de formación del partido282. 
 
 El I Congreso del partido, celebrado en octubre de 1978, fue la ocasión de poner 
en marcha la incipiente estructura territorial de UCD, con la movilización de los 
afiliados a través de las asambleas provinciales previas al congreso. A su vez, la 
invitación por parte del secretario de Relaciones Internacionales del partido, Javier 
Rupérez, a numerosas personalidades de partidos conservadores y centristas europeos 
impregnó de mayor solemnidad el desarrollo de sus sesiones, preparadas bajo la 
consigna de presentar una imagen de unidad a la sociedad española283. Adolfo Suárez 
resultó respaldado como líder de UCD de forma abrumadora, aprobándose igualmente 
unos estatutos decididamente presidencialistas. No obstante, durante la votación de las 
listas únicas del Comité Ejecutivo y el Consejo Político, pudo apreciarse un nada 
                                                 
281 MARTÍN VILLA, R.: Al servicio…, p. 74. 
282 Véase HUNEEUS, C.: La Unión de Centro Democrático…, pp. 210-212 y ALONSO-CASTRILLO, 
S.: La apuesta del centro…, pp. 264 y ss. 
283 Entre otros, hicieron acto de presencia en el I Congreso de UCD, Leo Tindemans, presidente del 
Partido Popular Europeo y ex-presidente de Bélgica; Emilio Colombo, presidente del Parlamento 
Europeo; Gaston Thorn, presidente de la Internacional Liberal y primer ministro de Luxemburgo; 
Mariano Rumor, presidente de la Unión Mundial Demócrata Cristiana; Kart Cartens, presidente del 
Parlamento alemán; Francisco Sa Carneiro, presidente del Partido Socialdemócrata de Portugal o 
Margaret Tatcher, líder de del Partido Conservador británico. 
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desdeñable cuestionamiento al dirigismo con que el congreso fue llevado a cabo. La 
representación proporcional de las familias fue respetada en ambos organismos, si bien, 
dado que el Consejo Político era un organismo más numeroso, se ideó que el Comité 
Ejecutivo fuera el órgano colegiado más importante del partido, integrando en él a los 
barones de UCD, la mayoría de los cuales formaba parte del Gobierno. De este modo, se 
produjo no sólo la señalada subordinación del partido al Gobierno, sino la difusión de 
las funciones del Comité Ejecutivo, que, vacío de contenido, apenas ejerció como tal284. 
  
 Aprobada la Constitución y convocadas las segundas elecciones generales para 
marzo de 1979, UCD contó con la activa participación de Suárez en la campaña, quien 
utilizó la televisión como principal baza electoral frente a sus rivales políticos. 
Especialmente decisorio fue el mensaje que el presidente emitiera días antes de la cita 
electoral, apelando al voto del miedo, al atribuir a los socialistas, sus principales 
adversarios en las encuestas, su intención de implantar el aborto libre y gratuito, la 
abolición de la enseñanza religiosa y el establecimiento de una economía colectivista y 
autogestionada, de raíz marxista285. 
 
 El equilibrio vigente en la representación de las distintas familias ucedistas en el 
seno del Gobierno se quebró tras la nueva victoria centrista en 1979. Suárez, sabiéndose 
fuerte tras los resultados, confeccionó un Ejecutivo del que prescindiría de casi la 
totalidad de los barones del partido, decisión que pronto se volvió en su contra, puesto 
que éstos comenzaron a cuestionar el liderazgo de Suárez, quien hubo de incorporarlos 
nuevamente al Gobierno meses más tarde286. Por otra parte, las elecciones municipales 
de abril conllevaron la tarea de consolidar la presencia del partido a nivel local y 
provincial, aspecto en cierta medida ajeno a los barones y que cabe atribuir al aparato 
del partido, dirigido por Arias-Salgado, persona de confianza de Suárez. En palabras de 
                                                 
284 Sobre este I Congreso de UCD, véanse sus ponencias y discursos en La solución a un reto. Tesis para 
una sociedad democrática occidental, Madrid, Unión Editora, 1979. Así mismo HUNEEUS, C.: La 
Unión de Centro Democrático…, pp. 214-220 y ALONSO-CASTRILLO, S.: La apuesta del centro…, pp. 
272-279. 
285 MELIÁ, J.: Así cayó…, p. 19. 
286 Rodolfo Martín Villa, Pío Cabanillas y Francisco Fernández Ordóñez quedaban fuera del Gobierno 
formado tras las elecciones, en abril de 1979, mientras que Fernando Álvarez de Miranda era 
reemplazado en la presidencia del Congreso. La crisis de gobierno en la primavera de 1980, provocada 
por las diferencias de criterio en la gestión económica entre el vicepresidente Abril Martorell y los 
ministros Bustelo y García Díez, dio pié a la actuación de los barones desplazados, quedando el liderazgo 
de Suárez seriamente deteriorado. Tras la constitución de la Comisión Permanente, en la que aquéllos 
quedaron integrados, volverían al Gobierno en el mes de septiembre. Véase HUNEEUS, C.: La Unión de 
Centro Democrático…, pp. 276 y ss. 
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Charles Powell, ello daría lugar a una tensión cada vez mayor entre los diputados, 
quienes debían su escaño a su pertenencia a las distintas familias de UCD, y los cuadros 
locales y provinciales, que se sentían totalmente respaldados por el presidente. Así, la 
institucionalización del partido suscitó el rechazo de su propio Grupo Parlamentario, 
que vio en el proceso una creciente amenaza a su influencia y status287. 
 
 Tan sólo unos meses después de la victoria en las elecciones generales, Adolfo 
Suárez quedó en una incómoda posición a la que no era ajena la prensa. Remiso a 
ejercer su liderazgo en el Gobierno y en el partido y cuestionado por los barones 
centristas, la actuación del presidente en la moción de censura planteada por el PSOE en 
mayo de 1980 vino a reflejar la debilidad en la que se encontraba Suárez frente al 
empuje de la oposición.  
 
 La manifestación pública de la oposición interna al liderazgo de Suárez tuvo 
lugar en el seno del Grupo Parlamentario centrista, con motivo de la votación del nuevo 
presidente del grupo. Sus frecuentes ausencias del hemiciclo y la ausencia de los 
diputados en los mecanismos decisorios del partido provocaron el rechazo del candidato 
oficialista a la presidencia en beneficio de Miguel Herrero de Miñón, quien en octubre 
de 1980 obtuvo una holgada victoria en la votación de los diputados ucedistas con el 
inestimable apoyo de Martín Villa y Pío Cabanillas288. Se había gestado el movimiento 
de “los críticos” en el seno de UCD que de cara al desarrollo del II Congreso del partido 
se organizó como alternativa al personalismo y la falta de democratización en la 
elección del aparato del partido289. 
 
 Previamente a la celebración del segundo congreso tuvo lugar la dimisión de 
Suárez como presidente del Gobierno, proponiendo la Comisión Permanente como su 
sucesor a Leopoldo Calvo-Sotelo. La ratificación de Calvo-Sotelo como el candidato 
oficial del partido a la presidencia del Gobierno y la elección del incondicional suarista 
Rodríguez Sahagún como presidente de UCD fueron las dos decisiones fundamentales 
                                                 
287 POWELL, CH.: España en democracia…, p. 241. 
288 Pocas fechas antes, el propio Miguel Herrero había publicado un polémico artículo en prensa a raíz de 
la votación a favor del presidente en la moción de confianza propuesta por el Gobierno. Bajo el título 
«Si… pero», Herrero enunciaba los males que a su juicio aquejaban la gestión de Adolfo Suárez. Véase el 
relato del protagonista en HERRERO DE MIÑÓN, M.: Memorias de estío, Madrid, Temas de Hoy, 1994, 
pp. 205 y ss.  
289 Véase ATTARD, V.: Vida y muerte…, pp. 181 y ss. y HERRERO DE MIÑÓN, M.: Memorias…, pp. 
225 y ss. 
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del II Congreso, celebrado a principios de febrero de 1981. En aquél, los críticos 
presentaron una candidatura alternativa a la oficialista, encabezada por Landelino 
Lavilla, que a pesar de ser derrotada obtuvo el apoyo de un 39% de los compromisarios. 
El congreso no resolvió, en absoluto, los problemas de fondo del partido que afloraron 
con renovada intensidad durante la gestión presidencial de Calvo-Sotelo, quien, a 
diferencia de su antecesor, carecía del control del partido290. 
 
 Efectivamente, la política continuista llevada a cabo por el nuevo presidente 
favoreció el estado de crisis permanente al que parecía estar abocada UCD hasta su 
descomposición. Más allá de una renovada política de gestos, la continuidad se 
apreciaba tanto en las personas como en los procedimientos en la toma de decisiones, 
poniéndose de manifiesto el doble frente de las dificultades: las diferencias 
interpartidistas y las disputas en torno al estilo en la dirección política. La falta de 
sintonía entre Gobierno, Grupo Parlamentario y partido fue cada vez mayor, 
fortaleciéndose las fuerzas centrípetas existentes en UCD291.  
 
 Así, con motivo de la tramitación de la ley el Divorcio, las distintas corrientes 
ideológicas ucedistas iniciaron el proceso de desintegración del partido. Fernández 
Ordóñez dimitió como ministro de Justicia y abandonó UCD en el mes de noviembre 
junto a 16 parlamentarios de la familia socialdemócrata. Formó su propio partido, cuyos 
dirigentes se presentarían en las elecciones de 1982 en las listas del PSOE292. Por su 
parte, y como reacción a la postura de los socialdemócratas, los sectores más 
conservadores, liderados por Herrero y Alzaga, conformaron la denominada 
“plataforma moderada” en julio de 1981, que abogó por una abierta colaboración 
parlamentaria con Coalición Democrática de Manuel Fraga, con objeto de llevar a cabo 
la que entendían era la «mayoría natural»293. No obstante, la descomposición de UCD 
tuvo su mayor simbolismo cuando Adolfo Suárez formalizó su abandono para 
encabezar un nuevo partido, en julio de 1982, seguido, entre otros, de Agustín 
                                                 
290 Sobre el II Congreso de UCD véase HUNEEUS, C.: La Unión de Centro Democrático…, pp. 325-332. 
291 ALONSO-CASTRILLO, S.: La apuesta del centro…, pp. 447-448. La visión del período por el nuevo 
presidente en CALVO-SOTELO, L.: Memoria viva…, pp. 56-94. 
292 La narración de los acontecimientos por el protagonista en FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ, F.: Palabras 
en libertad, Barcelona, Argos Vergara, 1982. 
293 Miguel Herrero abandonaría UCD en enero de 1982 ingresando en AP poco más tarde, por cuyas listas 
fue elegido diputado en 1982. HERRERO DE MIÑÓN, M.: Memorias…, pp. 275-278, mientras que 
Óscar Alzaga fundaba en julio el Partido Demócrata Popular, al que se adhirieron 12 diputados y 8 
senadores ucedistas. 
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Rodríguez Sahagún, quien había cedido la presidencia del partido al propio Calvo-
Sotelo meses atrás294. 
 
 El descalabro electoral de UCD en las elecciones de 1982 fue definitivo para su 
desaparición. Con un nuevo presidente del partido, Landelino Lavilla, la formación 
centrista encaró las elecciones generales con renovadas esperanzas, desprendidas de la 
total regeneración del aparato del partido, aún a sabiendas de que el potencial electoral 
del PSOE era a todas luces insuperable. Su hundimiento en las urnas, obteniendo tan 
sólo 11 diputados propició su autodisolución meses más tarde. 
  
 
5.2. Partido Socialista Obrero Español  
 Fundado en 1879, fue uno de los partidos obreros más antiguos de Europa, 
contando con poca fuerza en sus comienzos, hasta su ascenso como primera fuerza 
electoral en las elecciones a las Cortes republicanas de 1931. Pieza fundamental en las 
coaliciones de gobierno del primer bienio de la II República, formó parte del Frente 
Popular en las elecciones de 1936. La represión de la dictadura franquista condujo a los 
dirigentes socialistas al exilio y al descabezamiento de su estructura en España hasta 
bien entrados los años sesenta, cuando comienza a articularse un germen organizado de 
socialistas en la clandestinidad, focalizado principalmente en Asturias, Madrid, Sevilla 
y el País Vasco295. 
 
 El conflicto latente a partir de entonces entre la dirección del PSOE en el exilio y 
la organización interior tuvo su desenlace en favor de los segundos en el último 
congreso socialista en el exilio, celebrado en octubre de 1974 en Suresnes, Francia. El 
histórico Rodolfo Llopis fue entonces sucedido en la secretaría general del partido por 
Felipe González, líder del PSOE desde entonces y hasta 1996. Con un lenguaje 
fundamentado en la lucha de clases, el PSOE presentó en Suresnes un programa político 
basado en el anticapitalismo, la ruptura democrática frente al franquismo y en la defensa 
de un republicanismo federal, en el que predominó la presencia y los postulados del 
núcleo sevillano, más radical que integrado por vascos y madrileños. En Suresnes, el 
                                                 
294 El proceso de descomposición de UCD queda abordado en detalle en HUNEEUS, C.: La Unión de 
Centro Democrático…, pp. 340-387. 
295 Sobre la historia del PSOE desde su fundación hasta el final de la dictadura: GILLESPIE, R.: Historia 
del Partido Socialista Obrero Español, Madrid, Alianza, 1991, pp. 21-234 y JULIÁ, S.: Los socialistas 
en la política española, 1879-1982, Madrid, Taurus, 1996, pp. 15-396. 
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PSOE fijó la renovación orgánica y generacional de una dirección elegida por primera 
vez por sus afiliados y que pasó a asentarse definitivamente en el interior, ante el 
horizonte de un próximo cambio de rumbo político en España dado el inminente final 
biológico de Franco. Todo ello ante la presencia de Willy Brandt, ex-canciller alemán y 
líder socialdemócrata de su país, François Mitterrand, líder socialista francés y Bruno 
Pittermann, presidente de la Internacional Socialista. El tono radical de su programa y 
manifestaciones públicas no estuvieron exentos de ciertas dosis de posibilismo, 
combinándose el mensaje revolucionario con un realismo práctico como táctica política, 
aspecto éste en el que incide el trabajo de Santos Juliá296. 
 
 Suresnes fue el punto de partida de la posterior refundación socialista, con unos 
dirigentes que tuvieron la «destreza para combinar continuidad simbólica y 
discontinuidad política»297. De este modo, apoyados por la Internacional Socialista y el 
reconocimiento de los socialistas europeos, el PSOE pasó a convertirse en el partido 
aglutinador de los socialistas españoles, desplazando al Partido Socialista Popular (PSP) 
liderado por Tierno Galván como posible núcleo sobre el que edificar la formación 
política socialista de referencia. El mensaje de unidad y homogeneidad presidió el 
XXVII Congreso, celebrado en Madrid en diciembre de 1976, donde el PSOE perfiló su 
estructura federal con el control por parte de Alfonso Guerra del aparato del partido y 
como contrapeso a la organización en federaciones regionales. El Congreso tuvo el 
nuevo respaldo de Willy Brandt, quien acudiría al mismo junto a otros reconocidos 
líderes del socialismo europeo: Olor Palme, Mitterrand o Pietro Nenni, lo que 
testificaba la identificación del PSOE como el partido socialista español por excelencia 
a ojos de la prensa e instituciones extranjeras298.  
 
 Durante estos primeros compases de la transición, aún manteniéndose un 
lenguaje oficial de corte marxista, la evolución del cambio político introdujo elementos 
correctores en el enfoque del partido. Tras la muerte de Franco comienza a hablarse de 
«ruptura negociada» o «ruptura pactada», camino que inevitablemente hubieron de 
asumir los partidos políticos de la oposición democrática, unificados en el organismo 
Coordinación Democrática, una vez que el éxito en el referéndum sobre la Ley para la 
                                                 
296 JULIÁ, S.: Los socialistas…, pp. 419 y ss. 
297 PRADERA, J.: «Las pasiones del poder. El PSOE tras diez años de gobierno (1982-1992)», en Claves 
de la Razón Práctica, núm. 26, octubre 1992, p. 33. 
298 GILLESPIE, R.: Historia del..., pp. 334-337 y JULIÁ, S.: Los socialistas…, pp. 442 y 443. 
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Reforma Política impulsada por Adolfo Suárez establecía que el ritmo e iniciativa de la 
democratización recayera en el Gobierno299. Igualmente, las tesis republicanas irían 
perdiendo fuerza al hilo de las perspectivas de un sistema político de hecho con Juan 
Carlos I como monarca de un Estado de derecho, siempre y cuando el Rey impulsara un 
proceso constituyente y un régimen plenamente democrático300.  
 
 Así las cosas, con los socialistas satisfechos con las notables parcelas de libertad 
logradas en los dos primeros años de régimen monárquico, se celebraron las elecciones 
de junio de 1977. El engranaje de la maquinaria electoral y la confección de las listas 
corrieron a cargo de Alfonso Guerra, quién simbolizó en la joven figura de Felipe 
González el reclamo de las propuestas del PSOE301. A partir de modernas técnicas 
electorales y bajo los lemas “La libertad está en tu mano” y “Socialismo es libertad”, 
buena parte del discurso del partido socialista durante la campaña electoral se asimiló, 
sin mencionarlo, al de las socialdemocracias europeas. El resultado de las elecciones 
tuvo diferentes consecuencias en la vida política nacional y en el seno mismo del PSOE. 
Por un lado, como primer partido de la oposición, los socialistas fueron reconocidos 
como una opción atractiva para los votantes, como una verdadera alternativa de poder, 
habiendo obtenido una sobresaliente ventaja sobre el PCE, la otra fuerza que, a priori, 
podía situarse como polo de atracción de los votantes de izquierdas. 
 
 Así mismo, el PSOE se consolidó como un partido de masas, situándose cerca de 
los 200.000 afiliados en octubre de 1977, según fuentes del propio partido. A efectos 
electorales, el acuerdo de cooperación y con los socialistas catalanes permitió al PSOE 
obtener 15 diputados, quienes formaron, no obstante, su propio Grupo Parlamentario. 
En julio de 1978, el Partido Socialista de Cataluña se unificaba definitivamente con el 
PSOE, al igual que lo haría el PSP y diferentes grupos socialistas regionales. El éxito en 
la unificación del socialismo español era evidente. A finales de año, únicamente el 
                                                 
299 Coordinación Democrática fue el resultado de la fusión de la Junta Democrática (encabezada por el 
PCE) y la Plataforma de Convergencia Democrática (impulsada por el PSOE) llevada a cabo el 26 de 
marzo de 1976. Posteriormente, tras pactos con agrupaciones democráticas de Cataluña, Valencia, 
Baleares Canarias y Galicia pasó a denominarse Plataforma de Organismos Democráticos, constituyendo 
una comisión negociadora con el Gobierno formada por el liberal Joaquín Satrústegui, el democristiano 
Antón Cañellas, el socialdemócrata Francisco Fernández Ordóñez, los socialistas Felipe González y 
Enrique Tierno Galván, los nacionalistas Valentín Paz Andrade por Galicia, Julio Jáuregui por el País 
Vasco y Jordi Pujol por Cataluña. Por parte del Partido Comunista, asistió Simón Sánchez Montero, ante 
la negativa del Gobierno a aceptar a Santiago Carrillo como interlocutor público. 
300 CHAMORRO, E.: Felipe González. Un hombre a la espera, Barcelona, Planeta, 1980, p. 126.  
301 GUERRA, A.: Cuando el tiempo nos alcanza. Memorias (1940-1982), Madrid, Espasa Calpe, 2004, 
pp. 187 y ss. 
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Partido Socialista del Pueblo Andaluz de Rojas Marcos constituía un problema de 
asimilación para el PSOE, convertido entonces en el «partido de la renovación de la 
vida política» por excelencia302.  
 
 Durante la legislatura constituyente, los socialistas atemperaron su labor de 
oposición a favor del consenso en la elaboración de la Carta Magna. Concretados los 
Pactos de la Moncloa a finales de 1977, la representación del PSOE en la ponencia 
constitucional corrió a cargo de Gregorio Peces-Barba. Sin embargo, a tenor de las 
votaciones en la Comisión Constitucional pronto se hizo evidente la existencia de dos 
posiciones bien diferenciadas: la formada por UCD y AP de un lado y la del resto de 
diputados de la Comisión por otro303. El distanciamiento y debilitamiento del consenso 
constitucional motivó a Suárez a encomendar a Abril Martorell la tarea de buscar el 
entendimiento con los socialistas para evitar el posible rechazo del futuro texto 
constitucional por parte de la izquierda. De este modo, a partir de prolongadas sesiones 
entre Abril Martorell y Alfonso Guerra a partir de mayo «se fraguó un nuevo consenso 
constitucional, al que pronto se sumaron comunistas y nacionalistas, aunque no 
aliancistas»304. Con la aprobación de la Constitución por referéndum popular, el PSOE 
despejaba de forma definitiva la cuestión de sus postulados republicanos, legitimando a 
la monarquía como forma del Estado una vez que Juan Carlos hubo dado respuesta 
satisfactoria a las tesis socialistas de democratización e impulso constitucional, con lo 
que el PSOE cerraba de esta forma una de sus más espinosas cuestiones como partido, 
quedando dentro de la dinámica constitucional, pero sin contradecir sus formulaciones 
respecto a la Corona.  
 
 Tal y como señala Richard Guillespie, el año 1979 resultó decisivo para el futuro 
del Partido Socialista, al presenciar «la consolidación de la autoridad personal de Felipe 
González, así como medidas decisivas para transformar al PSOE de un partido de 
militantes a un partido electoral». En el seno del partido arreció la controversia entre los 
partidarios de abandonar el marxismo como tesis oficialista y los continuadores de la 
tradicional seña de identidad. No obstante, siguiendo el análisis de Guillespie, aquel 
debate poco tenía de ideológico, al tratarse de una reacción a los insatisfactorios 
                                                 
302 JULIÁ, S.: Los socialistas…, p. 485. 
303 Véase PECES-BARBA, G.: La elaboración… y GUERRA, A.: Cuando el tiempo…, pp. 220-236. 
304 Entiéndase nacionalistas catalanes. POWELL, CH.: La transición…, p. 223.  
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resultados electorales de las generales de marzo y las municipales de abril305. Del 
mismo modo, de forma paralela a la cuestión del marxismo, afloraron en el PSOE otros 
síntomas que igualmente reflejan el estado de disociación que en algunos casos existía 
en su seno. Concretamente, la expresión en los medios de comunicación por parte de su 
secretario general de muchos de los presupuestos políticos que buena parte de la 
militancia entendía debían de ser debatidos en los órganos de dirección306. O la 
sensación entre numerosos sectores del partido de que el PSOE estaba cayendo en una 
constante derechización por cálculos electoralistas, acrecentada por el aumento de la 
influencia que socialdemócratas y liberales iban acumulando en la dirección 
socialista307. 
 
 Así, en el XXVIII Congreso celebrado mayo, los sectores críticos con la 
dirección dieron batalla para que en la resolución política quedara recogido «el carácter 
de partido de clase, de masas, marxista, democrático y federal del PSOE», sin que el 
propio Felipe González pudiera conciliar una fórmula conciliatoria al respecto308. Sin 
embargo, el verdadero centro de atención fue acaparado por la dimisión del secretario 
general durante la última jornada del congreso, lo que propició la designación de una 
comisión gestora que asumiera la dirección del partido hasta la celebración de un 
Congreso extraordinario que definiera la orientación ideológica del partido y eligiera 
una nueva ejecutiva, ante la imposibilidad de que los críticos articularan una 
candidatura a la comisión ejecutiva. En el XXVIII Congreso se evidenció que el sector 
izquierdista del PSOE aunó los suficientes apoyos para respaldar sus postulados 
ideológicos sin ofrecer una estructura organizativa alternativa a la vigente, en la que la 
figura de Felipe González se demostró inexpugnable y superior a las disputas internas 
                                                 
305 GILLESPIE, R.: Historia del..., pp. 351-353. 
306 Así sucedió, precísamente, en el caso mismo de la polémica sobre la identidad marxista del PSOE, 
cuando Felipe González anunció públicamente en declaraciones a periodistas su intención de solicitar al 
partido en su próximo congreso la eliminación a todas las referencias explícitas a esta doctrina en la 
intención de ampliar su «abanico representativo». Véase El País, 5 de mayo de 1978 y 9 de mayo de 
1978. 
307 Ambos aspectos están en relación con las críticas que tanto Pablo Castellano como Francisco Bustelo 
lanzaron poco antes del XXVIII Congreso del PSOE, relativas a la falta de respeto al Comité Nacional, el 
excesivo culto a la figura de Felipe González, la necesidad de mayor autonomía en las federaciones del 
partido, la defensa del marxismo como bandera del socialismo o la falta de consultas internas por parte de 
la dirección. En este sentido se expresaba Pablo Castellano en un extenso artículo publicado en El País, 
12 de abril de 1979, en el que emplazaba al próximo Congreso a disipar la «concentración de funciones» 
y el «dirigismo presidencialista» y a poner fin al «deterioro de los hábitos democráticos internos» en el 
partido. 
308 Véanse las Resoluciones del XXVIII Congreso del PSOE, Madrid, 1979. 
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del partido309. Los delegados socialistas aspiraron a un partido liderado por González 
bajo unos principios por él no compartidos. O, dicho de otro modo, el congreso aprobó 
unos postulados políticos pero no encontró a quién que pudiera situarse al frente de los 
mismos. Una contradicción resuelta meses más tarde, durante el XXIX Congreso. 
 
 Entonces, efectivamente, en el congreso extraordinario de septiembre los 
delegados socialistas se inclinaron por Felipe González y una comisión ejecutiva 
integrada por posiciones típicamente socialdemócratas, en la que destacaban los 
nombres de Javier Solana, Enrique Múgica, Ignacio Sotelo o Joaquín Almunia. El 
PSOE dejó de definirse desde entonces como marxista, quedando su organización 
definitivamente en manos de Alfonso Guerra a partir de una reforma de los estatutos del 
partido aprobada en mayo en la que la representación de las minorías y tendencias 
reducía su capacidad de influencia dado el nuevo sistema de elección de delegados y el 
peso relativo de las federaciones provinciales andaluzas, con un cuarto de los delegados, 
fiel al tándem González-Guerra310. 
 
 La propia configuración social de su militancia y electorado y su situación en el 
sistema de partidos son elementos que facilitan la explicación del abandono del 
marxismo como doctrina oficial del partido y su moderación programática. El PSOE 
pasó de ser una de las muchas agrupaciones socialistas en España a la muerte de Franco, 
compuesta esencialmente por partidarios de la lucha de clase, a la fuerza socialista única 
con aspiraciones de acceder al Gobierno y una implantación en todo el territorio 
nacional, lo que ampliaba en número y condición tanto su espectro electoral como el de 
sus bases. A partir de 1980 la política exigía una definición de partido muy diferente de 
la establecida en 1976, convirtiéndose el PSOE en un partido más moderado, 
preocupado por la necesidad de consolidar la democracia y con el objetivo puesto en 
ganar las próximas elecciones. 
 
 Afianzados los líderes y atemperadas las posiciones, el foco de atención en el 
PSOE pasó a centrarse en su oposición al Gobierno de Adolfo Suárez, 
                                                 
309 Sobre el XXVIII Congreso véase GILLESPIE, R.: Historia del..., pp. 357 y ss. y JULIÁ, S.: Los 
socialistas…, pp. 533-537. 
310 En lugar de las agrupaciones, serían las federaciones provinciales y regionales las que enviarían una 
única delegación con un único voto a los congresos. El voto único por delegación y el sistema indirecto 
de elección facilitó la aprobación de las resoluciones y la elección de la ejecutiva por parte de una minoría 
fácilmente controlada por los organismos ejecutivos centrales. 
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autoproclamándose como la única alternativa de poder al hilo de un deterioro de las 
políticas gubernamentales y el progresivo resquebrajamiento de UCD. La eventual 
alianza con los comunistas quedaba definitivamente descartada en un PSOE en el que el 
felipismo saldría reforzado del XXIX Congreso, de octubre de 1981, con una 
concepción electoralista de la política, y una insistencia en la moderación y 
responsabilidad como vías sobre las que acceder al Gobierno. El PSOE entonces dio 
muestras de ser un partido sólido, unido, y con unas expectativas electorales claramente 
favorables frente al testo de partidos. Para Santos Juliá, la ideología de moderado 
reformismo marcó el lenguaje socialista a comienzos de los ochenta, donde los intereses 
de la clase obrera habían de supeditarse a los intereses generales del país: la 
«modernización de la Administración Pública, la consolidación de la democracia y la 
distribución de la riqueza»311.  
 
 Varios son los acontecimientos que cabe señalar en el calendario como 
especialmente significativos en la etapa que precede a la victoria electoral socialista de 
1982. En primer lugar, el debate al que dio lugar la moción de censura en mayo de1980, 
en el que Felipe González demostró su brillante talla y carisma personal y su exquisita 
oratoria frente a los diferentes ministros del Gobierno, en un debate televisado que 
escenificó el descrédito de Adolfo Suárez frente a la sociedad española, pasando 
González a ocupar entonces el primer puesto entre las preferencias electorales de los 
ciudadanos. Un presidente, Suárez, que dimitiría a comienzos de 1981, coincidiendo la 
investidura de su sucesor con el golpe de Estado del 23 de febrero. Los meses que 
siguieron al golpe estuvieron marcados por una oposición atenuada de los socialistas en 
aras de la estabilidad institucional, cooperando con Calvo-Sotelo en diferentes 
iniciativas, notablemente en la política autonómica, si bien el enfrentamiento entre 
Gobierno y PSOE a causa de la iniciativa gubernamental de integración en la OTAN y 
el retorno a la normalidad pasado un tiempo prudencial determinaron el final de la 
actitud de cooperación con Calvo-Sotelo. Fue en la cuestión atlántica donde los 
socialistas demostraron su capacidad de movilización de sus simpatizantes y, junto al 
escándalo del aceite de colza, el tema sobre el que se fundamentó el desgaste del ya de 
por sí débil ejecutivo ucedista. 
 
                                                 
311 JULIÁ, S.: Los socialistas…, p. 547. 
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 Las elecciones andaluzas de mayo de 1982 dieron a los socialistas un rotundo 
triunfo con un programa moderado, reflejo de su posición ideológica, muy lejos ya de 
mensajes radicales o revolucionarios. El 52,6% de los votos presagiaron la aplastante 
victoria en las generales celebradas meses más tarde y sobre las que el PSOE venía 
pidiendo su convocatoria desde el mes de julio, ante la evidente descomposición del 
partido en el Gobierno y el abandono de sus filas de destacados dirigentes, caso de 
Fernández Ordóñez o Herrero de Miñón. 
 
 De cara a las elecciones de octubre, los socialistas elaboraron un programa 
cimentado en el concepto de cambio. A partir del mismo, incluyeron la promesa de 
creación de 800.000 puestos de trabajo, la modernización de las estructuras productivas, 
el saneamiento de las empresas públicas mediante planes de reconversión industrial, la 
ampliación de las coberturas sociales o la mejora de los servicios públicos. Junto a 
éstas, el compromiso de celebración de un referéndum para dilucidar el futuro de 
España en la Alianza Atlántica312. Los resultados no dejaban lugar a dudas. El PSOE 
recababa más de diez millones de votos, que se traducían en una amplia mayoría 
parlamentaria y el comienzo de doce años de Gobiernos españoles presididos por Felipe 
González. 
 
 
5.3. Partido Comunista de España  
 El Partido Comunista de España (PCE) nació en 1921 como resultado de una 
escisión dentro del PSOE a consecuencia de la negativa de la mayoría de los dirigentes 
socialistas a adherirse a la III Internacional. Durante la II República la fuerza electoral 
del PCE fue menor, tomando parte de la mano de José Díaz y Dolores Ibárruri, en las 
elecciones de 1933 y 1936, en estas últimas como parte del Frente Popular, y 
participando en los tres últimos Gobiernos republicanos en España antes de julio de 
1936. Su papel e influencia en el bando republicano se vieron notablemente 
acrecentados durante la Guerra Civil, resultando esencial su participación en la 
formación de las Brigadas Internacionales y su protagonismo como interlocutor con la 
Unión Soviética. 
 
                                                 
312 PSOE (ed.): Por el cambio. Programa electoral, Madrid, 1982. 
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   Durante la dictadura de Franco el PCE se vio sometido a una dura represión en 
suelo español, lo que propició el exilio de muchos de sus dirigentes, militantes y 
simpatizantes. No obstante, durante el franquismo, el PCE mantuvo una continuidad en 
su actividad de forma clandestina por todo el país, impulsando la creación del sindicato 
Comisiones Obreras (CCOO) y convirtiéndose en la fuerza de oposición hegemónica al 
régimen de Franco, con las estructuras mejor desarrolladas como organización y con un 
envidiable potencial como futuro partido político313. En su exilio en París, Santiago 
Carrillo sucedió en 1960 a Dolores Ibárruri como secretario general del Partido 
Comunista, abanderando una política de reconciliación nacional como primer acto de 
poder en el partido. Del mismo modo, acometió el alejamiento del PCE del stalinismo, 
distanciándose de los comunistas soviéticos e iniciando junto a otros partidos 
comunistas europeos la denominada corriente eurocomunista. El eurocomunismo 
adquirió carta de naturaleza en julio de 1975, cuando en Livorno se reunieron las 
delegaciones del PCE y el PCI, presididas por Carrillo y Enrico Berlinger, aprobando 
una declaración de expresa independencia frente a Moscú. Culminaría meses más tarde 
en la Conferencia de los Partidos Comunistas de Europa celebrada en Berlín, bajo tres 
postulados básicos, sobre los que se apoyarían las propuestas eurocomunistas en política 
exterior: crisis de la bipolaridad, coexistencia pacífica y construcción europea314. 
 
 Durante los últimos veinte años de franquismo, en el PCE se produce, en 
palabras de Santiago Carillo, el «viraje de la lucha guerrillera a la acción de masas», 
modificándose el mapa estratégico históricamente asentado en el partido315. En esta 
larga transformación, las movilizaciones clandestinas antigubernamentales y antisistema 
van a verse complementadas por otras acciones basadas en la posibilidad de reemplazar 
a Franco por la vía pacífica y democrática. Esta estrategia, definida como la mencionada 
política de reconciliación nacional, conllevaba, así mismo, modificaciones en las 
                                                 
313 Sobre el Partido Comunista de España véase HERMET, G.: Los comunistas en España, París, Ruedo 
Ibérico, 1972, ESTRUCH, J.: Historia del PCE (1920-1939), El Viejo Topo, Barcelona, 1978 e Historia 
oculta del PCE, Madrid, Temas de Hoy, 2000, PAGES, P.: Historia del Partido Comunista de España, 
Barcelona, Picou, 1978, ALBA, V.: El Partido Comunista de España, Barcelona, Planeta, 1979, 
MORÁN, G.: Miseria y grandeza del PCE, 1939-1985, Barcelona, Planeta, 1986. Desde el punto de vista 
de sus protagonistas, destacan IBÁRRURI, D. el alli.: Historia del Partido Comunista de España, 
Editions Sociales, París, 1960 y las memorias de sus insignes dirigentes, IBÁRRURI, D.: Memorias de 
Pasionaria, Barcelona, Planeta, 1984 y CARRILLO, S.: Memorias de la transición… y Memorias…. 
314 Sobre la perspectiva y el planteamiento del movimiento eurocomunista en España véase CARRILLO, 
S.: Eurocomunismo y Estado, Madrid, Grijalbo, 1977. A cerca de la figura del líder comunista, YAGÜE, 
M.A.: Santiago Carrillo, perfil humano y político, Madrid, Cambio 16, 1977 y CLAUDÍN, F.: Crónica 
de un secretario general, Barcelona, Planeta, 1983. 
315 CARRILLO, S.: Memorias de la transición…, p. 25. 
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estructuras y procedimientos organizativos del partido, desde un modelo rígido y 
autoritario, propio de partidos en la clandestinidad, hacia el vigente en un partido de 
masas, donde disminuye la homogeneidad ideológica, se democratizan los procesos 
decisorios y se expande la militancia, evolucionando hacia una de tipo mucho menos 
selectivo316.  
 
 La participación de militantes comunistas en organizaciones de trabajadores y de 
estudiantes favoreció la influencia del partido en buena parte de las protestas sindicales 
y estudiantiles de finales de los sesenta y principios de los setenta317. Las crecientes 
huelgas, concentraciones y manifestaciones dinamizaron los índices de crecimiento del 
partido, resultando que, a la muerte de Franco, el PCE se había convertido en el partido 
con mayor militancia, con gran diferencia respecto al resto de partidos y asociaciones 
políticas318. Igualmente, desde mediados de los sesenta, la mayoría de los miembros del 
Comité Central del PCE se encuentra en España, bien en la clandestinidad, bien en una 
situación de semitolerancia vigilada, alternando estancias en prisión con periodos fuera 
de las cárceles319.  
 
 Cuando el final de Franco se plantea irreversible los diferentes grupos y 
movimientos de oposición democrática comienzan a establecer sus mecanismos de cara 
a la nueva e impredecible situación política. Entre aquéllos encontramos a la Junta 
Democrática, iniciativa impulsada por el PCE y presentada públicamente en julio de 
1974. La Junta proponía la ruptura con el régimen vigente y el establecimiento de un 
nuevo marco político sobre el que constituir un sistema democrático en España. 
Vinculado a otras fuerzas de oposición, el PCE rompía su tradicional ostracismo e 
iniciaba un proceso de progresiva visibilidad social que culminaría con su legalización 
en 1977320. Junto a Santiago Carrillo estuvieron representados en la Junta el Partido del 
                                                 
316 La política de reconciliación nacional fue respaldada en el VIII Congreso del PCE celebrado en 1972 a 
las afueras de París. Sobre la misma, véase GUNTHER, R., SANI, G. y SHABAD, G.: El sistema de 
partidos…, pp. 69-75. 
317 Las actuaciones de oposición de los movimientos obreros y estudiantiles en MARAVALL, J.M.: 
Dictadura y disentimiento político. Obreros y estudiantes bajo el franquismo, Madrid, Alfaguara, 1978. 
318 Según afirmara Carrillo en julio de 1976, el PCE contaba entonces con 100.000 afiliados. Recogido en 
ALBA, V.: El Partido Comunista…, p. 344. 
319 ESTEBAN, J. de y LÓPEZ GUERRA, L.: Los partidos…, p. 140. 
320 A su mayor presencia social contribuyó la amplia difusión de Mundo Obrero, convertido en un 
semanario que desde principios de 1976 se redactaba e imprimía clandestinamente en Madrid. Así mismo, 
el 28 de julio de 1976, el PCE llevaba a cabo la presentación pública de su Comité Central en Roma, con 
nombres y apellidos, muchos de cuyos más de 100 miembros residían en España legalmente, 
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Trabajo de España (PTE), el Partido Carlista, Comisiones Obreras, el Partido Socialista 
Popular (PSP) de Enrique Tierno Galván, y personalidades independientes de 
significación, como Rafael Calvo Serer, Antonio García-Trevijano o el intelectual 
progresista José Vidal Beneyto321.  
 
 Con el nombramiento de Adolfo Suárez como presidente del Gobierno y su 
intención de implantar en España un sistema democrático, los contactos entre el 
presidente y las distintas fuerzas de la oposición fueron protagonizadas por los 
representantes de Coordinación Democrática, conocida como Platajunta, resultado de la 
fusión de la Junta Democrática y la Plataforma Democrática en marzo de 1976, esta 
última integrada por el PSOE y los democristianos. Carrillo fue vetado por el Gobierno 
como integrante de la comisión de representantes de la Platajunta lo que inquietó al 
secretario general del PCE, quien pasó a operar identificando su aceptación legal con la 
legalización misma del partido. No obstante, a pesar de no tomar parte directa en los 
contactos oficiales entre el Gobierno y la oposición, Carrillo se entrevistó con Adolfo 
Suárez en febrero de 1977, una vez que la Reforma Política llevada a cabo por el 
presidente hubo sido abrumadoramente respaldada por el pueblo español en referéndum 
y las elecciones generales quedaban convocadas para junio322. En el encuentro, el líder 
comunista transmitió a Suárez que el PCE aceptaría la monarquía en la medida en que 
aquélla demostrara ser compatible con una verdadera democracia. Por su parte, Adolfo 
Suárez estaba dispuesto a afrontar la oposición de los sectores inmovilistas y legalizar al 
PCE antes de las elecciones323. 
 
                                                                                                                                               
comprometiendo así al Gobierno sobre las posibles acciones frente a éstos en una maniobra de presión 
para lograr su legalización. Santiago Carrillo retornó clandestinamente a España en febrero de 1976, 
publicitando su presencia con la celebración de una rueda de prensa en Madrid en el mes de diciembre en 
lo que constituía un nuevo desafío al Gobierno, que, tras proceder a la detención de Carrillo, hubo de 
respaldar la decisión judicial de que aquél quedara en libertad tras ochos días detenido, según la 
aplicación de las leyes de indulto entonces vigentes. El relato desde el punto de vista gubernamental en 
MARTÍN VILLA, R.: Al servicio…, pp. 58-61. 
321 ESTRUCH, J.: Historia oculta…, pp. 225 y 226. 
322 Adolfo Suárez únicamente informó al Rey, a Alfonso Osorio y a Torcuato Fernández-Miranda de la 
cita prevista con Carrillo. Don Juan Carlos afirmaría años más tarde que «lo que tenía claro era que un día 
u otro habría que legalizar el PCE contra viento y marea; pero para mí era aquel un hueso enorme». En 
VILALLONGA, J.L.: El Rey. Conversaciones…, p. 104. Sobre los contactos previos entre don Juan 
Carlos y Carrillo durante 1975, antes del fallecimiento de Franco véanse las páginas 105 a 107 del mismo 
trabajo. 
323 CARRILLO, S.: El año de la peluca, Barcelona, Ediciones B, 1987, pp. 67 y ss.. Por su parte, Suárez 
transmite el recuerdo de estos contactos señalando que el mensaje transmitido a Carrillo era que «yo le 
legalizaba si él, a continuación, hacía en su partido esos cambios de aceptación de la bandera, la 
Monarquía...». En PREGO, V.: Presidentes…, p. 59. 
 166
 La muestra de control y serenidad de la que hicieron gala los comunistas en el 
entierro de los abogados laboralistas asesinados en el mes de enero no pasó 
desapercibida en la decisión de Suárez al tomar una de las decisiones más 
comprometidas de a transición española: la legalización del partido comunista. La 
solicitud de legalización y los estatutos del partido fueron remitidos al Tribunal 
Supremo a finales de febrero, que habría de pronunciarse sobre la eventual legalización 
de los comunistas como partido político. Semanas más tarde, el Tribunal elude toda 
responsabilidad en la cuestión, trasladando la comprometida decisión al Gobierno. 
Aquellos días fueron de gran incertidumbre y de desconcierto entre sus miembros por 
las posibles reacciones del Ejército ante una decisión que para muchos pudiera parecer 
precipitada e inaceptable. Con el apoyo jurídico que supuso el dictamen favorable a la 
legalización emitido por la Junta de Fiscales del Tribunal Supremo, Suárez no esperó a 
que finalizaran las vacaciones de Semana Santa. El sábado santo, 9 de abril, el Gobierno 
permitía inscribir al PCE como partido política dentro de la legalidad324. 
 
 
 En fecha tan emblemática como el 14 de abril se celebró la primera reunión del 
Comité Central del recién legalizado PCE. Santiago Carrillo procedió entonces a 
proponer el reconocimiento de los tres símbolos estatales que entre las filas del Ejército 
se consideran seriamente amenazados por el discurso de los comunistas: la Corona, la 
bandera y la unidad de la patria. Tras procederse a su votación, el Comité Central, 
aprobaba la renuncia a la bandera republicana, no sin sucederse previamente una 
acalorada discusión entre los asistentes en la que prevalecería el criterio impuesto por el 
secretario general325.  
 
 Por otra parte, el año 1977 supuso la reimplantación de la organización del PCE 
en el interior del país, formalizándose el modelo organizativo a partir de las 
agrupaciones territoriales y abandonando el sistema clásico de células comunistas. De 
igual modo, el partido se configuraría a partir de sus líneas regionales, entre las que los 
comunistas catalanes del Partido Socialista Unificado de Cataluña (PSUC) se mostraban 
                                                 
324 El proceso de legalización en BARDAVIO, J.: Sábado Santo rojo, Madrid, Uve, 1980 y PÉREZ 
ROYO, J.: «La legalización del PCE», en JULIÁ, S., PRADERA, J. y PRIETO, J. (coords.): Memoria de 
la transición, Madrid, Taurus, 1996. Son de notable interés al respecto los testimonios recogidos en 
OSORIO, A.: Trayectoria…, pp. 284 y ss., MARTÍN VILLA, R.: Al servicio…, pp. 61-67 y CARRILLO, 
S.: Memorias…, pp. 650. 
325 Véase MORÁN, G.: Miseria y grandeza…, p. 542. 
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como los detentadores de la máxima autonomía. Existían otras secciones regionales en 
el País Vasco, Galicia y Asturias. Posteriormente, en 1979, nacería el Partido 
Comunista de Andalucía. Se trataba de partidos integrados, con menor autonomía que el 
PSUC, pero con dirección y órganos representativos propios, si bien, pronto se hizo 
evidente que los partidos regionales no se conformaron con ser meras correas de 
transmisión de la dirección madrileña326. 
 
 Tras una campaña electoral en la que los comunistas afrontaron las primeras 
elecciones generales con notable optimismo, los resultados electorales redujeron 
considerablemente las expectativas del PCE: un millón setecientos mil votos y veinte 
diputados. Para Joan Estruch, las causas del decepcionante resultado electoral fueron 
varias. Por un lado, la escasa renovación generacional de sus dirigentes, ejemplificada 
en la inclusión de la Pasionaria y de Rafael Alberti en las listas electorales. Así, la 
cúpula del partido no representaba a la generación que predominaba en su propia 
militancia y reflejaba cierto distanciamiento entre los dirigentes comunistas y la 
sociedad española. Distanciamiento agudizado por cuanto la mayoría de sus 
responsables habían estado exiliados durante largo tiempo. Por otro lado, el tono 
prudente de Carrillo durante la campaña desconcertó al potencial electorado comunista, 
buena parte del cual se orientó hacia el PSOE, con un lenguaje y un programa más 
obrerista y explícitamente de izquierdas. El PCE, en su esfuerzo por mostrarse 
moderado, perdió parte de su electorado en favor de los socialistas sin ganar 
credibilidad en otras franjas de votantes327. 
 
 La victoria electoral de CCOO en las primeras elecciones sindicales libres, la 
participación del PCE en los Pactos de la Moncloa o su papel en la elaboración de la 
Constitución, con la participación en la ponencia constitucional de Jordi Solé Turá, del 
PSUC, en representación comunista, disiparon el temor de Carrillo de quedar fuera de la 
política de consenso y de la configuración del mapa político democrático. En este 
contexto el PCE celebró su IX Congreso en abril de 1978, 46 años después del último 
celebrado en suelo español. En el mismo, el PCE abandonó de forma oficial las tesis 
leninistas, definiéndose como «partido marxista, revolucionario y democrático», 
                                                 
326 En este sentido, las dos regiones más conflictivas para el aparato central fueron Cataluña y el País 
Vasco.  
327 ESTRUCH, J.: Historia oculta…, pp. 240-245. En este sentido, véase también RAMÍREZ, P.J.: Así se 
ganaron…, pp. 184-200. 
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conflictiva decisión que, al no contar con el respaldo del PSUC, se volvería contra la 
estabilidad del partido en apenas dos años. Santiago Carrillo y Dolores Ibárruri 
resultaron reelegidos por los delegados del partido como secretario general y presidenta 
respectivamente. Durante el desarrollo del congreso, algunos sectores del partido 
cuestionaron el papel y el rumbo del PCE desde su legalización y, por extensión, el 
liderazgo mismo de Carrillo, su discurso triunfalista y su oposición a la dispersión 
ideológica, rechazando toda tentativa de pretender un «partido socialdemócrata, 
electorero, con fracciones organizadas, que termina disolviéndose y perdiendo su 
personalidad»328.  
 
 En la elección de sus órganos de dirección se presentó una única lista oficial 
integrada por 160 candidatos al Comité Central, lo que determinó que éste fuera 
demasiado amplio y, por tanto, poco operativo, al tiempo que se mantenía un elevado 
número de veteranos de la vieja guardia. La renovación fue progresivamente menor en 
los órganos de mayor nivel del partido. En el Comité Ejecutivo hubo pocas 
incorporaciones (Nicolás Sartorius, Eugenio Triana o Julián Ariza), mientras que el 
Secretariado, compuesto por diez miembros, quedó íntegramente compuesto por 
seguidores de la línea carrillista329. 
 
 Tras una campaña enfocada en la búsqueda del descrédito socialista, las 
elecciones generales de 1979 han sido consideradas como el punto de inflexión en la 
evolución del partido. A pesar de todas las previsiones, el aumento de votos y escaños, 
que efectivamente existió, fue de dimensión mucho menor de lo esperado en sus filas. 
Las elecciones municipales de abril corroboraban, un mes más tarde, que el PCE, si bien 
ocupaba un lugar de cierta importancia en el espectro político español, debía renunciar, 
al menos a corto plazo, a la preeminencia en el seno de la izquierda española. Tal y 
como señalan especialistas en la materia, «la posición del partido no sólo no igualaba a 
la de sus partidos hermanos francés o italiano, sino no siquiera a la del partido 
                                                 
328 Véase IX Congreso del PCE, del 19 al 23 de abril de 1978. Actas, debates y resoluciones, Madrid, 
1978. 
329 ESTRUCH, J.: Historia oculta…, pp. 260 y 261. Resulta igualmente interesante el seguimiento del 
Congreso en la prensa. Entre otros medios en Informaciones, 20 y 21 de abril de 1978 y ABC, 20 y 21 de 
abril de 1978. 
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portugués»330. A partir de entonces, la dirección del partido encontraría reiteradas 
reticencias a sus actuaciones, tanto en el plano ideológico como en el organizativo331. 
 
 Uno de los frentes de tensión que acaecieron en el PCE a partir de 1980 se debió 
a la creciente contraposición entre el aparato del partido y el llamado sector renovador. 
Sus visiones contrapuestas en buena medida cabe entenderlas como una prolongación 
del modo en que concibieron al partido la dirección venida del exilio y el núcleo activo 
de militantes que, fundamentalmente en Madrid, y procedentes en buena medida de 
medios acomodados e intelectuales, había desempeñado un papel protagonista en el 
enfrentamiento con la dictadura.  
 
 En el verano de 1980, sectores renovadores del PCE, representados por Ramón 
Tamames, Manuel Azcárate, Pilar Bravo, Eugenio Triana, Manuel Castells o Carlos 
Alonso Zaldívar, entre otros, trasladaron a Santiago Carrillo la necesidad de promover 
medidas democratizadoras en el partido, así como la conveniencia de renovar su 
dirección332. Estas diferencias en el seno del partido cobraron carácter de público 
enfrentamiento a consecuencia de la reunión del Comité Central celebrada en 
noviembre en la que se dilucidaba la elección del vicesecretario general comunista333. 
 
 A comienzos de 1981 se celebró una asamblea de intelectuales, profesionales y 
artistas del PCE, con el fin de poner freno al preocupante índice de abandono en la 
militancia comunista. La negativa de Carrillo a debatir abiertamente tanto este aspecto 
como la propia configuración del partido provocó un nuevo giro de tuerca en la brecha 
existente en el PCE334. Las dificultades comunistas se acrecentaron en con motivo del V 
Congreso del PSUC, donde en enero de 1981 y frente a la línea oficial renegó 
                                                 
330 ESTEBAN, J. de y LÓPEZ GUERRA, L.: Los partidos…, p. 146. 
331 Sobre los conflictos existentes en el PCE a principios de los años ochenta véanse AZCÁRATE, M.: 
Crisis del eurocomunismo, Barcelona, Arcos Vergara, 1982 y VEGA, P. y ERRORETA, P.: Los herejes 
del PCE, Barcelona, Planeta, 1982. 
332 Una semana más tarde Mundo Obrero publicaba una entrevista con el líder comunista bajo el título 
«Un partido eurocomunista con disciplina común», en la que Carrillo insistía en la necesidad de un mayor 
y más fortalecido aparato y más militantes profesionalizados, relativizando al mismo tiempo el papel de 
los intelectuales, cuyo papel había decaído respecto a la época de la clandestinidad. Mundo Obrero, 8 de 
agosto de 1980. 
333 Así, el secretario general del PSUC, Antonio Gutiérrez, sostenía entonces que consideraba falso el 
dilema sobre el nombramiento de un vicesecretario general en el PCE, ya que «el problema fundamental 
que hoy tenemos planteado los comunistas es el de garantizar el pleno funcionamiento de nuestra 
democracia interna». El País, 11 de noviembre de 1980. 
334 El PCE perdió a 60.000 de sus 200.000 militantes entre 1978 y 1981. Igualmente, las relaciones del 
secretario general se vieron resentidas con los dirigentes comunistas de CCOO debido al rechazo que 
suscitaban en el sindicato las continuas llamadas a la moderación y a la búsqueda de acuerdos con el 
gobierno. CLAUDÍN, F.: Crónica de un…, pp. 319 y ss. 
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formalmente del eurocomunismo y eligió como secretario general al representante del 
sector leninista Francisco Frutos335, y el pulso entre el secretario general de los 
comunistas vascos, Roberto Lertxundi, y el aparato central del partido en Madrid con 
motivo del vetado intento de Lertxundi de fusionar al Partido Comunista del País Vasco 
(EPK) con los nacionalistas de Euskadiko Ezkerra. El conflicto provocó el posterior 
abandono del secretario general y sus seguidores del EPK y su integración en la 
formación nacionalista poco más tarde, actuación que contó con la solidaridad de la 
corriente renovadora del partido. 
  
 El X Congreso del PCE, celebrado en julio de 1981, lejos de reducir las 
discrepancias, sumió al partido en una situación de latente crisis abierta336. Las 
corrientes internas, el grado de autonomía de las organizaciones regionales y la 
elaboración de candidaturas al comité central constituyeron los principales puntos de 
interés del Congreso, donde Carrillo forjó una alianza entre sus tradicionales seguidores 
y los integrados en la línea prosoviética, forzando la salida de los renovadores del 
Comité Ejecutivo primero, y del Comité Central después337. A las tensiones regionales 
en Cataluña y el País Vasco se añadía la suscitada en Madrid con la aparición del 
manifiesto Documento de los 250, suscrito por igual número de militantes, en su 
mayoría cargos municipales, profesionales y cuadros intermedios del PCE de Madrid 
entre los que destacaban los nombres de Eduardo Manglana, Cristina Almeida o Alfredo 
Tejero. El documento denunciaba el «desajuste entre el funcionamiento del partido y 
sus presupuestos políticos», debido a que «el actual modelo de organización resulta 
ineficaz para la acción política». Terminaba afirmando que «la renovación significa el 
cambio del equipo dirigente del partido»338. 
 
 El Congreso discurrió por los cauces previstos, con un oficialismo partidario de 
Carrillo que contaba con el 70% de los votos. No obstante, la corriente renovadora era 
                                                 
335 Una buena síntesis de las vicisitudes del PSUC en la transición en ESTEBAN, J. de y LÓPEZ 
GUERRA, L.: Los partidos…, pp. 147-150. 
336 Con anterioridad, en el mes de mayo, el renovador y referente en el sector intelectual del partido, el 
Primer Teniente de Alcalde de Madrid, Ramón Tamames, abandonaba el PCE. 
337 Paradójicamente, Pere Ardiaca, elegido meses atrás presidente del PSUC había sido destituido días 
antes del comienzo del Congreso al oponerse a la línea eurocomunista sostenida por el Comité Central. 
338 El manifiesto quebraba la estrategia prevista por Carrillo de cara al Congreso tendente a aglutinar las 
fuerzas de todo el sector eurocomunista frente a los prosoviéticos. Los renovadores, se proclamaban 
eurocomunistas en el plano ideológico, pero también en el organizativo, vinculando la renovación 
ideológica con la renovación en la dirección del PCE. El documento, íntegramente, en VEGA, P. y 
ERRORETA, P.: Los herejes…, pp. 310-314.  
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incuestionable y de peso considerable, por más que la mayoría oficial se negara a 
aceptarla, imponiendo sus tesis, sanciones y expulsiones339. 
 
 La disolución anticipada de las Cortes y el adelanto de las elecciones generales a 
octubre de 1982 no favoreció en absoluto al PCE, sumida en una de las más graves 
crisis internas de su historia, incluida la dimisión no aceptada por el Comité Central de 
Carrillo como secretario general como resultado de los malos resultados electorales en 
las elecciones andaluzas. La búsqueda de una total independencia de CCOO respecto 
del partido y la solicitud formal de sustitución de Santiago Carrillo por Nicolás 
Sartorius al frente del PCE planteadas por el secretario general del sindicato, Marcelino 
Camacho, reflejan el ambiente comunista meses antes de las elecciones de 1982340.  
 
 En 1982, el PCE perdió en las urnas casi la mitad del apoyo recibido en 1979, 
reduciendo sus votantes al 4% del electorado. Los cuatro escaños obtenidos en el  
Congreso de los Diputados impidieron la configuración de un Grupo Parlamentario 
propio. De este modo, el partido que a todas luces pareció mejor situado para llevar a 
cabo el principal papel de la izquierda en el régimen democrático resultó relegado a un 
puesto secundario primero y minoritario después, contra el creciente peso adquirido por 
el PSOE durante las diferentes citas electorales hasta la consecución de su mayoría 
absoluta en 1982. A finales de año Santiago Carrillo abandonó definitivamente la 
secretaría general del los comunistas, siendo relevado por Gerardo Iglesias. El PCE 
inició entonces un proceso de búsqueda de identidad, conformando en 1986 junto a 
otros partidos la coalición Izquierda Unida, formación en la que permanece en la 
actualidad. 
 
 
5.4. Alianza Popular  
 Alianza Popular (AP) nació en octubre de 1976 aglutinando a diferentes partidos 
conservadores, convirtiéndose en la formación de derechas por excelencia dentro del 
sistema de partidos configurado en la transición a la democracia. En la prehistoria de 
AP hay que remontarse a la aparición de diferentes grupos reformistas surgidos en los 
albores del franquismo, integrados por quienes estaban, en mayor o menor medida, 
                                                 
339 ESTRUCH, J.: Historia oculta…, pp. 275 y ss. 
340 El propio Camacho abandonaría en mayo de 1982 el Comité Ejecutivo del PCE, al tiempo que 
Sartorius renunciaba a la vicesecretaría del partido y Pilar Bravo al Grupo Parlamentario. 
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vinculados al Régimen. Entre éstos se encontraban los liderados por Manuel Fraga, 
quien se convertiría en su indiscutible baluarte desde sus orígenes y hasta bien superada 
la etapa de la transición a la democracia341. 
 
 Descartada la vía asociacionista de Arias Navarro, regulada por el Estatuto de 
Asociaciones de 1974, Fraga establecerá sus propias plataformas de acción política a 
partir de grupos de estudio, tribunas de discusión o foros de debate, que, bajo la forma 
de sociedades mercantiles o no lucrativas, pasaron a convertirse en los verdaderos 
gérmenes de Alianza Popular. Entre éstos, destacan la Federación de Estudios 
Independientes (FEDISA), y el Gabinete de Orientación y Documentación, S.A. 
(GODSA), fundadas ambas hacia el verano de 1975, con objetivos semejantes y algunos 
miembros en común. No obstante, en su organización interna, GODSA había sido 
fundada y era dirigida directamente por Fraga, mientras que FEDISA tuvo un 
funcionamiento más colegiado y horizontal342. Tal y como señala Lourdes López Nieto, 
sería GODSA «la plataforma más sólida con que contaba M. Fraga en su actividad 
política en 1975 y 1976 y un auténtico embrión de partido que buscaba unos elementos 
con los que integrarse», compuesto por jóvenes entre los veinte y cuarenta años, con 
formación universitaria, procedentes de la abogacía, la administración o el mundo 
académico en su mayoría343. 
 
 En el primer Gobierno de la Monarquía, Fraga fue nombrado ministro de la 
Gobernación y vicepresidente para asuntos de Interior, participando en el ejecutivo por 
                                                 
341 Manuel Fraga fue ministro de Información y Turismo entre 1962 y 1969 y embajador en Londres 
desde 1973 hasta la muerte de Franco. Existen diferentes trabajos biográficos sobre el su figura política, 
desde los iniciales MILIÁN, M.: Fraga Iribarne: retrato en tres tiempos, Barcelona, Dirosa, 1975 o 
CABEZAS, O.: Manuel Fraga: semblanza de un hombre de Estado, Madrid, Organización Sala Editorial, 
1976, al reciente trabajo escrito en tono crítico por JÁUREGUI, F.: Manuel Fraga: historia de un fracaso 
admirable, Madrid, Espejo de Tinta, 2005 o bien, en sentido contrario, los homenajes recogidos en 
VVAA: Manuel Fraga: homenaje académico, 2 vols., Madrid, Fundación Cánovas del Castillo, 1997 y 
VVAA: Homenaje a Manuel Fraga: Dos sesiones académicas, Madrid, Fundación Cánovas del Castillo, 
1998, pasando por BERNÁLDEZ, J.M.: El patrón de la derecha (biografía de Fraga), Barcelona, 
Plaza&Janés, 1985 o PLATÓN, M.: Manuel Fraga: la divertida biografía de un gallego incombustible, 
Madrid, Ediciones Temas de Hoy, 1992. Del mismo modo, el mismo protagonista ha dejado su ideario 
político y sus propias memorias en una notable cantidad escritos desde sus inicios en la actividad pública. 
Entre éstos, destacan Memoria breve de una vida pública, Barcelona, Planeta, 1980 y En busca del…   
342 En detalle, sobre GODSA y FEDISA, véase PENELLA, M.: Los orígenes y la evolución del Partido 
Popular. Una historia de AP, 1973-1989, tomo I, Salamanca, Caja Duero, 2005, pp. 43-96. Entre los 
fundadores e integrantes de GODSA figuran nombres que habrían de tener un protagonismo considerable, 
aunque desigual, en el proceso de cambio democrático. Carlos Agros, Antonio Cortina, Rafael Pérez 
Escolar, Luis González Seara, Gabriel Cisneros o Félix Pastor Ridruejo. 
343 LÓPEZ NIETO, L.: Alianza Popular: Estructura y evolución electoral de un partido conservador 
(1976-1982), Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas/Siglo XXI, 1988, p. 18. 
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indicación del Rey, junto a otros reconocidos reformistas procedentes del Régimen, 
como José Mª de Areilza o Antonio Garrigues. Las reformas políticas serían aplazadas 
hasta que Juan Carlos I hubo ganado el tiempo suficiente para definir su hoja de ruta y 
las personas que habrían de protagonizar el camino hacia la institucionalización de un 
sistema democrático en España, con el nombramiento de Adolfo Suárez como 
presidente del Gobierno. Así, Fraga, pronto dedujo que existieron posiciones en el aquel 
primer Gobierno de la Monarquía, particularmente las de Suárez y Martín Villa, 
partidarias de «aplazar las reformas, con diversos pretextos, para que fuese otro 
Gobierno y no aquél el que las realizara (…) No creían que aquél Gobierno llegara al 
final de la transición; y temían, por otra parte, que si lograba un plan serio de reformas, 
ellos (que no habían sido reformistas) acabarían por quedarse fuera del juego»344. La 
figura del ministro de Gobernación osciló entre la del reformista moderado y la del duro 
represor de los múltiples focos huelguísticos, manifestaciones y protestas sociales y 
políticas que afloraron durante estos primeros meses de 1976345.   
 
 Entretanto, a lo largo de aquel 1976, sobre la base de GODSA se constituía un 
proyecto más definitivo de partido político, Reforma Democrática (RD), formalizándose 
en el mes de diciembre su federación con otros grupos bajo el nombre de Alianza 
Popular. Con vocación de centrismo progresista, RD estuvo orgánica e ideológicamente 
impulsada por Manuel Fraga, quien, dada su responsabilidad en el Gobierno, no pudo 
formar parte oficialmente del partido en su nacimiento hasta su posterior integración en 
AP346.  
 
 La evolución desde el intento centrista de RD al más derechizado de AP ha de 
ser explicada en base al aluvión de grupos, siglas y partidos que vieron la luz a partir de 
la reforma del Código Penal y la situación descoordinada y en cierto modo acomplejada 
de la derecha durante los compases iniciales de la transición. Por entonces, junto a la 
iniciativa política de Adolfo Suárez, la consecución pública de Coordinación 
Democrática y el desenlace del debate entre reforma y ruptura en favor de la primera 
opción, lo cierto es que los potenciales dirigentes políticos conservadores «no sólo 
                                                 
344 FRAGA, M.: En busca del…, p. 25. 
345 Una síntesis de Fraga como ministro de la Corona en PALOMARES, C.: Sobrevivir después…, pp. 
245-256. 
346 Fue Fraga quien inspirara y promocionara el manifiesto político de Reforma Democrática, el Libro 
Blanco para la Reforma Democrática, aunque no hubiera podido participar directamente en él. 
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negaban abiertamente que eran de derechas, no sólo pretendían obsesivamente hacer 
olvidar su pasado, sino que también aparecían divididos, fragmentados, enfrentados, 
marcándose distancias unos a otros desde sus minúsculos e insignificantes reinos de 
taifas»347. Ante esta situación, Fraga entiende que «con una derecha corta de vista y una 
izquierda lanzada a por todas, no cabía más que un intento (…) estaba claro que había 
que intentar la consolidación de una fuerza política capaz de actuar en el mundo que 
venía de elecciones democráticas». Junto a la fuerza de la izquierda y la lógica 
capitalización de fuerzas del Gobierno había espacio basado en la creación de una 
sociedad de clases medias dispuesta a apoyar «a una derecha moderada, moderna y 
democrática; para lo cual era necesario salvar a innumerables personas, que sin esta 
opción podían tener la tentación de refugiarse en la nostalgia; de huir de la 
participación; o bien de caer en las manos de ofertas inmovilistas y autoritarias»348. 
 
 Tras explorar posibles proyectos en común con Pío Cabanillas y José Mª de 
Areilza, los nombres que Fraga les presentara para integrarse conjuntamente en Alianza 
Popular y el evidente giro a la derecha que con ello tomaba la federación, determinaron 
la consecución de AP al margen del Partido Popular. Ciertamente, las negociaciones de 
Fraga para hacer realidad Alianza Popular fueron tan individualistas como vertiginosas, 
resultando una formación política al margen de RD y de GODSA, a ninguno de cuyos 
miembros consultó Fraga en la puesta en marcha de AP349. 
 
 En octubre de 1976 nacía Alianza Popular a partir de la firma de su documento 
fundacional por parte de Fraga y por quienes junto a él completaron la activación del 
proyecto político conservador: el antiguo ministro y diplomático Laureano López Rodó, 
Cruz Martínez Esteruelas, situado al frente de Unión del Pueblo Español, Gonzalo 
Fernández de la Mora con su agrupación de tradicionalistas, Federico Silva, líder en la 
democristiana Acción Democrática Española, Enrique Thomas de Carranza por parte de 
la Asociación Nacional para el Estudio de Problemas Actuales (ANEPA) y Licinio de la 
Fuente, a partir de Reforma Social350. La adscripción de sus fundadores a asociaciones 
                                                 
347 CALERO, J.R.: La construcción de la derecha española, Murcia, Prócer, 1985, p. 167. 
348 FRAGA, M.: En busca del…, p. 57. 
349 Al respecto véase PENELLA, M.: Los orígenes…, pp. 149 y ss. 
350 Detalladamente, sobre los antecedentes y biografías políticas de estas destacadas personalidades del 
franquismo véase PENELLA, M.: Los orígenes…, pp. 171-195. Más sintéticamente, PALOMARES, C.: 
Sobrevivir después…, p. 284 y, en el contexto de la época, meses más tarde del nacimiento de AP: 
MARTÍNEZ, J.L. y GALLEGO, S.: Los 7 Magníficos, Madrid, Cambio 16, 1977. La denominación 
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procedentes del Movimiento y su propia trayectoria política dentro de diferentes 
familias del franquismo provocó su generalizado descrédito entre los medios de 
comunicación, que atendieron más a los orígenes de la formación que a las ideas por 
ellos expresados. Para Diario 16 era la «alianza del miedo franquista»351; Triunfo la 
asimilaba a «un catálogo de los males de la Patria: aquellos que estaban presentes o se 
estaban engendrando cuando los firmantes eran ministros y podían haberlos atajado en 
la raíz», mientras que, en su editorial, El País señalaba: 
 
«Esta Alianza Popular (…) no es sino la alianza de las sombras del franquismo 
histórico. Del Opus Dei, la Acción Católica, la Falange, el corporativismo y el 
Estado de Obras, todo junto. El del espíritu de la Cruzada. Y sería lastimoso 
contemplar que los verdaderos líderes de la derecha española tienen tan poca 
creatividad política que están dispuestos a financiar operación tan poco rentable, 
tan triste, que, por no cambiar nada, pretende no cambiar ni los perros ni los 
collares»352. 
 
 
 Ciertamente, los grupos y personas que coaligadamente formaron AP, además de 
configurar un amplio mapa de poder, al controlar significativamente las Cortes y 
amplios espacios en la administración y las instituciones del país, como resultado de sus 
posiciones establecidas en el tardofranquismo, representaban la herencia de la dictadura. 
No obstante, para Manuel Penella «nadie parecía fijarse en lo principal: Alianza Popular 
se pronunciaba a favor de la reforma y de la democracia. Sólo los nombres de sus 
aliados parecían llamar la atención, no los principios que defendían»353. Fraga, a la 
sazón secretario general de la federación, respondió a las críticas argumentando que él 
no se había escorado hacia la derecha, sino que los componentes de la derecha 
tradicional habían rectificado hacia el centro354. Por un lado, el respaldo de Alianza 
Popular a la Ley para la Reforma Política resultó fundamental en la votación en Cortes, 
donde buena parte de los procuradores se encontraban vinculados a AP a través de las 
asociaciones políticas que la configuraban, respaldando igualmente el voto afirmativo 
                                                                                                                                               
“Siete magníficos” fue acuñada por el periodista Cuco Cerecedo, de Diario 16, a raíz del título de un 
western de los años sesenta; expresión que caló en la opinión pública y los medios del momento, 
generalizándose su uso en los círculos políticos y en la calle no sin cierta dosis de sarcasmo. 
351 Diario 16, 21 de octubre de 1976. 
352 El País, 10 de octubre de 1976. 
353 PENELLA, M.: Los orígenes…, p. 165. 
354 Así se lo transmitió al entonces vicepresidente del Gobierno, Alfonso Osorio. Véase OSORIO, A.: De 
orilla a orilla, Barcelona, Plaza&Janés, 2000, pp. 227 y 228.  
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en el posterior referéndum popular355. Mientras que, por otro, tras la presentación 
pública de AP, el 11 de octubre, en los meses siguientes se integraron nuevos grupos de 
cariz netamente conservador, al tiempo que una parte de GODSA y RD abandonó el 
proyecto político encaminándose hacia UCD u otras formaciones356.  
 
 El I Congreso de Alianza Popular tuvo lugar en Madrid los días 5 y 6 de marzo 
de 1977, con la asistencia de unas cuatro mil personas. Los siete partidos hasta entonces 
federados vivieron durante este I Congreso su primer proceso de integración, 
oficializándose así la Federación de Alianza Popular (FAP), nombre con el que 
procedería a inscribirse en el Registro de Asociaciones Políticas del Ministerio del 
Interior. A estas alturas resultaba muy difícil conocer tanto el número de afiliados como 
la estructura regional de la federación, si bien las vinculaciones personales y la 
continuación de una relación clientelar establecida con los antiguos dirigentes 
franquistas ha sido reconocido como un rasgo destacable en el nacimiento de la 
organización provincial de AP357.  
 
 Respecto a las ideas, el grueso de los planteamientos procedía del Llamamiento 
para la reforma democrática y el Libro Blanco para la reforma democrática, textos 
elaborados por GODSA entre 1975 y 1976. La ponencia política recayó en Gabriel 
Elorriaga, de RD, situando a AP en el centro del espectro político bajo el horizonte de 
las reformas políticas, rechazando explícitamente de pleno las acusaciones de 
continuistas e inmovilistas358.  
 
 Para la prensa tuvieron más significación las intervenciones y declaraciones de 
los pesos pesados –de los magníficos- que la exposición de las ponencias. 
Significativamente las de Fraga, al referirse en el discurso inaugural a la «obra 
                                                 
355 El País, 19 de noviembre de 1976. Sobre la postura de AP respecto al texto de la ley, véase 
FERNÁNDEZ MIRANDA, P. y FERNÁNDEZ MIRANDA, A.: Lo que el rey…, pp. 269 y ss. 
356 LÓPEZ NIETO, L.: Alianza Popular…, p. 21. Sobre la adhesión de diferentes grupos y personas 
políticamente relevantes véase BAÓN, R.: Historia del Partido Popular. Del franquismo a la 
refundación, Madrid, Safel de Ibersaf, 2001, pp. 134-136. 
357 GUNTHER, R., SANI, G. y SHABAD, G.: El sistema de partidos…, p. 104. 
358 Los aspectos sociales fueron expuestos por Juan Velarde Fuentes, mientras que los económicos 
corrieron a cargo de José Mª Salaregui, apostando por un Estado fuerte, capaz de regular la actividad 
económica, y por empresas públicas útiles en el plano social, eficaces en el plano económico y justas 
desde el punto de vista social. Tras la ponencia cultural, a cargo de Ángel González Álvarez, 
comparecieron los miembros fundadores de la formación, en los discursos de clausura, con la vista 
puestas en las esperadas elecciones generales de junio. Discursos pronunciados en el I Congreso 
Nacional de Alianza Popular, Madrid, 1977. 
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gigantesca de los últimos cuarenta años» y los logros del franquismo, «los mayores de 
nuestra historia político-social»359. Más allá de lo recogido en sus textos oficiales, las 
referencias de los magníficos al Régimen en términos positivos terminaron por 
caracterizar definitivamente a la federación como una opción que recogía el espíritu 
autoritarista y que apostaba por el voto del “franquismo sociológico”360. 
 
 La confección de las listas electorales de cara a las elecciones de 1977 resultó 
una compleja operación como resultado de la dirección colegiada en la federación, la 
implantación heterogénea de AP y las lógicas disputas por obtener posiciones 
ventajosas en las listas para personas de confianza de las personalidades del partido361. 
En última instancia, la autoridad de Fraga prevaleció sobre las demás, actuando como 
árbitro de diferentes disputas y validando opciones y candidatos362. Entre las decisiones 
más polémicas y controvertidas de la campaña de 1977 se encuentra la participación del 
ex-presidente Arias Navarro en las listas que AP propuso para el Senado, iniciativa sólo 
achacable a la voluntad de Fraga que no hizo sino identificar definitivamente la imagen 
de su formación con los herederos políticos de Franco363. 
 
 Los resultados del 15 de junio quedaron muy por debajo de los esperados en 
Alianza Popular. En el Congreso de los Diputados quedó muy por debajo de UCD y el 
PSOE, detrás también del PCE, con 8,21% de los votos y 16 escaños364. La debacle 
electoral agudizó las sensibilidades en el seno de Alianza Popular e hizo planear la 
disolución de la federación, afectada por un notable grado de deserción entre sus 
cuadros y atenazada por las deudas. A pesar de la permanencia de los magníficos «se 
operó entonces una primera autodepuración que reforzó el liderazgo de Fraga entre 
quienes optaban por continuar» tras la Junta Directiva de AP celebrada a principios de 
julio365. Así mismo, el nombramiento de Jorge Vestrynge como encargado de la 
organización territorial constituyó un aspecto fundamental en la renovación de los 
                                                 
359 El País, 6 de marzo de 1977. 
360 PENELLA, M.: Los orígenes…, pp. 239 y ss. 
361 Los pormenores de la confección de las listas de AP y el perfil sociológico de los candidatos, en 
LÓPEZ NIETO, L.: Alianza Popular…, pp. 81-96. 
362 Referencias a lo engorroso y delicado de la elaboración de las listas en el diario del líder aliancista: 
FRAGA, M.: En busca del…, p. 76. 
363 «Alianza Popular está de enhorabuena. Los españoles demócratas también. Ya están todos los 
neofascistas juntos», fue el comentario recogido en El País, 23 de abril de 1977.  
364 Un resumen de la campaña electoral en BAÓN, R.: Historia del…, pp. 174 y ss. Manuel Fraga 
analizaría e interpretaría en la tercera de ABC los resultados electorales, emplazándose al futuro con 
propósitos y ánimos renovados. ABC, 30 de junio de 1977. 
365 BAÓN, R.: Historia del…, p. 183. 
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elementos reaccionarios y nostálgicos, partiendo de sus convicciones originarias de RD 
y contando con el beneplácito tácito de Fraga366. 
 
 Con la identificación de quienes deseaban mantener a Alianza Popular en la 
línea política con la que había sido catalogada hasta las elecciones y de otra facción, 
partidaria de empujar a la formación hacia el centro, se celebraría el II Congreso 
Nacional de AP los días 28 y 29 de enero de 1978367. La organización corrió a cargo de 
Vestrynge añadiéndose así otro motivo para soliviantar los ánimos de la corriente 
conservadora, personalizada en López Rodó, Silva o González de la Mora368. Tras el 
discurso de Fraga, en el que se presentó como el líder del gran partido de centro-
derecha, alternativa que habría de superar las actitudes negativas del Gobierno y las 
desacreditadas premisas del socialismo marxista, las enmiendas a la ponencia política 
pusieron de manifiesto la expresión de las dos facciones en pugna, encabezadas por 
López Rodó y por Félix Pastor. La lucha por el poder se resolvió mediante la creación 
del Partido Unido de Alianza Popular (PUAP) y la conservación de la FAP, lo que 
facilitaría la existencia de puestos orgánicos para el amplio abanico de potenciales 
dirigentes aliancistas y, sobre todo, para que ambas tendencias estuvieran formalmente 
representadas369. La presidencia del PUAP recayó en Félix Pastor, reservándose una de 
las vicepresidencias a López Rodó, mientras que Federico Silva pasaría a presidir la 
FAP, con López Rodó, Fernández de la Mora y Pastor como vicepresidentes. 
Aparentemente se habían dado por zanjadas las diferencias internas. Fraga sería el 
secretario general de ambas coaliciones, confirmándose, una vez más, a la luz del 
                                                 
366 El recorrido por su participación en AP y el retrato de la transición realizado por el protagonista en 
VESTRYNGE, J.: Memorias de un maldito, Barcelona, Grijalbo Mondadori, 1999. 
367 Manuel Penella cataloga a estos grupos como progresistas y conservadores, mientras que para 
Lourdes Nieto resulta más apropiado hablar de sectores de centro-derecha y de ultraconservadores. 
Véase PENELLA, M.: Los orígenes…, p. 295 y LÓPEZ NIETO, L.: Alianza Popular…, p. 53. 
368 La presentación de Santiago Carrillo por parte de Fraga en el Club Siglo XXI en el mes de octubre, la 
reanudación de los contactos entre el líder aliancista y José Mª de Areilza o la publicación de un artículo 
por parte de Félix Pastor en Informaciones, distanciándose clara y explícitamente del franquismo en las 
vísperas del congreso, habrían de enquistar la división interna en AP al tiempo que reflotaría cíclicamente 
el enfrentamiento latente en su seno, bajo la posición de un Fraga consciente de la situación si bien 
distante de la misma, centrado en la ponencia constitucional y actuando como era costumbre en él, de 
forma individual y sin consultar con nadie sus acciones sino a posteriori, lo que enajenaba tanto a unos 
como a otros. 
369 En el PUAP se integraron los partidos de Fraga, Martínez de Esteruelas, de Licinio de la Fuente, de 
López Rodó y de Thomas de Carranza. No así Acción Democrática de Federico Silva y Unión Nacional 
Española de Fernández de la Mora, unidos bajo fórmula federativa al Partido Unificado. 
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transcurso del congreso, que el peso de la autoridad recaía exclusivamente sobre su 
persona370. 
 
 Fraga formaría parte de la ponencia que elaboraría el anteproyecto de 
Constitución debatido posteriormente en la Comisión Constitucional del Congreso de 
los Diputados. Las reuniones extraparlamentarias celebradas entre representantes de 
UCD y PSOE llevaron a los representantes de AP a formalizar el abandono temporal de 
la Comisión como muestra de rechazo al puenteo de sus trabajos en la misma371. Los 
trámites parlamentarios en la aprobación de la Constitución fueron el escenario de la 
escisión de AP. Tras la primera votación en el Congreso, donde frente a la general 
abstención del Grupo Federico Silva se expresara negativamente, la decisiva votación 
conjunta de las Cortes fue objeto de debate previo en la Junta Directiva Nacional de 
Alianza Popular, donde, tras vivos debates, la votación a favor del sí a la Constitución 
se impuso por la mínima372. Al día siguiente, en la sesión conjunta Congreso-Senado el 
Grupo votó libremente, con diez votos a favor, dos abstenciones y cinco votos en 
contra. El mismo día, Acción Democrática Española (ADE) de Federico Silva se 
desgaja de la FAP. Días más tarde lo hace Gonzalo Fernández de la Mora y su UNE 
(Unión Nacional Española), quienes junto a Thomas de Carranza constituyeron el 
partido Derecha Democrática Española, que nunca llegó a comparecer electoralmente. 
 
  Retomando el fruto de contactos anteriores, las conversaciones entre José Mª de 
Areilza (Acción Ciudadana Liberal, ACL), Alfonso Osorio (Partido Demócrata 
Progresista, PDP), Félix Pastor y Manuel Fraga darían como resultado, junto a otros 
grupos menores, el nacimiento de Coalición Democrática (CD) de cara a la 
convocatoria electoral fijada para marzo de 1979, favoreciendo una imagen más 
moderada en Fraga373. Las listas de CD y el programa electoral fueron presentados el 22 
                                                 
370 Sobre el II Congreso de AP, PENELLA, M.: Los orígenes…, pp. 299-320 y BAÓN, R.: Historia del…, 
pp. 202-206. 
371 El líder aliancista, de visita en los Estados Unidos en el momento del provisional abandono de su 
Grupo de la comisión se lamenta de que «la actitud de UCD y del PSOE no era de recibo; pactados fuera 
de la comisión, decenas de artículos se aprobaron sin discusión». FRAGA, M.: En busca del…, p. 120. 
372 Para González de la Mora, «si se hubiera exigido una nueva votación, con cierto orden, estoy seguro 
de que el resultado habría sido diferente». FERNÁNDEZ DE LA MORA, G.: Río arriba. Memorias, 
Barcelona, Planeta, 1995, p. 282. 
373 BUSE, M.: La nueva democracia…, pp. 96-98. Resultan de interés los testimonios de los protagonistas 
aludidos, significativamente OSORIO, A.: De orilla… y FRAGA, M.: En busca del…, pp. 141 y ss 
 180
de enero, en un acto presidido por Areilza374. La campaña electoral de CD ha sido 
calificada por Rogelio Baón en los siguientes términos: «disparatada. Confusión, 
indefinición programática, dispersión del liderazgo, movilización escasa y una 
organización caótica», prevaleciendo la supervivencia o entrada en política de ciertos 
líderes sin méritos electorales propios que los factores ideológicos375.  
 
 Los nueve escaños que CD obtenía en el Congreso fueron motivo suficiente para 
que Fraga abandonara sus responsabilidades en su partido, dedicándose exclusivamente 
al Grupo Parlamentario. El pesimismo existente en la Coalición tras la generales tuvo su 
efecto, así mismo, en las elecciones municipales del mes de abril, con resultados 
igualmente desalentadores para sus candidatos376. En los meses siguientes, son 
diferentes los testimonios que atestiguan acercamientos a UCD, tanto desde el punto de 
vista institucional, en el Parlamento o vía partidos, como individualmente, por mero 
instinto de supervivencia política377. Frente a Félix Pastor, más proclive al 
entendimiento con Suárez, Vestrynge, verdadero confidente y fiel continuador en AP de 
los presupuestos de un Fraga que nunca se apartó verdaderamente del partido, se 
mostraría reacio al acercamiento a UCD378. Sin embargo, lo cierto es que los votos de 
los nueve diputados de CD vinieron a asegurar la investidura presidencial de Adolfo 
Suárez y a garantizar el respaldo de buena parte de las iniciativas ucedistas a lo largo de 
la legislatura.  
 
 Tras aflorar diferencias en el seno del Grupo Parlamentario así como trascender 
públicamente diversas sensibilidades en la orientación ideológica de AP, con la 
dimisión de Félix Pastor incluida, se celebró el III Congreso del partido, en diciembre 
de 1979. En el mismo se eligió presidente a Fraga y secretario general a Vestrynge, 
consolidándose el poder del primero en un partido marcadamente presidencialista, tal y 
                                                 
374 El encabezamiento de la lista en Barcelona por Antonio Senillosa por imposición de Areilza y 
consentimiento de Fraga supuso el abandono de López Rodó de las filas aliancistas. Una completa 
síntesis de la elaboración y composición de las candidaturas de CD para las elecciones de 1979 en 
LÓPEZ NIETO, L.: Alianza Popular…, pp. 96 y ss. 
375 Efectivamente, la coalición de agencias que asumió la campaña, dirigida por Javier Santamaría y Jorge 
Vestrynge, no pudo hacer sombra al aluvión de votos que las encuestas aseguraban a los líderes de UCD y 
PSOE. BAÓN, R.: Historia del…, p. 245. 
376 CD no obtuvo alcaldía alguna de capital de provincia ni de ciudad de más de 50.000 habitantes, siendo 
prácticamente nula su capacidad de articular mayorías junto a concejales de otros partidos en localidades 
menores. 
377 JÁUREGUI, F.: La derecha después de Fraga, Madrid, El País, 1987, p. 70. 
378 VESTRYNGE, J.: Memorias…, p. 82. 
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como quedaba recogido en sus nuevos estatutos. En la ponencia política, Fraga situaba 
al partido como eje de una gran derecha democrática, conservadora y reformista, 
proponiendo unos postulados políticos abiertos y flexibles bajo los principios 
constitucionales y enfatizando el rechazo pleno al separatismo y al marxismo. Invocó 
entonces por primera vez al concepto de “mayoría natural”, aludiendo al potencial 
electorado conservador desencantado con una UCD de la que podía adivinarse un futuro 
incierto: «El Gobierno y su presidente carecen de todo crédito», sentenció379. 
 
 Las posibilidades de Alianza Popular a medio plazo estaban directamente 
relacionadas con el desenlace del partido del Gobierno, con serios problemas de 
identidad y liderazgo, evidentes durante 1980. La disyuntiva en el seno de la Coalición 
era bien buscar una línea de identidad con UCD bien proceder frontalmente contra ella, 
en un contexto en el que ni Areilza ni Osorio dejaban entrever sus verdaderas 
intenciones y preferencias380. Fraga encontró en el portavoz del Grupo ucedista y 
destacado líder del movimiento de los críticos en UCD, Miguel Herrero y Rodríguez de 
Miñón, el mejor aliado para moldear su anhelada mayoría natural al hilo del proceso de 
crisis y descomposición del Grupo Parlamentario de UCD y el relevo de Suárez en la 
presidencia del Gobierno381.  
 
 Durante el IV Congreso aliancista, celebrado a mediados de febrero de 1981, se 
apreció el crecimiento y la estructuración que se había llevado a cabo en el partido en 
los últimos tiempos como resultado de la gestión de Vestrynge. La nueva Ejecutiva tuvo 
un carácter claramente continuista, con el tándem Fraga-Vestrynge en los puestos clave, 
configurándose a partir de una única lista cerrada y aprobada sin ningún voto en contra, 
todo un bálsamo para la consolidación de la línea fraguista382. La principal novedad 
                                                 
379 Véase la Ponencia Política de Fraga en ALIANZA POPULAR (ed.): III Congreso Nacional de Alianza 
Popular. Ponencias, programas, estatutos. Madrid, 1980. Sobre este tercer congreso aliancista, 
PENELLA, M.: Los orígenes…, pp. 487-512. 
380 El testimonio del presidente aliancista de sus dos encuentros con Suárez en FRAGA, M.: En busca 
del…, pp. 200, 201 y 205, en los que Suárez rechazó un eventual pacto de legislatura con CD dentro de la 
mayoría natural concebida por Fraga para el mantenimiento de un Gobierno fuerte y estable. 
381 Miguel Herrero de Miñón recoge en sus memorias este acercamiento y entendimiento con Manuel 
Fraga: HERRERO DE MIÑÓN, M.: Memorias… 
382 Entre otras consideraciones, El País dedicaba un editorial al congreso de AP significando el 
«enfervorizado ambiente de unanimidades aclaratorias en favor de Fraga». El País, 17 de febrero de 
1981. 
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residió en la vuelta a la misma de Félix Pastor como uno de los vicepresidentes del 
PUAP383. 
 
 Con la división del voto en los diputados de CD –abstención por parte de los 
aliancistas y favorable en el caso de Osorio, Areilza y Senillosa- en la inicial sesión de 
investidura de Calvo-Sotelo tuvo lugar, en la segunda, el golpe de Estado de febrero de 
1981, lo que determinó el cambio de voto en el tercero y definitivo de los Plenos de 
investidura384. El periodo de Gobierno de Calvo-Sotelo estuvo caracterizado por el 
difícil equilibrio de fuerzas y tendencias centrípetas en el Grupo Parlamentario centrista 
hasta la convocatoria de las generales. Durante éstos meses, las iniciativas de Miguel 
Herrero y de Óscar Alzaga encaminadas a conformar una gran alianza entre CD y los 
sectores democristianos y parte de los liberales de UCD carecieron del respaldo 
necesario por parte de Calvo-Sotelo, quien también esquivó la posible coalición en las 
elecciones gallegas de octubre, ganadas a la postre por AP, que situaba a Gerardo 
González Albor como presidente de la Xunta385. 
 
 Con el antecedente de Plataforma Moderada, grupo de 39 diputados ucedistas de 
la línea Herrero de Miñón-Alzaga distanciados de la línea oficialista de Calvo-Sotelo, 
Herrero dio el salto a AP en enero de 1982. Meses más tarde, ante la debacle de UCD en 
las elecciones andaluzas, Calvo-Sotelo convocaba elecciones para octubre, comenzando 
una precipitada carrera hacia los pactos, coaliciones y nuevas agrupaciones de centro-
derecha386. La coalición de AP con el Partido Demócrata Popular (PDP) creado por 
Óscar Alzaga obtuvo 107 escaños al Congreso, consolidándose como principal fuerza 
parlamentaria de la oposición a la mayoría socialista durante la II Legislatura. 
 
 
 
                                                 
383 Manteniendo la línea ideológica del III Congreso, destaca, de cara a nuestra investigación, cómo a la 
altura de 1981 AP se mostraba partidaria de un ingreso efectivo de España en la OTAN. Véase 
ALIANZA POPULAR (ed.): IV Congreso Nacional de Alianza Popular. Ponencias, Madrid, 1981. 
384 Se trataba, en palabras de Fraga, de «un sí condicionado (…) un sí testimonial a la democracia y la 
gobernabilidad del Estado», tal y como recogieran los medios de comunicación. ABC, 26 de febrero de 
1981. 
385 PENELLA, M.: Los orígenes…, pp. 581 y ss. Respecto su posición respeto a Calvo-Sotelo afirma 
Fraga: «volvimos a ofrecer, no obstante, al pacto a UCD; pero todo fue inútil, y así se llegará al desastre 
final de 1982». FRAGA, M.: En busca del…, p. 238. 
386 BAÓN, R.: Historia del…, pp. 403 y ss. AP acudió a la cita electoral en coalición con el PDP en todo 
el territorio nacional; con UCD en el País Vasco; con Unión del Pueblo Navarro en Navarra; con el 
Partido Aragonés en Aragón y con Unión Valenciana en el País Valenciano. 
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6. La opinión pública 
 La problemática de la opinión pública en los años de la transición española se 
torna elemento crucial y novedoso respecto al régimen franquista, al constituirse una 
masa crítica libre ante las actuaciones de los representantes públicos. Los cauces de 
opinión política en democracia van a ser institucionalmente canalizados mediante las 
elecciones, por lo que  el componente de la opinión de la ciudadanía ha de interpretarse 
tanto como un elemento condicionante de las políticas públicas así como de la propia 
composición del sistema de partidos, en función de la eventual identificación entre los 
proyectos políticos, los partidos y la sociedad. El ciudadano es espectador y actor 
político al mismo tiempo, y es en la interacción entre el componente pasivo y el sujeto 
activo de la política donde cabe buscar e impacto de la opinión pública en las 
sociedades democráticas modernas. 
 
Existe cierta unanimidad en señalar a la sociedad española como el verdadero 
protagonista de la transición a la democracia en España. Su paciente comportamiento, 
sus anhelos de libertad y su facilidad en adaptarse a los nuevos tiempos políticos 
facilitaron un cambio en el que sobresalieron los deseos de reconciliación y convivencia 
pacífica por encima de cualquier otra consideración. Entre el infinito abanico de temas 
que la opinión pública española valoró en la  etapa de la transición, los relativos a la 
política exterior no fueron, ciertamente, los más recurrentes. No obstante, desde un 
inicial distanciamiento generalizado sobre la política de seguridad, la sociedad española 
irá adquiriendo un progresivo peso en el desenlace del debate político sobre la cuestión, 
para pasar a convertirse en uno de los elementos que la oposición de izquierda presentó 
a su favor frente a la decisión de Calvo-Sotelo de incorporar a España a la Alianza 
Atlántica.  
 
 
6.1. Opinión pública, cultura política y democratización 
 El concepto de opinión pública es uno de los más recurrentes en las ciencias 
sociales, aplicándose extensamente en diferentes disciplinas: psicología, sociología, 
historia, políticas o ciencias de la información. A su vez, desde el momento mismo de 
su toma de conciencia como factor de análisis social, la definición y debate intelectual 
en torno a su significado y aplicación ha sido una constante en sucesivas fases de la 
cultura occidental. Sin embargo, a pesar de su prolongado y generalizado uso, el 
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concepto de opinión pública se muestra confuso, controvertido y fuertemente 
condicionado por las perspectivas en que se hubieron situado los especialistas en su 
teorización387.    
 
 De este modo, advirtiendo sobre la complejidad intrínseca del término y la 
existencia de una ingente literatura sobre la materia, tras la consulta de diferentes 
trabajos convenimos en concebir la opinión pública en estas páginas como la expresión 
social de determinados criterios o actitudes respecto a un problema concreto en un 
momento dado. Según esta acepción, parece lógico pensar que el modo de conocer la 
opinión pública sobre un aspecto es preguntándole a los ciudadanos al respecto y 
analizando sus respuestas, lo que conlleva la necesidad de series de preguntas o 
encuestas sobre el particular388. 
 
 Tras la expresión de actitudes o criterios políticos se encuentran los valores 
internalizados en los individuos que conforman un determinado estado de opinión. El 
conocimiento de las tendencias que subyacen a la realidad de un sistema político y sus 
deferentes manifestaciones son el ámbito de estudio de la cultura política389. Para el 
caso español, el factor más significativo para entender la cultura política en la transición 
a la democracia procede indudablemente de la existencia previa de una dictadura de casi 
cuarenta años de duración resultado de su victoria en una guerra civil. A este respecto, y 
como punto de partida en nuestra investigación, diferentes trabajos apuntan como 
características generales de las actitudes políticas de los españoles en los últimos años 
del franquismo el haber estado basadas en la desinformación sistemática, mantenidas 
por la desimplicación absoluta en los asuntos públicos y transmitidas y estimuladas 
intergeneracionalmente por las experiencias cotidianas (familia, trabajo, círculos 
sociales…). Así mismo, estos mismos autores apuntan la existencia de una cultura 
                                                 
387 Véase PRICE, V.: La opinión pública. Esfera pública y comunicación, Barcelona, Paidós, 1994, pp. 
13-37, MONZÓN, C.: Opinión pública, comunicación y política. La formación del espacio público, 
Madrid, Tecnos, 1996, pp. 323-332 o VAL CID, C. del: Opinión pública y opinión publicada. Los 
españoles y el referéndum de la OTAN, Madrid, CIS, 1996, p. 18. 
388 Por lo que se refiere a la política de seguridad en los años acotados en este trabajo, habremos de 
recurrir a las encuestas y trabajos del Centro de Investigaciones Sociológicas, que si bien carece para los 
años 1976-1982 de continuidad en sus preguntas, resultando en la imposibilidad de construir series 
temporales, alberga en su Banco de Datos suficientes Barómetros de Opinión como para aproximarse a 
las tendencias de actitud al respecto de modo indirecto pero suficientemente veraz. Esta percepción 
personal es compartida por VAL CID, C. del: Opinión pública…, p. 255 y ss. 
389 Véase la obra teórica pionera de este ámbito de estudio: ALMOND, G. y VERBA, S.: La cultura 
cívica, Madrid, Euroamérica, 1970. Más recientemente, en España: CASTILLO, P. del y CRESPO, I. 
(eds): Cultura política, Valencia, Tirant lo Blanch, 1997. 
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política subdividida en dos matrices difícilmente identificables y cuantificables. La de 
aquellos identificados con el franquismo, que abarcaría aproximadamente el 15% de la 
población y la compuesta por los alienados y opositores a la dictadura, integrada por un 
25%-30%390. 
 
 Un cambio político hacia la democracia no implica por si mismo una 
cristalización de una cultura política democrática, de ahí que hayamos de observar los 
indicadores empíricos de la sociedad española desde 1976 para determinar su 
identificación con el régimen democrático consolidado en los años de la transición. En 
este sentido, un síntoma de cambio en la cultura política española tras la conclusión de 
la dictadura es el nivel de información, de atención, sobre el proceso de 
institucionalización llevado a cabo hasta la aprobación de la Constitución. A este 
respecto, diferentes series y encuestas sintetizadas por Rafael López Pintor demuestran 
el generalizado interés político de la población española por el proceso de transición391. 
Igualmente, el grado de aceptación de los partidos políticos expresará el grado de 
democratización de la cultura política en España, reflejándose una significativa 
evolución sobre el particular. Así, en 1973, un 37% se mostraba a favor de la existencia 
de partidos políticos, mientras un 34% lo hacía en contra. En abril de 1975, los 
porcentajes eran de 56% a favor y 22% en contra, mientras que en mayo de 1976 la 
proporción estaba en un 67% y 3% respectivamente392. La consolidación de la cultura 
cívica en España en los años ochenta, entendida ésta como la plena identificación de la 
sociedad española con el sistema democrático, ha sido expuesta en diferentes trabajos 
académicos a partir de distintos índices y encuestas393. 
 
 Cabe destacar entre la literatura especializada la identificación entre información 
y existencia de opinión pública, máxime en sociedades como la de finales del siglo XX 
donde los medios de comunicación de masas se van a convertir en especto clave en la 
                                                 
390 MONTERO, J.R. y TORCAL, M.: «La cultura política de los españoles», Sistema, núm. 99, 
noviembre 1990, p. 41. 
391 Véanse los cuadros elaborados por el autor para los años 1976-1978 a partir de diferentes series de 
encuestas en LÓPEZ PINTOR, R.: La opinión pública española: del franquismo a la democracia, 
Madrid, CIS, 1982, pp. 91 y 92. 
392 Ibid., p. 98. 
393 A modo de síntesis, véase MALDONADO, J.: «La cultura política en España», en ROMÁN, P. 
(coord.): Sistema político…, pp. 81-99. 
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conceptualización y aplicación del término394. Según este presupuesto, adquiere fuerza 
la concepción de opinión pública presentada por Cándido Monzón en diferentes 
trabajos, donde los ciudadanos ya no prestarían atención por asuntos de interés públicos, 
sino que los medios estarían encargados de ofrecer, y los ciudadanos de aceptar, un 
conjunto de temas presentados como relevantes. De esta forma, encontraríamos unos 
públicos «formados por masas pasivas, receptivas, dóciles, manipulables, irracionales y 
mediatizadas por las élites y los medios de comunicación»395. A lo largo de estas 
páginas incidiremos sobre este particular, focalizando esta premisa sobre los aspectos 
relativos a la política de seguridad y el papel jugado por los líderes políticos y la 
eventual mediatización de las diferentes posturas sobre la cuestión. 
 
 
6.2. Opinión pública y política exterior  
 La importancia de la opinión pública como factor de consideración en las 
políticas exteriores de los Estados contemporáneos ha sido puesta de manifiesto por 
diferentes clásicos de la disciplina396. Efectivamente, dentro de las diferentes 
perspectivas de análisis que cabe atribuirle a la opinión pública en las relaciones 
internacionales, la corriente mayoritaria de la doctrina desde los años sesenta se 
inclinaba por estudiar los vínculos que operan entre gobernantes y ciudadanos y la 
influencia ejercida por la opinión pública en las decisiones gubernamentales en relación 
con la política exterior397. 
                                                 
394 GRABER, D.A.: «The Impact of Media Research on Public Opinion Studies», en WHITNEY, D. CH., 
WARTELLA, E. Y WINDAHL, S. (eds.): Mass Communication Review Yearbook, vol. 3, Londres, Sage, 
1982, p. 556.  
395 MONZÓN, C.: «Revisión y crítica del concepto clásico de opinión pública», VVAA: Opinión pública 
y comunicación política, Madrid, Eudema, 1990, p. 172. Véase también MONZÓN, C.: Opinión pública, 
comunicación…, p. 332. 
396 Por ejemplo, MERLE, M.: Sociología de las relaciones internacionales, Madrid, Alianza Editorial, 
1995, pp. 369-372. 
397 Esta afirmación realizada a mediados de los años ochenta corresponde a CALDUCH, R.: «El público, 
la opinión pública y las relaciones internacionales: Acotaciones para un estudio de los procesos de 
comunicación en la Sociedad Internacional», en MEDINA, M., MESA, R. y MARIÑO, P. (coords.): 
Pensamiento jurídico y sociedad internacional. Libro homenaje a D. Antonio Truyol Serra, vol. I, 
Madrid, Centro de Estudios Constitucionales y Universidad Complutense de Madrid, 1986, p. 253. Hacia 
finales del siglo XX, otros enfoques complementarios sobre la opinión pública y las relaciones 
internacionales cobran mayor protagonismo, particularmente el estudio de la existencia de una opinión 
pública internacional concienciada sobre aspectos comunes y globales de la sociedad internacional por 
encima de las fronteras nacionales, al hilo de la globalización mediática e informativa. Véase al respecto 
MONTERO, M.D.: «Mundialización y construcción de la opinión pública», Anàlisi, núm. 26, 2001, pp. 
103-119. Más recientemente, otras iniciativas incluyen nuevas áreas de interés relativas a la opinión 
pública y los aspectos internacionales. En España, la imagen exterior española y la opinión pública 
internacional sobre nuestro país, y el estudio de la opinión pública española sobre política exterior y 
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 Las peculiaridades de la opinión pública sobre la política exterior fueron 
sintetizadas por López Pintor en 1982 en un trabajo anteriormente citado398. Para el 
sociólogo, el punto más destacable sobre la cuestión hace referencia la menor 
información entre los ciudadanos sobre los temas exteriores, hecho que es explicable en 
base a la especial lejanía con que son percibidos los asuntos internacionales respecto a 
la actividad cotidiana de la población. Al faltar el componente experimental, elemento 
tan decisivo en la formación de un juicio u opinión, faltará igualmente el interés en la 
búsqueda de información elaborada en los medios de comunicación u otras fuentes 
sobre la que estructurar una opinión, señala el autor.   
 
 Por otro lado, tal y como señalan los igualmente reconocidos sociólogos Víctor 
Pérez y Juan Carlos Rodríguez, «la política exterior de un Estado democrático sólo es 
“creíble” si cuenta con el apoyo razonado y estable de la opinión, y esto requiere un 
desarrollo de la esfera pública que, en el caso español, debemos considerar un proceso 
en curso a cuyas primeras etapas estamos asistiendo»399. Esta afirmación realizada en 
1994 es bien significativa del estado de opinión en temas internacionales que cabe 
figurarse para la sociedad española en los años de la transición. 
 
 Ciñéndonos al caso concreto de la política de seguridad, y, de entre los temas 
susceptibles de circunscribirse dentro de su agenda, en el que mayores posibilidades de 
información tuvo la opinión pública española de la transición: la Alianza Atlántica, 
resultan bien significativos los diferentes testimonios recogidos en 1985, bajo el título 
Cien españoles y la OTAN. En este trabajo de Víctor Márquez Reviriego se incluyen las 
aportaciones acerca de la Alianza Atlántica de cien nombres reconocibles por diferente 
consideración en España. Del recorrido por estos alegatos, cabe señalar dos 
conclusiones fundamentales en el tema que aquí nos ocupa. Por un lado, el 
reconocimiento por buena parte de los mismos de la existencia de un alto grado de 
desconocimiento por parte de la opinión pública española respecto al Tratado del 
Atlántico Norte, su significado, comprensión y alcance. En buena medida, ello fue 
                                                                                                                                               
relaciones internacionales, incluyendo la imagen de los otros países, son aspectos incorporados a la 
agenda de investigación del Real Instituto Elcano de Estudios Internacionales y Estratégicos hace apenas 
unos años, reflejo de los cambios y nuevos espacios de análisis sobre la opinión pública y las relaciones 
internacionales. Véase www.realinstitutoelcano.org  
398 LÓPEZ PINTOR, R.: La opinión pública española…, pp. 170-173. 
399 PÉREZ DÍAZ, V. y RODRÍGUEZ, J.C.: De opciones reticentes a compromisos creíbles. Política 
exterior y liberalización económica y política: España 1953-1986, Madrid, ASP Gabinete de Estudios, 
1994. 
 188
resultado de la ausencia de una verdadera campaña de información al respecto por parte 
de la administración y de un debate entre partidarios y detractores del ingreso plagado 
de posiciones apriorísticas y faltas de rigor. A modo de ejemplo, traemos a colación las 
palabras del comunicador Luis del Olmo, quien señalara que en el tema atlántico: 
 
  «se ha llegado a crear un “estado de interés” en el ciudadano de a pie. No quiere 
 decir con ello que hoy día este ciudadano tenga una exacta información de lo 
 que es y significa la Organización del Tratado del Atlántico Norte, de lo que 
 representa para nuestro país la incorporación plena a su estructura militar, y las 
 ventajas y desventajas que de ello resultarían. Tal vez lo peor de todo este 
 contencioso ha sido la falta de una campaña educativa, veraz y completa»400. 
 
 En este mismo sentido se expresaban los periodistas Victoria Prego: «no se ha 
producido hasta el momento ningún intento de informar cabalmente a los ciudadanos de 
lo que significa pertenecer a una alianza defensiva como la OTAN»401 y Antxón 
Sarasqueta: «en la posición de los partidos ha faltado valentía y rigor en los 
planteamientos. La demagogia ha llevado a que el debate nacional sobre esta cuestión se 
haya convertido en una gran mentira»402. 
 
 En segundo lugar, entre las percepciones recogidas subyace del mismo modo un  
desconocimiento generalizado por parte de los protagonistas entrevistados en el libro. 
Es decir, entre quienes detectan una carencia de criterio en la opinión pública española 
sobre la OTAN se aprecia, a su vez, un considerablemente alto nivel de 
desconocimiento sobre la materia. No obstante pocos son quienes lo admiten. Entre 
ellos, Victoria Prego o Fernando Onega, quien fuera jefe de prensa de Adolfo Suárez 
durante parte de sus años en La Moncloa. Esta consideración bien puede ponernos en 
situación respecto a la media de la población española en los años de la transición, 
especialmente al atestiguar cómo diferentes personas de reconocida posición intelectual 
y privilegiado acceso a la información reconocen su propias limitaciones a la hora de 
valorar y enjuiciar la posición española respecto a la Alianza Atlántica. 
 
 
 
                                                 
400 MÁRQUEZ REVIRIEGO, V.: Cien españoles y la OTAN, Barcelona, Plaza&Janés, 1985, p. 169. 
401 Ibid, p. 198. 
402 Ibid, p. 229. 
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*************** 
 
 Con este repaso por los factores, procesos y actores tanto externos como internos 
que más directamente van a incidir en la evolución de la política de seguridad de la 
transición española estamos en disposición de entrar de lleno en su análisis secuencial. 
De ello nos ocuparemos en la tercera parte de esta tesis doctoral. 
 
 Previamente, como último pero no menos importante punto de entre los aspectos 
condicionantes de la misma, hemos de detenernos en su contextualización dentro de la 
política exterior de la transición y en sus antecedentes más inmediatos: la política de 
seguridad del franquismo. Cuestiones ambas desarrolladas en el capítulo que sigue. 
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V- La política exterior desde el autoritarismo a la democracia 
Ha quedado apuntado en el planteamiento de este trabajo cómo el tema 
estudiado queda inserto en un proceso mucho más amplio tanto en su vertiente interior 
como en la exterior. En la interior porque el tema que aquí nos ocupa es sólo un 
episodio de lo que conforma la trama de la transición española y en la exterior porque el 
desarrollo de la España democrática se inscribe dentro del marco que constituye la 
evolución de la sociedad internacional en su conjunto. 
 
Ya hemos presentado ambos entornos y los actores y factores que en cada uno 
de ellos van a incidir más directamente en la política de seguridad española desde 1976. 
Toca ahora profundizar el área en el que va a insertarse la política de seguridad, la 
política exterior, presentando sus aspectos más debatidos por los especialistas y sus 
hitos fundamentales de nuestra etapa de estudio. Una política exterior que partía desde 
la situación en la que España se encontraba tras una larga dictadura la cual había 
generado sus propias inercias, ámbitos de actuación y prioridades en su actividad 
internacional. La sustitución de la herencia franquista por un nuevo horizonte 
internacional iba a constituir otra de las metas marcadas por los Gobiernos 
democráticos. Bien es cierto que los asuntos exteriores ocuparon un papel 
indudablemente secundario en la agenda política estatal frente al desarrollo de los 
cambios políticos internos, como también lo es, por otra parte, que la política interior y 
la política exterior manifiestan una íntima relación e interdependencia. 
 
Este capítulo se abre con un recorrido sobre los debates existentes en el estudio 
de la política exterior de la transición española. Una vez examinadas las obras de 
aquellos autores que de forma global han analizado la transición exterior, consideramos 
de interés exponer aquí los puntos que suscitan una mayor polémica, en orden a fijar los 
aspectos abiertos al debate historiográfico. A continuación presentaremos un recorrido 
por las actuaciones exteriores de la transición española, para finalizar con los 
antecedentes que en política de seguridad van a existir a la llegada del nuevo régimen. 
Sentadas estas premisas y fijado el contexto de partida estaremos en disposición de 
profundizar convenientemente en la materia de nuestro trabajo. 
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1. Transición y política exterior: principales debates 
Entre las diferencias y matizaciones más notables que traslucen en la literatura 
que aborda el tema de la transición exterior española, dos cuestiones destacan por 
encima del resto. Por un lado, las que atañen a su periodización; por otro las referidas a 
la existencia o no de un consenso en el ámbito exterior durante el cambio democrático 
y, caso de que éste se admita, cuándo puede darse por concluido. Son éstas las dos 
materias que los especialistas convienen en señalar como aquellas sujetas a una mayor 
controversia403. 
 
No obstante, junto a estos debates principales y a tenor de los trabajos 
publicados en los últimos años, cabe señalar la existencia de otros temas que igualmente 
han tenido interpretaciones diversas por parte de los analistas de la política exterior de la 
transición española. Unos elementos de debate que no siempre quedan explícitamente 
apuntados pero que tras un riguroso análisis de la bibliografía se identifican como 
puntos de discrepancia. Concretamente nos referimos al papel que cabe asignarle al 
contexto internacional en el proceso de transición, tanto interno como externo, y al 
grado de continuidad o cambio existente entre la política exterior franquista y la llevada 
a cabo a partir de la transición, asunto éste estrechamente relacionado a la definición de 
una política exterior democrática y al papel de los diferentes actores en esta política 
exterior. 
 
 
1.1. Los límites cronológicos de la transición exterior  
En relación a la periodización de la política exterior, las opiniones varían según 
se mantengan unos u otros criterios de análisis. Como es lógico, sobre el momento 
inicial de la transición exterior las alternativas tienen menor relevancia, por lo que se 
                                                 
403 Para fijar los límites y términos de estos debates véanse los trabajos de MORÁN, F.: Una política 
exterior…; POLLACK, B. y HUNTER, G.: The Paradox of Spanish Foreign Policy: Spain’s 
Internacional Relations from Franco to Democracy, Nueva York, St. Martin’s Press, 1987; ARMERO, 
J.M.: Política Exterior…, ARENAL, C. del: «Democracia y política exterior: el largo camino hacia el 
cambio», en VIDAL-BENEYTO, J (ed.) y BOBILLO, F. (coord.): España a debate: la política, tomo 1, 
Madrid, Tecnos, 1991, pp. 45-65 y «La posición…», pp. 389-428; MESA, R.: «La normalización exterior 
de España», en COTARELO, R. (comp.): Transición política y consolidación…, pp. 137-160 y La 
reinvención…; GILLESPIE, R., RODRIGO, F. y STORY, J. (eds.): Las relaciones exteriores de la 
España democrática, Madrid, Alianza, 1995; POWELL, CH.: «Cambio de régimen y política exterior: 
España, 1975-1989», en TUSELL, J., AVILÉS, J. y PARDO, R.: La política exterior de España en el 
siglo XX, Madrid, Biblioteca Nueva-UNED, pp. 413-453; LEMUS, E. y PEREIRA, J.C.: «Transición y 
política exterior (1975-1986)», en PEREIRA, J.C. (coord.): La política exterior…, pp. 517-550, y 
PEREIRA, J.C.: «Transición y Política Exterior…», pp. 97-123. 
 193
presentan de forma menos justificada. De forma generalizada se entiende que la 
coronación de don Juan Carlos ante las Cortes, en noviembre 1975, o bien la llegada de 
Adolfo Suárez a la presidencia del Gobierno, en julio de 1976, son los momentos en los 
que la transición, también en el exterior, puede entenderse iniciada.  
 
Se indique un momento u otro como fecha inicial, se acepta en estas páginas que 
las diferencias entre ambas posibilidades carecen de suficiente dimensión como para 
que se pueda hablar de distintas opiniones al respecto. La mayoría de los autores 
consultados convienen en dar por buena la fecha del inicio de la monarquía de Juan 
Carlos I como comienzo de la transición404. En nuestra opinión, el momento con el que 
puede entenderse iniciada la transición exterior es el viaje de los Reyes a los Estados 
Unidos a principios de junio de 1976, por tratarse de la primera visita oficial de los 
monarcas al extranjero como jefes de Estado tras la desaparición de Franco y por el 
discurso aperturista y democratizador que don Juan Carlos pronunciara ante los 
parlamentarios norteamericanos405. 
 
Los autores que han abordado el tema de las propuestas cronológicas presentan 
sus respectivas diferencias y matices con sus correspondientes justificaciones. Antes de 
pasar a examinarlas, conviene señalar un aspecto que no debe pasarse por alto, al ser 
asunto capital en relación a la delimitación temporal de la transición española. Este es, 
el diferente marco cronológico del que hemos de servirnos a la hora de estudiar la 
transición exterior frente a las etapas que se identifican en el orden interno. De ahí que 
aunque determinadas concreciones o acontecimientos sucedidos en el ámbito interior 
tienen una indudable proyección en muchos de los asuntos que forman parte de la 
política exterior, ello no implica que el ritmo y alcance de los cambios acaecidos en el 
orden interno tengan un reflejo constante o inmediato en la acción exterior. Por tanto, y 
como premisa básica del periodo en el que se inserta nuestro tema de estudio, es 
                                                 
404 No obstante, esta cuestión no ha de resultar absolutamente indiferente por cuanto existe también el 
criterio de considerar el primer gobierno de la monarquía presidido por Arias Navarro, como «la fase más 
importante e interesante de la política exterior de la transición». MENÉNDEZ DEL VALLE, E. de.: 
«Política exterior y transición democrática en España», en TEZANOS, J.F., COTARELO, R. Y BLAS, 
A. de (eds.): La transición democrática…, p. 717. 
405 Este criterio, que hacemos nuestro, en PEREIRA, J.C.: «Transición y política exterior…», p. 120. 
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necesario subrayar el desfase cronológico existente entre las esferas interna y externa de 
la transición española406. 
 
Entrando en el tema que nos ocupa, parece oportuno comenzar por la 
periodización más elaborada entre los trabajos que hemos consultado, la  
correspondiente a Celestino del Arenal407. Contra la opinión más extendida, este 
politólogo defiende que la transición exterior se inicia con el primer Gobierno de 
Suárez, en diciembre de 1976, fijando la fecha final de la misma a finales de 1988. Es 
entonces cuando queda definitivamente establecido lo que ha convenido en denominar 
el «modelo global de política exterior en España», produciéndose a partir de ahí una 
puesta en práctica del proyecto exterior coherente y realista definido y concretado desde 
1976.  
 
Para del Arenal, este proceso de transición exterior puede dividirse en tres 
periodos. Una primera fase se extendería entre 1976 y 1980, coincidiendo con los 
Gobiernos de Suárez. Esta fase inicial estaría dominada por la existencia de un consenso 
en materia exterior entre las diferentes tendencias políticas, habiéndose producido una 
nueva filosofía inspiradora de la política exterior respecto del franquismo. Un segundo 
momento se extendería desde 1980 hasta la celebración del referéndum sobre la 
permanencia de España en la OTAN, en marzo de 1986. Éste estaría caracterizado por 
la ruptura del consenso exterior, una vez que el Gobierno plantea la incorporación a la 
Alianza Atlántica, y por llevarse a cabo otras importantes concreciones de la política 
exterior, especialmente el ingreso de España en la Comunidad Europea y la formulación 
del Decálogo de paz y seguridad por parte de Felipe González. En esta etapa, continúa 
del Arenal, se vienen a sentar y definir con precisión las últimas líneas maestras de las 
                                                 
406 Precisión recogida, entre otros, por J.C. Pereira y P. Martínez Lillo, cuando señalan que «la 
periodización empleada para analizar la evolución del cambio político interior no coincide –no nos sirve-, 
a la hora de explicar las transformaciones en política exterior». PEREIRA, J.C. y MARTÍNEZ LILLO, P.: 
«Política Exterior, 1976-1997», en PAREDES, J. (coord.): Historia contemporánea de España. Siglo XX, 
Barcelona, Ariel, 1998, p. 977. Opinión similar la establece recoge una íntima relación y dependencia 
entre la política interior y la política exterior de la transición a la democracia si bien «los cambios que en 
ellas se producen tienen con frecuencia distinto tiempo y diferente ritmo». En ARENAL, C. del: «La 
posición…», p. 389. Sobre los diferentes criterios temporales de la transición desde el punto de vista 
interno, MORADIELLOS, E.: «La transición política española: el desmantelamiento de una dictadura», 
Sistema, núm. 160, 2001, pp. 57-59. 
407 Véanse sus dos trabajos citados, de indispensable consulta para estas cuestiones, en los que el autor 
propone esta cronología: ARENAL, C. del.: «Democracia…», pp. 45-65 y «La posición…», pp. 389-428. 
Por cuanto el profesor del Arenal va a mantener básicamente los mismos planteamientos en estos dos 
trabajos adoptaremos el criterio de citar únicamente el fechado en 1992, si bien puede consultarse a los 
mismos efectos el publicado un año antes. 
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relaciones exteriores de la democracia, homologándose España con Europa y 
adecuándose la acción internacional al entorno exterior. Por último, la tercera etapa, que 
ocupa desde marzo de 1986 a fines de 1988, vendría a poner punto final a la transición 
de la política exterior. Una vez que España define plenamente sus líneas en la política 
de seguridad, con el ingreso de España en la Unión Europea Occidental (UEO), la firma 
de un nuevo convenio con los Estados Unidos y la concreción de la contribución militar 
española en el seno de la OTAN, del Arenal da por finalizada en esta fecha la transición 
española en el ámbito internacional408. 
 
Otro especialista que desde los inicios mismos del proceso se ha venido 
ocupando de las relaciones exteriores de la España democrática es el politólogo Roberto 
Mesa. Sin embargo, y a pesar de sus importantes aportaciones teóricas, este autor no 
propone una fecha concreta para delimitar el final de la transición exterior409. Si bien va 
a dejar constancia de la existencia de este debate cronológico, en ningún momento toma 
partido en el mismo. No obstante, sí nos va a plantear su concepción y límite 
cronológico del consenso en materia exterior, cuestión sobre la que volveremos más 
adelante. Así, lo más cerca que Mesa se encuentra a la hora de señalar un punto final de 
la transición exterior queda recogido en las siguientes palabras:  
 
« (…) Considero que la transición, en materia internacional, concluye cuando, 
finalmente, nuestro país, Gobierno y Parlamento, conjuntamente, diseñan 
definitivamente una política exterior global, con objetivos alcanzables en 
diferentes plazos, con una disposición de medios proporcionados y con una 
definición, política e ideológica, derivada tanto de nuestros intereses nacionales 
como de los intereses generales del círculo político, cultural y económico al que 
pertenecemos»410. 
 
 
Más clara es la opinión de Emilio Menéndez del Valle cuando apunta que la 
transición exterior se extiende concretamente hasta el año 1986. En su análisis, tres 
                                                 
408 Entre otros, el historiador Pedro Martínez Lillo asume la periodización planteada por del Arenal en un 
trabajo que se incluye en una de las más completas obras de conjunto referidas a la transición española: 
MARTÍNEZ LILLO, P.: «Consenso y política exterior en la transición española», en SOTO, A. y 
TUSELL, J. (dirs.): Historia de la Transición, 1975-1986, Madrid, Alianza Universidad, 1996, pp. 159-
160. 
409 Además de los citados anteriormente, véanse sus diferentes trabajos al respecto: MESA, R.: «La 
política exterior en la España democrática», Revista de Estudios Internacionales, núm. 1, 1982, pp. 7-67; 
«La posición internacional de España. Entre el centro y la periferia», Leviatán, núm. 33, 1988; 
Democracia y política exterior en España, Madrid, Eudema, 1988. 
410 MESA, R.: «La normalización…», p. 159.  
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serían los elementos clave que, una vez zanjados, vendrían a cerrar el ciclo de España 
en la sociedad internacional desde 1975. Específicamente, se refiere a la permanencia de 
España en la OTAN, a la entrada en el Mercado Común y al establecimiento de 
relaciones diplomáticas con Israel411. Otros especialistas de la reciente política exterior 
española comparten también el año 1986 como punto final de la transición exterior. Es 
el caso de Ángel Viñas, Encarnación Lemus y Juan Carlos Pereira, en sus respectivos 
trabajos412. De forma más detallada y analítica, este último autor realizó esta misma 
propuesta cronológica en otro trabajo de alcance. Planteada desde su propuesta teórica 
de cómo ha de ser una política exterior democrática, Pereira entiende que el camino que 
hubo de recorrer España en la definitiva consecución de la misma se extiende desde 
1976 a 1986. Sólo entonces puede darse por finalizada la transición en política exterior, 
una vez alcanzada la democratización en este ámbito de actuación estatal413. 
 
En otros términos, Jonhatan Story entiende que la redefinición de las relaciones 
exteriores de España democrática tiene en la fecha de 1989 la culminación al proceso 
iniciado con la muerte de Franco. Esta propuesta concibe la presidencia española de la 
Comunidad Europea, a lo largo del primer semestre de aquel año, como el 
acontecimiento que cierra el cambio en las relaciones internacionales españolas desde el 
final de la dictadura414. 
 
Por su parte, en diciembre de 1997, el historiador Charles Powell presentó una 
división de los años apuntados en varias etapas. Una primera, 1975-1981, de 
normalización y homologación de la política exterior española. Una segunda, de 
definición de las líneas maestras de esta política, entre 1981 y 1986, y una tercera en la 
que culminaría ese proceso de definición y que llegaría hasta 1988. Sin manifestar una 
posición clara sobre el momento en el que puede darse por concluido el cambio exterior 
español, parece claro que a lo largo de su exposición Powell da por buena la cronología 
planteada años atrás por del Arenal. Concretamente al sostener cómo la transición 
exterior se extendería hasta fines de 1988, «una vez superados los grandes retos 
                                                 
411 MENÉNDEZ DEL VALLE, E. de.: «Política exterior…», p.747.  
412 Véase VIÑAS, A.: «Rompiendo las cadenas del pasado», en BALFOUR, S. y PRESTON, P. (eds.): 
España y las grandes potencias en el siglo XX, Barcelona, Crítica, 2003, p. 260 y LEMUS, E. y 
PEREIRA, J.C.: «Transición y política exterior…», p. 519.  
413 PEREIRA, J.C.: «Transición y política exterior…», pp. 120-123.    
414 STORY, J.: «Redefinición de las relaciones exteriores de España: 1975-89», en GILLESPIE, R., 
RODRIGO, F. y STORY, J.: Las relaciones exteriores…, pp. 53 y ss. 
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externos» que suponía la incompleta inserción de España en el sistema de seguridad 
occidental415. 
 
 Como adelantamos en las páginas introductorias a este trabajo, nuestro criterio 
es el de considerar el año 1986 como la fecha en la que puede darse por concluida la 
transición de la política exterior, tras el fin de la dictadura. Fue entonces cuando se 
concretaron definitivamente las dos grandes opciones del país en materia exterior: la 
vertiente atlantista y la europeísta, al cerrarse el círculo abierto en 1981 con la promesa 
de celebración de un referéndum sobre la permanencia en la OTAN por parte del PSOE, 
llevándose entonces acabo con resultado positivo y por materializarse la adhesión 
española a la CE, objetivo primordial de la política exterior española. 
 
 
1.2. El debate sobre el consenso en materia exterior 
Hemos reflejado cómo el tema de la extensión temporal de la transición exterior 
española viene siendo considerado desde puntos de vista no siempre coincidentes entre 
los especialistas en la materia. En función de sus presupuestos analíticos resulta una u 
otra periodización del proceso de cambio exterior de la transición. Muy ligadas a esta 
disyuntiva cronológica encontramos las opiniones referidas a la existencia de un 
eventual consenso en la política exterior de la transición.  
 
El tema del consenso ha inundado las páginas de los estudios de la transición en 
nuestro país y está aceptado como uno de los rasgos definitorios del proceso 
democratizador que España conoció desde mediados de los años setenta. Generalmente, 
y por extensión, se ha venido asumiendo este mismo consenso en la vertiente exterior de 
la transición. No obstante, como veremos a continuación, éste no va a ser unánimemente 
asumido ni entendido de igual forma en lo que hemos convenido en señalar como el 
segundo de los temas abiertos al debate en el estudio de la transición exterior. 
 
Antes de entrar en las valoraciones que sobre el particular han venido realizando 
diferentes autores, conviene aclarar la diferencia entre el clásico consenso nacional, de 
la política doméstica, y lo que pudiera considerarse consenso en materias exteriores. 
                                                 
415 POWELL, CH.: «Cambio de régimen…», pp. 413-454. 
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Desde nuestro punto de vista, ante la necesidad de elaborar el entramado jurídico e 
institucional del nuevo Estado democrático, el consenso constitucional consistió en la 
actitud dialogante y condescendiente adoptada por las fuerzas políticas mayoritarias en 
aras de concretar acuerdos o soluciones aceptables a todas las partes. En materia 
exterior, concebimos este consenso como una actitud diferente. Se trata de una posición 
ante los hechos que vendría a significar el avanzar solamente en aquellos aspectos en los 
que hubiera un respaldo por parte de la generalidad de los grupos políticos. En la 
práctica, y como resultado más evidente en la política de seguridad, esto vino a suponer 
la parálisis o indefinición de España en relación a la entrada en la OTAN hasta la 
presidencia de Calvo Sotelo.  
 
Obsérvese que en política exterior este hipotético consenso no equivalía a una 
unanimidad ni a un eventual acuerdo para tomar determinadas decisiones. Es otro el 
matiz respecto a la política interior. Se trataba de alcanzar el techo máximo posible allí 
donde no existieran discrepancias. Puede decirse que el consenso interno suponía 
acordar los términos del avance y las concreciones políticas, mientras que el exterior 
equivalía a avanzar y concretar políticamente allí sólo donde hubiera un acuerdo natural 
al respecto. De ahí que algún especialista haya preferido utilizar el término de 
«consenso por omisión» o el de «negativo de consenso», en jerga fotográfica, llegando 
incluso a negar su existencia416.  
 
Sin embargo, esta opinión es excepcional. Buena parte de los autores aceptan el 
término y reconocen, aunque sea implícitamente, la existencia de un consenso en los 
primeros momentos de la política exterior de la transición a la democracia. 
 
El planteamiento que sobre el tema viene teniendo mayor aceptación al respecto 
defiende la tesis de la existencia de un consenso en materia exterior hasta junio de 1980. 
Entonces, el ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, realizó unas 
declaraciones al diario El País en las que anunciaba la voluntad del Gobierno de iniciar 
negociaciones en 1981 para una próxima adhesión de España a la Alianza Atlántica. 
Esta postura es la sostenida, entre otros, por del Arenal y Martínez Lillo, que en sus 
                                                 
416 Es el caso de RODRIGO, F.: «La inserción de España en la política de seguridad occidental», en 
GILLESPIE, R., RODRIGO, F. y STORY, J.: Las relaciones exteriores…, pp. 78-80.   
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respectivos trabajos entienden que este hecho pone punto final al consenso en materia 
internacional417.  
 
Por su parte, Roberto Mesa mantendrá una posición diferente a la de estos 
autores. Sitúa la expiración del consenso en un momento anterior, como es el cambio 
que supone la aprobación de la Constitución y la convocatoria de elecciones legislativas 
dos meses más tarde, a primeros de marzo de 1979. A partir de entonces sería cuando, a 
su juicio, comienzan a manifestarse las diferencias entre los partidos políticos y la 
opinión pública sobre los que han de ser los objetivos y actuaciones de España en el 
exterior418. En otro momento, este autor apuntalará este criterio al validar la existencia 
de la «norma pactada del consenso» en las Cortes elegidas en 1977 al no ejercerse en 
éstas las funciones de control parlamentario tanto en los asuntos constitucionales como 
en las cuestiones exteriores. En esta ocasión extiende la práctica del consenso, entendida 
como la congelación de aquellas cuestiones que pudieran producir enfrentamientos 
parlamentarios para avanzar en aquellos otros que contaban con un acuerdo, si no 
unánime, ampliamente mayoritario, hasta el año 1981. Hemos de concluir, por tanto, en 
la aceptación del consenso exterior por parte de Roberto Mesa, si bien este 
internacionalista no defina con criterio fijo el momento en que éste puede darse por 
finalizado419.  
 
El testimonio de Fernando Morán acredita también la aprobación de un consenso 
implícito hasta 1979, consistente «en no plantear de momento los grandes temas 
internacionales que pudieran dividir al Gobierno y la oposición, muy especialmente el 
tema de las alianzas». De este modo, continúa, «hasta el día 1 de marzo los temas 
internacionales no son, pues, traídos a primer plano. Las elecciones señalan el inicio de 
otra etapa y los temas hasta ahora “congelados” comienzan a aparecer como 
urgentes»420. 
 
Otra autora de reconocida autoridad en estos temas, la socióloga Consuelo del 
Val, sostendrá del mismo modo la existencia de un consenso en materia exterior desde 
1975. Sin embargo, no se decanta por señalar un momento o fecha concreta a partir de 
                                                 
417 ARENAL, C. del.: «Democracia…», p. 52 y MARTÍNEZ LILLO, P.: «Consenso…», p. 178.  
418 MESA, R.: «La normalización…», pp. 147 y 158.   
419 MESA, R.: La reinvención…, pp. 4 y 5. 
420 MORÁN, F.: Una política exterior..., p. 48.  
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la cual se entienda que el mismo finalice. Se limita a señalar que el consenso «estaba 
roto mucho antes de acceder Calvo Sotelo a la Presidencia», pero no va a concretar en 
qué punto y en razón de qué circunstancias considera que aquél ha finalizado421. Un 
reconocimiento del consenso en la política exterior durante la transición es el 
igualmente expresado por Francisco Aldecoa, si bien en términos poco concisos422.  
 
De diferente sentido son los argumentos que proponen Charles Powell y Ángel 
Viñas, quienes se distancian de las posiciones señaladas evitando el término aludido y 
matizando su significado. Así, sin negar de forma explícita la existencia de un consenso 
en materia exterior, tampoco concluye Powell en una confirmación de su vigencia, 
entendiendo que puede hablarse de  «cierto acuerdo» o bien de «pacto tácito», más que 
de un verdadero consenso en la política exterior de la transición española. En la misma 
línea va a situarse la argumentación de Viñas, en el sentido de relativizar la existencia 
real de aquél aunque acepte la validez explicativa del concepto423. 
  
 Bajo nuestro punto de vista, estas últimas opiniones son las más acertadas para 
describir la situación existente en relación a la política de seguridad de la transición, 
concretamente en lo relativo a la posible participación española en la Alianza Atlántica. 
No consideramos que hubiera una posición aceptada por los principales partidos 
políticos al respecto. Más bien al contrario, los hechos parecen evidenciar una 
disparidad de criterios entre favorables y opuestos a la integración en el Tratado del 
Atlántico Norte. Ciertamente, la necesidad de salvaguardar el consenso constituyente 
aconsejó aparcar la cuestión hasta que se hubiera formalizado el Estado democrático, 
procediéndose entonces a su debate político. Es decir, cabe admitir un acuerdo en no 
abordar la cuestión, un consenso en aplazar el tema, no un acuerdo en las posiciones de 
fondo. No obstante, el estudio detenido en las siguientes páginas nos proporcionará 
suficientes elementos valorativos como para emitir una opinión definitiva, dando 
respuesta a la primera de las hipótesis planteadas en esta investigación. 
 
                                                 
421 VAL CID, C. del: Opinión Pública…, p. 80.  
422 ALDECOA, F.: «La transición y la redefinición de la política exterior española», en CALDUCH, R. 
(coord.): CALDUCH, R. (coord.): La política exterior española del siglo XX, Madrid, Ciencias Sociales, 
1994, pp. 157-168. 
423 Véase POWELL, CH.: «Cambio de régimen…», p. 436 y la monografía España en democracia…, p. 
216, así como VIÑAS, A.: «Rompiendo…», pp. 199 y ss. 
 201
 Tanto los límites cronológicos como la caracterización de un posible consenso en 
materia exterior conforman las cuestiones más destacables como carentes de 
unanimidad interpretativa entre los estudiosos de la política exterior de la transición. Al 
lado de ellos van a surgir otras cuestiones que han tenido una incidencia menor, nula en 
muchos casos, en los análisis llevados a cabo hasta el momento pero que 
ineludiblemente han de ponerse de manifiesto en una correcta aproximación a nuestro 
tema de estudio. 
 
 
1.3. Cuestiones abiertas y nuevos ámbitos de investigación 
Al hilo de aportaciones teóricas recientes o como resultado de la revisión de los 
trabajos sobre la cuestión van a trascender otros aspectos sobre la política exterior 
española desde 1976 que vienen siendo objeto reciente de debate o bien están sometidos 
a un proceso de revisión historiográfica en la actualidad. Particularmente, se van a poner 
de manifiesto la necesidad de clarificar la incidencia del contexto internacional en el 
proceso de transición; el grado de continuidad y cambio existente entre la política 
exterior autoritaria y la política exterior democrática así como la forma de caracterizar 
una política exterior democrática. La enumeración de estos aspectos, susceptibles de ser 
revisados en sus actuales planteamientos, no ha de prefigurar una concepción 
independiente a la hora de aproximarnos a los mismos. Como veremos a continuación, 
estos planteamientos son difícilmente separables entre sí, apareciendo estrechamente 
ligados los unos a los otros. 
 
El estudio de las transiciones ha sido tradicionalmente poco favorable a prestar 
atención a la forma en que los factores internacionales pueden influir en cuenta en los 
procesos democráticos. En una de las obras inaugurales de los transitólogos de 
referencia O’Donell, Schimitter y Whitehead se recoge: «parece fútil investigar cuál es 
el factor o contexto internacional que puede instar con seguridad a los gobernantes 
autoritarios a experimentar con la liberalización, y mucho menos cuáles son capaces de 
provocar un predecible derrumbe de sus gobiernos»424. Esta contundente afirmación 
reflejaba la posición natural en el enfoque entre aquellos analistas especializados en el 
estudio de las transiciones a la democracia, incluyendo aquellos que, dentro y fuera de 
                                                 
424 O’DONELL, G., SCHMITTER, C. y WHITEHEAD, L. (comps.): Transiciones desde..., vol. 4. 
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nuestro país, han estudiado el caso español. No obstante esta premisa analítica se 
desinfló como consecuencia de los repentinos cambios políticos acaecidos en Europa 
Central y Oriental a partir de 1989. Entre los replanteamientos teóricos que las 
transiciones en los antiguos países socialistas vinieron a poner de manifiesto surgió con 
fuerza la necesidad de poner de relieve el contexto internacional en las transiciones a la 
democracia. Consecuencia de ello fue la aparición de diferentes estudios en los que se 
iban a destacar los factores exteriores en las transiciones425. 
 
Un síntoma del valor habitualmente atribuible a los factores exteriores en la 
transición española lo encontramos en el trabajo editado por Manuel Redero en Ayer en 
el año 1994. Sostiene entonces Redero que aquel trabajo se centraba en el estudio de 
temas referidos al contexto interno debido «la casi unánime apreciación de los 
especialistas en resaltar la relevancia de los factores internos sobre los del contexto 
internacional en la explicación del tránsito a la democracia en España ha llevado a la 
exclusión de estos últimos»426. Sin embargo, el nuevo panorama interpretativo ha 
planteado el reto a los especialistas de llevar a cabo nuevas investigaciones y trabajos 
revisionistas a favor del factor internacional en la transición. Concretamente del estudio 
de la influencia del contexto internacional en la transición española y su reflejo tanto en 
el cambio político interno como en la política exterior427. Hasta la fecha, el estado en el 
que se encuentra el estudio del papel atribuible al contexto internacional en la transición 
española apenas nos ha legado análisis parciales, sin el suficiente rigor y profundidad428.  
 
Siendo aceptado en la actualidad el reconocimiento de la influencia del medio 
externo en ambas dimensiones, interna y externa, de la transición, queda camino por 
recorrer en la profundización de trabajos sobre la cuestión. En esta investigación hemos 
expuesto aquellos actores y factores que desde el contexto internacional van a significar 
                                                 
425 Entre ellos, PRIDHAM, G. (ed.): Encouraging Democracy. The International Context of Regimen 
Transitions in Southern Europe, Leicester, University Press, 1991 y WHITEHEAD, L. (ed.): The 
international dimensions of democratization: Europe and the Americas, Oxford, Oxford University Press, 
1996.  
426 REDERO, M. (ed.): La Transición a la democracia…, pp. 12 y 13. 
427 Por ejemplo, éstos fueron los objetivos del proyecto de investigación BHA2002-01909 del Ministerio 
de Ciencia y Tecnología, dirigido por Juan Carlos Pereira titulado La Transición y Consolidación 
democrática de España y la formulación del modelo de política exterior democrática (1975-1986). 
428 El primer intento de presentar el papel del contexto exterior en la transición española lo encontramos 
en POWELL, CH.: «La dimensión exterior de la transición española», Afers Internacionals, núm. 26, 
1993, pp. 37-64. En un trabajo posterior, del año 2001, el mismo autor todavía se hacía eco del vacío 
existente de trabajos que estudien la incidencia del contexto internacional en la transición. Véase 
POWELL, CH.: España en democracia…, p. 12.  
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una influencia destacable en la transición española, incluyendo de esta forma en nuestro 
análisis el elemento internacional como aspecto de relevancia a considerar y como 
factor condicionante del desenlace de su política de seguridad. 
 
A diferencia del nivel de influencia del contexto internacional en la transición 
española, más antigua y latente es la falta de unanimidad entre los especialistas respecto 
a la continuidad o discontinuidad de la política exterior posterior al régimen franquista. 
 
Este debate está en cierto modo originado por la tesis sostenida por Francisco 
Aldecoa en los años ochenta, en la que identificó los planteamientos internacionales de 
la transición con los asentados durante la etapa de Fernando Castiella como ministro de 
Asuntos Exteriores, entre 1957 y 1969,  y del que fuera su joven jefe de gabinete, 
Marcelino Oreja. 
 
Efectivamente, en su análisis de la etapa 1945-1984, Aldecoa sostiene que es en 
la etapa de Castiella donde «hunde sus raíces la política exterior democrática». Las 
razones de este antecedente son dobles, añade, «por un lado, surge y se desarrolla la 
filosofía inspiradora de la política exterior de hoy, al mismo tiempo que se perfilan las 
políticas exteriores generales y específicas; por otro lado, se configura el servicio 
exterior, incluso las personas físicas, en su funcionamiento actual»429. Este análisis se 
complementa con otro trabajo posterior del mismo autor en el que señalará que es a 
partir de 1976, con el segundo Gobierno de la Monarquía, cuando se retoman los 
planteamientos básicos de la política internacional nacionalista inaugurada por Castiella, 
concluyendo de forma clara que «en materia de política exterior no ha existido ruptura 
en el paso de la Dictadura a la Democracia»430. 
 
Este planteamiento expuesto por Aldecoa lo hará suyo Emilio Menéndez del 
Valle, al tiempo que encontramos otras interpretaciones de signo continuista desde la 
actividad internacional del franquismo a la desarrollada durante la democracia en el 
ensayo escrito por Fernando Morán, así como también en trabajos realizados en el 
                                                 
429 ALDECOA, F.: «La política exterior de España en perspectiva histórica, 1945-1984. De la autocracia 
al Estado de Derecho», en Sistema, núm. 63, 1984, p. 113. 
430 ALDECOA, F.: «Una aproximación a la política exterior de la España democrática: el primer lustro 
constitucional (1978-1983)», en VVAA.: Pensamiento jurídico y sociedad internacional. Homenaje al 
profesor Truyol Serra, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales-Universidad Complutense de 
Madrid, 1986, vol. I, pp. 79-103. 
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mundo anglosajón431. Por su parte, Mario Armero es de la opinión de que solamente en 
la actitud de Oreja respecto a Gibraltar es donde pueden identificarse tintes continuistas 
respecto a la política llevada a cabo por Castiella432. 
 
Uno de los argumentos esgrimidos por quienes han sostenido cierto continuismo 
entre la política exterior de la transición respecto a la de la dictadura es el paralelismo 
que identifican entre las políticas de sustitución franquistas y la acción exterior llevada a 
cabo por Adolfo Suárez433. Tal es el caso de la política Iberoamericana, donde Esther 
Barbé y Celestino del Arenal han detectado cierta similitud instrumental entre la etapa 
presidencial de Suárez respecto la diplomacia franquista434. Sin embargo, no sería 
adecuado situar a del Arenal dentro de los defensores del continuismo exterior entre el 
franquismo y la transición. En sus escritos, tras una disquisición conceptual entre 
«ajuste» y «cambio», este autor va a defender un profundo cambio producido a partir de 
1976 tanto en la filosofía inspiradora y el diseño, «el porqué y el para qué se hace 
política exterior», como en la forma y el modo, «el cómo se hace» de la acción exterior 
española435.  
 
Ciertamente, las valoraciones rupturistas de la política exterior desarrollada a 
partir de noviembre de 1975 son coincidentes en la mayoría de los autores 
especializados en la materia436. A nuestro entender, y sin obviar los elementos de 
continuidad perceptibles en cualquier enfoque duradero de las relaciones exteriores de 
cualquier país, podemos identificar elementos tales de modificación como para que 
pueda hablarse de un cambio generalizado en la política exterior española llevado a 
cabo durante la transición y concretado a lo largo de los años venideros. 
 
                                                 
431 MENÉNDEZ DEL VALLE, E.: «Política exterior…», pp. 717 y 718; MORÁN, F.: Una política 
exterior…, pp. 16 y 17 y el punto de vista de POLLACK, B. y HUNTER, G.: The Paradox of Spanish…, 
pp. 48 y 104. 
432 Véase ARMERO, J.M.: Política exterior…, pp. 54 y 68.   
433 El concepto de políticas de sustitución aplicado a la etapa franquista fue originalmente empleado por 
Fernando Morán al referirse a las relaciones de España con Iberoamérica y el mundo árabe, nacidas de la 
imposibilidad de jugar un papel destacado en Europa debido a la naturaleza autoritaria del régimen. Véase 
MORÁN, F.: Una política exterior…, pp. 18 y 19. 
434 BARBÉ, E.: «La transición española: cambio y continuidad en la política exterior y de seguridad», 
Papers, núm. 33, 1990, p. 112 y ARENAL, C. del: «Cambio y autonomía en la política iberoamericana de 
España», Leviatán, núm. 39, 1990, pp. 36 y 37.. 
435 ARENAL, C.: «La posición...», pp. 392 y 393. 
436 Véanse, además de los anteriormente citados, las aportaciones de VIÑAS, A.: «Rompiendo…», p. 198, 
STORY, J.: «Redefinición de las relaciones…», pp. 58 y ss.,  POWELL, CH.: «Un “hombre-puente”…», 
p. 256 y PEREIRA, J.C. y MARTÍNEZ LILLO, P.: «Política exterior…», p. 979. 
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Este cambio global de la política exterior será, ciertamente, más evidente en 
algunos ámbitos que en otros. Como veremos, en lo que atañe a la política de seguridad 
las modificaciones corresponden más a los aspectos formales del cambio que a los 
propios de la orientación política de esta vertiente de la acción exterior. No obstante, 
habremos de profundizar en sus vicisitudes y diferentes consideraciones antes de 
formular un dictamen definitivo, en las conclusiones finales de la investigación. 
 
La aceptación de este cambio en la política exterior española, llevado a cabo 
paralelamente a las transformaciones del régimen autoritario, a una democratización de 
su sistema institucional y político, nos remite a otra cuestión en la que se aprecia una 
generalizada ausencia de propuestas entre la literatura especializada. Se trata de la 
aparentemente simple pero controvertida cuestión de qué se entiende por una política 
exterior democrática, de cómo caracterizar la democratización de esta política en el caso 
español. En definitiva, de la relación entre cambio de régimen y política exterior. 
Relación aceptada por todos los autores reconocidos en la materia sobre la que, no 
obstante, sólo una parte de ellos ha concretado su caracterización437. 
 
Celestino del Arenal nos ofrece algunas pistas en este sentido, al subrayar la 
importancia de los cambios formales tanto como la de los principios rectores de la 
acción exterior de una política democrática. Sin embargo, un mayor esfuerzo por definir 
los límites de esta cuestión lo vamos a encontrar en los trabajos de dos historiadores.   
 
Así, el profesor Pereira formuló recientemente un modelo de política exterior 
democrática, basado en las siguientes características: 1ª. Esta política ha de tratarse de 
una política de Estado y no de Gobierno. 2ª. Ha de estar sometida permanentemente a 
un control democrático por parte del Parlamento. 3ª. El papel de la opinión pública debe 
ser esencial en el proceso de control e influencia sobre el ciclo formal de la política 
exterior. 4ª. El papel de los partidos políticos en un régimen pluralista y en una sociedad 
compleja como la democrática ha de ser central, también en la política exterior. 5ª. Debe 
ejecutarse a través de una Administración Exterior moderna, democrática, eficaz, 
responsable, profesionalizada y autónoma, que responda al principio básico de unidad 
de acción en el exterior. 6ª. Esta política exterior democrática debe universalizarse en un 
                                                 
437 El profesor Pereira llama la atención sobre la ausencia de respuestas claras en este sentido por parte de 
internacionalistas y transitólogos. Véase, PEREIRA, J.C.: «Transición y política exterior…», p. 121. 
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doble sentido: por un lado, apostando firmemente por una ampliación de las relaciones 
diplomáticas a todos aquellos Estados que respeten los principios del derecho 
internacional y los valores comunes en los que se basa la comunidad internacional; por 
otro lado, integrándose plenamente en la sociedad internacional del momento, 
principalmente a través de su incorporación a las organizaciones internacionales y lo 
que ellas representan. 7ª. Ha de perseguir un internacionalismo comprometido, a través 
del cual se asumen los principios y normas contenidos en el Derecho Internacional 
aplicándose al Derecho interno. 8ª. Ha de conseguir una legitimidad internacional una 
vez que se ha logrado la legitimidad interna y una homologación del Estado, del 
régimen político y de los actores sociales, a través de su reconocimiento y admisión en 
la comunidad democrática internacional. 9ª. Resultado de todo ello ha de ser la 
aplicación y defensa constante de una situación de paz democrática, o, lo que es lo  
mismo, que la democracia interna ha de ser a su vez factor esencial para la paz 
mundial438. 
 
Por su parte, Charles Powell ha contribuido ha clarificar el panorama conceptual 
en otro reciente trabajo sobre la transición exterior en España desde 1975439. La síntesis 
ofrecida por este autor va a resaltar, del mismo modo, el papel que juegan los actores 
nacionales en la política exterior que acompaña al cambio de régimen, constatándose 
como rasgo característico de la transición exterior el aumento en el número y el tipo de 
actores que participan o influyen en la toma de decisiones. 
 
Tras analizar las diferentes aportaciones al tema se aprecia, efectivamente, que a 
la hora de identificar una política exterior democrática no basta considerar únicamente 
los objetivos de esta política sino que es preciso incidir también en la elaboración de la 
misma, a su ciclo formal. Aspectos formales y de procedimiento son por tanto tan 
determinantes como los propios fines y resultados de una acción exterior que aspira a 
ser democrática. De este modo, una vez presentados los temas objeto de debate de la 
reciente política exterior española, pasemos a la exposición formal de sus principales 
características. 
 
 
                                                 
438 Ibid., pp. 121-123. 
439 POWELL, CH.: «Cambio de régimen…», pp. 447-453. 
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2. La política exterior española de Franco a Felipe González 
La España gobernada por el general Franco iba quedar en una situación de 
aislamiento internacional tras la victoria aliada en la Segunda Guerra Mundial440. En 
aquella situación de marginalidad internacional, el régimen franquista hubo de buscar 
alternativas sobre las que desarrollar su actividad exterior al margen de los procesos de 
cooperación que afloraron en Europa (OECE, Consejo de Europa, Unión Occidental, 
CE), quedando fuera de otras iniciativas multilaterales de carácter defensivo (UEO, 
OTAN). 
 
Tras superar la etapa de aislamiento de la inmediata posguerra, 
fundamentalmente gracias a la normalización de relaciones diplomáticas con los países 
occidentales441, la firma del Convenio relativo a la Ayuda para la Mutua Defensa con 
los Estados Unidos y el Concordato con la Santa Sede, ambos en 1953, y la entrada en 
Naciones Unidas en 1955, la España franquista encontró su acomodo en la sociedad 
internacional hasta el final de sus días. Una situación internacional que si bien permitió 
a Franco gobernar autoritariamente hasta su muerte, suponía una posición anómala e 
incompleta respecto a las democracias europeas, habiendo de buscar en Iberoamérica y 
                                                 
440 Tal y como señala Juan Pablo Fusi, éste fue «el gran problema del régimen de Franco: que careció 
siempre de verdadera legitimidad moral ante la conciencia liberal y democrática del mundo 
contemporáneo, por su origen (alzamiento militar, guerra civil) y por su naturaleza autoritaria y 
represiva». FUSI, J.P.: Franco. Autoritarismo y poder personal, Madrid, El País Aguilar, 1995, p. 31.  
441 El 12 de diciembre de 1946 la Asamblea General de la ONU adoptaba la Resolución 39 (I), por la que 
se recomendaba la exclusión de España de todas las organizaciones y conferencias internacionales 
vinculadas con este organismo, así como la retirada de embajadores acreditados en territorio español. La 
Resolución 39 (I) fue aprobada por 34 países, con 13 abstenciones y 6 votos en contra, los de Argentina, 
Costa Rica, Ecuador, El Salvador, República Dominicana y Perú. El texto de esta Resolución puede ser 
consultado en OSMANCZYK, E.J.: Enciclopedia Mundial de Relaciones Internacionales y Naciones 
Unidas, Madrid, Fondo de Cultura Económica, 1976, p. 531. La recomendación que fue levantada en 
1950, con la Resolución 386 (V), que autorizaba a los Estados miembros a enviar embajadores y 
ministros plenipotenciarios a Madrid, al tiempo que levantaba la negativa de admisión española en sus 
distintas instituciones especializadas. A partir de entonces comenzó la etapa de restablecimiento de 
relaciones diplomáticas según la siguiente cronología: Islandia, 24 de noviembre de 1949; Irlanda, 4 de 
octubre de 1950; Grecia, 15 de febrero de 1951; Bélgica, 22 de febrero de 1951; Holanda, 22 de febrero 
de 1951; Luxemburgo, 6 de marzo de 1951; Noruega, 8 de marzo de 1951; Suecia, 8 de marzo de 1951; 
Reino Unido, 15 de marzo de 1951; Italia, 5 de abril de 1951; Dinamarca, 5 de abril de 1951; Turquía, 11 
de octubre de 1951; Francia, 27 de diciembre de 1951 y RFA, 6 de noviembre de 1952. La Santa Sede y 
Portugal no retiraron a sus embajadores. Los representantes de los Estados Unidos retornarían a España el 
1 de marzo de 1951, mientras que los de Canadá lo hicieron el 27 de marzo de 1953. Sobre la cuestión de 
la España franquista en la ONU son de utilidad el segundo y tercer volumen de LLEONART, A.J.: 
España y la ONU, cinco vols., Madrid, CSIC, 1978-1996. Del mismo autor: «España en la ONU: la 
cuestión española (1945-1950)», Revista de Política Internacional, núm. 152, julio-agosto de 1977, pp. 
27-45. 
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en el mundo árabe el flujo de relaciones y actividad exterior de los que carecía en 
Europa442. 
 
La herencia exterior que España recibía de los últimos días del franquismo bien 
recordó a aquella de los años más duros y represivos del Régimen. El resultado de las 
ejecuciones de septiembre de 1975 dejaba un saldo desolador en las relaciones 
exteriores españolas443. La ola de protestas internacionales resultó verdaderamente 
abrumadora. Al rechazo del Papa Pablo VI, del Parlamento y de la Comisión Europea, 
se unieron diferentes manifestaciones en toda Europa frente a las representaciones 
diplomáticas españolas. Austria, Alemania, Bélgica, Francia, Dinamarca, Reino Unido, 
Italia, Noruega, Países Bajos, Suecia y Suiza llamaron a sus embajadores “a 
consultas”444.  
 
 
2.1. La legitimación exterior de la Monarquía 
Un buen reflejo de la situación y de las expectativas internacionales que causó el 
acceso a la jefatura del Estado de Juan Carlos de Borbón es la comparación de las 
personalidades y autoridades extranjeras que asistieron a los actos de proclamación del 
hasta entonces Príncipe como rey de España frente a la presencia de aquéllos en los 
funerales de Franco. Entre las personalidades que acuden a los funerales del 
desaparecido general encontramos al vicepresidente de los Estados Unidos, Nelson 
Rockefeller, Augusto Pinochet, el rey Hussein de Jordania o los reyes de Bulgaria en el 
exilio. Junto a ellos asistieron el príncipe Rainiero de Mónaco, el hermano del Sha de 
Irán, el hermano del rey de Arabia Saudí, el presidente de la Orden de Malta o la 
primera dama de Filipinas, Imelda Marcos. No asistió a las exequias de Franco ni un 
solo jefe de Estado o de Gobierno de Europa occidental, a excepción de Rainiero de 
Mónaco. 
                                                 
442 Sobre la política exterior durante el régimen de Franco en general, véanse ARMERO, J.M.: La política 
exterior del franquismo, Barcelona, Planeta, 1978, ESPADAS, M.: Franquismo y política exterior, 
Madrid, Rialp, 1987 o CALDUCH, R.: «La política exterior española durante el franquismo», en 
CALDUCH, R. (coord.): La política exterior…, pp. 107-156. 
443 El 26 de septiembre de 1975, el Consejo de ministros conmutaba seis de las once penas de muerte 
dictadas por diversos Consejos de Guerra contra miembros de ETA y del FRAP. Los cinco condenados 
restantes fueron ejecutados al día siguiente.  
444 Algunos especialistas del periodo han denominado a este momento de aislamiento y crítica 
internacionales como “el punto 0” desde el que a partir de noviembre se intente construir una nueva 
política exterior para la democracia. Véase LEMUS, E. y PEREIRA, J.C.: «Transición y política 
exterior…», p. 521.  
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A diferencia de esta conducta, los presidentes francés y alemán, Giscard 
d’Estaing y Walter Scheel, así como el duque de Edimburgo en representación de la 
reina de Inglaterra, estuvieron presentes en los actos de proclamación de Juan Carlos 
como rey de España. A éstos hay que sumar la asistencia del presidente de Irlanda; el 
primer ministro portugués, José Batista; el príncipe Bertil de Suecia; el príncipe 
Mohamed, hijo del rey Hassan II y heredero de Marruecos; el príncipe Alberto de Lieja, 
hermano del rey Balduino de Bélgica, el primer ministro Egipcio, el príncipe heredero 
de Liechtestein o el príncipe heredero de Luxemburgo, el príncipe Henri445. La 
presencia en Madrid de representantes de algunas de las principales democracias 
europeas con motivo de la proclamación de don Juan Carlos como monarca, se recibía 
en el país positivamente, como una actitud de confianza y respeto hacia el que a la 
postre se consolidaría como nuevo régimen político446. 
 
La permanencia de Arias Navarro a la cabeza del Gobierno impidió 
modificación alguna respecto de los esquemas internacionales del franquismo. En 
política exterior, como en la doméstica, Arias no concibió ir más allá de lo que le 
permitía su espíritu continuista y su escasa sensibilidad a los temas internacionales. No 
obstante, la actividad del Rey y del ministro de Asuntos Exteriores, José María de 
Areilza, subsanaron en gran medida la falta de iniciativa y proyección internacional 
características de presidencia del Gobierno. 
 
En un primer momento, la actividad en el ministerio de Exteriores sólo podía 
limitarse a granjearse en el exterior los apoyos y el margen de confianza necesario para 
llevar a cabo el cambio político en España. Entre otros, a este motivo responde el viaje 
que Areilza realizó por las diferentes capitales europeas, presentando un proyecto 
político democrático cuya viabilidad y calendario se encontraban entonces más en el 
campo de lo previsible e hipotético que en el de lo tangible y verificable. De este modo, 
Areilza asumía la presentación en Europa de una España en transición en la que apenas 
se atisbaban los primeros pasos reformistas447. En su particular labor en la arena 
internacional, Areilza gozó de una considerable autonomía y de un sustancial respaldo 
                                                 
445 Véase ARMERO, J.M.: Política exterior..., pp. 32 y 33. 
446 La presencia de estas personalidades del exterior significaban «un “cheque en blanco” para el joven 
Monarca: como un estímulo para su difícil tarea». Véase SECO SERRANO, C.: «La Monarquía en la 
Transición política», en VVAA: Veinticinco años…, p. 62. 
447 Véase AREILZA, J.M. de: Diario de un ministro… 
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del Rey, haciendo siempre gala de una excepcional iniciativa política448. Por su parte, 
durante las visitas reales al extranjero, el Rey desempeñó una importante actividad 
política desde comienzo de la transición. Un margen de actuación de la Corona que 
sería posteriormente recortado constitucionalmente pero que en aquellos momentos 
rendía sus frutos como el mejor embajador de España en el extranjero. Entre los viajes 
de Juan Carlos al exterior destaca el efectuado a los Estados Unidos en junio de 1976, 
momento en el que, como hemos señalado, podemos dar por iniciada la transición en 
política exterior. 
 
El único logro reseñable en política exterior durante estos primeros meses de la 
España postfranquista fue la consecución de la firma del Tratado de Amistad y 
Cooperación con los Estados Unidos, en enero de 1976, cuyas negociaciones se habían 
iniciado en noviembre de 1974449. Junto a la renovación de los convenios con los 
Estados Unidos, un segundo asunto al que Areilza hubo de entregar grandes dosis de 
dedicación fue el de las relaciones con el Vaticano, deterioradas en los últimos años del 
franquismo. No obstante, y a pesar de la voluntad del ministro, la cuestión quedó 
aplazada hasta un posterior desenlace, una vez que Marcelino Oreja ocupara la cartera 
de Asuntos Exteriores. 
 
El asunto del Sahara fue otro de los temas que el primer Gobierno de la 
Monarquía irremediablemente heredó de la política de Franco. Su desenlace corrió en 
paralelo al deterioro físico y posterior fallecimiento del dictador, a la decidida apuesta 
marroquí de la Marcha Verde y a la incertidumbre de un nuevo horizonte político en 
España. La necesidad de preservar a toda costa el proceso político interno frente a un 
posible enfrentamiento colonial prevaleció sobre cualquier otra consideración entre los 
responsables políticos españoles que afrontaron el problema450. Con los Acuerdos de 
Madrid, de 14 de noviembre, España procedió a entregar el territorio conjuntamente a 
marroquíes y mauritanos, haciendo dejación de sus responsabilidades históricas como 
                                                 
448 Estos rasgos han sido puestos de manifiesto, entre otros, por: ARMERO, J.M.: Política exterior..., p. 
21 y OREJA, M.: Tres Vascos…, p. 25. 
449 La evolución de las relaciones bilaterales con los Estados Unidos desde 1953 y el proceso negociador 
del Tratado de 1976 serán analizados con detenimiento más adelante. 
450 Sobre la cuestión del Sahara, véanse OLIVER, P.: Sahara, drama de una descolonización (1960-
1987), Palma de Mallorca, Miquel Font, 1987, RUÍZ, C.: El Sahara Occidental y España. Historia, 
Política y Derecho. Análisis crítico de la política exterior española, Madrid,  Dykinson, 1995 o VILAR, 
J.B.: «La descolonización española en África», en TUSELL, AVILÉS, PARDO, R. (eds.): La política 
exterior…, pp. 402 y ss. 
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potencia administradora e ignorando las resoluciones de la ONU sobre la 
descolonización del territorio451. Los efectos de los Acuerdos hicieron efectivos en 
tiempos del primer Gobierno de la Monarquía, completándose la retirada española del 
Sahara occidental en febrero de 1976. Paralelamente, Marruecos y Mauritania iniciaban 
la ocupación del territorio al tiempo que la población saharaui iniciaba su éxodo hacia 
Argelia y proclamaba la República Árabe Saharaui Democrática (RASD) en el exilio.  
 
La posición adoptada por Areilza, continuada por su sucesor, fue la relectura de 
los Acuerdos de Madrid, «según la cual España no había cedido la soberanía sobre el 
Sahara sino sólo su administración, remitiendo la resolución definitiva del contencioso a 
la celebración de una futura consulta popular»452. Esta postura, sostenida a partir de 
entonces oficialmente en España, no fue bien recibida por Marruecos, por lo que las 
relaciones españolas en el Magreb no partían de una buena base de cara al futuro.  
 
 
2.2. Normalización de la política exterior democrática 
Con el cese de Arias y el nombramiento de Suárez como presidente del 
Gobierno se abre la posibilidad de elaborar una acción exterior más acorde con la 
situación política y las aspiraciones democratizadores de los dirigentes en España. Con 
el país rumbo hacia la democratización, la política de normalización y homologación 
exterior comenzó a obtener sus primeros réditos. El horizonte inicial marcado por la 
diplomacia española de la transición no pudo ser otro que obtener en el exterior los 
máximos apoyos al proceso interno453. En este horizonte internacional, la figura de 
Marcelino Oreja como ministro de Asuntos Exteriores supondrá una pieza fundamental 
en la configuración y puesta en marcha de la actividad internacional del nuevo régimen, 
                                                 
451 El abandono español del Sahara a favor de Marruecos y Mauritania generó el consiguiente rechazo por 
parte de Argelia, que desencadenaría una política de apoyo al Frente Polisario y al Movimiento para la 
autodeterminación e independencia del Archipiélago Canario (MPAIAC). La actividad del MPAIAC 
demandó de una importante actividad diplomática por parte de España en el año 1978 que consumió 
buena parte del tiempo y los esfuerzos del ministro Oreja. 
452 POWELL, CH.: «Cambio de régimen…», p. 431. 
453 No debe pasarse por alto que hasta 1977 los gobiernos españoles carecían del respaldo de las urnas, 
por lo que aunque los gabinetes de la Monarquía gozaron de una generalizada credibilidad y un notable 
reconocimiento exterior, carecían de más legitimidad que la que le otorgaba un jefe de Estado con 
decidida voluntad reformista y democratizadora, de ahí la importancia del crédito político que desde la 
comunidad internacional se le reconociera a la Corona y a sus representantes políticos en el gobierno.  
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actuando en estrecha relación con el Rey, quién seguirá disfrutando de total poder 
político hasta la aprobación de la Constitución454.  
 
 A los días de su toma de posesión, la declaración programática del primer 
Gobierno de Adolfo Suárez recogía las siguientes menciones sobre política exterior: 
 
«El Gobierno afirma la continuidad de las líneas fundamentales de la 
política exterior de España y proclama su voluntad de mantener relaciones 
normales y amistosas con todos los países, sobre la base de respeto a la mutua 
soberanía, a la no injerencia en los asuntos internos y a las normas del Derecho 
Internacional. El Gobierno manifiesta también su voluntad de integración en las 
Comunidades Europeas y de activa participación en la creciente cooperación 
internacional y, en particular, dentro del sistema de Naciones Unidas. 
El Gobierno hace suya la constante reivindicación del peñón de Gibraltar 
como parte integrante del territorio español. 
Igualmente declara su voluntad de plena concordancia con la Santa Sede 
y su propósito de adecuar sus relaciones jurídicas en el marco apropiado a las 
actuales exigencias de la Iglesia y de la sociedad española»455. 
 
 Precisamente el primer tema que el nuevo ministro hubo de retomar fue el de las 
relaciones con la Santa Sede, firmándose en julio de 1976 el nuevo acuerdo sobre el que 
se establecería la futura relación entre ambos Estados, que sería formalizada con un 
nuevo Concordato, firmado en enero de 1979. La normalización de relaciones de 
España con la Santa Sede trajo consigo la adhesión al proyecto democratizador en 
ciernes de un importante actor externo con notable repercusión en el plano doméstico, al 
enmarcarse dentro del más amplio contexto de las relaciones entre Iglesia y Estado456.  
 
 Otro importante logro diplomático de este primer ministerio de Oreja fue el 
establecimiento de relaciones con muchos de los países que no habían reconocido a la 
España franquista a causa de su naturaleza política. Este fue un aspecto básico de la 
actividad exterior española de estos momentos, el del reconocimiento internacional. 
Especial relevancia tuvo en este proceso de universalización de las relaciones exteriores 
                                                 
454 Oreja pronto descubrió que para el presidente del Gobierno la política exterior no era una cuestión 
prioritaria, observando sin embargo que el Rey seguía muy de cerca los acontecimientos internacionales. 
POWELL, CH.: «Un “hombre-puente”…», p. 249. 
455 Véase ARENAL, C. del y ALDECOA, F.: España y la OTAN. Textos y documentos, Madrid, Tecnos, 
1986, p. 214.  
456 Véase GIMÉNEZ y MARTÍNEZ DE CARVAJAL, J. y CORRAL, C.: Iglesia y Estado en España, 
Madrid, Rioduero, pp. 24 y ss. Sobre las relaciones Iglesia-Estado en España tras la muerte de Franco, 
constituye otra buena aportación la obra ENRIQUE y TARANCÓN, V.: Confesiones, Promoción Popular 
Cristiana. Madrid, 1996, pp. 863-894. 
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el establecimiento de embajadas en la mayoría de los países de Europa del este, 
acontecimiento que, como en el caso de México, tenía también un evidente trasfondo 
interno457.  
 
 Con unas declaraciones e intervenciones articuladas en el respeto a los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, la diplomacia española trató de transmitir en el 
exterior un reflejo de los valores que se querían consolidar en el interior458. Así, en 
septiembre de 1976, España suscribía los Pactos sobre los Derechos Civiles y Políticos 
y sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el marco de la ONU. Con 
este acto, las autoridades españolas expresaban su voluntad de hacer del respecto de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales aspectos básicos de su modelo de 
Estado. 
 
 La actividad española en el ámbito iberoamericano partía en 1976 de una 
herencia franquista basada en la propaganda y la ideología y sustentada en tópicos tales 
como el catolicismo, el concepto de Hispanidad y los discursos retóricos de hermandad 
y fraternidad459. Con el nuevo régimen esta política exterior se reorienta, 
configurándose como elemento fundamental de la misma la percepción exitosa que de la 
transición española tenían los países iberoamericanos, sumidos en muchos casos en 
incipientes procesos de democratización. Esta imagen positiva de España se articuló 
inicialmente en el protagonismo y la buena acogida que el Rey y Suárez tuvieron en las 
relaciones con América Latina, donde siempre fueron recibidos en honor de multitudes 
en sus diferentes viajes oficiales460. El nuevo impulso a esta política tuvo en el 
                                                 
457 En 1976 España entablaba relaciones diplomáticas con Bahamas, Fiji, Granada, Lesotho y Surinam. 
En 1977 con Angola, Bulgaria, Cabo Verde, Camboya, Checoslovaquia, Djibuti, Hungría, México, 
Mozambique, Polonia, Rumania, Unión Soviética, Vietnam y Yugoslavia. En 1978: Papua Nueva Guinea, 
San Marino y Seychelles. En 1979: Maldivas, Mauricio, Swazilandia, Tonga. En 1980: Barbados, 
Dominica, Islas Salomón y Zimbabwe. En 1981 lo hacía con Botswana y Vanuatu. Véase «Países con los 
que España mantiene relaciones diplomáticas», anejo núm. 1 de MINISTERIO DE ASUNTOS 
EXTERIORES (ed.): Datos de Política Exterior…. 
458 Es el caso de la primera comparecencia de Marcelino Oreja en la Asamblea General de Naciones 
Unidas, el 27 de septiembre, al manifestar que España estaba atravesando «un proceso de transformación 
de sus estructuras interiores que le conduce, porque esa es la voluntad del pueblo español, del Gobierno y 
de la Corona, a la implantación de un sistema democrático, basado en el reconocimiento del principio de 
la soberanía popular».Véase Discursos y Declaraciones del Ministro de Asuntos Exteriores D. Marcelino 
Oreja Aguirre (7 de julio 1976 – 31 de diciembre de 1977), Madrid, OID, 1978  
459 Un completo resumen de la política franquista en América Latina en ARENAL, C. del: La política 
exterior de España hacia Iberoamérica, Madrid, Complutense, 1994, pp. 29-68. 
460 La Constitución de 1978 reconocería más adelante este vínculo especial del Rey con Latinoamérica al 
encomendarle en el artículo 56.1 «la más alta representación del Estado español en las relaciones 
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica». Algunas valoraciones del 
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concepto de comunidad iberoamericana de naciones, acuñado por Juan Carlos I, un 
excelente punto de partida. A partir de esta inicial proyección monárquica, y tras la 
especial trascendencia del reestablecimiento de relaciones entre España y México, los 
posteriores Gobiernos de Suárez asentaron las bases de «una cooperación económica y 
comercial en interés recíproco de nuestras naciones», acompañada de numerosas visitas 
de unos y otros responsables políticos461. Entre otras realizaciones, la renovada política 
iberoamericana daría como resultando la reorganización del Centro de Cultura 
Hispánica, convirtiéndolo en el Centro Iberoamericano de Cooperación, en agosto de 
1977, en el que se concentrarán las iniciativas políticas y la articulación del diálogo 
entre España  y la comunidad de países iberoamericanos.  
 
Lógicamente, el relanzamiento de la política española en Iberoamérica tendría 
matices según el país del que se tratara. Puede señalarse que con Argentina, Chile y 
algunos Estados centroamericanos existió un interés primordial por los derechos 
humanos. Con los países integrantes del Pacto Andino primaron los intercambios 
económicos y culturales y el apoyo político, al igual que con México, Panamá y la 
República Dominicana. Con Cuba, Suárez llevaría a cabo una aproximación política 
evidente462. 
 
Capítulo crucial de aquellas primeras realizaciones de la transición exterior fue 
el propósito del Gobierno de iniciar el proceso para la adhesión a las Comunidades 
Europeas. Éste y no la renegociación o adaptación del Acuerdo de 1970 era el objetivo 
expresado por parte española y que no siempre fue bien asumido por burócratas e 
instituciones europeas463. No obstante, toda acción en ese sentido iba a quedar 
forzosamente aplazada hasta que el país cumpliera los requisitos políticos exigidos por 
                                                                                                                                               
empeño personal de Suárez en la política latinoamericana realizadas por diferentes autores quedan 
recogidas en LEMUS, E. y PEREIRA, J.C.: «Transición y política exterior…», pp. 534 y 535. 
461 OREJA, M.: «La política exterior en los primeros años de la transición», en VVAA: Veinticinco 
años…, p. 185. Sobre el papel de la Corona, véase el trabajo de GALVANI, V.: El Rey y la Comunidad 
Iberoamericana de Naciones. La filosofía y las tesis del iberoamericanismo de España en el Reinado de 
Juan Carlos I, Madrid, CIPIE, 1987. 
462 Es la síntesis ofrecida por ARMERO, J.M.: Política exterior…, p. 122. Una valoración de conjunto de 
los gobiernos de Suárez en PIÑOL, J.: «España y Latinoamérica: el período Suárez (1976-1980)», Afers 
Internacionals, núm. 0, 1982, pp. 9-39. Más detalladamente: ARENAL, C.: La política exterior de 
España… 
463 La política europea de España del primer gobierno Suárez, hasta las elecciones de 1977, en 
BASSOLS, R.: España en Europa. Historia de la adhesión a la CEE, 1957-1985, Madrid, Política 
Exterior, 1995, pp. 159-185. 
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Europa, entre los que la formación de un Parlamento elegido democráticamente figuraba 
en lugar prioritario. 
 
Celebradas las primeras elecciones generales, el 15 de junio de 1977, el segundo 
Gobierno Suárez, primero de UCD, enumeró los objetivos y principios que se fijaba en 
política exterior. Éstos quedaron plasmados en la Declaración Programática del 
Gobierno, de 11 de julio de 1977, en la que se reflejan los siguientes propósitos: 
 
- Universalización de relaciones diplomáticas españolas. 
- Favorecer la paz y la seguridad mediante la distensión y el desarme, la defensa 
de los derechos humanos y la definición de un orden económico internacional 
justo y equitativo. 
- Estrechar las relaciones con los Estados europeos, observando una cooperación 
especial con Portugal. 
- Integración en las Comunidades Europeas. 
- Potenciar las relaciones con los pueblos de Iberoamérica. 
- Cooperación y contribución en el sistema defensivo occidental a través del 
vínculo establecido con EEUU.  
- Apertura de un debate parlamentario sobre la posible inserción de España en la 
OTAN. 
- Búsqueda de una seguridad y un entendimiento entre los Estados ribereños del   
Mediterráneo, apoyando las causas justas de los países árabes. 
- Reintegración de Gibraltar en España. 
- Revisión del Concordato con la Santa Sede464. 
 
 Pronto se puso en marcha el objetivo principal de la política exterior 
democrática, la incorporación a la CE, meta sobre la que estaban conformes todas las 
fuerzas políticas del país465. Marcelino Oreja depositaba oficialmente la solicitud de 
                                                 
464 El texto completo de las referencias a la política exterior realizadas en esta declaración gubernamental 
en ARENAL, C. del y ALDECOA, F.: España y la OTAN…, pp. 214 y 215. 
465 Tal y como sostiene Miguel Ángel Quintanilla, la unanimidad existente en España entre las principales 
fuerzas políticas de cara a la integración europea no responde a un interés nacional, sino partidista, 
señalando: «El proceso de integración europea es para cada partido el contexto en el cual su propio 
programa político puede llegar a desarrollarse plenamente, no un punto de convergencia y moderación 
programáticas. Es el proceso de integración europea el que se pone al servicio de la realización total, 
plena, del programa de cada partido, no viceversa». QUINTANILLA, M.A.: La integración europea y el 
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adhesión española a las Comunidades Europeas el 28 de julio de 1977. Seguidamente, 
entre agosto y noviembre, el presidente Suárez realizaba un viaje a las nueve capitales 
comunitarias para explicar las razones políticas y económicas de dicha solicitud. En 
ellas recibiría una respuesta positiva y sin condiciones previas a la petición española. 
Cálido recibimiento que no hizo sino aumentar la posterior resignación de los 
responsables españoles en las conversaciones con las Comunidades. El inicio de las 
negociaciones formales de adhesión se retrasaron hasta el 5 de febrero de 1979466. 
 
Tal y como recoge la declaración del Gobierno, las relaciones con Portugal 
habrían de relanzarse a la luz del establecimiento de regímenes democráticos en ambos 
países. Como resultado de la nueva situación política, España y Portugal firmaban un 
Tratado de Amistad y Cooperación en noviembre de 1977, seguido de un intercambio 
de visitas entre el Rey y el presidente de la República portuguesa467.  
 
 Las relaciones con los países árabes habían conocido un relanzamiento 
comercial desde finales de los años sesenta y principios de los setenta.468. No obstante, 
los acontecimientos derivaron en una nueva percepción y enfoque de la política 
española en la región, especialmente respecto a Argelia, con las repercusiones de la 
descolonización del Sahara. A su vez, desde la crisis del petróleo existía un marcado 
interés por fortalecer las relaciones con los países exportadores de petróleo, cuestión 
que aparecía vinculada al dilema del reconocimiento del estado de Israel. El 
abastecimiento energético y la necesidad de contar con apoyos en la Organización para 
                                                                                                                                               
sistema político español, Tesis doctoral inédita, Madrid, Instituto Universitario Ortega y Gasset, 1999, p. 
202. 
466 Junto a la solicitud española, Bruselas tenía sobre la mesa las peticiones de ingreso de Grecia y 
Portugal. A la Comunidad Europea se le planteaba entonces un problema que se ha venido sucediendo 
con las consecutivas ampliaciones hasta la actualidad. Si políticamente las ampliaciones son bienvenidas, 
en el campo económico aparecen riesgos y desajustes si no se toman las precauciones necesarias, a la par 
que florecen las consabidas reticencias por parte de intereses económicos de algunos de los Estados 
miembros. Sobre las vicisitudes del periodo que transcurre entre la solicitud y la apertura de 
negociaciones, BASSOLS, R.: España en Europa…, pp. 187-218. 
467 En páginas posteriores nos detendremos en las relaciones hispano-portuguesas y en los antecedentes, 
contenido y significado del Tratado de Amistad y Cooperación de 1977. 
468 España firmaba entonces importantes acuerdos con estados árabes, principalmente como medio de 
garantizar el aprovisionamiento energético. Además de la tradicional importación de petróleo procedente 
de Arabia, los responsables políticos españoles buscaron diversificar el acceso a los recursos energéticos 
y fuentes de energía. De ahí los esfuerzos por impulsar relaciones comerciales con Irán, Irak y Argelia. 
Los ministerios de López Rodó y de Cortina enfatizaron a final del franquismo la actividad diplomática 
mediterránea, especialmente en el objetivo de consolidar un área de estabilización, equilibrio y 
cooperación. Véase GUILLESPIE, R.: Spain and the Mediterranean, Londres, Mc Millan Press, 2000, 
pp. 28 y 29. 
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la Unidad Africana (OUA) frente a las tesis argelinas de la africanidad de las Canarias 
desaconsejaron una normalización diplomática con Israel469. De forma general, las 
relaciones españolas con los Estados árabes mantuvieron la inercia de épocas anteriores 
durante la transición, reconociéndose los derechos nacionales del pueblo palestino de 
acuerdo con las resoluciones de la ONU, política que estuvo acompañada de diferentes 
viajes oficiales por parte del presidente del Gobierno y el Rey470. 
 
 Al tiempo que España buscaba su incorporación a la Europa comunitaria, el 
ministerio de Asuntos Exteriores planteaba el reconocimiento de otra importante 
organización continental, el Consejo de Europa. La participación española en el Consejo 
de Europa adquirió especial relevancia por cuanto esta institución únicamente acoge a 
estados democráticos y se caracteriza por la defensa de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. Se entendía, tal y como señala Oreja, que la inclusión en el 
Consejo de Europa «nos permitía insertarnos en el grupo de países de Europa occidental 
con una facilidad que no nos proporcionaba la Comunidad»471. La entrada se hizo 
efectiva el 24 de noviembre de 1977, el mismo mes en el que España firmaba el 
Convenio de Derechos Humanos y Libertades Fundamentales472. Como vemos, sin 
esperar a la existencia de un texto constitucional, el Gobierno buscaba objetivos 
plausibles en el exterior que consolidaran el proceso interno, encaminado hacia la 
democracia constitucional.  
 
 Como anunciamos anteriormente, Argelia, cobijó y dotó de infraestructura al 
Frente Polisario, al tiempo que fomentó el independentismo canario a través del 
Movimiento para la autodeterminación e independencia del Archipiélago Canario 
                                                 
469 En este sentido es importante subrayar la herencia recibida del tardofranquismo, de contexto 
internacional de “crisis del petróleo” en 1973-1974, que acentuó el fortalecimiento y la diversificación de 
la política española hacia los países árabes, considerándola una línea prioritaria de su acción diplomática. 
Las importaciones de petróleo españolas entre 1972 y 1976 provenían en un 95% de países árabes, de las 
cuales aproximadamente la mitad eran originarias de Arabia Saudí. Datos de FLEMING. S.: «North 
Africa and the Middle East», en CORTADA, J.W. (ed.): Spain in the Twentieth-century World, Londres, 
Aldwych, 1980, p. 146. 
470 Al término de las visitas del ministro a países árabes o tras la presencia de representantes políticos 
árabes en España se publicaban comunicados conjuntos en los que ambas partes de pronunciaban contra 
la presencia de Israel en los territorios ocupados en 1967 y a favor del reconocimiento del derecho del 
pueblo palestino a la autodeterminación y a poseer una patria. ARMERO, J.M.: Política exterior…, p. 66. 
Sobre la política exterior de la transición con los países árabes, véase MARQUINA, A.: «La política 
exterior de la Unión de Centro Democrático», en SOTO, A. y TUSELL, J. (dirs.): Historia de la…, pp. 
213 y ss. 
471 Prólogo a ARMERO, J.M.: Política exterior…, p. 14. 
472 Sobre el ingreso de España en el Consejo de Europa, véase MESSÍA, J.L.: Por palabra de honor: la 
entrada de España en el Consejo de Europa, Madrid, Parteluz, 1995. 
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(MPAIAC) entre 1975 y 1978. La cuestión llegó a cotas de alta preocupación para los 
dirigentes españoles cuando Argelia propuso la africanidad del archipiélago canario en 
la OUA. La intensa actividad del ministerio de Exteriores a lo largo de 1978, junto al 
influyente peso del PSOE en sectores del Polisario desembocó en el mes de julio en la 
definitiva negativa de la OUA a reivindicar la pertenencia de Canarias al continente 
africano, impidiendo el reconocimiento del MPAIAC. En enero de 1979, tras el 
fallecimiento del presidente Boumedien, España y Argelia reestablecían plenas 
relaciones diplomáticas473. 
 
De este modo, el año 1978 se cerraba con dos remarcables éxitos de la 
diplomacia española: la resolución del problema de la africanidad de Canarias y la 
elección de Madrid como sede de la próxima cumbre de la Conferencia Europea de 
Seguridad y Cooperación, a celebrar a partir de otoño de 1980. 
 
Un área de las relaciones exteriores que también fue replaneada a la luz de los 
cambios acaecidos en la transición fue el de la cooperación económica internacional. 
España, que hasta 1977 había sido considerado potencial país receptor de ayuda 
internacional por el Banco Mundial, inició durante el mandato de Suárez una tímida 
política de cooperación al desarrollo orientada principalmente hacia Latinoamérica, 
institucionalizada con la creación del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD) y de una 
Comisión Interministerial para la Ayuda al Desarrollo474.  
 
Como tendremos ocasión de analizar pormenorizadamente, los Gobiernos 
presididos por Suárez no articularon una línea de actuación política en relación al 
posible ingreso de España en la OTAN. Diferentes factores incidieron en un 
aplazamiento de decisiones en el ámbito de la política de seguridad hasta la presidencia 
de Leopoldo Calvo-Sotelo, a partir de 1981. Hasta entonces, durante los primeros años 
de la transición, Suárez mantuvo una actitud cautelosa en relación a la política de 
bloques, que no fue más allá de la indirecta participación en el sistema defensivo 
                                                 
473 Una síntesis de este desencuentro entre España y Argelia y sus implicaciones colaterales en 
GUILLESPIE, R.: Spain and the…, pp. 80 y ss. Así como el relato de uno de sus principales 
protagonistas en OREJA, M.: «La política exterior en…», pp. 180-182.  
474 Sobre los escasos antecedentes de la cooperación internacional española hasta 1976 véase GRANELL, 
F.: «La ayuda española a los países en desarrollo», Revista de Estudios Internacionales, vol. I, 1980, pp. 
685 y 686. Una buena síntesis de esta política en la etapa democrática en ARENAL, C. del: La política 
exterior de España…, pp. 187 y ss. 
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occidental a través del Tratado con Estados Unidos, continuando con la práctica 
establecida por Franco desde 1953. El aplazamiento de la celebración de un debate 
nacional propició, no obstante, el progresivo posicionamiento sobre el tema por parte de 
los partidos políticos hasta su desenlace definitivo, a lo largo de 1981.  
 
Confirmada la normalización exterior y la homologación internacional del 
Estado español  tras la aprobación de la Constitución a finales de 1978, la atención de 
las relaciones exteriores pasó a concentrarse en aquellos temas que permanecían 
abiertos desde el inicio de la transición. Particularmente las negociaciones con las 
Comunidades Europeas y el consabido aplazamiento de decisión gubernamental 
respecto a la definición española en la Alianza Atlántica. 
 
La primera sesión de negociaciones para la adhesión de España a las 
instituciones Europeas se celebró en Luxemburgo, el 5 de febrero de 1979. Para reforzar 
las mismas Suárez había nombrado un año antes a Calvo-Sotelo ministro sin cartera 
para las Relaciones con las Comunidades Europeas. Sin embargo, el principal problema 
que los representantes españoles iban a tener que afrontar en sus reuniones con la 
Europa comunitaria fue la actitud del vecino del norte. En junio de 1980, el presidente 
francés Giscard d’Estaing manifestaba públicamente que la ampliación de las 
Comunidades debía aplazarse hasta que se resolvieran previamente los problemas 
económicos e institucionales que la ampliación conllevaba475. 
 
En el ámbito Iberoamericano es donde Adolfo Suárez desarrolló un mayor 
protagonismo exterior. Con la inclusión de España en el Pacto Andino y en la CEPAL 
en 1979, España acentuaba el contenido económico de su presencia en la región. Sin 
poner en duda el éxito de Suárez en la puesta en marcha de un nuevo clima de 
relaciones con los países iberoamericanos, lo cierto es que la esta dimensión exterior 
careció de la oportuna coherencia y continuidad al estar supeditada sobremanera a lo 
interno, tanto a nivel político como partidista476.  
 
                                                 
475 BASSOLS, R.: España en Europa…, pp. 219-247 
476 Como tuvimos ocasión de apuntar, la política iberoamericana fue utilizada ocasionalmente para llenar 
el eventual vacío de la dimensión europea de España o como elemento de presión ante las negociaciones 
con la Comunidad Europea o frente a Estados Unidos. Véase, entre otros, ARENAL, C. del: La política 
exterior de España…, p. 120. 
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A pesar de la posición reivindicativa sobre Gibraltar manifestada desde los 
primeros momentos de la transición, el tema no sufría modificación alguna respecto a 
los años del franquismo. El ministro de Asuntos Exteriores reconocía recientemente que 
tuvo cierto remordimiento al «no haberme ocupado suficientemente del tema de 
Gibraltar en los tres años largos que llevaba en aquel despacho» y comprobar que a 
pesar de los diferentes contactos celebrados hasta la fecha «el tema no avanzaba»477. 
Después de celebrar varias entrevistas diplomáticas y contactos ministeriales, Londres y 
Madrid firmaban la Declaración de Lisboa, el 10 de abril de 1980, documento por el que 
las partes fijaban unas bases de cara a futuras conversaciones. Ciertamente, el acuerdo 
desbloqueó la situación y permitió el establecimiento de comunicaciones, y la “apertura 
de la verja” en la época de gobierno socialista. Esta fue una cuestión a considerar de 
cara a un posible bloqueo de los ingleses en las negociaciones españolas con la 
Comunidad478. 
 
En septiembre de 1980, Marcelino Oreja era sustituido al frente del palacio de 
Santa Cruz. Su lugar iba a ser ocupado por José Pedro Pérez-Llorca. Su presencia en 
Exteriores coincidiría con los últimos Gobiernos de UCD, primero durante la fase final 
de Suárez como presidente y posteriormente en la etapa presidencial de Calvo-Sotelo. 
 
 
2.3. La definición de España en el sistema internacional 
Ha quedado apuntado cómo uno de los aspectos exteriores cuyo debate que hubo 
de posponerse durante los primeros momentos de la transición a la democracia fue el de 
la posible entrada de España en la OTAN. Asunto éste de suma trascendencia en la 
definición internacional del joven Estado democrático, que la presidencia de Calvo-
Sotelo desatascaría, procediéndose entonces a la adhesión.  
 
La cuestión quedó aplazada hasta la dimisión de Suárez, en enero de 1981. El 
año que entonces comenzaba marcó un punto de inflexión en la política española, y no 
únicamente en el ámbito interior. La falta de acuerdo existente entre la clase política 
                                                 
477 OREJA, M.: Tres Vascos…, p. 78. 
478 Un análisis detallado de la política de los gobiernos de UCD sobre Gibraltar en OLIVIÉ, F.: «Gibraltar 
y la política exterior de España», en Estudios sobre Gibraltar, Madrid, Ministerio de Defensa/INCIPE, 
1999, pp. 123-174. Para los primeros años de la etapa socialista, MARQUINA, A.: «Gibraltar en la 
política exterior del Gobierno socialista», Revista de Estudios Internacionales, vol. 6, 1985, pp. 889-905.  
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sobre la relación de España con la OTAN irrumpió en el debate nacional, constituyendo 
una constante en la política exterior española hasta su definitiva resolución en el año 
1986. 
 
El discurso de investidura de Calvo-Sotelo recogía el que probablemente iba a 
constituir el principal punto de controversia de su etapa presidencial, al anunciar su 
intención de tramitar la participación española en el Tratado del Atlántico Norte. De 
este modo, en el otoño de 1981 las Cortes debatían la iniciativa gubernamental de 
incorporar el país a la OTAN. Tras los trámites oportunos, España se convertía en 
miembro del Tratado de Washington en mayo de 1982, para proceder en los meses 
sucesivos a concretar la participación efectiva de España en la Alianza479. 
Conversaciones con los representantes aliados que se detuvieron con la victoria 
electoral del PSOE de octubre de 1982. A partir de entonces, la participación de España 
en la Alianza Atlántica quedó en suspenso con la decisión del Gobierno González de 
congelar la situación española en la organización. 
 
En relación con el ámbito iberoamericano, la acción de los Gobiernos de Calvo-
Sotelo perderá perfil y pasará a ocupar un segundo plano dentro de su orientación 
internacional. A diferencia de Suárez, la definición por su sucesor de una política 
exterior de claro corte occidental atenuó con mucho el interés hacia el continente 
iberoamericano a favor de otros, los ámbitos principales hacia los que se orientó su 
acción exterior: Europa y la Alianza Atlántica480. A su vez, el conflicto de las Malvinas 
situó al Gobierno en una delicada situación en vísperas del ingreso en la Alianza 
Atlántica, desarrollando una posición de ambigüedad paralela a la debilidad mediadora 
manifestada en sus iniciativas diplomáticas481. 
 
                                                 
479 Como tendremos ocasión de analizar detenidamente, la entrada española en la Alianza fijaba un nuevo 
horizonte exterior en materia de seguridad que sería complementado por parte del Gobierno con la firma 
de un nuevo convenio con los Estados Unidos, en julio de 1982. 
480 Opiniones críticas al respecto señalan como todo el interés de la política exterior del tándem Pérez-
Llorca - Calvo-Sotelo se centró en la Alianza Atlántica y en Europa, limitándose a realizar determinadas 
declaraciones de cara a atenuar un posible distanciamiento de España del mundo árabe e iberoamericano 
como resultado de la entrada de España en la OTAN. Véase MENÉNDEZ DEL VALLE, E.: «Política 
exterior…», pp. 745 y 746. El tratamiento del área iberoamericana como ámbito secundario de los 
objetivos exteriores del gabinete Calvo-Sotelo es corroborado por el mismo ministro de Asuntos 
Exteriores: PÉREZ-LLORCA, J.P.: «La política exterior…», pp. 202 y ss. 
481 ARENAL, C. del: La política exterior de España…, pp. 125 y 126. 
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 La presidencia de Calvo-Sotelo conllevó un impulso en las negociaciones para la 
adhesión de España a las instituciones comunitarias europeas, cerrándose diferentes 
capítulos del conjunto de temas pendientes. Sin embargo, en el mes de junio de 1982, el 
nuevo presidente francés, Mitterrand, expresaba la imposibilidad de llevar a cabo 
ampliación alguna de la Comunidad sin haber resuelto previamente los problemas 
latentes en su seno. Así las cosas, le correspondería al nuevo Gobierno presidido por 
Felipe González la continuación de las negociaciones en Europa y la cristalización de la 
adhesión española a la CE. 
 
El Gobierno socialista iniciaba una nueva etapa en la historia reciente de España, 
afirmando su diferencia respecto a los anteriores Gobiernos democráticos desde 1977. 
En materia internacional el Ejecutivo también dejará ver sus renovadas intenciones, con 
el propósito de «romper el aislamiento de España» en una situación en la que era 
preciso encauzar y culminar una serie de cuestiones heredadas desde años anteriores: las 
relaciones de vecindad con Francia, con Argelia y Marruecos, las relaciones con los 
Estados Unidos, la importancia de establecer unas bases sólidas con Iberoamérica y el 
mundo mediterráneo, la incorporación de España al sistema defensivo occidental y, 
fundamentalmente, la entrada en la Comunidad Europea, objetivo este último 
considerado principal en la primera legislatura socialista.482. 
 
Estos ámbitos de actuación quedan dentro del conjunto de actividades exteriores 
que configuran la transición exterior española. No obstante, exceden el límite temporal 
en el que se concentra esta investigación, por lo que no tienen cabida en esta 
contextualización del tema de estudio483. 
 
 
 
3. La herencia recibida: la política de seguridad durante el franquismo 
 Habiendo abordado algunos aspectos de consideración sobre la política exterior 
de la transición, así como sus coordenadas fundamentales, es momento de aproximarnos 
                                                 
482 Acerca de los retos internacionales del Ejecutivo socialista en 1982, véase GONZÁLEZ, F.: «Balance 
del período de gobiernos socialistas», en VVAA: Veinticinco…, pp. 145 y ss. 
483 Una síntesis de la política exterior socialista, en YAÑEZ, J.A. y VIÑAS, A.: «Diez años de política 
exterior del gobierno socialista (1982-1992)», en GUERRA, A. y TEZANOS, J.F. (eds.): La década del 
cambio, Madrid, Sistema, 1992, pp. 85-113.  
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a continuación a la evolución de la política de seguridad llevada a cabo durante el 
franquismo, antecedente inmediato de la desarrollada en España en el periodo de 
estudio de esta investigación. Una línea de acción exterior de la dictadura, que, en este 
sentido, quedó esencialmente asentada a partir de las relación con los Estados Unidos, 
complementándose ésta con el testimonial establecimiento de acuerdos bilaterales con 
sus dos grandes vecinos continentales: Francia y Portugal.  
 
 Con la muerte de Franco España heredaba una particular política de seguridad, 
resultado de un régimen que transitó desde un inicial aislamiento internacional hasta una 
especial vinculación con las estructuras del sistema de defensa occidental, diferente al 
de la mayoría de los países europeos de su entorno. 
 
 
3.1. Los Convenios militares entre España y los Estados Unidos  
 Según apuntamos páginas más arriba, la cobertura diplomática que los Estados 
Unidos proporcionaron a España con la firma de los convenios militares de 1953 supuso 
el más rotundo espaldarazo exterior para la estabilidad de la dictadura de Franco. Así 
mismo, por su duración e implicaciones, esta relación constituye para España el eje 
fundamental de su política de seguridad hasta su integración en las estructuras de la 
Alianza Atlántica en los años ochenta.  
 
 Tal y como señala Ángel Viñas, por un lado, «no ha habido otra asociación de 
España con ningún otro país que se haya mantenido protocolizada a lo largo de tantos 
años», continuando vigente en la actualidad. Por otro, tanto su impacto sobre la política 
exterior como su incidencia en el ámbito interno desde sus orígenes, convienen en 
señalar la relación hispano-norteamericana desde mediados del siglo XX como «un 
fenómeno sin precedentes desde el punto de vista español»484. Una relación entre las dos 
naciones de la que cabe señalarse como antecedente la influencia de Washington en el 
ámbito español desde los orígenes mismos de la república norteamericana, influencia 
                                                 
484 VIÑAS, A.: «La negociación y renegociación de los acuerdos hispano-norteamericanos, 1953-1988», 
Cuadernos de Historia Contemporánea, núm. 25, 2003, p. 84. El hecho es que las relaciones bilaterales 
hispano-norteamericanas en materia de defensa se han mantenido de forma ininterrumpida hasta nuestros 
días a través de los sucesivos Convenios de 1953, 1970, 1976, 1982 y 1989, prorrogados, modificados y/o 
completados por medio de Canjes de Notas y otros documentos.  
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que fue nítidamente percibida por los españoles desde entonces, según trabajos de 
diferentes especialistas485.  
 
 La revalorización de la situación geoestratégica de la península Ibérica por parte 
estadounidense al hilo del nacimiento de la guerra fría, reforzada con el inicio de la 
guerra de Corea, ha sido puesta de manifiesto por múltiples trabajos486. En base a estas 
consideraciones en el plano de la defensa y a la situación geográfica de la península, 
ubicada en dos ejes estratégicos fundamentales: Atlántico-Mediterráneo y Europa-
África, los Estados Unidos reconsiderarían la política hacia la España de Franco, 
iniciándose un acercamiento efectivo a las autoridades españolas desde 1951 y 
concluyendo, dos años más tarde, los Acuerdos hispano-norteamericanos487. 
 
La firma de los Acuerdos con los Estados Unidos suponía la revalorización del 
papel de España en el sistema internacional bipolar. A partir de los mismos, el Estado 
español pasaba a formar parte del entramado de seguridad occidental, si bien de una 
manera indirecta y en una posición eminentemente secundaria. No obstante, en un 
momento en el que la superioridad militar soviética se reconocía abrumadora, las bases 
españolas contribuyeron a potenciar la disuasión nuclear de los Estados Unidos. De esta 
forma, según opina uno de los principales colaboradores del presidente Eisenhower, 
                                                 
485 Así, la aparición de la democracia estadounidense planteó, de inicio, un doble problema a España: 
amenazaba la integridad territorial de las posesiones españolas contiguas en América del Norte y 
estimulaba el independentismo en los territorios de América del Centro y América del Sur. Con 
posterioridad, la guerra hispano-norteamericana de 1898 y la influencia norteamericana en España a 
través del cine o los progresos de la ciencia y tecnología estadounidenses durante la primera mitad del 
siglo XX, anteceden a la firma de los Pactos de 1953, a partir de los cuales los Estados Unidos 
aparecerían ante la opinión pública española como el apoyo fundamental de Franco. Recientemente, el 
apoyo del gobierno de José Mª Aznar a los Estados Unidos y al Reino Unido en la invasión de Irak ha 
vuelto a resaltar la indudable incidencia que la potencia norteamericana proyecta sobre los avatares de la 
sociedad española. Véanse AZCÁRATE, M.: «La percepción española de los Estados Unidos», Leviatán, 
núm. 33, 1988, pp. 5-18 y ALONSO ZALDÍVAR, C.: Miradas torcidas. Percepciones mutuas entre 
España y Estados Unidos, septiembre 2003, documento de trabajo del Real Instituto Elcano, 
www.realinstitutoelcano.org. 
486 Recientemente, MÉNDEZ, R. y MARCU, S.: «La posición geoestratégica de España», en PEREIRA, 
J.C. (coord.): La política exterior…, pp. 108-111.  
487 El proceso de negociación de los Acuerdos de 1953 en MARQUINA, A.: España en la política de 
seguridad occidental, 1936-1986, Madrid, Ediciones Ejército, 1986, pp. 375-563 y VIÑAS, A.: En las 
garras del águila. Los pactos con Estados Unidos, de Francisco Franco a Felipe González (1945-1995), 
Barcelona, Crítica, 2003, pp. 127-207. De forma más sintética, véase ESCUDÉ, C.: «¿Cuánto valen esas 
bases? El tira y afloja entre Estados Unidos y España, 1951-1953», Cuadernos de Historia 
Contemporánea, núm. 25, 2003, pp. 61-81. Los antecedentes y condicionantes europeos de la negociación 
quedan analizados en BRUNDU, P.: «Europa y Estados Unidos frente al problema de la integración 
española en el sistema de seguridad occidental (1945-1953)», Spagna contemporanea, núm. 15, 1999, pp. 
93-112. 
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durante aquellos años, los soviéticos vieron disminuidas sus eventuales intenciones 
ofensivas cuando gozaban de una superioridad máxima488. 
 
 Con la firma y posterior renovación de estos acuerdos bilaterales con los Estados 
Unidos, España perseguía cubrir sus propias vulnerabilidades, más que las que pudieran 
derivarse del enfrentamiento bipolar. Por su parte, Estados Unidos tenía su punto de 
interés en Europa y el Mediterráneo, ante la potencial amenaza del Pacto de Varsovia en 
tres eventuales escenarios de conflicto. A saber: en centroeuropa, actuando las islas 
Canarias y la península Ibérica como base logística de apoyo, además de dotar de 
profundidad al despliegue táctico de la OTAN; ante una hipotética invasión de Europa 
occidental por fuerzas convencionales soviéticas, actuando la península como 
plataforma de repliegue y posterior reacción; y en el flanco sur de la OTAN, 
salvaguardando el tránsito de naves desde al Atlántico al Mediterráneo y posibilitando 
un posible frente unido desde los Estados de la orilla septentrional del  Mediterráneo489. 
 
Las tres bases aéreas y la base naval de uso conjunto establecidas en los 
Convenios suponían un importante compromiso militar de España con la defensa de 
Europa occidental, a lo que había que sumar su disposición a participar en la contención 
del comunismo en caso de conflicto armado490. Sin embargo, los Acuerdos 
evidenciaban una situación de desequilibrio entre los Estados signatarios. Tanto por el 
tipo de documento internacional del que se trataba, limitado a un Acuerdo ejecutivo, 
que, frente a un Tratado, no requería de la aprobación del legislativo estadounidense, 
como por los compromisos mutuamente aceptados. En concreto, debido al hecho de que 
los Estados Unidos pudieran disponer unilateralmente de las bases en territorio español 
y a la ausencia de un compromiso norteamericano de defensa de España en caso de un 
ataque de terceros a su territorio491.  
                                                 
488 WALTERS, V.: «El acuerdo sobre las bases entre España y Estados Unidos cuarenta años después», 
Política Exterior, núm. 35, vol. VII, otoño 1993, pp. 165 y 166. 
489 MÉNDEZ, R. y MARCU, S.: «La posición…», p. 110. 
490 Por los Acuerdos de 1953, los Estados Unidos desplegaban sus fuerzas militares en la base naval de 
Rota, y en las de Torrejón, Zaragoza y Morón.  
491 Antonio Marquina habla de una integración en el sistema de seguridad europeo «vergonzante, sin las 
garantías existentes en acuerdos firmados por Estados Unidos con otros países». MARQUINA, A.: 
España en la política…, p. 566. Por su parte, Florentino Portero sostendrá que «los Acuerdos habían 
representado una humillación para el Régimen»; PORTERO, F.: «La política de seguridad, 1975-1988», 
en, en TUSELL, AVILÉS, PARDO, R. (eds.): La política exterior…, p. 473. Más recientemente, en 
PARDO, R.: «La política norteamericana», en PORTERO, F. (ed.): La política exterior de España en el 
siglo XX, Madrid, Ayer-Marcial Pons, núm. 49, 2003, p. 37, se señala que «el país quedaba integrado en 
el sistema defensivo occidental (frente al peligro soviético), aunque con precariedad (fuera del club 
OTAN) y a cambio de una humillante cesión de soberanía. (…) Estados Unidos podía atacar a la Unión 
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 En relación a enjuiciar la discriminación del texto firmado entre España y los 
Estados Unidos, hay que subrayar la diferencia existente entre éste y otros acuerdos 
militares de los Estados Unidos del mismo periodo: el Tratado de Washington, los 
textos bilaterales entre norteamericanos y sus aliados de la OTAN o los acuerdos de 
security assitance con Corea del Sur o Taiwan492. Este tipo de acuerdos tenían un claro 
cometido de los Estados Unidos en la seguridad de estos Estsdos en caso de agresión de 
terceros, a diferencia de los Acuerdos hispano-americanos, donde no existía una alianza 
formal entre las partes. Mientras España concedió el uso de su territorio para almacenar 
material nuclear y lanzar eventuales ataques contra la Unión Soviética, el ejecutivo 
norteamericano se negó al compromiso de defender la soberanía territorial española, 
esquivando la cláusula de seguridad. A su vez, las ayudas económicas y militares fueron 
disminuyendo, lo que convirtió la relación bilateral en «un mero alquiler de servicios 
por parte de un Estado semiaislado que necesitaba de aquel implícito reconocimiento 
para poder sobrevivir»493.  
 
Las futuras decisiones que la clase política española adoptara acerca de aspectos 
de seguridad y sobre política exterior en general iban a quedar necesariamente 
entrelazadas a aquella relación inicial entre Madrid y Washington establecida en 1953. 
Del mismo modo, cabe interpretar esta vinculación eminentemente militar como un 
definitivo punto final a la secular política de neutralidad mantenida por España, siempre 
que ésta no se considere ya superada con la adhesión española al Pacto Antikomintern, 
en marzo de 1939494. 
 
La relación que entonces se iniciaba no fue estática sino que se adaptó, entre 
otras, como consecuencia de las novedades técnicas y armamentísticas desarrolladas por 
los norteamericanos y sus planes estratégicos en la región. Transcurridos diez años, 
                                                                                                                                               
Soviética desde las bases sin previo consentimiento español, con una mera comunicación, y por lo tanto 
podía almacenar armas nucleares. A cambio, España recibía una ayuda muy limitada». 
492 Sobre la relación de los Estados Unidos con otros aliados europeos, el tipo de acuerdo, los 
compromisos, contrapartidas: DUKE, S.W. y KRIEGER, W.: U.S. Military Forces in Europe. The early 
years, 1945-1970, Oxford, Westview Press, 1993. 
493 PORTERO, F.: «La política de…», pp.473 y 474. Para profundizar en la negociación, contenido y 
alcance de estos acuerdos: VIÑAS, A.: Los pactos secretos de Franco con Estados Unidos, Barcelona, 
Grijalbo, 1981 y MARQUINA, A.: España en la política…, pp. 493-698. 
494 Esta idea, de ruptura de la neutralidad española en 1939, entre otros, en MARQUINA, A.: «Spanish 
Foreign and Defence Policy since Democratization», en MAXWELL, K.: Spanish Foreign and Defense 
Policy, Boulder, Westview Press, 1991, p. 20, y en POLLACK, B. y HUNTER, G.: The Paradox of 
Spanish…, p. 151, frente al criterio de Ángel Viñas, quien en diferentes trabajos expone la quiebra de la 
neutralidad española en el siglo XX a partir de los pactos hispano-norteamericanos de 1953. Por ejemplo, 
en VIÑAS, A.: «La negociación…», p. 84. 
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pasó a tener mayor primacía el apoyo de bases navales para el lanzamiento de misiles 
Polaris desde submarinos de propulsión nuclear navegando en inmersión. De esta 
forma, la utilización de Rota como base de submarinos armados con estos misiles fue 
aceptada por España a finales de 1962, cediendo una de sus principales bazas 
negociadoras y revalorizando su papel en el esquema de seguridad norteamericano, 
mientras que el valor relativo de Torrejón, Morón, y Zaragoza descendía, aunque estas 
bases seguían siendo de gran utilidad para la fuerza aérea norteamericana495. 
 
Estas consideraciones estuvieron detrás de las conversaciones que resultaron en 
la renovación de los Acuerdos por cinco años, en septiembre de 1963. Los textos finales 
consistieron en una Declaración Conjunta y un Canje de Notas, por los que se 
mantuvieron en vigor los textos de 1953, excepto el Convenio de Ayuda Económica, ya 
caducado. A pesar de los intentos de los diplomáticos españoles por renegociar un 
nuevo acuerdo con los Estados Unidos, con el objeto de elevar su status jurídico a un 
tratado o de obtener algún tipo de recompensa política, especialmente en las 
aspiraciones españolas en la OTAN o en la CEE, lo cierto es que la iniciativa corrió a 
cargo de los norteamericanos, sin que, más allá de la retórica, nada modificara la 
relación de manera especial496. 
 
A partir de esta declaración, ambos países renegociarían sucesivamente cuáles 
serían los compromisos, las prerrogativas y las obligaciones que ambos habrían de 
respetar mutuamente. A los Acuerdos hispano-norteamericanos de 1953 seguiría una 
nueva prórroga en 1968 y nuevos documentos en los años 1970, 1976 y 1982. De los 
dos últimos nos ocuparemos detenidamente en páginas posteriores; detengámonos 
brevemente en los puntos fundamentales de la renovación de 1968 y de la conexión 
fijada en 1970. 
 
Ciertamente, la posición del ministro Castiella de cara a la caducidad de los 
convenios en septiembre de 1968 se mostró firme e intransigente ante lo que se entendía 
una relación desequilibrada con los Estados Unidos, entrando en vigor el periodo de seis 
meses previsto para la renegociación, una vez expirada la duración del acuerdo. No 
                                                 
495 LIBERAL, A.: «Cuarenta años después (1953-1993)», Política Exterior núm. 35, vol. VII, otoño 
1993, pp. 186 y 187. 
496 Véanse VIÑAS, A.: En las garras…, pp. 333-371 y MARQUINA, A.: España en la política…, pp. 
761-784. 
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obstante, llegado el momento, el peso de Carrero Blanco ante Franco y los temores de 
los ministros militares y altos mandos del Alto Estado Mayor hicieron sucumbir las 
reivindicativas posturas de Castiella frente a Washington. En definitiva, la necesidad del 
respaldo político estadounidense y el temor entre las Fuerzas Armadas de verse privados 
de la ayuda militar norteamericana pesaron más que el riesgo de establecer una relación 
más ambiciosa e igualitaria con los Estados Unidos. En junio de 1969, Castiella y el 
secretario de Estado norteamericano, Rogers, se intercambiaban notas por las que se 
prorrogaban los Convenios de 1953 hasta el 26 de septiembre de 1970497. 
 
Antes de esta fecha, Gregorio López Bravo, sucesor de Castiella en el Palacio de 
Santa Cruz, recogió el poso dejado por su antecesor en el vínculo con los Estados 
Unidos, aceptándose por ambas partes que era precisa una renegociación a fondo de los 
textos y su apertura hacia otras áreas, además de la eminentemente defensiva: 
económica, científica, técnica y cultural498.  Tras meses de negociaciones e intercambio 
de textos por las dos partes, el 6 de agosto de 1970 se firmó el Acuerdo de Amistad y 
Cooperación entre España y los Estados Unidos, texto que quedó lejos de las 
aspiraciones españolas, con la mirada puesta en la consecución de un tratado, garantías 
defensivas para España y una vinculación orgánica con la OTAN. No obstante, el nuevo 
documento sirvió para modificar muchas de las cláusulas así como el lenguaje de las 
mismas. Se incorporaron vagas referencias a la conexión entre la seguridad e integridad 
de los dos países, a la conveniencia de armonizar sus políticas de defensa y al apoyo 
recíproco que se debían. Al mismo tiempo, el acuerdo de 1970 ampliaba los contenidos 
no militares de la relación bilateral al ámbito económico, de cooperación científica, 
educativa o técnica. 
 
De este modo se derogaba el Acuerdo Defensivo de 1953, desapareciendo la 
cláusula secreta que entonces estableció la posibilidad de libre activación 
estadounidense de las bases de utilización conjunta. Con el nuevo texto, las bases 
pasaban a ser españolas, teniendo los Estados Unidos que consultar al Gobierno español 
el uso de sus instalaciones. Sin embargo, el desequilibrio que caracterizó la relación 
entre Madrid y Washington permaneció invariable hasta el final de la época franquista, 
y, como consecuencia de esta relación desigual, la sensación de que Washington venía 
                                                 
497 Véanse VIÑAS, A.: En las garras…, pp. 373-396 y  MARQUINA, A.: España en la política…, pp. 
799-834. 
498 LIBERAL, A.: «Cuarenta años…», p. 192. 
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aprovechándose de unas condiciones poco favorables para la seguridad española a costa 
de facilitar su apoyo a Franco pasó a concretarse en un hondo sentimiento de 
antiamericanismo entre diferentes sectores políticos y sociales en España, muchos de los 
cuales protagonizaron la transición a la democracia499. 
 
En este sentido, tal y como señala Rosa Pardo, la sombra de los acuerdos de 
1953 fue muy alargada y alimentó un rechazo del socio norteamericano con muchos 
perfiles. En el momento del origen de la relación, la imagen de los Estados Unidos que 
la propaganda franquista había generalizado era la de un país materialista, incivilizado e 
hipócrita. A diferencia de España, en muchos países europeos los Estados Unidos eran 
el aliado que en la II Guerra Mundial había liberado a sus pueblos del dominio y 
ocupación nazi. Una vez que se firmaron los acuerdos de 1953, los medios de 
comunicación españoles hubieron de presentar al amigo norteamericano como el 
campeón del anticomunismo y con una exaltación del estilo de vida norteamericano. Se 
trataba de un triunfo de la España de Franco. A finales de los años sesenta, en el marco 
de la renegociación de los acuerdos, existió en España un cierto tono nacionalista, de 
tono neutralista, en sintonía con la postura negociadora encabezada por Castiella. A 
pesar de lo ilusorio de presentar a la opinión pública española de aquellos años como 
una baza negociadora y de la continuidad en las concesiones a Washington emanadas 
desde la jefatura del Estado, el difuso sentimiento antinorteamericano, nacionalista y 
reivindicativo de Gibraltar dejó su huella en la sociedad española. Este sentimiento 
abarcaba sectores ultraconservadores y antiliberales, personificados en Blas Piñar o en 
la Falange así como, sobre todo, se identificaría en los primeros setenta con los 
movimientos antifranquistas. La oposición al régimen identificaba a los Estados Unidos 
como el gran aliado de la dictadura que extendía su dominio en diferentes lugares del 
mundo a través de intervenciones militares o mediante regímenes autoritarios tutelados. 
 
Es en este clima de protesta antiimperialista de los últimos años del franquismo, 
cuando el PCE inspiraba buena parte de las iniciativas de la oposición democrática. 
Iniciativas que inevitablemente derivaban en un rechazo a la política de la potencia 
norteamericana y en un antimilitarismo ligado a la imagen de las Fuerzas Armadas 
como estandarte del régimen de Franco. Consecuentemente, concluye Pardo, hacia 1975 
las imágenes de los españoles sobre la guerra fría y sobre el papel de los Estados Unidos 
                                                 
499 Sobre la gestación y contenido del Convenio de Amistad y Cooperación de 1970, véase VIÑAS, A.: 
En las garras…, pp. 397-408 y MARQUINA, A.: España en la política…pp. 836-847. 
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en el mundo difería considerablemente de los clichés predominantes en Europa 
occidental. Esta percepción ayuda a entender las actitudes de muchos grupos políticos 
de la transición, del mismo modo que la política de seguridad española de los primeros 
años del cambio democrático. La totalidad de la izquierda y buena parte del centro 
político no percibieron como real la amenaza del Pacto de Varsovia, mostrándose 
partidarios de una política exterior neutralista, alejada de una vinculación tan directa y 
dependiente de los norteamericanos como la existente desde 1953500. 
 
Recapitulando lo expuesto en este punto, cabe concluir que el establecimiento de 
lazos de corte defensivo entre España y los Estados Unidos durante el franquismo 
supuso la inserción española en el sistema de alianzas trasatlántico, convirtiéndose en 
una constante de la política exterior española vigente hasta nuestros días. Si bien España 
se incorpora institucionalmente al sistema de seguridad occidental a partir de su ingreso 
en la OTAN, su vinculación al entramado de pactos y alianzas del bloque occidental es 
un hecho desde la sucesión de los convenios hispano-norteamericanos inaugurados en 
1953. 
 
Por su parte, los Estados Unidos siempre trataron de mantener el statu quo en la 
relación, defendiendo las prerrogativas obtenidas con el primer Convenio, a sabiendas 
de la necesidad que tanto en el plano internacional como interno tenía esta relación para 
la dictadura501.  
 
 
3.2. Las relaciones con Francia y Portugal 
 Partiendo de la actitud hostil que España demostró durante la II Guerra Mundial 
hacia los aliados, las relaciones hispano-francesas evolucionarían durante el franquismo 
desde unos primeros compases caracterizados por la desafección hasta la firma en 1970 
de un Acuerdo de Cooperación Militar entre ambos países502. El camino recorrido desde 
la posguerra mundial hasta la firma del Acuerdo de Cooperación conoció sucesivos 
                                                 
500 Véase la evolución de este sentimiento antinorteamericano desde los Pactos de Madrid hasta 1975 en 
PARDO, R.: «La política…», pp. 41-43. 
501 Tal y como apuntó Ángel Viñas en la conferencia 50 años de los Acuerdos de Defensa entre España y 
los Estados Unidos, pronunciada en la Escuela Diplomática el 4 de noviembre de 2003, «ni Franco ni 
Carrero Blanco estuvieron nunca dispuestos a romper relaciones con los Estados Unidos». 
502 Sobre el papel de España respecto a Francia en la guerra, véase AVILÉS, J.: «Un país enemigo: 
Franco frente a Francia, 1939-1944», Espacio, Tiempo y Forma, serie V, tomo 7, 1994, pp. 109-134. 
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momentos, que oscilaron desde la inicial y titubeante situación de Francia respecto a 
España en la etapa de aislamiento internacional del franquismo hasta el inevitable 
crecimiento en la interrelación de las economías y los intercambios comerciales entre 
ambos países, pasando por un paulatino acercamiento en la política magrebí y los 
intentos desde España de acercamiento a Europa durante la etapa del ministro Castiella. 
 
 La inicial prudente actitud francesa hacia Franco tornó hacia posiciones 
rupturistas de las relaciones diplomáticas entre Francia y España una vez que la 
izquierda francesa dominara la Asamblea Nacional y De Gaulle abandonara el 
Gobierno. La coalición gubernamental de socialistas y comunistas en Francia decidió el 
cierre de la frontera hispano-francesa en febrero de 1946, meses antes de la Resuloción 
39 (I) de Naciones Unidas, por la que se produjo la mayoritaria retirada de embajadores 
en España, entre ellos, el francés503. La ruptura diplomática entre Francia y España no 
impidió que se establecieran vínculos fuera del ámbito político, a partir de un marco de 
relaciones menos politizado y más realista, resultado del cual se procedía a la reapertura 
de la frontera y a la normalización de los intercambios bilaterales mediante la firma de 
un acuerdo comercial en 1948. 
 
 El creciente papel de la división bipolar desenfocaba el prisma exclusivamente 
ideológico con el que desde las potencias occidentales se entendía la relación con la 
España de Franco. Según quedó apuntado más arriba, el anticomunismo del franquismo 
y su situación estratégica pesó más que la falta de libertades de los españoles, aceptando 
Francia, sin alternativa, el hecho consumado de la legitimación de la dictadura por parte 
de los Estados Unidos. Bien es cierto que el potencial del territorio peninsular desde el 
punto de vista estratégico tampoco pasó desapercibido desde París. En este sentido, 
durante 1948 representantes del Alto Estado Mayor francés mantuvieron contactos con 
militares españoles con el fin de obtener garantías de paso libre para sus tropas y 
población civil desde Francia al norte de África, a través de suelo español, en caso de 
una hipotética invasión soviética de territorio europeo504. 
 
                                                 
503 Para una aproximación global de la política exterior del franquismo en el periodo de la posguerra 
véase PORTERO, F.: Franco aislado. La cuestión española (1945-1950), Madrid, Aguilar, 1989. 
Específicamente, sobre Francia y España, MARTÍNEZ LILLO, P.: Las relaciones hispano-francesas en 
el marco del aislamiento internacional del régimen franquista (1945-1950), Tesis Doctoral, Madrid, 
Universidad Autónoma de Madrid, 1993. 
504 MARTÍNEZ LILLO, P.: Las relaciones hispano-francesas…, pp. 470-476. 
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 Al hilo de la descolonización magrebí, los intereses de Francia y España 
convergieron hacia la necesaria cooperación militar, a partir de 1957, destinada a 
contener el expansionismo nacionalista marroquí en la región. Por un lado, París 
perseguía reducir el tráfico de armas hacia el Frente de Liberación Nacional de Argelia, 
en plena guerra de independencia argelina frente a las tropas francesas; por otro, España 
buscaba minimizar las consecuencias de las reivindicaciones marroquíes sobre Ifni y la 
zona sur del antiguo protectorado, Tarfaya505. 
 
 En los años sesenta se asiste a un estrechamiento de la colaboración militar 
hispano-francesa, tras los pasos dados en temas magrebíes. A los contactos para una 
planificación conjunta entre las Marinas española y francesa para la lucha antisubmarina 
en aguas de interés común y la celebración de ejercicios combinados, siguieron 
conversaciones para la planificación conjunta de la defensa aeronaval. En buena 
medida, este acercamiento estuvo motivado por la posición de De Gaulle en el 
panorama internacional, buscando un mayor peso y autonomía del pilar europeo 
respecto a los Estados Unidos, lo que motivó el interés francés en la solicitud española 
de acceso a la CE impulsada por el ministro Castiella, diversas visitas de personalidades 
francesas a Madrid, las señaladas maniobras conjuntas y la oferta a España de créditos 
por 750 millones de francos506. 
 
 Con el antecedente de esta primera colaboración en el campo militar, y la firma 
de un acuerdo de colaboración técnica e industrial en materia aeronáutica, las relaciones 
en este campo se afianzaban con Acuerdo de Cooperación Militar entre Francia y 
España, firmado el 22 de junio de 1970507. Se formalizaban entonces diferentes aspectos 
                                                 
505 Al respecto, YBARRA M.C.: España y la descolonización del Magreb. Rivalidad hispano-francesa en 
Marruecos (1951-1961), Madrid, UNED, 1998, pp. 323 y ss. 
506 MARQUINA, A.: España en la política…pp. 794-797. Resultado de este acercamiento se concretaron 
acuerdos de fabricación militar conjunta, entre los que destaca el firmado en junio de 1966, merced a los 
cuales se construirían por la Empresa Nacional Bazán de Cartagena cuatro submarinos para la Armada 
española, idénticos a los recién entrados en servicio entonces con la Marine Nationale de la clase Daphné. 
El 13 de agosto de 1968 se ponía la quilla del primero de ellos, submarino que sería puesto a flote con 
toda solemnidad el 25 de marzo de 1972. Entre ambas fechas, se habían puesto también las quillas de la 
segunda y tercera unidad (2 de marzo de 1970 y 19 de mayo de 1971, respectivamente), mientras la cuarta 
lo haría el 24 de abril de 1972. Las puestas a flote de estas tres últimas tendrían lugar el 30 de octubre de 
1972, 15 de marzo de 1974 y 14 de diciembre, también de 1974. Al respecto, BUSQUETS I 
VILANOVA, C.,  COELLO, J.L.  y CAMPANERA I ROVIRA, J.L.: Los submarinos españoles, Madrid, 
Cultural de Ediciones, 2002. 
507 Sobre el Acuerdo de colaboración técnica e industrial en materia aeronáutica, en virtud del cual  se 
procedería a la fabricación de de treinta aviones Mirage III para el Ejército del Aire español con 
participación de empresas españolas véanse las referencias en la prensa, por ejemplo, ABC, 12 de febrero 
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relacionados con el acercamiento y los intercambios entre sus Fuerzas Armadas: 
facilidades en materia de circulación y defensa aérea, de aprovisionamiento y escalas; 
organización de maniobras conjuntas e intercambios de personal y unidades; promoción 
de la continuidad en el intercambio y asistencia técnica entre las industrias de 
armamento francesa y española y la programación de reuniones entre ambos Estados 
Mayores para el estudio de problemas estratégicos y militares de interés común508. El 
acuerdo con Francia careció del significado político de los convenios hispano-
norteamericanos, si bien permitió una diversificación en la adquisición de armamentos 
por los ejércitos españoles y afianzó las relaciones comerciales entre ambos países. 
 
 Con el cambio de régimen en España, Francia adoptaría una inicial actitud 
paternalista con la joven monarquía española, personificada por el presidente Giscard 
d’Estaing. Actitud que sin embargo no cristalizó con avances reseñables en el campo 
diplomático. Los Estados Unidos continuaron siendo el principal apoyo exterior de la 
España postfranquista hasta, al menos, su entrada en la CEE509.  
 
 Por lo que respecta a la relación con Portugal, la ambigua y titubeante posición 
que caracterizó a España durante la II Guerra Mundial, no influyó sobre las relaciones 
hispano-portuguesas, que continuaron su buena marcha a partir de los vínculos 
establecidos entre el bando nacionalista y el Gobierno de Salazar en la Guerra Civil 
española510. El 17 de marzo de 1939 España y Portugal firmaban el Tratado de Amistad 
y No Agresión, más conocido como Pacto Ibérico, acuerdo cuyo objetivo último era el 
de evitar un ataque desde tierras vecinas bajo la influencia probable de una tercera 
potencia, Gran Bretaña sobre Portugal y Alemania sobre España. Sin embargo, el 
discurso imperialista del franquismo a partir de 1940 propició la desconfianza 
                                                                                                                                               
de 1970 o ABC, 23 de abril de 1970. Así mismo, la empresa Santa Bárbara fabricó carros de combate 
AMX-30 para las Fuerzas Armadas francesas. 
508 SALAS LÓPEZ, F. de: «Tratados y Acuerdos de España con tres países de la OTAN: Portugal, 
Estados Unidos y Francia», Estudios Internacionales, 1978-1979, Madrid, Sociedad de Estudios 
Internacionales, 1984, pp. 481-482. 
509 Entre otros trabajos de las relaciones hispano-francesas en la etapa democrática española, véase 
ACUÑA, R.L.: Como los dientes de una sierra. Francia-España de 1975 a 1985, Barcelona, 
Plaza&Janés, 1986. España y Francia firmarían un nuevo Acuerdo de Cooperación en el Ámbito de la 
Defensa en 1983, cuya entrada en vigor se materializó en 1985: Acuerdo de 7 de octubre de 1983 de 
Cooperación en el ámbito de la Defensa entre el Gobierno del Reino de España y el Gobierno de la 
República Francesa, Boletín Oficial del Estado, núm. 36, de 11 de febrero de 1985, pp. 3404-3405. 
510 Sobre el papel de Portugal en la Guerra Civil, véase ARANGO, J.: «La intervención extranjera en la 
Guerra Civil española: el caso de Portugal», en VVAA: Estudios de Historia de España. Homenaje a M. 
Tuñón de Lara, Madrid, UIMP, 1981, vol. 2, pp. 253-280. 
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portuguesa, que buscó afianzar el compromiso de ambos países con la neutralidad y 
alejar la sombra alemana sobre España511. 
 
 Tras la Guerra Mundial, la relación entre España y Portugal quedó definida por 
la situación de aislamiento internacional a la que fue sometido el franquismo por las 
potencias occidentales en un primer momento y, posteriormente, por la política de 
bloques resultante de la guerra fría. Así, en principio, Portugal constituyó para Franco 
una de las alternativas a la marginalidad a la que se vio abocada su acción exterior, 
mientras que la participación lusa en la Alianza Atlántica, de la que España quedó 
excluida en el momento de su nacimiento, fue aprovechada por el general para favorecer 
un acercamiento español al sistema de defensa occidental, según señala uno de los 
trabajos más reconocidos en la materia512. La firma de los Acuerdos hispano-
norteamericanos en 1953 abrió un nuevo horizonte en las relaciones luso-españolas, 
favoreciendo la cooperación militar entre ambos países, cuyo resultado más notorio 
fueron las sucesivas Conferencias de Estados Mayores Peninsulares, celebradas desde 
1954, y con periodicidad anual, hasta el final de las dictaduras513. 
 
 No obstante, las diferencias en las políticas coloniales de ambos Estados 
peninsulares condujeron a un distanciamiento entre España y Portugal. Desde mediados 
de los años cincuenta, con la descolonización de los territorios marroquíes, España se 
alejaba de las posiciones integracionistas portuguesas en sus colonias africanas, 
percibiéndose el cambio español desde Portugal como una traición a sus intereses y una 
falta de apoyos en la comunidad internacional, lo que provocó un notable 
distanciamiento entre Lisboa y Madrid514. Esta etapa de enfriamiento de las relaciones 
hispano-portuguesas se prolongó hasta mayo de 1970, año en que los ministros de 
                                                 
511 El resultado fue el Protocolo adicional al Tratado, el 29 de julio de 1940, tras el derrumbamiento 
francés en la guerra y la amenaza de invasión alemana de la península ibérica. Las relaciones hispano-
portuguesas durante la II Guerra Mundial en SACRISTÁN, E.: «Relaciones peninsulares durante la 
Segunda Guerra Mundial», Proserpina, núm. 1, 1984, pp. 145-159 y GÓMEZ DE LAS HERAS, M.S.: 
«España y Portugal durante la Segunda Guerra Mundial», Espacio, Tiempo y Forma, serie V, tomo 7, 
1994, pp. 165-179. 
512 JIMÉNEZ REDONDO, J.C.: Franco e Salazar. As relaçoes luso-espanholas durante a guerra fría, 
Lisboa, Assírio&Alvim, 1996, p. 180. 
513 SALAS LÓPEZ, F. de: «Tratados y Acuerdos de España…», p. 465. 
514 En profundidad, JIMÉNEZ REDONDO, J.C.: El ocaso de la amistad entre las dictaduras ibéricas, 
1955-1968, Madrid, UNED, 1996. 
 235
Asuntos Exteriores de ambos países, López Bravo y Rui Patricio, firmen un nuevo 
Protocolo Adicional al Tratado de Amistad515. 
 
 En la época de transición que ambos países conocieron a mediados de los 
setenta, el primer contacto relevante entre los Estados ibéricos tuvo lugar en Guarda, en 
febrero de 1976, cuando los responsables de Exteriores firmaron un Comunicado 
Conjunto de los temas abordados en su entrevista, antecedente de lo que se constituiría  
en el Tratado de Amistad y Cooperación entre España y Portugal, firmado en Madrid el 
23 de noviembre de 1977 y ratificado meses más tarde. En base al Tratado se 
institucionalizaron los Estados Mayores Peninsulares, creándose un Consejo para la 
Cooperación Hispano-Portuguesa encargado de supervisar la aplicación de los términos 
del Tratado. Tal y como se desprende de su contenido, no se habla de ninguna acuerdo 
defensivo conjunto, sino de la puesta en práctica de una puesta en común de 
experiencias militares y del acercamiento entre las Fuerzas Armadas de ambos países516. 
Como resultado de esta cooperación, una compañía portuguesa participó en la operación 
“Trueno” en 1977 y 1978, maniobras organizadas por la Brigada Paracaidista española, 
mientras que tres compañías españolas asistieron en julio de 1978 al ejercicio “Marte”, 
llevado a cabo en Portugal517. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
515 SALAS LÓPEZ, F. de: «Tratados y Acuerdos de España…», p. 463. 
516 Concretamente, el artículo 8.1 de texto señala: «Las Partes Contratantes promoverán la cooperación 
militar entre sus Fuerzas Armadas, prestando especial atención a los intercambios de personal, a la 
realización de cursos y a la comparación de experiencias sobre materias de instrucción, así como la 
realización de ejercicios combinados», mientras que el 8.2 recoge: «Con el fin de coordinar los trabajos 
necesarios para la puesta en práctica de la cooperación prevista en el párrafo anterior, se efectuarán 
reuniones periódicas de los Estados Mayores peninsulares».Véase Instrumento de ratificación de España 
del Tratado de Amistad y Cooperación entre España y Portugal, hecho en Madrid el día 22 de noviembre 
de 1977, Boletín Oficial del Estado, núm. 128, 30 de mayo de 1978, pp. 12443 y 12444. 
517 SALAS LÓPEZ, F. de: «Tratados y Acuerdos de España…», p. 468. 
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 En esta tercera parte del trabajo vamos a ocuparnos del puntual desarrollo de la 
política de seguridad en los años del estudio. Presentados los elementos condicionantes 
y los actores protagonistas es momento de componer sus interrelaciones en el trasfondo 
histórico de la transición española. Para ello hemos optado por una estructura 
cronológica de los acontecimientos, a la que precede la exposición del instrumento 
diplomático que va a dotar de contenido a la política de seguridad entre 1976 y 1982, el 
Tratado de Amistad y  Cooperación firmado por España y los Estados Unidos poco 
después del fallecimiento de Franco. Es a partir de este antecedente inmediato sobre el 
que van a configurarse las decisiones y van a establecerse las posiciones al respecto en 
los años siguientes. 
 
 Una aproximación inicial a los precedentes, a las negociaciones y a los 
resultados definitivos de una relación hispano-norteamericana que vendrá a confirmar la 
continuidad de los convenios inaugurados en 1953, introduciendo nuevas variables en el 
panorama bilateral. La desaparición de Franco y la proclamación de don Juan Carlos 
como jefe del Estado serán cuestiones que por su magnitud iban a repercutir en el 
desenlace mismo del acuerdo, en una muestra evidente de cómo los factores internos 
inciden en el desarrollo de las políticas exteriores.  
 
 No obstante, muchos otros elementos de consideración quedarán puestos de 
manifiesto en el desarrollo de las negociaciones. La caracterización de la aportación 
española a la defensa occidente, la cuantificación de las ayudas norteamericanas, las 
inercias de la política exterior estadounidense o la posición de las Fuerzas Armadas 
respecto a la relación bilateral serán otros de los aspectos tratados en el capítulo VI, 
referido al Tratado de 1976. 
 
 A continuación nos detendremos en la implementación de la política de 
seguridad una vez que la transición ha comenzado. Desde un enfoque que complementa 
los diferentes planos de la realidad española de estos años, el objetivo de la exposición 
se centra en señalar la cuota de participación y el papel concreto de las piezas relevantes 
en el desenlace de la política de seguridad. Así, esta parte del análisis ha sido elaborada 
de forma cronológica en tres capítulos, a partir de los que verificaremos la evolución de 
los acontecimientos. En un primer momento nos detendremos en el desarrollo de la 
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política de seguridad referida a los años 1976-1978, etapa de definición institucional del 
sistema político y sus componentes formales. Con la aprobación de la Constitución y las 
elecciones de 1979, la política exterior entra dentro de la lógica de la disputa política, 
poniéndose de manifiesto la existencia de criterios divergentes entre los diferentes 
actores políticos y de percepciones particulares según los ámbitos en los que 
profundicemos. 
 
 Por último, los años 1981 y 1982 conocerán la irrupción del debate sobre la 
incorporación de España a la Alianza Atlántica, a partir del impulso establecido por el 
presidente Calvo-Sotelo, poniéndose fin a la etapa de inmovilismo oficial que al 
respecto caracterizó la gestión de Adolfo Suárez. La incorporación a la OTAN y la 
firma de nuevos acuerdos hispano-norteamericanos coincide con el final de la 
transición. El acceso del PSOE al gobierno daría paso a una nueva etapa en la historia 
reciente de España, reformulándose en buena medida los presupuestos de su política 
exterior, si bien manteniendo al país dentro del Tratado del Atlántico Norte hasta 
nuestros días. 
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VI- El punto de partida: el Tratado de Amistad y Cooperación entre 
España y los Estados Unidos 
 Las más altas aspiraciones que España ansiaba conseguir a través de la conexión 
norteamericana ya estaban sobre la mesa en el año 1973, mucho tiempo antes de lo que 
a la postre constituyó el Tratado de Amistad y Cooperación. Entre ellas, la participación 
en la OTAN quedó descartada por la oposición de diferentes países de la Alianza. Por 
otro lado, el logro de una garantía de defensa por los Estados Unidos ante eventuales 
ataques de terceros al territorio español se demostraba inviable en la elaboración de la 
Declaración de Principios de julio de 1974. Con estos precedentes se iniciaban más 
adelante las conversaciones para la renovación del Acuerdo de 1970. 
   
 Desde finales de 1975 la parte española modificó el enfoque con que venían 
llevándose a cabo las negociaciones. Si hasta entonces se había caracterizado por el 
desarrollo de una serie de rondas negociadoras perfectamente programadas y diseñadas 
por los miembros de la delegación española, el agravamiento del estado de salud y 
posterior fallecimiento del jefe del Estado, seguido de la proclamación de Juan Carlos I, 
determinaron un planteamiento bien distinto. A partir de entonces, los representantes 
españoles priorizaron la clarificación general del horizonte internacional de la 
Monarquía frente a otras consideraciones más específicas de la relación bilateral, 
esencialmente las referidas al ámbito operativo y logístico de las Fuerzas Armadas. 
 
 Tras meses de negociaciones, el acuerdo se resolvía en unos contactos puntuales 
bilaterales del ministro Cortina. El tiempo había corrido en contra del Régimen e 
igualmente precipitó un rápido cierre definitivo por parte de los representantes de la 
nueva Monarquía. No obstante, en el momento de su firma casi todo estaba hecho, por 
lo que el de 1976 ha de considerarse como el último acuerdo del franquismo, más que el 
primero de la democracia. 
 
 Los Estados Unidos hicieron un gesto al elevar el acuerdo al rango de tratado, si 
bien no fueron más allá en otros requerimientos planteados por la delegación española. 
A la muerte de Franco, lo esencial para los dirigentes en España era cerrar el acuerdo 
cuanto antes, recogiendo el beneficio político que suponía el apoyo norteamericano a la 
nueva situación político-institucional. De esta forma, José María de Areilza poco pudo 
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modificar de la herencia recibida, materializada en un acuerdo-marco, aceptado en 
momentos de un unánime rechazo internacional hacia España.  
 
 El Rey estaba interesado en obtener el apoyo político de la primera potencia 
occidental, al tiempo que los norteamericanos, junto a la conveniencia de las bases 
situadas en España, iban a tener nuevos motivos para una rápida consecución del 
acuerdo: la necesidad de asegurar la estabilidad del régimen español en un momento de 
creciente influencia del comunismo en el sur de Europa y con Portugal en una fase de 
indefinición política como consecuencia de la Revolución de los Claveles.  
 
 Tras su firma se abría un nuevo periodo en las relaciones hispano-
norteamericanas. El asentamiento de relaciones con la primera potencia del mundo 
occidental prefiguraba, de este modo, la posición sobre la que en España habría de 
debatirse en años posteriores la política de seguridad y su posible participación en la 
Alianza Atlántica. 
 
 
 
1. Los antecedentes y la preparación de las negociaciones 
 Con el objetivo de evitar premuras similares a negociaciones anteriores, los 
preparativos para las negociaciones con los Estados Unidos fueron realizados por parte 
española desde muchos meses atrás al inicio de las mismas, concretamente desde 1973. 
A este motivo responde el viaje del ministro de Asuntos Exteriores López Bravo a 
Washington en abril de este año, apenas dos meses antes de su sustitución por Laureano 
López Rodó. En su entrevista con Nixon, el presidente norteamericano se mostró 
conforme con establecer nuevos lazos con España y enriquecer el acuerdo vigente, 
renovándolo. Del mismo modo, el nuevo ministro mantuvo en julio un cambio de 
impresiones con el secretario de Estado norteamericano, William Rogers, en el que 
López Rodó transmitió a su homólogo algunos de los objetivos españoles de cara a la 
nueva negociación. Un mes más tarde se entrevistaría con el entonces asesor en Asuntos 
de Seguridad Nacional de los Estados Unidos, Henry Kissinger1. 
                                                 
1 Véase el detallado relato de estas entrevistas en LÓPEZ RODÓ, L.: Testimonio de una política de 
Estado, Barcelona, Planeta, 1987, pp. 26 y 27, así como en el anejo documental, al final de esta misma 
obra del ministro. López Rodó esgrimió entonces parte de las expectativas españolas en su política con 
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 En abril, Franco presidía la Junta de Defensa Nacional, pasándose revista a la 
situación estratégica de España2. Se entendía que el ingreso en la OTAN era un objetivo 
muy difícil de lograr, al tiempo que se desechaba una eventual opción neutralista entre 
las alternativas que España podía barajar en materia de política de seguridad3. Semanas 
más tarde, en una reunión del Consejo de Ministros, un nuevo testimonio del 
responsable de Exteriores deja constancia de la posición del jefe del Estado acerca de la 
relación con los Estados Unidos. Cuando el ministro expuso algunos de los aspectos 
ásperos que cabía prever en la postura norteamericana en la futura negociación, algunos 
ministros reaccionaron en forma de rechazo hacia los Estados Unidos, llegando a pedir 
la denuncia de los acuerdos hispano-norteamericanas. López Rodó recuerda el suceso: 
«Franco, con su flema habitual, intervino para decir: Si no negociamos, ¿qué es lo que 
vamos a hacer? Estas palabras desarmaron a los impulsivos y se impuso el buen sentido: 
había que negociar con firmeza y con la sonrisa en los labios»4.  
 
 Desde 1973 existen, por tanto, debates y posicionamientos en las altas esferas de 
la administración político-militar española. En ellos se pusieron de manifiesto algunas 
de las líneas con que los departamentos implicados afrontarían las posteriores 
negociaciones de renovación del Acuerdo firmado en 1970, cuyo plazo de vigencia 
finalizaba en el verano de 1975. 
 
 Siguiendo las ideas propuestas desde el ministerio de Asuntos Exteriores, las 
pautas para la nueva negociación quedarían elaboradas poco antes del atentado contra 
Carrero Blanco, en diciembre. Éstas quedaban recogidas en varios puntos 
fundamentales: 
 
                                                                                                                                               
los Estados Unidos: deseo de un Tratado, no de un acuerdo ejecutivo; una mayor implicación de España 
en el marco de la Alianza Atlántica y una intercesión norteamericana en Londres como apoyo en la 
búsqueda del reconocimiento británico de la soberanía española sobre Gibraltar.  
2 Como vimos en el capítulo IV, la Ley Orgánica del Estado de 1967 define la Junta de Defensa Nacional 
como el órgano que proponía al Gobierno las líneas generales concernientes a la seguridad y la defensa 
nacional. Estaba integrada por el presidente del Gobierno, los ministros de los tres Ejércitos, el jefe del 
Alto Estado Mayor y los jefes de Estado Mayor de Tierra, Mar y Aire. Eventualmente podían 
incorporarse a la Junta de Defensa Nacional aquellos ministros o altos cargos que por el carácter de los 
asuntos a tratar resultaran convenientes.  
3 LÓPEZ RODÓ, L.: Memorias. El principio del fin, Barcelona, Plaza&Janés/Cambio 16, 1992, pp. 373 y 
374. 
4 LÓPEZ RODÓ, L.: Testimonio de…, p. 29. 
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a) España debía participar de forma similar a otros Estados europeos en la 
iniciativa que Kissinger había puesto en marcha con los países miembros del 
Mercado Común, firmándose una declaración de principios similar a la que los 
Estados Unidos pudiera establecer con ellos. 
b) Negociación de un tratado de mutua defensa, en la línea del sostenido entre los 
Estados Unidos con la OTAN. En caso de que éste no fuera posible, sería 
deseable un convenio con alguna forma de aprobación por parte del Congreso 
norteamericano o, en su defecto, un acuerdo similar al de 1970, aunque 
mejorado y orientado más que a la consecución del incremento de 
contrapartidas, al establecimiento de una alianza contra la amenaza común.  
c) Se rechazaba la mera renovación automática del Acuerdo de 1970, ya que ello 
significaría el mantenimiento de las prerrogativas de los Estados Unidos a 
cambio de unas contrapartidas insuficientes. En último caso se aceptaba una 
prórroga provisional de dos años. 
d) Debía desaparecer la concepción de cesión de bases a cambio de ayuda militar 
en forma de créditos. De ahí que el acuerdo debiera contener algún compromiso 
de defensa común. España debía contar en la defensa de occidente y debía 
concluir algún tipo de relación con la OTAN para lo que la negociación con la 
principal potencia aliada suponía una ocasión inmejorable5.  
 
 Por parte del Ejército también quedaban establecidos algunos principios previos 
de cara a fijar posiciones negociadoras. Existía entre los mandos sensibles a la relación 
hispano-norteamericana y entre aquellos con experiencia en algún tipo de misión 
diplomática una concurrencia de criterio sobre la conveniencia de renovar los acuerdos 
con los Estados Unidos, actitud que no era la predominante en el grueso de las Fuerzas 
Armadas españolas6. No obstante, se estimaba necesario acometer la negociación de 
forma que se pusiera de manifiesto el interés español por obtener un papel más efectivo 
y concreto en la defensa occidental. Desde la visión de las Fuerzas Armadas, un mayor 
compromiso en la defensa occidental repercutiría positivamente en el fortalecimiento de 
los Ejércitos, en función de los hipotéticos planes de defensa a desarrollar. Para ello, se 
consideraba necesario una ayuda técnica suficiente, adiestramiento, formación de 
                                                 
5 SUÁREZ, L.: Un sucesor para el movimiento, volumen VIII de la colección Francisco Franco y su 
tiempo, Madrid, Fundación Francisco Franco, 1984, pp. 351-353.  
6 Testimonio de Ángel Lobo al autor. 
 245
especialistas y el aprovisionamiento estadounidense de material militar moderno. En los 
círculos castrenses se estimaba fundamental la participación de representantes de los 
ministerios militares en la negociación, aunque se obviaba que el peso y estrategia 
negociadora era llevada a cabo por parte de Exteriores. De este modo, a lo largo de 1973 
el Alto Estado Mayor venía evaluando las contrapartidas militares que los 
representantes españoles creían necesario exigir al Gobierno norteamericano7. 
 
 De este modo, la Junta de Defensa Nacional, en reunión de 15 de abril de 1974, 
estableció que con carácter previo a la negociación formal se establecieran unas 
premisas exclusivamente a nivel militar, iniciativa que no tuvo finalmente un desarrollo 
eficaz. A pesar de que inicialmente se adoptara por la Junta la decisión de que el jefe del 
Alto Estado Mayor, el general Díez-Alegría, estableciera contactos exploratorios, el 
cese del general en sus funciones hizo abandonar esta línea de acción prenegociadora8. 
 
 Del lado norteamericano se conocen también estudios e iniciativas en los 
organismos responsables de la defensa que proporcionan conocimiento de las premias 
previas para abordar la negociación con España. Así, un analista de las relaciones 
hispano-norteamericanas desde el punto de vista de los Estados Unidos, aporta 
numerosa documentación que así lo atestigua9. En enero de 1973, el general Moats, 
comandante en jefe de la 16ª Fuerza Aérea, señalaba en un informe dirigido al United 
States Air Force Europe (USAFE) que las bases españolas eran más importantes que 
nunca debido a la cambiante situación en el Mediterráneo. Añadía Moats que los 
Estados Unidos no se podían permitir perder el uso de estas instalaciones debido a su 
potencial valor y a que, caso de perderse esas facilidades, se perderían para siempre. En 
la primavera del mismo año, el USAFE volvía a hacer énfasis en la importancia del uso 
                                                 
7 PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado. Un militar del siglo XX (1912-1995), Madrid, Biblioteca 
Nueva, 1997, p. 171. 
8 Reunión con el ministro de Marina, Pita da Veiga, 18 de abril de 1974. Nota de trabajo del Ángel 
Liberal consultada por el autor. No obstante, el general Díez-Alegría efectuó un viaje a Washington en la 
primavera de 1974 planteando, por encargo de la Junta de Defensa Nacional, la retirada norteamericana 
de la base de Torrejón. En tal caso, la base pasaría a cargo del Ejército del Aire de España, manteniéndose 
la posibilidad de su utilización por la fuerza aérea norteamericana en caso necesario. Véase MARQUINA, 
A.: España en la política de seguridad occidental, 1939-1986, Madrid, Ediciones Ejército, 1986, p. 866.  
9 Se trata de John R. Dabrowski cuya tesis doctoral presentada en 1996 en la Kent State University, bajo 
el título The United States, NATO and the Spanish Bases recoge una cuantiosa documentación emanada 
desde diferentes órganos norteamericanos. Este estudio resulta especialmente interesante en la aportación 
documental en el tratamiento del proceso negociador que desembocó en el Tratado de Amistad y 
Cooperación de 1976. La consulta y, en determinados casos, reproducción de las fuentes documentales 
acopiadas por Dabrowski ha constituido parte sustancial en nuestro análisis, como medio de 
aproximación a las posiciones norteamericanas en la misma.    
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de las bases en España. Geográficamente, España se encontraba en la boca del 
Mediterráneo y la pérdida de las bases en Francia, Marruecos y Libia había 
incrementado el valor estratégico de sus estacionamientos, al tiempo que la expansión 
soviética en el Mediterráneo convertía a España en pieza clave en la defensa de la 
OTAN. Finalmente, afirmaba el general que si las bases fueran abandonadas y las 
unidades retornaran a los Estados Unidos, la defensa del Mediterráneo quedaría a un 
nivel «extremadamente bajo»10. 
 
 Parte de los planteamientos barajados en las altas instancias políticas del 
Régimen fueron abordados directamente con el secretario de Estado norteamericano. 
Tras haber sustituido a Rogers como responsable del departamento de Estado, Kissinger 
visitaba Madrid los días 18 y 19 de diciembre. El secretario de Estado mantuvo 
entrevistas con Franco, con el Príncipe y con el presidente Carrero Blanco, precisamente 
un día antes de que fuera asesinado.  
 
 Con Franco, Kissinger habló en términos muy vagos del problema árabe-israelí, 
de la crisis del petróleo y de las relaciones de los Estados Unidos con la Unión 
Soviética. No se abordó el tema de los convenios bilaterales. Respecto al encuentro con 
don Juan Carlos, la conversación se centró en la Declaración de Principios que meses 
más tarde firmarían España y los Estados Unidos11.  
 
 El tema de la futura negociación y los puntos de partida establecidos por parte 
española fueron expuestos a Kissinger por el presidente del Gobierno y han sido 
recogidos por testigos presenciales de esta entrevista. Efectivamente, el encuentro entre 
Carrero y Kissinger repasó algunos de los temas candentes de política internacional, 
crisis del petróleo, conflicto árabe-israelí e influencia soviética en el Mediterráneo, para 
pasar luego a tratar la posición estratégica de la península ibérica y su valor como 
plataforma logística y de aprovisionamiento en caso de guerra entre la OTAN y el Pacto 
de Varsovia. Kissinger señaló la postura favorable de los Estados Unidos a que España 
                                                 
10 Staff Meeting Notes, Sixteenth Air Force Head Quarter. 18 de enero de 1973 y Message, USAFE to 
USCINCEUR, abril de 1973. Archivo de la 16ª Fuerza Aérea. Citados en DABROWSKI, J.R.: The United 
States, NATO and the Spanish Bases, Kent State University, Tesis Doctoral inédita, 1996, pp. 197 y 198. 
11 Tras el almuerzo celebrado en la Zarzuela, Kissinger y el Príncipe Juan Carlos hicieron un aparte. 
Según un asistente a la escena, ahí quedó claro para Kissinger que, el día que muriese Franco, en España 
habría un régimen democrático y España estaría en la OTAN. Testimonio de Luis Guillermo Perinat al 
autor.  
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entrara en la OTAN, si bien se tenía escasa garantía en Washington del necesario visto 
bueno del resto de Estados aliados para la inclusión española, con un sistema político 
como el del franquismo. De estos comentarios deducía Carrero la necesidad de firmar 
entre los dos países un Tratado de mutua Defensa. El secretario de Estado contestó que 
la Administración norteamericana estaría seguramente a favor de su consecución, pero 
que sería imposible que el Senado de los Estados Unidos aprobara un Tratado de 
Defensa12. Como colofón a la visita de Kissinger, se publicó un comunicado conjunto 
donde se valoraba positivamente la aportación española a la seguridad occidental y se 
concretaba el acuerdo entre ambos países para el desarrollo de una declaración conjunta 
de principios13. 
 
 
1.1. La Declaración de Principios hispano-norteamericana 
 Como ha quedado recogido, desde el inicio de los preparativos para la 
negociación del acuerdo bilateral se comenzó a hablar de la elaboración de una 
declaración de principios entre Washington y Madrid. Ésta había sido buscada por el 
régimen de Franco como consecuencia del proyecto de una declaración de principios en 
el marco del “año de Europa” sugerido por Kissinger para los países de la CE. De este 
modo, el ministro de Asuntos Exteriores entregaba al presidente Nixon una carta de 
Franco en la que se expresaba el deseo de que España pudiera estar incluida en esa 
declaración de los Estados Unidos con los países comunitarios, como vía para 
vincularse a la Alianza Atlántica14.  
 
 Por parte norteamericana, el Departamento de Estado hizo gestiones a desde 
finales de 1973 entre las capitales europeas occidentales para que España encontrara una 
fórmula de asociación con la OTAN o bien la firma de algún tipo de declaración 
atlántica en la que se reconociera la contribución española a la defensa de occidente15.  
El resultado de las mismas no fue el esperado en España, por lo que el nuevo ministro 
de Asuntos Exteriores, Pedro Cortina, y el secretario de Estado norteamericano 
                                                 
12 Sobre el contenido de las entrevistas de Kissinger con Franco, don Juan Carlos y Carrero, véanse 
LÓPEZ RODÓ, L.: Testimonio de…, pp. 29-34 y PERINAT, L.G.: Recuerdos de una vida itinerante, 
Madrid, Compañía Literaria, 1996, pp. 141-148. 
13 La Vanguardia, 20 de diciembre de 1973. 
14 LÓPEZ RODÓ, L.: Testimonio de…, p. 27. 
15 McCLOSKEY, R.: «The 1976 Treaty: Overview of the Negotiations», en McDONALD, J.W. y 
BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas. Negotiations with Spain, Greece and the Philipines, 
Bolulder, Westview Press, 1990, p. 17. 
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comenzaron a trabajar sobre la base de una declaración bilateral al margen de los países 
comunitarios16. El ministro estuvo muy encima de la elaboración de la Declaración. Sin 
duda, Cortina vinculaba los términos de la Declaración con el resultado de próximas 
negociaciones del acuerdo, por lo que el ministro atendió personal y minuciosamente 
los detalles del texto de la Declaración17.   
 
 Resultado de una largo intercambio de propuestas y contrapropuestas, en los 
diez puntos de la Declaración de Principios se destacaba la importancia de la 
cooperación bilateral desde 1953. Se proclamaba la resolución de proseguir en esos 
mismos esfuerzos y mantener los lazos defensivos, así como la complementariedad que 
la relación hispano-norteamericana con los sistemas de seguridad existentes en el 
ámbito atlántico. Del mismo modo, quedaba plasmado que debía concederse igual trato 
a todos los países de la región, reafirmándose que una amenaza o ataque a cualquiera de 
los dos países afectaría conjuntamente a ambos, adoptando cada país aquellas acciones 
que considerase apropiadas dentro del marco de sus normas constitucionales. A estas 
afirmaciones se aferraron los representantes españoles durante parte de las sesiones 
negociadoras sobre la renovación del acuerdo bilateral en su intento de obtener mayores 
contrapartidas por parte norteamericana18. 
 
 A pesar de la modificación del lenguaje y del expreso reconocimiento del papel 
jugado por España en la defensa del Atlántico y del Mediterráneo, nada había logrado 
Madrid respecto a sus principales metas en relación al vínculo con los Estados Unidos: 
asociación con la OTAN o cláusula de recíproca defensa. Estas aspiraciones quedaban 
pendientes y serían retomadas en las negociaciones para la renovación de los convenios. 
 
 El 19 de julio de 1974 se ratificaba la Declaración de Principios entre España y 
los Estados Unidos por parte de los jefes del Estado. De este modo, el documento, que 
había sido rubricado en Madrid por el ministro Cortina, y el secretario de Estado 
Kissinger fue ratificado diez días más tarde por el Príncipe Juan Carlos, jefe de Estado 
                                                 
16 Pedro Cortina Mauri era diplomático y catedrático de Derecho Internacional. Había pertenecido al 
equipo de Castiella, con quien había sido subsecretario. Cuando en 1973 fue llamado al frente del Palacio 
de Santa Cruz se encontraba al frente de la embajada española en París.   
17 Testimonio de Luis Guillermo Perinat al autor. 
18 Declaración de principios entre España y los Estados Unidos de América, firmada el 19 de julio de 
1974, Boletín Oficial del Estado, núm. 230, 25 de septiembre de 1974, p. 19583, recogida íntegramente 
en el Apéndice Documental. 
 249
en funciones, y por el presidente de los Estados Unidos. Ambas partes esperaban 
conseguir resultados positivos de esta Declaración de Principios. Por parte 
norteamericana se conseguía reforzar la idea de la continuidad de la relación defensiva 
al tiempo que se intentaba aproximar a España al Tratado del Atlántico Norte19. Los 
Estados Unidos hicieron este gesto con España en la esperanza de que ello acelerara un 
acuerdo amistoso sobre unos términos que extendieran el uso de las facilidades militares 
en suelo español20. Por parte española, se sobrevaloró en exceso su importancia en 
desde determinados sectores, considerando que la próxima negociación contendría 
niveles de compromiso defensivo equivalente a los de la OTAN, sin prestar demasiada 
atención a que la declaración por parte del presidente de los Estados Unidos era una 
manifestación de intenciones de nivel ejecutivo, carente de la aprobación ni 
compromiso del Senado, con lo que no constituía, ni mucho menos, un verdadero 
acuerdo defensivo. Sin embargo, contribuyó a que la delegación española iniciara la 
negociación algo deslumbrada por su aparente esplendor.  
 
 Tras nuevas reuniones de Cortina con Kissinger y con el embajador jefe de la 
delegación negociadora norteamericana, Robert McCloskey, se acordaba que las 
negociaciones habrían de realizarse alternativamente entre Madrid y Washington. El 
inicio de las sesiones se acordó fijarlo para el 4 de noviembre en la capital española. 
 
 
1.2. Los compromisos exteriores norteamericanos 
 Uno de los objetivos principales del Régimen en relación con los Estados 
Unidos era la consecución de un tratado de mutua defensa. Con el Tratado del Atlántico 
Norte como referente, desde España se diseñaba una línea de negociación tendente a 
obtener por parte norteamericana una garantía de defensa en caso de ataque de terceros 
bajo la denominada cláusula o garantía de seguridad21.  
 
                                                 
19 Esta eventual aproximación de España a la Alianza Atlántica sería únicamente indirecta, en virtud de 
las reservas de determinados gobiernos de países atlánticos sobre el régimen español, tal y como señalaba 
el secretario general de la OTAN en una entrevista con medios españoles. Véase ABC, 19 de julio de 
1974.  
20 DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 201 y 202. 
21 A pesar de los cambios de ministros de Asuntos Exteriores en España entre 1969 y 1975, fue constante 
la aspiración del régimen de Franco de obtener un tratado de defensa mutua con los Estados Unidos. Así 
lo atestiguan los directores generales de Política Exterior para América del Norte en los años finales del 
Régimen. Testimonios de Nuño Aguirre de Cárcer y de Luis Guillermo Perinat al autor. 
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 Esta garantía defensiva, bien bajo la forma de tratado bien bajo la de acuerdo 
ejecutivo, era, ante la imposibilidad de estrechar los lazos con la Alianza Atlántica, la 
meta principal de la diplomacia española en sus contactos con Washington. Así se había 
transmitido desde diferentes niveles burocráticos y políticos a las autoridades 
norteamericanas desde el inicio de las conversaciones exploratorias en 1973. Sin 
embargo, en el seno de la administración y de las instituciones estadounidenses se había 
puesto de manifiesto una creciente disputa de competencias entre el poder ejecutivo y el 
legislativo como fruto de la evolución de los compromisos exteriores norteamericanos. 
Como veremos en el desarrollo de las rondas negociadoras, esta disyuntiva y definición 
de competencias entre el Congreso y el Gobierno de los Estados Unidos incidiría en el 
grado de implicación defensiva norteamericana respecto a España. 
 
 Con el fin de comprender los resultados y las causas de esta tendencia de la 
política exterior estadounidense hemos de partir de los mecanismos legales que la 
definen, de los motivos de su alteración y de las consecuencias que su modificación 
desencadenó en los presupuestos exteriores norteamericanos. 
 
 Según la constitución norteamericana, el presidente tiene la facultad de concluir 
tratados, que deben ser aprobados por dos tercios de los senadores presentes (artículo II, 
sección 2, párrafo 2). Sin embargo, el presidente también puede firmar executive 
agreements (acuerdos ejecutivos), al margen de la intervención del Congreso, en base a 
atribuciones que la constitución de los Estados Unidos le confiere como comandante en 
jefe de las Fuerzas Armadas (artículo II, sección 2, párrafo 1). Por otro lado, (artículo I, 
sección 8) la constitución dispone que el Congreso tiene el poder de elaborar las leyes 
necesarias para ejecutar los poderes atribuidos por la constitución, entre otros, al 
Gobierno. Esta disposición atribuye a través de sus facultades presupuestarias un cierto 
derecho de veto al legislativo sobre la política exterior, entre los que destaca la ayuda 
financiera derivada de los acuerdos ejecutivos. De este modo, estas consideraciones 
propician un tradicional clima propenso a una disputa de poderes entre el Congreso y el 
presidente en materias de política exterior22. 
                                                 
22 Las relaciones entre el presidente y el Congreso habían dado lugar a lo que Schlesinger calificó como la 
“Imperial Presidency” que desde finales de los años sesenta comienza a cuestionarse por parte de sectores 
aislacionistas de la política exterior norteamericana. Véase SCHLESINGER, A.M.: The Imperial 
Presidency, Boston, 1973. Sobre la incidencia de la Constitución norteamericana en la política exterior: 
GARRETT, S.A.: «Foreign Policy and the American Constitution», International Studies Quarterly, vol. 
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 El descontento generalizado con la prolongada guerra en Vietnam y la llegada de 
una nueva administración republicana a la Casa Blanca en 1969, con la orientación de 
Realpolitik del tándem Nixon-Kissinger, desembocó en una intensificación de la 
tradicional pugna por la orientación de la política exterior entre el Ejecutivo y el 
Congreso norteamericanos23. A ello hay que añadir el desprestigio institucional de la 
presidencia a raíz del asunto Watergate, que culmina con la dimisión de Nixon en 
agosto de 1974. 
 
 De ahí que convergieran los intereses en la búsqueda de una mayor participación 
del Congreso en la conducción de la política exterior de los Estados Unidos a través del 
control de los acuerdos ejecutivos firmados por el presidente. Para ello, se incidió en la 
reducción de las fuerzas norteamericanas en Europa, basándose en la prosperidad de los 
aliados europeos, en la capacidad de sus Fuerzas Armadas, así como en el excesivo 
coste de las ayudas y mantenimiento proporcionado por los Estados Unidos, que 
repercutía sobre la balanza de pagos norteamericana24. Ello repercutiría en la 
orientación de la política exterior hacia España, al considerarse por los sectores más 
aislacionistas que un Tratado con aprobación del Senado conllevaría mayor control del 
legislativo que un acuerdo ejecutivo, meramente presidencial. 
 
 Con el antecedente de las propuestas de algunos senadores que desde 1969 
promovieron la discusión en el Senado sobre la política exterior norteamericana 
respecto a el régimen franquista, con el fin de limitar la potestad del presidente, va a 
producirse posteriormente un momento importante en el Congreso estadounidense, 
tendente a aumentar el papel de control del Legislativo en política exterior25. Así, con el 
                                                                                                                                               
16, núm 2, junio 1972, pp. 187-220 y LA FEBER, W.: «The Constitution and United States Foreign 
Policy: an interpretation», The Journal of American History, vol. 74, núm. 3, diciembre 1987, pp. 695-
717. 
23 A partir de los años setenta se produce una renovación del concepto estratégico tradicional en los 
Estados Unidos. El número de divisiones implicadas en la guerra de Vietnam, la invasión soviética de 
Checoslovaquia en 1968 y la ruptura entre China y la Unión Soviética habían desechado el considerar una 
respuesta a un eventual doble y simultáneo ataque chino en Asia y del Pacto de Varsovia en Europa. 
Desde 1973, comienza a reducirse la presencia de tropas norteamericanas paralelamente al recorte del 
presupuesto de defensa. Así lo señala MARQUINA, A.: España en la política…, pp. 855 y ss. 
24 Ver KAHRS, K.H.: «US Foreign Policy: President and Congress», Aussenpolitik, núm. 3, 1976, p. 17. 
25 En 1969, en plenas conversaciones entre España y los Estados Unidos para la renovación del acuerdo 
de 1963, los senadores William Fullbright, presidente de la Comisión de Asuntos Exteriores, Frank 
Church y Jacob Javits, entre otros, inducieron a una discusión general sobre la política del Ejecutivo hacia 
el Régimen, presionando desde su posición a que se presentara cualquier compromiso con España bajo la 
forma de un tratado con ratificación del Senado. Era un intento de fiscalizar la acción del Ejecutivo 
respecto a los compromisos exteriores norteamericanos. De esta forma, el senador Fullbright logró que el 
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fin de recortar las prerrogativas presidenciales, el Congreso aprobaba el 22 de agosto de 
1972 la conocida como ley Case, por el nombre del senador que la patrocinó26. Esta ley 
obliga al secretario de Estado a transmitir al Senado todo acuerdo ejecutivo que el 
Gobierno hubiera firmado en los sesenta días posteriores a su firma. Si bien no se 
limitaba la capacidad del Ejecutivo de negociar tales acuerdos, el Congreso se dotaba de 
un adecuado instrumento de control, al obtener la capacidad de anularlos o vaciarlos de 
contenido al poder impedir la financiación de los mismos27. 
 
 El proceso de revisión de la “Imperial Presidency” se agudizó con las elecciones 
al Congreso de noviembre de 1974, tras la retirada norteamericana en Vietnam, 
observándose un mayor protagonismo del Congreso en materia de política exterior y 
defensa. De forma especial incidieron los congresistas partidarios de un repliegue 
norteamericano respecto al número de tropas norteamericanas establecidas en Europa 
occidental. La reducción de las mismas parece ser uno de los objetivos del Congreso, 
así como sus planteamientos sobre situación y distribución de armamento nuclear en 
Europa28. 
 
 Es en este contexto de repliegue diplomático y de voluntaria renuncia de los 
Estados Unidos a mantener el nivel de participación y compromiso directo en la política 
internacional de mediados de los años setenta es en el que España hubo se sentarse en la 
mesa de negociación con los representantes norteamericanos, en la búsqueda de una 
relación bilateral anclada en nuevos supuestos y concepciones defensivas29. 
                                                                                                                                               
Senado aprobara una resolución el 25 de junio de 1969 por la que todo compromiso nacional asumido por 
los Estados Unidos debía resultar en una acción complementaria del Ejecutivo y de las dos cámaras del 
Congreso. Véase al respecto VIÑAS, A.: En las garras del águila. Los pactos con Estados Unidos, de 
Francisco Franco a Felipe González (1945-1995), Barcelona, Crítica, 2003, pp. 395 y 404.  
26 Resolución del Senado 214, introducida por el Senador Case en diciembre de 1971 y aprobada por el 
Senado en marzo de 1972, que requiere la aprobación del Congreso para los acuerdos ejecutivos. 
27 En España, resultan interesantes las aportaciones en esta materia provenientes de Asuntos Exteriores y 
del CESEDEN desde el ámbito militar, departamentos ambos implicados en el desarrollo de los acuerdos 
con los Estados Unidos: BENITO SECADES, G. de.: Bases en el extranjero y acuerdos de ayuda militar 
de EEUU en el mundo al margen de la NATO: el caso español, Madrid, Oficina de Información 
Diplomática, 1978, pp. 58 y ss., así como el informe «El Congreso norteamericano y el establecimiento 
de las fuerzas de los Estados Unidos en Europa occidental», Boletín del CESEDEN, núm. 100-I, abril 
1976, pp. 1-8.     
28 Véase OLSON, W.C.: «President, Congress and American Foreign Policy: Confrontation or 
Collaboration?», International Affairs, vol. 52, núm. 4, octubre 1976, pp. 565-581 y LA FEBER, W.: 
«The Constitution... », p. 702. 
29 La inicial política exterior del presidente Jimmy Carter (1976-1980) debilitó aún más la posición 
exterior de los Estados Unidos. Carter optó por una política exterior orientada en la consecución de los 
derechos humanos, la justicia y la igualdad de los pueblos que ciertamente disminuyó la presencia global 
norteamericana. 
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2. El proceso negociador 
Como anticipamos, la Declaración de Principios produjo entre la diplomacia 
española una corriente de moderado optimismo con vistas a afrontar las futuras 
negociaciones. A finales de 1974 comenzaban unas conversaciones calificadas de haber 
sido llevadas a cabo por parte española «bajo los signos del silencio oficial y de la 
especulación periodística»30. 
 
El equipo español, encabezado por el subsecretario de Asuntos Exteriores, Juan 
José Rovira, tenía una numerosa representación militar, presidida por el general 
Gutiérrez Mellado31. La decisión de nombrar a Rovira como cabeza de la delegación 
española fue, en palabras de Ángel Viñas, «sin duda excelente, ya que de trataba de 
alguien que había vivido la conexión hispano-norteamericana desde casi su comienzo y 
era bien consciente del valor que los Estados Unidos atribuían a las bases». Diferentes 
miembros de la representación negociadora española coinciden en señalar el buen 
talante, habilidad negociadora y conocimiento de los diferentes matices que el 
subsecretario atesoraba32. Gutiérrez Mellado era también un buen conocedor de las 
relaciones hispano-norteamericanas desde sus orígenes en 195333.  
 
                                                 
30 CHAMORRO, E. y FONTES, I.: Las bases norteamericanas en España, Barcelona, Euros, 1976, p. 
263. 
31 Por parte española la delegación estaba compuesta como representantes de Asuntos Exteriores por Juan 
José Rovira (subsecretario de Asuntos Exteriores), Luis Guillermo Perinat (director general para América 
del Norte, Extremo Oriente y Pacífico), Santiago Martínez Carro (director del Gabinete Técnico del 
Ministro de Asuntos Exteriores), Luis Cuervo (secretario de delegación) y José Pedro García-Trellas (jefe 
de Asuntos Atlánticos y Canadá), actuando este último como intérprete. Por parte del Alto Estado Mayor 
participaron el general de división y presidente de la Comisión Militar para el estudio de los convenios, 
Gutiérrez Mellado; el capitán de navío, José Lorenzo; el teniente coronel, Francisco Veguillas y el 
capitán, Ángel Lobo. Los representantes del Estado Mayor Central del Ejército fueron el general de 
brigada, Rafael Guimerá y el comandante Ángel Losada. Del Estado Mayor de la Armada, el 
contralmirante Ángel Liberal, el capitán de navío, Luis Torres y el teniente coronel auditor, Juan José 
Duret. Por parte del Estado Mayor del Aire: el general de división Carlos Dolz y el coronel Luis Azqueta.  
32 VIÑAS, A.: En las garras…, p. 415. Testimonios de Luis Guillermo Perinat, Ángel Liberal y Ángel 
Lobo al autor. 
33 Durante las negociaciones de aquellos primeros convenios, el entonces comandante actuó como enlace 
entre el Alto Estado Mayor, donde orgánicamente se encontraba ubicado, y el ministerio de Asuntos 
Exteriores. Se mantuvo en esa posición de enlace durante tres años, siempre como mediador entre el 
Palacio de Santa Cruz y el Alto Estado Mayor, desde donde pudo tomar conciencia de la idiosincrasia 
norteamericana, de sus formas negociadoras e intereses estratégicos y de la precariedad de los Ejércitos 
españoles en el mundo de la guerra fría. Años más tarde, en 1964, cuando ascendió a coronel fue 
destinado al Estado Mayor Central, donde su actividad estuvo muy relacionada en la incipiente 
cooperación del Ejército español con algunos otros pertenecientes a la Alianza Atlántica en forma de 
contactos bilaterales o ejercicios conjuntos. Véase PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado…, pp. 
137 y 151. 
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El equipo norteamericano, menos numeroso, estaba presidido por el embajador 
volante McCloskey, un adjunto, el director de Asuntos Ibéricos del Departamento de 
Estado, un asesor de la secretaría de Defensa y un diplomático de la embajada en 
Madrid. Se destacaba la ausencia de miembros militares, lo que evidentemente 
constituía un desequilibrio, que más tarde se subsanaría34. Aunque Wells Stabler fue 
nombrado embajador en España en febrero de 1975, al poco de haberse iniciado las 
negociaciones hispano-norteamericanas, su papel fue meramente pasivo en las sesiones 
de trabajo conjuntas, sin intervenir en las rondas negociadoras, limitándose a trabajos 
internos en la delegación norteamericana35. 
 
De cara al inicio de las negociaciones, el presidente de la delegación 
norteamericana recibió de Kissinger una serie de instrucciones de partida. En este 
documento, el secretario de Estado señala que de acuerdo con la decisión del presidente 
la estrategia estadounidense había de conseguir una renovación del Acuerdo de Amistad 
y Cooperación firmado en 1970 a partir de las una serie de directrices36. Entre ellas, 
podemos destacar el interés norteamericano en mantener las facilidades existentes, 
haciéndose hincapié en no restringir el uso de las mismas en caso de una eventual 
situación de crisis internacional. Así mismo, sobre los deseos españoles de obtener un 
compromiso defensivo la delegación norteamericana habría de remitirse a los términos 
recogidos en la Declaración de Principios. Igualmente estas instrucciones hacían 
referencia a evitar en la medida de lo posible la retirada de los aviones cisterna de la 
base aérea de Torrejón y a los riesgos en materia nuclear, sobre los que había de quedar 
claro que los Estados Unidos se harían responsables moral y políticamente de cualquier 
accidente que las unidades navales pudieran acarrear. 
 
                                                 
34 El equipo constaba del embajador McCloskey, así como del director de Asuntos Ibéricos del 
departamento de Estado, Luckens; del adjunto al embajador, Pezullo; del secretario de embajada 
Barringer en representación del departamento de Defensa y del diplomático Fouchem. Posteriormente se 
incorporaría un grupo de representantes de las Fuerzas Armadas bajo la coordinación del almirante 
Hannifin.  
35 EATON, S.D.: The forces of freedom in Spain, 1974-1979. A personal account, Standford, Hoover 
Institution Press, 1981. 
36 Renegotiation of Bases Agreement with Spain, National Security Decision Memorandum 268, National 
Secutity Council, Washington, 10 de septiembre de 1974. Gerald R. Ford Library. Una copia del 
documento original de estas instrucciones del secretario de Estado puede consultarse en el Apéndice 
Documental.  
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Estas instrucciones han sido rebajadas de formalismos en un testimonio reciente 
del embajador McCloskey, donde se exponen las claves de los intereses 
norteamericanos en España: 
  
« (...) Approaching the negotiations we had no grand design other than to retain 
what we had in Spain: the naval base at Rota, the air base at Torrejón, and the air 
base at Zaragoza. (...) I think we had only a handful of people there for 
mantenance purposes, so essencially it was the three bases. Polaris submarines 
were stationed at Rota; at Torrejón there were large Air Force tankers; and 
Zaragoza was then used pretty much as a gunnery range for NATO aircraft»37. 
 
 
Comenzaba un proceso negociador que desde el punto de vista de su 
planificación, ejecución y fluidez de información entre las altas instancias políticas del 
Régimen y el equipo negociador ha sido calificado como modélico por parte de algunos 
de los integrantes de la delegación española38. 
 
Primera Ronda 
Tuvo lugar en Madrid los días 4 al 7 de noviembre. La posición inicial 
norteamericana, fundamentada en la Declaración de Principios se concretaba en el deseo 
de conseguir una prórroga de cinco años del Acuerdo de Amistad y Cooperación, a 
partir de su expiración en septiembre de 1975.  
 
Por su parte, la posición española consideró que la Declaración de Principios 
contenía un espíritu nuevo. En consecuencia, Rovira proponía una renegociación a la 
vista de los cambios políticos que la justificaron para ajustar la nueva redacción de los 
textos a los conceptos en ella contenidos. Se consideraba que aún cuando existían 
                                                 
37 McCLOSKEY, R.: «The 1976 Treaty...», p. 17. 
38 La dinámica de los preparativos era una reunión inicial del equipo militar. Posteriormente se reunían 
con la delegación general, junto a los diplomáticos. Entonces se exponían los temas y Rovira hacía su 
composición de lugar. Realizado este trámite, Rovira y Gutiérrez Mellado se reunían en El Pardo con 
Franco, los ministros militares y el de Exteriores. En esta reunión, Rovira y Gutiérrez Mellado exponían 
sus impresiones, el estado de la negociación, sus pareceres… Terminada esa reunión se acudía a la ronda 
negociadora y una vez concluida ésta, Rovira y Gutiérrez Mellado iban de nuevo a El Pardo a exponer lo 
que se había concretado en las últimas conversaciones. Y en base a eso se iniciaba de nuevo el proceso. 
Desde el punto de vista teórico, era una preparación de la negociación perfecta, con gran sistemática y 
meticulosidad. Siempre se iba sabiendo hasta dónde se podía llegar y lo que había que exponer. 
Testimonios de Ángel Lobo y Ángel Liberal al autor 
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diversas cuestiones del convenio de 1970 que debían revisarse, la atención especial 
debía centrarse en el capítulo VIII39. 
 
La representación militar española recalcó que deseaba existiera una auténtica y 
real cooperación para la defensa, que remediara la incoherencia que suponía el hecho de 
que los países de la OTAN que se beneficiaban de las instalaciones españolas 
rechazaban entablar diálogo con España. En tanto que España no obtenía beneficios 
equivalentes de países de la Alianza Atlántica, Rovira ratificaba su opinión en la 
necesidad de renegociar un nuevo convenio, así como transmitía la conveniencia de que 
los Estados Unidos estudiaran alguna forma de relación entre España y la OTAN sin 
que ello supusiera un ingreso español en la Organización. En la intervención de 
Gutiérrez Mellado quedaba expresado que las Fuerzas Armadas no admitían la idea de 
que se España recibiera un pago por el alquiler de las bases, ya que aspiraban a 
convertirse en aliados reales para la defensa del mundo occidental. 
 
Los representantes norteamericanos destacaron la dificultad que se plantearía 
una profunda revisión del texto del acuerdo vigente debido al interés que despertaría en 
el Congreso norteamericano, caracterizado, como hemos visto, por mostrar un papel 
activo en política exterior. También puso de manifiesto que el texto de la Declaración 
de Principios, aunque firmada por el presidente, no había sido aprobado por el Senado 
y, por lo tanto, no tenía carácter vinculante, en un intento por rebajar las expectativas 
españolas, centradas en torno a la Declaración40. 
 
Segunda Ronda 
Se desarrolló en Washington entre los días 9 al 12 de diciembre de 1974. Como 
estaba previsto, la delegación norteamericana se vio incrementada por una numerosa 
representación militar encabezada por el contralmirante Patrick J. Hannifin, director 
adjunto del Estado Mayor Conjunto y segundo jefe de operaciones navales del 
Pentágono y por el general Edwin W. Robertson, vicecomandante en jefe de la 16ª Ala 
Táctica de las Fuerzas Aéreas norteamericanas. 
                                                 
39 El capítulo VIII del acuerdo de 1970 abordaba bajo el título “Cooperación para la Defensa” los 
aspectos defensivos de la relación bilateral. 
40 Acta sobre la primera reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación. Sin fecha. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el 
autor, confrontadas con el resumen de la primera sesión desde el punto de vista norteamericano, recogido 
en  DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 202 y 203.  
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McCloskey insistió en su idea de que el convenio de 1970 podría ser el marco 
adecuado para lograr una cooperación de la defensa mas completa, planteando la 
posibilidad de una mayor participación española en la planificación conjunta a través 
del desarrollo de un Plan de Compatibilidad, un aumento del intercambio de 
información militar, apoyo logístico a los Ejércitos españoles...41.  
 
Las posiciones se endurecieron considerablemente ante la pretensión española 
de que algunos puntos de la Declaración de Principios fueran incorporados al texto del 
nuevo Convenio42. El núcleo de la diferencia se centraba en el contenido en el punto 
séptimo de aquélla, que hacia referencia a la constitución de una eventual cláusula de 
seguridad. La parte norteamericana insistió en las dificultades insalvables que existirían 
en el Senado para la aceptación de un texto con dicha cláusula. Del lado de la 
delegación española se llegó a dudar de una relación como la de 1970 si no se incluía la 
cláusula de seguridad, insistiéndose una vez más por parte norteamericana en la 
viabilidad de mantener una relación sobre la base de la existente43. 
 
 En la jornada del día 10 se pasó revista a los aspectos militares, interviniendo 
finalmente Gutiérrez Mellado. En sus palabras destacó la desinteresada colaboración 
española que permitió la llegada a Rota de los submarinos Polares, con armas nucleares, 
y los depósitos de armamento nuclear en la base sin pedir ni obtener nada a cambio44. 
                                                 
41 Estas propuestas habían sido enviadas desde el departamento de Defensa al embajador McCloskey en 
carta fechada el 3 de marzo, insistiendo en la incapacidad de adquirir compromiso de defensa alguno, en 
función de la resolución 214 del Senado, aprobada en 1972, conocida como Ley Case. Véase 
DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 203. 
42 McCloskey no llegaba a comprender ciertamente lo que entendía era una posición obstinada por parte 
de la delegación española. Esgrimió que por supuesto habría de hablarse de la naturaleza de la relación, 
pero añadió que el problema era el de incrementar el contenido de la misma, identificando las áreas en las 
que se pudiera llegar a una situación más aproximada a la recogida en la Declaración de Principios. Años 
más tarde, el presidente de la delegación norteamericana expresó que desde el principio quedó claro que 
los representantes españoles esperaban obtener mayores contrapartidas de la negociación de las que 
habían obtenido en anteriores ocasiones, tanto en el contenido del compromiso como en el apartado de 
ayuda económica y militar. McCLOSKEY, R.: «The 1976 Treaty...», p. 16.   
43 En un momento dado, Rovira llegó a preguntar a McCloskey si el Senado de los Estados Unidos 
preferiría prescindir de las relaciones hispano-norteamericanas antes que apoyar un compromiso 
defensivo con España. El presidente de la delegación norteamericana optó por proponer una pausa para 
calmar los ánimos y tomar un café. Este suceso recogido en MARQUINA, A.: España en la política…, p. 
877. 
44 Desde 1963 se encuentran los submarinos nucleares Polaris basados en Rota. Ésta y la de Holly Loch 
(Escocia) eran las únicas bases navales que albergaban naves y armas nucleares de los Estados Unidos en 
el continente europeo, sin que ello hubiera quedado recogido en ningún acuerdo suscrito con España. De 
ahí que Gutiérrez Mellado entendiera que el saldo deudor norteamericano con España era considerable, al 
apoyar el despliegue nuclear estadounidense mediante la base de Rota y los aviones cisterna de Torrejón 
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Concluyó señalando que para una cooperación en la defensa EN SERIO (esta es la 
tipografía recogida en las actas españolas de la negociación) se precisaba algo más que 
una participación en los ejercicios simulados y el préstamo de la geografía española. 
 
 En relación con el asunto nuclear, la delegación norteamericana era consciente 
de la sensibilidad española sobre el tema, como consecuencia del accidente de 
Palomares de 1966. Contra la práctica habitual de los Estados Unidos en otros países, 
donde ni se confirmaba ni se negaba la existencia de armamento nuclear, la delegación 
norteamericana consideró especial el caso español, por la excepcionalidad del accidente 
en las aguas almerienses sucedido años atrás45. Por el momento, se dio cuenta por su 
parte de que el Congreso había aprobado una ley que resolvía el problema de las 
responsabilidades civiles por daños ocasionados por los buques de propulsión nuclear46. 
 
Tercera Ronda 
 Con el recuerdo de la ronda precedente, en la que se mantuvo un alto grado de 
rigidez en ambas posiciones, tuvo lugar la siguiente en Madrid entre los días 10 al 12 de 
febrero de 1975. No asistió a la misma el embajador McCloskey por otros motivos 
profesionales, presidiendo por parte norteamericana el asesor principal del jefe de 
delegación norteamericana, Lawrence Pezzullo47. Quizá por esta ausencia de uno de los 
interlocutores principales, las conversaciones se centraron en aspectos militares. 
 
 El almirante Hannifin inició las sesiones haciendo una detallada exposición 
sobre las fuerzas nucleares enfrentadas entre la Unión Soviética y los Estados Unidos, 
destacando la importancia de la VI Flota norteamericana, que representaba una defensa 
en profundidad para Europa. Dentro de este marco estratégico subrayó la importancia de 
la contribución de las bases españolas a la defensa de occidente, tanto de Rota como de 
                                                                                                                                               
y asumiendo un riesgo seguro al quedar estos puntos como objetivos de primer orden en una eventual 
ofensiva soviética. 
45 BARRINGER, P.E.: «A Defense Perspective on the 1975-1976 Negotiations», en McDONALD, J.W. y 
BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas..., p. 24.  
46 Acta sobre la segunda reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación. Sin fecha. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el 
autor. Desde la perspectiva norteamericana, véase DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 203-207, 
donde se recoge la información de la embajada norteamericana en Madrid al secretario de Estado, 
informando sobre el desarrollo de esta segunda ronda. 
47 Desde 1974, McCloskey asumió el cargo de subsecretario para las Relaciones con el Congreso en el 
Departamento de Estado, que simultaneó con el de embajador volante, jefe de la delegación 
norteamericana en las negociaciones con España hasta su conclusión en 1976.  
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las bases aéreas, concluyendo en la seguridad de que España querría seguir 
contribuyendo a esta defensa. 
 
 Tras la protocolaria respuesta de Gutiérrez Mellado se introducía un nuevo 
argumento en la negociación. Los representantes militares de los Estados Unidos 
argumentaron que España debería enlazar en la forma más firme posible con la OTAN, 
considerando que esto podía lograrse mediante un Estado Mayor Combinado hispano-
norteamericano, que fuera responsable ante las máximas autoridades militares de los dos 
países, el Alto Estado Mayor español y la Junta de Jefes de Estado Mayor 
norteamericana, a través del mando norteamericano en Europa (EUCOM). Este 
organismo se ocuparía de la preparación de los planes de contingencia de defensa para 
un área de interés común y estudiaría todos los recursos defensivos necesarios en 
hombres, material, estructuras de mando, etc…, combinándolos para conseguir una 
máxima capacidad operativa. Hannifin destacaba la importancia de este eventual Estado 
Mayor Combinado argumentando que ello supondría una coordinación con los mandos 
integrados en la OTAN48. 
 
 La parte española se mostró conforme con la dependencia del EUCOM del 
proyectado Estado Mayor Combinado. No obstante, Gutiérrez Mellado procedió a leer 
un documento elaborado por la comisión militar española, en el que retomaba la idea de 
la absoluta necesidad de que desapareciera de los nuevos acuerdos el concepto de 
concesión de facilidades a las Fuerzas Armadas estadounidenses a cambio de un pago 
materializado en la cesión o venta de material, créditos, adiestramiento y ayudas a la 
industria militar. El documento apunta a que el nuevo acuerdo habría de hacer explícita 
la existencia de una amenaza común y la necesidad de defenderse conjuntamente de 
ella. Por lo tanto, las negociaciones habían de concluir en un pacto justo y equilibrado 
                                                 
48 En este punto cabe destacar la confusión propiciada en la sesión por la diferente interpretación 
lingüística de los términos empleados. Mientras Gutiérrez Mellado entendía en los mismos una 
participación española en los planes de defensa, Hannifin interpretaba la noción apuntada como mera 
compatibilidad de los planes que elaboraran España y los Estados Unidos con los ya existentes en la 
OTAN, añadiendo que la delegación española debía comprender que los planes de la OTAN no podían 
ser entregados a terceros países más que con el unánime acuerdo de todos los miembros de la 
Organización. 
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con reparto de misiones y responsabilidades militares en el que los planes de defensa 
hispano-norteamericanos quedaran integrados en la defensa de la OTAN49. 
 
 Con el compromiso de Pezzullo de dar respuesta a todos los planteamientos que 
Gutiérrez Mellado había desarrollado en su minuciosa intervención y el acuerdo de no 
avanzar en el Estado Mayor Combinado mientras no se hubieran concretado las bases 
diplomáticas del acuerdo, la tercera ronda se daba por concluida50. 
 
Cuarta Ronda 
 Tal y como se recogía en los medios de prensa, hasta el momento las posiciones 
se habían mantenido prácticamente invariables por ambas partes51. Así las cosas, los 
representantes españoles entendieron que era necesario imprimir un giro de tuerca a la 
situación. De este modo, al iniciarse la cuarta ronda, celebrada en Washington, los días 
10 a 13 de marzo, y antes de entrar en las negociaciones, los plenarios de ambas 
delegaciones, Rovira y McCloskey, se entrevistaron en privado.  
 
 Rovira expuso oficiosamente la intención española de plantear lo que 
posteriormente pasó a conocerse como la “hipótesis tercera”. Esta consistía en la salida 
de todos los componentes nucleares norteamericanos y el abandono de Torrejón y 
Morón, según las directrices recibidas de la Junta de Defensa Nacional52. La respuesta 
de McCoskey consistió en que si los submarinos nucleares tenían que abandonar Rota, 
los Estados Unidos abandonarían todas las bases e instalaciones militares españolas. 
                                                 
49 Idea española sobre la cooperación en la defensa. Comisión Militar para el estudio de los convenios 
hispano-norteamericanos. Madrid, 11 de febrero de 1975. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas 
por el autor. 
50 Acta sobre la tercera reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. Véase 
también el resumen de la ronda a través del contenido del mensaje de la embajada norteamericana al 
departamento de Estado en DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 207 y 208. Frente al contenido 
de las sesiones de esta tercera ronda, el comunicado oficial conjunto a penas se refería a que las 
conversaciones había abordado la situación estratégica internacional, considerando la posibilidad de una 
nueva asociación que permitiese una plena cooperación española en la defensa occidental. Véase el este 
comunicado, entre otros diarios, en Ya, 13 de febrero de 1975. 
51 Así quedaba recogido en el diario Informaciones, el 10 de marzo de 1975, en virtud de los diferentes 
comunicados de prensa oficiales elaborados por parte de ambas delegaciones. 
52 En este punto, la documentación aportada por DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 209 difiere 
de los papeles de trabajo del almirante Liberal. Mientras que en el mensaje que el general Robertson 
envió a Washington únicamente se hace referencia al hipotético abandono de Torrejón y la salida de los 
componentes nucleares de Rota, en la Síntesis de la cuarta ronda de conversaciones sobre los convenios 
hispano-norteamericanos (Washington, 10-13 de marzo) elaborada por Ángel Liberal para el ministro de 
Marina se recoge igualmente la propuesta de Rovira, incluyendo también la salida norteamericana de 
Morón.  
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 Reiniciadas las reuniones oficiales, por parte española se abordó la 
renegociación de las facilidades. Tras exponer el subsecretario de Asuntos Exteriores un 
extenso estudio comparativo de la evolución de la situación estratégica en 1953 y 1975, 
poniendo de manifiesto la buena disposición demostrada por España hacia la OTAN, así 
como la utilidad que de forma indirecta obtenía la Organización de las facilidades 
disfrutadas por los Estados Unidos, pese a lo cual no se había detectado el menor gesto 
de buena disposición hacia España por parte de la Alianza53. Dicho esto, Rovira 
concluía en que había llegado el momento de cancelar cualquier tipo de utilización, 
directa o indirecta, de la Alianza de ninguna de las instalaciones españolas puestas a 
disposición de las fuerzas norteamericanas. 
 
 La delegación norteamericana no alteró su posición, señalando que los analistas 
del departamento de Estado habían llegado a la conclusión de que las perspectivas de 
que España entrase en la OTAN, eran a largo plazo positivas, pero que a corto plazo 
eran escasas y no podían contemplar esta posibilidad durante las negociaciones en 
curso. Consideraban que la cancelación de facilidades a los Estados Unidos, lejos de 
favorecer la entrada de España en la OTAN, la dificultaría y debilitaría los esfuerzos 
que desde Washington se estaban haciendo para modificar la postura de algunos países 
miembros. En este sentido, McCloskey destacó la contradicción de la postura española, 
que insistía por un lado en su vocación de participar en la defensa de occidente y, por 
otra, planteaba la posible reducción de las facilidades concedidas a los Estados Unidos 
con la finalidad de evitar su utilización indirecta por los miembros de la OTAN. Por 
otra parte, insistía en la absoluta imposibilidad de llegar a contemplar un compromiso 
de defensa bilateral, ya que esta posibilidad era rechazada por el Congreso, no sólo para 
el caso de España, sino para cualquier otro país. 
 
 Finalmente, la delegación española realizó un análisis de la contribución 
norteamericana a la potenciación de sus Fuerzas Armadas, estimando que los 
norteamericanos debían estudiar y proponer la forma de concretar esta ayuda, tanto en 
                                                 
53 Días después de esta ronda, en la prensa española se recogían nuevas declaraciones del secretario 
general de la Alianza Atlántica felicitándose por la marcha de las negociaciones hispano-norteamericanas 
y añadiendo que «una eventual inclusión de los españoles en el área del Tratado Atlántico debe recibir la 
unanimidad absoluta de todos los miembros». Esta información recogía la oposición del “bloque nórdico” 
(Bélgica, Holanda, Dinamarca, Noruega e Islandia) por razones políticas y la ambigüedad francesa e 
inglesa sobre un posible ingreso español en la Organización, alentado por Washington entre los aliados. 
Informaciones, 17 de marzo de 1975. 
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lo referente a infraestructuras y coproducción industrial y tecnología, como en la 
entrega urgente de material moderno y de ciertos tipos de armamento que eran de 
interés para las Fuerzas Armadas españolas. McCloskey prometió comentar estas 
cuestiones en la siguiente ronda a celebrar en Madrid54. 
 
Quinta Ronda 
 Hasta el momento, las posiciones no habían variado sustancialmente al inicio de 
esta ronda, que tendría lugar en Madrid entre el 2 y el 4 de abril. Sin embargo, la 
duración e intensidad de sus sesiones la convirtieron en la que tuvo un mayor contenido 
hasta la fecha. 
 
 En la entrevista previa al inicio de las sesiones, McCloskey transmitió a Rovira 
que por instrucciones especificas de Kissinger, los Estados Unidos iban a hacer un 
importante esfuerzo a favor de España en el marco de la Alianza, habiéndole sido 
cursadas instrucciones al embajador norteamericano en la Alianza para facilitar que el 
resto de aliados aceptaran la vinculación que acordasen entre Madrid y Washington. 
  
 Seguidamente, el almirante Hannifin informó de la posibilidad de que el Estado 
Mayor Combinado pudiera quedar bajo una dependencia orgánica compatible con el 
Mando Supremo Aliado de Europa (SACEUR), en la que las fuerzas asignadas de 
ambos países sólo se pondrían a las órdenes de dicho mando en caso de guerra o 
ejercicios combinados. A continuación puso de manifiesto que la sugerencia de medidas 
de reducción del uso de instalaciones españolas por la OTAN, incluso su supresión, 
sería recibido como un gesto inamistoso por parte de los países aliados55. 
 
 Gutiérrez Mellado consideró muy positivas y tranquilizantes las ideas expuestas 
sobre el Estado Mayor Combinado y el mando propuesto con posible participación en el 
                                                 
54 Acta sobre la cuarta reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del Acuerdo 
de Amistad y Cooperación. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. A su vez, 
DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 209 comenta el contenido del memorándum de la comisión 
militar norteamericana elaborado para los altos mandos en Washington tras conclusión de la ronda. 
55 En este sentido, la exposición del representante militar norteamericano implícitamente reconoce el 
disfrute de las facilidades de los Estados Unidos en España del que la OTAN se beneficiaba 
indirectamente. Hannifin indicó que era difícil expresar el valor de una determinada facilidad para los 
Estados Unidos o para la Alianza Atlántica, ya que la aportación norteamericana en la defensa atlántica 
evaluaba la presencia en España y que caso de no poder seguir comprometiendo las facilidades en las 
bases españolas los Estados Unidos tendría que relocalizar dicha contribución a la OTAN desde otras 
zonas del mapa. 
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SACEUR. Formuló, sin embargo, su reserva sobre los planes de Defensa a elaborar 
conjuntamente entre España y los Estados Unidos, especialmente en relación con los 
que existieran de la OTAN. La parte española consideraba que cabían dos 
interpretaciones al respecto, inclinándose por la segunda: 
 
a) Que los planes hispano-norteamericanos estuvieran verdaderamente integrados 
con los de la Alianza Atlántica y los americanos utilizaran el eufemismo de la 
compatibilidad para mantener la reserva de los planes de la OTAN frente a 
países que no sean miembros. 
b) Que los planes bilaterales estuviesen por encima a los de la OTAN en esta zona 
y, por tanto, a la hora de la verdad, cuando haya que escoger la aplicación de 
unos u otros, fueran los bilaterales los que tuvieran preponderancia. 
 
 En sus argumentaciones, la elaboración de planes superpuestos daría lugar a que 
el Estado Mayor Combinado no seria «siquiera un Estado Mayor de planeamiento, sino 
un Estado Mayor de adiestramiento para el planeamiento» y su interés sería menor. No 
obstante, añadía el general Gutiérrez Mellado, los planes integrados presentaban para 
España ventajas positivas: la defensa de España participaría en la defensa de Europa y 
viceversa; con o sin tratado o garantía de defensa existiría, implícitamente, un principio 
de garantía de defensa de España y se daría lugar a la compenetración de las tropas y 
cuadros de mando españoles con los de los países de la OTAN (doctrinas, 
telecomunicaciones, ejercicios…) con todas sus consecuencias de cara una futura 
adhesión española. 
 
 En la sesión del día 4, el subsecretario de Asuntos Exteriores español planteó la 
hipótesis tercera, esta vez formalmente. Esta propuesta pretendía reducir las 
prestaciones para reequilibrar el convenio y, en síntesis, consistía en la aceptación por 
España de un Acuerdo sin cláusula de garantía y concesión de las facilidades actuales 
con las siguientes salvedades: 
 
a) Retirada de Rota de los submarinos con armamento nuclear y eliminación en 
todo el territorio español de cualquier depósito de armas o componentes 
nucleares. 
b) Retirada de los aviones cisterna de aprovisionamiento en vuelo. 
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c) Pase a situación de reserva de las facilidades norteamericanas en Torrejón y 
Morón, previo acuerdo económico para su mantenimiento. 
d) Creación del mando y del Estado Mayor Combinado que se responsabilicen de 
la zona de interés común, dependientes del mando americano en Europa. 
e) Compromiso para realizar el esfuerzo necesario para dotar de armamento y 
equipo adecuado a las fuerzas españolas. 
f) Cese de las facilidades de que viene disfrutando la OTAN. 
 
 Esta posición fue recibida por la delegación norteamericana con profunda 
decepción. En las exposiciones de resumen, al final de la ronda, se mantuvieron las 
posiciones, declarándose por parte española que su postura no era inflexible, sino 
negociable, y que sólo se perseguía alcanzar un mayor equilibrio entre las dos partes56. 
 
 Con anterioridad a la sexta ronda tuvo lugar a finales de mayo en Bruselas la 
cumbre primaveral de la OTAN. En ésta, la administración norteamericana iba a jugar, 
públicamente, la carta española en la Organización. En vísperas, la prensa española 
prestó especial atención al posible desenlace la reunión primaveral de la Alianza, con un 
tono de la información verdaderamente optimista ante la inminente interjección de los 
Estados Unidos en Bruselas. Máxime, con la aparición en el diario ABC de una 
entrevista con el embajador norteamericano en España, Stabler, en la que el diplomático 
albergaba esperanzas de modificar la postura de los aliados para entrada España en 
OTAN57. 
 
 Efectivamente, la diplomacia estadounidense trabajó para que el presidente Ford 
recibiese en la Cumbre un reconocimiento de los países miembros sobre el papel de 
España en la defensa occidental. En la intervención del presidente norteamericano en la 
reunión de jefes de Estado, se refirió a España en los siguientes términos: «Debemos 
comenzar a considerar ahora la manera de establecer el acercamiento de España a la 
defensa de Occidente. España ha aportado, y continúa haciéndolo, una contribución 
                                                 
56 Acta sobre la quinta reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del Acuerdo 
de Amistad y Cooperación y Síntesis de la quinta ronda de conversaciones sobre los convenios hispano-
norteamericanos (Madrid, del 2 al 4 de abril de 1975), elaborada para el ministro de Marina. Notas de 
trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. Desde del punto de vista norteamericano, 
DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 210. 
57 La entrevista con el embajador Stabler en ABC, 23 de mayo de 1975. Algunas informaciones previas a 
la celebración de la Cumbre en ABC, 21 de mayo de 1975 o Informaciones, 22 de mayo de 1975. 
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importante a la seguridad militar occidental como resultado de sus relaciones bilaterales 
con los Estados Unidos». La prensa también recogía cierta expectativa por conocer la 
reacción a esta interjección estadounidense en la Alianza, que se conocería al día 
siguiente58. 
 
 Los resultados del planteamiento esgrimido por Ford no fueron los esperados. 
Los Estados Unidos no lograban superar la oposición de los países nórdicos, Holanda, 
Bélgica, Canadá o Inglaterra por realizar un acercamiento de la Alianza Atlántica a 
España. La naturaleza del régimen franquista hacía inviable cualquier tipo de 
reconocimiento de España en la OTAN. De este modo, en el comunicado final de la 
reunión de jefes de Estado no había mención alguna de España. 
 
 El esfuerzo de Ford fue inútil aunque revelador. A las preguntas de los 
periodistas, Ford respondió con resignación, apostando por la fluidez de relaciones 
hispano-norteamericanas, de cara a al consecución del nuevo acuerdo, cuestión que 
abordaría personalmente en su inminente visita a Madrid tras el Consejo Atlántico59.  
 
 La estancia de Ford en la capital española fue de veintidós horas60. Esta visita 
convino en calificarse como un evidente gesto amistoso y de apoyo político a Franco, 
tras la infructuosa iniciativa de Ford en Bruselas. Un buen ejercicio de relaciones 
públicas, aunque había quien apuntaba hacia el interés de los Estados Unidos en conocer 
sobre el terreno cómo sería el postfranquismo y la incidencia de la revolución 
portuguesa en España61. 
 
 A su llegada, el día 31, tenía lugar en El Pardo una entrevista entre Franco y el 
presidente Ford, a la que asistieron también Arias Navarro, Kissinger, Cortina y Perinat. 
Tras la entrevista con Franco tuvo lugar en La Moncloa -antigua residencia para 
                                                 
58 ABC, 28 de mayo de 1975. La narración del secretario de Estado de Estado de esta intervención en 
KISSINGER, H.: Years of Renewal, Nueva York, Simon&Schuster, 1999, pp. 632 y 633. 
59 Informaciones, 31 de mayo de 1975. 
60 Ford había acudido con anterioridad a España en su calidad de vicepresidente de la Administración 
Nixon como representante de los Estados Unidos al funeral del almirante Carrero Blanco a finales de 
1973, sosteniendo entonces una entrevista con el jefe del Estado, por lo que Franco y Ford se conocían 
personalmente. 
61 Era el caso de la prensa francesa, recogida por el corresponsal en París de ABC el 1 de julio de 1975. 
Por otra parte, reconocidos partidarios de una retirada de los norteamericanos de suelo español incidían en 
sus argumentos durante la presencia de Ford en España. Era el caso de los antiguos ministros de Asuntos 
Exteriores Castiella y Martín Artajo en sus respectivas declaraciones al diario Ya de 31 de mayo de 1975. 
 266
visitantes ilustres a la capital española- un almuerzo de trabajo Tras el almuerzo los 
Príncipes acudían a saludar al matrimonio Ford, celebrándose un extenso encuentro 
entre Ford y el Príncipe que despertó especial interés entre los observadores de ambos 
países, por cuanto pudiera haberse abordado el tema de la transición política española62.  
 
Sexta ronda 
 Como elemento de juicio previo a las sesiones que completaron la sexta ronda 
hemos de considerar las nuevas indicaciones que desde Washington le hacían llegara a 
McCloskey. En el informe enviado al embajador jefe de la delegación norteamericana 
se recogían las consideraciones de la Junta de Jefes de Estado Mayor de los Estados 
Unidos. En síntesis, se señalaba el negativo impacto en las operaciones estadounidenses 
en el Mediterráneo en caso de un posible realojamiento de los aviones cisterna fuera de 
España así como la reducción de la capacidad y operatividad de las fuerzas aéreas de la 
OTAN en situación de crisis en caso de confirmarse el tránsito de la base de Torrejón a 
situación de stand by. Del mismo modo, la posición expresada por la delegación 
española de que debía ponerse punto final a todas las fuerzas y facilidades 
norteamericanas de la OTAN establecidas en España era considerada como el mayor 
revés potencial, debido a que todas las fuerzas y facilidades de los Estados Unidos en 
España estaban enmarcadas en la Alianza Atlántica63. 
 
 Con estos antecedentes se celebró en Washington la sexta sesión de 
negociaciones, entre el 16 y el 19 de junio, iniciada con el ofrecimiento norteamericano 
de que el marco del acuerdo fuera un convenio aprobado por los dos tercios del Senado, 
con lo que aumentaba el rango jurídico del mismo, aunque debía excluirse, sin duda, la 
posibilidad de una cláusula de defensa. También las facilidades fueron objeto de un 
posible ajuste, admitiendo McCloskey las siguientes posibilidades en la disminución de 
las facilidades norteamericanas en España, ordenadas de menor a mayor perjuicio para 
sus intereses: 
 
a) Supresión de cualquier depósito de elementos nucleares en territorio español. 
                                                 
62 Así lo atestigua la crónica del diario Informaciones el 2 de junio de 1975. 
63 Estos presupuestos se encuentran en la carta del asistente del departamento de Defensa Ellsworth al 
embajador McCloskey en la que se incluye el memorándum elaborado desde la Junta de Jefes de Estado 
Mayor norteamericana JCSM-213-75 «Spanish Base Negotiations», con fecha de 5 de junio, facilitados 
por DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 213-215.  
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b) Abandono total de la base de Morón. 
c) Traslado de los aviones cisterna a Inglaterra. 
d) Retirada de los submarinos nucleares de Rota en el plazo de cuatro o cinco años. 
e) Retirada del Ala de Caza 401 de Torrejón. 
f) Abandono del polígono de tiro de las Bárdenas Reales, con posible abandono de 
la base de Zaragoza64. 
 
 En relación con la ayuda militar, la parte norteamericana ofreció un crédito de 
500 millones de dólares al 7,5% de interés a reintegrar en 10 años con los dos primeros 
de carencia. Igualmente añadieron un crédito a fondo perdido -entiéndase un grant, una 
donación- para el adiestramiento. En las sesiones de las comisiones militares hubo un 
intercambio de puntos de vista aclaratorios en relación con la ayuda militar y los 
sistemas de financiación, comprometiéndose la parte española a facilitar unas listas de 
necesidades para que por parte norteamericana se estudiaran las formulas más 
adecuadas para poder atenderlas65. 
 
Séptima ronda 
 Con fecha anterior a la séptima ronda de negociaciones, celebrada en Madrid 
entre el 30 junio y el 3 de julio de 1975, las instrucciones que la delegación española 
había recibido eran claras sobre la actitud a mostrar frente a los negociadores 
norteamericanos. Tras la exposición norteamericana sobre la jerarquización de la 
disminución de las instalaciones y facilidades en España, la línea de negociación 
española sostenía que caso de no llegarse a un acuerdo había que dar sensación de 
firmeza e incluso de intransigencia, puesto que los norteamericanos parecían no 
considerar suficientemente la postura española66. 
                                                 
64 Tal y como señalara otro integrante de la delegación norteamericana, el abandono norteamericano de la 
base aérea de Wheelus (Libia) en 1969, el binomio formado por la base de Zaragoza y el polígono de las 
Bárdenas Reales adquirió una gran importancia para el entrenamiento de las Fuerzas Aéreas de los 
Estados Unidos en Europa. De ahí que su mantenimiento resultara un objetivo central en las 
negociaciones. BARRINGER, P.E.: «A Defense Perspective...», p. 23. 
65 Acta sobre la sexta reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del Acuerdo 
de Amistad y Cooperación. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. Del mismo modo, 
véase el memorando enviado al departamento de Estado por parte de la delegación española en 
DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 215 y 216. Es de destacar que la información de esta ronda 
difundida por la prensa española quedaba muy lejos de reflejar los verdaderos temas que se habían 
abordado en esta ronda, limitándose a reflejar el contenido del comunicado oficial conjunto acordado por 
ambas delegaciones. Véase ABC e Informaciones de los días 19 y 20 de junio de 1975. 
66 Instrucciones para la séptima ronda negociadora hispano-norteamericana. 24 de junio 1975. Notas de 
trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. 
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 En esta tónica, el subsecretario Rovira transmitió la propuesta española en la que 
se ofertaba mantener a disposición de los Estados Unidos las facilidades navales de 
Rota, incluyendo el acceso de submarinos nucleares; los depósitos de combustible y 
munición de Cartagena, El Ferrol y Rota; las estaciones troposféricas de Soller, 
Humosa, Guardamar, Hinojosa y Menoría y las estaciones “Loran” de Estaca de Vares y 
Estartit. Esta propuesta incluía la finalización de todas las demás facilidades, incluidas 
las Bárdenas Reales, Zaragoza, Morón y Torrejón, así como la de los aviones cisterna 
de aprovisionamiento. Rovira reiteró, sin embargo, que España mantendría todas las 
facilidades actuales si se estableciera una relación satisfactoria con la OTAN, cosa que 
hasta el momento no parecía viable. La delegación norteamericana recibió la propuesta 
considerándola negociable, reservando su contestación hasta que fuese estudiada por sus 
autoridades de Washington. 
 
 Las comisiones militares se reunieron aparte para estudiar y discutir las listas de 
material presentadas por parte española. En esta reunión se comentó por parte 
norteamericana que la propuesta española sobre facilidades, en la que se eliminaban casi 
todas las de apoyo a las fuerzas aéreas, disminuía el interés de la ayuda, al mismo 
tiempo que se hizo eco de la excesiva cifra solicitada por parte española en concepto de 
material militar -2.000 millones de dólares- calificándola de inalcanzable por la política 
presupuestaria del Congreso67. 
 
 Las sesiones de esta ronda finalizaron con el mensaje por parte norteamericana 
que calificó la última propuesta española como severa y grave, añadiendo que colocaba 
a los Estados Unidos en el límite de lo aceptable68. 
 
Octava ronda 
 Transcurrió entre el 21 y el 23 julio en Washington69. Esta ronda comenzó con la 
intervención norteamericana, en la que transmitía a sus colegas españoles el impacto 
                                                 
67 Punto que no pasó desapercibido ente algunos medios de comunicación españoles, según filtraciones 
norteamericanas, tal y como señalan CHAMORRO, E. y FONTES, I.: Las bases…, p. 285. 
68 Acta sobre la séptima reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación y Síntesis de la séptima ronda de conversaciones sobre los convenios 
hispano-norteamericanos. Madrid, del 30 de junio al 3 de julio de 1975 para el ministro Pita de Veiga. 
Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. 
69 Unos días antes, un memorando del National Security Council de los Estados Unidos expresaba el lento 
avance y la falta de progreso de las negociaciones en curso y reconocía la necesidad de que la OTAN 
expresara de alguna forma el papel de España en la defensa occidental. «National Security Council. 
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que sus propuestas de la ronda anterior habían producido en el departamento de 
Defensa, especialmente en la Junta de Jefes de Estado Mayor. De momento, y para 
decepción de los representantes españoles, la delegación norteamericana no podía dar 
contestación a las mismas, esperando poder hacerlo en la próxima reunión de Madrid. 
 
 Por parte de delegación española se destacó el contenido del discurso del 
presidente Ford en su visita a Madrid a finales de mayo, del que existía un párrafo de 
especial interés según destacaron: 
 
«Como se reconoce en la Declaración de Principios de 1974, nuestra labor 
común ha robustecido la causa de la paz. España, mediante su cooperación 
bilateral de defensa con los EEUU, hace una aportación muy importante a la 
defensa occidental. De esta cooperación se han beneficiado otras naciones de la 
comunidad atlántica. De todo ello estamos dispuestos a sacar consecuencias 
prácticas en nuestras relaciones bilaterales»70. 
 
 
 A cerca del contenido de la ayuda militar, por parte norteamericana  se valoraron 
las nuevas peticiones de material españolas, apreciándolas, en esta ocasión, en unos 
1.500 millones de dólares, que seguían excediendo en mucho las posibilidades 
norteamericanas de ayuda71. En este sentido, dado el malestar norteamericano causado 
por la propuesta española de reducción de instalaciones y facilidades, por parte de la 
comisión militar se barajaba la posibilidad de obviarse mención alguna a la ayuda, en un 
intento de superar el concepto de uso de las bases como contrapartida a la ayuda 
militar72.  
 
 La delegación española incidió una vez más en los argumentos ya señalados en 
relación con los países de la OTAN. En esta ocasión, Rovira procedió a leer un 
                                                                                                                                               
Memorandum for general Scowcroft», 19 de julio de 1975. Gerard Ford Library, citado por TUSELL, J. y 
QUEIPO DE LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre. Carlos Arias Navarro, entre el franquismo y la 
transición (1973-1976), Barcelona, Crítica, 2003, p. 212. 
70 Párrafo tomado de las notas de trabajo de Ángel Liberal, extraído de las palabras del presidente Ford en 
su reciente visita. El subrayado es suyo. 
71 La estimación de la solicitud española en forma de material militar, vía concesión de créditos, resultaba 
relativa dado que se realizaba en virtud de la valoración económica del material militar llevada a cabo por 
los estadounidenses. Testimonio de Ángel Liberal al autor. 
72 Así lo recoge el propio testimonio de Gutiérrez Mellado, véase GUTIÉRREZ MELLADO, M.: Un 
soldado de España. Conversaciones con Jesús Picatoste, Madrid, Arcos-Vergara, 1983, pp. 139-141. Por 
su parte, en la interpretación norteamericana, la reducción de facilidades era precisamente consecuencia 
de que la ayuda ofertada por los Estados Unidos no era la esperada. Mensaje del general Robertson al 
departamento de Defensa, citado en DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 217. 
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documento firmado por el ministro Cortina en el que se subrayaba que España no exigía 
ni pedía su ingreso en la Organización, sino una relación defensiva con la misma, ya 
que quería terminar con la discriminación que suponía poner sus instalaciones al 
servicio de la Alianza mientras le era negada toda relación de cooperación en la defensa 
común. Se deseaba tener una participación activa en lugar de la simplemente pasiva: la 
utilización de su territorio, razón por la cual se insistía en impedir que los países de la 
OTAN se beneficiasen de las facilidades concedidas a los Estados Unidos y era 
necesaria su reconsideración. Los mismos argumentos mantenidos meses atrás73.  
 
 Ambas delegaciones coincidieron en afirmar lo poco que se había avanzado 
hasta la fecha74. Como consecuencia de la proximidad de la caducidad del Acuerdo de 
Amistad y Cooperación consideraron conveniente fijar en diez rondas el plazo para la 
negociación, transcurrido el cual ambas delegaciones plantearían a sus respectivos 
Gobiernos las divergencias existentes para que se intentara la solución al más alto nivel 
político75. 
 
Novena Ronda 
 Por parte española se esperaba con cierta expectación la novena ronda, que tuvo 
lugar en Madrid, los días 16 a 21 de agosto, con la contestación norteamericana a la 
propuesta española de la séptima ronda, que no había sido respondida por la delegación 
norteamericana en la ronda anterior. Con todo y de forma paralela a los entresijos de las 
rondas negociadoras, hacia el verano de 1975 se percibía en Madrid una sensación de 
parálisis del ejecutivo, con un Arias distanciado de Franco, del que se evidenciaba sus 
días estaban cercanos a terminar76. 
 
 La contrapropuesta inicial norteamericana causó decepción en los representantes 
españoles. A su juicio, ésta no suponía ningún avance en su posición ya conocida: 
nuevo acuerdo con aprobación por el Senado; creación del Estado Mayor Combinado de 
                                                 
73 Respuesta del ministro de Asuntos Exteriores al documento que el embajador Stabler entregó al 
ministro el día 17 de julio. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. 
74 Para algún comentarista, los Estados Unidos estarían ganando tiempo en la confianza de que con la 
caducidad del Acuerdo de 1970, el próximo mes de septiembre, obtendrían un acuerdo sin más dilación 
dada la importancia política que desde Madrid se le otorgaban a los convenios. Importancia acrecentada 
en momentos de decrepitud del general Franco. José María Carrascal en Pueblo, 21 de julio de 1975. 
75 Acta sobre la octava reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. 
76 TUSELL, J. y QUEIPO DE LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre…, p. 192 y ss. 
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Planeamiento y Coordinación con el EUCOM; 500 millones de dólares en créditos por 
cinco años; donación para la instrucción y apoyo a la industria de defensa. En el tema de 
la reducción de facilidades, la delegación norteamericana propuso la retirada de las 
armas nucleares de Rota y, tras un periodo de cinco años, de los submarinos, siempre 
que se autorizara la entrada de buques nucleares en otros puertos; aceptación de la 
responsabilidad por accidente derivado de la propulsión nuclear y el traslado de los 
aviones cisterna de la base aérea de Torrejón a la de Zaragoza77. 
 
 La delegación española rechazó esta contrapropuesta, que consideró 
desconcertante tras nueve meses de negociaciones y dada la proximidad de la fecha de 
cancelación. La situación también se consideró muy difícil para la delegación 
norteamericana que estudió, incluso, la posibilidad de regresar a Washington 
interrumpiendo la ronda78. En este estado de evidente tensión se celebró una nueva 
entrevista entre McCloskey y Rovira, resultando en la formulación de una nueva 
contrapropuesta por parte española. Ésta establecía plazo de duración del Convenio en 
tres años, e insistía en la retirada completa de los aviones cisterna. Así, se concretaron 
ad referendum tres alternativas en relación con el contenido de las facilidades a los 
Estados Unidos:  
 
Primera:  
- Rota con los submarinos nucleares durante el periodo de vigencia del acuerdo 
(sin depósitos nucleares en tierra) 
- Zaragoza y Bárdenas Reales (sólo para uso de las fuerzas de los EEUU 
destinadas en España) con las unidades propuestas en la oferta norteamericana. 
- Torrejón y Morón, suprimidas. 
 
Segunda: 
- Rota como base convencional, sin submarinos nucleares. 
- Zaragoza con las unidades descritas. 
- Polígono de las Bárdenas en la forma actual. 
- Torrejón, Morón suprimidas. 
                                                 
77 DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 217.  
78 El cabeza de delegación norteamericano tuvo la sensación de que las negociaciones se romperían en ese 
contexto, sin vislumbrar visos de reestablecerse a corto plazo. McCLOSKEY, R.: «The 1976 Treaty...», p. 
21. 
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Tercera: 
- Rota como base convencional 
- Torrejón en la forma actual, sin aviones cisterna 
- Supresión de Morón, Zaragoza, Las Bárdenas y de los submarinos nucleares. 
 
 La reacción norteamericana ante la exposición de Rovira fue de simple 
recepción de las propuestas españolas. McCloskey se comprometió a contestar la misma 
en la próxima ronda a celebrar en Washington en septiembre79. 
 
Décima Ronda 
 Durante los días 15 al 17 de septiembre tuvieron lugar las reuniones 
correspondientes a la décima ronda, que debía ser la última dada la proximidad de la 
fecha de caducidad del Acuerdo de 1970. Antes del día 26 debía adoptarse una decisión 
positiva y definitiva sobre la relación hispano-norteamericana o bien entrar en el 
periodo de desalojo de las fuerzas norteamericanas en España, dado el vacío jurídico en 
el que éstas se encontrarían. 
 McCloskey respondió a los planteamientos españoles de la novena ronda con 
una contrapropuesta basada en la segunda opción con alguna variante. Aceptaba la 
permanencia en Rota sin submarinos nucleares, si bien, con una retirada a medio plazo; 
asumía la retirada de Morón y Torrejón, con lo que estas bases quedarían en reserva, sin 
atender los Estados Unidos a sus gastos aunque conservando el derecho de recuperación 
en caso de conflicto armado con el Pacto de Varsovia. Al mismo tiempo proponían 
mantener un pequeño número de aviones cisterna en Rota o Zaragoza. En relación con 
la ayuda militar los representantes norteamericanos mantenían la oferta de créditos de 
500 millones de dólares para los próximos cinco años, a 100 millones por año.  
 
 En la posición de los representantes españoles no existía formula de avenencia 
que se correspondiera con las instrucciones y autorizaciones que tenían por parte del 
                                                 
79 Acta sobre la novena reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación y Síntesis de la novena ronda de conversaciones sobre los convenios 
hispano-norteamericanos (Madrid, del 16 al 21 de agosto de 1975) elaborada desde el Estado Mayor de 
la Armada para el ministro de Marina. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. La 
propuesta de Rovira es confirmada en por la documentación norteamericana emitida por McCloskey a 
Washington según puede verificarse en DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 218. 
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Gobierno, por lo que se rebatieron las propuestas norteamericanas insistiendo en el 
plazo de vigencia del Acuerdo de 197080. 
 
 A la luz de los acontecimientos, con esta ronda se consideraban concluidas las 
negociaciones oficiales. Según la letra del convenio en vigor, el 26 de septiembre se 
tendrían que cancelar los Acuerdos, aunque en la entrevista que tenían prevista los 
ministros de Asuntos Exteriores se esperaba pudiera concretarse la forma de proseguir 
las negociaciones durante el año de evacuación previsto en el Convenio. Efectivamente, 
por parte del departamento de Estado se valoró esta ronda como una clarificación de los 
preparativos del encuentro previsto para el próximo día 22 entre Cortina y Kissinger, 
donde la diplomacia norteamericana depositaba buena parte de sus esperanzas para 
desbloquear la situación evidenciada por las delegaciones negociadoras81. 
 
 
 
3. La consecución del Tratado 
 
3.1. La entrevista Kissinger-Cortina. El Acuerdo Marco 
 En la delegación norteamericana se había venido trabajando en la convicción de 
que el interés principal español en mantener la relación bilateral con los Estados Unidos 
no era tanto por participar en la defensa aliada como en el reconocimiento que de ella 
pudiera derivarse de cara al resto de la Europa occidental. Si atendemos al testimonio de 
uno de sus integrantes, de ello fueron conscientes desde un principio en el equipo 
negociador norteamericano82. Agotadas las diez rondas programadas para la 
negociación e inmediata la fecha de caducidad de los convenios, las conversaciones 
quedaban en suspenso a la espera de la próxima entrevista que Cortina y Kissinger iban 
a celebrar y que podía cambiar la situación existente83. 
                                                 
80 Acta sobre la décima reunión entre las delegaciones española y americana para la revisión del 
Acuerdo de Amistad y Cooperación. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor. 
81 DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 218 y 219. 
82 BARRINGER, P.E.: «A Defense Perspective...», pp. 24 y 25. 
83 Algunos autores han señalado la disensión existente en el departamento de Estado tras la 
improductividad de las negociaciones. Mientras una parte de la administración exterior norteamericana 
encabezada por Kissinger era partidaria de firmar un acuerdo cuanto antes, otro sector consideraba 
oportuno esperar acontecimientos, confiando, sin duda, en el carácter simbiótico que había adquirida la 
larga relación bilateral y la disposición última de los responsables gubernamentales españoles, contrarios 
al desmantelamiento de la presencia estadounidense en España. Así lo apuntan CHAMORRO, E. y 
FONTES, I.: Las bases…, p. 289 y MARQUINA, A.: España en la política…, p. 879. 
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 Por parte española, aunque el estado de salud de Franco estaba muy deteriorado, 
su predisposición a renovar los convenios con los Estados Unidos está sobradamente 
argumentada. Su participación directa fue menor que en ocasiones anteriores, a pesar de 
que se le daba puntual información después de cada ronda. Pero su capacidad de toma 
de decisiones reflexionadas estaba muy limitada, siendo usual en estos meses la 
justificación de decisiones políticas por parte de los distintos ministros aduciendo un 
supuesto respaldo por parte de Franco84. De estas consideraciones y dada la 
personalidad de Cortina, hombre muy cercano a El Pardo, se deriva un protagonismo 
del ministro y del mismo Arias en la evolución de los acontecimientos85. 
 
 El ministro de Asuntos Exteriores se trasladó a los Estados Unidos con motivo 
de la apertura de la Asamblea General de Naciones Unidas el día 22 de septiembre. Tras 
un primer encuentro en Nueva York, se esperaba que en posteriores entrevistas a 
celebrar a partir del día 26 en Washington se fijaran definitivamente las bases del 
acuerdo86. En estas conversaciones entre Cortina y Kissinger se rubricaban los acuerdos, 
anunciándose seguidamente la consecución de un nuevo Acuerdo Marco entre España y 
los Estados Unidos y fijándose la fecha de 15 de noviembre como la prevista para la 
firma del nuevo convenio.  
 
 A las entrevistas entre Kissinger y Cortina no asistiría ningún representante de la 
delegación negociadora española. Además del ministro de Asuntos Exteriores, por parte 
española solamente estuvo presente en las conversaciones el embajador en Washington, 
Santiago Alba, así como, en determinados momentos el secretario de embajada 
Dicenta87. Por parte norteamericana asistieron el embajador en Madrid, Stabler, y, a casi 
                                                 
84 Testimonios de la autonomía y discrecionalidad con que los integrantes del Gobierno entonces tomaban 
decisiones en sus ámbitos de competencia teóricamente apoyados por el jefe del Estado en PRESTON, P.: 
Franco, Caudillo de España, Barcelona, Grijalbo Mondador, 1998, p. 814 y TUSELL, J. y QUEIPO DE 
LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre…, pp. 20 y ss. 
85 Para un cercano colaborador del ministro Cortina, Arias tenía mucho interés en concretar el acuerdo 
con los Estados Unidos, en un contexto de creciente desorden y protestas internas. Testimonio de Luis 
Guillermo Perinat al autor.  
86 Cortina mantuvo cuatro entrevistas con Kissinger en su estancia en los Estados Unidos. Contactos que 
hubieron de ser discretos, si atendemos al clima de hostilidad internacional contra el Régimen. En el 
momento de la intervención de Cortina en la Asamblea General, numerosos jefes de delegación 
extranjeros abandonaron la sala en señal de protesta. El mismo día 26, Franco confirmaba la ejecución de 
cinco miembros de las bandas terroristas FRAP y ETA, consumadas el día siguiente. La tormenta política 
y la repulsa internacional hacia el régimen franquista aconsejó aplazar acuerdo alguno para este primer 
encuentro.  La Vanguardia, 25 de noviembre de 1975. 
87 El Director General para Norteamérica, Medio y Extremo Oriente acompañó al ministro a Washington, 
pero no participó en esas reuniones. Testimonio de Luis Guillermo Perinat al autor. 
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todas ellas, McCloskey. De estas conversaciones entre Cortina y Kissinger no se 
conocen datos concretos ni acta alguna. El ministro mantuvo una total discreción 
respecto a las mismas hasta el día 13 de octubre, cuando hizo entrega a los ministros 
asistentes a la Junta de Defensa celebrada aquel día de un ejemplar del contenido del 
Acuerdo Marco acordado fechas atrás. Como veremos a continuación, el silencio del 
ministro, además de provocar en la delegación española un considerable grado de 
sorpresa y rubor, junto a lo que adivinamos cierta indignación contenida, daría pie a 
posteriores malos entendidos entre los representantes en las negociaciones, una vez que 
éstas se reanudaran. Entre otras cosas porque Cortina había infravalorado partes que 
durante los diez meses había constituido el caballo de batalla de la delegación española: 
la disminución de la presencia norteamericana, la rebaja en el uso de las bases españolas 
y el volumen de la ayuda militar88. 
 
  Tras lo acordado por los cancilleres, se hacía público un comunicado conjunto  
en los siguientes términos: 
 
«El secretario de Estado, Kissinger, y el ministro de Asuntos Exteriores, Cortina, 
han dado por terminadas una serie de reuniones a lo largo de estas dos últimas 
semanas, conviniendo un nuevo acuerdo-marco que regula las relaciones de 
cooperación entre Estados Unidos y España. El nuevo acuerdo viene a 
reemplazar al que se negoció en 1970 y que expiró el 25 de septiembre. Ambos 
ministros acordaron también que los grupos de trabajo procedan acto seguido a 
reanudar sus actividades respecto a los textos complementarios que deberán ser 
concluidos antes de que el nuevo acuerdo sea aplicado»89. 
 
 
 Quedaba así asumido que el Acuerdo Marco pasaba a ser un nuevo acuerdo 
ejecutivo entre España y los Estados Unidos. Verdaderamente, aquél materializaba el 
íntimo deseo de los gobernantes españoles, léase Franco y Arias, de que se firmase un 
acuerdo a toda costa. Por parte norteamericana se entendía beneficioso, al mantener las 
bazas principales de su relación con España: el mantenimiento del uso de las bases y la 
presencia estadounidense90.  
                                                 
88 Testimonios de Luis Guillermo Perinat y Ángel Liberal al autor. Por parte norteamericana tuvo mayor 
difusión lo acordado por Kissinger y Cortina, llegando incluso a ofrecerse esta información a la 
delegación española al no haber sido recibida por parte del ministro de Asuntos Exteriores. EATON, 
S.D.: The forces of freedom…, p. 22. 
89 La Vanguardia, 5 de octubre de 1975. 
90 VIÑAS, A.: En las garras…, p. 424.  
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 La reanudación de las negociaciones tuvo lugar en Madrid el día 15 de octubre, 
previa reunión entre el ministro Cortina y el jefe de delegación norteamericana, el 
embajador McCloskey91. Así, McCloskey hizo saber a la delegación española que si 
bien sólo se había rubricado el Acuerdo Marco, los Acuerdos Complementarios 
parecieron satisfactorios al ministro. Concretamente se refirió al contenido del primer 
artículo del Acuerdo Complementario número 6, relativo a las facilidades y a los 
términos de la ayuda militar del Acuerdo número 7, textos que los norteamericanos 
habían redactado y habían llevado a Madrid para su discusión92. Tras expresar el 
subsecretario Rovira su extrañeza al no tener conocimiento de la situación, las 
delegaciones pasaron a repasar los acuerdos complementarios sobre la base de la 
conformidad de Cortina al respecto. Fijado el texto principal del Acuerdo, la tarea que 
les correspondía las delegaciones negociadoras era la de perfilar los acuerdos 
complementarios de cara a la firma oficial del nuevo texto en la fecha prevista del 15 de 
noviembre93. 
 
 Tras efectuar consultas, el día 16 Rovira hizo constar que Cortina sólo se había 
comprometido con lo que estaba rubricado. Es decir, con el Acuerdo Marco, sin que 
existiera ningún compromiso aceptado sobre las facilidades ni sobre la ayuda militar. 
Esta apreciación fue rebatida por el representante estadounidense, insistiendo en que el 
acuerdo-marco fue aceptado en el entendimiento de que los problemas sobre las 
facilidades y la ayuda militar recogidos en los Acuerdos Complementarios 6 y 7, 
estaban resueltos. Como forma de presión confirmó que así se había informado al 
presidente de los Estados Unidos, habiendo quedado asumido como parte de la política 
                                                 
91 En este encuentro, desconocido por parte de la delegación española, el ministro supuestamente habría 
consensuado con el embajador norteamericano los términos definitivos del Acuerdo Marco así como 
fijado posiciones sobre los siete acuerdos complementarios al acuerdo principal. Informe de la reunión 
entre las delegaciones española y americana. Madrid, 15 y 16 de octubre de 1975, 18 de octubre de 
1975. Notas de trabajo de Ángel Liberal consultadas por el autor 
92 La delegación norteamericana trabajaba con la máxima de que estos Acuerdos Complementarios habían 
sido convenidos por ambos ministros y por tanto tenían el mismo carácter de acuerdo firme que el 
acuerdo básico o Marco.  
93 El Acuerdo Complementario número 7 sobre el que trabajaron en estas sesiones de los días 15 y 16, 
relativo a la cuantía de la ayuda militar, establecía un préstamo de 120 millones de dólares anuales por 
cinco años, 15 millones en concepto de donación para material y un máximo de 50 como contribución 
para la modernización de la Red de Alerta y Control. Cifras que no variaron respecto al Tratado 
definitivo, firmado enero de 1976. 
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nacional norteamericana. Esta falta de entendimiento dio pie a que Rovira propusiera 
una nueva entrevista entre Cortina y McCloskey94. 
 
 Esta entrevista tuvo lugar al día siguiente, día 17. En contra de toda previsión, 
Cortina no convocó a Rovira a la misma ni tampoco le transmitió el contenido de ésta 
una vez finalizada95. Como resultado de la conducta contradictoria del ministro 
surgieron grandes dudas en la delegación española sobre quién habría de desplazarse a 
Washington para cerrar las negociaciones a primeros del mes de noviembre. 
 
 En un análisis de la situación de las negociaciones de finales de este mes de 
octubre, se considera en la delegación española una eventual próxima sucesión en la 
jefatura del Estado a corto plazo, con las consiguientes expectativas políticas. En el 
documento se recoge la opinión del ministro de Asuntos Exteriores, partidario de 
proseguir con la negociación manteniendo el mismo planteamiento y procediendo como 
si no se previese cambio político alguno, temeroso de que los norteamericanos pudieran 
retroceder respecto a lo concedido en el Acuerdo Marco96. No obstante, las dudas de los 
gobernantes españoles se resolvían favorablemente a sus pretensiones. Un mes antes de 
la desaparición de Franco, el 23 de octubre, la administración Ford anunciaba su 
voluntad de someter al Congreso la aprobación el Acuerdo hispano-norteamericano, 
                                                 
94 En una reunión posterior entre el almirante Liberal y el consejero político-militar de la embajada 
estadounidense, Breisky, éste le transmitió al representante español que le constaba por su embajador que 
en la primera entrevista entre Cortina y Kissinger en los Estados Unidos el ministro español había 
manifestado al secretario de Estado que no tuviera inquietud ni por las facilidades ni por el contenido de 
la ayuda militar, que lo verdaderamente importante era el Acuerdo Marco, que es lo que él había ido a 
negociar. Parece que éste es el origen del posterior malentendido, resultado, en definitiva, de las urgencias 
en Presidencia del Gobierno por obtener un nuevo convenio con los Estados Unidos. Informe sobre la 
entrevista entre el almirante Liberal y el representante militar de la embajada americana. 6 de 
noviembre de 1975. Notas de trabajo de Ángel Liberal. 
95 En una nota adicional al citado Informe de la reunión entre las delegaciones española y americana. 
Madrid, 15 y 16 de octubre de 1975 se recoge detalladamente que el subsecretario convocó en la mañana 
del día 18 a los cuatro oficiales de la comisión militar y les expuso la situación del día anterior. Rovira 
había recibido comunicación del ministro de que sería llamado a la reunión a celebrar con McCloskey 
para que constatara que todo el malentendido había sido una maniobra norteamericana. Por dos veces le 
dio su palabra de honor de que no había adquirido compromiso alguno respecto a las facilidades y la 
ayuda militar. Pese a que el subsecretario recordara al jefe del Gabinete del ministro que estaba pendiente 
del aviso de Cortina para la reunión a primera hora de la mañana, Rovira no fue llamado a la misma, 
abandonando su despacho en el Palacio de Santa Cruz a las 15:15 horas. La reunión se había celebrado 
previamente y Cortina abandonó el edificio ministerial sin comentarle nada al subsecretario de la 
entrevista recién concluida. Cuando al día siguiente ministro y subsecretario coincidieron en una reunión 
con otros diplomáticos y cargos del Ministerio, Cortina no hizo comentario alguno de la reunión con 
McCloskey del día anterior.  
96 Nota de actual situación de las negociaciones entre España y los Estados Unidos. 29 de octubre 1975. 
Notas de trabajo de Ángel Liberal. 
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predisposición a la que no fue ajena la posición de McCloskey como subsecretario del 
Departamento de Estado para las Relaciones con el Congreso97. 
 
 
3.2. El Gobierno de la Monarquía y el final de las negociaciones  
 El fallecimiento de Franco plantearía dudas adicionales en relación al fin de la 
negociación. Semanas más tarde de la desaparición del general, el presidente del 
Gobierno pronunciaba ante el pleno de las Cortes las líneas maestras de su política. 
Acerca de los asuntos de política de seguridad que «se están considerando las 
alternativas posibles con la Organización del Tratado del Atlántico Norte», al tiempo 
que añadía a la necesidad de «occidentalizar» la situación española con un reequilibro 
de los acuerdos con los Estados Unidos, en proceso de negociación98.  
 
 En la nueva situación, las preocupaciones norteamericanas oscilaban desde el 
mantenimiento del uso de las bases militares a una eventual eclosión del partido 
comunista al estilo portugués, tal y como el embajador Stabler hizo saber al recién 
nombrado ministro de Asuntos Exteriores99. El temor a una situación en España con un 
eventual ascenso irrefrenable de la oposición comunista alentaba a Kissinger a concluir 
el acuerdo cuanto antes. El Rey hubo de disuadir al secretario de Estado de acudir a 
Madrid a mediados de diciembre para la firma, indicándole la conveniencia de que se 
aplazara hasta el nombramiento del nuevo Gobierno100. A finales de año, el Senado 
norteamericano  aprobó una resolución de apoyo a al nuevo régimen español: 
 
«Dado que los Estados Unidos han tenido lazos históricos y mutuamente 
beneficiosos con España y dado que los Estados Unidos agradece la herencia y 
las influencias culturales españolas que han enriquecido la vida norteamericana. 
Y dado que el Senado de los Estados Unidos está muy interesado por una nueva 
era española bajo el reinado de Juan Carlos I, una era llena de promesas y 
esperanzas. Y dado que los ojos del mundo se centran una vez más sobre las 
                                                 
97 MARQUINA, A.: España en la política…, p. 881 y VIÑAS, A.: En las garras…, p. 424. 
98 «Discurso pronunciado por Carlos Arias Navarro, presidente del Gobierno, en el pleno de las Cortes 
españolas, el 28 de enero de 1976», en ARENAL, C. del y ALDECOA, F.: España y la OTAN. Textos y 
documentos, Madrid, Tecnos, 1986, pp. 213 y 214. 
99 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro de la monarquía, Barcelona, Planeta, 1977, pp. 14 y 15. 
Kissinger se había hecho eco de las situaciones políticas en España y Portugal afirmando que «los 
problemas de España y Portugal son propios de Occidente y responden a situaciones autónomas de cada 
nación, sin intervención alguna. Los países occidentales deben estar atentos al desarrollo de ambas 
situaciones, porque la Unión Soviética, sin intervenir directamente en ellas, podría obtener beneficios». 
En La Vanguardia, 12 de diciembre de 1975. 
100 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro..., p. 20. 
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transiciones de España. Por consiguiente, es sentir del Senado que se debe 
asegurar a Su Majestad Juan Carlos I y al pueblo español que los Estados Unidos 
desea que España progrese política y económicamente con estabilidad y justicia, 
y espera, además, que consiga pronto estos objetivos. El secretario del Senado 
transmitirá una copia de esta resolución a Su Majestad Juan Carlos I de 
España»101. 
 
 
 La proclamación de Juan Carlos como jefe de Estado a título de rey precipitó los 
acontecimientos. Los representantes norteamericanos en la negociación, tuvieron la 
impresión de que el Rey aceleró la consecución del texto al tiempo que la sustitución 
del octogenario dictador facilitó la modificación del rango jurídico del convenio en la 
forma de un tratado con aprobación del Senado, a pesar de las reticencias por parte de 
algunos miembros del Congreso norteamericano102.  
 
 El Rey no se opondría en absoluto a modificar lo sustancial del acuerdo Cortina-
Kissinger, confiando en la conveniencia de su mantenimiento. No obstante, la idea de 
que los Estados Unidos habían de realizar algún gesto público añadido, quizá con un 
aumento de créditos o donaciones para el equipamiento militar, de apoyo al proyecto 
reformista todavía por desvelar, estuvo presente en la primera conversación del Rey con 
el nuevo ministro de Asuntos Exteriores103.  
 
 En la práctica, la muerte de Franco puso en suspenso las conversaciones 
hispano-norteamericanas, aplazándose las reuniones previstas para el día 14 de 
noviembre hasta enero de 1976. Entonces quedó claro que la redacción de los textos 
complementarios que habían llevado a cabo el departamento de Estado y el Pentágono 
con la aquiescencia o desconocimiento de Cortina iba a ser, salvo mínimas e 
intrascendentes rectificaciones, los que pasaran a engrosar el grueso del acuerdo 
definitivo. Los norteamericanos impidieron en todo momento que las negociaciones 
subsiguientes se salieran del Acuerdo Marco asumido por Cortina104.  
 
                                                 
101 En CHAMORRO, E. y FONTES, I.: Las bases…, p. 294. 
102 McCLOSKEY, R.: «The 1976 Treaty...», p. 21. EATON, S.D.: The forces of freedom…, pp. 22 y 23 
también señala que desde la Casa Real se percibían prisas por concluir el nuevo acuerdo cuanto antes. 
103 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, p. 20.  
104 En los primeros días de enero, un equipo de expertos de la delegación española se trasladó a 
Washington para discutir los textos presentados por parte norteamericana y el Acuerdo de Desarrollo. 
Testimonio de Ángel Liberal al autor. 
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 Desde España se entendía primordial culminar la negociación con los Estados 
Unidos como muestra ejemplar del apoyo exterior a la nueva situación interna. Por su 
parte, la postura del departamento de Estado norteamericano también apremiaba a una 
pronta conclusión del Convenio, excluyéndose por ambas partes la posibilidad de 
modificar el Acuerdo Marco sin entrar en un nuevo periodo de negociaciones que ni el 
Rey, ni Kissinger ni Areilza estaban en disposición de afrontar. El ministro de Asuntos 
Exteriores se entrevistó con Kissinger en París el día 21 de diciembre, planteándole al 
secretario de Estado las siguientes posiciones: 
 
- Que el nuevo convenio fuera un Tratado. 
- Que se elevaran las contrapartidas económicas hasta los 1.000 millones de 
dólares 
- Que se fijara una fecha tope para la retirada de los componentes nucleares de 
la base de Rota. 
- Que se consiguiera una fórmula concreta de asociación orgánica y 
estratégica con la OTAN. 
- Que no hubiera cláusula o anejos secretos en el convenio. 
 
 La parte norteamericana ofreció a la española estudiar las fórmulas propuestas, 
entendiendo que había cuestiones que no dependían directamente del departamento de 
Estado, sino del de Defensa o del Congreso. Igualmente, el grado de vinculación formal 
y de planeamiento defensivo con la Alianza Atlántica tampoco estaba en su mano105.  
 
 El 7 de enero se convocó la Junta de Defensa Nacional presidida por el Rey. El 
testimonio del ministro de Asuntos Exteriores y del ministro de la Presidencia, ambos 
miembros de la Junta, recogen diferentes alegatos militares contra la insuficiencia de las 
contrapartidas acordadas y de lo desequilibrado de la relación bilateral. Incluso hubo 
                                                 
105 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, p. 26. Llama la atención el abandono definitivo por parte 
del ministro de una de las constantes reivindicaciones sostenidas por la delegación española a lo largo de 
las negociaciones, como era la garantía de seguridad norteamericana. Para el nuevo Director General de 
Política Exterior para América del Norte y Pacífico Primaba la trascendencia política del acuerdo, no sus 
contenidos concretos. Testimonio de Juan Durán-Loriga al autor. Por otra parte, a tenor de lo recogido en 
las memorias de Areilza, bien pudiera entenderse que la consecución de un acuerdo con rango de Tratado 
se debió a sus gestiones en esta etapa final de las conversaciones, si bien, como vimos, su consecución ya 
se venía barajando durante las sesiones negociadoras. En esta línea de reproche, Cortina quiso hacer unas 
«Puntualizaciones al diario de un ministro de la monarquía», en el diario ABC de 21 de octubre de 1977, 
donde su predecesor en el Ministerio va a apuntar algunas matizaciones sobre lo que Areilza «recibía en 
herencia» frente a lo que «podía responder de gestión propia».   
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quien habló de cerrar las bases y romper las relaciones hispano-norteamericanas. Contra 
estos criterios terciaron tanto el ministro de Asuntos Exteriores como Arias Navarro. El 
presidente también estuvo a favor de la rápida consecución del nuevo acuerdo, 
recordando que Franco no sólo había aprobado Acuerdo Marco sino que había dicho a 
los negociadores que «en último término, si no consiguen ustedes lo que quieren, firmen 
lo que les pongan delante»106. Los criterios políticos se iban a imponer a las reticencias 
existentes por parte de los altos dirigentes de las Fuerzas Armadas. La firma del nuevo 
acuerdo, elevado a un Tratado refrendado por el Congreso estadounidense, era asunto 
inminente, a juzgar por las informaciones recogidas en la prensa nacional107. 
 
 Los equipos negociadores siguieron trabajando en Madrid, con reuniones los 
días 17, 19 y 20 de enero, despejándose las incógnitas pendientes108. Quedaba claro que 
el Convenio sería elevado a nivel de Tratado, con la consiguiente aprobación de dos 
tercios del Senado norteamericano109. La ayuda militar se mantendría en unos 600 
millones de dólares y, a efectos de presentación, se estudiaban otras formulas de 
créditos civiles que pudieran elevar esta cuantía. Se aceptaba la retirada de los 
componentes nucleares y especialmente de los submarinos nucleares de Rota en fecha 
que no fuese posterior a 1979110. Seguía discutiéndose entonces sobre la reducción de 
aviones cisterna. También se trabajaba sobre la organización y funciones del Estado 
Mayor Combinado y su relación con la OTAN, así como sobre la cuantía y aplicación 
de la ayuda militar. Cuestiones sin resolver que quedaron resueltas precipitadamente en 
vísperas de la firma111.  
                                                 
106 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, p. 45 y OSORIO, A.: Trayectoria política de un ministro de 
la Corona, Barcelona, Planeta, 1980, p. 53. Más allá del conocido talante continuista del presidente del 
Gobierno, queda nuevamente puesto de manifiesto la predisposición por parte del desaparecido jefe del 
Estado a una consecución segura de un acuerdo con los Estados Unidos. Inclinación que Cortina 
materializó sin duda alguna en su polémica participación. 
107 Ya, 12 de enero de 1975. 
108 Trabajaban en detalles que desde la perspectiva de conjunto del ministro carecían de relevancia frente 
a los puntos básicos por él tratados con Kissinger. En opinión Areilza, «la venta del producto a la opinión 
es lo que más importa. Pero eso lo vemos muy pocos». AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, pp. 55 
y 58.   
109 Para conseguirlo había que eludir cualquier referencia en su título al término «defensa», ya que era 
necesario evitar suspicacias entre los senadores estadounidenses de un texto que pudiera conllevar un 
posible compromiso defensivo con España. En todo caso se intuía que la elevación al Senado se hacía 
más para cumplir una exigencia de política interior norteamericana que para atender al requerimiento 
español. Así lo atestigua el testimonio de Ángel Liberal al autor. 
110 En la víspera de la firma se amplió este plazo seis meses, fijándola en el 1 de julio de 1979. 
111 El día anterior a su firma, Kissinger expresaba que «todavía quedan algunos detalles por ultimar» en 
relación al acuerdo que «probablemente firmaré mañana con mi homólogo, José María de Areilza» Ya, 24 
de enero de 1975. Mientras el secretario de Estado volaba hacia Madrid los expertos seguían discutiendo 
y ajustando los Acuerdos Complementarios y el Acuerdo de Desarrollo en intensas sesiones de trabajo 
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 La víspera de la firma, Areilza exponía en Consejo de Ministros los términos del 
que definitivamente sería el Tratado de Amistad y Cooperación entre España y los 
Estados Unidos. La reacción general por parte de los representantes militares en el 
Gobierno fue de fuerte crítica hacia el Tratado. Tal y como señala el testimonio del 
ministro, sus argumentos se fundamentaban en que  
 
« (…) el tratado es un papel sin valor real; las cláusulas de seguridad, un camelo; 
la contrapartida, imaginaria; las fechas de desnuclearización no se conseguirán; 
las ventajas para las Fuerzas Armadas no se ven por ninguna parte y los créditos 
para ayuda civil son menores que los que se obtienen cualquier año. Por parte 
militar no se ve la necesidad de acuerdo alguno a no ser que se trate de un gesto 
político»112. 
 
 
3.3. Firma y ratificación del Tratado 
 Tras el visto bueno del Gobierno y el asentimiento formal de la Comisión de 
Asuntos Exteriores de las Cortes y del Consejo Nacional, el 24 de enero se llegó a la 
firma de los textos del nuevo Tratado113. La significación política del nuevo texto no 
pasó desapercibida entre los diarios españoles, entre los que se destacaba el apoyo de 
Washington a la Monarquía y a su Gobierno. Por otro lado, la intención maquilladora de 
los representantes españoles, para presentar unas contrapartidas económicas por encima 
de las verdaderamente otorgadas en materia de ayuda militar causó un primer impacto 
favorable a sus propósitos, ya que entre los periódicos se hablaba de más de 1.100 
millones de dólares para suministros a los Ejércitos114. 
 
 En la rueda de prensa posterior a la firma del Tratado, fueron abordados 
diferentes aspectos de la nueva relación por los máximos representantes diplomáticos de 
ambos países. Kissinger enfatizó que el acuerdo se había firmado «en un momento en 
que España está atravesando la excitación, la inspiración y el reto de una nueva era». 
Añadió que la entrada española en la Alianza Atlántica seguiría siendo apoyada por los 
Estados Unidos y que su rapidez estaría determinada en función de la evolución política 
                                                                                                                                               
interrumpidas por necesarias consultas telefónicas por ambas partes. Testimonios de Ángel Liberal y Luis 
Guillermo Perinat al autor. 
112 AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, p. 59. 
113 Según lo filtrado por algunos procuradores a la prensa, Areilza expuso en las Cortes que las 
contrapartidas recibidas serían del orden de 1.200 millones de dólares. La Vanguardia, 24 de enero de 
1976. 
114 Informaciones, 24 de enero de 1976 y Ya, 25 de enero de 1976. 
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española, reconociendo que el compromiso legal del Tratado de Amistad y Cooperación 
no era el mismo que el de la OTAN. Sin embargo la importancia política de las 
relaciones con España fue subrayada por el secretario de Estado, señalando que  «son en 
algunos casos superiores a las obligaciones legales que existen en relación con otros 
países»115.  Como hizo constar en esta misma rueda de prensa, la entrada en servicio de 
submarinos nucleares armados con misiles Trident, permitía a los Estados Unidos 
prescindir de la base de Rota.  
 
 Este último punto, que no quedó recogido por la prensa española, venía a rebajar 
lo que Areilza había presentado como uno de sus mayores éxitos en el nuevo acuerdo. 
Ante la fecha de la retirada de los submarinos nucleares de la base de Rota, en 1979, el 
ministro español respondió a las preguntas de los periodistas sosteniendo que había sido 
una petición española aceptada por parte de los Estados Unidos, aún a sabiendas del 
contratiempo que significaba para la estrategia norteamericana. Por su parte, Kissinger 
añadía que ello no venía a trastocar el dispositivo de disuasión estadounidense. Hacia el 
año 1979, el alcance de las nuevas armas estratégicas disminuiría la importancia de las 
bases navales intermedias116. 
 
 Desde el momento de la firma del Tratado se inicia el periodo necesario para 
cubrir los trámites institucionales para su ratificación legal en las Cámaras de ambos 
países signatarios. Por parte de los Estados Unidos, el presidente Ford pronunció un 
discurso en el Senado en el que se manifestó favorable a la obtención del advice and 
consent por parte de los senadores. En su intervención señaló que el Tratado hispano-
norteamericano promocionaría los intereses de los Estados Unidos respecto a España y 
la seguridad occidental, al tiempo que serviría de marco para las nuevas relaciones entre 
Madrid y Washington, reflejando el apoyo y deseo para la evolución recién iniciada en 
España117. 
 
                                                 
115 Informaciones, 26 de enero de 1976.  
116 Los nuevos misiles Trident, entonces en fase de pruebas, tendrían un recorrido suficiente como para 
garantizar sus objetivos desde los submarinos norteamericanos navegando en el Atlántico, por lo que al 
necesitar de menor autonomía las naves podían estar basadas en las costas de los Estados Unidos. De este 
modo, dadas las previsiones del Pentágono, Rota perdería interés estratégico en 1979. Testimonio de 
Ángel Liberal al autor puntualizado igualmente por VINAS, A.: En las garras…, p. 437. 
117 Message to the Senate Transmitting the United States-Spain Friendship and Cooperation Treaty 18 de 
febrero de 1976, disponible en www.presidency.ucsb.edu  
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 El procedimiento de valoración y discusión del Tratado hispano-norteamericano 
consistía la primera ocasión en que la relación de España y los Estados Unidos iniciada 
en 1953 era sometida a la revisión y control del legislativo norteamericano. Así, en 
primer lugar, el Tratado fue sometido en la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado 
norteamericano a tres sesiones de audiencias públicas en el mes de marzo. En la primera 
de las mismas comparecieron los principales miembros de la delegación 
norteamericana, intervenciones que no pasaron desapercibidas en la prensa española. A  
lo largo de éstas quedó claro que el coste económico real del Tratado era de 600 
millones de dólares en préstamos para adquisición de material militar y 450 millones 
adicionales en préstamos el Eximbank a empresas españolas en materia de 
industrialización y reactores nucleares para empresas españolas. El resto eran 
donaciones (grants) para fines diversos118. No obstante prevaleció el criterio sostenido 
por el senador Pell, enfatizando la importancia del Tratado para la evolución política 
española hacia un sistema democrático119.  
 
 En la votación celebrada el 16 de mayo, el Comité aprobó el Tratado por once 
votos a favor y dos en contra, siendo ratificado por el Senado el 21 de junio, añadiendo 
una enmienda al texto del acuerdo en la que se condicionaba la aceptación del Tratado a 
una progresiva y real democratización del régimen español120.   
 
 Por parte española hubo una reacción adversa en las Cortes a esta enmienda, por 
considerarla una ingerencia en su política interna, rechazándose su incorporación al 
Tratado. Este debate fue la ocasión para que el nuevo ministro de Asuntos Exteriores, 
Marcelino Oreja, efectuara su primera intervención en la Cámara, al presentar a los 
miembros de la Comisión de Asuntos Exteriores los puntos principales del Tratado y 
sus consecuencias más significativas, solicitando su ratificación. Oreja expresó su 
preocupación de que la enmienda estadounidense pudiera interpretarse como un intento 
                                                 
118 ABC, 4 de marzo de 1976 recogía lo más sustancial de la intervención del embajador McCloskey. 
119 Previamente a su discusion en el Senado un grupo de senadores norteamericanos encabezdos por 
Clairbone Pell visitó Madrid, elaborando un documento para el Comité de Relaciones Exteriores del 
Senado tras sus entrevistas con el Rey, Arias y Areilza, en el que estableciendo un vínculo entre la 
entrada en vigor del Tratado y la evolución del proceso democratizador español. Véase el informe del 
senador Clairborne Pell al Comité de Relaciones Exteriores del Senado, Portugal (Including the Azores) 
and Spain in Search of New Directions, citado y analizado por LEMUS, E.: En Hamelin… la Transición 
española más allá de la frontera, Oviedo, Septem Ediciones, 2001, p. 83 y por DABROWSKI, J.R.: The 
United States…, p. 223 
120 DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 224.  
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de fiscalizar la política interna de España, por lo que sostuvo que «la representatividad 
de nuestras instituciones no puede someterse a juicio de ningún país, por muy amistosas 
que sean con él nuestras relaciones. La única homologación válida es la resultante de la 
voluntad libremente expresada de todos los españoles.»121 
 
 El Tratado fue aprobado por unanimidad de la Comisión el 23 de julio de 
1976122. El intercambio de los instrumentos de ratificación tuvo lugar en Madrid el 21 
de septiembre de 1976, haciéndose constar explícitamente en el texto español que 
únicamente se considera vinculante el texto suscrito el 24 de enero de 1976, en 
referencia a la enmienda del Senado norteamericano123. 
 
 
 
4. El Tratado de Amistad y Cooperación  
 
4.1. Los textos del Tratado  
 El Tratado de Amistad y Cooperación firmado entre España y los Estados 
Unidos en 1976 estaba compuesto por un preámbulo y ocho artículos. El articulado 
constituye lo suscrito por Cortina y Kissinger en el Acuerdo Marco, con ligeros 
retoques sin trascendencia. Al texto principal lo acompañan siete Acuerdos 
Complementarios y un Acuerdo de Desarrollo con dieciséis Anexos de procedimiento y 
once intercambios de Notas diplomáticas. Todo hecho público en su momento. El texto 
tendría duración de cinco años a partir de la fecha de intercambio de los instrumentos de 
ratificación124.  
 
                                                 
121 Recogido en ABC, 24 de julio de 1976. 
122 La Dirección General de Política Exterior para América del Norte y Pacífico elaboraba un Informe 
sobre las enmiendas propuestas por Procuradores al Tratado de Amistad y Cooperación hispano-
norteamericano. Junio 1976. Se trataba de un total de 18 enmiendas u observaciones al Tratado 
presentadas por diferentes procuradores de la Comisión de Asuntos Exteriores durante el mes de mayo. 
Observaciones que no constituían propuestas de no ratificación ya que sólo eran admisibles enmiendas a 
la totalidad del Tratado y como tales no se presentó ninguna, quedando estas 18 propuestas sin efecto 
jurídico alguno. 
123 Los Estados Unidos obtenían así el beneficio adicional de disfrute de un año del Convenio de 1970 sin 
contrapartida alguna para España, ya que su caducidad estaba prevista para el 26 de septiembre de 1975 y 
entrando en vigor el Tratado de 1976 en septiembre de 1976, con el intercambio de los instrumentos de 
ratificación. Aspecto éste que no ha sido señalado por ninguno de los especialistas en la materia 
consultados por el autor. 
124 El texto del Tratado, de los Acuerdos, Anexos e intercambio de Notas quedan recogidos en el 
Apéndice Documental, comentándose en este punto sus aspectos más destacados. 
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 En el preámbulo se destacaba la preocupación común por el mantenimiento de la 
paz y la seguridad mundial, se afirmaba que la cooperación hispano-norteamericana era 
beneficiosa para la seguridad de ambos países, fortalecía la defensa occidental y 
desempeñaba un importante papel en los arreglos de seguridad de las zonas del 
Atlántico Norte y Mediterráneo. Con esta alusión y la referencia al espíritu de la 
Declaración de Principios se soslayaba su carácter militar, suavizándose al máximo en 
sus términos para que en el Senado estadounidense no vetara su aprobación.  
 
 El artículo I establecía los ámbitos de la cooperación bilateral en temas 
económicos, educativos, culturales, científicos, técnicos, agrícolas y de defensa «así 
como aquellos que mutuamente acuerden»125. Con el fin de concretar esta colaboración 
se establecía con carácter permanente un Consejo Hispano-Norteamericano bajo la 
presidencia del ministro de Asuntos Exteriores español y el secretario de Estado 
norteamericano, fijando una periodicidad mínima en sus reuniones de una vez cada 
semestre. Las funciones y organización del Consejo se especificaban en el Acuerdo 
Complementario 1126. 
 
 Los artículos II, III y IV ponían de manifiesto la relación de cooperación 
bilateral en el campo económico, de ciencia y tecnología y en materia educativa y 
cultural. Para ello se remitían a los respectivos Acuerdos Complementarios, números 2, 
3 y 4, que institucionalizaban los respectivos comités conjuntos. 
 
                                                 
125 Aunque se aumentaron y extendieron los campos de colaboración fuera del ámbito militar, era la 
motivación en asuntos de seguridad lo que fundamentaba la relación con los Estados Unidos.  
126 Establecía una serie de Comités conjuntos, concretamente un Comité Conjunto Económico, un Comité 
Conjunto para la Cooperación Científica y Tecnológica, un Comité Conjunto para Asuntos Culturales y 
Educativos, un Comité Conjunto para Asuntos Político-Militares Administrativos, para el tratamiento y 
evolución de los problemas de sus respectivas competencias, informando al Consejo periódicamente 
sobre los asuntos planteados, su resolución o propuestas. También se creó un Comité Militar Conjunto, 
dependiente del Consejo y compuesto por el Jefe del Alto Estado Mayor español y el presidente de la 
Junta de Jefes de Estado Mayor norteamericana. En este Comité Militar Conjunto quedaba incardinado el 
Estado Mayor Combinado para Coordinación y Planeamiento (EMCO), que tenía como una de sus 
premisas fundamentales «lograr el desarrollo de la adecuada coordinación con la Organización del 
Tratado del Atlántico Norte», tal y como quedaba recogido en el artículo V del Acuerdo Complementario. 
El tratamiento de los problemas militares estaba dividido entre dos órganos: el Comité Conjunto para 
Asuntos Político-Militares Administrativos, que debería resolver todos los problemas relacionados con la 
presencia de las fuerzas de los Estados Unidos en España y uso de las facilidades, lo cual suponía una 
actividad permanente y en muchos casos rutinaria, y el Comité Militar Conjunto, de carácter coordinador 
y de planificación para atender a las pretensiones españolas de conseguir esta coordinación tanto entre 
ambos países como con «otras fuerzas dedicadas a la defensa del Atlántico Norte», forma indirecta de 
aludir a la OTAN como quedaba posteriormente desarrollado en el Acuerdo Complementario 5. 
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 El núcleo del Tratado quedaba establecido en su artículo V. En primer lugar se 
establecía una «relación defensiva entre los Estados Unidos y España» con el fin de 
«reforzar aún más su propia seguridad y la del mundo occidental» a través del Estado 
Mayor Combinado, órgano coordinador que queda constituido en virtud del Acuerdo 
Complementario 5, que se dedicaba a desarrollar las misiones del Comité Militar 
Conjunto y del Estado Mayor Combinado. Este Acuerdo Complementario señala que 
ambos Estados buscarán a través del Estado Mayor Combinado una coordinación de sus 
respectivas Fuerzas Armadas «y otras fuerzas dedicadas a la defensa del Atlántico 
Norte». Su misión sería la elaboración de planes que estuvieran en armonía con los 
arreglos de seguridad existentes en el área del Atlántico Norte, relativos a eventuales 
acciones conjuntas «en el supuesto de un ataque contra España o los Estados Unidos en 
el contexto de un ataque general contra Occidente»127. 
 
 Continuaba el artículo V recogiendo la necesidad del uso por parte de los 
Estados Unidos de determinadas facilidades militares, en orden a desempeñar los 
propósitos del Tratado. Éstas quedan recogidas en las estipulaciones del Acuerdo 
Complementario 6 y posterior Canje de Notas de 24 de enero, donde se especifican la 
localización y servicios básicos y específicos de las facilidades128. Es importante el 
artículo III del Acuerdo 6, por el que se determina el momento y el modo de utilización 
de las facilidades en caso de amenaza o ataque exterior contra la seguridad de occidente, 
estableciendo el sistema de consultas urgentes entre ambos Gobiernos y su resolución 
por acuerdo mutuo129. Así mismo, en este artículo III quedaba recogida la aplicación de 
las consultas y acuerdos entre ambos Gobiernos en caso de amenaza o ataque exteriores 
contra la seguridad de Occidente: «el momento y el modo de utilización por los Estados 
Unidos de las facilidades a que se refiere este Acuerdo para hacer frente a tal amenaza o 
ataque serán objeto de consultas urgentes entre ambos Gobiernos y resueltos mediante 
                                                 
127 El problema fundamental sería resolver la pretensión española de que los planes a elaborar estuvieran 
integrados en los acuerdos de seguridad aliados existentes en la zona de interés común, definiéndose un 
papel específico en los planes de defensa de occidente. Nos detendremos en su momento en la actividad y 
realizaciones concretas del EMCO.  
128 Se trataba de la base naval de Rota, las bases aéreas de Torrejón, Zaragoza y Morón, permaneciendo 
esta última en situación de reserva, y el polígono de tiro de las Bárdenas Reales, además de 18 facilidades 
menores recogidas en un Anejo a este Acuerdo Complementario 6. Del mismo modo, en este Acuerdo 
Complementario 6 se recoge la fecha de retirada de los submarinos nucleares, fijada definitivamente para 
julio de 1979 así como la reducción de aviones cisterna a un máximo de cinco y el compromiso 
norteamericano de no almacenar ingenios nucleares ni sus componentes en suelo español. 
129 A través del Comité Conjunto para Asuntos Político-Militares se establecía el cauce para la resolución 
de todas las cuestiones que pudieran surgir en la aplicación de este Acuerdo. 
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acuerdo mutuo en vista de la situación creada». Tales consultas se realizarían en el 
Consejo Hispano-Norteamericano, si bien, en caso de situaciones de inminente peligro, 
«ambos Gobiernos establecerán contacto directo para adoptar conjuntamente la 
resolución que proceda. Cada Gobierno se reserva, no obstante, el derecho inherente de 
legítima defensa». 
 
 El artículo IV del Acuerdo Complementario 6 reflejaba de forma abierta la 
conexión indirecta que el Tratado establecía con la Alianza Atlántica. En este sentido, 
las partes «se concertarán para armonizar, sobre la base de la reciprocidad y de la 
igualdad, su relación defensiva con los arreglos de seguridad existentes en el área 
nortatlántica».  
 
 El Acuerdo Complementario 7 regulaba el programa de créditos otorgados por 
los Estados Unidos. Las cifras de préstamos ascendían a 600 millones de dólares, 120 
por cada uno de los cinco años de vigencia del Tratado, concedido por el Federal 
Financing Bank. A éstos había que añadir material por valor de 75 millones de dólares 
en calidad de donación y 10 millones más en concepto de donación para instrucción. 
Estos compromisos quedaban sujetos a las asignaciones de los fondos necesarios por el 
Congreso norteamericano, tal y como versaba el artículo XI130. La ayuda financiera se 
completaba con las cifras recogidas en Canjes de Notas, fijándose una donación 
estadounidense por valor de 12 millones de dólares para el cumplimiento de la 
cooperación cultural y educativa y de 23 millones que cubrieran la científica y 
tecnológica. 
 
 En otros intercambios de Notas se recogía la aceptación norteamericana a las 
reclamaciones españolas por daños resultantes de incidentes nucleares; a la autorización 
española sobre el número de fuerzas de los Estados Unidos destinadas en España con 
carácter permanente y temporal; sobre derechos de utilización de las bases; sobre el 
arriendo de aviones norteamericanos por parte española; o sobre derechos procesales del 
personal norteamericano en España. 
                                                 
130 Entre otras disposiciones, el Acuerdo Complementario número 7 establecía también la ayuda que los 
Estados Unidos facilitarían para la compra por parte española de cuatro escuadrones completos, de 18 
aviones cada uno, de cazas ligeros F-16 o similares, así como la contribución norteamericana en la 
modernización de la Red de Alerta y Control con una cantidad máxima de 50 millones de dólares y 
condiciones favorables para la compra por parte española de cuatro dragaminas oceánicos MSO y un 
dragaminas nodriza ARL. 
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 La importancia práctica de las modificaciones introducidas hay que buscarla en 
el Acuerdo de Desarrollo, dividido en cuatro secciones. La Sección I se dedicaba a 
Cuestiones Administrativas y Militares, destacando el punto tercero del artículo I, con la 
expresa prohibición de la introducción en territorio español de armas nucleares o sus 
componentes. Otro asunto destacable fue la limitación de movimientos de las fuerzas 
norteamericanas en España y sus instalaciones militares a la actuación exclusiva en 
cumplimiento de misiones autorizadas por el Tratado, según recoge el artículo VIII. El 
artículo XIII recoge el refuerzo de los controles sobre el personal militar y civil de los 
Estados Unidos destinado en España, tanto en su número como condición. La Sección II 
afectaba a la Jurisdicción Penal y Reclamaciones, la III trataba de las Cuestiones 
Laborales y la IV se refería a las Cuestiones Fiscales y Aduaneras. 
 
 Queda, por último, hacer referencia a los Anexos de Procedimiento, donde a 
juicio de Ángel Viñas «se registraron innovaciones de gran importancia simbólica»131. 
Entre las mismas queremos dejar constancia de las siguientes: 
 
- Se elimina la posibilidad de facilidades ajenas a la inspección española, 
salvo equipos criptográficos y equipos secretos. A requerimiento del 
responsable español de la instalación, se informaría por parte de los Estados 
Unidos de la existencia de armas, equipo y material en las bases (salvo en 
buques y aeronaves). 
- El responsable español de la instalación regularía la entrada y salida de la 
misma. La identificación del personal de los Estados Unidos correría a cargo 
de la seguridad española, con la colaboración norteamericana. 
- Se ajustaron determinadas disposiciones en orden al uso norteamericano de 
las bases, especialmente en el tráfico aéreo de aviones militares.  
- Aparecía un nuevo anexo de procedimiento, el número XV, referido al 
almacenamiento y transporte de municiones y explosivos militares para las 
Fuerzas Armadas de los Estados Unidos. 
 
 En otro canje de notas referido a los Anexos de Procedimiento XI y XII se 
disponían planes para transferir a España la operación y mantenimiento del oleoducto 
                                                 
131 VIÑAS, A.: En las garras…, p. 435. 
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Rota-La Muela (Zaragoza), facilidades de almacenamiento y transferencia de los 
depósitos de combustible naval en Rota, Cartagena y El Ferrol.  
 
 
3.1. Valoración global del Tratado   
 Realizada la exposición del articulado del Tratado y de sus textos adyacentes es 
preciso detenerse a continuación en su significación y alcance. La relación fijada entre 
España y los Estados Unidos en 1976 iba a constituirse en pieza defensiva esencial de la 
política exterior española en materia de seguridad, hasta la posterior decisión de 
participación en la Alianza Atlántica y la renegociación del Tratado, en 1982, por lo que 
su valoración y las apreciaciones que del mismo tuvieran los diferentes actores 
involucrados va a determinar, en buena medida, el camino que durante los años de la 
transición tomaría la política de seguridad. 
 
 Buena parte de las concesiones que los norteamericanos habían asumido a lo 
largo de las rondas formales de negociación quedaron, a la postre, en el olvido. 
Esencialmente, cuestiones referidas al nivel y el acceso a las facilidades militares de los 
Estados Unidos en España. En este sentido, cabe señalar, por tanto, que el Tratado 
finalmente concluido resultó favorable a las expectativas de los Estados Unidos respecto 
al horizonte atisbado por sus representantes en el mes de septiembre, al final del proceso 
negociador132. Este cambio de perspectivas respondió, en primer lugar, a factores ya 
apuntados, como fueron la determinación de Franco de concluir a toda costa un acuerdo 
con los Estados Unidos, aspiración llevada a cabo a través de la labor de Cortina, y a la 
conveniencia de don Juan Carlos de jugar la baza norteamericana como apoyo 
internacional en la nueva situación institucional.  
 
 Los principales logros que la diplomacia española presentó tras la consecución 
del Tratado fueron la contrapartida económica, un acuerdo con rango jurídico de 
Tratado y la retirada de los submarinos nucleares de la base de Rota a partir de 1979. Ya 
hemos aludido al hecho de que el establecimiento de una fecha concreta para la salida 
de los submarinos nucleares respondió esencialmente a la próxima entrada en servicio 
                                                 
132 Así lo confirma quien formara parte de la delegación estadounidense en las rondas negociadoras:  
BOREK, T.A.: «Legal Issues in the 1975-1976 Negotiations», en McDONALD, J.W. y 
BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas…, p. 34. 
 291
de los misiles Trident dentro del programa nuclear estadounidense, más que a un logro 
español en el reequilibrio de la relación propiamente dicha. Veamos otros de los 
aspectos aludidos. 
 
 De todas las ventajas obtenidas por parte de España con el acuerdo, la que se 
entendió como más evidente y notoria para sus representantes políticos no quedó 
reflejada en su articulado. El principal activo del Tratado para España fue el de 
constituir un apoyo exterior de primer orden en el proceso de transición a la democracia. 
Con el respaldo político de los Estados Unidos, la Corona cubría un aspecto básico de 
sus relaciones exteriores en orden a afrontar el cambio político en el interior133. Del otro 
lado, el principal valor del acuerdo de lado norteamericano fue de carácter militar, 
entendiéndolo como un eslabón más de se su política mundial frente al comunismo en 
los escenarios europeo y mediterráneo. Para los Estados Unidos el objetivo fundamental 
de sus relaciones con España estaba en garantizar un grado aceptable de utilización de 
las bases españolas134.  
 
 Respecto al punto de vista general de las Fuerzas Armadas españolas, el 
resultado final de las negociaciones no resultó satisfactorio respecto a sus expectativas 
iniciales. El vínculo español con el sistema de defensa occidental quedó lejos de las 
aspiraciones militares de encuadrar orgánicamente a España en el seno de la Alianza 
Atlántica. No por conocidas sus dificultades originales esta cuestión dejó de ser 
ambicionada por parte de los cuadros de mando en España, en un intento velado de 
obtener garantías defensivas contra la secular amenaza norteafricana, verdadera 
preocupación exterior del Ejército español. Del mismo modo, el contenido militar y el 
monto de las contrapartidas fijadas en 1976 resultó escaso entre el medio castrense. Esta 
sensación de insuficiencia tenía su razón de ser en virtud de las necesidades defensivas 
españolas, de la ausencia de la garantía de seguridad norteamericana o de participación 
                                                 
133 Reconocidos especialistas en la materia coinciden en destacar este valor político de forma prioritaria. 
Véase MARQUINA, A.: España en la política…, p.891 y VIÑAS, A.: En las garras…, p, 441. 
134 Un informe del EUCOM de noviembre de 1977 sostenía que el Tratado de Amistad y Cooperación 
firmado por los Estados Unidos y España suponía una serie de concesiones por parte norteamericana. La 
principal era la retirada de los aviones cisterna KC-135 de Torrejón, aunque se acordara con España el 
mantenimiento de cinco de estas aeronaves en la base aérea de Zaragoza. El abandono de Rota de los 
submarinos nucleares se concebía como un «cambio» de estrategia, no como una concesión. 
DABROWSKI, J.R.: The United States…, p. 225. 
 292
en la OTAN, así como en la disminución de las donaciones para material y 
equipamiento en relación a las otorgadas por los Estados Unidos en años cincuenta135. 
 
 Así mismo, la valoración económica del Tratado llevada a cabo en el CESEDEN 
establece una serie de argumentos que respaldan estas afirmaciones. Aceptando que ni 
la seguridad que pudieran aportar los Estados Unidos a España ni las facilidades 
proporcionadas por España a Washington se prestan a este tipo de valoración monetaria, 
por su imposible cuantificación, va a pasar a analizar desde el punto exclusivamente 
económico los compromisos del Tratado de Amistad y Cooperación de lo que no cabe 
extraerse interpretaciones o apreciaciones parciales, puesto que sus conclusiones deben 
ser examinadas paralela y conjuntamente a la luz de todos los aspectos del Tratado, no 
solamente los económicos.  
 
 Sentadas estas consideraciones previas, el grupo de análisis del CESEDEN va a 
examinar la ayuda económica en el campo militar recogida en el Tratado. 
Concretamente, con arreglo a lo previsto en el Acuerdo Complementario 7, el Gobierno 
de los Estados Unidos proveería las garantías de pago necesarias de acuerdo con su 
programa de ventas al exterior (Foreign Military Sales, FMS) a fin de facilitar la 
concesión de préstamos al Gobierno español para financiar la compra de material y 
servicios de defensa por valor de 600 millones de dólares, proporcionados por el 
Federal Financing Bank (FFB). En opinión de este estudio, a España no se le concedían 
“créditos blandos”, por lo que la ventaja que podía obtener de los créditos obtenidos 
residía en la reducción del tipo de interés existente en el mercado internacional. Al no 
ser éste especialmente ventajoso respecto a préstamos conseguidos en otros países, no 
merecía la pena sacrificar facilidades por un pequeño ahorro, con el inconveniente de 
que el crédito había de emplearse en la adquisición de material norteamericano136.  
 
 En concepto de donación, el Gobierno de los Estados Unidos proporcionaría a 
España material de defensa por valor de 75 millones de dólares para la totalidad de la 
vigencia del Tratado, dentro del Military Assistance Program (MAP). A esta cifra hubo 
                                                 
135 La valoración del Tratado por parte de los altos mandos militares de finales de los setenta en 
PLATÓN, M.: Hablan los militares. Testimonios para la historia (1939-1996), Barcelona, Planeta, 2001 
p. 169. 
136 El préstamo subdividido en 120 millones de dólares anuales devengaba un interés variable fijado por el 
FFB. Hasta diciembre de 1981 había oscilado en torno al 10%, un par de puntos menos que el tipo de 
interés general del mercado. 
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que añadir las donaciones de los 50 millones a invertir en la Red de Alerta y Control y 
los 10 en concepto de instrucción para personal de las Fuerzas Armadas españolas. 
Comparativamente al importe de las adquisiciones de material y equipo con fondos 
presupuestarios nacionales, esta cifra resultaba ciertamente insignificante a los analistas 
del CESDEN137.  
 
 El juicio final de este estudio señala un balance del Tratado poco favorable para 
España desde el punto de vista económico. Sencillamente, «las contraprestaciones 
económicas recibidas por España han sido desproporcionadamente escasa en relación 
con las facilidades o prestaciones otorgadas a los Estados Unidos»138. 
 
 Por lo que hace referencia a las dotaciones derivadas de los fondos fijados en 
1976, conviene señalar que la adquisición de material por parte de las Fuerzas Armadas 
españolas no se realizó en base a una valoración previa de su coste por parte 
norteamericana, sino al contrario. Los responsables estadounidenses en el Consejo 
Hispano-norteamericano tramitaban con el Pentágono el material solicitado por España 
a partir de una tasación posterior a la solicitud y no previamente estipulada139. Por tanto, 
la capacidad adquisitiva de los 600 millones de dólares, junto a la de los 75 adicionales 
de donación, recogidos en el Tratado, ha de ser relativizada y evaluada bajo esta 
premisa. A su vez, y pesar de las consideraciones iniciales, basadas en las necesidades 
de modernización de cada uno de los tres Ejércitos, a partir de cuales se distribuyó la 
ayuda norteamericana en un 65% para el Ejercito del Aire, un 35% para el de Tierra y 
un 10% para la Armada, la división se llevó a cabo en partes iguales por decisión de la 
Junta de Jefes de Estado Mayor en fecha tan temprana como el mes de febrero, antes de 
haber transcurrido un mes desde la firma del Tratado140. 
 
 En otro orden de cosas, un aspecto en el que diferentes protagonistas miembros 
de las Fuerzas Armadas coinciden en señalar como elementos sumamente positivos de 
los nuevos términos de la relación hispano-norteamericana hace referencia a aspectos no 
                                                 
137 Poco más de 1.000 millones de pesetas anuales, frente a los 62.000 millones como media anual de las 
inversiones del presupuesto de defensa en el quinquenio 1977-1981.  
138 Análisis económico del Tratado de Amistad y Cooperación entre España y los Estados Unidos, 
Instituto Español de Estudios Estratégicos, CESEDEN, diciembre 1981. Archivado en la sección de 
información del CESEDEN. 
139 Testimonio de Ángel Liberal al autor. 
140 Informe sobre las ayudas militares resultantes del Tratado de Amistad y Cooperación, 22 de febrero 
de 1976. Notas de trabajo de Ángel Liberal, consultadas por el autor.  
 294
cuantificables de la misma. Particularmente como resultado de los órganos y planes de 
cooperación conjuntos resultantes de los textos, con la aplicación de procedimientos, 
planes logísticos, eficacia operativa y otras múltiples facetas en las que las Fuerzas 
Armadas norteamericanas ejercieron una función didáctica altamente valorada por los 
diferentes niveles de la escala de mando española141.  
 
 El diario El País publicó un editorial con motivo de la ratificación del Tratado 
hispano-norteamericano, considerando injustificable la concesión de las facilidades 
territoriales y militares acordadas con los Estados Unidos por una cantidad que no 
explicaba lo que calificaba como «arriendo del territorio nacional». También apuntó la 
insuficiencia en la forma en que España accedía a la estructura atlántica, a través de los 
Estados Unidos, rechazando la viabilidad del acuerdo como medio a través del que 
desembocar en la OTAN a medio plazo. Tras valorar positivamente el compromiso de 
desnuclearización del suelo español, el editorial apostaba por un ingreso en la OTAN 
como «lo mejor que el ministro podía ofrecer al país, a su seguridad y a sus 
ejércitos»142.   
 
 El otro de los asuntos que en el estudio del texto de 1976 más importancia se le 
ha venido concediendo es el de la naturaleza jurídica del acuerdo. Frente a los anteriores 
acuerdos ejecutivos, España y los Estados Unidos firmaban en 1976 un Tratado, hecho 
verdaderamente inusual sobre el que son necesarios algunos comentarios. 
 
 La elección de la forma del acuerdo como un tratado ha venido explicándose 
como un apoyo estadounidense al cambio democrático personificado en la figura del 
Rey. La certeza del departamento de Estado de que don Juan Carlos era partidario de 
impulsar una transición pausada y controlada, a la manera preferida por los Estados 
Unidos, explicaría, de este modo, el rango jurídico del convenio firmado. No obstante, a 
nuestro juicio, esta argumentación adolece de no subrayar convenientemente el papel 
jugado por el trasfondo institucional norteamericano.  
 
                                                 
141 Testimonios de Juan Antonio Fernández-Jarrín y de Ángel Lobo, ambos destinados en el Estado 
Mayor Combinado a partir de su constitución en 1978. 
142 «Las bases USA», editorial de El País, 15 de junio de 1976. 
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 Hemos comprobado cómo en los órganos e instituciones norteamericanas existió 
durante el proceso negociador la necesidad de compatibilizar una mayor participación 
del Senado en la política exterior así como la imposibilidad de establecer una garantía 
de defensa con España, reiterada en diferentes ocasiones por la delegación 
norteamericana. De esta forma, el resultado final no hace sino resolver el dilema latente 
en la política exterior norteamericana en su favor: el convenio firmado con España 
adolece de cláusula de defensa al tiempo que, al conferirle rango de tratado, hace 
partícipe al Congreso en la nueva relación hispano-norteamericana, satisfaciendo así  las 
demandas de congresistas y senadores143. Así, la administración norteamericana pudo 
conceder la oportunidad al Congreso de fiscalizar de forma efectiva los acuerdos 
norteamericanos con España no sólo en el orden presupuestario, como sucedía con los 
executive agreements sino en toda su dimensión formal y política, lo que favorecía la 
estabilidad institucional norteamericana, tras la pugna entre Ejecutivo y Congreso por el 
control de la política exterior desde finales de los sesenta144. 
 
 El nuevo Tratado incorporaba nuevos campos de cooperación además del 
puramente militar. Era el caso de la cooperación económica, técnica o cultural. Esta 
implementación de una relación que originalmente había sido militar se considera más 
como una más aceptable forma de presentación a las opiniones públicas española y 
norteamericana que un deseo por profundizar en estas áreas de relación145.  
 
 Uno de los aspectos en los que España comenzó a recuperar parcelas de 
soberanía respecto a situaciones anteriores fue en el estatuto jurisdiccional de las fuerzas 
norteamericanas destinadas en España. La situación establecida a raíz de los acuerdos 
de 1953 había sido planteada en la negociación del Acuerdo de 1970, variando 
sustancialmente la situación en el nuevo texto entonces firmado. No obstante, los 
avances obtenidos por los negociadores españoles quedaron limitados a la situación 
jurídica de las Fuerzas Armadas en España, sin existir una relación reciproca que sólo 
                                                 
143 El hecho de que durante el proceso formal negociador, aún en vida de Franco, McCloskey sugiriera la 
posibilidad de un Tratado sin cláusula de defensa mutua refuerza esta hipótesis, que rebaja el papel 
jugado por Areilza durante su participación en el tramo final, puesto que el acuerdo estaba prácticamente 
concretado, con este status, en el momento de su acceso al ministerio de Asuntos Exteriores. 
144 La lógica de un mayor protagonismo por parte del Senado estadounidense en relación con los acuerdos 
norteamericanos con España queda reflejada por parte de los congresistas en CHAVIN, S., SANGSTER, 
J. y SUSMAN, W. (eds.): Spain: implications for U.S. foreign policy, Stamford, Greylock, 1976, pp. 66-
72.  
145 Testimonio de Luis Guillermo Perinat al autor. 
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podía lograrse con la consecución de un Tratado. Los acuerdos ejecutivos impedían 
introducir modificaciones en el orden legislativo norteamericano, al carecer de la 
aprobación por el Congreso. En el Tratado de 1976, los negociadores españoles 
acomodaron el estatuto de fuerzas norteamericanas a niveles equivalentes al estatuto de 
fuerzas de la OTAN, al tiempo que resolvieron los problemas internos de legalidad. Una 
vez que el Acuerdo de Desarrollo y los Acuerdos de Procedimiento del Tratado fueron 
aprobados por las Cortes y publicados en el BOE adquirieron fuerza de ley interna, 
modificando el derecho positivo vigente hasta entonces146. 
 
 Quedó sobreentendido por ambas partes que en el Tratado de Amistad y 
Cooperación se habían sentado las bases para una próxima incorporación española a la 
Alianza Atlántica. Los intentos españoles por vincularse a la OTAN habían resultado en 
vano, a pesar de contar con el beneplácito y el respaldo estadounidense en la 
Organización, al tiempo que las peticiones a los representantes norteamericanos durante 
la negociación siempre encontraron por respuesta la negativa de diferentes países 
aliados a una mayor participación de la dictadura española. La creación de un aparato 
administrativo, del EMCO y de un Comité ad hoc de coordinación con la OTAN fue lo 
máximo a lo que pudieron llegar Washington y Madrid en su intento de formalizar la 
contribución de España a la defensa occidental, a la espera de un futuro democrático 
que disipara el veto de los países atlánticos reacios a la adhesión española. 
 
 En el momento de entrada en vigor del Tratado, Fernando de Salas señalaba que 
con el acuerdo de 1976 significaba una estrecha vinculación a los planes de la OTAN. 
Se trata de una situación que «prácticamente nos integra en ella, pero sin pertenecer a la 
misma»147. Desde los Estados Unidos se han elaborado igualmente análisis de los que 
cabía deducir una preparación española en el texto de 1976 para una próxima 
integración en la Alianza148. 
 
 
                                                 
146 Sobre el estatuto de las Fuerzas Armadas estadounidenses en España y su evolución desde 1953, véase 
DURET, J. y ALLENDESALAZAR, J.M.: Estatuto de Fuerzas Armadas OTAN y España, Madrid, 
Tecnos, 1982, pp. 159 y ss. 
147 SALAS, F. de: «España y la OTAN en 1976», Boletín de Información del CESEDEN, núm. 103-VI, 
agosto-septiembre de 1974, p. 24. 
148 Son los casos de DUKE, S.W.: United States Military Forces and Installations in Europe, Oxford, 
Oxford University Press, 1989, p. 257 y  SMITH, M.: NATO enlargement during the Cold War, Nueva 
York, Polgrave, 2000, p. 41 o DABROWSKI, J.R.: The United States…, pp. 225 y 226. 
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VII- El necesario aplazamiento de la cuestión atlántica: la política de 
seguridad en los primeros pasos de la transición, 1976-1978 
Una vez que han quedado expuestos los factores y los actores que van a moldear 
la evolución de la política de seguridad de la transición es el momento de entrar en los 
acontecimientos, en los hechos. 
 
Partimos en primer lugar del bienio 1976-1978, etapa caracterizada por encima 
de toda otra consideración por el soterramiento del régimen franquista desde el punto de 
vista jurídico-institucional. Una legislatura constituyente en la que se establecieron de 
esta forma las condiciones e instituciones para el desarrollo del normal funcionamiento 
democrático del sistema político español, a partir de la aprobación de la Constitución y 
de la convocatoria de las elecciones generales de marzo de 1979. El nombramiento de 
Adolfo Suárez como presidente del Gobierno, la aparición de los partidos políticos, la 
celebración de las primeras elecciones democráticas o la entrada en vigor del Estado de 
derecho conforman una serie de hitos en estos años definitorios de la nueva etapa 
democrática que el país habría de abrazar.   
 
Se iniciaba también la transición en el campo internacional, con la 
normalización de las relaciones exteriores y la efectiva participación española en 
diferentes instituciones y organismos multilaterales. Como capítulo fundamental de la 
política exterior, la orientación de la política de seguridad comienza a ser objeto, 
igualmente, de los primeros análisis y consideraciones, si bien fueron éstos temas 
siempre ensombrecidos por el protagonismo de la política interior, fijándose su 
discusión en profundidad para momentos venideros. Al Tratado hispano-norteamericano 
firmado en 1976 habría de sucederle la hipotética participación española en el Tratado 
del Atlántico Norte, verdadero eje sobre el que se articularon los discursos de política de 
seguridad en los años de la transición. 
 
Con estas notas definitorias como telón de fondo, pasamos a aproximarnos de 
forma detallada a las claves de la política de seguridad en los primeros pasos del cambio 
democrático en España. Iniciamos su exposición partiendo de la política oficial, 
examinando los pasos llevados a cabo por el Gobierno y la Administración competente, 
para seguidamente trazar el punto de partida de los principales actores del sistema 
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político en la materia. En este sentido, quedarán subrayadas las directrices manifestadas 
por los partidos políticos mayoritarios, la actividad parlamentaria de la legislatura 
constituyente y la actitud de la opinión pública en relación a la política de seguridad. 
Por último nos detendremos en el papel jugado por las Fuerzas Armadas en este ámbito. 
Una actuación la de los Ejércitos que por la naturaleza temática de la investigación se 
torna fundamental en el planteamiento analítico de la política de seguridad de la 
transición española. 
 
 
 
1. Política exterior y política de seguridad en los inicios de la transición  
 
1.1. El comienzo de la transición exterior 
Con la firma del Tratado hispano-norteamericano de 1976, la recién instaurada 
monarquía cerraba uno de los más importantes capítulos de cara a su aceptación y 
reconocimiento internacional. No obstante, y a pesar de su indudable valor político, las 
negociaciones y trazos fundamentales del acuerdo configuraban una relación entre 
España y los Estados Unidos caracterizada más por la continuidad desde la etapa 
franquista que por los cambios que pudieran aportar el relevo en la Jefatura del Estado, 
tal y como hemos visto en el capítulo anterior. 
 
El Tratado permitiría al Gobierno de España reivindicar su engarce con el 
sistema defensivo occidental, proclamar la desnuclearización de su territorio y 
formalizar la reducción de la discrecionalidad de las Fuerzas Armadas norteamericanas 
en España. Sin embargo, a pesar de los consabidos intentos por parte de los últimos 
representantes del franquismo, diferentes miembros de la comunidad atlántica habían 
denegado el acceso español al Tratado del Atlántico Norte. La participación española en 
la seguridad occidental continuó siendo atípica respecto a la generalidad de los países 
democráticos europeos149. 
 
Con la previsible evolución desde el régimen autoritario hacia una forma de 
gobierno plural, las circunstancias que habían rodeado el rechazo internacional de 
                                                 
149 De los quince estados miembros de la OTAN en 1976 sólo Grecia y Turquía estaban gobernados por 
regímenes no democráticos. 
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España eran otras. Esta nueva situación política, las perspectivas democratizadoras que 
encarnaba don Juan Carlos y las aspiraciones europeístas del nuevo régimen fueron 
puestas de manifiesto por el primer ministro de Asuntos Exteriores tras la muerte de 
Franco en sus diferentes apariciones públicas y en sus viajes por los países europeos150. 
Si bien, pese al innegable tono proatlantista del ministro, nada hacía vislumbrar en estas 
visitas un acercamiento efectivo o prospección de posturas oficiales acerca de la posible 
incorporación española a la OTAN. Y ello a pesar de las anteriormente referidas 
palabras del presidente del Gobierno Carlos Arias Navarro en el Pleno de las Cortes, el 
28 de enero de 1976, cuando se refería a la posibilidad de fijar nuevos vínculo con la 
OTAN151. 
 
A juicio de un agudo observador del período, por aquel entonces, en el seno 
del Gobierno, las opiniones estaban divididas en relación a este asunto. Opinión que 
consideramos un tanto precipitada si atendemos al testimonio de uno de los integrantes 
de este primer Ejecutivo de la monarquía, en el que se nos apunta que no eran aquéllas 
unas fechas en las que el Gobierno tratara en absoluto sobre el tema de la seguridad 
exterior152. En este mismo sentido, el propio Areilza reconocía por entonces que la 
solicitud de ingreso en la Alianza Atlántica estaba descartada153. 
 
 Esta ausencia de orientación atlantista en la política exterior por parte del 
Gobierno estaba, además, determinada por las propias circunstancias externas, tal y 
como se deduce de las palabras del secretario general de la OTAN, Josep Luns: «Lo que 
nosotros podemos hacer en relación a España es presionar el desarrollo de una 
democracia aceptable. España tiene planes adecuados, pero por ahora son solamente 
planes, por lo que es lógico que la Alianza espere con impaciencia que tales planes sean 
puestos en práctica»154. Diferentes países miembros de la OTAN expresaban por canales 
políticos y diplomáticos su oposición a la participación de España en la Organización 
                                                 
150 Véase AREILZA, J.M.: Diario de un ministro... 
151 «Discurso pronunciado por Carlos Arias Navarro…» 
152 La primera opinión citada en ARMERO, J.M.: Política Exterior de España en democracia, Madrid, 
Espasa Calpe, 1989, p. 37, de la que difiere el testimonio de quien fuera ministro de Relaciones Sindicales 
del primer gobierno de la Monarquía. Testimonio de Rodolfo Martín Villa al autor. 
153 Declaraciones recogidas en Ya, 30 de mayo de 1976.  
154 ABC, 19 de mayo de 1976. 
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hasta que los españoles no transitaran consolidadamente por el sendero de la 
democracia155. 
 
 De esta forma, fijados los lazos con el poderoso Estado occidental, líder de las 
democracias parlamentarias, el proceso de transición política interna proseguía su 
rumbo. Un paso fundamental en este proyecto de cambio democrático lo iba a propiciar 
el jefe del Estado con la sustitución de Carlos Arias Navarro por la figura de Adolfo 
Suárez. Varias señales preconizaron este paso trascendental en la estrategia del 
monarca. Por un lado, la entrevista a Juan Carlos I que el semanario estadounidense 
Newsweek publicaba en abril, donde el Rey afirmaba que Arias era «un desastre sin 
paliativos»156. Por otro, la información privilegiada a uno de los principales apoyos 
exteriores: en mayo, un emisario del monarca se reunía con altos miembros de la 
embajada norteamericana, solicitando el visto bueno para la sustitución de Arias, paso 
necesario para la reforma política. Los diplomáticos norteamericanos expresaron 
afirmativamente su apoyo a la reforma, pero evitaron aparentar que el cambio 
presidencial pudiera parecer organizado desde Washington157. Poco más tarde, Juan 
Carlos I expresaría así mismo el planteamiento de sus presupuestos democratizadores en 
los Estados Unidos, en lo que consideramos el inicio de la transición de la política 
exterior española158. Efectivamente, de notable relevancia resultó la visita que los Reyes 
realizaran a los Estados Unidos a comienzos de junio de 1976 en el que fue su primer 
viaje oficial al extranjero como monarcas. Y ello por la doble vertiente de sus 
repercusiones: tanto internas como externas.  
 
 En la intención del Ministerio de Asuntos Exteriores estaba el dar a esta visita el 
mayor realce y significación posible159. Días antes del inicio de la visita, el ministro 
                                                 
155 Testimonio de Luis Guillermo Perinat al autor. 
156 Véase el reportaje «Juan Carlos looks ahead», en Newsweek, 26 de abril de 1976. Para Carmen Díaz de 
Rivera, persona cercana a la Zarzuela y confidente del monarca en muchas ocasiones durante estos 
primeros pasos de la transición, estas palabras del Rey fueron “of the record”, y, en cierto modo, los 
periodistas abusaron de la confianza que don Juan Carlos depositó en ellos. Véase ROMERO, A.: 
Historia de Carmen. Memorias de Carmen Díaz de Rivera, Barcelona, Planeta, 2002, p. 84. 
157 Testimonio del máximo representante de la embajada norteamericana en España en estas fechas, 
EATON, S.: The forces of freedom..., pp. 38 y 39. 
158 Como señalamos con anterioridad, este planteamiento queda expuesto en PEREIRA, J.C.: «Transición 
y política exterior: el nuevo reto de la historiografía española», en PEREIRA, J.C. (ed.): La Historia de 
las Relaciones Internacionales, Madrid, Ayer-Marcial Pons, núm. 42, 2001,  p. 120. 
159 Testimonio de Juan Durán-Loriga al autor. Ningún jefe de Estado o de Gobierno español en funciones 
había cruzado nunca el océano Atlántico. Juan Carlos I era el primer rey de España que visitaba el 
continente americano a lo largo de la historia de la monarquía española. 
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Areilza ofrecía una rueda de prensa en la que indicó que con ese viaje se trataba de «dar 
a conocer la imagen de España, la imagen de la Monarquía y lo que representa hoy en 
nuestro país, encarnada en un joven monarca de treinta y ocho años»160.  
 
 Antes de recalar en los Estados Unidos se consideró oportuno que los Reyes 
hicieran una primera escala en un país hispanoamericano. En República Dominicana, 
los monarcas fueron entusiastamente recibidos por sus gentes, entre los que habitaba 
una considerable colonia española. En palabras de quien formara parte de la comitiva 
española junto a los Reyes lo que formalmente era una escala técnica se convirtió en 
una visita de Estado con cena ofrecida por el Presidente Balaguer en honor de Su 
Majestad161. Ya en los Estados Unidos, días más tarde se celebraba el momento 
culminante del viaje real, con la intervención de Juan Carlos I en una sesión conjunta 
del Senado y la Cámara de Representantes norteamericana. Se trataba de las mismas 
instituciones que escasas fechas atrás habían dado su visto bueno al Tratado de Amistad 
y Cooperación entre España y los Estados Unidos. En este punto, no hay que pasar por 
alto que formalmente Juan Carlos I era el Jefe del Estado de un régimen todavía 
regulado por las Leyes Fundamentales franquistas y los principios del Movimiento 
Nacional, por lo que la consecución de esta sesión no resultó tarea sencilla a la 
administración española, que con Areilza a la cabeza hubo de emplearse a fondo para 
concretarla.  
 
 En la prensa norteamericana se destacaba que se esperaba con gran expectación 
la declaración oficial del Rey ante el Congreso, por cuanto sería una declaración real no 
solo para el pueblo norteamericano sino también para el pueblo español, que desde el 
primer mensaje de la Corona, en noviembre de 1975, no había tenido la oportunidad de 
recabar balance o exposición alguna de sus argumentos y planes políticos de futuro. La 
conferencia del Rey iba a tener una indudable repercusión interior, vinculada a la 
reforma política que habría de venir. Entre las palabras pronunciadas por don Juan 
Carlos, el expectante público pudo escuchar: 
 
 « (…) la monarquía española se ha comprometido desde el primer día a ser una 
 institución abierta en la que todos los ciudadanos tengan un sitio holgado para su 
 participación política sin discriminación de ninguna clase y sin presiones 
                                                 
160 El País, 23 de mayo de 1976. 
161 DURÁN-LORIGA, J.: Memorias diplomáticas, Madrid, Siddhart Metha, 1999, pp. 213 y 214. 
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 indebidas de grupos sectarios y extremistas. La corona ampara a la totalidad del 
 pueblo y a cada uno de los ciudadanos, garantizando a través del derecho, y 
 mediante el ejercicio de las libertades civiles, el imperio de la justicia. 
  La Monarquía hará que, bajo los principios de la democracia, se 
 mantengan en  España la paz social y la estabilidad política, a la vez que se 
 asegure el acceso ordenado al poder de las distintas alternativas de gobierno, 
 según los deseos del pueblo libremente expresados»162. 
 
 Para Torcuato Fernández-Miranda fue un discurso «meditado, medido, 
elaboradísimo», sobre el que afirma que «lo redactaron el Rey y Areilza en el más 
completo secreto», para que Arias no pudiera conocer el contenido del mismo163. El 
relato de Juan Durán-Loriga recoge la ovación con que los senadores y congresistas 
estadounidenses acompañaron las palabras del Rey cuando en su alocución, 
pronunciada en lengua inglesa, definía la democracia como la alternativa política al 
sistema vigente. Se trataba de la expresión de la intención democratizadora del Monarca 
anunciada en el Capitolio de los Estados Unidos, con la consiguiente irradiación del 
mensaje tanto dentro como fuera de España164. 
 
 En este mismo viaje, el Rey mantuvo entrevistas con el presidente Ford, con 
políticos, parlamentarios y medios de comunicación de la capital estadounidense, 
completando su estancia con dos días en Nueva York, donde departió con algunos de 
los representantes del poder económico norteamericano165. Como resultado de la visita, 
el Washington Post aventuró que Kissinger había exigido al monarca la no legalización 
del PCE a cambio de su apoyo a la Monarquía, rumor que fue desmentido por el propio 
Departamento de Estado. Para el secretario de Estado norteamericano, correspondía al 
Gobierno español determinar esta cuestión «si bien a nuestro juicio sería absurdo tomar 
                                                 
162 Texto completo de su intervención en España en el mundo. Discursos de Su Majestad el Rey. 1976-
1979, Madrid, Oficina de Información Diplomática, 1979.  
163 FERNÁNDEZ-MIRANDA, P. y FERNÁNDEZ-MIRANDA, A.: Lo que el rey me ha pedido. 
Torcuato Fernández-Miranda y la reforma política, Barcelona, Plaza&Janés, 1995. 
164 El vínculo entre el respaldo y el entusiasmo general de los norteamericanos al monarca con el inicio de 
la democratización de la vida política española fue resaltado por parte de la prensa estadounidense, en un 
momento en que Kissinger todavía mantenía fuertes reservas respecto a la participación política de los 
comunistas españoles en un sistema democrático. Véase VIÑAS, A.: En las garras…, p. 440 y 
AREILZA, J.M.: Diario de un ministro…, pp. 195 y 196.  
165 Algunos autores enfatizan la importancia del apoyo de los medios financieros de los Estados Unidos, 
señalando que Juan Carlos I entonces obtuvo un crédito de 1.000 millones de dólares. Véase LEMUS, E. 
y PEREIRA, J.C.: Transición y Política Exterior (1975-1986), en PEREIRA, J.C. (coord.): La política 
exterior de España (1800-2003), Barcelona, Ariel, p. 530 así como STORY, J. y POLLACK, B.: 
«Spain’s transition: domestic and external links», en PRIDHAM, G. (ed.) Encouraging democracy. The 
international context of regime transitions in Southern Europe, Nueva York, St. Martin's Press, p. 132. 
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la legalización de un partido dedicado a principios autoritarios como indicio de progreso 
en un proceso democratizdor»166. 
 
 Más allá de las reacciones que el discurso tuvo en la sociedad española, que 
pudo seguir la intervención del Rey por televisión, el papel inmovilista de Arias al 
frente del Gobierno quedaba en entredicho. La sustitución del presidente del Gobierno 
era inminente, produciéndose días más tarde, a primeros del mes de julio. 
 
 
1.2. La OTAN y la política exterior española: aplazamiento oficial y acercamiento 
doctrinal.  
Con el inicio del cambio político, representado en la designación de Adolfo 
Suárez como presidente del Gobierno, se ponía en marcha la operación de reforma del 
Estado franquista. La política exterior española centraba sus mayores aspiraciones en 
una rápida incorporación a las Comunidades Europeas, quedando la política de 
seguridad en un segundo plano. La atención requerida por el proceso democratizador, la 
vigencia del recientemente firmado Tratado hispano-norteamericano y las reservas 
expresadas por diferentes países atlánticos desaconsejaban la puesta en marcha de 
maniobra alguna sobre un eventual acceso a la OTAN, organización de seguridad que 
entonces englobaba a la mayoría de los países del entorno euro-occidental. El asunto no 
estaba por el momento en la agenda del Gobierno español. 
 
En este compás de espera, hasta que el tiempo político viniera a poner sobre la 
mesa del nuevo Estado democrático la definición de a su política de seguridad, 
asistimos, no obstante, a un análisis de variables y al establecimiento de hipótesis por 
parte del ministro de Asuntos Exteriores que desde la óptica de las instancias 
ministeriales competentes bien pudieran entrar en el debate sobre la política de 
seguridad a corto plazo.  
 
                                                 
166 El contenido de lo hablado por el Rey con el presidente Ford y el secretario de Estado, Kissinger, 
puede verse en el memorándum redactado por este último: Memorandum of Conversation, Departamento 
de Estado, 8 de junio de 1976. Gerald R. Ford Library, Declassified Documents Reference System, U.S. 
(on line). World Government Documents Archive. Woodbridge, Primary Source Media. En 
www.fordlibrarymuseum.gov.  
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Ciertamente, siendo éstos aspectos marginales en los primeros momentos de la 
transición, podemos apreciar cómo los mismos fueron abordándose por ciertos sectores 
de la administración exterior, denotando, por un lado, la asunción por parte de Asuntos 
Exteriores de estar anticipando una secuencia lógica de pasos ante el anunciado debate 
nacional sobre la posible presencia española en la Alianza Atlántica. Por otra parte, los 
análisis ministeriales van a configurar un estado de opinión favorable a la futura 
incorporación a la OTAN que será asumido mayoritariamente por el Gobierno y por los 
responsables de UCD en política exterior, formación cuyos representantes habrían de 
gobernar en España hasta 1982.    
 
 
1.2.1. El bloque occidental y el segundo Gobierno de la Monarquía 
El 1 de julio, Arias presentaba su dimisión al Rey como presidente del Gobierno. 
El 3, Adolfo Suárez es nombrado nuevo jefe del Ejecutivo. Comenzaba la transición a la 
democracia, proceso que aunque no fuera entendido entonces como tal por buena parte 
de la sociedad y la oposición democrática, culminaría con el desmantelamiento del 
régimen franquista y el establecimiento de un sistema político abierto y plural.  
 
En la primera declaración oficial del nuevo gabinete, el recién designado 
presidente exponía los trazos de los próximos retos que asumía en su nueva 
responsabilidad gubernamental167. Respecto a la política exterior, Suárez expresó la 
intención de mantener las líneas fundamentales mantenidas por España, situando el 
deseo de integración en las Comunidades Europeas como objetivo principal de su 
actividad política internacional. En esta primera presentación del nuevo Gobierno, el 
presidente no hizo alusión alguna a los asuntos de seguridad en el ámbito exterior, 
reflejo implícito de la importancia relativa que estos temas tenían en la política 
española168.  
 
Sin embargo, y a pesar de la prioridad lógica que en estos momentos 
demandaron los asuntos domésticos, el contexto exterior no va a ser desatendido por el 
                                                 
167 El relato pormenorizado de este trascendental capítulo de la transición española puede analizarse con 
detenimiento en FERNÁNDEZ MIRANDA, P. y FERNÁNDEZ MIRANDA, A.: Lo que el rey…. Desde 
otra perspectiva, véase OSORIO, A.: Trayectoria política..., pp. 129-136. 
168 «Mensaje del presidente del Gobierno a través de Radiotelevisión española», ARENAL, C. del y 
ALDECOA, F.: España y la OTAN…, p. 214. 
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presidente del Gobierno. Buen reflejo de ello es el viaje relámpago que Suárez realizara 
a París a los pocos días de ocupar la presidencia, el 13 de julio 1976, para entrevistarse 
con el presidente galo, Jaques Chirac169. Este gesto, la anterior gira europea de Areilza y 
la propia visita y discurso de Juan Carlos en los Estados Unidos coinciden en señalar, 
precisamente en el exterior, el objetivo democratizador de los responsables políticos e 
institucionales en España, en busca tanto de un beneplácito como de un apoyo exterior 
necesario y, sobre todo, como justificación de la inserción de España en Europa y en el 
ámbito occidental, del que no pueden quedar excluidas las estructuras defensivas. En 
este sentido, el Tratado de Amistad y Cooperación satisfacía por el momento las 
expectativas españolas y las necesidades de seguridad norteamericanas, posponiéndose 
la posible entrada en la OTAN hasta la consolidación de la democracia en España. 
 
En esta misma línea de aproximación entre España y los países democráticos de 
su entrono cabe interpretar la visita a Madrid del senador estadounidense J.K. Javits, en 
julio de 1976, como parte de una gira de mayor calado por Europa. Javits se entrevistó 
entonces con el Rey y con Suárez, reflejando sus conclusiones en un informe elaborado 
para el Comité de Relaciones Exteriores del Senado norteamericano. En él se recoge la 
sincera determinación por parte del Rey hacia la evolución democrática, si bien añade 
que la misma es tímida y no muy perceptible hasta el momento. El senador va a 
compartir lo complejo y delicado del proceso, por lo que entiende que la OTAN y la CE 
podrían impulsar el cambio político en caso de que España pasara a formar parte de 
estos organismos. De este modo, queda manifiestamente reflejada la significación 
política de instituciones que, como la Alianza Atlántica, tenían, por su origen y 
naturaleza, una función estrictamente defensiva. Por último, Javits va a destacar la 
posición estratégica de España, al quedar lejos de la zona de amenaza directa del Pacto 
de Varsovia y dominar el eje atlántico-mediterráneo170. 
 
En estos momentos de incertidumbre política, con el monarca ostentando los 
poderes heredados del franquismo se producía un nuevo guiño por parte del bloque 
                                                 
169 También se dirigió el Rey en su primer viaje europeo a Francia, a fines de octubre de 1976. La prensa 
francesa planteó claramente la inflexible vinculación entre democracia y europeísmo en la actividad 
política española. Véase LEMUS, E.: En Hamelin…, p. 85, donde se recogen titulares en este sentido de 
los diarios Le Monde, L’Aurore y La Croix de 28 y 29 de octubre. 
170 COMMITTEE ON GOVERNMENT OPERATIONS, U.S. SENATE: «Study mission to Geneva, 
Rome and Madrid», CIS-NO: 76-S402-18, 1976, Government Mic., Michigan University. Citado por 
LEMUS, E.: En Hamelin…, p. 83.  
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occidental hacia quien próximamente habría de impulsar el cambio político en el país. 
Fue con motivo de la visita a la residencia veraniega de la familia real del general 
Alexander Haig, comandante en jefe de la OTAN y jefe de las Fuerzas norteamericanas 
en Europa. No era una visita oficial, tal y como se recalcó a la opinión pública, sino de 
carácter privado, en periodo de vacaciones estivales. A raíz de la misma se produjeron 
inevitables rumores de que se había abordado la futura integración de España en la 
Alianza. No obstante, Haig había declarado días antes que tal eventualidad era deseable, 
siempre que España evolucionara hacia un sistema democrático pleno. Tras la reunión 
con el Rey, Haig admitió, eso sí, haber hablado de la seguridad en el Mediterráneo 
occidental. A su vez, Juan Carlos I subió a bordo del portaaviones norteamericano 
Nimitz171. Estos gestos reflejaban un respaldo informal al proyecto democratizador 
dibujado por el monarca en sus mensajes públicos y abiertamente manifestado en sus 
círculos más restringidos172. 
 
Como tantos otros, la eventualidad de un ingreso de España en la OTAN era un 
asunto que el nuevo régimen había de abordar a su debido tiempo. En el verano de 
1976, recién constituido el Gobierno, eran otras las cuestiones que España tenía que 
dilucidar. La aproximación y los contactos con la oposición, el estudio de la próxima 
reforma política y el diseño de las líneas institucionales del nuevo entramado jurídico 
acaparaban la atención de la clase política en estos momentos173. Resultó evidente que 
la posibilidad de acceder a la Alianza Atlántica por parte española estaba lejos de los 
iniciales objetivos exteriores marcados por el Gobierno. La formalización del Tratado 
con los Estados Unidos y la propia imposibilidad de acceso manifestada a los 
representantes diplomáticos españoles despejaban las dudas sobre la posición española 
                                                 
171 El País, 14 de agosto 1976. 
172 La actitud de Juan Carlos I respecto a la política de seguridad y específicamente hacia la OTAN ha 
sido omitida por todas aquellas obras que abordan la política exterior en España durante esta etapa. A 
nuestro juicio, este punto no puede quedar desatendido en el estudio de la materia, en tanto el Rey 
mantuvo un poder efectivo hasta la reforma de la legalidad franquista y la aprobación de la Constitución y 
porque como mando supremo de las Fuerzas Armadas su parecer y sensibilidad en estos temas habría de 
permeabilizar en el criterio y orientación de la más alta jerarquía militar, la Junta de Jefes de Estado 
Mayor y el conjunto del generalato. En opinión de quién mantuviera una cercana y estrecha relación con 
el monarca, D. Juan Carlos mantuvo siempre una posición favorable a una futura participación española 
en la Alianza. Testimonio de Diego Hidalgo al autor. 
173 No obstante, las visitas del ministro de Asuntos Exteriores si se mantuvieron a un nivel acorde con los 
intentos de normalización diplomática llevados a cabo por el Gobierno, con visitas a Austria (10-13 de 
julio); la Santa Sede, para la firma del Concordato (28 de julio); Hendaya, Francia (18 de agosto); RFA 
(21-22 de agosto); Suiza (23 de agosto); Francia (24 de agosto). Véase MINISTERIO DE ASUNTOS 
EXTERIORES (ed.): Datos de la Política Exterior española, 1975-1992, Ministerio de Asuntos 
Exteriores/Oficina de Información Diplomática, 1992. 
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en la Alianza. Ni era el momento de abordar la cuestión internamente, ni desde el 
entorno exterior se recibían las señales oportunas para llevarlo a cabo174. 
 
 A pesar de que la participación en la OTAN resultaba a todas luces imposible en 
el contexto vigente, distintos actores internacionales comenzaban a fijar sus posiciones 
ante la que se adivinaba como una cuestión a dilucidar en un futuro no muy lejano en la 
agenda política española. A esta estrategia responde la propuesta anunciada desde 
Moscú para impedir la ampliación de los respectivos bloques militares liderados por 
soviéticos y norteamericanos. La declaración firmada por los países miembros del Pacto 
de Varsovia en diciembre, como resultado de su reunión plenaria en Bucarest sostenía:  
 
« (…) Instar a todos los Estados a no emprender acción alguna que pueda 
conducir a la expansión de las ya existentes agrupaciones cerradas y alianzas 
político-militares, ni al establecimiento de otras nuevas. La suspensión 
simultánea del artículo 9 del Pacto de Varsovia y del artículo 10 del Tratado del 
Atlántico Norte que permiten la ampliación del número de participantes por la 
adhesión de nuevos Estados podría ser una medida práctica en esta dirección»175.  
 
 Estas palabras fueron objeto de respuesta tanto por parte del secretario de Estado 
norteamericano, Kissinger, como del secretario de Defensa, Rumsfeld, durante el 
Consejo Atlántico del mismo mes. En las crónicas recogidas en la prensa española los 
responsables estadounidenses se reafirmaron en la continuidad del nuevo presidente 
Carter en su apoyo a la integración española en la Alianza Atlántica, así como al 
rechazo de la anterior declaración soviética, que indirecta pero claramente hacía 
referencia a España176. No acabaron ahí las suspicacias soviéticas sobre España, en lo 
que desde Moscú se percibía como un indudable y progresivo acercamiento español 
hacia el bloque atlantista, en virtud de lo acordado entre España y los Estados Unidos en 
enero de 1976177. Por otra parte, la conferencia pronunciada el 15 de noviembre en la 
                                                 
174 Testimonio de Marcelino Oreja al autor. 
175 Recogida en ABC, 22 de noviembre de 1976. 
176 Rumsfeld añadió en el mismo encuentro que quizá no era entonces el momento de acelerar ese 
proceso, que, en su opinión, debería ponerse en marcha al final del período de evolución política iniciado 
por el Gobierno de Madrid. Informaciones, 8 de diciembre de 1976. Tras la ratificación del Tratado 
hispano-norteamericano, el interés anteriormente manifestado por parte de los Estados Unidos para un 
próximo ingreso español en la Alianza se mantuvo intacto, a pesar de las iniciales cautelas manifestadas 
sobre cuál sería la próxima actitud del nuevo Ejecutivo norteamericano. La opinión favorable en los 
Estados Unidos a una continuidad en la integración española en las estructuras de defensa occidentales ha 
sido ratificada por Luis Guillermo Perinat en entrevista con el autor. 
177 Véase, en el mismo sentido que la citada declaración del Pacto de Varsovia, el comunicado del órgano 
central del Ejército soviético, Krasnaya Zvezda, citado en Diario 16, 1 de enero de 1977. 
 308
Escuela Superior del Aire por el agregado militar de la embajada de los Estados Unidos 
en España daba forma a las expectativas norteamericanas de una próxima participación 
española en la Alianza Atlántica bajo argumentos de índole político-militares178.  
 
Por otro lado, entre los países miembros de la OTAN se mantenían las reservas 
apuntadas a la entrada española en la Organización, derivadas de la necesidad de que 
España llevara a cabo una remodelación institucional que sentara las bases de un 
sistema democrático. Estas posiciones fueron manifestadas a los representantes 
españoles por diferentes vías diplomáticas, a pesar de las inequívocas señales 
democratizadoras llevadas a cabo desde Madrid179. Entre estas manifestaciones figura la 
resolución de la Asamblea Parlamentaria de la OTAN, de 17 de noviembre de 1976, 
invitando a participar como observadores en sus reuniones a los futuros parlamentarios 
españoles en cuanto se celebraran las primeras elecciones libres. La resolución se hacía 
eco de la participación de España en la defensa occidental, si bien reiteraba la 
imposibilidad de una admisión hasta la consecución de una democracia plena180. O las 
declaraciones del ministro de Defensa alemán, Georg Leber, algunas semanas más 
tarde, en las que señaló que apoyaría abiertamente en el futuro una eventual petición de 
ingreso de España en la OTAN, precisando que España debería cumplir previamente su 
actual proceso hacia la democracia y que habría de ser quien solicitara su ingreso en la 
Alianza. A Leber se le consideraba entonces uno de los probables sustitutos de Luns al 
frente de la Secretaría General de la Alianza181.  
 
A la vista de los acontecimientos, cabe concluir que durante los primeros meses 
del proceso de transición fueron notables las señales que pusieron de manifiesto el 
interés occidental por contar con España como próximo aliado. A través de diferentes 
canales y formas quedaba claro que tanto por parte de los Estados Unidos como de otras 
instancias del entorno atlántico que la trayectoria internacional española acabaría 
culminando en su pertenencia a la organización defensiva, vinculando la 
democratización de su sistema político a la “atlantización” de su política de seguridad. 
 
 
                                                 
178 BREISKY, A.E.: «El papel de España en la estrategia occidental. Un punto de vista norteamericano», 
Boletín de Información del CESEDEN, núm. 108-IV, marzo 1977, pp. 1-13. 
179 Testimonios de Nuño Aguirre de Cárcer y de Jorge del Pino al autor. 
180 Véase esta resolución en Informaciones, 18 de noviembre de 1976. 
181 Informaciones, 7 de enero de 1977. 
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1.2.2. La OTAN en el horizonte exterior: la puesta en marcha de la maquinaria 
administrativa  
 De forma paralela a los canales diplomáticos habituales, en España va a 
producirse un acercamiento indirecto a la OTAN desde el inicio del cambio 
democrático. Esta aproximación fue llevada a cabo por parte de diferentes instancias 
político-administrativas, concretándose en manifestaciones varias de distinto alcance y 
consideración. Este proceso de aproximación y conocimiento no predeterminaba ningún 
tipo de posición por parte del Gobierno que, hasta el momento, no se había manifestado 
de forma oficial en relación a la Alianza Atlántica. Las palabras del ministro de Asuntos 
Exteriores eran claras en este sentido: 
 
« (…) así como en el caso de la CEE, España ha hecho bien patente un positivo 
deseo de pertenencia, en el caso de la NATO no ha sido ésta la situación: el 
Gobierno de Madrid nunca se ha manifestado al respecto. Por otra parte, para 
entrar en la Alianza se requiere una invitación unánime de ésta. Cuando tal 
invitación se produzca, y en el caso de que se produzca, el Gobierno tendrá en 
consideración todos los factores que en el caso intervienen, para, teniendo en 
cuenta aspectos políticos, financieros, militares y estratégicos, adoptar la postura 
que resulte más conveniente para nuestros intereses»182. 
 
 Más adelante tendremos ocasión de detallar cómo desde el ámbito militar se van 
a celebrar una serie de seminarios y conferencias en la sede del Centro Superior de 
Estudios de la Defensa Nacional (CESEDEN) con la participación de oficiales 
norteamericanos con experiencia acumulada en la OTAN. Un ir y venir de oficiales y 
funcionarios exteriores que también tuvo su contrapartida por parte de los distintos 
desplazamientos realizados por personal y diplomáticos españoles a instalaciones y 
centros logísticos de la Alianza o a los Estados Unidos. Se trata de unas formas tímidas 
pero directas de contacto que denotan el recíproco interés existente entre los países 
occidentales y diferentes sectores de la administración española por afianzar la 
aproximación y favorecer la integración de España en la Alianza183. 
 
 Además de este acercamiento efectivo, llevado a cabo desde diferentes 
instancias administrativas, se van a producir declaraciones por parte del ministro de 
                                                 
182 Entrevista con Marcelino Oreja. Pueblo, 23 de noviembre de 1976. 
183 Javier Rupérez nos presenta una completa recopilación de estos contactos personales y declaraciones 
por parte atlántica que desde distintos niveles fueron manifestando la predisposición por parte de los 
órganos y países de la OTAN a una incorporación española a la Alianza. RUPÉREZ, J.: España en la 
OTAN: relato parcial, Barcelona, Plaza&Janés, 1984, pp. 58-62. 
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Asuntos Exteriores en las que comienza a clarificarse la postura gubernamental. En las 
sucesivas apariciones de Oreja, se irán desgranando las posibles alternativas de la 
política española de alianzas de seguridad que se atisbaban en el futuro inmediato. Tal 
es el caso de la conferencia pronunciada por el ministro en la Escuela Diplomática en 
marzo de 1977, en la que ya se esbozan algunos de los planteamientos que 
posteriormente se consagrarían como posiciones oficiales dentro del ejecutivo. 
Concretamente, al sostener que el tema requería «un tratamiento en profundidad y una 
adecuada audiencia de todo el pueblo español» o un «gran debate nacional»184. De 
manera paralela, en declaraciones o artículos de prensa comienzan a aparecer 
tímidamente diferentes puntos de vista de lo que se puede considerar como un adelanto 
de posiciones y argumentos a favor y en contra de cara a un debate sobre las opciones 
de seguridad españolas, todavía sin fecha fija en el calendario 
 
 El futuro ministro de Asuntos Exteriores, Fernando Morán, por ejemplo, 
manifestaba su posición reticente a la entrada española en la Alianza, discrepando con 
quienes, a su juicio, anunciaban que la entrada de España en la Alianza Atlántica 
vendría a sustituir automáticamente a los acuerdos con los Estados Unidos; que era ése 
un precio necesario para acceder a la CEE; que la pertenencia a la OTAN aumentaba la 
cobertura española en conflictos locales o que el vínculo atlántico repercutirían en una 
europeización y difusión de valores democráticos en las Fuerzas Armadas185. En otros 
términos se manifestaba otro artículo de opinión aparecido en la prensa firmado bajo el 
pseudónimo de Juan de España. En este caso, el problema de la eventual integración de 
España en la OTAN se planteaba en términos correctos por parte del Gobierno. Esto es, 
reconocía que la cuestión no debía ser resuelta hasta después de unas elecciones en las 
que se definiera el futuro político de España, tildando todo intento de entrar en la OTAN 
antes de esas elecciones como prematuro186. Se trata, no obstante, de excepciones a la 
tónica general de la prensa al respecto, en la que apenas encontramos entonces sino un 
tratamiento colateral y superficial de las opciones españolas en materia de seguridad. 
 
                                                 
184 Véase íntegramente en OREJA, M.: La política exterior en un sistema democrático, Madrid, Oficina 
de Información Diplomática, 1977. Un comentario detallado de esta conferencia en BARBÉ, E.: España y 
la OTAN, Barcelona, Laia, 1981, pp. 124 y 125. 
185 Véase su artículo publicado en El País, el 21 de junio de 1977 bajo el título «La nueva posición 
internacional de España». 
186 Ya, 16 de febrero de 1977. 
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 Del mismo modo, las opiniones de políticos respecto a la política de seguridad 
van a ser, igualmente, muy minoritarias en estos primeros trámites del cambio político. 
Ello respondía tanto a la escasa atención que esta parcela política acumulaba en 
comparación al proceso de reforma democrática que estaba conociendo el país, como, 
en general, al escaso conocimiento e inexistencia de doctrinas oficiales entre las fuerzas 
políticas sobre estos temas, dado el aplazamiento de su debate en el escenario político, 
como a la recién estrenada legalización de los partidos187. 
 
 No obstante, a pesar de la importancia menor de estos aspectos en el contexto 
del cambio político del momento, a las pocas fechas de asumir la cartera, el ministro de 
Asuntos Exteriores constituyó un equipo con algunos de sus colaboradores más 
cercanos para examinar los aspectos básicos de la relación española con la Alianza 
Atlántica. Entre ellos se encontraban el subsecretario José Joaquín Puig de la Bellacasa, 
los embajadores Juan Durán Lóriga y Nuño Aguirre de Cárcer y el diplomático Carlos 
Fernández Espeso, experto en estas materias. Desde un principio, señala Oreja en sus 
explicaciones, les pareció imprescindible que se abriera un gran debate nacional que 
incluyera el examen y evaluación de los intereses nacionales y sus interrelaciones en las 
diversas alternativas concebibles188. Las manifestaciones públicas del ministro, sin 
embargo, no dejaban traslucir atisbo alguno de interés atlántico más allá del 
reconocimiento de una proximidad hispano-norteamericana resultado del Tratado 
firmado en enero de 1976, y subrayaban el hecho de que el Gobierno no había 
manifestado interés alguno en pertenecer a la OTAN. 
 
 Este embrión ministerial sin carácter orgánico, sino entendido por el ministro 
como un grupo de trabajo al más alto nivel administrativo, fue el punto de partida de 
diferentes trabajos e informes que fueron elaborados a lo largo de esta legislatura 
constituyente. Ejemplares en este sentido son los informes de la Dirección General para 
América del Norte y Pacífico que el ministro consultó en la primavera y el verano de 
1977189. En ellos puede apreciarse el indudable interés pro-atlántico reflejado por los 
                                                 
187 Estos argumentos, el de la primacía de los asuntos internos en España, así como la escasa 
preocupación que los temas de seguridad en su vertiente exterior tenían en la sociedad y políticos 
españoles han sido repetidos por diferentes protagonistas entrevistados por el autor. Significativamente 
fueron subrayados por Luis Yáñez y Javier Rupérez. 
188 Testimonio de Marcelino Oreja al autor. 
189 Estos documentos están reproducidos en RUPÉREZ, J.: España en la OTAN..., pp. 81-83, habiendo 
sido confirmada la configuración de este grupo de trabajo y el estudio de la integración en la OTAN por 
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altos cargos de la administración exterior española que con el beneplácito y apoyo 
explícito del ministro pretendían diseñar unas inercias que progresivamente acercasen a 
España a la OTAN190.  
 
Uno de estos informes, titulado El Tratado Hispano-americano y la Alianza 
Atlántica, fechado a 3 de marzo de 1977, recoge alguno de los aspectos que habrían de 
considerarse en una hipotética integración en la OTAN. Dos significativos apuntes 
aparecen ya fijados desde estos primeros momentos en el establecimiento de la política 
de seguridad española por parte de sus principales ingenieros políticos: por un lado, la 
vinculación existente entre los convenios con los Estados Unidos y la futura 
incorporación a la OTAN y, por otro, la necesidad de tomar en consideración la opinión 
pública en relación a la materia. 
 
Fechas más tarde, el 28 de julio, la Dirección General proponía el examen de un 
nuevo documento: Tres alternativas políticas: tratado con los Estados Unidos, Alianza 
Atlántica o neutralidad. En éste se exponía la dificultad de aceptar la situación de no 
ingreso en el Tratado del Atlántico Norte y de no renovación del Tratado con los 
Estados Unidos en lo que se consideraba un vacío neutralista con efectos 
desequilibradotes en la guerra fría. Para sus autores no resultaba realista pensar entonces 
en una política de neutralidad para España y se descartaba, de esta forma, la neutralidad 
desarmada por cuanto España quedaría a merced de sus vecinos del sur y por la 
desocupación en que la quedarían los Ejércitos bajo esa situación. Por otro lado, se 
sostenía que la neutralidad armada no era factible por los altos costes en que habría de 
incurrirse, impensables en la situación económica en la que vivía país. 
 
 Seguidamente, el informe pasa a plantear una hipotética posición del Gobierno 
en caso de un debate de política exterior, basada en los siguientes puntos: 
1. España está implicada en la defensa de Occidente a través del Tratado 
hispano-norteamericano. Sin embargo, este tratado encerraba notables 
desequilibrios y el sistema de enclaves militares que no resultaba aceptable 
para la opinión pública.  
                                                                                                                                               
sus propios protagonistas. Testimonios de Javier Rupérez, Marcelino Oreja, Nuño Aguirre de Cárcer y 
Juan Durán Loriga al autor.  
190 Testimonio de Nuño Aguirre de Cárcer al autor. 
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2. Para superar tal situación, no cabe otra alternativa que la integración de 
España en el sistema multilateral de la Alianza Atlántica, sin aceptar el envío 
de contingentes de tropas más allá de las fronteras nacionales así como la 
permanencia de tropas extranjeras en territorio español.  
3. Se rechazan fórmulas neutralistas por desestabilizar el statu quo existente en 
Europa. La entrada española en la OTAN, concluye, modificaría 
mínimamente la situación estratégica continental. En cambio, si pasase a ser 
neutralista se produciría un cambio fundamental en una zona estratégica 
vital. 
 
 El mensaje emitido por los responsables ministeriales sobre la política de 
seguridad a desarrollar a medio plazo no puede ser más explícito: con ciertas 
especificidades, España ha de incorporarse a la Alianza Atlántica. 
 
 Días más tarde, Oreja daba su conformidad a un informe de la misma 
procedencia, titulado Algunas consideraciones sobre el posible ingreso de España en la 
Alianza Atlántica: el papel de los Estados Unidos. Nuevamente se subraya la necesidad 
de que el Gobierno tuviera una posición fijada al respecto, llegado el caso de que se 
celebrara un debate general de política exterior en las Cortes. Este tercer documento 
insistía en algunos de los presupuestos puestos de manifiesto en los informes anteriores, 
al tiempo que se subrayaba otro elemento de juicio.  Se trataba del papel que habrían de 
jugar los Estados Unidos. Aceptando que el rol de la potencia norteamericana habría de 
ser definitivo, se esperaba una máxima discreción de sus representantes en las gestiones 
en la Alianza, debido a que se entendía más conveniente acceder a la OTAN bajo la 
apariencia del estímulo europeo y no exclusivamente del norteamericano. En este 
sentido, la imagen de padrinazgo norteamericano conllevaría perjuicios internos, por 
cuanto la oposición de izquierda mantenía serias reservas a un mayor perfil de los 
Estados Unidos en esta cuestión, tal y como se desprende de las presiones que venían 
recibiéndose desde la embajada norteamericana en España191. 
 
                                                 
191 Desde la embajada norteamericana se mantenían contactos con representantes socialistas para tratar de 
rebajar sus férreas posturas anti-atlantistas. El embajador de los Estados Unidos en Madrid entre 1978 y 
1982, Terence Todman impulsó estos contactos con representantes del PSOE, por cuanto pensaba que 
serían los próximos responsables gubernamentales en España. Testimonios de Terence Todman y de Luis 
Solana al autor. 
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A pesar de la actividad señalada en el seno de la administración, la posición 
oficial del Gobierno quedaba institucionalizada en la declaración programática que el 
Ejecutivo elaborara tras las elecciones generales de julio de 1977. Concretamente, el 
presidente, señalaría la futura celebración de «un debate por los representantes del 
pueblo legítimamente elegidos con vistas a examinar la posible inserción de España en 
el Tratado del Atlántico Norte»192. Aceptada la propuesta de un debate previo en lo que 
a la integración española en la OTAN se refiere, los sucesivos Gobiernos de Suárez 
mantuvieron una postura oficial unánime e invariablemente definida hasta junio de 
1980, cuando Oreja puso de manifiesto la necesidad de iniciar los trámites para la 
adhesión española a la OTAN193. Posteriormente, con la presidencia de Calvo-Sotelo se 
hizo evidente el cambio de actitud del Ejecutivo respecto a la vinculación española en la 
Alianza, activándose los mecanismos que habrían de conducir a España al Tratado del 
Atlántico Norte.  
 
En relación al enfoque de la cuestión en el seno del Gobierno, Adolfo Suárez 
siempre mantuvo una actitud manifiestamente menos comprometida respecto de la 
integración española en las estructuras defensivas occidentales que la esgrimida por 
Marcelino Oreja. Éste, al asumir la cartera de Exteriores estaba convencido de que «la 
posición de un país europeo, democrático y occidental no podía estar más que en la 
OTAN»194. La preferencia atlantista del ministro nunca fue compartida por el 
presidente, que aplazó desde un principio toda decisión en relación a una eventual 
incorporación de España al Tratado de Washington.  
 
No obstante, la postura de posponer la cuestión OTAN no fue óbice para que se 
mantuvieran una serie de contactos entre políticos y militares españoles con el entorno 
europeo y norteamericano con el trasfondo de la participación de España en el sistema 
de defensa occidental. Entre ellos, destacan los que al más alto nivel mantuviera el 
ministro de Asuntos Exteriores en su desplazamiento a Bruselas con motivo de la 
presentación de la solicitud de adhesión a la CE, en julio de 1977. Entonces, Marcelino 
Oreja aprovechó para mantener una reunión con el secretario general de la OTAN, 
                                                 
192 «Declaración del Gobierno de 11 de julio de 1977. Referencias a política exterior», en ARENAL, C. 
del y ALDECOA, F.: España y la OTAN… pp. 214 y 215. 
193 Más adelante nos detendremos en estas declaraciones del ministro de Asuntos Exteriores y en los 
motivos que parecen haberlas motivado. 
194 Testimonio de Marcelino Oreja al autor. 
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Joseph Luns, cita que dio lugar a todo tipo de especulaciones en la prensa nacional195. 
Meses más tarde, a principios de noviembre fue el presidente Suárez quien se desplazó a 
Bruselas y a Bonn, donde los contactos informales mantenidos con distintas autoridades 
atlánticas estuvieron a la orden del día196. 
 
Así mismo, el presidente visitó oficialmente México y los Estados Unidos a 
finales de abril de 1977. Un importante integrante de la expedición oficial española nos 
deja el testimonio de un Adolfo Suárez sincero, que derrochaba simpatía y atracción en 
el trato personal, pero que se siente incómodo ante la falta de dominio de la lengua 
inglesa197. Factor éste que para muchos observadores de la política exterior de la 
transición no ha de pasar desapercibido en la explicación de la orientación internacional 
de Suárez. La estancia en Nueva York y Washington fue apreciada por la prensa más 
como un viaje de promoción de imagen que de estudio de problemas concretos, 
concluyendo que Suárez buscó fundamentalmente en norteamérica un apoyo a su 
política de cara a la inminente campaña electoral198. 
 
  
1.3. El mantenimiento de la línea gubernamental 
 La posición gubernamental de aplazar toda decisión o trámite respecto a la 
eventual integración española en la OTAN fue la tónica dominante durante la legislatura 
constituyente, cuando la agenda política estuvo dominada por el debate constitucional y 
las consiguientes necesidades de consenso entre las fuerzas políticas parlamentarias. 
Este escenario necesariamente posponía el abordaje de temas como el de la política de 
seguridad, en el que las posiciones de los distintos partidos carecían de unanimidad, en 
aras de un acercamiento de posiciones en temas trascendentales para el éxito del cambio 
político, como el de la Constitución. No era el momento de entrar a valorar en el debate 
político las perspectivas españolas en la Alianza Atlántica. 
                                                 
195 Por ejemplo, ABC, 29 de julio de 1977 
196 Testimonio de Nuño Aguirre de Cárcer al autor. 
197 DURÁN-LORIGA, J.: Memorias…, pp. 222, donde el entonces Director General para Norteamérica y 
Pacífico anota cómo fue entonces cuando Adolfo Suárez ofreció al diplomático Alberto Aza, quien la 
aceptaría, la jefatura de Gabinete de Presidencia del Gobierno. Además, entre la representación española 
se encontraba, Javier Rupérez, entonces jefe de Gabinete de Marcelino Oreja, quien actuaría de intérprete 
del presidente y quien jugaría posteriormente un papel diplomático de primer orden en la orientación 
atlantista española. 
198 Adolfo Suárez se entrevistó con el presidente Carter y con representantes de importantes 
multinacionales norteamericanas, además de ratificar en Naciones Unidas los pactos sobre Derechos 
Humanos. El País, 26, 27 y 28 de abril de 1977. 
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La línea marcada por el Gobierno no siempre contó con el convencimiento de 
todos los integrantes del Ejecutivo entre los que existían claras posiciones a favor de un 
rápido acercamiento a la Alianza, así como tampoco coincidía con las sensibilidades 
proatlánticas dominantes entre los responsables de diseñar la orientación internacional 
en UCD. En relación al partido liderado por Adolfo Suárez, las referencias a la política 
de seguridad recogidas en sus programas y documentos conocieron una tibia evolución, 
en función de las dinámicas internas, del calendario electoral y de la propia evolución 
de la reforma del sistema político. El programa presentado de cara a las elecciones de 
1977 recogía, sencillamente, que UCD defiende «unas relaciones estrechas, equilibradas 
y amistosas, basadas fundamentalmente en la cooperación con los Estados Unidos de 
América»199. Eso era todo de cara a la convocatoria electoral, eludiéndose referencia 
alguna al Tratado del Atlántico Norte. 
 
Una vez conformadas las Cortes constituyentes e iniciada la actividad 
parlamentaria tendrían lugar diferentes comparecencias del ministro de Asuntos 
Exteriores, abordándose los asuntos de política exterior en las Cámaras al igual que el 
resto de cuestiones de la agenda política de la transición. El Gobierno y los 
representantes de las diferentes fuerzas políticas expresaban entonces sus argumentos 
sobre política de seguridad con luz y taquígrafos, pudiéndose comprobar una falta 
general de sintonía al respecto entre las distintas orientaciones políticas de los partidos. 
 
Por su significado, la celebración del primer debate sobre política exterior en el 
Pleno del Congreso acaparó la atención política del momento, situación excepcional, en 
virtud de la consabida relegación de las materias internacionales entre la opinión pública 
y la información periodística en general200. El 20 de septiembre de 1977, Marcelino 
Oreja manifestó reiteradamente a lo largo de su intervención sus esperanzas en alcanzar 
un consenso en política exterior201. Tras ocuparse de las principales áreas de interés de 
la acción exterior española, abordó el modo en el que encarar «las exigencias defensivas 
de nuestra independencia y de nuestra seguridad territorial», esgrimiendo para ello tres 
posible modos de llevarlo a cabo: aisladamente, bilateralmente o en los esquemas 
integrados de defensa, argumento que desembocó en la consideración de la hipotética 
                                                 
199 UCD (ed.): Manual para 22 millones de electores. Programa electoral, Madrid, 1977, p. 32. 
200 Tal y como se aprecia en la prensa: El País, 20 y 21 de septiembre de 1977 o La Vanguardia, 21 de 
septiembre de 1977. 
201 Contabilizamos hasta seis referencias explícitas al término en la intervención de Oreja. 
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integración de España en la Organización del Tratado del Atlántico Norte. El ministro 
fue partidario de no adelantar argumentos o posturas que serían objeto del futuro debate 
parlamentario que el Gobierno había manifestado intención de promover, recordando, 
no obstante, la actual vigencia del Tratado con los Estados Unidos y la coordinación que 
del mismo se derivaba con la OTAN, a través de los órganos previstos en el mismo202. 
Cabe recordar que en estas fechas España comenzaba a normalizar sus relaciones 
diplomáticas, evitándose por parte del Gobierno la confrontación abierta en aquellas 
materias exteriores en las que eran evidentes las diferencias de criterio con los grupos de 
oposición de izquierda: cuestión del Sahara y el eventual ingreso en la Alianza 
Atlántica203. 
 
 Durante 1978 se configura definitivamente la línea gubernamental impulsada por 
Adolfo Suárez como sólido líder dentro del Ejecutivo y en UCD. Una posición que 
lógicamente tendrá su reflejo en nuestra materia de estudio. Efectivamente, va a ser en 
el curso de diseño de la posición internacional del partido gobernante de cara a la 
celebración de su primer congreso nacional cuando su responsable en la materia, Javier 
Rupérez, va a contrastar la proclividad atlántica de los encargados de elaborar los textos 
programáticos de UCD frente a un enfoque más cauteloso y dilatorio fijado desde el 
Gobierno, siguiendo la pauta del presidente. La preparación de la ponencia para el 
congreso ucedista ocupó al equipo coordinado por Rupérez un total de siete meses, 
desde marzo a octubre de 1978, tal y como nos recuerda el protagonista. En su 
composición definitiva no fueron ajenos ni los integrantes del grupo parlamentario ni 
                                                 
202 Las intervenciones de este primer debate democrático de política exterior en el Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 10, 20 de septiembre de 1977, pp. 248-286. Esta ocasión 
inaugural en la que en el Congreso de los Diputados se expusieron abiertamente las posturas en materia 
exterior por parte de los representantes políticos elegidos democráticamente no ha tenido una positiva 
valoración por parte de algunos especialistas académicos. Entre éstos se ha venido destacando más la 
marginación de los aspectos espinosos de política exterior que sus virtudes en cuanto a normalización 
institucional se refiere. Véase MESA, R.: Democracia y política exterior en España, Madrid, Eudema, 
1988, p. 52 o MARTÍNEZ LILLO, P.: «Consenso y política exterior en la transición española», TUSELL, 
J. y SOTO, A. (eds.): Historia de la transición (1975-1986), Madrid, Alianza, 1996, p. 168. 
203 Esta práctica queda reflejada en el comentario que el dirigente comunista Manuel Azcárate realizara a 
un grupo de expertos en el otoño de 1977, al señalar que «contamos con el compromiso formal del 
ministro Marcelino Oreja de que el gobierno no suscitará el tema de nuestra incorporación a la OTAN, 
mientras que nosotros no lo pongamos sobre la mesa, o sea que respetemos, nuestra relación bilateral con 
Washington y el sistema de arrendamiento de las bases». Véase, MESA, R.: «La normalización…», p. 
152. 
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diferentes cargos de la administración exterior, si bien se tratara, de forma oficial, de 
una responsabilidad estrictamente partidista204. 
 
 Las observaciones llevadas a cabo por Marcelino Oreja en la propuesta del 
partido centrista eran, en opinión del secretario de relaciones internacionales de UCD, 
reflejo de la voluntad de Suárez, que quería dulcificar en materia OTAN el texto 
propuesto por su parte205. Concretamente, frente a la posibilidad de comprometer la 
realización del anunciado debate parlamentario durante 1978, el ministro transmitía la 
conveniencia de posponerlo sin concretar fecha alguna, en virtud de las prioridades 
concedidas a los temas de política interior: debate constitucional, referéndum 
constitucional y posteriores elecciones municipales. Asuntos éstos que desde el 
Gobierno se entendía podían verse afectados al introducir el tema de la OTAN en el 
debate político, configurándose una posición que se reflejó en las diferentes 
intervenciones del ministro en las Cortes.  
 
 En este sentido, bien podemos detenernos en la intervención de Oreja en el 
pleno del Senado sobre la declaración de política exterior efectuada por el Gobierno 
fechas atrás, celebrado el 9 de marzo de 1978206. En su intervención, el ministro inició 
su discurso repasando los resultados obtenidos en cada uno de los puntos enunciados 
con ocasión de la Declaración Programática de 11 de julio de 1977. Al referirse al punto 
octavo de la Declaración, el referido a «la conveniencia de un debate nacional acerca de 
la posible inserción de España en el Tratado del Atlántico Norte», Oreja expuso algunos 
argumentos contrarios a la adopción por parte de España de opciones neutralistas en 
política internacional, señalando que la elección de una situación de neutralidad por 
parte española implicaría una modificación del equilibrio europeo, debido al abandono 
de los compromisos que España tenía adquiridos con el sistema global de defensa 
occidental a través de los Estados Unidos, en la línea de los informes de sus asesores 
comentados páginas más atrás. 
                                                 
204 Desde el partido, además de Rupérez, participaron en su diseño: Javier Peña, Francisco Mendes, 
Guadalupe Ruiz-Giménez, Rosa Posada y Pedro Luis Gomis. Desde el grupo parlamentario los más 
activos fueron Ignacio Camuñas desde su posición como presidente de la Comisión de Asuntos 
Exteriores, Luis Miguel Enciso y Joaquín Muñoz Peirats. 
205 Si bien la cuestión atlántica fue la que acaparó la mayoría de las reformulaciones, hubo algunas otras 
matizaciones detalladas en RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, pp. 53 y 54, y confirmadas por el 
testimonio de Marcelino Oreja al autor. 
206 Véase la Proposición no de Ley solicitando una declaración del Gobierno en materia de política 
exterior, por parte del Grupo Parlamentario Socialista, defendida en el Diario de Sesiones del Senado, 
núm. 5, 19 de enero de 1978, pp. 252 y 253 que propició la intervención del ministro. 
 319
 
 A continuación pasó a barajar algunos pros y algunos contras de la supuesta 
adhesión a la Alianza Atlántica, ofreciendo argumentos concretos a favor del ingreso. A 
su entender, la política exterior de seguridad era «uno de los capítulos más 
controvertidos y difíciles», aclarando que el por el momento no había habido ninguna 
apertura del debate207.  
 
 Con todo, en la primavera de 1978, con el proceso constituyente en todo su 
apogeo, la Cámara Alta recogía los planteamientos del Gobierno de Adolfo Suárez en 
materia internacional, sin que se adelantara novedad significativa en relación a la 
política de seguridad. Todo quedaba pendiente de la celebración del reiteradamente 
referido debate nacional, sin que se adivinara la convocatoria del mismo en fechas 
próximas, trascendiendo únicamente por parte del Gobierno la conveniencia de 
celebrarlo una vez superada la legislatura constituyente. No obstante, no quedaba lugar 
para la duda sobre cuáles eran las posiciones de partida del Ejecutivo de cara al futuro 
debate de la cuestión, en un anticipo de lo que en momentos posteriores habría de 
significar la puesta en marcha de los mecanismos institucionales en orden a concretar 
una política de seguridad de corte atlantista.  
 
Por otra parte, no sería hasta el primer congreso del partido, celebrado en 
octubre 1978, cuando UCD presentó una propuesta definida respecto a la política 
exterior española. Se recoge en la ponencia entonces aprobada:  
 
«UCD se declara partidaria de la entrada de España en la OTAN y no estima 
consecuente ni deseable realizar opciones selectivas en ese terreno. Pero España 
tiene sus propias peculiaridades y sus propias necesidades de seguridad, que 
pueden exigir ciertos ajustes en nuestra relación con la OTAN. De ahí que UCD 
considere necesario que, paralelamente a nuestra posible integración en la 
Alianza Atlántica, se llegue a un acuerdo para una solución o un comienzo de 
solución satisfactoria al problema de Gibraltar; se defina con claridad la 
responsabilidad de la OTAN en toda el área territorial española; y se precisen las 
responsabilidades españolas en nuestra área regional»208. 
                                                 
207 El fragmento referido a política de seguridad de la intervención de Marcelino Oreja puede consultarse 
íntegramente en el Apéndice Documental. A su vez, la comparecencia del ministro de Asuntos Exteriores 
propició la Proposición no de ley sobre la declaración del Gobierno en materia de política exterior del 
Grupo Socialista en el Senado que daría lugar a un posterior debate sobre política exterior en el Senado, 
en el mes de abril, al que haremos referencia páginas más adelante, al abordar la actividad parlamentaria 
de la legislatura. 
208 UCD: La solución a un reto. Tesis para una sociedad democrática occidental, Madrid, Unión Editora, 
1979, p. 177. 
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Algo más adelante, el mismo documento recoge la afirmación de UCD sobre la 
necesidad de un profundo debate en las cámaras legislativas en el momento oportuno 
para dilucidar el futuro que a España le espera entre las diferentes opciones en materia 
de seguridad209. Ésta era la opinión oficialmente mantenida por el Gobierno, como 
hemos visto. De este modo, la toma de postura del partido a través del programa 
aprobado en el Congreso ucedista comporta un cierto grado de dilación que permite a 
UCD respaldar oficialmente la política gubernamental y no negar, aunque sí posponer, 
posturas decididamente integracionistas que existían dentro del partido210. A juicio de 
quien ha analizado minuciosamente la política de seguridad española en estos primeros 
pasos de la transición, el año 1978 concluía con la explícita manifestación de Suárez de 
que la Alianza Atlántica no figuraba entre sus prioridades, si bien el programa de 
política exterior de UCD aprobado el mismo año se pronunciaba favorable a la adhesión 
española en la OTAN211. 
 
Una manifiesta ambigüedad que entreabría las puertas y barajaba diferentes 
alternativas en el calendario de cara al anunciado debate sobre el que ya se sabía era el 
principal punto de discrepancia entre las fuerzas políticas en materia de política exterior.   
 
 
 
2. La política de seguridad en el contexto de un sistema político en construcción 
Como ha sido subrayado, en la etapa cronológica que cubre este capítulo el 
sistema político español avanzaba progresivamente hacia la sustitución del régimen 
autoritario y el establecimiento de un sistema de convivencia democrático y 
parlamentario. No sería hasta la aprobación de la Constitución cuando pueda entenderse 
formalmente inaugurado el sistema político que ha determinado la evolución política y 
social en España hasta nuestros días. Más adelante, con las legislativas de 1979 este 
diseño jurídico se tornó en realidad política, con el inicio del normal juego democrático 
y la elección de los representantes políticos por la soberanía popular. Hasta entonces, el 
proceso de transformación del Estado iniciado con el nombramiento de Adolfo Suárez 
                                                 
209 Ibid., p. 180.  
210 Sobre las diferencias entre partido y Gobierno y las diferentes sensibilidades sobre la cuestión 
atlantista existentes dentro de la Administración y de UCD véase RUPÉREZ, J.: España en la OTAN..., 
pp. 47-74. 
211 BARBÉ, E.: España…, p. 156. 
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como presidente del Gobierno había estado marcado por la Ley para la Reforma Política 
y la disolución de las Cortes franquistas; la legalización y constitución de los partidos 
políticos; la celebración de las primeras elecciones democráticas en España tras la 
dictadura, el 15 de junio de 1977; y la formalización de un marco de relaciones 
económico-sociales aceptado por las diferentes sensibilidades políticas del país en los 
Pactos de La Moncloa. 
 
Esta transformación del sistema político conllevó la emergencia de nuevas 
instituciones y factores que habrían de participar en la política de seguridad desde sus 
respectivos ámbitos de influencia. Son estos actores los que pasaremos a analizar a 
continuación, en el trasfondo de un sistema político en construcción, legalmente 
incompleto hasta la entrada en vigor de la Constitución.  
 
Habiéndonos aproximado más arriba a la posición de UCD, nos centraremos en 
este punto en el análisis de la posición de los partidos de la oposición a través de sus 
programas electorales y de otros documentos, como resoluciones de congresos o 
publicaciones oficiales de los mismos. Para ello será suficiente mostrar aquí cuáles 
fueron las posturas de las tres formaciones políticas que obtuvieron mayor 
representatividad parlamentaria al margen de UCD: PSOE, AP y PCE. En un epígrafe 
posterior, dedicado a la actividad parlamentaria, podremos acercarnos, a través de las 
intervenciones y actuaciones de sus representantes en las Cortes, a las definiciones, 
preocupaciones o matizaciones que los grupos políticos tuvieron en relación con el tema 
que nos ocupa.  
 
Las elecciones del 15 de junio de 1977 abrieron un nuevo capítulo en la 
transición española, con la elección de los representantes políticos en unos comicios 
libres y democráticos. Si bien la actuación de las dos Cámaras tendría un carácter 
provisional hasta la aprobación del texto constitucional y la elección de unas nuevas 
Cortes, el análisis de la actividad parlamentaria en materia de política exterior en los 
años 1977 y 1978 configura un ámbito de ineludible en el tema de estudio que nos 
ocupa. Es en el Parlamento donde las diferentes tendencias políticas configuradas al 
respecto van a trasladar sus prioridades, opciones y alternativas al Gobierno de Adolfo 
Suárez en las diferentes materias. Siempre, claro está, en un segundo plano respecto a lo 
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que protagonizó y determinó la propia existencia del legislativo tras estas primeras 
elecciones: la elaboración de la Constitución.  
 
Para concluir este capítulo, ahondaremos en otro de los actores que como 
resultado del establecimiento de la democracia pasó a convertirse en protagonista dentro 
de la política española: la ciudadanía. En cuanto acreedora de la soberanía nacional, el 
pueblo español se convertiría en elemento configurador básico del nuevo Estado 
democrático y juez de la abierta competición partidista entre las diferentes fuerzas 
políticas, en la que los argumentos sobre política exterior también pasarán a formar 
parte de la evaluación y control democráticos. 
 
Con este recorrido, estaremos en situación de valorar cuál fue el peso real y la 
importancia relativa de la política de seguridad en el inicio de la transición española a la 
democracia. Del mismo modo, la posición de los partidos a través de sus planteamientos 
oficiales y de sus representantes elegidos democráticamente nos situará en los 
antecedentes primeros del debate que en 1981 suscitaría la incorporación española a la 
Alianza Atlántica. 
 
 
2.1. El posicionamiento de las fuerzas políticas de la oposición 
Como hemos tenido ocasión de atestiguar, los presupuestos que circulaban en el 
seno de la administración exterior basculaban hacia una aproximación efectiva a la 
Alianza Atlántica, si bien el rostro que el Gobierno de Adolfo Suárez mostró al país fue 
esquivo, más allá de la adquisición del compromiso para celebrar un próximo debate 
nacional. Los asuntos de orden interno y un prudente silencio oficial demostraron 
responder a la lógica política del momento. Eran otros, de mayor calado en la 
arquitectura jurídico-institucional del Estado, los temas que acaparaban la atención de la 
sociedad y la clase política española en la legislatura constituyente. 
 
La paulatina formulación y articulación de los diferentes partidos políticos y la 
convocatoria electoral fijada para junio de 1977, propiciaron, necesariamente, la 
formulación de unos presupuestos políticos en los que las cuestiones de índole exterior 
habrían de figurar en las propuestas de los partidos. Sus programas van a ofrecernos los 
planteamientos en materia de seguridad en éstos, los primeros años del cambio 
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democrático. A la documentación y planteamientos oficiales habrá que añadir la 
actividad que la propia dinámica política va a ir configurando a partir del inicio del 
parlamentarismo democrático, desde la constitución de las Cámaras elegidas 
soberanamente por el pueblo español. 
 
Tal y como señala Consuelo del Val, entre los programas y resoluciones de los 
partidos políticos aparecidos desde 1977 encontramos cambios en lo que a prioridades 
de actuación en política exterior se refiere, entre los que ciertamente no existe un papel 
relevante para la política de seguridad en los primeros compases de la transición212. 
 
 Quedó apuntado en la presentación de los partidos, en la segunda parte de este 
trabajo, la prioridad concedida por las formaciones políticas a las cuestiones de política 
interior respecto a las exteriores. En nuestro tema de estudio este desequilibrio se verá 
más acentuado, si cabe. Como hemos señalado, las cuestiones internacionales quedaron 
relegadas a un plano de importancia mucho menor frente a las más inmediatas, referidas 
a la configuración del nuevo régimen político. Con estas premisas y una vez recabada la 
actividad gubernamental pasemos a acercarnos a las posiciones fijadas por los 
principales partidos con representación parlamentaria en los años que precedieron a la 
incorporación de España al Tratado de Washington. 
 
 
2.1.1. Partido Socialista Obrero Español 
La nueva línea que tomó el partido, marcada tras el cambio de dirección que el 
PSOE completó tras el Congreso de Suresnes, de 1974, quedó manifestada en el 
“Programa de transición”, documento aprobado en el XXVII Congreso del Partido, 
celebrado en diciembre de 1976, así como en las propias resoluciones del Congreso. 
Con un enfoque y un vocabulario fuertemente ideologizado, ambos documentos recogen 
los postulados principales que entonces inspiraron la propuesta socialista de política 
exterior.  
 
En el apartado referido a política internacional el PSOE denuncia «el 
intervencionismo imperialista de los Estados Unidos» en América Latina y la 
                                                 
212 VAL CID, C. del: Opinión Pública y opinión publicada. Los españoles y el referéndum de la OTAN, 
Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas, 1996, p. 108.  
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renovación de los acuerdos hispano-norteamericanos, «por entender que hipotecan el 
territorio nacional así como la política exterior e interior del Estado español y por 
haberse realizado sin la aprobación libre y expresa del pueblo». Como alternativa, va a 
proponer una política exterior independiente de los bloques militares, siendo partidarios 
de «adoptar progresivamente una política de neutralidad activa en cuanto contribuya a la 
causa del socialismo»213. Una materia la de las relaciones exteriores que por otra parte 
había sido obviada por los dirigentes socialistas meses atrás, durante la Escuela de 
Verano del Partido Socialista Obrero Español, celebrada del 16 al 22 de agosto214.  
 
 Fue en el discurso europeísta donde los socialistas hicieron mayor hincapié en 
materia exterior. Esta vocación europea, señala Esther Barbé, se entiende notablemente 
atractiva desde las filas de la izquierda al recoger tres factores destacables: su carácter 
occidental, su carga modernizadora y su moral antifranquista. De este modo, en una 
primera etapa el discurso europeo de los socialistas sustituye al mensaje 
occidentalizante o del mundo libre, claramente ligado al liderazgo norteamericano215.  
 
 De cara a las elecciones de 1977, el programa socialista dedicaba un último 
punto a la actividad internacional. En éste, el PSOE se centraba en Europa como 
objetivo primordial de política exterior. Seguidamente exponía su oposición a cualquier 
relación o acuerdo de carácter militar que no contara con el respaldo popular, otorgado 
por el Parlamento o por referéndum216.   
 
 La posición del PSOE en estos primeros trances del cambio político ha sido 
explicada por Luis Yáñez como resultado de 40 años de persecución, de clandestinidad 
y de exilio. Con un grupo de gente en la dirección del partido desde el Congreso de 
Suresnes generacionalmente nueva, joven. A su juicio todo ello generó una «sobrecarga 
ideológica y no tanto no un estudio y reflexión de la realidad concreta de los tiempos». 
Es el caso de la fuerte tendencia neutralista existente en miembros destacados del 
partido, que veían a la OTAN como un instrumento de los Estados Unidos, al igual que 
                                                 
213 Resoluciones del XXVII Congreso del PSOE, Madrid, 1976, pp. 14 y 15.  
214 VVAA: Socialismo es libertad. Escuela de verano del PSOE 1976, Madrid, Cuadernos para el 
Diálogo, 1976. Este posicionamiento secundario, marginal, de los asuntos de política exterior no es, por 
tanto, exclusivo del gobierno. Como demuestran estas jornadas socialistas, no son los temas exteriores los 
que preocuparon, tampoco, al que se convertiría en el principal partido de la oposición. 
215 BARBÉ, E.: «La transición española: cambio y continuidad en la política exterior y de seguridad», 
Papers, núm. 33, 1990, p. 111. 
216 Programa electoral del PSOE, Madrid, 1977, pp. 24-26. 
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el Tratado bilateral hispano-norteamericano, «como un instrumento de apoyo y de 
respaldo al franquismo desde el año 1953. Eran los EEUU quienes habían 
proporcionado el respaldo, quienes habían apuntalado a la dictadura», señala el veterano 
diputado socialista217. En estos momentos, entre los dirigentes del PSOE casos como el 
de Austria, con Bruno Kreisky, o Suecia, con Olof Palme eran vistos como modélicos y 
los dirigentes socialistas aspiraban a que España pudiera materializar una política 
exterior de corte neutralista similar a la de estos países. 
 
 Con posterioridad tuvo lugar un acontecimiento que vino a ser interpretado 
interesadamente por parte de los atlantistas en España, como un signo de vinculación 
entre los dirigentes del PSOE y los intereses exteriores soviéticos. En diciembre de 
1977 una delegación del partido encabezada por Felipe González visitó Moscú. Allí, los 
socialistas españoles firmaron un comunicado conjunto con el PCUS en el que se 
expresaba el rechazo a la división bipolar y se expresaba la oposición a la ampliación de 
los bloques político-militares218. La cuestión generó las subsiguientes críticas por parte 
de los partidarios de la integración española en la Alianza, al tiempo que sus 
fundamentos han sido minimizados por quienes formaron parte de tal expedición a la 
Unión Soviética219. Más allá de la interpretación que quiera adoptarse de estos hechos 
en concreto, lo cierto es que por entonces los dirigentes socialistas eran explícitamente 
opuestos a la adhesión española a la Alianza Atlántica. 
 
La negativa del PSOE a la integración en la OTAN y los recelos frente a 
Washington no fueron incompatibles con diferentes visitas que dirigentes socialistas 
realizaron tanto a Moscú como a la capital norteamericana para intercambiar opiniones 
con diferentes autoridades del país, ofreciendo argumentos a los responsables 
estadounidenses sobre la necesaria amistad hispano-norteamericana en el caso de un 
hipotético futuro Gobierno socialista en España220.  
                                                 
217 Testimonio de Luis Yáñez al autor. 
218 El texto completo de este comunicado quedó íntegramente publicado en España en El Socialista, el 24 
de diciembre de 1977. 
219 Véanse ambas argumentaciones en RUPÉREZ, J.: España en la OTAN..., pp. 56 y 57 y en GUERRA, 
A.: Cuando el tiempo nos alcanza. Memorias (1940-1982), Madrid, Espasa, 2004, pp. 206 y ss. 
220 Felipe González acudió a la capital estadounidense donde se entrevistó con altos cargos responsables 
de la seguridad y la política exterior estadounidense. Meses más tarde, en marzo 1978, Enrique Múgica y 
Luis Solana viajaron a los Estados Unidos  invitados por el gobierno norteamericano, entrevistándose con 
el secretario de defensa, funcionarios del Departamento de Estado y con representantes de las Comisiones 
de Defensa del Congreso y el Senado. Testimonios de Luis Solana y Enrique Múgica al autor. 
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En razón de estos argumentos, cabe concluir que la posición inicial de los 
socialistas españoles en relación a la política de seguridad fue indudable y 
manifiestamente contraria a cualquier tipo de vínculo con la OTAN, al mismo tiempo 
que mantuvieron una abierta actitud crítica respecto a la relación bilateral con los 
Estados Unidos. La identificación de la potencia occidental con el apoyo exterior al 
régimen franquista y el fundamento marxista de sus postulados ideológicos habrían de 
configurar esta postura del PSOE en los momentos primeros de la transición. 
 
 
2.1.2. Partido Comunista de España 
Desde el comienzo de la transición, el PCE abogó por una política de 
“neutralidad activa” en las relaciones exteriores españolas, si bien encontraremos una 
evolución de los planteamientos de los comunistas en estos primeros compases del 
cambio democrático.  
 
Como consecuencia del escaso margen de tiempo transcurrido entre la 
legalización del Partido Comunista y las elecciones de 1977, el programa electoral del 
PCE de cara a aquellos comicios elude cualquier referencia sobre política exterior, por 
lo que habrá que esperar al desarrollo de la actividad parlamentaria para conocer la 
opinión comunista respecto a la política exterior de seguridad española de forma oficial 
y explícita221. 
 
Así, desde su discurso anti-imperialista proclamado en los primeros momentos 
de la transición, nos situamos en el IX Congreso comunista, celebrado en abril de 1978. 
En su resolución número 13 aborda las cuestiones agrupadas bajo el rótulo de política 
exterior y defensa, iniciando la misma con un llamamiento a una política de no 
alineamiento que garantizara la soberanía e independencia de España así como a eludir 
las ingerencias extranjeras. Esta política de no alineamiento preconizaba la superación 
de los bloques y la desaparición simultánea de la OTAN y del Pacto de Varsovia. 
Seguidamente, al enunciar su postura en relación a la OTAN señala: «El PCE se 
pronuncia clara y rotundamente contra el proyectado ingreso de nuestro país en la 
                                                 
221 La imposibilidad material de elaborar un programa electoral en el que incluyesen asuntos de política 
exterior suficientemente consensuados por la cúpula del partido para las elecciones de 1977 ha sido 
confirmado por Ramón Tamames en su testimonio al autor. 
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OTAN (…) ese ingreso estimularía en Europa una dialéctica de reforzamiento de los 
bloques militares, de carrera armamentística, negativa para la seguridad y la paz». 
Añadía también el alto coste económico que el ingreso acarrearía.  
 
Del mismo modo consideraba que el momento político no era el adecuado para 
tomar decisión alguna sobre la OTAN, ya que ello rompería el consenso existente en 
otras áreas de la política exterior española. De ahí que el debate y la decisión sobre la 
OTAN debiera ser aplazado «hasta la conclusión del proceso democrático y 
constitucional, hasta que las nuevas Cortes, tras un gran debate nacional, puedan tomar 
una decisión que, por su alcance para el futuro, exigirá no una mayoría simple, sino una 
mayoría muy amplia». Una valoración al respecto prácticamente igual a la expresada 
por el Gobierno. Al mismo tiempo, sobre las bases de utilización norteamericana, 
enunciadas como “bases americanas”, el PCE señalará que las mismas son resultado de 
la existencia de los bloques, razón de más para avanzar en el camino de la desaparición 
de los bloques militares222. 
 
Al hilo de esta primera aproximación al discurso comunista sobre política de 
seguridad, ya quedan puestos de manifiesto los pilares sobre los que argumentarían su 
posición anti-atlantista. Preconizando una superación del enfrentamiento bipolar, 
entendieron que la entrada de España en la OTAN significaría una toma de partido de la 
recién instaurada democracia por el bloque liderado por los Estados Unidos. No 
obstante, defendieron la conveniencia de tratar el asunto en el Parlamento una vez 
superado el proceso constituyente, en orden a debatir y votar democráticamente una 
decisión en la que no existía igual criterio entre las fuerza políticas. 
 
 
2.1.3. Alianza Popular  
La postura de Alianza Popular mantenida durante la legislatura constituyente fue 
la más decididamente integracionista entre todos los partidos políticos, incluido UCD. 
Desde un principio, una de las líneas prioritarias de la orientación de la política exterior 
sostenida por los aliancistas fue la plena integración española en el sistema defensivo 
occidental, dentro del cual la OTAN era la pieza fundamental. Sin embargo, este 
                                                 
222 IX Congreso del PCE, del 19 al 23 de abril de 1978. Actas, debates y resoluciones, Madrid, 1978, pp. 
415 y 416. 
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planteamiento no quedó articulado en discursos o documentos institucionales de AP, 
por lo que hemos de identificar su posición a través de las declaraciones de sus 
representantes ante los medios de comunicación así como en las intervenciones 
parlamentarias, recogidas páginas más adelante. 
 
De este modo, aunque sin referirse al mismo de forma explícita, los argumentos 
incluidos en el documento de presentación oficial del partido ante la sociedad española 
ya rebelan cierta sintonía con el Tratado del Atlántico Norte en su apartado dedicado a 
política exterior223. Posteriormente, entre el 5 y 6 de marzo de 1977, se celebró el primer 
congreso nacional de Alianza Popular, cinco meses más tarde de su creación como 
partido. En el mismo, fue Federico Silva el encargado de presentar las propuestas en 
materia de política exterior. Comenzaba Silva señalando que era entonces factible la 
eventual incorporación de España como nuevo miembro de la OTAN, reconociendo que 
esa incorporación «supondría evidentemente un factor de desequilibrio a favor de la 
misma, que los rusos verían con gran preocupación». Con la desaparición de Franco se 
abría la posibilidad de que España accediera a la Alianza Atlántica, si bien lo que más 
parecía preocupar al dirigente de AP era que la decisión fuera objeto de debate entre las 
formaciones políticas224.  
 
Los dirigentes del partido se mostraron firmes al lado de una incorporación lo 
más inmediata posible a la Organización, si bien en 1978 existió por parte de López 
Bravo una postura más moderada al respecto que ha sido destacada por algún autor225. 
Ésta defendía la posibilidad de un planteamiento del proceso integracionista de forma 
más gradual y progresiva, abriendo la posibilidad a una futura negociación con UCD.  
 
En 1978 Alianza Popular celebró su segundo congreso como formación política. 
Si bien no hubo intervención específica que abordara las relaciones exteriores, la 
ponencia política resultante del cónclave afirmaba entre sus conclusiones que el 
territorio nacional debía estar plenamente garantizado, diplomática y militarmente, 
contra todo riesgo exterior, lo que requería una acomodación internacional adecuada 
definida como «una situación de seguridad y cooperación dentro de la Península y 
                                                 
223 ALIANZA POPULAR (ed.): Qué es Alianza Popular, Madrid, 1977, pp. 25 y 26. 
224 ALIANZA POPULAR (ed.): Discursos pronunciados en el I Congreso Nacional de Alianza Popular, 
Madrid, 1977, p. 45. 
225 BARBÉ, E.: España…, pp. 201-203. 
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mares adyacentes; una potencia especial en la zona del Estrecho y sus accesos; una 
política de presencia activa en el Mediterráneo Occidental y en el mar de Canarias; y 
una utilización al máximo de nuestras posibilidades económicas negociadoras». Así 
mismo, añadía que «la Defensa Nacional, función fundamental y permanente del 
Estado, debe mantenerse en íntima conexión con el conjunto de la política exterior», sin 
que se expresara argumento alguno sobre la efectiva articulación de la política de 
seguridad propuesta por el partido226.   
 
 
************** 
 
Las referencias a la política de seguridad de los principales partidos de la 
oposición aquí presentadas nos llevan a enunciar dos conclusiones fundamentales. La 
primera viene a incidir en un argumento ya señalado con anterioridad. Este es, el escaso 
peso que en estos primeros compases de la transición democrática tuvieron los asuntos 
de política exterior en comparación con los de política interior. La segunda, la 
diferencia de criterio existente entre las fuerzas de izquierda, manifiestamente contrarias 
a la adhesión española al Tratado del Atlántico Norte y al vínculo defensivo establecido 
con los Estados Unidos, y de derecha, favorables a incrementar la participación 
española en las estructuras de seguridad occidentales. Un punto de partida de los 
partidos que quedará a expensas de la política llevada a cabo al respecto por parte del 
Gobierno, una vez anunciado el debate nacional sobre la materia. 
 
 
2.2. La política de seguridad y escenario político: la actividad parlamentaria  
El análisis de la actividad parlamentaria en materia de política exterior en la 
legislatura constituyente configura un ámbito de ineludible en el tema de estudio que 
nos ocupa. Es en el Parlamento donde las diferentes tendencias políticas configuradas 
en el país van a trasladar sus prioridades, sus opciones y alternativas al Gobierno de 
Adolfo Suárez en las diferentes dimensiones políticas. También en la de la política 
exterior. Siempre, claro está, en un segundo plano respecto a lo que protagonizó y 
determinó la propia existencia del legislativo: la elaboración de la Constitución. 
                                                 
226 ALIANZA POPULAR (ed.): II Congreso Nacional de Alianza Popular, Madrid, 1978, p. 15.  
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Tras las elecciones de junio de 1977 quedaba establecido el primer Parlamento 
democráticamente elegido tras la dictadura franquista. Sin embargo, como tuvimos 
ocasión de señalar, el Reglamento del Congreso de los Diputados no entraría en vigor 
hasta octubre de 1977, si bien existió actividad política en las Cortes en momentos 
anteriores a su aprobación y desde el momento mismo de su configuración por las 
urnas. 
 
No deja de sorprendernos que entre las primeras iniciativas parlamentarias del 
Parlamento democrático surgido de las elecciones de 1977, se encuentre la Proposición 
no de ley ante el Pleno presentada por el Grupo Parlamentario Mixto en fecha tan 
temprana como la de 21 de julio227. Junto con otra serie de «escritos y mociones» 
presentadas por los diputados, el Grupo Mixto presentó, entre otras, mociones relativas 
a la Permanencia en territorio nacional de bases militares bajo control extranjero; 
integración de España en la Organización del Tratado del Atlántico Norte e ingreso de 
España en la Comunidad Económica Europea, proponiendo un referéndum nacional en 
el caso europeo228. Por acuerdo de todos los grupos parlamentarios, esta serie de 
primeras iniciativas en el Congreso no fueron objeto de deliberación o votación alguna. 
Simplemente fueron relacionadas y publicadas para que la Cámara tuviera conocimiento 
de ellas.  
 
Tal y como adelantamos páginas más atrás, el día 20 de septiembre de 1977 se 
celebró en el Pleno del Congreso un debate específicamente dedicado a política exterior. 
Se trataba del primero dedicado a esta materia que tenía lugar en un Parlamento 
democrático español desde los años de la II República.  El orden del día fijaba las 
intervenciones de los representantes de los distintos Grupos Parlamentarios y a 
continuación la del ministro de Asuntos Exteriores. Las intervenciones de los 
representantes de los distintos Grupos incidieron tanto en aspectos formales que debían 
                                                 
227 Resulta sorprendente comprobar el ansia democrática de los recientemente elegidos diputados, al 
cotejar la cantidad de «escritos y mociones», tal y como se les denomina entonces en terminología 
parlamentaria, presentados en la Mesa interina del Congreso de los Diputados, antes, por tanto, de que se 
hubieran sometido a votación la configuración de la Mesa y de las Comisiones parlamentarias de esta 
legislatura constituyente. Aunque la denominemos aquí proposición no de ley, en la fecha de su 
tramitación, este vocablo todavía no estaba incorporado a la normativa del cuerpo legislativo, 
sencillamente porque éste no existía formalmente, remitiéndose los diputados a las normas fijadas por el 
Presidente hasta la publicación de los Reglamentos Provisionales de las Cámaras, en el mes de octubre. 
228 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 10, 20 de septiembre de 1977, pp. 
248-275. 
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regir la actuación de la España en cambio en la política internacional, como en los 
propios escenarios de esta política exterior. 
 
Junto a la tónica general de los diputados en el objetivo de propiciar un orden 
mundial más justo y equilibrado, en el que prevalecieran la ley internacional y los 
principios y derechos invocados desde Naciones Unidas y el recorrido habitual por las 
áreas tradicionales de actividad exterior española (Mediterráneo, países árabes, 
Iberoamérica y norte de África) se consolidan las posiciones tanto en el tema de la 
integración europea como en la política de seguridad. Respecto a la conveniencia de 
participación en las instituciones europeas, a la secular reivindicación de Gibraltar, así 
como a la necesidad de conformar un amplio consenso en política exterior existió una 
total unanimidad entre los parlamentarios. El modelo de política de seguridad más 
conveniente para España, así como los tiempos y recorridos para llegar al mismo, sin 
embargo, demostraron carecer de una misma visión por parte de los representantes de 
los distintos Grupos Parlamentarios229. 
 
Así, la intervención de Raúl Morodo por parte del Grupo Mixto defendió evitar 
la satelización de España por las grandes potencias, rechazando el Tratado hispano-
norteamericano por entenderse, precisamente, como la pieza de integración militar de 
España en la órbita atlántica. Otros de sus argumentos en contra del Tratado eran que la 
zona geográfica de aplicación del acuerdo excluía a Ceuta y Melilla, al cubrir frente a 
un conflicto general pero no frente a un conflicto local, la acumulación de un arsenal 
nuclear en suelo español y el eventual apoyo que las bases españolas pudieran facilitar a 
Israel en un conflicto en el Próximo Oriente. A continuación propugnó una política que 
tendiera a la disolución de los bloques militares, aceptando como sustitución la creación 
de un sistema de seguridad europeo compuesto por los asistentes a la Conferencia de 
Belgrado, en el marco de la OSCE. Seguidamente, expuso la cruz de la moneda frente a 
argumentos dados como favorables en caso de entrada de España en la OTAN, para 
«considerar inexcusable un verdadero debate nacional y parlamentario sobre la eventual 
entrada de España en la OTAN»230.   
                                                 
229 Por su importancia en el momento, al afectar a la política de vecindad, a la política mediterránea y 
africana de España, así como al cuestionamiento de la españolidad de las islas Canarias, la cuestión de la 
descolonización del Sahara acaparó la mayor parte de la atención de las diferentes intervenciones. 
230 Concretamente manifestó su desacuerdo en que la integración en la OTAN sustituyera la dependencia 
de los Estados Unidos, sino que ésta se duplicaría de concretarse la adhesión. Igualmente añadió que la 
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Por parte del Grupo Comunista, el diputado Gallego Bezares consideró que la 
política exterior de España tenía que ser una política de neutralidad y no alineamiento. 
Esta opción exterior comunista favorecería un proceso encaminado hacia la 
desaparición de los bloques militares, por lo que «nos pronunciamos rotundamente 
contra el ingreso de España en la OTAN». Respecto a la disposición norteamericana de 
bases en España, entendió que se trataba de una concesión al imperialismo 
estadounidense heredado del franquismo del que había que prescindir necesariamente.    
 
El socialista Luis Yáñez centró su intervención en los principios inspiradores 
que habían de regir la política exterior. En relación con política de seguridad señaló el 
objetivo prioritario de «liquidación de todas las bases extranjeras de nuestro suelo», por 
lo que las relaciones hispano-norteamericanas debían replantearse en un plano de 
igualdad: una política de amistad con los Estados Unidos no podía condicionarse a la 
existencia de bases nucleares en España231. Yáñez se oponía también al ingreso de 
España en bloque militar alguno, sosteniendo el cambio de orientación hacia una 
neutralidad activa y rechazando, en cualquier caso, la participación española en alianza 
o relación defensiva alguna sin la aprobación expresa del pueblo español. 
 
A continuación tomaba la palabra el representante de Alianza Popular, Federico 
Silva. En lo que se refiere al tema analizado, señaló claramente la posición de su partido 
favorable a la incorporación española a la Alianza Atlántica, en razón de distintos 
motivos entre los que admitía también su «lado oscuro». El representante del partido 
liderado por Fraga, apuntó, no obstante, que sería necesario un gran consenso nacional 
en la materia232. 
                                                                                                                                               
entrada en la Alianza no era condición para la integración en el Mercado Común, ya que eran intereses 
económicos los que primaban en ese sentido y había países miembros de la CEE que no lo eran de la 
OTAN (Irlanda) y otros que siendo miembros de la Alianza Atlántica no lo eran de la CEE (Noruega); la 
OTAN no cubriría necesariamente en conflictos que quedaran fuera del ámbito del Tratado hispano-
norteamericano, ya que la obligación de asistencia mutua recogida en su artículo 5ª no era automático; 
además, conllevaría un probable aumento de los costos de la defensa, una disminución o pérdida de la 
autonomía para realizar una política mediterránea, dificultaría las relaciones de España con el este de 
Europa y reforzaría y consolidaría el estatuto colonial de Gibraltar.    
231 Como vemos, tal y como subrayaban los informes fechados en la primavera y el verano de 1977 de la 
Dirección General de América del Norte del ministerio de Asuntos Exteriores, el concepto de «bases 
extranjeras», en referencia al uso de facilidades norteamericanas en España, perduraba en el 
subconsciente de los españoles no sólo en el plano popular sino también en el ambiente político. 
232 Concretamente se refirió a la necesidad de obtener una protección global y generalizada que los 
recursos del país no podían proporcionar, superando el nivel de garantías que prestaba el Tratado hispano-
norteamericano y a la resultante preparación en material, logística y planeamiento de las Fuerzas Armadas 
españolas. No eludió, por el contrario, el problema de la cuota económica de participación ni el 
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Cerrando las posiciones de los Grupos Parlamentarios, Antón Canyellas 
expuso desde la tribuna de oradores los planteamientos de política exterior del Grupo 
Vasco-Catalán. En materia de seguridad su posición fue en cierto modo soslayada, al 
recorrer diferentes áreas de interés de la acción exterior española pero sin referirse de 
modo concreto ni al parecer de su Grupo respecto a la Alianza Atlántica ni a la 
participación española en el acuerdo vigente con los Estados Unidos233. 
 
Como resultado de la comparecencia del ministro, cuyos argumentos quedaron 
expuestos con anterioridad, se presentaron diversas mociones referentes a los temas 
apuntados en su intervención para su procedente tramitación en la Comisión de Asuntos 
Exteriores. La generalidad de las mismas, la dilatación de los plazos de publicación y 
discusión en momentos, recordémoslo, en los que todavía no han entrado en vigor los 
Reglamentos de las Cámaras legislativas, así como la propia falta de experiencia y 
rodaje en la actividad parlamentaria, hacen que el valor de estas iniciativas tenga un 
significado puramente testimonial, sin resolución política alguna. Atendiendo al texto 
de las mismas, son las negociaciones con el Mercado Común, cuya apertura había 
solicitado oficialmente España en julio, el concordato con el Vaticano y la 
descolonización del Sahara las cuestiones apeladas en estas iniciativas. Materias 
entonces de vigente actualidad, que a tenor de la postura gubernamental en materia de 
defensa eludían requerimiento alguno en relación al Tratado del Atlántico Norte234.  
 
Tras la publicación del Reglamento Provisional del Congreso de los Diputados 
se inicia una etapa en la actividad parlamentaria, ajustada a una mayor concreción y 
regulación de su normativa interna, que superaba a la imprecisión e improvisación 
precedente. En virtud del artículo 143 del nuevo Reglamento del Congreso, el ministro 
                                                                                                                                               
contencioso de Gibraltar, señalando que el primer punto sería fácilmente salvable, confiando en que, 
como a Islandia, le condonasen a España dicha cuota. Respecto al asunto de Gibraltar, Silva entendía su 
resolución como un condicionante previo a la entrada española en el Tratado del Atlántico Norte. 
233 Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 10, 20 de septiembre de 1977, pp. 248-275. 
234 Estas «mociones» fueron oficialmente recogidas tal y como sigue: Proposición no de ley sobre el 
acceso de España a las Comunidades europeas, presentada por el Grupo Parlamentario Comunista; 
Proposición no de ley sobre descolonización del Sahara occidental, presentada por el Grupo 
Parlamentario Socialista; Proposición no de ley sobre las negociaciones del Concordato de 1953, 
suscrito con la Santa Sede, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista; Proposición no de ley sobre 
las negociaciones con las Comunidades europeas, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista y 
Proposición no de ley sobre política exterior española, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista. 
Presentadas el 27 de septiembre de 1977 y publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes, núm. 35, de 30 
de noviembre de 1977 y cuyo debate, meramente testimonial, queda recogido en el Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados, Comisión de Asuntos Exteriores, núm. 10, 1 de febrero de 1978. 
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de Asuntos Exteriores transmitió su deseo de informar de las coordenadas de la política 
exterior española en la Comisión de Asuntos Exteriores en una sesión convocada para el 
día 16 de diciembre235. Esta comparecencia del ministro, no obstante, se celebró a 
puerta cerrada, por lo que carecemos del contenido concreto de su intervención236. 
 
En el Senado, la actividad relativa a política exterior se inauguró con la 
comentada Declaración del Gobierno efectuada por Marcelino Oreja en el mes de 
marzo, en la que el ministro exponía los pros y contras de la hipotética adhesión a la 
Alianza Atlántica. Tal y como señalamos, esta comparecencia propició una proposición 
de ley por parte del Grupo Socialista en el Senado por la que se promovía un debate 
sobre las materias entonces expuestas por Oreja. Así, el 4 de abril de 1978, en sesión 
plenaria del Senado se celebraba un debate sobre política exterior, del que el 
Reglamento vigente carecía de regulación, habiéndose de concertar una reunión de la 
Mesa de la Comisión del Reglamento del Senado con la Presidencia de la Cámara para 
fijar el desarrollo y procedimiento de la sesión, según señalara Antonio Fontán, 
presidente del Senado, en la apertura del mismo237. 
 
La sucesión de intervenciones vino a reproducir los argumentos ya reproducidos 
en las sesiones del Congreso, sin que ninguna consideración quepa destacarse de este 
debate, en el que la fragmentación de los senadores de la Constituyente en ocho Grupos 
Parlamentarios conllevaba la exposición de otros tantos portavoces en la materia. Por su 
parte, el ministro esquivó nuevamente cualquier compromiso respecto a las fechas del 
debate sobre la OTAN, emplazando a sus señorías al momento en que el mismo se 
hubiese abierto. 
 
***************** 
Una vez analizada la documentación parlamentaria correspondiente a la 
legislatura constituyente, específicamente la referida a materias de corte internacional, 
cabe apuntar el hecho de que los representantes de las formaciones políticas van 
                                                 
235 Anuncio publicado en el Boletín Oficial de las Cortes, núm. 38, 10 de diciembre de 1977. 
236 Habiendo transcurrido tiempo considerable desde entonces y por las fechas en que se celebra la sesión, 
el ministro intuye, que, casi con toda seguridad, se trataría de informar a los Grupos Parlamentarios del 
tema que en aquella etapa acaparaba sus mayores esfuerzos, el de las tensas relaciones con Marruecos y 
Argelia. La política de seguridad no parece haber sido objeto de esta sesión según el testimonio de 
Marcelino Oreja al autor. 
237 El debate está recogido en el Diario de Sesiones del Senado, Plenos, núm. 16, 4 de abril de 1978, pp. 
688-726. 
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prefijando sus posiciones ante el anunciado futuro debate nacional sobre la política de 
seguridad. Y ello ante la evidencia de estar abordando aspectos secundarios en estos 
momentos. No era aquél el momento de dilucidar el destino de España en la política de 
alianzas exteriores. 
 
A pesar de este tratamiento menor de la cuestión, las diferencias de criterio 
existentes al respecto entre las diferentes fuerzas políticas eran evidentes. En las 
postrimerías de la Constituyente, pocos se atrevían a pronosticar cuándo se celebraría el 
debate nacional sobre la política de seguridad. Muchos que las posiciones sobre la 
materia carecían de consenso y que no sería un campo fácil de acuerdos políticos.  
 
 
2.3. La escasa atención de la opinión pública  
Tras los partidos y el Parlamento, el tercero de los actores políticos al que cabe 
aproximarse en este capítulo hace referencia a la realidad del ciudadano de a pie. A 
cómo se perciben desde la calle los temas analizados en esta investigación a través de 
las fotos fijas que suponen las encuestas y sondeos de opinión. Como antecedente 
inmediato a nuestros años de estudio y previamente a los trabajos seriados de los 
centros oficiales es posible rastrear determinadas actitudes entre los españoles acerca de 
las relaciones hispano-norteamericanas en las postrimerías del franquismo. Desde 1969 
existen sondeos de opinión a este respecto, en los que progresivamente se fue perfilando 
la oposición de los encuestados a la renovación de los acuerdos con los Estados 
Unidos238.  
 
Ciñéndonos al marco de este capítulo, los años 1975-1978, el Centro de 
Investigaciones Sociológicas (CIS) incluye en dos de sus primeros sondeos realizados 
desde su nacimiento la siguiente pregunta: «La OTAN es la organización para la 
defensa mutua que desde hace treinta años agrupa a los países europeos y los Estados 
Unidos y a la que España no pertenece ¿Usted cree que a España le interesa entrar en 
esa organización o permanecer fuera como hasta ahora?». Las opciones a la hora de 
                                                 
238 Véanse las encuestas al respecto entre 1969 y 1975 citadas y comentadas en CHAMORRO, E. y 
FONTES, I.: Las bases…, pp. 236-239. En ellas puede apreciarse como rasgo principal de las mismas el 
alto grado de abstención en las respuestas planteadas. 
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responder a esta pregunta eran tres: entrar; permanecer fuera o no contestar, tal y como 
recogemos en el Cuadro 1239. 
 
CUADRO 1: Interés para España de ingresar a permanecer fuera de la OTAN 
 
 Junio 1975 Enero 1976 
A España le interesa ingresar en la OTAN 57 % 40 % 
A España le interesa permanecer fuera de la OTAN 24 % 17 % 
No sabe, no contesta 19 % 43 % 
TOTAL 100 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
En primer lugar, salta a la vista que el desvío más notorio en la comparación de 
estas dos encuestas es el aumento producido en el grupo de indecisos en enero de 1976 
respecto a junio de 1975. Sin duda, la incertidumbre y desorientación general de los 
encuestados como consecuencia de la muerte de Franco incidió en la elección del «no 
contesta» como opción en el segundo sondeo. Puede igualmente deducirse un 
manifiesto apoyo a la entrada de España en la OTAN, a tenor de las respuestas de los 
encuestados en los primeros compases de la transición. Los que consideran de interés la 
adhesión al Tratado de Washington doblan, en ambos casos, a aquellos que entienden 
que a España le interesa mantenerse al margen de la Alianza Atlántica. 
 
Continuando con los datos recopilados por el CIS se observa en la población 
española una progresiva decantación de actitudes que significativamente van a reflejar 
un avance de las posturas favorables a los partidarios de la integración en la Alianza, 
acompañado de un muy elevado y persistente grado de indecisión en sus preferencias240. 
                                                 
239 El primero de estos sondeos, de junio de 1975, fue realizado con motivo de la visita a España del 
presidente norteamericano Ford; el segundo, de enero de 1976, se refiere específicamente al Mercado 
Común. La muestra rondaba los 1.240 encuestados en ambos casos, procedentes de Madrid, Barcelona y 
Sevilla. Véase «La opinión pública española ante la OTAN», Revista Española de Investigaciones 
Sociológicas, núm. 22, abril-junio 1983, pp. 188, 192 y 193. 
240 Durante 1976 y buena parte de 1977 no se incluyeron preguntas sobre este tema en los diferentes 
sondeos del CIS, dedicado en exclusiva a la Ley para la Reforma Política y las prospecciones de cara a las 
primeras elecciones generales. Para Consuelo del Val, tras la victoria electoral de UCD en junio de 1977 
comienzan a proliferar distintas afirmaciones sobre la posible integración española en la Alianza 
Atlántica. Es el caso de la declaración programática del segundo Gobierno de Adolfo Suárez, las 
intervenciones parlamentarias del ministro de Asuntos Exteriores o las declaraciones procedentes del 
exterior, como las del general norteamericano Alexander Haig, manifestando el deseo de occidente de 
contar con España en la OTAN. Ante estos acontecimientos, el CIS incluyó en algunos de sus sondeos 
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En este sentido, dos fueron las cuestiones planteadas en octubre de 1978. La primera 
enunciaba: «Últimamente se viene hablando de la posibilidad de que España entre en la 
OTAN ¿Podría decirme alguna de las finalidades de dicha organización?», para 
responder en alguno de los siguientes sentidos: a) conoce alguna finalidad; b) no conoce 
ninguna finalidad y c) no contesta (Cuadro 2). A renglón seguido se preguntaba: 
«¿Personalmente sería muy partidario, bastante, poco o nada partidario de la entrada de 
España en la OTAN?» (Cuadro 3)241.  
 
 
 
CUADRO 2: Conocimiento de alguna de las finalidades de la OTAN  
 
Conoce alguna 
finalidad 
No conoce 
ninguna finalidad No contesta 
TOTAL 
24 % 68 % 8 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 
 
 
CUADRO 3: Opinión respecto a la entrada de España en la OTAN 
 
Muy 
partidario 
Bastante 
partidario 
Poco 
partidario 
Nada 
partidario No sabe 
No 
contesta TOTAL 
11 % 16 % 5 % 10 % 55 % 3 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                               
preguntas encaminadas a conocer el grado de información de los españoles sobre la Alianza. VAL CID, 
C. del.: Opinión pública…, p. 391. 
241 La encuesta tuvo un muestreo de 1.200 individuos. Véase «La opinión pública española…», pp. 197-
200. 
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CUADRO 3.1: Escala ideológica respecto a opinión de entrada de España en la OTAN 
 
 
 
 
Muy 
partidario 
Bastante 
partidario 
Poco 
partidario 
Nada 
partidario No sabe 
No 
contesta 
TOTAL 
Extrema 
izquierda 
22 % 22 % - % 30 % 26 % - % 100 % 
Izquierda 10 % 21 % 8 % 23 % 34 % 3 % 100 % 
Centro 14 % 18 % 4 % 6 % 55 % 3 % 100 % 
Derecha 11 % 20 % 8 % 5 % 54 % 2 % 100 % 
Extrema 
derecha 
18 % 18 % 9 % 18 % 36 % - % 100 % 
No sabe 3 % 9 % 1 % 2 % 83 % 1 % 100 % 
No 
Contesta 
13 % 12 % 2 % 6 % 63 % 5 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
Como primera conclusión, necesariamente hay que señalar que el grado de 
conocimiento de la Alianza Atlántica por parte del ciudadano medio en España dejaba 
mucho que desear a la altura de finales de 1978. El 68% que reconocía no conocer 
finalidad alguna de la alianza defensiva, o el 55% que carece de una opinión formada 
sobre la conveniencia o inconveniencia de que España ingresara en la OTAN, no ha 
lugar a dudas. Por otro lado, entre los distintos grupos entre los que se desglosa esta 
encuesta (edad, estudios, ocupación…), conviene detenerse en los que hacen referencia 
a la identificación ideológica y a la orientación del voto en las primeras elecciones 
generales. En este sentido, podemos extraer algunas conclusiones que en principio 
pudieran parecer sorprendentes, aunque no lo son tanto si las contextualizamos con la 
cultura política de los españoles en estas fechas.  
 
De un lado, observando los resultados obtenidos sobre la eventual entrada de 
España en la Alianza Atlántica en función de la calificación en el espectro ideológico 
clásico realizada por los propios encuestados, el que va desde la extrema izquierda hasta 
la extrema derecha (Cuadro 3.1), se desprenden algunas consideraciones. Por ejemplo, 
nos encontramos con que aquellos que se consideran incluidos dentro de la extrema 
izquierda alcanzarían una actitud favorable al ingreso del 44%, muy superior a la que 
dentro del mismo grupo se opone a ésta, con un 30% de los mismos. Curiosamente es 
esta segmentación de los autodefinidos como dentro de la extrema izquierda los que 
llegan a las tasas más altas tanto a favor como en contra de la eventual adhesión 
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española. Por otra parte, los niveles de opinión favorables (muy partidario o bastante 
partidario) obtenidos por los autoetiquetados dentro de la izquierda, el centro o la 
derecha son prácticamente similares, con el 31%, 32% y 31% respectivamente. La 
diferencia viene dada en este caso en la actitud opuesta al ingreso, significativamente 
más alta entre los encasillados dentro de la izquierda frente a los de centro y derecha, 
que compensan este porcentaje de rechazo con un mayor grado de respuestas dentro del 
no sabe. 
 
CUADRO 3.2: Voto en junio de 1977 respecto a opinión  
de entrada de España en la OTAN 
 
 
 
 
Muy 
partidario 
Bastante 
partidario 
Poco 
partidario 
Nada 
partidario No sabe 
No 
contesta 
TOTAL 
UCD 12 % 16 % 4 %  5 % 60 % 2 % 100 % 
PSOE 11 % 22 % 8 % 11 % 45 % 4 % 100 % 
PCE 8 % 13 % 5 % 30 % 43 % 3 % 100 % 
AP 22 % 14 % 4 % 8 % 51 % - % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
Respecto a las respuestas agrupadas en relación al voto emitido en las primeras 
elecciones generales (Cuadro 3.2) se extraen igualmente interesantes reflexiones. Los 
partidarios del ingreso en la Alianza (muy partidario y bastante partidario) entre los 
votantes de UCD, PSOE, PCE y AP oscilan entre el 38% de UCD y el 31% del PCE. 
Valores éstos con escasa equivalencia respecto a las posiciones sostenidas por parte de 
los partidos políticos y sus representantes parlamentarios en esta legislatura 
constituyente. Sirvan estas muestras como reflejo de la falta de criterio y latente 
desorientación existente a estas alturas en la sociedad española en relación a la política 
de seguridad, reflejo del momento político, de las prioridades de la clase política por 
definir el modelo de Estado y su Constitución y, en definitiva, de materias poco 
conocidas por la mayoría de los españoles. 
 
De esta forma, vistos estos primeros resultados en las encuestas, de inmediato se 
aprecia que el asunto de la OTAN aparece como una cuestión ciertamente ajena, poco 
conocida por parte de la ciudadanía. En segundo lugar, comparándolos con los discursos 
enunciados por las fuerzas políticas del momento los sondeos reflejan una evidente 
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carencia de sintonía entre la orientación ideológica y política de los españoles respecto a 
la actitud esgrimida por los partidos frente a una hipotética adhesión española al Tratado 
del Atlántico Norte. Actitud más o menos favorable que, como hemos apuntado, ha de 
ser interpretada en un trasfondo general de desconocimiento y desdén por los asuntos de 
exteriores. 
 
 
 
3. El componente militar de la política de seguridad  
Como quedó puesto de de manifiesto al exponer las líneas de aproximación 
básicas a las Fuerzas Armadas en nuestro periodo de estudio, la política de seguridad no 
fue argumento de debate o posicionamiento público por parte de los militares o de sus 
responsables políticos en el Ministerio de Defensa. A pesar de su componente militar, 
tampoco estuvo entre los temas que acapararon la atención primera entre los Ejércitos 
tras la dictadura. De ahí que señalemos, como primer apunte, que en éstos, los primeros 
compases del cambio político, la política de seguridad quedó al margen de las medidas 
de reforma que para las Fuerzas Armadas impulsó el general Gutiérrez Mellado desde 
su incorporación al Gobierno242. 
  
Un repaso por las intervenciones públicas del vicepresidente del Gobierno 
durante los años 1976 a 1979 muestra bien a las claras la nula atención que el máximo 
responsable de Defensa concedía entonces a la eventual posición de los militares en la 
definición de la política de seguridad española. Un total de 38 documentos incluidos en 
un trabajo recopilatorio en los que se manifiesta, efectivamente, que son otros los focos 
de interés en relación al Ejército: la llamada constante a la disciplina y unidad ante los 
cambios políticos, el servicio del soldado a la nación, la autoridad que sobre las Fuerzas 
Armadas ostentaba el Gobierno y el Rey, su reforma y modernización, el diseño y 
conceptualización de la Defensa Nacional o el nacimiento del Ministerio de Defensa, 
por citar los más recurrentes243.  
                                                 
242 La ausencia de posición definida al respecto por parte de las Fuerzas Armadas corresponde al reflejo 
de la atención secundaria que en los inicios de la transición demandaban las alternativas de política de 
seguridad, máxime una vez reeditados los convenios hispano-norteamericanos en enero de 1976.  
243 Véanse esta serie de intervenciones públicas en GUTIÉRREZ MELLADO, M.: Al Servicio de la 
Corona. Palabras de un Militar, Madrid, Ibérico Europea, 1981. De ello no cabe deducir rasgo alguno de 
desentendimiento o desconocimiento sobre la materia por parte del vicepresidente del Gobierno, quien 
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Desde un enfoque más general de las Fuerzas Armadas, el conocimiento, o 
vinculación profesional sobre cuestiones defensivas internacionales era, por razón de 
destino, de escaso nivel entre los militares españoles en los primeros momentos de la 
transición. Testimonios autorizados no dudan en hablar de un desconocimiento general 
de las estructuras, funcionamiento y repercusiones de una eventual participación 
española de la OTAN entre la oficialidad española244. Siendo estas apreciaciones desde 
un punto de vista global y a pesar de estas carencias a comienzos de la transición, se 
aprecia, no obstante, cómo en niveles y estructuras dedicadas al análisis y la docencia 
militar se despierta un interés creciente por la Alianza Atlántica, resultado de las 
posibilidades que ofrecía la nueva situación política del país y de la conexión atlántica 
que establecía el Tratado de Amistad y Cooperación con los Estados Unidos. 
 
De este modo, en publicaciones oficiales así como en conferencias y seminarios 
comienza a divulgarse una literatura, una cultura, que pudiéramos llamar de 
familiarización con la OTAN, considerándose escenarios de participación española en el 
Tratado del Atlántico Norte y analizando supuestos de integración de España en la 
seguridad occidental. Es en el CESEDEN, órgano de estudios y enseñanza de las 
Fuerzas Armadas, donde con comienzan a publicarse estudios sobre el entorno 
defensivo occidental y el eventual papel de España en el mismo245. 
 
Es el caso del trabajo del coronel Fernando de Salas, quien analizó la realidad de 
la Alianza, planteando de forma objetiva, sin dejar traslucir posición al respecto, la 
posible entrada de España en la OTAN246. Poco más tarde, en la misma publicación 
interna del CESEDEN, se recoge la traducción de un artículo publicado por el capitán 
de la Armada norteamericana, Komorowsky, en el US Naval Institute Proceedings. Este 
trabajo va a plantear la importancia estratégica de España, la contribución que podría 
realizar su situación geográfica a al OTAN, el potencial militar español y el análisis de 
                                                                                                                                               
encabezó, como hemos visto, la delegación militar en las negociaciones del Tratado de Amistad y 
Cooperación entre España y los Estados Unidos. 
244 Testimonios de Alberto Oliart y Juan Antonio Fernández-Jarrín al autor. 
245 Sobre la historia, evolución y funciones del CESEDEN véase www.ceseden.es. Véase también al 
respecto en RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles. Las Fuerzas Armadas en la defensa nacional, 
Madrid, Ed. San Martín, 1980, pp. 77-80, donde el autor califica al CESEDEN como «la Universidad de 
la Defensa Nacional». 
246 SALAS LÓPEZ, F. de: «España y la OTAN», Boletín de Información del CESEDEN, nº 103-I, agosto-
septiembre de 1976.  
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los beneficios mutuos que España y la Alianza obtendrían en caso de una mayor 
articulación de sus esfuerzos defensivos. En este caso, el oficial concluye con una 
valoración positiva de la situación estratégica de España y en la conveniencia de 
reforzar los lazos de colaboración entre España y la Alianza Atlántica247. Este tipo de 
trabajos comenzaron a difundir unas primeras aproximaciones sobre la OTAN y a 
extender espacios de debate y reflexión en las Fuerzas Armadas sobre el papel de 
España en el sistema de defensa occidental. 
 
Más representativo en cuanto a su repercusión y significado en las Fuerzas 
Armadas fue la realización del XIII Curso de la Escuela de Altos Estudios Militares 
(ALEMI) bajo el título Integración o asociación de España en la OTAN, durante el 
segundo semestre de 1976248. Así, entre octubre y diciembre se impartió un curso con 
un título tan ilustrativo como el señalado al que asistieron más de 35 altos oficiales de 
las Fuerzas Armadas y algunos civiles procedentes del Ministerio de Asuntos 
Exteriores. En sus conferencias, grupos de trabajo y viajes de información, se va a ir 
gestando, indudablemente, un espíritu permeable a la Alianza, tal y como se desprende 
de la consulta de la documentación del curso249. Entre las actividades que comprendía el 
curso se incluyó un viaje con escalas en la Comandancia Naval en el sur de Europa de la 
OTAN (Nápoles), el Cuartel Supremo de la Alianza Atlántica en Bruselas y diferentes 
bases aliadas en la República Federal Alemana250. 
 
Incluido en la documentación consultada en relación a este curso, llama la 
atención el informe que con carácter confidencial cursara el teniente general director del 
CESEDEN, Andrés Asensi Alvarez-Arenas, al jefe del Alto Estado Mayor, el general 
Fernández Vallespín, con fecha de 11 de mayo de 1976, con motivo de la preparación 
                                                 
247 KOMOROWSKY, R.A.: «España y la defensa de la OTAN», Boletín de Información del CESEDEN, 
núm. 105-IV, noviembre-diciembre de 1976, pp. 1-27.  
248 Los cursos de la ALEMI se celebraban en el CESEDEN sin una periodicidad concreta, y en los 
mismos se abordaban de forma monográfica diferentes aspectos relacionados con la defensa nacional a 
modo de formación destinada fundamentalmente a oficiales de las Fuerzas Armadas, si bien era común 
que igualmente participaran como alumnos y docentes miembros de otros ministerios que por su cargo 
tuvieran relación con el tema de estudio del curso. Actualmente estos cursos se enmarcan dentro de la 
Escuela de Altos Estudios de la Defensa (EALEDE),  
249 Toda la documentación relativa a éste y otros cursos ALEMI (temario, conferencias, asistentes, grupos 
de trabajo…) se encuentra depositada en el archivo del CESEDEN. 
250 Estas visitas fueron oportunamente recogidas en la prensa, en la que se destacaba que se trataba de la 
primera visita oficial de militares españoles a dependencias de la OTAN y se dejaba entrever un posible 
patrocinio de las mismas por parte de los Estados Unidos. Véase Diario 16, 3 y 4 de noviembre de 1977  
El País, 4 y 5 de noviembre de 1977 y ABC, 5 de noviembre de 1977. 
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del mismo. En éste se recogían «las ventajas e inconvenientes de una eventual adhesión 
española a la Alianza Atlántica», elaboradas por una comisión de estudio del centro. Por 
tratarse de la opinión autorizada del principal órgano intelectual dentro de los Ejércitos 
españoles, conviene nos detengamos en su contenido, si bien el documento queda 
íntegramente reproducido en el Apéndice Documental. 
 
Comienza el informe señalando la importancia y trascendencia histórica de la 
hipotética integración de España en la OTAN, para añadir que se trata de una cuestión 
de implicaciones marcadamente políticas, más que militares y económicas. Continúa 
con una serie de premisas condicionantes en el tema: España no debe acceder a la 
OTAN sin la aceptación previa y expresa por parte de Inglaterra y del resto de países de 
la Alianza Atlántica de la soberanía española sobre el territorio de Gibraltar. En segundo 
lugar, señala la necesaria «aceptación tacita» por parte de los países de la OTAN del 
vigente status español sobre los territorios en el norte de África. Como tercera y última 
premisa previa recoge el momento ventajoso en que se encontraba España para negociar 
el acceso a la Alianza, puesto que el momento de debilidad del flanco sur de la Alianza 
en el que se encontraban (crisis por antagonismos entre sus miembros; conflictividad e 
incertidumbre en el Mediterráneo; conflicto griego-turco; deslizamiento hacia la 
izquierda en Italia; situación política de Portugal o tensión creciente en el Magreb) 
jugaba a favor de su refuerzo que bien podría apuntar hacia un mayor compromiso por 
parte de España. 
 
Las ventajas e inconvenientes que reportaría a España su ingreso en la OTAN 
quedan divididas en tres grupos: de orden político, de orden estratégico-militar y de 
orden económico. Muchos de los argumentos recogidos quedan en el campo de lo 
incierto y lo subjetivo tal y como reconoce el mismo estudio, tratándose de juicios de 
valor que en general tienen condición de provisionalidad. Como síntesis, sostiene que 
los condicionantes político-históricos del momento parecen no favorecer por el 
momento un compromiso tal que pudiese comprometer un futuro incierto, al tiempo que 
añade que una decisión de tal calibre debe ser aceptada formalmente por la gran 
mayoría del país, en base a una consulta a escala nacional o por los órganos 
representativos de aquella voluntad nacional. Los aspectos militares son los que a su 
entender están más claramente a favor del ingreso de España en la Alianza Atlántica, 
aunque ello suponga una exigencia de revisión a fondo de estructuras, fuerzas y 
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procedimientos. En el aspecto económico, hace notar que los mayores gastos podrían 
ser equilibrados por otras compensaciones: inversiones externas, obras de 
infraestructura logístico-militar, mejora de nuestras organizaciones de la defensa, 
ventajas tecnológicas, participación en programas de armamento… No obstante, 
reconoce que el mayor inconveniente en este sentido puede estar representado por la 
aportación obligatoria a los gastos de infraestructura y financiación común, si bien este 
concepto es relativo y variable en función de cada país, por lo que confía en poder 
negociar una contribución mínima, dada la situación económica del país. 
 
Finalmente, concluye con una valoración positiva de la entrada de España en la 
Alianza Atlántica, pero siempre condicionado al reconocimiento de los Estados 
miembros de la soberanía española sobre Gibraltar y de las plazas españolas en el norte 
de África. En todo caso, entiende que si el ingreso en la OTAN conlleva la restitución 
de Gibraltar, la entrada en la Alianza está justificada, aunque ello impusiera importantes 
sacrificios. Del mismo modo, cualquier decisión al respecto no debería alejar al 
Gobierno de un decidido propósito de revisar y modernizar las estructuras vigentes de la 
Defensa nacional, con el objetivo de un mayor sentido de eficacia, idoneidad y 
economía251.  
 
De modo que si bien públicamente los altos mandos de las Fuerzas Armadas no 
entraban a valorar en ningún momento una posible entrada de España en la OTAN, 
comienza a especularse con tal posibilidad, partiendo del explícito reconocimiento de 
que se trata de una cuestión eminentemente política, a pesar de las indudables aristas 
que la política de seguridad moldea en el plano militar o económico. Sin embargo, el 
enfoque del general resalta la instrumentalización que la entrada en la Alianza 
conllevaría para garantizar la posición española en el norte de África y como medio para 
reivindicar la soberanía española del Peñón, planteamiento que queda dentro de lo 
estratégico, más que de lo político, y descodificado en clave interna, más que en una 
óptica de política exterior. Al igual que venía sucediendo en instancias administrativas 
del Palacio de Santa Cruz, en la administración militar se aprecia la necesidad de un 
                                                 
251 «Estudio de las ventajas e inconvenientes de la posible incorporación de España a la OTAN». Informe 
del teniente general director del CESEDEN al Excmo. Sr. teniente general jefe del Alto Estado Mayor. 
Archivo del CESEDEN, en la documentación correspondiente al XIII Curso Monográfico de ALEMI 
Integración o asociación de España en la OTAN, segundo semestre de 1976.  
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creciente conocimiento, análisis y delimitación de hipotéticas situaciones al respecto, 
siempre a expensas de las decisiones gubernamentales.  
 
A partir de 1977 se iniciaron las actividades de los organismos resultantes del 
Tratado con los Estados Unidos, que comportarían un paso adelante en el acercamiento 
por parte de las Fuerzas Armadas españolas a las norteamericanas y a otros ejércitos 
dedicados a la defensa del área del Tratado del Atlántico Norte. Así, el 12 de mayo de 
1977, como resultado de la reunión del Consejo Hispano-Norteamericano, presidida por 
el ministro Oreja y el secretario de estado norteamericano, Cyrus Vance, surgió la 
creación del EMCO252. Al mismo tiempo se autorizó, poco más tarde, la actividad 
informativa del Comité ad-hoc para la OTAN dentro del mismo Consejo recogido en el 
capítulo II del Tratado de 1976. Nos detendremos más adelante en algunas 
consideraciones sobre estos organismos, 
 
En septiembre se hizo público el segundo informe anual elaborado por Gutiérrez 
Mellado como vicepresidente Primero del Gobierno y ministro de Defensa. En el 
mismo, de inmediato trasluce la prioridad que ha absorbido la atención del Gobierno en 
la materia, la creación del Ministerio de Defensa, junto con la disposición de un buen 
número de disposiciones legales complementarias de la organización superior de la 
defensa y de diferentes ámbitos de necesaria participación del nuevo ministerio. 
Paralelamente a la reestructuración de los organigramas de la defensa, Gutiérrez 
Mellado comienza a hablar de la necesidad de comenzar a trabajar en el Objetivo de 
Fuerza Conjunto y el correspondiente Plan Estratégico Conjunto. Es en este punto 
donde introduce «la posibilidad en su día, y previo debate parlamentario, de nuestra 
integración, si así se acuerda, en la NATO» así como de «desarrollar y potenciar 
eficazmente y en colaboración con Asuntos Exteriores el Tratado con los Estados 
Unidos actualmente en vigor». En definitiva, se trataba de unas simples alusiones al 
entorno exterior de la defensa, sin concreción ni compromiso alguno. Únicamente una 
conexión de la política exterior con la futura política de defensa, pendiente de 
articularse y supeditada a la concreción del debate atlántico253.  
                                                 
252 Sería el personal militar destinado en el EMCO y en el Comité el que comenzaría a familiarizarse con 
los métodos logísticos, operativos y de planeamiento empleados por otros ejércitos, en este caso 
norteamericano. 
253 Informe General 1/77 del Ministerio de Defensa. Vicepresidente Primero del Gobierno y ministro de 
Defensa Gutiérrez Mellado, 22 de septiembre de 1977.  
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El tono aséptico empleado por Gutiérrez Mellado al referirse a la política de 
seguridad representa la línea oficial establecida por el Gobierno por estas fechas, 
consistente en no anticipar posturas respecto a una posible integración en la Alianza 
sobre la que no se había determinado tampoco fecha alguna para el debate político de su 
desenlace. Un Gobierno en el que Gutiérrez Mellado es pieza básica de cara a las 
Fuerzas Armadas dentro de la estrategia de pasos firmes de Adolfo Suárez hacia la 
configuración de un Estado democrático en España. No sería del vicepresidente Primero 
del que pudieran detectarse fisuras en materia tan delicada de cara a lograr el consenso 
constituyente. 
 
En enero de 1978 se producía una comparecencia de carácter informativo del 
vicepresidente y ministro de Defensa ante la Comisión de Defensa del Congreso de los 
Diputados254. En su discurso omitió nuevamente alusión alguna a la política de 
seguridad, entrando únicamente en la materia como respuesta a la pregunta formulada 
por el diputado socialista Luis Solana, sobre cuál era la política de alianzas del 
Gobierno. El ministro apenas citó los acuerdos que España mantenía vigentes con los 
Estados Unidos, Francia y Portugal, sin que la sesión suscitara ninguna otra referencia a 
la política de seguridad, en la línea apuntada de posponer la posición española sobre la 
Alianza Atlántica. Igualmente, ninguna novedad va a plasmarse al respecto en el 
Informe General 1/78.  
 
Sin embargo, el distanciamiento que Gutiérrez Mellado mantuvo en calidad de 
cabeza de las Fuerzas Armadas en relación a la posible participación española en el 
Tratado del Atlántico Norte no fu óbice para que el teniente general participara, desde 
su privilegiada posición, en la definición de la política de seguridad de UCD. 
Participación sorprendente, por cuanto el vicepresidente no estaba vinculado ni a ésta ni 
a ninguna otra formación política, dado que ello hubiera quebrado la máxima que él 
mimo siempre abanderó: la independencia del militar respecto a la política. No obstante, 
esta participación se concretó haciendo llegar a la ejecutiva del partido sus sugerencias 
de para la elaboración de la ponencia que sobre la materia estaban preparando sus 
responsables de cara al primer congreso ucedista. Según recuerda Javier Rupérez, 
Gutiérrez Mellado planteaba el ingreso español en la OTAN sólo como medio de 
                                                 
254 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión de Defensa, núm. 1, 10 de enero de 
1978, pp. 1-35. 
 347
defensa ante posibles acciones del bloque comunista, por lo que en su diseño de la 
política de defensa habría de contar paralelamente con unas Fuerzas Armadas 
suficientemente disuasorias de un ataque de Marruecos o Argelia. Entendía que el 
vínculo atlántico no garantizaba la defensa aliada de un contencioso de España con sus 
vecinos del sur, por lo que el esfuerzo defensivo no debía concentrarse simplemente en 
la Alianza Atlántica255. En otro momento, el diplomático de UCD señala la favorable 
disposición a una entrada en la Alianza Atlántica por parte de Gutiérrez Mellado, a 
partir de las propias necesidades de las Fuerzas Armadas, como factor de apoyo a su 
modernización: 
 
«Lo más importante del ingreso en la OTAN es la cobertura de seguridad y, 
sobre todo, la participación activa en los centros de decisión de tal organización 
y la intervención en los planes que en ella elaboren (…) Con la vista puesta en el 
ingreso en la NATO es obvio que la estructura de las Fuerzas Armadas 
españolas y sobre todo la doctrina de empleo deben ser coordinadas con las que 
rigen las de las fuerzas de dicha organización, pero sin olvidar que no ha de ser 
faceta esta la única a tener en cuenta para la reestructuración que de ellas se 
haga»256. 
 
 
Estos apuntes, elaborados en la primavera de 1978 sintetizan la sensibilidad que 
sobre el tema existía en el seno de las Fuerzas Armadas, donde se percibe como 
inevitable una próxima integración española en la Alianza. No obstante, a pesar de esta 
inicial sensación de inevitabilidad a comienzos de la transición, existía en el ámbito 
militar una cierta división al respecto. Mientras que el Ejercito del Aire y la Armada 
podían considerarse de hecho como cuerpos integrados en la Alianza, dada su forma de 
actuar, su planificación, material, maniobras, códigos de navegación y doctrina de 
planeamiento, el Ejército de Tierra era más reacio a la adhesión. Esta reticencia en el 
Ejército de Tierra era debida a las diferencias técnicas, idiomáticas y de procedimientos 
de las que adolecían las tropas y mandos españoles respecto a los países de la OTAN, 
estableciéndose una actitud general de cierto complejo de inferioridad frente a sus 
homónimos occidentales, latente en muchos de sus generales257. 
 
                                                 
255 Testimonio de Javier Rupérez al autor. 
256 Este informe de Gutiérrez Mellado sobre la ponencia de política exterior que posteriormente UCD 
habría de discutir en su primer congreso queda recogido en RUPÉREZ, J.: España en la OTAN..., pp. 51 
y 52. 
257 Testimonios de Miguel Silva y Ángel Lobo al autor. 
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VIII- La falta de consenso en política de seguridad, 1979-1980 
 
 Aprobada la Constitución se inicia una nueva etapa institucional en el 
establecimiento del régimen democrático en España. Con la entrada en vigor de la Carta 
Magna y la convocatoria de elecciones generales, el sistema parlamentario encaminaba 
sus pasos hacia la búsqueda de una situación de normalidad y consolidación 
democrática. 
 
 Una vez solventado el marco jurídico sobre el que se fijaban las reglas del juego 
político llegaba el momento de afrontar otros asuntos aún pendientes de dilucidar por la 
clase política, pospuestos para el momento oportuno de encararlos. Entre éstos, y en lo 
que atañe a la política exterior, habría de llegarle el turno a la negociación con las 
Comunidades Europeas y a la definición de la política de seguridad, una vez se había 
superado la previa etapa de normalización diplomática. No eran éstas las únicas, pero si 
las cuestiones que España, como actor internacional, debía clarificar como pilares 
fundamentales de sus relaciones exteriores y de su posición en el sistema internacional. 
 
 En el plano doméstico, tras la nueva victoria de UCD en las urnas, Suárez 
iniciaba su segundo mandato como presidente, esta vez respaldado por los votos 
democráticos de los ciudadanos. En su nuevo ciclo presidencial asistiremos a unos 
primeros momentos de autoafirmación y total apoyo a su figura por parte del partido en 
el gobierno seguidos de una fase de incertidumbre, cuestionamiento de su liderazgo y 
crisis de UCD, que concluiría con la dimisión de Adolfo Suárez como presidente del 
Gobierno y su sustitución por Leopoldo Calvo-Sotelo a principios de 1981. 
 
 Ante la situación de desgaste gubernamental y de conflicto interno en UCD, el 
principal partido de la oposición y su líder, Felipe González, ascendieron de forma 
vertiginosa entre las preferencias de los españoles, como habría ocasión de comprobar 
en los comicios generales de 1982. La escenificación del declive de Suárez y apogeo de 
González se produciría en el debate en el Congreso de los Diputados con motivo de la 
moción de censura al Gobierno presentada por el Grupo Socialista. Si bien el suficiente 
respaldo parlamentario del presidente garantizó su continuidad al frente del Ejecutivo, el 
desenlace del debate se saldó notablemente a favor del Felipe González, quien 
aparecería ante la sociedad española como una alternativa sólida y renovadora de 
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gobierno frente a las diferencias latentes en el seno del partido ucedista y la puesta en 
tela de juicio de la labor de Suárez por determinados sectores dentro de la misma UCD. 
 
 Por otro lado, el relevo de Marcelino Oreja por José Pedro Pérez-Llorca en 
Asuntos Exteriores no vino a alterar, en absoluto, las grandes líneas de la política 
exterior española. En política de seguridad se percibe, no obstante, una definición de 
alternativas y una prospección de opiniones entre los actores políticos más 
significativos: Gobierno, partidos políticos y administración exterior. A pesar de ello, 
Adolfo Suárez nunca articuló de forma efectiva decisión alguna respecto a la 
participación de España en el Tratado de Washington, aún cuando en el programa 
electoral con el que concurriría a las elecciones de 1979 como en su discurso de 
investidura se defendía una postura inequívocamente atlantista y se anunciaba la 
celebración de un debate nacional sobre la materia. 
 
 Al mismo tiempo, y en relación con las opciones de la política de seguridad, en 
el año 1980 van a comenzar los preparativos de cara a la negociación del Tratado de 
1976, vigente por cinco años. A partir de diferentes documentos y el testimonio de 
protagonistas del proceso nos aproximaremos a los objetivos, perspectivas y 
condicionantes de la relación hispano-norteamericana, sobre la que se solaparía la 
posible concreción de la opción OTAN, en lo que iba a suponer un enfoque del tema 
desde nuevos parámetros y consideraciones. 
 
 
 
1. La política de seguridad y la política nacional: de la omisión a la discrepancia 
 
1.1. La ausencia de consenso en la política de seguridad  
 El 1 de marzo de 1979 se celebraban las segundas elecciones generales en 
España tras el final de al dictadura franquista258. Los resultados de esta convocatoria 
configuraban una distribución de escaños que otorgaba una nueva mayoría a UCD, 
seguida del PSOE, que tras su fusión con el PSP de Tierno Galván había recortado su 
diferencia con el partido centrista. El PCE se desinflaba respecto a las elecciones de 
                                                 
258 Las propuestas sobre política exterior de seguridad incluidas en los programas electorales de los 
principales partidos políticos se encuentran recogidas en el Apéndice Documental. 
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1977, mientras que Coalición Democrática sufría un duro revés electoral, obteniendo 
tan sólo nueve escaños. 
 
 Comenzaba de este modo la I Legislatura, que habría de extenderse hasta 1982, 
cuando la aplastante victoria electoral del PSOE materializaría el primer Gobierno 
socialista tras el proceso de democratización y culminaba el proceso de transición a la 
democracia. Es tras las elecciones de 1979 cuando España se encuentra en condiciones 
políticas objetivas de desarrollar una política exterior democrática, una vez aprobada la 
Constitución y con un Gobierno respaldado por una Cortes elegidas democráticamente 
que van a desarrollar su labor legislativa y de control según definía el modelo político 
consensuado. Terminada la etapa constituyente, con las elecciones de 1979 comienza la 
etapa constitucional, el verdadero juego democrático y la dinamización de la actividad 
política y parlamentaria.  
 
 De cara a la sesión parlamentaria de investidura Adolfo Suárez tomó una 
decisión que ha sido considerada como un punto de inflexión en el próximo y 
comprometido devenir del Gobierno y de UCD durante la legislatura que entonces 
comenzaba259. Suárez se negó a someter su programa de gobierno a una sesión de 
debate previa a la votación, con la consiguiente contrariedad manifestada por parte del 
resto de integrantes de la Cámara260. Este hecho anticipaba, igualmente, una conducta 
que Suárez mantendría a lo largo de la legislatura de forma cada vez más acusada: la de 
una progresiva ausencia del hemiciclo y una escasa participación en sus sesiones. Como 
veremos páginas más adelante, la concepción y el personalismo con que Adolfo Suárez 
atendió la política exterior a partir de 1979 explican en cierta medida algunas de estas 
ausencias en la Cámara Baja, motivo, a su vez, del progresivo alejamiento entre el 
Gobierno y el Grupo Parlamentario ucedista. 
 
                                                 
259 La significación de este suceso y su reflejo como anticipación de actitudes de Adolfo Suárez en su 
segunda etapa presidencial ha sido puesta de manifiesto, entre otros, por POWELL, CH.: España en 
democracia, 1975-2000, Barcelona, Plaza&Janés, 2001 pp. 239 y 240; HUNEEUS, C.: La Unión de 
Centro Democrático y la transición a la democracia en España, Madrid, CIS, 1985, p. 262; ALONSO-
CASTRILLO, S.: La apuesta del centro: historia de UCD, Madrid, Alianza, 1996, p. 240 o MARTÍN 
VILLA, R.: Al servicio del Estado, Barcelona, Planeta, 1984, p. 110.  
260 Véanse los debates referidos a esta cuestión de orden que precedió a la exposición del programa de 
gobierno de Adolfo Suárez en el Diario de Sesiones. Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 3, 30 de 
marzo de 1979, pp. 34-39.  
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 En la exposición de su programa de gobierno a partir del cual el candidato 
solicitaba el voto afirmativo del Congreso, Suárez sentó las bases de lo que habría de 
ser su segunda etapa presidencial261. Al formular los principios programáticos básicos, 
trazar las coordenadas de actuación y fijar los objetivos y medidas fundamentales con 
que habría de encarar su responsabilidad política a partir de 1979, Suárez inauguraba 
una nueva etapa en la transición española. Esta idea, la de estar dando inicio a un nuevo 
periodo tras la etapa del cambio político precedente, presidió el discurso programático 
de Suárez. Ello quedaba recogido en tajante expresión del presidente del Gobierno: «el 
consenso ha terminado», concibiéndolo como lo que había sido una «solución 
excepcional para un momento igualmente excepcional». Era el momento de plantearse 
nuevos objetivos262. Para algunos analistas este final del consenso se producirá 
igualmente en materias de índole internacional, en las que, por ejemplo, a juicio de 
Roberto Mesa tanto la opinión pública como los partidos políticos comenzarían desde 
entonces a expresar sus discrepancias sobre los objetivos y los medios de la política 
exterior263. 
 
 Respecto a la política exterior, Suárez reiteraba el objetivo diplomático de la 
recuperación de la soberanía sobre Gibraltar, al tiempo que enunciaba unas palabras 
referidas a la política de seguridad. Manifestó su profunda convicción al mantenimiento 
de la paz internacional, admitiendo, no obstante, que la realidad mundial estaba 
amenazada por constantes conflictos, confrontaciones y tensiones. Seguidamente 
señaló: 
 
«Unión de Centro Democrático -es conocido de todos- es partidaria de la 
adhesión de España a la Alianza Atlántica por coherencia con su vocación 
europea y occidental. Pero entiendo que nuestro ingreso en la NATO debe 
plantearse, en su caso, teniendo en cuenta los condicionamientos que derivan de 
nuestras peculiaridades y nuestras exigencias de seguridad, así como la 
necesidad de un amplio respaldo parlamentario. A esta Cámara le corresponderá 
en su día debatir el tema, analizando con rigor e imaginación las condiciones y 
                                                 
261 El discurso de Suárez está recogido en el Ibid., pp. 39 y ss. 
262 Sobre la concepción de Adolfo Suárez de inaugurarse entonces una nueva etapa histórica, una vez se 
hubieron resuelto los retos fundamentales que el cambio de régimen había planteado a la clase política 
son coincidentes las opiniones de personalidades cercanas a su persona, así como la interpretación de una 
de las firmas más autorizadas en el análisis de la transición española. Testimonios de José Pedro Pérez-
Llorca y Rodolfo Martín Villa al autor así como PREGO, V.: Presidentes, Barcelona, Plaza&Janés, 2000, 
pp. 85-88. 
263 MESA, R.: «La normalización exterior de España», en COTARELO, R. (comp.): Transición política y 
consolidación democrática. España (1975-1986), Madrid, CIS, p. 158. 
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modalidades de esa eventual adhesión en la forma en que resulte más favorable 
para nuestros intereses políticos y estratégicos. Porque en verdad, son múltiples 
los factores de tipo económico, militar y político que tienen que ser 
adecuadamente sopesados y muy variadas las soluciones posibles a que puede 
llegarse en cada uno de estos terrenos»264. 
 
 Esta expresión de las preferencias atlantistas en nombre del partido centrista, 
pasa por alto el momento, el procedimiento y las condiciones concretas que pudieran 
determinar el desenlace de la principal cuestión que de su política seguridad España 
tenía que dilucidar. Aún sin especificar aspecto formal alguno, no caben dudas sobre 
cuál es la opción natural por parte del Gobierno encabezado por Adolfo Suárez: el de 
una próxima incorporación a la OTAN. Comenzó a partir de entonces una ambigüedad, 
una indefinición gubernamental al respecto, que se quebraría en junio de 1980, con unas 
sonoras declaraciones públicas sobre la cuestión por parte del ministro Oreja de las que 
nos ocuparemos más adelante.  
 
 Así mismo, Suárez señalaba en su discurso la consideración de España como 
parte del dispositivo estratégico occidental a través del Tratado con los Estados Unidos. 
Un Tratado que «deberá redactarse a su vencimiento para adecuarlo a la nueva 
realidad». Ahí terminaban las palabras del inminente presidente respecto a la dimensión 
defensiva de la política exterior en su discurso programático de marzo de 1979265. Unas 
referencias breves y nada comprometedoras respecto a plazos y procedimientos, pero 
que reflejan claramente dónde se encuentra el punto de mira del Gobierno de UCD en 
política de seguridad: tanto en la OTAN como en la renovación de los convenios con los 
Estados Unidos. 
 
 Tras las intervenciones de los representantes de las distintas formaciones con 
menor representación parlamentaria, le correspondía intervenir a los diputados de los 
principales partidos de la oposición266. Unas intervenciones limitadas en tiempo en 
                                                 
264  El Diario de Sesiones del Congreso recoge las protestas que se producen en los bancos de la oposición 
cuando Adolfo Suárez anunciaba este punto de su intervención. 
265 Suárez haría una breve referencia, del mismo modo, a otros campos de la política exterior. 
Esencialmente a las Comunidades Europeas, Iberoamérica, Mediterráneo y norte de África.  
266 Además de los principales grupos de oposición, los partidos que obtuvieron representantes en el 
Congreso fueron Ezquerra Republicana, Euskadiko Ezquerra, Partido Aragonés, Unión Nacional, Unión 
del Pueblo Canario, Unión del Pueblo Navarro, Herri Batasuna, Partido Socialista de Andalucía, Partido 
Socialista de Euzkadi, Partido Nacionalista Vasco y Convergencia i Unió. Únicamente tres de sus 
representantes hicieron mención a los asuntos de política exterior de seguridad. Blas Piñar, representante 
de Unión Nacional, respaldó la reivindicación de Gibraltar y el aligeramiento de las conversaciones con la 
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función del procedimiento fijado por la Mesa para la sesión de investidura y que no 
permitieron a los distintos oradores sino un discurso breve y necesariamente sintético. 
 
 Por Coalición Democrática tomó la palabra Manuel Fraga, sin tocar en ningún 
momento de su discurso las cuestiones de índole exterior. Las palabras de Santiago 
Carrillo si se detuvieron por el contrario en la política de seguridad anunciada por 
Adolfo Suárez y partidaria de la incorporación a la Alianza Atlántica. Al respecto señaló 
su deseo de que «en este país fuéramos capaces de dejar la política internacional que 
permitiera si no la unanimidad sí la unidad y la cooperación de todas las fuerzas 
nacionales (…) Pero es claro que si planteáis lo de la OTAN será otra forma de romper 
la unidad de este país».  
 
 Por su parte, Felipe González coincidía en el rechazo a la integración española 
en la Alianza en los siguientes términos: 
 
« (…) en política internacional deberíamos hacer esfuerzos de coincidencia entre 
todos, pero, naturalmente, tiene que haber algunas discrepancias y para nosotros 
hay algunas que son fundamentales, como nuestro “no” a la entrada de España 
en la Organización del Atlántico Norte, nuestro rechazo a que España se 
comprometa (…) con ningún tipo de bloque militar que condicione su 
independencia, que condicione su capacidad de maniobra en el campo de las 
relaciones internacionales y, a veces, en el campo de la política interior»        
 
 
 La ronda de intervenciones de las distintas formaciones con representación en el 
Congreso de los Diputados se cerró con la alocución de José Pedro Pérez-Llorca, en 
nombre de UCD. Respecto al tema que centra nuestra atención apenas hizo una 
referencia mínima, en la que apeló a defender los intereses españoles frente a los 
supuestos intereses extranjeros, en alusión a Moscú y sus hipotéticas conexiones con los 
partidos de izquierda españoles. A continuación, reafirmó, nueva y claramente, la 
opción atlantista de su partido267.   
                                                                                                                                               
CEE como condicionantes previos a una posible entrada de España en la Alianza. Sagaseta Cabrera, de 
Unión del Pueblo Canario, anunció un rechazo frontal al ingreso con referencias al pacifismo, al 
imperialismo mundial y los perjuicios que una hipotética base aeronaval pudiera ocasionar el las islas 
Canarias. Por su parte, Rojas Marcos, del Partido Socialista Andaluz, expresó la radical oposición de su 
partido a la entrada en la OTAN y a las “bases americanas” en España. 
267 Tras las intervenciones de los representantes de las distintas formaciones, Adolfo Suárez recabó el 
apoyo de UCD, CD y el PSA, obteniendo 183 votos favorables a su investidura. PSOE y el PCE votaron 
en contra del candidato ucedista. 
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 A tenor de estos planteamientos, la opinión de que en la política exterior 
española se mantenía un consenso entre las fuerzas políticas ha de ser rotundamente 
descartada a la altura de 1979. Si bien las diferencias sobre la vertiente exterior de la 
seguridad ya habían quedado notablemente evidenciadas en la legislatura constituyente, 
es innegable que a comienzos de la I Legislatura las posiciones expresadas en este 
sentido por los representantes de los diferentes partidos políticos con mayor 
representación en el las Cortes reflejan una confrontación de opciones. Un consenso, 
que, de este modo, si bien puede definir, de forma imperfecta, la actividad internacional 
de la etapa constituyente no nos sirve para caracterizar la política exterior en España a 
partir de 1979. Ello es así cuando al respecto uno de los principales temas de de esta 
política está pendiente de resolver, y no existen en absoluto criterios de convergencia 
entre el Gobierno y el partido que lo sostiene y los principales partidos de la oposición. 
 
 Adolfo Suárez configuró un Gobierno en el que quedaron fuera algunos de los 
barones de UCD, figuras políticas con considerable peso dentro del partido y que habían 
participado en gabinetes anteriores. Tales son los casos de Rodolfo Martín Villa, 
Francisco Fernández Ordóñez, Landelino Lavilla –nombrado presidente del Congreso 
de los Diputados- o Pío Cabanillas268. En el nuevo Ejecutivo, Suárez respetó la 
representación proporcional de las “familias”, si bien otorgó carteras a personas de 
escasa imagen pública, lo que fortaleció su protagonismo y el de sus más cercanos 
colaboradores, particularmente Fernando Abril Martorell, Rafael Arias Salgado y José 
Pedro Pérez-Llorca269.  
 
 Durante el año 1979, el presidente del Gobierno se encontraría en su mejor 
momento político, tras haber renovado su mandato en las urnas, con un PSOE que 
manifestaba síntomas de debilitamiento y que llegó a cuestionar el liderazgo de Felipe 
González270. Suárez gozaba de un fuerte optimismo y una buena dosis de popularidad a 
nivel nacional. En el partido, su autoridad era indiscutible, si bien las diferencias entre 
                                                 
268 El caso de otro de los barones del partido, Joaquín Garrigues Walker, es especial. Suárez lo nombró 
ministro Adjunto al la Presidencia más como atención a su delicado estado de salud que con la intención 
de contar con el dirigente ucedista de forma efectiva. Murió meses más tarde de su nombramiento, 
habiendo cesado del gobierno en mayo de 1980. 
269 Véase HUNEEUS, C.: La Unión de Centro…, p. 260.  
270 En referencia al XXVIII Congreso del PSOE, celebrado en mayo de 1979, Javier Tusell señalaba en un 
artículo de prensa: «Lo sucedido es simplemente un desastre nacional. Hay que confiar en que dentro de 
seis meses, Felipe González sea capaz de recuperar el control de su partido; pero aún así, el daño es 
posiblemente irreparable». Ya, 23 de mayo de 1979. 
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Suárez y los barones acerca del papel que le correspondía jugar a UCD y a las 
diferencias en su dirección acabarían por erosionar la figura de aquél en la 
organización271.  
 
 El principal reto político que tenía planteado en nuevo Ejecutivo en la 
continuación del diseño institucional del nuevo Estado democrático era la concreción 
del proceso autonómico iniciado en 1978 con los Estatutos vasco y catalán. Ésta 
definición del modelo territorial y la superación de la difícil situación económica se 
perfilaron como los grandes temas que, a priori, habrían de protagonizar el debate 
político de la I Legislatura democrática. La política exterior continuaría con la mirada 
fija en el horizonte de la ansiada integración en el Mercado Común, objetivo primordial 
de la diplomacia española y que por entonces se entendía como indudablemente 
complejo. Una complejidad que se tornó en parálisis como resultado de la posición 
francesa en el seno de las Comunidades Europeas, expresada por Valéry Giscard 
D’Estaing en junio de 1980272. 
 
 Acerca de la política de seguridad, comienza a afianzarse entre los analistas de la 
época la idea de que la ausencia de acción mantenida por el Gobierno no podía 
prolongarse por mucho más tiempo, en un contexto en el que, como veremos más 
adelante, la actividad parlamentaria denotaba un creciente interés por parte de los 
principales grupos de la oposición por hacer explícita una opinión del Gobierno sobre el 
respaldo o rechazo a la integración española en el Tratado del Atlántico Norte. Las 
palabras de Emilio Romero en uno de los escasos foros de reflexión sobre los temas 
internacionales del momento, retratan la situación vigente al respecto:   
                                                 
271 El primer Congreso de UCD, en octubre de 1978, más que simbolizar la creación de un partido que 
pudiera servir de instrumento de apoyo al gobierno y a la democracia, fue un evento que tuvo un fuerte 
componente aclamatorio del liderazgo de Suárez, lo cual no era políticamente necesario en ese momento, 
pues entonces Suárez estaba en la cúspide de su éxito político. Lo que sí necesitaba era disponer de una 
maquinaria electoral suficientemente poderosa como para ganar las elecciones municipales y autonómicas 
que se aproximaban. En ese Congreso se adivinaba una contradicción de fondo: por una parte, Suárez 
buscaba construir una organización con fines estrictamente electorales, fuertemente dependiente de él; los 
barones, por otra, querían una organización burocrática que tuviera cierta independencia de Suárez para 
que les asegurara una cuota de poder de manera estable. Esto último de demostró como una necesidad 
para éstos, pues si bien es cierto que fueron integrados al gabinete después de las elecciones de 1977, 
fueron luego excluidos del gobierno después de las segundas elecciones generales, en 1979. Esta 
contradicción nunca se resolvió y estará presente durante el resto de la vida de UCD. Al respecto, véase 
HUNEEUS, C.: La Unión de Centro…, ALONSO-CASTRILLO, S.: La apuesta del centro… y 
HERRERO Y RODRÍGUEZ DE MIÑÓN, M.: Memorias del estío, Madrid, Temas de Hoy, 1996. 
272 Sobre lo que vino en denominarse el “giscardazo” y sus efectos en las negociaciones de adhesión de 
España a la CEE, véase BASSOLS, R.: España en Europa. Historia de la adhesión a la CEE, 1957-1985, 
Madrid, Política Exterior, 1985, pp. 237 y ss. 
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 «El partido en el poder parece inclinado a la adhesión, pero con temores a no 
 alcanzar la unanimidad exterior en el ingreso, y con otros temores a la fuerte 
 oposición dentro por parte de la izquierda. La izquierda transigiría por la 
 prórroga de los Acuerdos bilaterales con los Estados Unidos, pero no es 
 partidaria del ingreso en la OTAN»273. 
 
 
 Las opiniones de especialistas pendulaban entre los partidarios de activar el 
proceso de adhesión al Tratado del Atlántico Norte a corto plazo y aquellos otros 
manifiestamente distantes de tal opción. Entre los primeros, a modo de ejemplo, se 
encontraba al periodista Abel Hernández, que desde diferentes tribunas se manifestaba a 
favor de la incorporación de España a la OTAN, considerando que la Alianza era el 
principal centro de decisiones políticas de occidente y que dentro de ésta, el ejército 
español se profesionalizaría, el país ganaría respetabilidad y la democracia estaría más 
asegurada274. De otra parte, aparecen en los medios de comunicación firmas que abogan 
por mantenerse ajenos al vínculo atlántico, inclinando la política exterior española hacia 
un estrechamiento de relaciones diplomáticas con los países no alineados. Tal es el caso 
de Fernando Reinlein, quien al repasar algunos de los temas defensivos en España 
señalaba la conveniencia de basar la política de seguridad en la neutralidad275. 
 
 De esta forma, a la altura de 1979 se asienta entre los temas pendientes de 
dilucidar por parte del nuevo régimen democrático la definición de la posición española 
respecto a la Alianza Atlántica. Una vez definidos los grandes trazos de la política 
interior, con la entrada en vigor de la Constitución, el inicio de las reformas socio-
económicas y habiendo quedado esgrimido el modelo de Estado, la concreción de la 
ubicación internacional de España estaba aún por dilucidar en un ámbito tan 
determinante como es el de la seguridad, una vez que la adhesión a las Comunidades 
Europeas convino en concebirse como el objetivo prioritario, aceptado por los 
principales actores políticos del país. 
                                                 
273 La cita corresponde a la conferencia en la Sociedad de Estudios Internacionales pronunciada por 
Emilio Romero el 17 de mayo de 1979. Véase el texto íntegro de la misma en «Una política exterior para 
España», publicada en Estudios Internacionales, 1978-1979, Madrid, Sociedad de Estudios 
Internacionales, 1984, pp. 411-434. 
274 Véase al respecto su conferencia «Puntos calientes de la nueva etapa española», pronunciada el 17 de 
mayo de 1979 en el Club Siglo XXI y publicada en CLUB SIGLO XXI (ed.): Perspectivas de una 
España democrática y Constitucionalizada, vol. III, Madrid, Unión Editorial, 1979, pp. 242-265. 
275 Véase su posición en «A la reforma militar desde la neutralidad», Diario 16, 13 de enero de 1979. 
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 A falta de que el Gobierno fijara el momento y la forma en que se plantearía el 
debate política sobre la eventual integración en la OTAN, la existencia de opiniones 
divergentes entre Ejecutivo y oposición así como entre líderes de opinión, anticipaban 
muchos de los argumentos que irán componiéndose hasta el desenlace de la cuestión 
con la definitiva adhesión española al Tratado del Atlántico Norte, en 1982. Una 
expresión y exposición de posiciones que ilustra la inexistencia de consenso en la 
materia, sino más bien al contrario, poniéndose de manifiesto evidentes diferencias de 
criterio entre las fuerzas políticas en relación a la política de seguridad. 
 
 
1.2. La falta de concreción de Adolfo Suárez   
 Presentado el trasfondo político en la I Legislatura, una serie de actuaciones 
diplomáticas de Adolfo Suárez vinieron a llamar la atención acerca de la concepción de 
la política exterior dibujada por el presidente del Gobierno. Unos gestos e iniciativas 
que acabarían por evidenciar una falta de criterio general en la acción internacional del 
Gobierno y un distanciamiento entre Suárez y Oreja, basado en sus diferentes enfoques 
del proyecto exterior para España.  
 
 Con el antecedente de la visita de Suárez a Cuba en septiembre de 1978, 
acudiendo a una invitación de Fidel Castro, el presidente decidió igualmente responder 
afirmativamente a la invitación cubana para que España participara como observador en 
la VI Cumbre de Países No Alineados, celebrada en La Habana a principios de 
septiembre de 1979. De este modo, el subsecretario de Estado de Asuntos Exteriores, 
Carlos Robles Piquer, acudió a la capital cubana no sin que antes se hubiera debatido 
sobre la cuestión en el seno mismo del Ministerio de Asuntos Exteriores. 
Efectivamente, en la reunión que tuvo lugar entre el ministro Oreja y los principales 
cargos del ministerio existieron criterios diferentes sobre la conveniencia de que España 
estuviera representada en la Cumbre, siendo la opinión del ministro poco favorable a la 
participación española en la misma. Trasladado el asunto a presidencia del Gobierno, 
Suárez decidió que se enviara una representación gubernamental a La Habana276. A 
estas iniciativas presidenciales hay que añadir la entrevista de Suárez con Yasser Arafat 
                                                 
276 Testimonio de Carlos Robles Piquer al autor. 
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en Madrid, a principios 1979, cuando el líder palestino era considerado como un 
dirigente de una organización terrorista por buena parte de la comunidad internacional, 
especialmente del mundo occidental, o la visita de Gromiko a España, en noviembre del 
mismo año, que ejemplifica igualmente la orientación que desde La Moncloa se 
imprimía a la actividad exterior española y que se prolongaría hasta el final de los días 
de Adolfo Suárez como presidente del Gobierno277. 
 
 Pese a las consabidas reservas por parte del ministro, Marcelino Oreja disipaba 
cualquier efecto de duda que pudiera haber surgido por la presencia del representante 
español en La Habana, así como la resaca que hubieran podido causar las declaraciones 
de Fidel Castro contrarias al ingreso de España en la Alianza278. Fue en la conferencia 
que pronunció en el Instituto Real de Relaciones Internacionales belga el 10 de 
septiembre. El ministro reiteró entreveladamente la vocación del Gobierno centrista de 
incorporar a España a la OTAN, señalando que determinadas fuerzas de la oposición 
«defienden otras opciones y sostienen otras actitudes» al respecto, señalando como 
puntos de discrepancia en política exterior la posible incorporación a la Alianza 
Atlántica y la posición respecto a determinadas cuestiones en torno al Sahara 
occidental279. A estas alturas, la ausencia de coincidencia entre las distintas fuerzas 
políticas en lo que a la opción atlántica se refiere no suscitaba duda alguna entre los 
observadores de la política española y los propios representantes políticos en estas 
materias280. No obstante, la próxima sustitución de Marcelino Oreja como responsable 
                                                 
277 Estas apariciones en común con figuras de evidente talante antiamericano no pasaban desapercibidas 
en la capital estadounidense. A propósito de estos gestos de trascendencia internacional por parte de 
Suárez, Alberto Oliart sentencia: «Los americanos no le perdonaron los abrazos a Castro y Arafat». 
Memoria de la Transición, Madrid, El País, 1996, p. 234. El embajador español en Washington relata 
entre las consecuencias del encuentro de Suárez con Arafat el cambio de denominación en los medios de 
comunicación estadounidenses respecto a ETA. De ser un “grupo terrorista” pasó, ipso facto, a 
convertirse en un “grupo independentista”. Testimonio de José Lladó al autor. 
278 En la inauguración de la Conferencia de los No Alineados, Castro pidió a España que actuara como 
puente con Europa y que no ingresara en la OTAN. Como respuesta, la Oficina de Información 
Diplomática hizo público un comunicado en el que se recogía que «la decisión sobre la eventual 
incorporación de España a la OTAN corresponde exclusivamente al pueblo español a través de sus 
legítimos representantes», rechazando explícitamente las palabras de Castro, al sostener que «el Gobierno 
español no acepta interferencias y no admite declaraciones como las efectuadas por el presidente de 
Cuba». Véase La Vanguardia, 4 y 5 de septiembre de 1979. 
279 Diario 16, 11 de septiembre de 1979. Como veremos más adelante, estas declaraciones dieron motivo 
a la presentación de una interpelación en el Senado por parte del Grupo Socialista en la Cámara Alta. 
280 Así lo corroboran las interpretaciones de representantes de las cuatro principales fuerzas políticas del 
momento. Testimonios de José Pedro Pérez-Llorca, Enrique Múgica, Ramón Tamames y Guillermo 
Kirkpatrick al autor. 
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del Ministerio de Asuntos Exteriores vino a poner durante algún tiempo en entredicho el 
atlantismo del Gobierno encarnado esencialmente en su persona. 
 
 A principios de 1980, Adolfo Suárez viajaba a los Estados Unidos para 
entrevistarse con Jimmy Carter. El motivo de la visita de Suárez no era otro que 
transmitir al presidente norteamericano su visión sobre el posible desenlace económico 
y financiero que para occidente podía significar el bloqueo del estrecho de Ormuz. Fue 
un viaje un tanto improvisado y carente de objetivos políticos concretos, tal y como se 
recoge de las palabras del Director General de Norteamérica y Pacífico, integrante de la 
expedición a Washington281. 
 
 
1.2.1. El diseño de adhesión por parte de Marcelino Oreja   
 La moción de censura al Gobierno que los representantes socialistas plantearon 
en el Congreso de los Diputados va a proporcionarnos ocasión de conocer en detalle el 
programa que Oreja hacía suyo de cara a una posible tramitación del acceso a la Alianza 
en estos meses. Al mismo tiempo, en el debate resultante de la moción queda reflejado 
cómo las diferencias al respecto no fueron argumento esencial de reproche por parte de 
la oposición socialista a la política gubernamental, al no esgrimirse la política de 
seguridad como elemento de crítica282.  
 
 Marcelino Oreja consideraba que desde las elecciones de 1979 se daban las 
condiciones oportunas para abordar la cuestión atlántica y era partidario de no prolongar 
por más tiempo la celebración del consabido debate parlamentario. Así se lo había 
hecho saber a Adolfo Suárez en varias ocasiones y lo había expuesto en un Consejo de 
Ministros en la primavera de 1979, si bien nunca tuvo la ocasión de discutir a fondo 
sobre el tema con el presidente283. Paralelamente, de la primera fase de estudios en el 
ministerio se pasó desde 1979 a examinar con gran detalle las perspectivas de 
integración en la OTAN reuniendo datos, y pulsando a los ministros de Asuntos 
Exteriores de los países de la Alianza, para el caso de una eventual decisión española, 
                                                 
281 DURÁN-LORIGA, J.: Memorias…, p. 294. 
282 El líder de la oposición hizo únicamente reivindicó una política de alianzas que mantuviera el statu 
quo respecto de los bloques. Véase Diario de Sesiones, Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 93, 28 
de mayo de 1981, p. 6125. 
283 Testimonio de Marcelino Oreja al autor. 
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así como contemplando las distintas fórmulas concebibles para garantizar la seguridad 
de España284. 
 
 En este estado de la situación, en el seno de Asuntos Exteriores, y como 
hipótesis probable de que en la moción de censura de mayo de 1980, se abordaran los 
asuntos de política exterior, Oreja recibió el encargo del presidente de elaborar una nota 
sobre la política de seguridad. El contenido de esta nota fue leído por Suárez la misma 
mañana en que se celebraría el debate de la moción y nada le hizo pensar al ministro 
que Suárez no estuviera de acuerdo con sus planteamientos285. En la nota se recogía, 
literalmente:  
 
1. El Gobierno es partidario de la adhesión al Pacto Atlántico. 
2. Para que esta adhesión se formalice, el Gobierno se impone las condiciones 
siguientes: 
a. Definición de las áreas de responsabilidad española dentro de la 
Alianza. 
b. Debatir el grado de integración en la organización militar y, 
concretamente, si España está o no decidida a participar en los 
trabajos del Comité de Planes de Defensa. 
c. Que esté abierto el proceso de negociación para el traspaso de 
soberanía de Gibraltar a España. 
d. Que exista una solidaridad europea hacia España. Una actitud 
europea insolidaria –en el tema comunitario- dificultaría la apertura 
de negociaciones para la presencia española en la organización 
defensiva occidental. Sin embargo, debía quedar claro que los dos 
procesos –adhesión a la CEE y adhesión a la Alianza- eran temas 
distintos. 
e. También son temas distintos la adhesión a la Alianza y la 
negociación de los acuerdos con los Estados Unidos. Si bien hay un 
espacio en que ambos concurren: la relación de cooperación en el 
sistema defensivo occidental. La adhesión a la Alianza variará el 
                                                 
284 Así lo corroboran las palabras de dos de los altos cargos del Ministerio de Asuntos Exteriores 
directamente implicados, por sus áreas de gestión, a la actividad exterior en materia de seguridad. 
Testimonios de Juan Durán-Loriga y de Nuño Aguirre de Cárcer al autor. 
285 Testimonio de Marcelino Oreja al autor. 
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contenido de la negociación del Tratado con EEUU en su vertiente 
definitiva. 
f. En cuanto a los plazos para la adhesión, estarían en función del 
cumplimiento de las condiciones fijadas. En este sentido, la primera 
fecha podría ser a partir de 1981. Si las condiciones se cumplían, el 
debate se podría producir antes de 1983, fecha previsible de las 
elecciones generales. 
g. Esta declaración no comprometía el papel de España en la 
Conferencia de Seguridad y Cooperación Europea que se iba a abrir 
en España en el mes de septiembre. 
3. En cuanto a la celebración de un referéndum sobre la OTAN, sería decisión 
reservada a la absoluta discrecionalidad del presidente del Gobierno286. 
 
 Este era, por tanto, el enfoque que oficialmente el Gobierno sostenía en materia 
de seguridad exterior en 1980. Unas pautas y puntos de partida en la materia que si no 
fueron expuestos desde la tribuna parlamentaria bien por el presidente bien por el 
ministro fue debido a que el debate priorizó otros temas de discusión, entre los que 
quedó fuera la cuestión atlántica287. Sin embargo, el ministro interpretó la reacción de 
Suárez ante el documento que le había presentado como un signo suficientemente 
representativo de que el momento de dar el paso hacia la Alianza Atlántica había 
llegado, poniendo fin a la posición vacilante que el Ejecutivo venía manteniendo en un 
tema tan decisivo de su política exterior y pronunciándose abiertamente a favor de lo 
que podía entenderse como una inminente puesta en marcha del proceso de adhesión al 
Tratado del Atlántico Norte.  
 
 Suárez, a su vez, decidió que no le correspondía enfrentarse directamente en el 
debate con Felipe González, sino que debían hacerlo sus ministros, convencido que 
éstos lo someterían a un severo examen sobre los distintos temas de su propuesta, 
                                                 
286 Reproducida en OREJA, M.: Tres vascos en la política exterior de España, Madrid, Real Academia de 
Ciencias Morales y Políticas, 2001, pp. 95 y 96. El ministro, no obstante, nunca fue partidario de la 
celebración de un referéndum sobre la OTAN considerando suficiente el respaldo obtenido por una 
mayoría parlamentaria que respaldara la decisión gubernamental. 
287 Véase Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Pleno, núm. 93, 28 de mayo de 1980 y 
Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Pleno, núm. 94, 29 de mayo de 1980. Cabe 
preguntarse si en caso contrario hubiera sido el presidente del Gobierno el que hubiera defendido la 
postura gubernamental o hubiera sido Marcelino Oreja, como ministro del ramo, tal y como en la práctica 
sucedió en los debates sobre otras áreas políticas abordadas. 
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especialmente en el apartado económico, bajo el convencimiento que conseguirían 
anular sus posibilidades. Al ser el debate televisado, pensaba el presidente, González 
evidenciaría sus carencias ante la opinión pública. Sin embargo, el efecto de eludir el 
debate por parte de Suárez jugó en su contra de cara a la ciudadanía, con un presidente 
del Gobierno que no se defendió personalmente de los ataques contra su política por 
parte de la oposición288. En segundo lugar, González se fajó con los distintos ministros 
del Gobierno, demostrando tanto un conocimiento suficiente de los aspectos 
económicos como condición política, fiabilidad y capacidades dialécticas más que 
suficientes para ser presidente del Gobierno a ojos de los españoles289. A partir de la 
moción de censura, la imagen de Suárez sufriría un creciente deterioro en el panorama 
político español, inversa a la cada vez más fortalecida del líder socialista290.    
 
 
 A la luz de estos acontecimientos, el ministro de Asuntos Exteriores realizaba 
unas sorprendentes declaraciones al diario El País en las que ateniéndose a los 
argumentos por él mismo esbozados señaló que el Gobierno era totalmente favorable a 
la pronta incorporación de España a la Alianza Atlántica, sosteniendo que para dicha 
incorporación España habría de tener la garantía de que proseguiría el proceso de 
integración de España en la CEE, así como que estuviese en marcha la negociación 
hispano-británica y en vías de solución el traspaso de la soberanía de Gibraltar a 
España. Sobre el cuándo y el cómo habría de llevarse a cabo tal iniciativa, el ministro 
convenía en que 1981 sería una buena fecha para plantear el tema, ante la necesidad de 
concluir ese mismo año las negociaciones con los Estados Unidos sobre el Tratado 
bilateral, considerando que España quedaría incorporada al Tratado del Atlántico Norte 
antes de las elecciones, previstas para 1983. Respecto a la forma, descartó la consulta 
                                                 
288 Adolfo Suárez solo intervino en tres ocasiones a lo largo de las largas sesiones celebradas durante los 
tres días en los que se desarrollaron los debates. La primera fue para hacer una corrección a Santiago 
Carrillo sobre la legalización del PCE; la segunda, para explicar brevemente por qué intervenían los 
ministros en el debate y no él personalmente; la tercera, al término del debate, en la que se limitó a leer un 
discurso en el que realizó una defensa de su gestión política.  
289 Por tanto, cabe concluir que si Felipe González hubiera entrado en los temas de política de seguridad 
en la moción hubiera tenido la respuesta de Marcelino Oreja en el estrado. Respuesta que, 
indudablemente, se habría producido en los términos recogidos en la nota redactada por el ministro.  
290 Por primera vez desde 1976 y tras la moción de censura las encuestas del CIS reflejaron que Suárez 
dejó de ser el político mejor valorado por los españoles a favor de Felipe González. MARAVALL, J.M.: 
«Crisis y “luces rojas”», en JULIÁ, S., PRADERA, J. y PRIETO, J. (coords.): Memoria de la transición, 
Madrid, Taurus, 1996, p. 468. 
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popular por vía del referéndum, aludiendo a una mayoría parlamentaria como respaldo 
legal suficiente para llevar a cabo la adhesión a la OTAN291.  
 
 En el ambiente político español, las declaraciones del ministro, en las que se 
concretaban plazo –antes de 1983- y modo –mayoría parlamentaria-, se entendieron 
como una próxima, si no inminente, puesta en marcha de los mecanismos políticos e 
institucionales para llevar a cabo los trámites oportunos que desencadenaran la adhesión 
española a la OTAN. Desde entonces, el posicionamiento y la expresión de argumentos 
a favor y en contra aumentaron en los medios de comunicación y escenarios públicos. 
Así mismo, para algunos autores, las palabras de Marcelino Oreja vinieron a significar 
el pistoletazo de salida en cuanto a la definición de la posición española en el sistema de 
seguridad occidental, asunto pendiente de la política exterior española desde el inicio de 
la transición, entendiéndose el debate sobre la cuestión tácitamente abierto. Para otros, 
este punto de inflexión significó la ruptura del consenso en materia exterior292. 
 
 Días más tarde, el Comité Federal del PSOE manifestó unánimemente su 
rechazo al ingreso en la OTAN, con una dura crítica al Gobierno en el contexto de una 
crisis gubernamental que se prolongaba varios meses. El comunicado socialista señalaba 
que el anuncio llevado a cabo por el ministro de Asuntos Exteriores «aparece como un 
claro intento de distraer la atención de la opinión pública de los problemas sociales, 
políticos y económicos internos, puestos de manifiesto en el debate de censura, junto a 
la incapacidad del Gobierno para resolverlos»293. A su vez, en su informe al Comité 
Federal socialista, Felipe González había propuesto una «oposición sistemática, rigurosa 
y dura, aunque no demagógica» al Gobierno en relación al ingreso en la OTAN, al 
entender que éste era un problema esencial de seguridad estatal294. 
 
                                                 
291 El País, 15 de junio de 1980. Los fragmentos de esta entrevista referidos a política de seguridad puede 
consultarse en el Apéndice Documental. 
292 Entre los primeros se encuentran POWELL, CH.: «Un hombre-puente en la política exterior española: 
el caso de Marcelino Oreja», Historia Contemporánea, núm. 15 (1996), pp. 253 y 254 y MARQUINA, 
A.: España en la política…, p. 907. Entre los segundos, MARTÍNEZ LILLO, P.: «Consenso y política 
exterior en la transición española», en TUSELL, J. y SOTO, A. (eds.): Historia de la…, p. 178 o 
ARENAL, C. del: «Democracia y política exterior: el largo camino hacia el cambio», en VIDAL-
BENEYTO, J (ed.) y BOBILLO, F. (coord.): España a debate: la política, Madrid, Tecnos, Madrid, 
1991, pp. 51 y 52. 
293 El País, 24 de junio de 1980. 
294 El País, 22 de junio de 1980. 
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 La presencia del presidente de los Estados Unidos, Jimmy Carter, en España a 
finales del mes de junio de 1980 motivaría respectivas entrevistas con el Rey, Adolfo 
Suárez y Felipe González. Una visita oficial que se saldó con escasos contenidos, según 
recogió la prensa nacional, que tachaba la escala de Carter en España de fines 
exclusivamente electoralistas. Respecto a la renovación del tratado bilateral, las partes 
no mostraron un interés especial en establecer ni un calendario ni objetivos inmediatos, 
mientras que fue la entrevista mantenida con Felipe González la que despertó mayor 
interés por parte de los periodistas norteamericanos que acompañaban al presidente 
Carter295. En posteriores declaraciones, el líder socialista aceptaba la necesidad de la 
existencia de la OTAN mientras perdurase la otra organización análoga en los países del 
Este, el Pacto de Varsovia. No obstante, el secretario general del PSOE proclamaba la 
conveniencia de que España permaneciera al margen de la Organización, anticipando 
algunos de los argumentos que meses más tarde habrían de respaldar la postura 
socialista en el debate parlamentario296.  
 
 En septiembre, Adolfo Suárez llevó a cabo una remodelación del Gobierno, tras 
las tensiones suscitadas desde el mes de abril por parte de los barones del partido 
centrista. Unas tensiones a las que los responsables del partido hubieron de sumar los 
malos resultados obtenidos por UCD en las elecciones autonómicas de Cataluña y el 
País Vasco, de marzo de 1980. Tras quedar cuestionado y en entredicho el liderazgo de 
Suárez por parte de destacados integrantes de UCD, el presidente dio cabida en el 
Ejecutivo a personalidades que habían quedado fuera del Gobierno en marzo de 1979 
pero que indudablemente mantenían un peso indiscutible en el partido y en el Grupo 
Parlamentario297. Entre las novedades más significativas estuvo la incorporación de 
Pérez-Llorca en Asuntos Exteriores en lugar de quien había ocupado esta cartera desde 
el primer Gobierno de Adolfo Suárez298. 
 
                                                 
295 El País, 27 de junio de 1980. 
296 Para Felipe González la OTAN no equivalía a un fortalecimiento del sistema democrático español, 
haciendo referencia a los casos de Portugal y Grecia, países donde la presencia de dictaduras no 
condicionó su pertenencia a la Alianza. Diario 16, 26 de junio de 1980. 
297 Véase al respecto, HUNEEUS, C.: La Unión de Centro…, pp. 308 y ss.  
298 La decisión de sustituir a Marcelino Oreja parecía estaba tomada por el presidente desde hacía algún 
tiempo, lo que pudo animar al ministro a plantear unilateralmente la adhesión al Tratado del Atlántico 
Norte, en una defensa última de sus convicciones ante su inminente salida del gobierno. Los testimonios 
de José Pedro Pérez-Llorca, Javier Rupérez y Carlos Robles Piquer al autor respaldan esta posible 
reacción de Oreja. En este mismo sentido, HUNEEUS, C.: La Unión de Centro…, p. 209. 
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 De cara a la opinión pública y las formaciones políticas de la oposición, la 
sustitución de Marcelino Oreja al frente del Palacio de Santa Cruz equivalía a un 
descrédito de sus planes sobre la Alianza Atlántica manifestados meses atrás. 
Nuevamente quedaba puesto de manifiesto una falta de programa concreto al respecto 
por parte del Ejecutivo, que por estas fechas se encontraba en uno de sus momentos más 
delicados, acumulando un considerable desgaste y a merced de las luchas existentes 
entre las diferentes familias ideológicas de UCD. La indefinición gubernamental 
respecto a la OTAN se agudizaba, con la exposición pública del calendario y 
procedimiento por parte del ministro de Asuntos Exteriores y la posterior sustitución de 
éste al frente del ministerio. 
  
 Tras la resolución favorable de la moción de confianza que el nuevo Gobierno 
solicitara de la Cámara Baja, iba a surgir una nueva muestra de las dificultades y 
contrariedades que arreciaban a Adolfo Suárez en el que sería el final de su etapa 
presidencial. El Grupo Parlamentario ucedista, en el que algunos de sus componentes 
más jóvenes ya habían dado muestras de descontento frente al protagonismo de los 
barones, iba a catalizar algunos de los inequívocos síntomas de debilidad política del 
presidente del Gobierno y del partido. En éste, como en otras instancias de UCD, existía 
un notable cuestionamiento de la forma en que Suárez dirigía la formación política. A 
pesar de que el Grupo Parlamentario había apoyado disciplinariamente a Suárez tanto en 
la moción de censura de mayo como en la de confianza, Miguel Herrero de Miñón 
escribió un artículo en la prensa en el que justificaba el voto favorable de los diputados 
centristas, pero reclamaba mayor participación del Grupo en decisiones políticas, 
demandando, asimismo, la existencia de un liderazgo efectivo en el partido y el 
Gobierno299. Semanas más tarde, Herrero de Miñón pasaba a ocupar la presidencia del 
Grupo Parlamentario centrista frente a la candidatura oficial de Suárez, en lo que se 
constituía como una nueva muestra pública de falta de cohesión en el partido y una 
puesta en entredicho de la figura del presidente300. Se estaba configurando el 
movimiento de “los críticos”, que llevó a cabo una importante campaña de artículos en 
la prensa nacional con el fin de establecer un partido con mayor participación de sus 
                                                 
299 Véase El País, 19 de septiembre de 1980.  
300 Herrero de Miñón contó con el apoyo de los «jóvenes turcos», de Martín Villa, Pío Cabanillas y otros 
parlamentarios con significativo peso dentro del grupo, como Óscar Alzaga, Marcelino Oreja, Javier 
Rupérez o Iñigo Camuñas. Sobre la crisis de UCD, sus causas y el comportamiento del “sector crítico”, 
véase HERREO DE MIÑÓN, M.: Memorías…, pp. 205-214 y HUNEEUS, C.: La Unión de Centro…, pp. 
325-331. 
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bases y órganos colegiados, frente al unilateralismo dominante. Los críticos 
conformaron un nuevo elemento en los intentos renovadores llevados a cabo desde la 
dirección de UCD, jugando un importante papel en el II Congreso ucedista, tras el 
abandono de Suárez el 29 de enero de 1981301. 
 
 
1.2.2. Madrid, sede de la Conferencia de Seguridad y Cooperación en Europa 
 Entre septiembre de 1980 y septiembre de 1983, Madrid fue la sede de las 
sesiones de la Conferencia de Seguridad y Cooperación en Europa (CESCE). Su 
elección como tal había sido concretada años atrás, cuando en la reunión de la 
Conferencia celebrada en Belgrado durante 1977 y 1978, España presentó su 
candidatura para albergar su tercer periodo de reuniones. La elección de Madrid como 
sede de las reuniones, había dado lugar a la suposición de que España pudiera entonces 
estar dando forma a una política exterior de corte neutralista, suposición, por otro lado, 
que fue elevada a la categoría de veracidad por las autoridades del bloque socialista302. 
 
 Los motivos que impulsaron esta solicitud quedan rememorados por quien 
probablemente más influyera en Marcelino Oreja para presentar la candidatura 
madrileña, el que fuera jefe de Gabinete del ministro y participara en el proceso de 
Helsinki, Javier Rupérez. En sus palabras queda recogido cómo sus propósitos 
respondían a dar respuesta al reto de la propia capacidad política y organizativa, como a 
dar un espaldarazo de reconocimiento a la nueva capacidad española de relación 
internacional. Explícitamente, Rupérez apunta el hecho de que «la consecución de 
nuestra candidatura para la CSCE no valía la subordinación de otros objetivos básicos 
en nuestra proyección política exterior». De esta forma, días antes de comenzar las 
sesiones de este tercer periodo de reuniones, Rupérez anunciaba que España actuaría en 
consecuencia a su carácter occidental, estableciendo los «contactos pertinentes con los 
nueve de la CEE y con los quince países que integran la OTAN», así como anticipaba, 
ante la posibilidad de que España iniciara durante el tiempo de la sesiones madrileñas 
                                                 
301 Ni entre las memorias consultadas, ni entre los testimonios recabados de miembros de UCD existe 
vestigio alguno que pueda llevarnos a la conclusión de que la oficial postura pro-atlantista mantenida por 
los máximos responsables del partido fuera objeto de diferencias o críticas internas a tener en 
consideración como elemento de ruptura o disgregación en el partido centrista. 
302 El hecho de que las dos primeras reuniones principales de la Conferencia hubieran tenido en lugar en 
Helsinki (1973-1975) y en Belgrado (1977-1978), capitales de un país neutral y no alineado 
respectivamente, fue interpretado como una regla no escrita de la CSCE que nada tenía que ver con la 
regulación oficial de su funcionamiento interno. 
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los trámites para su incorporación al Tratado del Atlántico Norte, ya que no «existe 
contradicción entre ser miembro de la OTAN y ser anfitrión de la Conferencia de 
Seguridad, porque en el Acta de Helsinki se reconoce el derecho de cada país a formar 
parte de cualquier organización»303. 
 
 El diplomático denunciaba de esta forma el intento de que la política exterior 
española pudiera quedar limitada o prefijada en los márgenes del neutralismo por el 
hecho de albergar en su suelo la Conferencia europea. Más aún, tanto en sus 
declaraciones públicas como en el Proyecto de instrucciones para la Delegación 
Española ante la Sesión de Madrid en la Conferencia sobre la Seguridad y la 
Cooperación en Europa, el principal objetivo estratégico apuntado por Rupérez era la 
coordinación institucional de la acción española con la de los países de la Europa 
comunitaria y la de los miembros de la OTAN. Durante el tiempo en que Rupérez 
encabezó la representación española en la Conferencia de Madrid, hasta marzo de 1982, 
España participaría junto a otros países en el caucus occidental, grupo de países que se 
reunía para intercambiar opiniones y fijar posiciones en la Conferencia304. 
 
 
1.3. Hacia el debate político de la cuestión atlántica: la toma de posiciones  
 Llegada la I Legislatura, la controversia sobre la eventual incorporación 
española al Tratado del Atlántico Norte estaba entre los temas políticos pendientes de 
solución tras los consabidos anuncios realizados por los sucesivos Gobiernos desde 
1977 de dilucidar el asunto en un amplio debate parlamentario. No obstante, a pesar del 
aplazamiento de dicho debate, las posiciones estaban sobradamente fijadas en los 
principales partidos nacionales con representación parlamentaria. Fueron muchas las 
apariciones públicas realizadas por sus representantes en las que durante esta primera 
                                                 
303 El País, 5 de septiembre de 1980. Este mensaje quedó resumido en palabras repetidas por el cabeza de 
la delegación española en varias ocasiones, y que, por su particularidad sonoridad en su traducción por la 
prensa internacional fue recurrentemente empleado por Rupérez a modo de slogan sobre las relaciones 
exteriores españolas en el contexto de la Conferencia de Madrid: «España es el país anfitrión, no el país 
rehén de la CSCE» (Spain is the host, not the hostage of the CSCE). En la fecha en que se anunció la 
elección de España como sede de la Conferencia, en marzo de 1978, existió, no obstante, una 
presentación de la designación como un intento de favorecer la autonomía española de la política de 
bloques. Véase ARMERO, J.M.: Política exterior…, p. 114. 
304 Aquél estaba compuesto por los quince países de la OTAN más los de la CEE a excepción de Irlanda. 
El relato de la etapa en la que Javier Rupérez estuvo al frente de la delegación española ante la sesión de 
Madrid de la CSCE en RUPÉREZ, J.: España y la OTAN…, pp. 95-139. Véase también RUPÉREZ, J., 
PAN DE SORALUCE y ROLDÁN, J.: Cooperación y Seguridad en Europa: La Conferencia de Madrid, 
Madrid, Fundación Banco Exterior, 1984. 
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parte de la legislatura, hasta la llegada de Calvo-Sotelo a la presidencia del Gobierno, 
quedaron asentadas las preferencias por parte de unos y de otros. El relevo en la cabeza 
del Ejecutivo a principios de 1981 pondría punto final a la incertidumbre. Calvo-Sotelo 
se mostró firme partidario de profundizar el compromiso defensivo de España con 
occidente, iniciando los trámites necesarios para la adhesión a la OTAN, una vez que el 
calendario hubo permitido solventar cuestiones clave en el asentamiento del sistema 
político democrático, como el proceso relativo al intento de golpe de Estado del 23-F, la 
conclusión de pactos autonómicos entre el Gobierno y el PSOE y posterior aprobación 
de la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA). 
 
 En conferencias, publicaciones, declaraciones a los medios de comunicación y a 
través de los medios de control parlamentario, la clase política anticipó sus posturas, a 
la vista de un debate que se antojaba próximo a su consecución305. A partir de un 
seguimiento y análisis de las apariciones de quienes representaban a las principales 
fuerzas políticas del país, vamos a aproximarnos en este punto a estas posiciones y a los 
argumentos con que éstas fueron respaldadas.  
 
 Igualmente entraremos a conocer el estado de opinión de los años 1979 y 1980 
al respecto. Un acto clave el de la opinión pública que progresivamente y al hilo de las 
expresiones partidistas iría definiendo su postura sobre las líneas de la política de 
seguridad. A través de las manifestaciones y premisas fijadas por los partidos políticos y 
su reflejo en los medios de comunicación, la sociedad iría tomando conciencia y 
perfilando actitudes respecto a la posible vinculación de España con la OTAN y los 
convenios hispano-norteamericano. Sin embargo, se aprecia la perdurabilidad de una 
despreocupación generalizada al respecto, reflejada en el alto nivel de respuestas a las 
encuestas que se acoge al «no sabe no contesta». 
 
 
1.3.1. Argumentos, razones y posiciones sobre la política de seguridad 
 Entre diferentes ámbitos públicos, fue en la Sociedad de Estudios 
Internacionales donde los secretarios de Relaciones Internacionales de Coalición 
                                                 
305 Así al menos lo esperaban desde el principal partido de la oposición. Testimonios de Fernando Morán 
y Luis Solana al autor. 
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Democrática y de UCD expusieron en profundidad sus argumentos favorables a la 
incorporación de España a la Alianza Atlántica.  
 
 Por parte de los primeros, Guillermo Kirkpatrick rechazaba el no alineamiento y 
el neutralismo, al considerar el primero como utópico y no estar el segundo exento de 
riesgos, tal y como históricamente se demostraba. El representante de CD entendía que 
España estaba de hecho vinculada a la estrategia occidental a través del Tratado con los 
Estados Unidos, apostando por una mayor autonomía internacional, al reducirse la 
dependencia respecto Washington, y una corriente de solidaridad por parte de sus 
miembros en caso de incorporarse a la Alianza Atlántica, que frente a una prórroga o 
denuncia del Tratado hispano-norteamericano306. Javier Rupérez, por su parte, vinculó 
la necesaria participación en la OTAN como resultado natural del modelo de sociedad y 
sistema de convicciones vigentes en España, rechazando el supuesto carácter agresivo 
que esta participación pudiera conllevar. Desde su óptica, los intereses españoles 
quedarían mejor salvaguardados de forma igualitaria al de otros países occidentales 
miembros de la organización que en una relación estrictamente bilateral con los Estados 
Unidos307.   
 
 Opiniones diferentes fueron las sostenidas por dirigentes socialistas y 
comunistas. Luis Yáñez, secretario de relaciones internacionales del PSOE, avanzaría 
en la tribuna del Club Siglo XXI que serían varios los temas de la acción exterior del 
país que habían de ser abordados en los dos años próximos, tales como la integración en 
la CEE, el debate sobre la entrada o no en la OTAN, la política mogrebina y la 
permanente acción exterior en Iberoamérica. Continuó criticando lo que denominó 
política «claudicante e inconsistente» frente a los negociadores comunitarios y hacia la 
política de creciente satelización de cara a la OTAN, defendida sobre posiciones que a 
                                                 
306 Conferencia pronunciada en la Sociedad de Estudios Internacionales por el secretario de Relaciones 
Internacionales de Coalición Democrática, Guillermo Kirkpatrik el 15 de febrero de 1979, bajo el título 
«Reflexiones sobre política exterior de España con relación al mundo occidental», publicada en Estudios 
Internacionales, 1978-1979, Madrid, SEI, 1984, pp. 259-279. 
307 Conferencia pronunciada en la Sociedad de Estudios Internacionales por el secretario de Relaciones 
Internacionales de UCD, Javier Rupérez el 19 de abril de 1979, bajo el título «Un diseño para la política 
exterior española: opciones y prioridades», publicada en Estudios Internacionales, 1978-1979, Madrid, 
SEI, 1984, pp. 339-355. 
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su juicio se acercaban más a los intereses de una de las grandes potencias que a la 
defensa de la independencia y soberanía nacionales de España308.  
 
 A este mismo foro acudieron diferentes miembros integrantes del Partido 
Comunista, exponiendo igualmente a comienzos de la legislatura los principios de 
política exterior defendidos por la formación liderada por Santiago Carrillo. Entre sus 
conferenciantes cabe señalar la intervención de uno de los referentes básicos en materias 
internacionales, Manuel Azcárate, quien aceptaba los acuerdos bilaterales entre España 
y los Estados Unidos, aunque aspiraba a la desaparición de las bases militares con la 
eventual superación de los bloques militares. Ahora bien, en el asunto de la OTAN 
manifestó su sentido anti-histórico de la hipotética inclusión, dado que ningún país se 
había incorporado a la Alianza desde 1955, al tiempo que señaló que la entrada española 
supondría un incumplimiento del Tratado de 1976, al incorporarse España a un territorio 
nuclearizado. Continuó en su argumentación apuntando que el ingreso en la OTAN 
anularía las posibilidades que tuviese España de hacer una política propia e 
independiente y favorecedora de la paz. Siguiendo la línea expresada por el PCE 
proponía aplazar el tema hasta 1986, una vez caducaran los acuerdos con los Estados 
Unidos si como todo parecía indicar se renovaban por otros cinco años en 1981. 
 
 Como alternativas a la Alianza Atlántica, Azcárate planteaba Europa y el no 
alineamiento, opciones que juzgaba como complementarias. Al igual que Suecia, 
concluía, España podía desempeñar un papel original y resolver satisfactoriamente sus 
asuntos exteriores sin necesidad de adherirse formalmente a ninguna organización 
defensiva309.    
 
En las Cortes, pronto comenzó la actividad en cuanto a temas de seguridad 
exterior se refiere. A este interés responde la Interpelación relativa a los propósitos, 
programa y calendario del Gobierno en materia de asuntos exteriores, presentada por 
el entonces joven diputado socialista Manuel Marín310. Esta iniciativa propició la 
posterior comparecencia del ministro Oreja en la Comisión de Asuntos Exteriores del 
                                                 
308 YÁÑEZ, L.: «El Partido Socialista y el futuro de la democracia en España», en CLUB SIGLO XXI 
(ed.): Perspectivas…, pp. 223 y 224. 
309 AZCÁRATE, M.: «España en la presente coyuntura europea e internacional», en CLUB SIGLO XXI 
(ed.): Perspectivas…, pp. 219-236. 
310 Presentada el 25 de mayo de 1979 y publicada en Boletín Oficial de las Cortes Generales/Congreso de 
los Diputados, I Legislatura, serie D, núm. 7-I, 11 de mayo de 1979. 
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Congreso para informar sobre las cuestiones requeridas en la interpelación. En su 
intervención, el ministro reiteró los argumentos que meses antes Suárez había expuesto 
en su discurso de investidura, en los que, admitiendo el talante favorable a la integración 
en la Alianza por parte de UCD, la adhesión de España debería ser objeto de un debate 
parlamentario, señalando que entonces no era momento de fijar calendario alguno311.  
 
Así mismo, el ministro hubo de comparecer en la Comisión de Asuntos 
Exteriores del Senado durante el mes de septiembre, como consecuencia de las 
apuntadas declaraciones de Fidel Castro en la Conferencia de los Países No Alineados. 
Marcelino Oreja rechazó todo vestigio de política neutralista, mostrándose partidario de 
un próximo ingreso en la OTAN, negando una supuesta vinculación entre la presencia 
española en esta Conferencia con una opción tercermundista en la política exterior 
española y subrayando la existencia del Tratado de Amistad y Cooperación con los 
Estados Unidos312.  
 
 Tras el paréntesis veraniego, los representantes parlamentarios retomaron la 
actividad política, concentrándose nuestro foco de interés en el Senado. Es allí donde 
encontramos el principal reflejo del tono político acerca de las perspectivas españolas en 
relación a la OTAN en estos primeros meses del curso parlamentario. Una muestra de 
esta realidad nos la va a proporcionar la iniciativa del Grupo Socialista consistente en 
una Interpelación relativa a la negociación de España con la OTAN y sobre la 
renovación del Tratado de Amistad con los Estados Unidos de América, presentada por 
el senador Fernando Morán. Esta actuación se fundamentaba en unas declaraciones del 
ministro de Asuntos Exteriores recogidas por diversos medios nacionales en las que 
Oreja hacía referencia a un proceso de contactos entre el Gobierno y representantes de 
la Alianza Atlántica313. En base a la publicación de las mismas, el representante 
socialista emplazaba al ministro a informar sobre distintas cuestiones relativas a los 
propósitos gubernamentales en materia de defensa314. 
 
                                                 
311 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión de Asuntos Exteriores, Sesión 
Informativa, núm. 6, 18 septiembre de 1979.  
312 Diario de Sesiones del Senado, Comisión de Asuntos Exteriores, Sesión Informativa, núm. 1, 6 de 
septiembre de 1979. 
313 Véanse las palabras del ministro, citadas con anterioridad en este mismo capítulo en Diario 16, 11 de 
septiembre de 1979. 
314 Presentada el 12 de septiembre de 1979 y publicada en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales/Senado, I Legislatura, serie I, núm. 19, 21 de septiembre de 1979.  
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Tras la intervención de Morán, en la que acusó al Gobierno de «que sigue 
clausurando el debate» sobre la política de seguridad y le exhortaba a fijar la posición 
del Ejecutivo en la materia, la contestación del ministro en el Senado tuvo lugar 
semanas más tarde, en comparecencia parlamentaria poniendo de manifiesto la línea de 
actuación fijada por el Gobierno desde 1977, consistente en emplazar la cuestión, una 
vez más, al consabido debate parlamentario que en su momento debía plantearse. 
Añadió que las conversaciones con representantes de la Alianza habían de insertarse en 
el establecimiento de la comisión ad hoc de coordinación con la OTAN que fijaba el 
tratado de enero de 1976. El ministro concluyó reafirmando la autonomía entre la 
revisión del Tratado de Amistad y Cooperación con los Estados Unidos respecto al tema 
de la Alianza Atlántica, cuestiones ambas que «tendrán que plantearse en su 
momento»315. 
 
El recurso a los diferentes medios de control e información de la política de 
seguridad fue creciente a medida que transcurría en tiempo de la primera legislatura. La 
generalizada asunción de que el consenso había finalizado y de que había llegado el 
momento de hacer conveniente uso de las formas políticas establecidas, propició el 
aumento de aquellas iniciativas destinadas a incidir en los temas de seguridad. Sin 
embargo, el recurso a las mismas no siempre ofrecía los resultados esperados entre los 
representantes de la oposición.  
 
Bien porque las respuestas del Gobierno a los distintos requerimientos fueran 
ofrecidas considerablemente más tarde de lo esperado por las Cámaras, como el caso de 
la Interpelación sobre las negociaciones con los Estados Unidos de Norteamérica, 
presentada por el Grupo Parlamentario Mixto316 o como la  Proposición de ley sobre la 
autorización previa de las Cortes generales para prestación de consentimiento en 
determinados tratados internacionales, presentada por el Grupo Parlamentario 
Andalucista317, bien porque algunas iniciativas simplemente agotaran el plazo de 
tramitación318, lo cierto es que la normativa reglamentaria de las Cámaras y la 
                                                 
315 Diario de Sesiones del Senado, Plenos, núm. 25, 30 de octubre de 1979.   
316 Presentada el día 7 de mayo de 1980 y tramitada más de un año más tarde. Véase Diario de Sesiones 
del Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 170, 20 de mayo de 1981. 
317 Presentada el 19 de junio de 1980 y tramitada en marzo de 1981. Véase  Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 148, 10 de marzo de 1981.  
318 Es el caso de la Proposición no de ley sobre la solicitud de un debate general sobre política exterior 
en el Pleno del Congreso, presentada por el Grupo Parlamentario Comunista. Ésta fue presentada el 17 de 
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adscripción política de los miembros de sus órganos rectores dejaba el suficiente 
margen de maniobra como para que el Gobierno esquivara o aplazara continuamente 
muchos de los instrumentos de control e información a los que había de someterse. En 
definitiva, eran los representantes de UCD quienes, en base a la composición de los 
órganos del Parlamento, manejaban la repercusión y comparecencias gubernamentales 
tanto en ésta como en otras materias.   
 
Aunque la puesta en marcha de estas iniciativas parlamentarias por la oposición 
no desembocara en las respuestas por parte del Gobierno o la puesta en marcha de 
debates concretos no siempre fueran los esperados, lo cierto es que en el uso de los 
medios de control, los parlamentarios demostraron una considerable tenacidad en su 
afán de obtener respuestas concretas del Gobierno sobre el futuro próximo de la política 
de seguridad. Tenacidad equiparable al discurso esquivo e indefinido por parte del 
Ejecutivo en cuanto al momento y modo de plantear el debate sobre el Tratado del 
Atlántico Norte en las Cortes. Sin embargo, aún sin tener efecto político concreto, estas 
iniciativas ayudaron a conformar un estado de opinión y a predeterminar unas 
posiciones que de otra forma no hubieran sido debatidas públicamente. 
 
Así, las cuestiones abordadas por Fernando Sagaseta en la interpelación 
presentada en representación del Grupo Mixto, fueron la demanda de información sobre 
los compromisos y futuras negociaciones en relación al Tratado entre España y los 
Estados Unidos, así como la conveniencia de extender el control parlamentario no 
únicamente al consentimiento de obligarse por un tratado, sino también a la posibilidad 
de iniciar un debate en las Cortes respecto a las negociaciones con Washington en 
materia de defensa. Al mismo tiempo, planteaba al Gobierno la posible vinculación del 
asunto con el artículo 92.1 de la Constitución, que hace referencia al eventual recurso 
del referéndum consultivo a los ciudadanos319. 
 
                                                                                                                                               
junio de 1980, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes Generales/Congreso de los Diputados, I 
Legislatura, serie D, núm. 425-I, con fecha de 9 de julio de 1980. Caducó y quedó cerrada el 27 de agosto 
de 1982.  
319 Es esta la primera vez que en el Congreso de los Diputados se planteó la opción de celebración de un  
referéndum para decisiones que atañen a la política exterior. Desde entonces, y hasta la celebración del 
mismo en 1986, fue ésta una cuestión que gravitó sobre el panorama de la relación entre España y la 
OTAN. Véase el texto completo de la interpelación en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales/Congreso de los Diputados, I Legislatura, serie D, núm. 390-I, 27 de mayo de 1980. 
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De igual forma que el de la consulta popular por medio de referéndum, otro tema 
que se incorporó en estos momentos al escenario política de la seguridad exterior fue el 
tipo de consentimiento que las Cortes habrían de otorgar ante una hipotética solicitud de 
integración en alianzas militares multilaterales, en alusión a la OTAN. Este aspecto 
constituiría uno de los puntos más discutidos sobre la futura inclusión española entre los 
estados miembros de la Alianza. Como veremos detalladamente más adelante, la 
disyuntiva se establecía entre un respaldo por mayoría simple o por mayoría absoluta 
por parte del legislativo320. 
 
Al margen de otras iniciativas como la Pregunta con respuesta oral formulada 
por el líder de los comunistas, Santiago Carrillo, sobre la entrevista mantenida por el 
Presidente del Gobierno con el Presidente Carter321, en la que aparecieron 
colateralmente referencias a los asuntos de política de seguridad, el curso parlamentario 
se cerró en el Congreso sin la puesta en marcha de ningún otro mecanismo relevante en 
la definición de España en el contexto de la seguridad internacional. 
 
La comparecencia de Marcelino Oreja en la Comisión de Asuntos Exteriores del 
Congreso pocos días más tarde de sus sonadas manifestaciones de junio acaparó la 
atención todos a quienes inquietaba la definición de la política de seguridad española. 
En su intervención mencionó la posición del Gobierno reiterando que aquél era 
partidario de la integración atlántica con varios condicionamientos. Entre ellos, el 
ministro citó la definición negociada del área de responsabilidad de España, la 
necesidad de un extenso debate sobre el grado de integración, la participación o no 
participación en el brazo militar de la Alianza Atlántica y el buen camino hacia el 
traspaso de soberanía de Gibraltar a España. Oreja terminó su exposición afirmando que 
no había habido ningún cambio de posición en la actitud gubernamental, explicitada en 
el Congreso de UCD, en el programa electoral del partido y en la declaración de 
investidura del presidente Suárez, tratando así de minimizar el eco de sus 
manifestaciones públicas realizadas días atrás. 
 
                                                 
320 Este fue el sentido de la mencionada proposición de ley presentada por el Grupo Parlamentario 
Andalucista. Véase el texto de esta iniciativa en Boletín Oficial de las Cortes Generales/Congreso de los 
Diputados, I Legislatura, serie B, núm. 99-I, 11 de  julio de 1980.  
321 Presentada el día 16 de junio de 1980. Publicada en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales/Congreso de los Diputados, I Legislatura, serie E, núm. 140-I, 31 de enero de 1980. 
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A las palabras del ministro siguió un debate entre los representantes de las 
distintas fuerzas políticas en la Cámara. Entre los mismos, cabe señalar la opinión 
partidaria de la integración en la Alianza, manifestada por José María de Areilza en 
representación de CD y por Javier Rupérez en nombre de UCD. Entre las posiciones 
críticas, destacó la personalizada por Jaime Ballesteros, del Grupo Comunista, 
sosteniendo la existencia de un cambio de actitud en el Gobierno, puesto que hasta 
entonces el Ejecutivo venía anunciando que la integración debería hacerse sin urgencias 
innecesarias y con un amplio respaldo parlamentario, condiciones que, en opinión del 
diputado comunista, habían desaparecido en ese momento. Por pare del PSOE intervino 
Luis Yáñez, apuntando que a medio plazo la posición de su partido sería de manera 
firme, decidida y tajante contraria a la integración. Del mismo modo, Yáñez anunció la 
intención del Partido Socialista de llevar el tema a la calle de forma pacífica, afirmando 
que el Gobierno tenía la obligación política y moral de someter la cuestión a 
referéndum. Anunció también que si la entrada en la Alianza se realizaba por mayoría 
simple su partido propondría la salida por mayoría simple, aunque no lo haría en caso 
de realizar la integración con el respaldo de un referéndum nacional sobre el tema322. 
 
En el Senado, la actividad fue nuevamente protagonizada por el Grupo 
Socialista, personalizado en la figura del futuro ministro, Fernando Morán. 
Efectivamente, con fecha de 26 de junio de 1980 y en nombre de los senadores de esta 
formación, Morán presentaba una nueva Interpelación sobre política internacional del 
Gobierno en materia de defensa. Esta actuación de los senadores del Grupo Socialista 
vino determinada como consecuencia de las comentadas declaraciones del ministro 
Oreja, publicadas el día 15 junio. Al hilo de estas manifestaciones, la interpelación 
recogía, entre otros, los siguientes puntos a explicitar por el ministro: 
 
«1º Cuál es el esquema y supuestos sobre el que se asienta el proyecto 
internacional del Gobierno en lo que se refiere a los temas de defensa 
                                                 
322 La comparecencia del ministro fue fijada para el 24 de junio. Tal y como puede comprobarse en los 
fondos documentales del Congreso esta sesión no tiene diario, por lo que la información relativa a la 
misma ha sido consultada a través de fuentes hemerográficas. Véase El País, 25 de junio de 1980 y La 
Vanguardia, 25 de junio de 1980. El motivo de la inexistencia de diario de esta comparecencia no 
responde a criterios de confidencialidad o secretismo oficial, al estar presentes en ella los medios de 
comunicación. Consultado el personal del archivo del Congreso de los Diputados, la ausencia de 
trascripción de la sesión de la Comisión se debe a razones muchos más triviales, como es la carencia de 
personal o equipos de taquigrafía para cubrir todas las sesiones que al mismo tiempo se celebraban en las 
Comisiones del Congreso. 
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2º En qué fundamentos jurídicos asienta el Ministro y/o el Gobierno su opinión 
de que la adhesión a la OTAN puede ser decidida por una mayoría parlamentaria 
3º (…) ¿Tiene algún sentido y alcance en términos de defensa la mera adhesión 
al Tratado, sin participación en la organización?»323. 
 
La tramitación de esta interpelación no tendría lugar hasta el mes de diciembre, 
una vez que Pérez-Llorca había sustituido a Oreja como ministro de Asuntos Exteriores. 
Tras la reformulación de las cuestiones por parte de Morán, en la que planteó, junto a 
los anteriores, el tema de la posible incompatibilidad entre la pertenencia a la OTAN y 
la desnuclearización de España, le correspondió intervenir al nuevo ministro. De sus 
palabras destaca la argumentación de que el acercamiento a la Alianza Atlántica «se 
deriva de una concepción global del proyecto congruente, y de una consideración del 
interés nacional», obviando consideraciones defensivas y orientando su discurso a un 
enfoque político del tema. 
 
Respecto al tema nuclear, el ministro señaló la compatibilidad de la pertenencia 
a la organización Atlántica con la desnuclearización del territorio español, pasando a 
continuación a abordar el tema del procedimiento jurídico-constitucional ante el 
eventual ingreso de España en la Alianza. Concretó que para ello era preciso un 
convenio o tratado de carácter político y militar y que el procedimiento estaba previsto 
en la Constitución en el artículo 94.1. Así mismo, se refirió a la posibilidad de que un 
Estado pueda estar en la Alianza y no en la Organización militar del Tratado, 
finalizando con la matización de que, en cualquier caso, el acceso de España a las 
estructuras de la OTAN se produciría «después de arreglar las relaciones bilaterales con 
los Estados Unidos»324. 
 
La llegada de Pérez-Llorca al Palacio de Santa Cruz mantuvo invariable la 
sensibilidad de la Administración española respecto a la orientación de la política de 
seguridad. Al igual que su antecesor, el ministro era firma partidario de impulsar la 
participación de España en la Alianza Atlántica, si bien era el presidente del Gobierno 
quien nunca pareció respaldar de forma decidida este atlantismo de sus ministros. 
 
                                                 
323 Boletín Oficial de las Cortes Generales/Senado, I Legislatura, serie I, núm. 57, 4 de julio de 1980.  
324 Diario de Sesiones del Senado, Plenos, núm. 84, 2 de diciembre de 1980.    
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 Por otra parte, a lo largo de esta primera parte de la legislatura, se aprecia una 
sensible modificación de los planteamientos socialistas respecto a la política de 
seguridad, así como una disminución del tono marcadamente ideológico de sus 
postulados, como resultado del abandono del marxismo como doctrina oficial del 
partido. En el XXVIII Congreso del PSOE, celebrado en mayo de 1979, aún 
desechando la inclusión de España en bloques militares y apostando por una política 
exterior no alineada, añadía que «otra cosa es que lo lógico sea lo conveniente o 
factible, y que de momento puede implicar riesgos de desestabilización la ruptura del 
Pacto de Mutua Defensa con USA, y por tanto convenga mantenerlo, aunque no guste 
ideológicamente y sea ruinoso económicamente»325. Poco más tarde, las referencias 
neutralistas desaparecen del discurso socialista, al tiempo que se aceptaba expresamente 
por parte de los dirigentes del PSOE un pronunciamiento a favor de la relación bilateral 
con los Estados Unidos, de componente esencialmente defensivo y que necesariamente 
había de reequilibrarse a favor de España a través de las negociaciones previstas para el 
año 1981326. 
  
 Los diseñadores del discurso socialista en cuestiones de seguridad exterior en 
este periodo plasmarían esta opción en sus respectivas apariciones, conformándose en el 
partido un armazón intelectual sobre la política de seguridad sin parangón entre el resto 
de los partidos políticos327. De forma fundamental, el libro del futuro ministro de 
Asuntos Exteriores socialista Una política exterior para España, publicado en 
noviembre de 1980 recogió los planteamientos defensivos socialistas del momento. A 
pesar de que como nos advirtiera el autor en el prólogo no se trata de un programa ni de 
un ideario de política exterior del PSOE, conceptos como los de neutralidad, 
argumentos como los de ruptura del equilibrio estratégico europeo o razonamientos 
                                                 
325 Véase las Resoluciones Sectoriales, XXVIII Congreso del PSOE, Madrid, 1979, pp. 3-5. Llamamos la 
atención sobre la referencia al Tratado de Amistad y Cooperación de 1976 como «Pacto de Mutua 
Defensa» en el documento socialista. Como tuvimos ocasión de comprobar en el capítulo VI, una de las 
características del Tratado era, precisamente, la ausencia de compromiso defensivo entre España y los 
Estados Unidos, cláusula infatigable e irresolublemente perseguida por los negociadores españoles. Este 
tipo de errores se encuentran frecuentemente en diversos escritos y documentos del período analizado. 
326 Concretamente este cambio es perceptible tan sólo unos días más tarde del XXVIII Congreso 
socialista, durante una conferencia de Fernando Morán en el Club Siglo XXI. Véase «Principios de una 
política exterior socialista», en CLUB SIGLO XXI (ed.): Perspectivas…, pp. 359-384. 
327 Además de múltiples escritos en prensa, pueden consultarse MORÁN, F.: «La OTAN y los escenarios 
de defensa que afectan a España», Sistema, núm. 35, 1980, pp. 119-152 o MÚGICA, E.: «La defensa de 
España», Sistema, núm. 38-39, octubre 1980, pp. 145-158. Las aportaciones de Fernando Morán, Enrique 
Múgica y Luis Solana fueron las más consideradas a la hora de elaborar el discurso socialista sobre 
política exterior y de seguridad. Testimonios del propio Enrique Múgica y de Luis Yáñez al autor. 
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como el del peligro de armamento nuclear, quedaron nítidamente fijadas en la 
monografía de Fernando Morán y fueron expuestos por diferentes dirigentes del partido 
socialista mientras duró la polémica atlantista328. 
 
 José María Maravall recuerda recientemente la exposición que en octubre de 
1980 realizara Felipe González en el Comité Federal del partido, defendiendo la 
“opción sueca” como modelo en base al que configurar el modelo socialista de política 
de seguridad. Para Maravall, Felipe González estaba profundamente en contra de la 
OTAN y así lo esgrimió ante la cúpula del PSOE. Las escasas posibilidades de un 
hipotético punto de encuentro con UCD al respecto se iban evaporando a medida 
avanzaba el paso del tiempo329. 
 
 Por su parte, en la Administración exterior, a estas alturas se operaba con la tesis 
de que la postura oficial del Gobierno era la de no haber contraído compromiso alguno 
en relación al ingreso de España en la OTAN, sino únicamente una «declaración de 
intención o expresión de tendencia, concebida en términos contingentes y condicionales, 
y en absoluto vinculantes»330. Siendo esta tesis objetivamente válida como base desde la 
que en el Ministerio de Asuntos Exteriores se elaboraban notas e informes, ha quedado 
sobradamente puesta de manifiesto la existencia de una corriente de opinión favorable al 
ingreso de España en la Alianza en el seno del ministerio. Así se habían manifestado 
tanto Marcelino Oreja como su sucesor, José Pedro Pérez-Llorca y del mismo modo 
pensaban los responsables de los más altos niveles administrativos del Palacio de Santa 
Cruz, desde el Secretario de Estado de Política Exterior, Carlos Robles Piquer, hasta el 
Director General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos, Juan Durán-
Loriga331. Las dos embajadas de mayor actividad en relación a los asuntos de seguridad, 
                                                 
328 El protagonista admite años más tarde que el libro, que recogía articuladamente la doctrina del partido 
socialista en política exterior, no era absolutamente respaldado por todos los pesos pesados del Partido 
Socialista, aunque reconoce que caló profunda y generalizadamente en el PSOE. Testimonio de Fernando 
Morán al autor. Véase la presentación de la obra por Felipe González y su repercusión en la agenda 
política del momento en El País, 7 de noviembre de 1980. 
329 Véase el testimonio de José María Maravall al respecto en IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada: 
lo que nunca han contado Felipe González y los dirigentes socialistas, Madrid, El País Aguilar, 2003, p. 
58. 
330 Documento de la Subdirección General de Seguridad y Desarme fechado octubre de 1980. 
Reproducido íntegramente en RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, pp. 76-78. Esta perspectiva de 
trabajo al frente del ministerio hasta la llegada de Pérez-Llorca ha sido confirmada por el testimonio de 
Jorge del Pino al autor. 
331 Testimonios de Carlos Robles Piquer y de Juan Durán-Loriga al autor. No estaría en una posición 
definida quien elaborara buena parte de la literatura del ministerio sobre la materia, el Subdirector 
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la de Washington y Bruselas, estaban encabezadas por embajadores con una diferente 
interpretación de cuál habría de ser el desenlace la política española en la materia. En 
Bélgica, sede, a su vez, del cuartel general de la Alianza Atlántica, Nuño Aguirre de 
Cárcer, atlantista convencido. En los Estados Unidos, José Lladó, menos partidario de 
una inmediata adhesión al Tratado del Atlántico Norte y más a favor de una revisión a 
fondo de la relación bilateral hispano-norteamericana332.   
 
 De esta forma, la incertidumbre, la expresión de postulados contrarios entre los 
representantes de las distintas fuerzas políticas, la falta de impulso del presidente del 
Gobierno, así como la opinión generalizada de que el debate parlamentario acerca de la 
integración o no integración española en la Alianza estaba próximo, presidieron el 
ambiente político durante 1979 y 1980. Al menos, las declaraciones comenzaban a fijar 
posturas entre las principales fuerzas políticas con representación parlamentaria y en el 
seno de la Administración exterior se entendía que el desenlace sobre la cuestión no 
habría de retrasarse por mucho más tiempo. 
 
 El nombramiento de José Pedro Pérez-Llorca a Asuntos Exteriores en 
septiembre y el relevo en la presidencia del Gobierno meses más tarde supondrían la 
definitiva activación del proceso de adhesión española a la Alianza Atlántica.  
 
 
1.3.2. El distanciamiento por parte de la opinión pública  
 Continuando en la aproximación hacia los factores que vendrían a condicionar el 
debate en relación a la posición española respecto a la OTAN, nos detenemos 
nuevamente en la opinión pública. Factor de primer orden en la evolución de la política 
de la transición a través de la expresión de sus preferencias en las urnas, comenzaría a 
partir de 1981 a jugar un importante papel en el panorama político nacional, 
precisamente con el debate sobre la entrada en la Alianza como el tema que canalizó 
buena parte de las iniciativas y manifestaciones públicas contra la política del Gobierno. 
 
                                                                                                                                               
General de Seguridad y Desarme, Carlos Fernández Espeso. Véase VIÑAS, Á.: En las garras…, pp. 458-
469. 
332 Testimonios de Nuño Aguirre de Cárcer y José Lladó al autor. 
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 Las prioridades y actitudes de los españoles estuvieron entonces fundamentadas 
en base a las posiciones de la clase política recabadas a través de los medios de 
comunicación. La comparación del estado de opinión pública de los años que 
precedieron al debate con la reflejada en los momentos en que el tema atlántico estaba 
en su punto álgido nos va a proporcionar muestras evidentes de un indudable 
seguidismo político por parte de la sociedad en la cuestión. Es en esta primera 
legislatura cuando las manifestaciones encontradas y la distancia entre las fuerzas 
políticas se hicieron evidentes en materia de seguridad al trascender al espacio público, 
anticipando planteamientos que con la presidencia de Calvo-Sotelo y la decisión de 
llevar a cabo la integración española en el Tratado del Atlántico Norte se mostrarían 
posteriormente con mayor determinación e insistencia en distintos ámbitos de opinión. 
 
 A diferencia de la etapa precedente, a partir de 1979 el criterio de los españoles 
sobre el eventual ingreso en la Alianza va a quedar recogido en sondeos periódicos. De 
ahí que desde entonces y hasta el final de la transición podamos atestiguar 
fehacientemente la evolución de la opinión pública acerca del principal asunto de la 
política de seguridad333. 
 
 De forma concreta, una de las preguntas planeada a los encuestados en el sondeo 
de julio de 1979 se formulaba abiertamente sobre la opinión personal sobre la posible 
entrada en la Alianza Atlántica. Los resultados se distribuyeron en la siguiente 
proporción: un 10% se mostraba muy partidario; un 18% bastante partidario; un 9% 
poco partidario; el 17% nada partidario y el 47% restante prefería atenerse al no sabe, 
no contesta334. La muestra, por tanto, recoge una opinión pública manifiestamente 
alejada del tema. Cerca de la mitad de los preguntados carecía de criterio establecido al 
respecto. El resto, presenta posiciones equilibradas. De otro lado, por cuanto la cuestión 
atlántica había sido incluida en los programas electorales de 1979, fue objeto de 
                                                 
333 Para el bienio tratado en este capítulo resultan de interés la sexta pregunta del Barómetro de Opinión 
Pública, de julio de 1979, las preguntas 12, 42 y 43 del Estudio sobre Relaciones Exteriores, de 
diciembre 1979 y la pregunta 29 del Barómetro de Opinión Pública, de marzo 1980 de las series 
recopiladas por el Centro de Investigaciones Sociológicas. Véase «La opinión pública española…», pp. 
201-218. 
334 El enunciado en cuestión se formulaba en los siguientes términos: «Como usted sabe, la OTAN es la 
Organización para la defensa mutua desde hace treinta años, agrupa algunos países europeos y a los 
EE.UU., y a la que España no pertenece. Usted personalmente, ¿se considera muy partidario, bastante 
partidario, poco partidario o nada partidario de que España entre en la OTAN?», siendo la muestra de este 
Barómetro de 1.200 individuos. 
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diferentes intervenciones en el Parlamento y de manifestaciones en la prensa, resulta 
significativo apreciar la relación entre la respuesta a esta pregunta y el voto efectuado 
por los encuestados en las elecciones generales de marzo y las municipales de abril de 
1979.  
 
CUADRO 4: Voto en 1979 respecto a la opinión de entrada  
de España en la OTAN. Julio 1979 
 
Muy 
partidario 
Bastante 
partidario Poco partidario 
Nada 
partidario 
No sabe, no 
contesta 
 
 
 
Voto 
marzo 
Voto 
abril 
Voto 
marzo 
Voto 
abril 
Voto 
marzo 
Voto 
abril 
Voto 
marzo 
Voto 
abril 
Voto 
marzo 
Voto 
abril 
UCD 13 % 14 % 21 % 24 % 10 % 10 % 11 % 10 % 46 % 42 % 100 % 
PSOE 11 % 9 % 19 % 18 % 14 % 13 % 20 % 22 % 36 % 37 % 100 % 
PCE 5 % 6 % 25 % 27 % 11 % 8 % 40 % 39 % 20 % 20 % 100 % 
CD 14 % 14 % 27 % 21 % 18 % 21 % 14 % 7 % 32 % 43 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 
 Según se aprecia en el Cuadro 4, los votantes de UCD se expresaron 
positivamente (“muy o bastante partidario”) sobre la entrada española en la Alianza 
Atlántica, de forma superior a los que no eran partidarios de la adhesión335. Los 
partidarios del PSOE reflejan en 1979 cierta polarización al respecto, aunque con 
reflejos de un evidente mayor peso de oposición al ingreso en la OTAN. Del electorado 
de los cuatro principales partidos nacionales, es el del PCE el que muestra un mayor 
distanciamiento de la Alianza Atlántica en sus respuestas, con tasas próximas al 50% 
dentro del “poco o nada partidario”. Sin embargo, a pesar de esta considerable negativa, 
más de un 25% de los votantes comunistas en ambas fechas manifestó ser bastante 
partidario de la incorporación al Tratado del Atlántico Norte. Sobre el electorado del 
cuarto partido más votado en 1979, la actitud respecto al vínculo atlántico se muestra un 
tanto polarizada, si bien con un desequilibrio a favor de los partidarios del ingreso 
español. Efectivamente, los muy o bastante partidarios de la OTAN que respaldaron a 
CD ocupan en torno al 20% de su electorado, mientras los que se manifestaron poco o 
                                                 
335 Las fechas de marzo y abril hacen referencia a las elecciones generales y a las elecciones municipales 
celebradas el 1 de marzo y el 3 de abril respectivamente. 
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nada partidario de la Alianza se mueven en una tasa general del 15% entre las 
respuestas de ambas fechas.  
 
 Habiendo constatado estas posiciones del electorado, queda por subrayar la 
caracterización primordial de la ciudadanía respecto a la Alianza Atlántica a través de 
las respuestas ofrecidas en este Barómetro de Opinión Pública de julio de 1979. Se trata 
de la generalizada falta de criterio por parte de la población española ante la cuestión de 
la OTAN, consecuencia lógica del desconocimiento del tema apuntado en páginas 
anteriores, y englobada dentro de la alta proporción del “no sabe, no contesta”. Los 
porcentajes de los encuestados que se atienen a esta última respuesta superan en todos 
los casos los relativos a cualquiera de las otras respuestas posibles, con excepción de los 
votantes comunistas, que manifestaron con claridad opuestos a la entrada en la Alianza. 
Pero este caso es excepcional, evidenciándose una mayoritaria respuesta carente de 
juicio ante la opción OTAN, lo que denota una generalizada falta de interés y 
sensibilidad en la sociedad respecto a éstos, temas aún distantes para el ciudadano 
medio. 
 
 La Base de Datos del CIS recoge con posterioridad los datos sobre un estudio 
elaborado para evaluar el estado de opinión de los españoles sobre relaciones 
exteriores336. Entre las respuestas planteadas en este caso hemos querido destacar 
aquellas tres relacionadas con el tema que aquí estamos analizando. Se trata, en primer 
lugar, de la pregunta número 12, que textualmente plantea: 
 
 «Le voy a señalar una serie de temas de la política exterior de España. Quiero 
 que me diga los tres que considera más importantes: 1) Relaciones con 
 Iberoamérica. 2) Recuperación de Gibraltar. 3) Entrada en el Mercado Común. 
 4) Relaciones con los  países comunistas. 5) Fortalecimiento de las relaciones 
 con el Tercer Mundo. 6) Presencia de España en las organizaciones 
 internacionales. 7) Relaciones con la OTAN. 8) Política de buena vecindad con 
 Francia y Portugal. 9) Relaciones cordiales con nuestros vecinos del Norte de 
 África».  
 
 De esta pregunta cabe deducirse cuál era el peso que para los españoles tenía la 
posible entrada en la Alianza Atlántica en comparación a otros escenarios de la política 
exterior, dato relevante y no introducido hasta el momento en la aproximación a la 
                                                 
336 La muestra de este Estudio sobre Relaciones Exteriores. Diciembre 1979 era de 2.022 encuestados. 
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opinión pública. Los resultados al respecto son esclarecedores, por cuanto la opción 
OTAN queda situada en el último lugar de las seleccionadas por los encuestados en su 
triple repuesta, con un 7% del total337. 
 
 Apuntado este primer dato, la pregunta 42 del citado trabajo planteaba el 
siguiente enunciado: 
 
  «Para garantizar nuestra seguridad internacional, ¿cuál de estas alternativas le 
 parece la mejor? Renovar el Tratado Militar con los EE.UU. Entrar en la Alianza 
 militar de los países occidentales (LA OTAN). Entrar en la Alianza militar de 
 los países comunistas (PACTO DE VARSOVIA). No entrar en ninguna Alianza 
 ni renovar el Tratado militar con Estados Unidos».  
 
 Consolidando la tendencia establecida, el mayor número de respuestas engrosó 
el índice del «no sabe, no contesta», con un 52% de las mismas. El resto se dividió entre 
el 21% partidario de no entrar en alianza alguna ni renovar el Tratado con los Estados 
Unidos, el 15% favorable a la entrada en la OTAN, el 10% que apoyaba la renovación 
de los acuerdos hispano-norteamericanos y el 1% partidario del Pacto de Varsovia.  
 
 Sin embargo, los datos de esta cuestión parecen entrar en contradicción con los 
recabados en la siguiente, en la que se preguntaba: «En caso de que hubiese un 
referéndum sobre la entrada de España en la OTAN (Organización del Tratado del 
Atlántico Norte), votaría usted…». Con una opinión del 24% a favor, un 13% en contra, 
11% de potencial abstención y un 52% del total sin opinión. Segmentando las 
respuestas a esta pregunta sobre el referéndum entre los votantes de lo principales 
partidos en las generales de marzo, la situación quedaba como refleja el Cuadro 5. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
337 Las respuestas elegidas, de mayor a menor frecuencia resultaron en que un 50% de los encuestados 
consideraba la entrada en el Mercado Común entre los tres más importantes para España; no sabe, no 
contesta, 34%; las relaciones con Iberoamérica y la recuperación de Gibraltar acapararon el 32% de las 
respuestas; el 26% se inclinó por la presencia de España en las organizaciones internacionales; el 18% por 
una política de buena vecindad con Francia y Portugal; las relaciones con los países comunistas recabaron 
un 9%; 8% para unas relaciones cordiales con el norte de África y finalmente el 7% mencionado de las 
relaciones con la OTAN. Véase «La opinión pública española…», pp. 207-213. 
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CUADRO 5: Opinión ante un referéndum de entrada en la OTAN 
respecto al voto emitido en marzo 1979. Diciembre 1979 
 
 
 
 
A favor En contra Se 
abstendría 
No sabe, no 
contesta 
TOTAL 
UCD 32 % 5 % 9 % 55 % 100 % 
PSOE 22 % 20 % 9 % 50 % 100 % 
PCE 25 % 35 % 12 % 29 % 100 % 
CD 47 % 6 % 8 % 40 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 Una vez más, el mayor cupo de respuestas corresponde a aquellos sin opinión 
conformada respecto de la OTAN, o, en su caso, a los que no quieren compartirla, con 
un 63% de las mismas. Atendiendo a las respuestas concretadas, se aprecia una 
equivalencia entre votantes de UCD, PCE y CD y la línea marcada por los dirigentes de 
estos partidos: favorable a la integración los simpatizantes de UCD y CD y desfavorable 
por parte de los comunistas. Los votantes del PSOE apoyan ligeramente en estas fechas 
la participación española en la Alianza, en lo que pudiera ser un reflejo de que la 
materia no había entrado por el momento en fase de discusión parlamentaria, ni hubo 
sido objeto de análisis destacado en los medios de comunicación. 
 
 La serie de datos oficiales se completa para las fechas de este capítulo con el 
Barómetro de Opinión Pública elaborado por el CIS en marzo de 1980. Con una 
muestra de 1.200 individuos, la primera pregunta referente a la política exterior de 
seguridad quedaba enunciadas de la siguiente forma: «En el caso de que hubiese un 
referéndum sobre la entrada de España en la OTAN (Organización del Tratado del 
Atlántico Norte) votaría usted…», ofreciendo cuatro posibles respuestas: a favor; en 
contra; se abstendría; no sabe/no contesta. Los resultados continuaron constatando un 
evidente predominio del “No sabe/no contesta”, con el 46% de las respuestas. La mitad, 
el 23%, corresponden a aquellos que votarían favorablemente en caso de celebrarse el 
referéndum. La opción de votar en contra recabó el 15%, mientras que el “Se 
abstendría” acaparó el 16%. 
 
 Comparando estos índices respecto a los resultantes del Estudio sobre 
Relaciones Exteriores, elaborado en diciembre de 1979, se aprecia una reducción de seis 
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puntos (del 52% al 46%) respecto a los que a juzgar por su respuesta, no sabe/no 
contesta, no tienen configurada una opinión sobre la Alianza Atlántica o bien no quieren 
compartirla con el encuestador. En cualquier caso, esta tasa presupone una importante 
bolsa de ciudadanos alejados y/o indecisos respecto a las opciones de seguridad 
nacionales. A su vez, el Barómetro de marzo de 1980 no presenta diferencias 
sustanciales en comparación a la encuesta llevada a cabo tres meses antes, expresando 
una opinión pública inclinada a favor de la entrada de España en la OTAN (23% frente 
al 15% en contra). Tal y como venimos haciendo veamos la relación existente entre la 
sensibilidad hacia el tema atlántico y el voto electoral de los encuestados (Cuadro 6). 
 
CUADRO 6: Opinión ante un referéndum de entrada en la OTAN 
respecto al voto emitido en marzo 1979. Marzo 1980 
 
 
 
 
A favor En contra Se abstendría 
No sabe, no 
contesta TOTAL 
UCD 28 % 9 % 16 % 46 % 100 % 
PSOE 22 % 21 % 13 % 44 % 100 % 
PCE 15 % 39 % 11 % 35 % 100 % 
CD 34 % 11 % 24 % 31 % 100 % 
FUENTE: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 
 Centrándonos en los cuatro principales partidos con representación 
parlamentaria, la evolución de los votantes de UCD oscila levemente hacia una posición 
contraria a la participación en la Alianza: aquellos que respaldarían la entrada en un 
eventual referéndum descienden cuatro puntos (de 32% en 1979 a 28% en 1980), 
mientras que aumentan en otros cuatro los que votarían en contra (de 5% a 9%). En el 
electorado partidario de UCD, la diferencia más notable se aprecia en el índice de 
hipotéticas abstenciones en un referéndum sobre la OTAN, pasando del 9% al 16%. 
 
 Entre los partidarios del PSOE, se mantiene una tasa del 22% a favor de la 
entrada en la Alianza Atlántica y una del 21% en contra, por lo que puede afirmarse una 
paridad entre la opinión de sus electores. El número de abstenciones crece también en 
este caso (del 9% en 1979 al 13% en 1980) 
  
 387
 Por su parte, en los tres meses que median entre ambos estudios, el electorado 
comunista presenta un notable descenso en el supuesto apoyo a la entrada en el Tratado 
del Atlántico Norte. De un 25% en 1979 pasa a un 15% en 1980. Crecen en cuatro 
puntos los que elegirían votar en contra (de 35% a 39%), consolidándose entre los 
simpatizante del PCE una mayoritaria oposición a la opción atlantista. 
 
 Respecto al electorado votante de CD, descienden considerablemente las 
respuestas “A favor” en caso de consulta en el tema OTAN, pasando de un 47% en 
1979 a un 34% en 1980. En el mismo sentido, los eventuales opositores a la entrada en 
la organización, crecen en este caso cinco puntos porcentuales, situándose en el 11%. 
Entre los cuatro partidos principales, CD recaba entre sus electores la mayor tasa de 
supuestas abstenciones, con el 24% del total de su electorado identificado con tal 
opción. Del mismo modo, sus votantes son los que menor proporción de respuestas se 
acogen al “No sabe, no contesta” entre estos mismos cuatro partidos, con el 31%. 
 
 Como rasgo fundamental, por encima de otras consideraciones, cabe señalarse el 
hecho de que a finales de 1979, la política de seguridad era todavía asunto de 
importancia secundaria y atención minoritaria por parte de la sociedad española. Las 
cifras dentro del “no sabe no contesta” son excepcionalmente altas entre los 
encuestados, reflejo de distanciamiento, desconocimiento y ausencia de compromiso 
social por el tema. 
 
 
 
2. Adolfo Suárez y Leopoldo Calvo-Sotelo. Diferentes concepciones de la política de 
seguridad  
 Anunciábamos en la primera parte de esta investigación, al hacer referencia a las 
cuestiones metodológicas, la incidencia que los componentes personales y elementos 
perceptivos tienen en la toma de decisiones por parte de los responsables políticos. Los 
aspectos ideológicos y psicológicos cohabitan así con otros condicionantes, con otros 
tantos factores de la escena política en la hora de la decisión, y su importancia no cabe 
ser obviada. En este componente humano, en la idiosincrasia personal de quienes 
asumieron la máxima responsabilidad política en los años aquí estudiados, es en el que 
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nos vamos a detener a continuación, en la convicción de estar ahondando en un aspecto 
fundamental en el análisis riguroso de la política de seguridad de la transición. 
 
 En primer lugar, en Adolfo Suárez, quien en virtud de su trayectoria política y 
personal, los aspectos de la política exterior no despertaron más interés que el 
imprescindible. Con una carrera política labrada en las oportunidades que le ofreció la 
administración franquista y sus buenas relaciones sociales, Suárez nunca tuvo una 
visión clara del papel que le cabía ocupar a España en la sociedad internacional durante 
los años de su presidencia. Piloto de un proceso de cambio político concebido desde 
dentro del sistema, las miras y atenciones del primer presidente democrático quedaron 
lógicamente presas de la sucesión de acontecimientos del panorama interno, siendo la 
política exterior un medio en el que consolidar y promocionar el cambio de régimen 
acaecido en España.   
 
 Por su parte, Leopoldo Calvo-Sotelo responde a un perfil político de corte más 
universalista, asumiendo la jefatura de Gobierno en un momento en el que los pilares 
jurídico-institucionales del Estado democrático habían quedado establecidos en la etapa 
de su antecesor. Cierto es que el intento de golpe de Estado de febrero sembró no pocas  
dudas sobre la estabilidad y afianzamiento del sistema político vigente, lo que vino a 
minimizar, nuevamente, el papel de la política exterior en aras de una concentración de 
esfuerzos en el plano doméstico. Sin embargo, la hoja de ruta de Calvo-Sotelo en 
política internacional tenía como uno de sus hitos básicos la inclusión de España en la 
OTAN. 
 
 Las decisiones adoptadas por uno y otro al respecto responden a múltiples 
causas interconectadas. Entre ellas, insistimos, no cabe desdeñar la percepción e 
interpretación por parte de los protagonistas políticos de aquellos factores que de algún 
modo incidieron en la consecución de determinadas opciones dentro de la política de 
seguridad de su etapa presidencial. 
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2.1. La indefinición de la política exterior de Suárez 
 Mucho se ha escrito acerca de los motivos que impulsaron a Adolfo Suárez a 
mantener en vilo toda decisión sobre la vinculación española con la Alianza Atlántica 
durante su etapa presidencial. Es momento de detenernos en las tesis defendidas por sus 
Gobiernos en relación al eventual ingreso de España en la OTAN, fijando nuestro punto 
de atención en la figura del presidente y en las razones que explican su posicionamiento 
al respecto. Posición que, en definitiva, vino a configurar la línea gubernamental en 
éste, el tema fundamental de la política de seguridad de este periodo. 
 
 Según hemos visto, puede afirmarse que durante los cuatro años y siete meses en 
los que Suárez ocupó la cabeza del Ejecutivo, entre principios de julio de 1976 y finales 
de enero de 1981, la actitud oficial mantenida desde La Moncloa respecto a la Alianza 
Atlántica se mantuvo invariable. Ésta fue la de remitir la cuestión a un futuro debate en 
las Cortes del que previsiblemente habría de resultar una decisión respaldada por un 
amplio apoyo parlamentario. Un planteamiento que ha sido calificado como carente de 
ideas, ausente de objetivos precisos o de permanente aplazamiento de la cuestión por 
diferentes trabajos338. No cabe albergar ninguna duda de que, de modo oficial, el 
Gobierno mantuvo una línea constante y favorable al ingreso de España en la OTAN, 
sin adelantar, bien es cierto, el procedimiento ni el calendario, dado que nunca hubo un 
verdadero programa de actuación, ni una voluntad de configurarlo, por parte de Adolfo 
Suárez. 
 
 En el capitulo anterior analizamos las causas que llevaron a Suárez a fijar esta 
línea de actuación hasta la elecciones de 1979, primero al frente de los Gobiernos de la 
Monarquía y, posteriormente, de los de UCD. Una línea que con mayor o menor 
claridad y unificación de matices queda manifiestamente expresada en diferentes 
ámbitos y en distintos momentos por parte del ministro de Asuntos Exteriores. Como 
quedó expuesto, la razón por la que será aplazada cualquier toma de decisión respecto a 
la posición española en el tema OTAN se debió a la conveniencia de no introducir 
temas o elementos que pudieran romper o distorsionar el consenso constituyente, una 
vez que desde las elecciones de 1977 los países miembros de la Alianza aceptaran la 
posible incorporación española. De este modo, la falta de criterios políticos semejantes 
                                                 
338 Véase PEREIRA, J.C. y MARTÍNEZ LILLO, P.: «Política exterior, 1976-1996», en PAREDES, J. 
(coord.): Historia Contemporánea de España (siglo XX), Barcelona, Ariel, 1998, p. 983. 
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entre los principales partidos –la falta de consenso- recomendó, a ojos del Gobierno, 
aplazar la cuestión de la participación o no participación de España en la Alianza a una 
ocasión más propicia para su tratamiento y desenlace.  
 
 El testimonio de Carlos Robles Piquer sintetiza adecuadamente los motivos por 
los que la salvaguardia del consenso constituyente por parte del presidente del Gobierno 
convino en aplazar la entrada de España en la Alianza Atlántica durante la legislatura 
constituyente: 
 
 «Suárez no quería llevar a España a la OTAN por una razón interior, que era la 
 de no romper por ese punto el diálogo con el partido socialista. E incluso puede 
 que con el partido comunista, que, aunque era pequeño, jugaba un papel 
 fundamental en la transición. Para mantener el consenso, efectivamente, él 
 congela las decisiones respecto a ir más allá del tratado con los Estados 
 Unidos»339. 
 
 
 La respuesta a esta ausencia de concreción al respecto en lo que atañe a la 
legislatura constituyente la hemos hallado líneas más arriba: no era el momento 
oportuno. El propio Suárez ha expresado los factores que explican su política respecto a 
la Alianza en los primeros momentos de la transición española. Años más tarde 
expresaba su actitud al respecto en los siguientes términos: 
 
«En mi gobierno yo estaba en contra del ingreso en la Alianza Atlántica (…) 
Porque el 90 por 100 de la oposición estaba en contra, incluidos los socialistas. 
Nosotros necesitábamos hacer una nueva Constitución y consolidarnos 
internamente. Introducir la propuesta de votar sobre la OTAN sería un factor de 
división muy fuerte»340. 
 
  
 En agosto de 1982, una vez abandonada UCD, Adolfo Suárez señalaría en un 
almuerzo con corresponsales extranjeros sus impresiones sobre su etapa presidencial: 
«Yo no tenía razones de fondo contra el ingreso de España en la OTAN, era partidario 
del ingreso en la Alianza Atlántica; pero no en ese momento»341. 
 
                                                 
339 Testimonio de Carlos Robles Piquer al autor. 
340 El País, 18 de noviembre de 1995.  
341 HERNÁNDEZ, A. (ed.): Fue posible la concordia, Madrid, Espasa Calpe, 1996, p. 286. 
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 En el seno de la administración exterior y del Gobierno, existieron, como hemos 
visto, opiniones más proclives hacia una definición sin titubeos de la opción atlantista. 
Estas opiniones tenían en la figura de Marcelino Oreja su máximo exponente. El 
ministro era claramente partidario de la incorporación a la Alianza Atlántica. Sin 
embargo, a pesar de la diferencia de enfoque sobre el tema, en tiempo y en formas, las 
tesis más cautelosas, sostenidas por Suárez, prevalecieron desde el principio dentro del 
Gobierno y de UCD. Ha quedado recogido que este posicionamiento fue respaldado por 
los miembros del Gobierno y se impuso en el I Congreso ucedista celebrado en octubre 
de 1978. En este sentido, las diferencias entre Suárez y Oreja eran, en opinión de 
Charles Powell, el reflejo de un desencuentro más amplio, que explica en gran medida 
las contradicciones que muchos creyeron detectar en la acción exterior del Gobierno342. 
No obstante, las diferencias de criterio y su resolución existentes entre presidente y 
ministro nunca fueron más allá de las lógicas y normales discrepancias que 
habitualmente puedan producirse en el seno de cualquier Gobierno, resolviéndose éstas 
mediante el principio de la primacía de autoridad inherente al presidente sin que pueda 
derivarse de ello atisbo alguno de enemistad personal o incompatibilidad política entre 
ambos343. 
 
 Suárez dio por terminado el consenso tras las elecciones de marzo de 1979. Ello 
parecía presagiar una postura más firme en relación a la OTAN, tal y como cabe 
interpretar de la posición del candidato respecto a la Alianza en el discurso de 
investidura. Sin embargo, en lo que Adolfo Suárez entendió como el final del consenso, 
no se incluyó, en la posterior política del presidente, una activación de estrategias 
determinadas para iniciar los trámites de adhesión, ni en el interior, ni en el exterior. 
Sencillamente, no comulgó con la conveniencia de llevarlo a cabo y omitió el asunto de 
la agenda política.  
 
                                                 
342 POWELL, CH.: «Cambio de régimen y política exterior: España, 1975-1989», en TUSELL, J., 
PARDO, R. y AVILÉS, J. (eds.): La política exterior de España en el siglo XX, Madrid, 
UNED/Biblioteca Nueva, p. 434.  
343 No sólo por la propia posición jerárquica de los ministros respecto al presidente sino también por la 
propia personalidad de Marcelino Oreja, a quien diferentes miembros de los gobiernos de Suárez 
coinciden en señalar como un hombre de extraordinaria disciplina y gran fidelidad hacia el presidente. La 
relación entre ambos y la solución de sus eventuales desencuentros siempre fueron satisfactoriamente 
percibidas. En este sentido son coincidentes, los testimonios de José Lladó, Jaime Lamo de Espinosa, 
Rodolfo Martín Villa y Leopoldo Calvo-Sotelo al autor. 
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 Si razones apuntadas de importunismo político explican la parálisis del Gobierno 
en relación al Tratado del Atlántico Norte hasta las elecciones de 1979 ¿Cómo explicar 
el inmovilismo de la cuestión atlántica en los Gobiernos de Adolfo Suárez de 1979 y 
1980? ¿Cómo dar respuesta a que Suárez no llevara a cabo el comprometido debate 
parlamentario si entendió que la etapa de consenso, motivo por el cuál no impulsó la 
entrada en la OTAN anteriormente, había terminado con las segundas elecciones 
generales? 
 
Al respecto se han ofrecido diferentes explicaciones. Desde el mundo anglosajón 
se apunta la negativa de Suárez a permitir que los partidos de izquierda, enemigos 
declarados del ingreso en la Alianza, disfrutaran en exclusiva de la causa de la 
neutralidad y del no alineamiento, estandartes de unas determinadas relaciones 
exteriores que gozaban, a juicio de Benny Pollack, de un indudable atractivo electoral. 
Por otro, también ha subrayado este autor que es posible que Suárez temiese que una 
toma de postura inequívocamente favorable al ingreso en la OTAN limitase su margen 
de maniobra en relación con el mundo árabe y latinoamericano344. En este sentido, otras 
opiniones de analistas y protagonistas del periodo convienen en apuntar una política 
exterior orientada en torno a la idea de “tercera vía” en la escena internacional, alejada 
de la dinámica bipolar Este-Oeste345. 
 
 El que fuera diputado por UCD y presidente de la comisión de Asuntos 
Exteriores del Congreso, Ignacio Camuñas, deja entrever una posible utilización de la 
opción OTAN por parte de Suárez en el momento oportuno. Es ésta una de las pocas 
interpretaciones en las que se vincula el avance en las negociaciones con el Mercado 
Común con la toma de decisiones respecto a la Alianza. Explicación que a nuestro 
juicio y en función de diferentes testimonios recogidos el la elaboración de esta 
investigación, carece de fundamento346. 
                                                 
344 POLLACK, B. y HUNTER, G.: The Paradox of Spanish Foreign Policy. Spain´s International 
Relations from Franco to Democracy, Londres, Pinter Publishers, 1987, p. 155. 
345 MUJAL-LEÓN, E.: «Iberoamérica en la nueva política exterior española», en VVAA.: Realidades y 
posibilidades de las relaciones entre España y América en los ochenta, Madrid, Cultura Hispánica, 1986, 
p. 138, MENÉNDEZ DEL VALLE, E. de.: «Política exterior y transición democrática en España», en 
TEZANOS, J.F., COTARELO, R. y BLAS, A. de (eds.): La transición democrática española, Madrid, 
Sistema, 1989, p. 739 y HERRERO DE MIÑÓN, M.: Memorias…, p. 208-209. 
346 CAMUÑAS, I.: «España en la OTAN. Aspectos políticos de la integración», HAGEMEYER, B, 
RUPÉREZ, J. y PEÑA, F.: España, Europa, Occidente. Una política integrada de seguridad, Madrid, 
Distribución y Comunicación, 1984, p. 113. Los testimonios de Leopoldo Calvo-Sotelo y José Pedro 
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Entre los factores que ayudan a explicar la ausencia de concreción que 
caracterizó su política exterior, y, por ende, de seguridad, diferentes autores coinciden 
en señalar el protagonismo y la personalidad con que Suárez concibió la actividad 
diplomática347. La actitud y comportamiento de Suárez ante los compromisos 
internacionales ha sido puesta de manifiesto del mismo modo por algunos protagonistas 
del periodo, buenos conocedores, por su participación, de las motivaciones políticas del 
presidente. Su particular percepción del papel que cabía asignarle a la actividad 
diplomática, así como la personalidad del presidente en relación a la misma son 
elementos que no cabe pasar por alto en un intento de explicación de la acción exterior 
española entre 1977 y 1981. 
 
Para Javier Rupérez, «el exceso de olfato junto con la escasa información» que 
caracterizó la actividad internacional de Suárez, contribuyó a crear imágenes 
involuntarias y desde luego contraproducentes en la definición exterior del país durante 
su etapa presidencial, debido a que «en la vida internacional los códigos de 
entendimiento arrojan valores precisos y unívocos que el entonces presidente del 
Gobierno de una parte desconoció. De otra, quiso inconscientemente alterarlos». En su 
opinión, la actitud de Suárez hay que entenderla como «la de un gobernante tan ducho 
en los pasillos domésticos del poder como ajenos a los internacionales, que “jugaba” 
con el anticonvencionalismo de la autonomía». Finalmente, el dirigente de UCD señala 
a este respecto que «quizá lo que nadie le dijo directamente y en el momento oportuno –
por más que algunos se lo apuntáramos- es que conviene resolver las opciones básicas 
de una política externa nacional antes de dedicarse a solucionar los problemas derivados 
del “cuello de botella del estrecho de Ormuz”» 348.  
 
Quien le sucediera en la presidencia del Gobierno también nos deja testimonio 
de la característica sensibilidad que los asuntos exteriores despertaban en Suárez así 
                                                                                                                                               
Pérez-Llorca al autor rechazan esta interpretación de vincular Comunidades Europeas y Alianza Atlántica 
por parte de Adolfo Suárez. 
347 Entre ellos, véase ARENAL, C. del: «La posición exterior de España», en COTARELO, R. (comp.): 
Transición política…, p. 397. En este mismo sentido conviene apuntar cómo en septiembre de 1979 nació 
la Comisión Delegada del Gobierno para la Política Exterior, gabinete para asuntos internacionales 
adscrito a Presidencia. El testimonio de Julio Feo, Secretario Estado de la Presidencia Gobierno en 
aquellas fechas avala este presidencialismo en materia exterior, al relatar algunas de sus actuaciones 
diplomáticas, “puenteando” al Ministerio de Asuntos Exteriores. Véase FEO, J.: Aquellos años. 
Barcelona, Ediciones B, 1993. 
348 RUPÉREZ, J.: España en la OTAN..., p. 89.  
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como la actitud personal del presidente ante aquéllos, con una evidente visión 
anacrónica de la política internacional. Para Calvo-Sotelo:  
 
«Suárez era un hombre poco viajado y (…) sintió como una bofetada la dureza 
negociadora de la Comunidad y apenas se interesó por aquel frente incómodo y 
lleno de complicaciones, del que sólo llegaban demoras y fracasos. Cuando yo 
informaba al Consejo de Ministros, como responsable de las Relaciones con las 
Comunidades Europeas, solía Adolfo dejar la presidencia a Gutiérrez Mellado 
para irse a pasear al patio de columnas de la Moncloa con algún ministro que le 
hablara de política interior». 
 
 Continua expresando la situación tediosa e incómoda –que la barrera idiomática 
contribuía a dimensionar- en que Suárez se hallaba en el contexto de las cancillerías e 
instituciones europeas, frente al área hispanoamericana, donde era recibido 
calurosamente por líderes con quienes había entablado una relación más cercana en la 
que las capacidades expresivas y humanas del presidente del Gobierno adquirían un 
sobreañadido personal además de político. O en el mundo árabe «cuya lengua no es 
vejatorio ignorar, y al que la crisis del petróleo había encumbrado entonces a un efímero 
protagonismo universal». Calvo-Sotelo concluye señalando que Suárez volvía, 
insensiblemente, a las coordenadas franquistas, árabes y americanas, de la política 
internacional, al tiempo que apunta la idea de escapismo que proporcionaba la política 
exterior frente a los asuntos domésticos, tanto estatales como dentro de una UCD 
siempre en permanente estado de tensión349.  
 
 Esta interpretación escapista de la política interior ha sido confirmada a través 
del testimonio de José Pedro Pérez-Llorca, quien estuviera especialmente cerca del 
presidente en esta segunda etapa de gobierno de Adolfo Suárez. Siguiendo su 
testimonio, cuando UCD gana en las elecciones de 1979, Suárez considera que, de 
alguna manera, la labor interior, los grandes objetivos de la política interior están 
cumplidos. Independientemente de que esta apreciación pueda parecernos más o menos 
acertada, lo que nos concierne de cara a la investigación es que Adolfo Suárez llega a la 
conclusión de que entonces era el momento de llevar a cabo lo que el en palabras de 
Pérez-Llorca «él mismo denominaría como una gran política exterior».  
 
                                                 
349 CALVO-SOTELO, L.: Memoria viva de la transición, Barcelona, Edit. Plaza&Janés, 1990, pp. 126 y 
127. 
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 Para el futuro ministro de Asuntos Exteriores, entonces al frente de 
Administraciones Públicas, se trataba de una política exterior un tanto asociada a la 
forma en que Adolfo Suárez había desarrollado la política interior, proyectando un 
protagonismo entre los españoles, tratando de darle, a su vez, una nueva visión y un 
nuevo contenido a la presidencia de Suárez. Así era como lo consideraba el presidente y 
«es entonces cuando comienza a distanciarse, a desentenderse, en cierto modo, de la 
política interior», apostilla. Esa política exterior se volcó con los temas 
Iberoamericanos, donde sus dotes comunicativas ejercían los mayores beneficios:  
 
 «Él era un gran comunicador y donde un gran comunicador no tiene la 
 capacidad de expresarse a sus anchas, como sucedía en otros territorios, pierde. 
 La política europea no le gustaba. En la política Iberoamericana se sentía, en 
 cambio, muy bien. Cuando viajaba a Europa, el presidente se veía a sí mismo 
 como un político a disposición de las agendas parlamentarias de los países 
 a los que acudía, obligado a los contactos partidistas, acosado por la prensa... 
 Eso no le gustaba mucho. En cambio, cuando iba por otros países, se sentía más 
 cómodo. Se veía al servicio de los intereses españoles, pudiendo adquirir, 
 además, un mayor protagonismo»  
 
 Dos características más destacan del análisis que Pérez-Llorca realiza de la 
política exterior suarista en esta I Legislatura: ciertas veleidades tercermundistas y una 
cierta instrumentalización de la política exterior como vía de escape de los asuntos 
internos, rasgo este último apuntado más arriba. Efectivamente, y en coincidencia con la 
interpretación de Calvo-Sotelo «dado que el acceso al Mercado Común no resultó ser el 
camino de rosas que algunos se había pensado que podía ser, el presidente era como si 
quisiera hacerle ver a Europa que España tenía otros caminos… Y eso fue una 
tentación» En su opinión, le atraía el tema de los No Alineados, y personalidades como 
la de Tito o Castro, sin que lo dijera de forma oficial. Sus visitas a Iberoamérica, 
Yugoslavia o sus intentos por entrar en una interlocución con el Gobierno de Carter en 
temas de Oriente Medio respondieron a esta tentación, que coincidían, además, con un 
momento de optimismo personal y encumbramiento de la figura de Suárez.  
 
 Del mismo modo considera Pérez-Llorca que en la actividad internacional de 
Adolfo Suárez había también algo de escapismo. Como le pasa a todos los presidentes 
de Gobierno, se trataba de un momento, señala, en el que la política interior se convierte 
«en tener que ir al Parlamento a constantes comparecencias, a dar muchas 
explicaciones, lo que genera un desgaste y un alto grado de exigencia». En cambio los 
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viajes y contactos con otros líderes mundiales era una actividad a todas luces más 
agradable. «Eso le pasa a todo el mundo, en todos los países, que se cansan de la 
política interior»350. 
 
 Su antecesor en el Palacio de Santa Cruz apunta en esta interpretación de la 
actitud de Adolfo Suárez razones que sobrepasan el ámbito estrictamente nacional. 
Señala Marcelino Oreja que a partir de 1979, una vez que él considera que había llegado 
el momento de desmovilizar el tema de la Alianza Atlántica:  
  
 «La actitud del presidente del Gobierno en relación con este tema fue siempre de 
 extraordinaria cautela, ya que su juicio una entrada precipitada de España podía 
 romper el equilibrio entre los bloques y provocar una desestabilización de 
 España por parte de la Unión Soviética, con graves consecuencias como el 
 respaldo a acciones terroristas en nuestro territorio y, sobre todo, en el apoyo de 
 ETA»351. 
 
 
 Una última cuestión antes de abordar la etapa presidencial de Calvo Sotelo y el 
abandono de la indefinición gubernamental respecto a la OTAN. Son coincidentes 
varios testimonios que sostienen que semanas antes de su dimisión, Suárez se mostró 
partidario de iniciar el proceso de integración de España en la Alianza. Más allá de que 
estas mismas fuentes recibieran con ciertas reservas la puesta en marcha de estos planes 
confidencialmente anunciados y que el entonces presidente del Gobierno nunca haya 
confirmado posteriormente tales afirmaciones, este dato revela un nuevo signo de la 
imprevisión y falta de profundidad y dedicación con que Suárez concibió la posible 
entrada española en la Alianza Atlántica352. 
 
                                                 
350 Testimonio de José Pedro Pérez-Llorca al autor. Como complemento a la concepción de la política 
exterior como vía de escape, bien pueden aquí apuntarse del mismo modo los testimonios de otros 
ministros de la transición española quienes coinciden en señalar la grata sensación que producía, por 
novedosa, el que los dirigentes españoles fueran recibidos en el extranjero por sus homólogos, tras el 
largo periodo de la dictadura. Ello producía una indudable sensación de halago y de estar en un plano de 
igual a igual que no debe ser ni mucho menos pasado por alto al aproximarse a la política exterior de 
Adolfo Suárez. Testimonios de Jaime Lamo de Espinosa y Rodolfo Martín Villa al autor.   
351 Véase OREJA, M.: Tres vascos…, p. 95. El recelo de Suárez a que España entrara en la OTAN ante la 
posibilidad de un aumento del terrorismo también es puesto de manifiesto por otros protagonistas. 
Testimonios de Alberto Oliart y Leopoldo Calvo-Sotelo al autor. 
352 Sobre la intención in extremis de Suárez de incorporar a España al Tratado de Washington en sus 
últimos meses de gobierno, véase RUPÉREZ, J.: España en la OTAN..., pp. 16 y 17 y la entrevista con 
José Pedro Pérez-Llorca en ABC, 8 de septiembre de 1981, suceso confirmado por los testimonios de 
ambos protagonistas al autor. Más adelante nos detendremos en este punto siguiendo la versión del 
ministro de Asuntos Exteriores entre 1980 y 1982. 
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 Tras este recorrido por las razones que explican la política de Suárez en relación 
a la OTAN, en primer lugar, señalemos que son distintos los motivos que determinan la 
posición del presidente respecto al tema atlántico entre 1976 y 1979 que los que la 
conforman en 1979 y 1980. Si en la primera etapa presidencial el retraso en fijar la 
posición española en el ámbito defensivo exterior responde a salvaguardar un clima 
político distendido necesario para el desarrollo de la reforma política y la Constitución, 
a partir de 1979 las motivaciones presidenciales responden a claves distintas. 
 
 Dando por concluida esa actitud que evitara tensionar las relaciones entre 
Gobierno y oposición y que ha pasado a la historia con el apelativo de consenso, Adolfo 
Suárez mantuvo desde 1979 un llamamiento al reiteradamente aludido «próximo debate 
parlamentario» que nunca se llevó a cabo durante su mandato. Sin un mapa preciso de 
las prioridades de la política exterior española, con una concepción un tanto 
distorsionada de las relaciones internacionales, el presidente confió en una próxima 
integración española en las Comunidades Europeas, una vez que la I Legislatura 
democrática inauguraba la total y plena normalización político-institucional con el resto 
de democracias partícipes del proyecto común europeo. El juego de intereses nacionales 
confirmó un año más tarde que la adhesión de España al Tratado de Roma no se llevaría 
a cabo tan pronto como las expectativas de Suárez habían previsto.  
 
 Este acontecimiento contribuyó a acentuar la orientación presidencial de la 
política exterior con las tradicionales áreas de acción exterior franquista, ya de por sí 
tendente al establecimiento de canales más personales que diplomáticos: América 
Latina y el mundo árabe. Es a partir de entonces cuando comienza a hablarse de la 
política de corte tercermundista o neutralista impulsada por Suárez. No obstante, es 
necesario contextualizar el significado de esta orientación, entendiéndola más como un 
medio de escapismo personal que como una acción política coordinada y articulada en 
función de unos fines concretos y el diseño de unos planes de actuación. No sería 
acertado confundir una serie de viajes y visitas oficiales por parte del presidente con una 
verdadera concepción de una política exterior de corte tercermundista353.  
                                                 
353 Este juicio es coincidente con el análisis de Celestino del Arenal respecto a la política iberoamericana, 
cuando señala que los gobiernos de Adolfo Suárez carecieron de «la coherencia y continuidad que exige 
una eficaz acción exterior» en el ámbito de América Latina, afirmando que «la política iberoamericana se 
usó en ocasiones como una política de “sustitución”, al estilo de la política franquista (…) que tendía a 
llenar el eventual vacío que se podía producir en la afirmación europea de España mediante la apertura de 
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 Sin embargo, la posibilidad de materializar esta concepción internacional de 
Suárez en una acción exterior concreta careció de la continuidad y el tiempo necesarios. 
El presidente del Gobierno abandonaba su responsabilidad al frente del Ejecutivo a 
primeros de 1981. Se iniciaba una nueva etapa en la historia de la democracia española, 
con el relevo de Adolfo Suárez por Leopoldo Calvo-Sotelo, abriéndose, igualmente, un 
nuevo horizonte de objetivos en la política de seguridad española. 
 
 
2.2. Calvo-Sotelo: camino a la Alianza Atlántica 
 A diferencia de la gestión de Adolfo Suárez en materia de seguridad, Leopoldo 
Calvo-Sotelo impulsó y materializó el compromiso de incorporar a España a la Alianza 
Atlántica, según rezaba el programa electoral del UCD y el propio discurso de 
investidura del nuevo presiente del Gobierno. Igualmente, la explicación de su 
concepción de la política exterior responde a una lógica más evidente, menos sutil, que 
en el caso de Suárez. 
 
 Calvo-Sotelo, asiduo miembro de los diferentes Gobiernos desde el comienzo de 
la transición entendiera que «estaba claro desde 1977 que había que incorporar a España 
a la Comunidad Europea y a la Alianza Atlántica, porque quedarse fuera era quedarse 
en las tinieblas exteriores del aislamiento»354. Esta es la lógica de la incorporación a la 
OTAN, la de poner fin a la marginación internacional que hubo presidido la acción 
exterior del franquismo. En su interpretación, «si España no hubiera conocido la 
dictadura hubiera participado, como el resto de democracias, en los proyectos 
multilaterales: Comunidades Europeas, Consejo de Europa… y también en la OTAN. 
Sencillamente se trataba de equiparar la situación al entorno occidental»355. 
 
 De este modo, con el relevo en La Moncloa se fijaba un rumbo hacia lo que el 
responsable del mismo ha convenido en calificar como una política exterior europea, 
democrática y occidental, según se recoge en diferentes escritos e intervenciones de 
Calvo-Sotelo. Una orientación de la dirección exterior española que será encarada, sin 
titubeos, hacia la incorporación del país al Tratado del Atlántico Norte, dentro de una 
                                                                                                                                               
una tercera vía». ARENAL, C. del: La política exterior de España hacia Iberoamérica, Madrid, Ed. 
Complutense, 1994. pp. 120 y 121. 
354 CALVO-SOTELO, L.: Memoria…, p. 126. 
355 Testimonio de Leopoldo Calvo-Sotelo al autor. 
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rectificación y clarificación general de la acción diplomática llevada a cabo bajo la 
presidencia de Suárez. Efectivamente, tal y como testimonia Calvo-Sotelo, uno de sus 
propósitos como presidente del Gobierno desde 1981 fue el de corregir y precisar el 
rumbo equivocado e impreciso que a su juicio había impuesto su antecesor356.  
 
 Estos caracteres de partida sobre los habría de reposar la dirección de la 
actividad diplomática de su etapa presidencial, rechazaban de plano lo que Calvo-Sotelo 
calificaba de «sueños que puedan delatar una tentación aislacionista respecto del marco 
occidental», huyendo así de cualquier vestigio de búsqueda de una autonomía 
internacional: «Las prédicas que apuntan hacia una neutralidad, armada o desarmada, no 
ocultan la realidad de que estas modalidades están fuera de las posibilidades que derivan 
de nuestros recursos en el primer caso, y ambos fuera de nuestra especialísima situación 
geoestratégica. No son, por tanto, ni posibles, ni útiles, ni viables»357. 
 
 Continuando en la lógica de esta investigación, entre los motivos que impulsaron 
a Calvo-Sotelo a iniciar los trámites oportunos para la adhesión de España a la OTAN, 
cabe señalar su propia idiosincrasia personal y percepción del contexto político general 
en el proceso de toma de decisiones. Entre las responsabilidades políticas desempeñadas 
con anterioridad por el presidente del Gobierno, cabe señalar principalmente su papel 
como ministro de Relaciones con las Comunidades Europeas, etapa durante la cual 
tomaría conciencia de la vinculación no escrita existente entre ambas agrupaciones 
multilaterales, la europea y la atlántica358. La constantes visitas a Bruselas, sus contactos 
con los representantes de las nueve capitales europeas, el dominio de la lengua inglesa, 
francesa y alemana y su propio bagaje cultural e intelectual, favorecería un fluido 
intercambio de pareceres con diferentes colegas europeos, una interiorización de 
planteamientos aperturistas e integracionistas en el ámbito exterior y una toma de 
conciencia de que “estar en Europa” conlleva pertenecer a la OTAN359.  
 
                                                 
356 CALVO-SOTELO, L.: Memoria…, p. 126. 
357 Discurso de investidura, en Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Plenos, núm. 143, de 
18 de febrero de 1981, p. 9156. 
358 Con anterioridad había sido, sucesivamente, ministro de Comercio y de Obras Públicas, en los 
primeros gobiernos de la monarquía. 
359 De la etapa de Calvo-Sotelo como ministro para las Relaciones con la Comunidad Europea resulta bien 
esclarecedor el trabajo del embajador de España ante las Comunidades entre 1976 y 1981. BASSOLS, R.: 
España en Europa…. 
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 En este sentido, el embajador de España en Bélgica entre 1976 y 1982 apunta 
como «cada vez que Calvo-Sotelo iba a Bruselas para cosas del Mercado Común, le 
machacaba con lo de la OTAN. Le decía que hasta que no tengamos lo de la NATO 
claro no vamos a entrar en el Mercado Común. Me lo decían los belgas, los alemanes… 
Es una realidad que se tocaba»360. 
 
 La decisión de Calvo-Sotelo, anunciada en su discurso de investidura, hay que 
entenderla como una decisión política. En el plano estrictamente defensivo, la relación 
bilateral con los Estados Unidos proporcionaba los elementos básicos de un apoyo 
defensivo en caso de un una amenaza proveniente de la Europa del Este. Margen de 
seguridad que no se vería ampliado por la pertenencia a la Alianza Atlántica. 
 
 A los precedentes señalados se añade un equipo de colaboradores firmemente 
partidarios de la inmediata adhesión a la Alianza, lo que desemboca en una activación 
inmediata del proceso. Para Javier Rupérez, «José Pedro [Pérez-Llorca] estaba a favor 
de la entrada en la OTAN, yo estaba a favor de la entrada en la OTAN, y se había 
hablado ya mucho del tema». Por otra parte, el agotamiento del esquema Suárez hizo 
aflorar entre éstos la convicción de que 
 
 « (…) España tenía que dar una serie de pasos que ya en aquel momento, el 
 año 81, iban siendo urgentes. Es decir, no se podía mantener más la 
 incertidumbre, la ambivalencia… No se podía retrasar más la propia 
 decisión. Entre otras cosas porque esa ambivalencia respecto a la OTAN nos 
 estaba costando también la incertidumbre sobre nuestro futuro en la Unión 
 Europea»361. 
 
  
 A tenor de esta óptica convenimos en reseñar el convencimiento de Calvo-Sotelo 
de estar situando a España en el lugar que consideraba más conveniente de la 
comunidad internacional, en razón de la continuidad de su incompleto alineamiento con 
occidente, impedido por la naturaleza del régimen franquista. El que fuera presidente 
del Gobierno en 1981 y 1982 concebía que una vez establecido el régimen democrático 
en España, la conclusión natural de su política de seguridad debía ser el completar la 
                                                 
360 Testimonio de Nuño Aguirre de Cárcer al autor. 
361 Testimonio de Javier Rupérez al autor. Si bien, para otros integrantes de la Ejecutiva de UCD, el 
ingreso en la OTAN era una obsesión por parte del presidente. Una «ilusión obsesiva» Véase ATTARD, 
E.: Vida y muerte de UCD, Barcelona, Planeta, 1983, p. 284. 
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relación bilateral con los Estados Unidos con la participación en el foro multilateral 
occidental por excelencia, actuando en consecuencia con la consecución de la entrada 
de España en la Alianza Atlántica.  
 
 
 
3. Las Fuerzas Armadas y la participación española en el sistema de seguridad 
occidental 
Tras las elecciones de marzo de 1979, la legislatura quedaba inaugurada con la 
declaración programática de Adolfo Suárez en el Congreso de los Diputados, cuyo 
positivo respaldo de la Cámara significaba su reelección como presidente del Gobierno. 
En su discurso de investidura quedaron recogidos algunos planteamientos generales en 
relación con las Fuerzas Armadas y su función en la política exterior del Estado. 
Concretamente, Suárez señaló: 
 
« (…) La realización de una política de defensa nacional en la que las Fuerzas 
Armadas constituyan por sí mismas un factor de disuasión determinante con 
capacidad de reacción inmediata, de respaldo de nuestra acción exterior y de 
defensa del ordenamiento constitucional»362. 
 
 Junto a la definición y articulación de la Defensa Nacional, el asentamiento de 
las estructuras y engranajes necesarios para el adecuado funcionamiento del Ministerio 
de Defensa va a constituirse en el otro gran objetivo de la política de defensa durante 
esta etapa. Así cabe concluir tras el análisis del Informe general 1/79, firmado por el 
nuevo ministro de Defensa tras la elecciones, Agustín Rodríguez Sahagún363. En este 
sentido, el Informe recogía buena parte de los preceptos incluidos en la Ley 83/1978, 
por la que, según vimos, se regulaban las funciones de distintos órganos superiores del 
Estado en relación con la Defensa Nacional. La comparecencia informativa de 
Rodríguez Sahagún en la Comisión de Defensa del Congreso a finales de 1979, venía a 
recapitular, nuevamente, las cuestiones fundamentales que ocupaban la actividad del 
ministerio, entre las que la política de seguridad quedaba lejos de estar incluida: ni 
estuvo entre los temas abordados por el ministro en su intervención, ni fue objeto de las 
                                                 
362 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, I Legislatura. Plenos, núm. 3, 30 de marzo de 
1979, p. 43. 
363 Informe General 1/79 del Ministro de Defensa, realizado por Agustín Rodríguez Sahagún, diciembre 
de 1979. 
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posteriores preguntas de los diputados adscritos a la Comisión364. El proyecto de la Ley 
Orgánica de Defensa Nacional y la elaboración del Objetivo de Fuerza Conjunto por la 
Junta de Jefes de Estado Mayor eran los acontecimientos que acaparaban la atención en 
el ámbito de la defensa, según queda recogido en los medios escritos365. 
 
Más allá de que las opciones en materia de seguridad quedaran al margen de la 
agenda del Ministerio de Defensa, son coincidentes los testimonios que señalan una 
opinión favorable por parte del ministro Rodríguez Sahagún a la adhesión de España al 
Tratado del Atlántico Norte366. Una opinión que coincidía con la existente entre los 
altos mandos y jefes de las Fuerzas Armadas, según cabe extraer de los siguientes 
argumentos. 
 Por un lado, en junio de 1980, la revista Defensa realizaba una encuesta entre 
sus lectores sobre la posible entrada en la Alianza Atlántica. Un 40% de los 10.307 
encuestados eran miembros de las Fuerzas Armadas, distribuyéndose los resultados de 
forma desigual entre los diferentes niveles de mando367. Así, el 87,5% de los jefes se 
declaraba favorable al ingreso de España en la OTAN, y un 12,5% contrarios. Entre los 
oficiales, el 42,8% era favorable, el 47,6% contrario, y el 9,5% indiferente. De los 
suboficiales, un 42% estaba a favor y un 57% en contra368. 
 Igualmente, durante los primeros días de julio de 1980, una vez que Marcelino 
Oreja había declarado públicamente sus propósitos atlantistas, el vicepresidente del 
Gobierno para Asuntos de la Defensa, teniente general Gutiérrez Mellado, y el ministro 
Rodríguez Sahagún, convocan una reunión con la participación destacada del Ministerio 
de Asuntos Exteriores, los jefes de Estados Mayores de los tres Ejércitos y el presidente 
de la Junta de Jefes de Estado Mayor, el embajador de España en Washington, José 
Lladó, los presidentes de las Comisiones de Asuntos Exteriores y Defensa en el 
Congreso de los Diputados y en Senado, Ignacio Camuñas y Guillermo Medina 
respectivamente y el secretario de Relaciones Internacionales de UCD y portavoz de 
                                                 
364 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, I Legislatura. Comisión de Defensa, núm. 9, 30 de 
octubre de 1979, pp. 17-28. 
365 En el reportaje «Especial Fuerzas Armadas», aparecido en Diario 16, 6 de enero de 1979, apenas se 
señalaba respecto a la política de seguridad que «España está ligada de alguna forma a la OTAN, a través 
del tratado bilateral con los Estados Unidos», apremiando al Gobierno a definir la posición española en el 
escenario de la defensa internacional. 
366 Testimonios de José Pedro Pérez-Llorca y de Rodolfo Martín Villa al autor. 
367 Los militares encuestados se desglosan en 40% jefes; 53% oficiales; 7% suboficiales. 
368 Véase «Ganó el “sí, pero…”», Defensa, núm. 27, julio de 1980, pp. 64-68. 
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Asuntos Exteriores en el Congreso, Javier Rupérez. Por el relato de este último 
conocemos algunos de los asuntos que fueron abordados en esta reunión, donde se 
daban cita buena parte de los principales de la política de seguridad española. De las 
exposiciones efectuadas por sus representantes, Rupérez nos transmite la opinión de las 
Fuerzas Armadas sobre el tema de la OTAN: 
 
«Las Fuerzas Armadas, respetuosa y seriamente, casi de manera estudiosa, 
venían a decir que la OTAN les interesaba. Dejaban las últimas decisiones allí 
donde debieran estar, según el esquema constitucional. Pero no por ello 
obviaban su responsabilidad a la hora de manifestar una opinión sobre algo que 
tan directamente les concernía»369.   
 
 Con unos mandos mayoritariamente favorables a la incorporación de España a la 
Alianza, no sería de los Ejércitos de quienes se esperara por parte del Gobierno 
oposición o contratiempo alguno una vez se tomara la decisión de integración en la 
OTAN. Sin exponer públicamente opinión alguna, entre la jerarquía militar existe la 
convicción de que la orientación de la política de seguridad española es competencia 
exclusiva de los políticos, manteniéndose al margen del debate sobre la posible 
incorporación a la Alianza. 
 
 Unas Fuerzas Armadas ciertamente distantes en su mayoría del componente 
exterior, tan generalizado entre los Ejércitos españoles hoy en día, pero entre las que, al 
menos, una mínima parte de sus efectivos comenzó a participar en una verdadera 
política de seguridad occidental, a partir de la puesta en marcha del EMCO y su trabajo 
cotidiano con militares estadounidenses. 
 
 
3.1. El EMCO y los ejercicios hispano-norteamericanos 
 Según vimos, en base al artículo V del Tratado de Amistad y Cooperación, el 
EMCO quedó establecido como el órgano de trabajo del Comité Militar Conjunto 
hispano-norteamericano. El Estado Mayor Combinado fue el primer organismo 
puramente militar en la historia de las relaciones bilaterales entre España y los Estados 
Unidos, convirtiéndose en el punto de arranque para los diferentes planes de defensa y 
                                                 
369 Véase RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, pp. 91 y 92. Los ponentes militares de las posiciones de 
las Fuerzas Armadas en esta reunión fueron el general de brigada de Artillería, Eduardo Munilla, entonces 
secretario general de Política de Defensa y el capitán de fragata, Pulido. 
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de los ejercicios combinado-conjuntos que se realizaron en la Zona de Interés Común 
fijada en el Tratado, mientras duró su actividad, hasta la entrada de España en la 
OTAN370. 
 
 Al frente del EMCO había dos jefes de ambas nacionalidades con categoría de 
oficial general, denominados co-directores, militarmente responsables ante sus 
respectivas Juntas de Jefes de Estado Mayor, a través del Comité Militar Conjunto. La 
composición interna estaba constituida por dos co-directores adjuntos y las secciones de 
Operaciones, Inteligencia, Logística, Comunicaciones y Ejercicios, así como por una 
Secretaría y una Asesoría administrativa. Su enlace con la OTAN se llevaba a cabo 
mediante una Oficina Militar de Enlace, exclusivamente española, situada en el Cuartel 
General del Mando de las Fuerzas de los Estados Unidos en Europa (Stuttgart, 
Alemania) que tenía, entre otros cometidos, facilitar las funciones del EMCO en lo que 
se refería tanto al planeamiento defensivo bilateral, como a la coordinación de los 
ejercicios conjuntos y combinados371. Para cumplir con su cometido, la parte española 
contaba con una plantilla de 47 personas: 1 general, 13 jefes, 1 oficial, 8 suboficiales, 18 
militares de tropa y 6 civiles. La plantilla norteamericana era similar, exceptuando los 
miembros de la Guardia Civil, encargados de la seguridad de la instalación. Ubicado en 
la sede del Consejo Hispano-Norteamericano, los gastos que se originaban por la 
conservación del edificio, el mantenimiento de las oficinas, etc… eran atendidos en su 
mayoría por el Ministerio de Asuntos Exteriores, dato bien significativo de las 
dependencias administrativas de las que dependía la política de seguridad en España. 
 
 En la reunión del Comité Militar Conjunto celebrada en octubre de 1978, el 
EMCO se formalizó como el órgano responsable de la coordinación y formulación de 
las propuestas bilaterales de ejercicios conjunto-combinados a realizar en España, 
haciéndose cargo de las grandes líneas de su planeamiento, observación y evaluación372. 
                                                 
370 El término ejercicio combinado hace referencia a las maniobras realizadas entre componentes de 
Fuerzas Armadas de diferentes Estados. Ejercicio conjunto es aquél llevado a cabo por las diferentes 
armas del Ejército de un país. Así, los ejercicios conjunto-combinados conllevan la participación de 
tropas de las diferentes armas de, al menos, dos Estados.  
371 No existe información bibliográfica sobre el EMCO, mientras que la documentación relativa a su 
actividad resulta inaccesible. La información expuesta sobre el organismo ha sido fundamentalmente 
recabada a partir del testimonio y las notas de trabajo facilitadas por el general en la reserva del Ejército 
del Aire, Juan Antonio Fernández Jarrín, quien como comandante estuvo destinado, sucesivamente, en las 
secciones de inteligencia y operaciones del EMCO. 
372 El comandante en Jefe de las Fuerzas Norteamericanas en Europa (USCINCEUR) era la autoridad 
principal coordinadora por parte estadounidense, mientras que por parte española lo fue el presidente de 
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El esquema general de planeamiento de la defensa de la zona definida en el Tratado fue 
bastante sencillo en su concepción, orientándose exclusivamente hacia la amenaza 
constituida por las Fuerzas Armadas soviéticas y del Pacto de Varsovia373. En conjunto, 
los planes a redactar por el Estado Mayor Combinado se agruparon en cinco clases 
diferentes: 1. Planes de Defensa Marítima, que abarcarían, como mínimo, operaciones 
de superficie, aéreas, submarinas, antisubmarinas, de vigilancia, de lucha antiaérea, de 
control y protección del tráfico naval, de guerra de minas, anfibias y de intercambio de 
inteligencia marítima. 2. Planes para la Defensa de España, que comprendían, un plan 
de defensa terrestre, un plan de defensa aérea, un plan de defensa de las aguas 
territoriales y un plan de utilización de las instalaciones españolas para el “refuerzo 
exterior” de Europa Occidental. 3. Plan de Actuación del EMCO en tiempo de guerra, 
determinante de las necesidades para poder coordinar las operaciones que pudieran 
llevarse a cabo en la Zona de Interés Común. 4. Plan de Alerta, para disminuir los 
tiempos necesarios para la reacción en periodos de tensión y facilitar al máximo la 
transición  de paz a guerra. 5. Estudio Combinado del Cometido Español en la Defensa 
Occidental, que debía realizarse con un horizonte de cinco años y renovarse al final de 
cada periodo374. 
 
 Como órgano de planeamiento y coordinación, el EMCO formuló las 
correspondientes directivas en las que se definieron las misiones y los cometidos que 
España y los Estados Unidos desarrollarían en los diferentes ejercicios llevados a cabo 
por sus Fuerzas Armadas. El primero de ellos se denominó CRISEX-79 (acrónimo de 
“Crisis Exercise” y de la fecha de su realización, noviembre de 1979). Esta primera 
aproximación a las operaciones conjunto combinadas consistió en la ejecución de tres 
operaciones combinadas, una aérea, otra anfibia y otra terrestre aerotransportada, de la 
que se extrajeron consecuencias de provecho para futuras realizaciones, particularmente 
en la puesta en común de conceptos doctrinales, tácticas y comunicaciones375. Así, 
                                                                                                                                               
la Junta de Jefes de Estado Mayor (PREJUJEM). Ambos eran responsables de la coordinación de 
planeamiento específico que implicaban a sus respectivas Fuerzas Armadas. 
373 Los planes siempre consideraron un ataque del Pacto de Varsovia a España por el territorio 
continental, nunca por el Mediterráneo, al tiempo que excluyeron el norte de África como identificación 
de amenaza real para España. 
374 Toda esta filosofía de planeamiento se tradujo en múltiples documentos actualmente confidenciales, 
archivados en la actual sección española del Comité Permanente Hispano-Norteamericano, en el Cuartel 
General del Ejército del Aire, Madrid. 
375 Acompañado del ministro y otros altos cargos de Defensa, el Rey acudió a las costas almerienses para 
presenciar parte de estas maniobras, en las que tomaron parte unos 35.000 soldados de las Fuerzas 
Armadas españolas y norteamericanas. El País, 2 de noviembre de 1979. 
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previamente a otros ejercicios se realizó el STAFFEX-80, consistente en una simulación 
de cuadros de mando (o ejercicio de gabinete), con la finalidad de establecer unos 
procedimientos operativos válidos para futuros ejercicios CRISEX376.  
 
 El CRISEX 81 se materializó entre el 26 de octubre y el 4 de noviembre de 1981 
en tierras almerienses (zonas de Garrucha y Vera), con la participación de más de 300 
aviones, 30 buques y 20.000 hombres de variada entidad y procedencia377. Las 
conclusiones que en su día se sacaron de este ejercicio destacan, entre otras, que fue un 
éxito en líneas generales, pues se cumplieron todos los objetivos previstos en tiempo y 
lugar, sin accidentes graves. No obstante, las comunicaciones se revelaron como el 
eterno punto débil del mando, saturándose con demasiada facilidad. 
 
 A modo de conclusión, con el EMCO se creó una metodología de planeamiento 
operativo basada en amenazas perfectamente definidas, calculadas y enmarcadas en un 
ámbito de interés común, sobre las que un limitado número de militares españoles 
aprendió, de forma práctica, doctrinas y procedimientos de las Fuerzas Armadas 
estadounidenses. De este modo, muchos diplomados de Estado Mayor españoles 
posteriormente pasaron a transmitir sus vivencias y conocimientos al resto de las 
Fuerzas Armadas. Desde otro punto de vista, para Ángel Lobo, quien también estuvo 
destinado en el Estado Mayor Combinado, el EMCO fue un tanto artificioso, 
«entendiendo que España acabaría en la OTAN. Era un tanto teórico, poco articulado… 
pero muy pedagógico, en el sentido de ponerse al día en planeamiento de la defensa 
internacional»378. 
 
 En definitiva, al proporcionar a las Fuerzas Armadas la necesaria doctrina e 
información estadounidense para conseguir la debida coordinación estratégica, táctica y 
logística dentro de la zona de interés común, para el Ejército español el EMCO 
constituyó el antecedente inmediato a entrada en la OTAN. 
 
                                                 
376 Con las conclusiones y propuestas del STAFFEX-80 la JUJEM redactó unos Procedimientos 
provisionales para la acción combinada-conjunta hispano-norteamericana. Con éste y con la posterior 
elaboración de unas Normas Básicas para la acción combinada conjunta en el Ejercicio CRISEX-81 se 
pudo acometer el segundo ejercicio conjunto-combinado hispano-norteamericano en 1981. 
377 La prensa se haría eco nueva mente de la presencia del Rey en las maniobras, acompañado, en esta 
ocasión, del Príncipe Felipe. ABC, 30 de octubre de 1981. 
378 Testimonio de Ángel Lobo al autor. 
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3.2. España y el sistema occidental de defensa   
 Como quedó reseñado, como resultado de la entrada en vigor del Tratado de 
Amistad y Cooperación de 1976, los Estados Unidos disponían de una red de 
instalaciones en territorio español y disfrutaban de una serie de facilidades en diferentes 
unidades o instalaciones propiamente españolas. A partir de diferentes documentos 
procedentes de organismos civiles y militares norteamericanos vamos a detallar cuáles 
eran, concretamente, estas instalaciones y facilidades así como los beneficios que de ella 
se derivaban para la política de seguridad de los Estados Unidos379. A la postre, éste era, 
y no otro, el principal servicio que España prestaba al sistema de defensa occidental. 
 
 Esta aproximación a los elementos militares de la relación hispano-
norteamericana viene a clarificar los beneficios estratégicos de los que Washington se 
aprovechaba como resultado de sus acuerdos con España y que habrían de ser 
considerados por ambas partes a partir de 1981, en las negociaciones de cara a la 
renovación de los convenios. Veamos su composición, sus principales funciones y las 
alternativas norteamericanas a los establecimientos en España, recogidas, así mismo en 
la documentación consultada: 
 
a) Rota. Una vez retirados los submarinos nucleares, desde julio 1979, quedaban las 
siguientes instalaciones o servicios: 
- Base naval, una de cuyas más importantes funciones era la de relevo y 
descanso de dotaciones, reduciendo en tres semanas la travesía del Atlántico 
desde el Mediterráneo para buques que pudieran hacer uso de ella.  
- Base aérea, con aparatos de lucha antisubmarina y de operaciones de 
vigilancia oceánica380. Los aviones ASW (anti-submarine warfare) EA-3B 
allí estacionados se encontraban en una situación geográfica inmejorable 
                                                 
379 Se trata del Informe al Comité de Relaciones Exteriores del Senado Issues in United States Relation 
with Spain and Portugal, Washington, U.S. Government Printing Office, 1979; el Department of Defense 
Annual Report. Fiscal Year 1981, Washington, Department of Defense, 1980 y el Informe al Comité de 
Relaciones Exteriores del Senado United States Foreign Policy: Objectives and Overseas Military 
Installations, U.S. Government Printing Office, 1979, cuyos extractos relativos al tema que nos ocupa se 
encuentran archivados en la Seccion Española del Comité Permanente Hispano-Norteamericano, Madrid, 
Cuartel General del Ejército del Aire, Ministerio de Defensa.  
380 Según se desprende del primero de los citados informes, las unidades de combate antisubmarino 
podrían ser desplazadas, en teoría, al Portugal continental. Sin embargo, dada la situación de equilibrio 
político inestable del país, podría, cuando menos, ser incómodo para el gobierno portugués el verse 
forzado a aceptar aquellas unidades en su suelo.  
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para cubrir las rutas marítimas occidentales hacia Gibraltar, el Mediterráneo 
occidental y el Atlántico oriental.  
- Terminal de comunicaciones de apoyo al U.S. Defense Communications 
System (DCS) en el Mediterráneo occidental. Este sistema de 
comunicaciones en el que Rota jugaba un papel clave, permitía el contacto 
continuo con la VI Flota y con los centros DCS de Grecia (Nea Makri y Kato 
Souli) y Marruecos (Bouknadel y Sidi Yahia)381. Todo este complejo de 
comunicaciones está a su vez coordinado con la red de alarma rápida de la 
OTAN en la Comandancia Naval en el sur de Europa (Nápoles). 
- Depósito POL (petroleum, oil, lubricants) y municiones utilizadas por las 
fuerzas militares de EEUU en la región382. 
 
b) Torrejón. Era la base de la US 16th Tactical Air Force de USAFE (US Air Force 
Europe). En sus instalaciones contaba con: 
- Ala táctica de combate con funciones de ataque. En caso de guerra se 
coordinaría con las bases de Incirlik (Turquía) y Aviano (Italia)383. 
- Base de descanso, refuerzo y apoyo logístico a las fuerzas aéreas de los 
Estados Unidos en tránsito a otros puntos. 
- Centro de comunicaciones. 
  
c) Zaragoza.  
- Base de entrenamiento para cazas. 
- Estacionamiento del ala estratégica de aviones cisterna KC-135 (5 de los 7 
que fueron retirados de Torrejón tras el Tratado de 1976)384. 
                                                 
381 Las instalaciones de comunicaciones podrían centrarse en otras terminales europeas o en Marruecos, 
pero la flexibilidad administrativa del sistema DCS no se mantendría fácilmente, incrementándose el 
riesgo de un impacto negativo en el tráfico de comunicaciones militares.  
382 Cualquier desplazamiento a otro país reduciría la flexibilidad operacional de las fuerzas de los Estados 
Unidos en el Mediterráneo occidental, dada la concentración de puntos de suministro resultante. 
383 En caso de abandono de Torrejón, el ala táctica de combate podría estacionarse en la RFA, Italia o 
Turquía. Sin embargo, en la RFA los inconvenientes serían la saturación aérea que causaría y la reducción 
de la capacidad de ataque sobre objetivos en el Mediterráneo. En Italia y Turquía, se requeriría la 
expansión de las instalaciones existentes y la construcción de otras adicionales. Aún así, caso de ubicarse 
en estos lugares se producirían lagunas en las eventuales misiones de ataque del USAFE. Además, la 
vulnerabilidad política y miliar de las unidades en el área se incrementaría, como resultado de su 
concentración.  
384 La importancia de estos aviones de suministro en vuelo en Zaragoza, apunta el tercero de los informes, 
es tanto más importante si se considera que los países europeos de la OTAN no permiten el sobrevuelo de 
sus territorios por aviones-cisterna a causa del riesgo de accidentes, riesgo que España venía asumiendo 
sin problema. 
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d) Polígono de tiro de Bárdenas Reales. 
- Ejercicios de tiro y bombardeo. Aproximadamente el 70% de los 
entrenamientos aire-tierra y el 50% de las prácticas aire-aire llevadas a cabo 
por la aviación de combate de los Estados Unidos estacionada en Europa se 
realizaban en el polígono de tiro y bombardeo de las Bárdenas Reales385. 
 
 Además de estas facilidades principales, los Estados Unidos disponían de una 
importante cantidad de usos e instalaciones menores situadas fuera de las principales 
instalaciones españolas mencionadas. El disfrute de las mismas por parte 
norteamericana estaba en buena medida recogido en los anexos del Tratado de Amistad 
de Cooperación, si bien muchas de ellas eran resultado de solicitudes posteriores, 
formalizadas a través del Comité Conjunto para Asuntos Político-Militares 
Administrativos o bien por otras vías más informales y directas, comunicadas con 
posterioridad al personal de este Comité para su oportuno conocimiento y archivo de las 
mismas386. La extensión de los usos norteamericanos más allá de lo recogido en el 
Tratado también queda señalado en el documento Las concesiones militares de los 
Estados Unidos, elaborado por del Subdirector General para Asuntos de Seguridad, 
Carlos Fernández Espeso en 1980. Así, este trabajo de Fernández Espeso señala «cierto 
desinterés o embotamiento de la sensibilidad a la hora de transferir a manos extranjeras 
facultades de disposición sobre la sustancia física del país»387. Para Ángel Viñas, este 
tipo de actitud se había desarrollado más en la Administración militar que en la civil, 
inclinándose hacia la posible actitud en el seno del Alto Estado Mayor y en los altos 
cargos de los Ejércitos de que manteniendo una actitud flexible hacia las concesiones a 
                                                 
385 La pérdida de estas facilidades de entrenamiento sería crítica para los USAFE, por la dificilísima 
localización, por condiciones geográficas y urbanísticas, de un lugar apropiado para sustituirlo en Europa. 
386 A modo de ejemplo cabe señalar que el Director General de Política Exterior para Norteamérica y 
Pacífico del Ministerio de Asuntos Exteriores recorrió personalmente todas las supuestas facilidades que 
las Fuerzas Armadas norteamericanas disfrutaban a lo largo de la geografía española durante 1980 y 
1981, reconociendo un notable desconocimiento por parte de Fuerzas Armadas y del Ministerio de 
Asuntos Exteriores españoles del contenido real de aplicación de las facilidades resultado de los Acuerdos 
con los Estados Unidos. Testimonio de Jorge del Pino al autor. Así mismo, fue corriente durante estos 
años la concesión de usos, instalaciones o facilidades extraordinarias y/o temporales por España a los 
Estados Unidos no contemplados en el Tratado vigente, en aras del mantenimiento de una relación cordial 
y amistosa, compensada por los norteamericanos en eventuales donaciones de material militar o 
compensaciones menores a las Fuerzas Armadas no recogidas, del mismo modo, en el texto de los 
convenios. Testimonio del almirante Ángel Liberal al autor. 
387 Las concesiones militares de los Estados Unidos, Ministerio de Asuntos Exteriores, Subdirección 
General para Asuntos de Seguridad, 1980, p. 5. Archivo personal de Ángel Viñas, consultado por el autor. 
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los Estados Unidos, terminarían generando mayor contrapartida en términos de ayuda 
militar388.      
 
 Estas facilidades menores, en muchos casos eventuales, quedaron inventariadas, 
junto a las principales, en una nota para la Subsecretaría de Defensa, fechada en febrero 
de 1980389. De forma telegráfica, éstas eran las siguientes distribuidas geográficamente:  
 
Alicante: Puerto como punto de apoyo para la VI Flota norteamericana; base con 
rampas lanzacohetes en la sierra de Aitana; estación de comunicaciones en Guardamar 
del Segura. 
Almería: Ejercicios ocasionales en la playa de las Carboneras. 
Badajoz: Unidades de caza instalados ocasionalmente en la base de Talavera la Real. 
Baleares: Muelles propios y depósitos de material y combustible en los puertos de 
Mahón y Palma de Mallorca; estaciones de comunicaciones en Sóller y en Puig Major. 
Barcelona: Muelles y depósitos de material y combustible a su disposición para la VI 
Flota. 
Canarias: Tres sistemas de radares de detección de misiles y una base para control de 
submarinos en Las Palmas. 
Castellón: Ocasionales ejercicios de tiro en las islas Columbretes. 
Córdoba: Centro de radar en Hinojosa del Duque. 
La Coruña: Disponibilidad de muelles para naves y submarinos en La Graña; arsenales, 
depósitos de material y combustible en Betanzos; centro de radar LORAN en 
Valdoviño. 
Gerona: Centro de radar LORAN en El Estartit; muelles y depósitos de material y 
combustible a su disposición en Figueras y Rosas. 
Granada: Facilidades ocasionales en la base de Armilla. 
Guadalajara: Estación de comunicaciones en Santos de la Humosa. 
Logroño: Facilidades ocasionales en la base de Agoncillo. 
Málaga: Facilidades ocasionales en la base de El Rompedizo. 
Murcia: Muelles y depósitos de material y combustible a su disposición para la VI Flota 
en el puerto de Cartagena. 
                                                 
388 VIÑAS, Á.: En las garras…, p. 448. 
389 Facilidades norteamericanas en España. Febrero de 1980. Archivo personal del almirante Ángel 
Liberal consultado por el autor. 
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Navarra: Estación de comunicaciones en Elizondo. 
Sevilla: Estación de comunicaciones y facilidades ocasionales en la base de Morón;  
depósitos de material y combustible en la base de San Pablo. 
Tarragona: Muelles y depósitos de material y combustible a su disposición para la VI 
Flota en el puerto de la ciudad. 
Toledo: Estación meteorológica en Sonseca. 
Valencia: Puerto como punto de apoyo para la VI Flota norteamericana. 
 
 Aún siendo considerable este uso de instalaciones españolas y, en ocasiones, 
excediéndose a los límites establecidos en el Tratado, lo más significativo de la ayuda 
militar de España a los Estados Unidos es que quedaba enmarcada dentro de los 
objetivos generales de la defensa de occidente. Las propias autoridades norteamericanas 
subrayarán la implicación del territorio e instalaciones españolas en el dispositivo de 
defensa de la OTAN, además de una inicial convergencia operativa y de planeamiento 
defensivo llevada a cabo en el EMCO390. 
 
 
 
4. La preparación de la renegociación del Tratado con los Estados Unidos  
 A diferencia de las autoridades norteamericanas, que explícitamente admitían 
una participación española en el sistema de defensa del Atlántico Norte tras la firma del 
Tratado de Amistad y Cooperación, en la perspectiva del Gobierno español nunca 
estuvo el presentar los acuerdos de 1976 como antecedente, etapa previa o preparación 
de la integración en la Alianza. Esta postura estuvo en la línea marcada por el Ejecutivo 
de posponer el debate atlántico durante la etapa constituyente, de cara a salvar el 
consenso entre las fuerzas políticas. En aquél entonces, una interpretación el convenio 
hispano-norteamericano en la que pudiera concluirse que España participara de forma 
activa en el sistema defensivo occidental era poco conveniente para el clima necesario 
de cara al debate constitucional. Marcelino Oreja llegó incluso a negar el vínculo entre 
el Consejo Hispano-Norteamericano y la Alianza Atlántica, en una de sus 
comparecencias parlamentarias: 
 
                                                 
390 Informe al Comité de Relaciones Exteriores del Senado United States Foreign Policy..., pp. 53-55. 
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 «El Consejo hispano-norteamericano, (…), es el órgano principal previsto en el 
 Tratado hispano-norteamericano, que institucionaliza la relación con dos 
 reuniones anuales (…) Sin embargo, esto no significa implicarse en la 
 Organización del Tratado del Atlántico Norte»391. 
 
 
 La tendencia de no vincular los Acuerdos con los Estados Unidos a la adhesión 
española al Tratado del Atlántico Norte se mantuvo vigente tras los comicios de 1979, 
tal y como puede constatarse en nuevas intervenciones públicas del ministro o en la nota 
misma que el ministro de Asuntos Exteriores preparara para la moción de censura, 
comentada páginas más arriba. No obstante, tras las elecciones generales, el asunto de la 
prórroga del tratado con los Estados Unidos quedó establecido como uno de los temas 
prioritarios de la diplomacia española de cara a la legislatura, dada la vigencia de cinco 
años del Tratado firmado en 1976392.  
 
 Este enfoque en el que la relación bilateral con Washington se entiende 
independiente a una eventual participación en la Alianza cambió a partir de 1980, tal y 
como señala Antonio Marquina, cuando el ministro anunció el próximo inicio de las 
negociaciones con los norteamericanos para la renovación del Tratado, condicionando 
el desarrollo de las mismas a la evolución de la adhesión española a la OTAN393. Una 
vez que se atisba que las negociaciones con los Estados Unidos están próximas en el 
calendario, la cuestión de la posible adhesión a la Alianza Atlántica pasa a vincularse 
forzosamente a las conversaciones hispano-norteamericanas.  
 
 En el seno de la Administración exterior española se fue configurando una 
corriente de opinión, a la que no fueron ajenas, por sus propios motivos, las Fuerzas 
Armadas, tendente a situar el próximo acuerdo con los Estados Unidos en un plano de 
mayor igualdad, basado en el abandono de muchos de los presupuestos que habían 
caracterizado la relación bilateral durante el franquismo y que se habían extendido hasta 
                                                 
391 «Discurso pronunciado por don Marcelino Oreja en la sesión celebrada por la Comisión de Asuntos 
Exteriores del Congreso de los Diputados sobre diversos extremos de la política exterior española», 11 de 
enero de 1978, en ARENAL, C. del y ALDECOA, F.: España y la OTAN..., pp. 216 y 217. 
392 «Intervención en el Pleno del Senado sobre los Acuerdos con la Santa Sede y otros puntos de la 
política exterior española», Madrid, 30 de octubre de 1979, en Discursos y Declaraciones del Ministro de 
Asuntos Exteriores, D. Marcelino Oreja Aguirre (octubre de 1978-diciembre de 1979), OID, Madrid, 
1980, p. 135. 
393 Algunas interpretaciones vinculan este nexo entre Tratado y OTAN como consecuencia de parón en 
las negociaciones con la CEE. Por ejemplo, MARQUINA, A.: «La política exterior de la Unión de Centro 
Democrático», en TUSELL, J. y SOTO, A. (eds.): Historia de la…, p. 201. 
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el Tratado de 1976. En gran medida, este planteamiento y su permeabilidad en los altos 
niveles de Asuntos Exteriores se debieron al trabajo llevado a cabo tanto en la embajada 
en Washington como a la labor de Carlos Fernández Espeso en la Subdirección General 
para Asuntos de Seguridad del ministerio394. Los estudios llevados a cabo por ambas 
unidades diplomáticas facilitaron la conceptualización y análisis en detalle de muchos 
de los aspectos que depararía la futura negociación de los Acuerdos hispano-
norteamericanos, constituyéndose como la documentación de referencia sobre la que los 
negociadores españoles argumentarían sus posturas frente a los norteamericanos en las 
conversaciones para la renovación del Tratado de 1976395. 
 
 
4.1. El punto de vista de la embajada en Washington  
 Bajo la dirección del embajador Lladó, en marzo de 1980 se preparó en la 
embajada española en Washington un estudio extensamente documentado sobre el que 
enfocar la estrategia de las negociaciones de los Acuerdos con los Estados Unidos396. 
Titulado Elementos para un estudio de las relaciones institucionales España-Estados 
Unidos, los dos amplios volúmenes de este trabajo pretendían analizar los factores que 
condicionaban las opciones españolas de cara a las decisiones de orden político que 
exigiría la finalización del Tratado de 1976. Este informe presentaba inicialmente las 
relaciones de los Estados Unidos con otros países y la percepción estadounidense de sus 
compromisos internacionales, de manera que buscaba estudiar la situación española 
comparativamente y su margen de maniobra y los límites de su capacidad 
negociadora397.  
                                                 
394 El entonces Director General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos del Ministerio de 
Asuntos Exteriores, bajo cuya dependencia se encontraba el citado Subdirector General para Asuntos de 
Seguridad define a Fernández Espeso como «nuestro primer especialista en cuestiones político-militares», 
añadiendo que sus informes «estaban llenos de objetividad y sabiduría», a diferencia de los suyos y los de 
Nuño Aguirre de Cárcer, más sucintos, políticos y tendenciosos. Véase DURÁN-LORIGA, J.: 
Memorias…, p. 254. 
395 Así lo confirman los jefes de delegación española en la negociación del futuro acuerdo hispano-
norteamericano, firmado en 1982. Testimonios del Carlos Robles Piquer (por parte del Ministerio de 
Asuntos Exteriores) y del almirante Ángel Liberal (por parte del Ministerio de Defensa) al autor. 
396 En el momento en que desde la embajada española en los Estados Unidos se preparaba este documento 
en Madrid se trabajaba con la hipótesis, ideada por Marcelino Oreja, de que una delegación negociadora 
española encabezada por el embajador en Washington, José Lladó, comenzaría las conversaciones con los 
norteamericanos en el otoño de 1980. Testimonio de José Lladó al autor. 
397 Véase Elementos para un estudio de las relaciones institucionales España-Estados Unidos, archivado 
en la Sección Española del Comité Permanente Hispano-Norteamericano, Madrid, Cuartel General del 
Ejército del Aire, Ministerio de Defensa. El primer volumen abordaba la estrategia político-militar 
estadounidense y la red de bases y facilidades norteamericanas (capitulo I); los sistemas de ayuda y 
cooperación militar de los Estados Unidos desde el punto de vista de su regulación interna (capitulo II) y 
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 Con el fin de enunciar las diversas alternativas posibles para el replanteamiento 
de la relación militar de España con los Estados Unidos, el estudio expone las 
características de las relaciones militares que los Estados Unidos mantenían con otros 
países, desde el punto de vista institucional, en orden a orientar, en función de su 
tipología, las posibilidades existentes por parte española en el contexto de las próximas 
negociaciones. En la práctica de las relaciones militares entre los Estados Unidos y otros 
países el trabajo establecía la existencia de diferentes componentes: la Alianza o Pacto 
defensivo; la existencia de bases o instalaciones militares y la concesión de cooperación 
o ayuda militar. En base a las ello, se agrupaban los países de acuerdo con la existencia 
para cada uno de ellos de uno o de varios de los componentes aludidos, materializados 
en la existencia de Pacto, de Bases y de Ayuda398. 
 
 A continuación, y como parte esencial de este estudio, pasa a ocuparse a los 
componentes de la relación hispano-norteamericana, señalando que España «ocupa en 
esta clasificación un lugar peculiar, al tener cedido el uso de bases y obtener ayuda 
estructurada de modo similar a la de los países aliados, sin estar, en cambio, ligada a los 
Estados Unidos por una Alianza Militar». En esta situación la dinámica de la relación 
hispano-norteamericana había de tender hacia la conclusión de una alianza (bilateral o 
multilateral) que institucionalizara la actual prestación española a la defensa del área de 
la OTAN con una garantía frente a los riesgos asumidos. Para los autores, esta 
                                                                                                                                               
la estructura general de las relaciones militares norteamericanas con sus aliados y países amigos, 
deteniéndose en la relación hispano-norteamericana y ofreciendo una panorámica de los posibles modelos 
de relación futura (capitulo III). En el segundo volumen, el trabajo comenzaba con el análisis de ejemplos 
de las relaciones defensivas sostenidas por los Estados Unidos con otros trece países (capítulo I); los 
Acuerdos bilaterales de defensa entre los Estados Unidos y los países de la OTAN (capítulo II) y las 
formas de cooperación industrial militar entre Washington y terceros países. Según Ángel Viñas, este 
trabajo fue preparado por dos jóvenes diplomáticos destinados en Washington: Euldaldo Miralpeix y 
Aurelio Pérez Giralda. VIÑAS, A.: En las garras..., p. 460. En todo caso, este trabajo constituyó una de 
las fuentes principales para los negociaciones españoles con los representantes norteamericanos a la hora 
de calibrar el nivel de compromisos asumible para los Estados Unidos con España.  
398 De este modo, el informe establecería diferentes categorías: 1. Pacto-Bases-Ayuda (Australia, 
Alemania, Bélgica, Canadá, Corea, Dinamarca, Grecia, Holanda, Italia, Islandia, Japón, Francia, 
Filipinas, Gran Bretaña, Portugal y Turquía); 2. Pacto-Bases (ninguno); 3. Pacto-Ayuda (Luxemburgo, 
Noruega, Nueva Zelanda, Pakistán y países hispanoamericanos a excepción de Cuba); 4. Bases-Ayuda 
(España y Seychelles); 5. Bases (Barheim, Bahamas, Cuba); 6. Ayuda (Sudán, Grecia, Suiza, Tailandia, 
Túnez, Zaire, Ceilán, Rep. Sudafricana, Somalia, Singapur, Senegal, Arabia Saudita, Austria, Benin, 
Chipre, Etiopía, Ghana, Guinea, India, Indonesia, Jordania, Kenia, Kuwait, Líbano, Malasia, Malí, Níger, 
Egipto e Israel). 
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conclusión estaba implícita en el Tratado de 1976 y explícita en la interpretación por el 
Senado en su Resolución de Ratificación, tal y como tuvimos ocasión de comprobar399. 
 
 Seguidamente, quedan planteados los posibles modelos de relación entre España 
y los Estados Unidos, enunciando las opciones posibles: que se concluya una alianza 
España-Estados Unidos; que se continúe la situación actual de solidaridad unilateral con 
la defensa de occidente, o que se opte por una política de neutralidad o no-alineamiento, 
profundizando en ellas: 
 
 En caso de conclusión de una alianza, que podía ser bien multilateral, con la 
entrada en la OTAN, bien bilateral con los Estados Unidos, bien desarrollando una 
eventual alianza con los Estados Unidos y otros países europeos, o sólo con estos 
últimos. Explorando esta primera opción, las consecuencias de la participación española 
en una alianza en relación a los demás componentes de la relación con los Estados 
Unidos serían los siguientes: 
 
 Las bases seguirían existiendo, como la lógica contrapartida a la garantía militar, 
aunque no necesariamente en su contenido o extensión actual. A priori, no es 
incompatible la conclusión de la alianza con la reafirmación de la soberanía española 
sobre las bases ni la supresión de las facilidades o su conversión en bases puramente 
españolas orientadas o no a los objetivos de la OTAN. La ayuda militar adquiriría un 
nuevo significado, debiendo intensificarse, sobre todo, en sus aspectos cualitativos. 
Desde el punto de vista exclusivamente económico de la ayuda militar, la conclusión de 
una alianza sólo tendría efectos indirectos sobre la cuantía de la ayuda, que depende 
normalmente del grado de desarrollo del país en cuestión, más que a la intensidad de la 
relación. Aunque las bases pasaran en este caso a ser la contrapartida de la garantía de 
defensa, perdería la ayuda su carácter de compensación, si bien ello no tenía por qué 
afectar a su nivel o regulación como mostraban otros casos. 
 
 En las otras áreas de cooperación, la consecución de una alianza contribuiría a 
delimitar con claridad el carácter político militar de la relación. No obstante, al 
                                                 
399 La garantía de una defensa efectiva o garantía de seguridad que obligara a los Estados Unidos en caso 
de un hipotético ataque exterior al territorio español se convierte desde entonces en uno de los objetivos a 
lograr por la diplomacia española en la negociación con los norteamericanos. 
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intensificarse un tanto la relación amistosa, debería generarse una cooperación de mayor 
equilibrio en las materias económica, técnica, cultural… entre España y los Estados 
Unidos. Perderían del mismo modo su carácter de sucedáneo de la alianza plena, por lo 
que encontrarían su ubicación más lógica en acuerdos marco separados de distintos 
sectores de cooperación.     
 
 De la misma forma, las instituciones de consulta ganarían en significado, aunque 
en caso de alianza multilateral con la OTAN, ésta proporcionaría un foro más adecuado, 
al menos para las materias militares. 
 
 En el caso de continuidad con la situación de solidaridad unilateral con la 
defensa de occidente, cabían cinco posibles diferentes modelos en el análisis de la 
embajada.  
 
 Por un lado, la continuación pura y simple del sistema del Tratado de 1976, 
supuesto en el que probablemente habría un reexamen de la ayuda por parte del Senado 
norteamericano, dado el compromiso multianual por parte de los Estados Unidos. Otra 
variante sería la prórroga del Tratado de 1976 con cambios específicos en el régimen de 
las bases, bien manteniendo el sistema actual de presencia norteamericana, bien dando 
lugar a su conversión a un nuevo tipo de facilidades, con control total de las 
instalaciones por parte española. La ayuda militar y demás campos de cooperación, así 
como sus mecanismos institucionales podrían quedar en la actual situación. Se expone 
también la posible prórroga del Tratado de 1976 con o sin modificación de las bases, 
acompañada de una intensificación del nivel de cooperación militar, a través de nuevos 
acuerdos de tecnología y armamento, incluyendo, probablemente la nuclear. 
  
 Frente a estas tres, se esboza la posible firma de un nuevo Tratado o Acuerdo 
ejecutivo referente a las bases y a la ayuda miliar, con las variantes antes señaladas. Es 
decir, la relación puramente militar en el marco de la defensa occidental y las demás 
materias de cooperación podrían ser objeto de uno o varios acuerdos separados que 
establecieran una colaboración más equilibrada, cada uno con su sistema de 
contrapartidas, deslindándose así los ámbitos de cooperación no militar del uso de las 
facilidades por parte norteamericana. Este modelo podría ser complementado con una 
serie de acuerdos de cooperación militar con otros países europeos que redujeran la 
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actual dependencia de los Estados Unidos en esta materia, diversificando los 
suministros400. Por último, un nuevo Tratado sobre cooperación militar, sin renovación 
del derecho del uso de las bases o con una drástica reducción del contenido de estas 
prerrogativas. Opción que sería concebida como forma de mantenimiento de la 
solidaridad española con la defensa de occidente, intensificando la homologación de los 
ejércitos españoles con los de los países de la OTAN. Supondría un paso más hacia la 
integración atlántica, disminuyendo, por el contrario, los riesgos actuales derivados de 
la actual inserción de España en el sistema defensivo de la OTAN. En este modelo, los 
otros campos de cooperación bilateral recibirían, en su caso, un tratamiento separado. 
 
 La tercera de las opciones barajadas en la futura relación hispano-
norteamericana, la del caso de optar por una política de no-alineación, resultaría para la 
embajada de un abandono de España a los objetivos de la defensa occidental tal y como 
se recogía en el Tratado de 1976, lo que vaciaría de contenido la lógica de la concesión 
de facilidades, aún en régimen de arriendo. Esta alternativa conllevaría la revisión de los 
presupuestos sobre los que se establecía la ayuda militar401. 
 
 A modo de conclusión, en palabras del embajador quedaban establecidos los 
siguientes aspectos, que pasaron a engrosar el espíritu y buena parte del argumentario de 
la delegación negociadora del Tratado durante 1981: 
 
- El Tratado de 1976 establece una relación insuficiente y desequilibrada entre 
España y los Estados Unidos en perjuicio de los intereses españoles. 
- España se encuentra en una situación anómala, por ser el único país de 
importancia en la estrategia norteamericana que ha cedido el uso de las bases 
sin estar cubierta por una garantía de seguridad por parte de los Estados 
Unidos. 
- La colaboración española en la defensa de occidente recibe compensación a 
través de una insuficiente ayuda militar y de unos programas de cooperación 
                                                 
400 Señala el informe que en éste como en los tres modelos anteriormente citados cabría la inclusión de 
una cláusula para la reafirmación del carácter español de las instalaciones, incluyendo una mayor 
especificación de los cometidos de los mandos españoles de las mismas como reflejo del mantenimiento 
de la soberanía española. 
401 Hay que considerar al respecto que algunos países neutrales y no alineados (Suecia, Austria o 
Yugoslavia) tenían entonces establecido un marco para canalizar las posibles adquisiciones de material o 
intercambios de información con Washington. 
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en otros campos cuya entidad no justifica la apariencia compensadora que 
adquieren en el Tratado. 
- En caso de que por razones políticas no fuera posible o conveniente acceder 
a una alianza, el equilibrio de las relaciones hispano-norteamericanas podría 
basarse en una nueva definición de la titularidad y control de las facilidades 
concedidas o bien en la elevación de la actual ayuda hasta una verdadera 
relación de cooperación. 
 
 Estos planteamientos fueron transmitidos personalmente en correspondencia del 
embajador Lladó al ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, incidiendo en lo 
expuesto en el informe de la embajada y ahondando en otras cuestiones 
complementarias en las que nos detendremos seguidamente402. En palabras del 
embajador: 
 
«Las circunstancias políticas que rodearon la negociación y la firma del Tratado 
de 1976 explican la naturaleza de éste: la incertidumbre sobre la evolución 
política española a la muerte del General Franco impuso la continuación del 
sistema anómalo vigente, es decir: bases sin alianza, con un carácter de 
transición hacia la NATO que estaba ausente de los instrumentos anteriores». 
 
  
 Sin pasar por alto el efecto estabilizador que el Tratado pudiera haber tenido en 
los primeros momentos de la transición democrática española, apunta que «el carácter 
global del Tratado como instrumento primordial de las relaciones no parece sostenible», 
al haber mezclado los temas defensivos con los civiles, creando la falsa impresión de 
que, a falta de una verdadera relación defensiva de Alianza, las prestaciones 
norteamericanas compensaban el uso de las bases403.  
 
 Centrándose en la colaboración defensiva, Lladó señala en su misiva al ministro 
su imposible caracterización como cooperación dado que la mejora de la eficacia y 
                                                 
402 Carta del Embajador de España en los Estados Unidos, D. José Lladó al Excmo. Sr. D. Marcelino 
Oreja, Ministro de Asuntos Exteriores. Washington, 18 de junio de 1980. En sus más de veinte hojas el 
embajador expone al ministro las variables que considera oportunas de cara a la modificación de la 
situación vigente de la relación hispano-norteamericano. Archivo personal de José Lladó consultado por 
el autor. 
403 Por otro lado el documento de 1976 no había sido capaz, y no podía serlo, de canalizar los múltiples 
intercambios de todo tipo que al margen del marco institucional habían seguido su propia dinámica. 
Testimonio de José Lladó al autor. 
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modernización de los Ejércitos españoles no era tomada en cuenta en los planeamientos 
y esquemas defensivos americanos. En consecuencia, la asistencia militar 
norteamericana revestía las características de una «compensación» por el uso de las 
bases que era objeto de permanente regateo. Por otra parte, las compensaciones en 
forma de donación de material militar y de instrucción y entrenamiento se consideraban 
deficientes, encajándose mal en una realidad de igualdad soberana entre ambos países. 
Respecto a la financiación de 600 millones de dólares para la compra se material 
militar, el diplomático español señala que bien «podría haberse obtenido, contando 
como cuenta con la garantía del Estado español, en medios financieros privados sin 
vincularse al suministro americano», critica letal al sistema de ayuda militar concretado 
en 1976. Desde esta óptica se trataba, por tanto, de una financiación a la exportación 
americana,  
 
 En este estado de situación, las opciones que se le presentaban a España 
quedaban condicionadas por las circunstancias políticas en que se desarrollaría la 
negociación. España ya no necesitaba del respaldo de los Estados Unidos, si bien admite 
que la relación se ha basado en una conjunción de intereses y en la solidaridad 
occidental, por lo que la finalización de la relación defensiva adquiriría un matiz 
neutralista y una apariencia inamistosa respecto a Washington que no sería bien 
entendida por Europa occidental. Excluida, de esta forma, la derivación hacia una 
actitud de no-alineación, la alternativa de entrar en la OTAN es la más acorde con las 
disposiciones del Tratado de 1976 y su interpretación por parte norteamericana. Esta 
solución acabaría con el desequilibrio e inconsistencia del esquema del Tratado actual. 
Sin embargo, sería posible continuar con la actual situación en caso de se validaran dos 
hipótesis. La primera, la entrada en la OTAN alteraría el equilibrio internacional e 
interno de una manera tan sustancial que sus inconvenientes superarían a sus ventajas, 
sobre todo si se sigue opinando que el inevitable debate interferiría en tareas más 
urgentes de la consolidación de las instituciones internas. La segunda, la vigente 
situación intermedia, de solidaridad con occidente sin pertenecer a la OTAN, ha 
conferido a la política exterior de España una diversificación y amplitud de maniobra a 
la que no seria sensato renunciar. 
 
 Sobre la utilización de las bases o facilidades, consideradas hasta ahora como la 
contraprestación española a cambio de la ayuda militar norteamericana, Lladó proponía 
 420
modificar el régimen de las bases como parte de un replanteamiento más completo de la 
relación defensiva, cuyo objetivo sería convertirla en una verdadera relación de 
cooperación en la que la parte española iría asumiendo el máximo de responsabilidades 
posibles dentro de un plan que instrumente «una calculada dinámica de sustitución y 
complementariedad»404.  
 
 Este nuevo modelo sugerido por Lladó se basaría en:  
- España asumiría mayores responsabilidades defensivas, por lo que ha de 
incrementar su esfuerzo defensivo en lugar de transferirlo. 
- La asunción de más competencias por parte española significaría que la 
ayuda norteamericana dejase de ser la contrapartida y se fundase en la mutua 
conveniencia. 
- Se precisa la definición clara de los intereses propios de la defensa de España 
y de los intereses comunes. 
- Necesidad de un análisis en profundidad, como parte del “Plan de sustitución 
y complementariedad” de las facilidades concedidas a los Estados Unidos; 
las misiones desarrolladas por las fuerzas norteamericanas; las facilidades de 
movimiento y comunicaciones de unidades norteamericanas en territorio 
español; los costes de conversión y mantenimiento de las facilidades y 
medios, para determinar el eventual traspaso a la parte española o su 
mantenimiento en su régimen actual. 
 
 Fechas más tarde, Lladó incidiría en nuevas comunicaciones al ministro Pérez-
Llorca en uno de los aspectos que consideraba importante, a tenor de la imagen que de 
España pudiera crearse en los Estados Unidos de cara a las próximas negociaciones 
hispano-norteamericanas. Se trataba de la postura que pudiera adoptar el PSOE en las 
                                                 
404 Como tuvimos ocasión de presentar en el capítulo III, la política de Ford y Carter había sido de 
reforzamiento de la OTAN tras un periodo de declive consecuencia del esfuerzo bélico de Vietnam. Así, 
en esas circunstancias de deterioro de las relaciones con Moscú, no parecía probable esperar una 
modificación de esa tendencia, manteniéndose el interés por las bases en España, insertadas desde el 
punto de vista norteamericano en el dispositivo de la Alianza Atlántica. A ello había que añadir la 
reciente doctrina Carter, comprometiendo la fuerza militar norteamericana al mantenimiento de la 
estabilidad en el Golfo Pérsico, lo que conllevaría un refuerzo del interés en las facilidades españolas u 
otro tipo de puntos de apoyo logístico, abastecimiento o almacenamiento de material. No obstante, los 
Estados Unidos estaban embarcados en una política de diversificación de sus puntos de apoyo: Egipto, 
Marruecos, Portugal… que pudieran ser alternativa o complemento a la opción española y baza de los 
Estados Unidos en las próximas negociaciones con España. 
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negociaciones, recomendando un entendimiento con los dirigentes socialistas evitando 
presentar a la opinión pública española una negociación sin un cierto grado de 
entendimiento con el principal partido de la oposición405. Lladó postulaba que de existir 
la coincidencia en algunos de los planteamientos de principio el Gobierno estaría en la 
situación de poder tener un diálogo con el PSOE previo a las negociaciones. Este 
entendimiento entre el Gobierno y el PSOE, concluía la misiva, debiera permitir un 
fortalecimiento de la postura negociadora frente a los Estados Unidos406.  
 
 
4.2. La perspectiva del Ministerio de Asuntos Exteriores 
 En el Palacio de Santa Cruz, meses antes de que Marcelino Oreja hubiera 
anunciado su deseo de iniciar las negociaciones con los Estados Unidos había 
comenzado a trabajarse sobre los presupuestos y condicionantes que la negociación del 
Tratado pudiera plantear a los representantes españoles. Los trabajos preparatorios 
corrieron a cargo del reconocido experto en esta materia, Carlos Fernández Espeso, 
complementando la labor de la embajada en Washington y conformando las tesis y 
puntos de partida en las futuras conversaciones hispano-norteamericanas. 
 
 Algunas pistas había ofrecido al respecto en embajador estadounidense en 
España, Terence Todman, en una entrevista en la prensa española. Señalaba el 
representante norteamericano que la relación hispano-norteamericana había 
evolucionado notablemente desde sus orígenes  a la situación vigente: 
 
« (…) Lo que en un principio fue esencialmente un arreglo que permitía el uso 
de ciertas instalaciones militares españolas a cambio de ayuda económica y 
militar, ha madurado para transformarse en un Tratado de relación entre 
importantes democracias occidentales que abarca la totalidad del espectro de las 
cuestiones económicas, científicas, culturales y educativas, políticas y de 
defensa. La expresión “una asociación de iguales” ha adquirido un significado 
más amplio». 
                                                 
405 Las reflexiones del embajador resultaban de una serie de artículos y manifestaciones de personalidades 
del PSOE, particularmente las recientes de Felipe González en su viaje a Nueva York y Washington así 
como las tesis expuestas por Fernando Morán en su libro Una política exterior para España. Carta del 
embajador de España en los Estados Unidos, José Lladó, al ministro de Asuntos Exteriores, José Pedro 
Pérez-Llorca. Washington, 19 de diciembre de 1980. Archivo personal del José Lladó consultado por el 
autor y recogida en el Apéndice Documental. 
406 A juicio del embajador, el ministro Pérez-Llorca no hizo todo cuanto estuvo en su mano para fijar una 
posición común con el PSOE en las negociaciones del nuevo Acuerdo hispano-norteamericano. 
Testimonio de José Lladó al autor. 
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 En relación a la posible incorporación española a la Alianza Atlántica, el 
embajador Todman manifestaba el apoyo norteamericano en caso de que España 
decidiera solicitar su ingreso, al tiempo que subrayaba la ausencia de vínculos entre la 
eventual participación española en la OTAN y la relación bilateral hispano-
norteamericana: «a España le incumbe la decisión, y no existe ningún calendario para 
ella fuera de España. Nuestras relaciones defensivas bilaterales no son incoherentes en 
ningún sentido con la pertenencia a la OTAN, pero tampoco dependen de pertenecer a 
ella»407. De esta forma, el diplomático norteamericano daba a entender las preferencias 
del Departamento de Estado norteamericano por una participación de España en la 
Alianza Atlántica, si bien consideraba la existencia de los convenios bilaterales como 
instrumento válido al servicio los intereses de seguridad de los Estados Unidos. 
 
 Ante las nuevas realidades existentes una vez que expirara el Tratado de 1976 
Fernández Espeso sometió la relación bilateral a un detenido análisis, proponiendo una 
serie de  recomendaciones408. De forma resumida, las más significativas fueron: 
 
- Evitar una visión retocada y mejorada del Tratado vigente. Frente a ello, 
convenía en hacer un repaso de las relaciones e intereses en juego 
determinando lo que mereciera ser objeto de pacto y lo que hubiera de 
rechazarse. 
- Abandonar la que por entonces comenzó a denominarse “tesis del equilibrio 
entre cestas”, en referencia a los distintos capítulos del acuerdo. En su 
enfoque, los temas de seguridad no admitían, por su naturaleza, 
compensaciones en otros ámbitos. Si la relación defensiva era deficiente, lo 
seguiría siendo por muchas compensaciones concedidas en otras partes del 
acuerdo y relativas a otros ámbitos de la relación bilateral. 
- Replantearse y determinar el peso en 1980 de tres elementos que habían 
estado implícitos en las negociaciones del Tratado de 1976: 
1. El acuerdo era un respaldo a la estabilidad política de España  
                                                 
407 Diario 16, 6 de enero de 1979. 
408 Las aportaciones de Fernández Espeso quedaron recogidas en dos extensos documentos: el citado Las 
concesiones militares de los Estados Unidos, Ministerio de Asuntos Exteriores, 1980 y en titulado 
Algunos aspectos fundamentales del Acuerdo de España con los Estados Unidos, Ministerio de Asuntos 
Exteriores, marzo de 1980, consultados por el autor gracias a la atención de Ángel Viñas con esta 
investigación. Fragmentos del segundo de estos informes del subdirector general para Asuntos de 
Seguridad están reproducidos en el Apéndice Documental. 
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2. El acuerdo era un apoyo a la política exterior española 
3. El acuerdo conlleva implícitamente una garantía de seguridad 
a España. 
 
- Abandonar la idea de obtener una plena e inequívoca garantía de seguridad 
por los Estados Unidos409. En la hipótesis de un gran conflicto, la seguridad 
de España en sus aspectos vitales no se refuerza sustancialmente en lo que 
ayuda norteamericana se refiere por tener unos pactos en comparación de lo 
que resultaría caso de no tenerlos410. 
- La ayuda norteamericana a las Fuerzas Armadas españolas suscita 
apreciaciones contrapuestas: ha influido en la mejora de nuestros sistemas de 
defensa al tiempo que ha sido objeto de reiteradas quejas e insatisfacciones. 
Al respecto había que desmontar la falsa ecuación “bases=ayuda” en base a 
dos razones: 
1. Dejaría inoperante el tradicional mecanismo norteamericano 
de condicionamiento, que induce a España a ir por delante con 
la oferta de concesiones como obligación cierta, en 
expectativa de una ayuda incierta.  
2. Desplazando el tema de la ayuda al terreno que le es propio, el 
de la cooperación para la defensa, forzaría a ambas partes a 
configurar un auténtico sistema de cooperación defensiva, en 
función de una concepción común, en vez de mantener una 
semicooperación subvertida que justifique la falsa ecuación 
“bases=ayuda”.  
 
- Asumir que parte de las facilidades concedidas a los norteamericanos no 
servían para lograr una mayor seguridad de occidente y de España sino que 
eran resultado de intereses de las Fuerzas Armadas norteamericanas. 
Además, la concesión de facilidades ha de ser excepcional y transitoria. Es 
momento de que España recuperar esas concesiones que merman su 
soberanía y asuma aquellas que no queden dentro de unos estricta y 
                                                 
409 Esta recomendación queda esclarecida cuando señala que «la época de las garantía de ayuda precisas y 
completas terminó con la bomba atómica» de forma que «hoy no se dan ni se piden garantías absolutas». 
410 En este punto el análisis de Fernández Espeso es clarividente, superando el enfoque más limitado de la 
embajada en Washington y anticipándose al ensimismamiento de los negociadores españoles al respecto. 
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detalladamente definidos intereses defensivos norteamericanos, dentro de 
una auténtica cooperación defensiva entre ambos países. 
 
 De forma más amplia, Fernández Espeso apuntaba al centro de la cuestión al 
sostener que «todo este planteamiento requiere que por parte española se haga el 
esfuerzo de definir su postura de seguridad». Se llega así al tema fundamental: se 
requería una decisión sobre la OTAN, configurando plenamente la política exterior 
española y para poder construir, igualmente, un sistema de defensa nacional. Una toma 
de decisión aplazada durante toda la etapa presidencial de Adolfo Suárez, y que, según 
el relato de Pérez-Llorca, el presidente concretaría en sus últimos meses de gobierno, lo 
que propició la puesta en marcha de los pertinentes mecanismos diplomáticos para su 
consecución. 
 
 Desde tiempo antes de llegar a ocupar la cartera de Asuntos Exteriores, Pérez-
Llorca reconoce tener conciencia de que la posible adhesión a la Alianza reubicaba a 
España en el escenario internacional en el que entendía era el escenario natural de los 
países democráticos europeos. Días después de tomar cargo como máximo responsable 
de la diplomacia española, aprovecharía el viaje a las Naciones Unidas con motivo de la 
XXXV Asamblea General para realizar una serie de encuentros con ministros de 
Asuntos Exteriores de países miembros de la OTAN. Habiéndolos sondeado sobre un 
posible acceso de España a la Organización, el ministro retornó a Madrid con el 
convencimiento de la adhesión española situaba la negociación de los acuerdos con los 
Estados Unidos en una nueva perspectiva: 
 
 « (…) en el contexto de una alianza entre países democráticos, europeizando la 
 relación restándole significación política y adquiriendo dimensión estratégica, 
 todo lo que queríamos… Después del viaje a las Naciones Unidas y tras ver 
 cómo estaban las cosas, de ser un partidario de la entrada rápida en la Alianza, 
 me convertí en un ardiente partidario. Porque para mí eso resolvía todos los 
 problemas. La clave de todo estaba en la decisión OTAN». 
 
 
 En conversación con el autor, Pérez-Llorca relata cómo la inmediatamente 
posterior a su nombramiento como jefe de la diplomacia es una etapa de estrecha 
relación con el presidente del Gobierno, con el que mantenía unos excepcionalmente 
largos y profundos despachos. La operación de “los críticos” dentro de UCD había 
motivado entonces en Suárez serias dudas sobre su continuidad en sus responsabilidades 
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políticas. En palabras del ministro, «ya no se veía como ese presidente que ha podido 
con todo, se ve en un momento, en el partido y en el grupo parlamentario en el que las 
cosas no van bien». 
 
 Avanzado el año 1980, presidente y ministro convienen en la necesidad de 
definirse en relación al Tratado del Atlántico Norte, de manera de poder enmarcar en el 
contexto atlántico las negociaciones para la renovación de los convenios hispano-
norteamericanos411. La actividad del ministro durante los meses que precedieron a la 
dimisión de Adolfo Suárez estuvieron protagonizados por la preparación de la decisión 
atlántica, siguiendo el encargo del presidente de tenerlo «todo preparado», dando noticia 
de todo ello al entonces vicepresidente del Gobierno, Leopoldo Calvo-Sotelo, quien le 
animaba en la empresa. De esta forma, llegado el mes de diciembre de 1980,  
 
 « (…) las perspectivas de nuestra posible accesión a la Alianza se vislumbraban 
 ya claras. Tendríamos el apoyo de los grandes, sin reservas en el caso de Estados 
 Unidos y Gran Bretaña, con entusiasmo en el de Alemania, pasivo en el de 
 Francia y expectante y receloso en el de Italia. Luego había un grupo minoritario 
 de países que no planteaban problemas (…). Por último, había dos países con 
 dificultades específicas que habría que sortear en su día: Países Bajos y Portugal. 
 A ellos se añadiría Grecia, pero por entonces Papandreu solo se cernía sobre el 
 horizonte. Por otra parte, la decisión ya anunciada de la Administración 
 americana, que había de tomar posición en enero, sobre el despliegue de los 
 misiles de alcance intermedio, en nada nos afectaba pero podía complicar 
 considerablemente la atmósfera del debate. La posición de la Unión Soviética no 
 parecía que fuera a pasar de un fuerte verbalismo retórico. Otra cosa era el 
 escenario interior, complicado como se había previsto»412.  
 
 
 Por su parte, el embajador Lladó cursaba una nueva carta-informe al ministro de 
Asuntos Exteriores en la que le ponía al corriente de los análisis que la administración 
exterior española venía haciendo con vistas a preparar la negociación con los Estados 
                                                 
411 En opinión de Pérez-Llorca la puesta en marcha del tema OTAN resolvía a ojos de Suárez muchos 
temas de indefinición política interna. La esperada llegada de la Administración republicana a los Estados 
Unidos y la consiguiente dificultad de mantener la indefinición respecto a la Alianza tampoco pasaban 
totalmente desapercibidos en el diagnóstico del presidente, preocupado sobremanera por la evolución del 
movimiento de los críticos en UCD. Suárez entendía que con un cambio en la posición internacional de 
España, cambio que hacía extensible al partido, iniciando los trámites para el acceso en la OTAN y dando 
entrada a UCD en la Internacional Democristiana, los problemas del partido, que venían del sector 
democristiano, cada vez más distanciado de un Suárez al que acusaban de excesivo izquierdismo, en 
cierta manera se disiparían. Testimonio de José Pedro Pérez-Llorca al autor. 
412 PÉREZ-LLORCA, J.P.: «La política exterior en los últimos años de gobierno de UCD», en VVAA: 
Veinticinco años de reinado de S.M. Don Juan Carlos I, Madrid, Real Academia de la Historia y Espasa 
Calpe, 2002, pp. 192 y 193. El relato aquí recogido de Pérez-Llorca y su percepción de la política de 
seguridad de estos meses finales de 1980 está basado en este texto y en el testimonio del protagonista al 
autor. 
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Unidos413. El ministro retomaba el asunto en la reunión del Consejo hispano-
norteamericano de 18 de noviembre, poniendo sobre la mesa la necesidad de replantear 
la relación bilateral y de orientarla hacia unos términos más equilibrados y profundos, al 
tiempo que achacó a la diplomacia norteamericana el retraso en el inicio de las 
negociaciones. Por su parte, los estadounidenses se mostraron partidarios de iniciar las 
negociaciones de inmediato, a pesar de la inminente celebración de elecciones 
presidenciales en los Estados Unidos414.  
 
 El inicio de las negociaciones hispano-norteamericanas estaba próximo a 
comenzar, mientras que la consecución de debate para la eventual entrada de España en 
la Alianza habría de quedar postergado a consecuencia de un nuevo crucial 
acontecimiento de la transición: el intento de golpe de Estado del 23-F. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
413 Carta del Embajador de España en los Estados Unidos, D. José Lladó al Excmo. Sr. D. José Pedro 
Pérez-Llorca, Ministro de Asuntos Exteriores. Washington, 17 de octubre de 1980. Archivo personal de 
José Lladó consultado por el autor. 
414 MARQUINA, A.: España en la política… pp. 915 y 916. 
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IX- La definición de la política de seguridad, 1981-1982 
 El relevo en La Moncloa vino a significar el final de la etapa de titubeos y 
vacilaciones en la política de seguridad española que había caracterizado la etapa de 
gobierno de Adolfo Suárez. Leopoldo Calvo-Sotelo tomó la determinación de proceder 
con los trámites oportunos para incorporar a España a la Alianza Atlántica, aun a 
sabiendas de que esta decisión conllevaría la oposición de socialistas y comunistas, 
quienes se oponían al ingreso desde los primeros compases de la transición. 
 
 Efectivamente fue en el plano doméstico donde el proyecto de adhesión encontró 
sus mayores detractores y donde los responsables gubernamentales hallaron mayores 
dificultades. En el exterior, ni los países miembros perturbaron el desarrollo del 
proceso, ni los expresamente opuestos al ingreso de España en la Alianza –el bloque 
soviético- fueron más allá de formales comunicaciones de rechazo a la adhesión. 
 
 El debate sobre el ingreso de España en la OTAN fue fundamentalmente un 
debate político, en el que se estaban sentando las bases del nuevo Estado democrático 
en la sociedad internacional tras la dictadura franquista. No fue, a pesar de buena parte 
de la apariencia que la clase política quisiera endosarle, un debate sobre la seguridad de 
España en el escenario internacional, al primar el objetivo político de pertenecer a la 
Alianza por encima de cualquier otra significación. Así, superado el estado de alarma 
resultante del 23-F se activó la maquinaria institucional para la adhesión al Tratado del 
Atlántico Norte, iniciándose entonces una fuerte campaña de oposición por parte de los 
partidos de izquierda. 
 
 El PSOE convirtió el rechazo a la integración en uno de sus principales 
argumentos para debilitar a la frágil UCD de cara a las próximas elecciones generales. 
La cuestión era, ante todo, una batalla de política interior camuflada en argumentos 
sobre política de seguridad. De ahí que en tema de la OTAN, Felipe González atesorara 
buena parte de su proyección social como alternativa de gobierno a Calvo-Sotelo. 
 
 De forma paralela al debate político, el análisis de la problemática atlántica dio 
lugar a una operación de información pública por parte de los representantes de cada 
una de las posiciones. Sin embargo, los discursos elaborados antepusieron las opciones 
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respecto a la OTAN establecidas a priori por encima de otros argumentos, ocultando a 
la opinión pública todo aquello que pudiera ir en contra de su postura respecto a la 
Alianza Atlántica.     
 
 Igualmente, esta etapa corresponde a las conversaciones para la renovación de 
los convenios hispano-norteamericanos, cuya vigencia expiraba en 1981, por lo que el 
otro gran episodio de la definición de la política de seguridad entra igualmente en 
escena. El de la participación en la OTAN y la renovación de los acuerdos con los 
Estados Unidos no eran temas que hubieran de abordarse necesariamente en conjunto. 
No obstante, el calendario determinó que se solventaran ambos en la misma etapa, 
condicionándose, como veremos, uno respecto a otro. 
 
 
 
1. La concreción de la política de seguridad española 
 Fueron factores de orden interno los que propiciaron el abandono de Adolfo 
Suárez al frente del Gobierno y de su partido. La colateralidad de la política exterior, 
tónica general en el periodo estudiado, no es, en este punto, una excepción. Suárez se 
desvinculó de sus responsabilidades por un cúmulo de acontecimientos que aconsejaron 
su retirada. Circunstancias entre las que indudablemente no se halla la política de 
seguridad.  
 
 Durante su etapa como presidente hemos apreciado cómo el proyecto de política 
exterior para España quedó sin definir en temas como en que nos ocupa, siempre en un 
segundo término frente a las negociaciones con la CE. Su sucesor, lejos de mantener 
esta línea de ambigüedad en la política de seguridad, puso sobre la mesa desde un 
principio la conveniencia de que España se encontrara entre los países aliados en el seno 
de la OTAN, anunciando la intención de materializar dicha opción desde el momento 
mismo de su investidura. Las dudas sembradas por Suárez al respecto se tornaban en 
concreciones. 
 
 No fueron pocas las vicisitudes que el nuevo presidente del Gobierno hubo de 
sortear para concretar su agenda política. En primer lugar, el reconocimiento de su 
crédito en el seno de UCD y el apoyo de su grupo parlamentario, entidades ambas que 
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fueron desgranándose a lo largo de su mandato. Igualmente, la superación y 
clarificación de la trama golpista del 23 de febrero; la legítima y sólida oposición por 
parte de los partidos de izquierda, en la que un PSOE en alza encontró en la trama 
atlántica un eficaz y fructífero elemento de desgaste del Gobierno, ya de por sí muy 
erosionado y desconfigurado, sin olvidar los procedimientos institucionales, jurídicos y 
diplomáticos necesarios en la tramitación de una decisión de esta índole. 
 
 Veremos a continuación los pasos fundamentales recorridos por España en su 
camino a la Alianza Atlántica para detenernos con posterioridad en aquellos otros 
factores y actores de incuestionable incidencia en la configuración de la política de 
seguridad en el tramo final de la transición. 
 
 
1.1. El relevo en la presidencia del Gobierno  
 El año 1981 comenzaba con la irrevocable dimisión de Adolfo Suárez como jefe 
del Gobierno y su intención de abandonar, igualmente, la presidencia de UCD415. Esta 
decisión iba a suponer un punto de ruptura fundamental en la evolución del partido, por 
cuanto Suárez había conseguido mantener cohesionadas las diferentes facciones 
ideológicas existentes en UCD a pesar de las crecientes dificultades que conoció la 
formación centrista. Su abandono conllevó un aumento de la polarización de distintas 
posiciones existentes en el partido hasta su práctica descomposición y debacle electoral 
en las elecciones de octubre de 1982416. 
 
 La renuncia de Adolfo Suárez se produjo en un momento especialmente delicado 
en el devenir de UCD, por cuanto la celebración del II Congreso Nacional del partido 
estaba prevista para escasas horas más tarde de conocerse la noticia de su dimisión. 
Finalmente, el Congreso se aplazó, celebrándose entre el 6 y 8 de febrero, con temas tan 
                                                 
415 La decisión fue hecha pública el 29 de enero, previa comunicación a los barones del partido y a Su 
Majestad el Rey. Días antes de hacerse público el abandono de Suárez, el Comité Ejecutivo de UCD 
votaba a Calvo-Sotelo como posible sucesor en la presidencia del Gobierno Véase PREGO, V.: 
Presidentes…, pp. 105 y ss. Sobre la retirada de Suárez de la escena política véase, igualmente: MELIÁ, 
J.: Así cayó Adolfo Suárez, Barcelona, Planeta, 1981 y ABELLÁ, C.: Adolfo Suárez, Madrid, Espasa 
Calpe, 1987, pp. 463 y ss. 
416 En ilustrativas palabras de su sucesor, Suárez «era el clavillo del abanico que mantuvo frágilmente 
juntas las varillas –familias- de UCD; y no parecía razonable que se intentara arreglar el abanico roto 
prescindiendo, justamente, del clavillo que le daba su única consistencia». CALVO-SOTELO, L.: 
Memoria…, p. 32 
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importantes por dilucidar en el mismo como la elección de sus nuevos dirigentes o la 
definición del modelo y los cuadros del partido. El sector crítico estuvo encabezado por 
Landelino Lavilla quien perdió en la votación frente al candidato oficialista, el ministro 
de Defensa, Agustín Rodríguez Sahagún, convertido desde entonces en el nuevo 
presidente del partido. El II Congreso de UCD ratificó, del mismo modo, la candidatura 
de Calvo-Sotelo a la presidencia del Gobierno417.  
 
 La lucha entre los sectores crítico y oficialista también trascendió en temas 
menores, como la política exterior. Los primeros estuvieron representados en la 
comisión de Asuntos Exteriores del congreso por Joaquín Muñoz Peirats y por Joaquín 
García-Romanillos, mientras que entre los oficialistas comparecieron José Pedro Pérez-
Llorca, Gabriel Cañadas y Javier Rupérez. En este grupo de trabajo afloraron sensibles 
diferencias en a la posición del partido respecto a la relación con Israel, con los críticos 
partidarios del reconocimiento del Estado israelita y los oficialistas opuestos a ello418.  
 
 Fue ésta la única discrepancia que en materia internacional cabe señalar en el 
cónclave ucedista, sin que hubiera debate alguno sobre la conveniencia o 
inconveniencia de la posible participación española en el Tratado del Atlántico Norte419. 
La resolución aprobada subrayó la continuidad con los planteamientos en materia de 
seguridad existentes en el partido hasta entonces. Tras expresar la voluntad de 
desarrollar para España una política exterior marcada por la triple prioridad europea, 
democrática y occidental, la resolución reafirmaba lo apuntado en el primer congreso de 
UCD, de octubre de 1978, incluso reproduciendo íntegramente el texto entonces 
aprobado: 
 
«UCD se declara partidaria de la entrada de España en la OTAN en la forma y 
de acuerdo con las modalidades que resulten más favorables a nuestros intereses. 
UCD, que propugna como línea básica de su política exterior la plena 
                                                 
417 Sobre las vicisitudes de este II Congreso de UCD, véanse HUNEEUS, C.: La Unión de Centro…, pp. 
325-332; ALONSO-CASTRILLO, S.: La apuesta del centro… y HERRERO DE MIÑÓN, M.: 
Memorias…, pp. 236-239. 
418 Todos ellos con la conciencia de estar participando en un debate marginal respecto a la situación 
general en UCD. Testimonios de Javier Rupérez y de Joaquín García-Romanillos al autor. 
419 Todos los testimonios de los miembros de la Ejecutiva de UCD recabados por el autor coinciden en 
señalar que el de la OTAN nunca fue un tema objeto de discrepancia reseñable en el seno del partido, sin 
que las opiniones dentro del mismo condicionaran nunca las decisiones ni de Suárez ni de Calvo-Sotelo al 
respecto. 
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integración de España en todas las estructuras del mundo occidental, no estima 
consecuente ni deseable realizar opciones selectivas en ese terreno». 
 
 Así mismo, se apuntaba la oportunidad de no fijar con rigidez fecha alguna para 
dar el paso hacia la Alianza, que habría de incluirse en el contexto de lo que se definía 
como «aproximación global de España a las estructuras occidentales, en todos y cada 
uno de sus aspectos». Sobre el procedimiento de la adhesión, la resolución señaló la 
conveniencia de que fuera planteada y resuelta en las Cortes Generales en función de las 
prioridades políticas establecidas por el Gobierno. Nada nuevo respecto a lo anterior. 
Igualmente, se refería a las relaciones bilaterales con los Estados Unidos, recordando 
que 1981 era el año en que habían de renegociarse los convenios firmados en 1976. En 
este sentido, UCD se mostraba partidaria del mantenimiento de estos acuerdos, si bien 
apoyaba un replanteamiento profundo de los mismos a la luz de los cambios políticos 
acaecidos en España desde su última suscripción, superándose la visión mercantilista 
del arriendo de las bases españolas y enmarcándolos dentro del contexto atlántico420. 
 
 La posición de Calvo-Sotelo respecto a la OTAN sería expuesta en el Congreso 
de los Diputados, en su discurso de investidura de 18 de febrero:  
 
« (…) el gobierno que aspiro a presidir reafirma su vocación atlántica, 
expresamente manifestada por la Unión de Centro Democrático, y se dispone a 
iniciar consultas con los grupos parlamentarios a fin de articular una mayoría, 
escoger el momento y definir las condiciones y modalidades en que España 
estaría dispuesta a participar en la Alianza (…) La decisión de marcar hacia la 
accesión a la Alianza Atlántica responde a una coherencia con nuestra 
concepción general de la política española, pero ante todo a una necesidad 
defensiva y de seguridad»421. 
       
 Tras presentar su programa de Gobierno, Calvo-Sotelo obtuvo 169 votos a favor 
y 158 en contra de su investidura, cifra insuficiente por siete votos para lograr la 
mayoría absoluta de la Cámara y, por tanto, su nombramiento como presidente del 
                                                 
420 Véase: «Resolución sobre Política Exterior», en UCD (ed.): II Congreso Nacional de UCD, Palma de 
Mallorca, 1981, pp. 18 y ss. Para quien actuara de presidente del Congreso ucedista y protagonizara los 
mecanismos políticos, diplomáticos e institucionales de la adhesión española a la OTAN, con la 
aprobación de esta resolución, el Gobierno obtenía el visto bueno del partido para llevar a cabo las 
negociaciones de integración en la Alianza. Testimonio de José Pedro Pérez-Llorca al autor.  
421 «Discurso de investidura. Referencias a la política exterior, de 18 de febrero de 1981», en ARENAL, 
C. del y ALDECOA, F. (eds.): España y la OTAN…, p. 227. La redacción de este párrafo correspondió a 
la pluma del propio Calvo-Sotelo, asesorado al respecto por Juan Durán-Loriga, Carlos Fernández Espeso 
y Javier Rupérez. Véase GÓMEZ-SANTOS, M.: Conversaciones con Leopoldo Calvo-Sotelo, Barcelona, 
Planeta, 1982, p. 189 y RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, p. 144 y DURÁN-LORIGA, J.: 
Memorias…, pp. 255 y 256. 
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Gobierno. Siguiendo el procedimiento parlamentario, días más tarde se convocó un 
nuevo pleno para votar por segunda vez la candidatura presidencial de UCD. Fue 
entonces cuando se produjo el intento de golpe de Estado, acontecimiento que vendría a 
marcar los sucesivos meses de gobierno de Calvo-Sotelo. En este sentido, la 
delimitación de la trama y sus responsabilidades, las investigaciones y el juicio que 
siguió al 23-F acapararon buena parte de la atención política, periodística y popular 
hasta la sentencia de junio de 1982422.  
 
 La retirada de Adolfo Suárez de la escena política agudizó la consolidación de 
las posiciones atlantistas existentes entre los altos cargos de Asuntos Exteriores. 
Leopoldo Calvo-Sotelo, atlantista convencido, mantuvo al frente del ministerio a Pérez-
Llorca indudable partidario de posiciones atlantistas. La llegada de Alberto Oliart al 
Ministerio de Defensa en sustitución de Rodríguez Sahagún, quien quedó fuera del 
Ejecutivo por la magnitud de la tarea que suponía la presidencia del partido, mantenía, 
igualmente, la línea favorable a la Alianza Atlántica reconocida por su antecesor.  
 
 Del mismo modo, en virtud de la unidad de las fuerzas democráticas resultante 
del intento de golpe de Estado, los primeros meses de gestión del Gobierno de Calvo-
Sotelo estuvieron caracterizados por un considerable grado de consultas y acuerdos 
entre el Gobierno y los principales grupos de la oposición, así como por un generalizado 
espíritu de entendimiento político hasta que la clase política hubo tenido la convicción 
de que no había indicios que hicieran sospechar nuevos intentos golpistas423. De este 
modo, en principio, el PSOE combinó una labor de oposición que en ocasiones alcanzó 
tonos muy duros, con actitudes de consenso en las materias que así lo requirieron, sin 
que las enquistadas posturas en relación a la Alianza abrieran resquicio alguno para el 
encuentro en la materia424.  
 
                                                 
422 Sobre el 23-F existen numerosos trabajos. Véanse, entre los más reconocidos, URBANO, P.: Con la 
venia… yo indagué el 23, Barcelona, Arcos Vergara, 1982; PRIETO, J. y BARBERÍA, J.L.: El enigma 
del elefante. La conspiración del 23-F, Madrid, El País-Aguilar, 1991; FERNÁNDEZ LÓPEZ, J.: El rey 
y otros militares. Los militares en el cambio de régimen político en España (1969-1982), Madrid, Trotta, 
1998, pp. 164-186 y PLATÓN, M.: Hablan los militares…, pp. 565-640. 
423 La aprobación de la Ley de Defensa de la Democracia, a principios de abril de 1981 atestigua esta 
unión del abanico político en defensa de la Constitución y las instituciones democráticas que 
caracterizaron los meses posteriores a la intentona golpista. Calvo-Sotelo sitúa el final de esta fase en 
mayo, con el estallido del síndrome tóxico del aceite de colza. CALVO-SOTELO, L.: Memoria…, p. 52. 
424 Así lo atestiguan dos importantes personalidades del socialismo en este periodo. GUERRA, A.: 
Cuando el tiempo…, p. 320 y ALMUNIA, J.: Memorias Políticas, Madrid, Aguilar, 2001, p. 121. 
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 La tentativa involucionista redefinió a partir de entonces la cuestión atlántica, 
dándole una nueva dimensión, e incorporando los partidarios de la adhesión nuevos 
argumentos a favor del ingreso. El potencial papel democratizador que cabía atribuirle a 
la Alianza Atlántica sobre las Fuerzas Armadas de un Estado miembro pasó a 
convertirse en nuevo elemento de consideración en la eventual participación española 
en la OTAN. Así mismo, por la magnitud del acontecimiento, el 23-F retrasó los 
iniciales planes de Calvo-Sotelo, al posponerse y condicionarse en gran medida todas 
las cuestiones pendientes de la agenda política al establecimiento de la normalidad 
política e institucional alterada con la intentona golpista425. Superados los momentos de 
incertidumbre política, los principales temas que habrían de fijar la gestión de Calvo-
Sotelo serían, además de las repercusiones del intento de golpe de Estado, la 
culminación del desarrollo autonómico, la ley del divorcio y un nuevo pacto con los 
agentes sociales, además de afrontar la crisis causada por el síndrome tóxico del aceite 
de colza. En política exterior, la incorporación a la OTAN y las negociaciones de 
adhesión a la CE acaparaban los planes gubernamentales. Todo ello con el telón de 
fondo de una intensa actividad terrorista y la progresiva descomposición del partido 
centrista y su grupo parlamentario como elementos definitorios de la política interior426.  
 
 El año 1981, en que España renegociaría los Acuerdos hispano-norteamericanos 
e iniciaría los trámites para su adhesión al Tratado del Atlántico Norte, coincidió, así 
mismo, con la llegada de Ronald Reagan a la Casa Blanca. Algunos autores atribuyen a 
la elección del político republicano un efecto en la política de seguridad seguida desde 
Madrid, vinculando «de forma decisiva» la opción atlántica de Calvo-Sotelo con el 
acceso de Reagan a la presidencia de los Estados Unidos427. En ningún caso parece 
factible aceptar esta conclusión. Más allá de que diferentes protagonistas hayan negado 
tales vínculos, existen motivos evidentes para pensar que la decisión de incorporar 
España a la OTAN estaba suficientemente madura en los altos niveles administrativos 
                                                 
425 Testimonio de Leopoldo Calvo-Sotelo al autor. Diferentes estudios, además de señalar el 23-F como la 
causa principal del retraso del debate parlamentario sobre la OTAN señalan también la celebración de las 
sesiones de la CSCE en Madrid como factor que pospuso su tramitación. Véase, a modo de ejemplo, 
MARQUINA, A.: España en la política…, p. 908. 
426 Una síntesis del gobierno de Calvo-Sotelo en POWELL, CH.: España en democracia…, pp. 299-329. 
427 Es el caso de ARENAL, C. del: «La posición exterior de España», en COTARELO, R.: Transición 
política y consolidación democrática. España (1975-1986), Madrid, CIS, 1989, p. 400. 
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del Ministerio de Asuntos Exteriores y en el ideario de política exterior de Calvo-Sotelo 
desde mucho tiempo antes de la elección presidencial de Reagan428. 
 
 Aún viendo con buenos ojos la entrada española en la Alianza, el interés 
norteamericano se centraba en garantizar el uso de facilidades e instalaciones en España 
para sus Fuerzas Armadas, tal y como venía sucediendo en el marco de la relación 
bilateral rubricada en 1976. En abril de 1981, el nuevo secretario de Estado 
norteamericano visitaba España. Tras entrevistarse con diferentes autoridades españolas, 
Haig se expresó a favor de una negociación de los Acuerdos hispano-norteamericanos 
que diera como resultado un texto totalmente nuevo, al tiempo que tuvo palabras para 
señalar el deseo de un próximo ingreso español tanto en la CE como en la OTAN. No 
obstante, como le clarificara al presidente del Gobierno, el interés y principal 
preocupación de los Estados Unidos se centraba en la renovación del acuerdo sobre las 
bases recogido en la relación bilateral429. 
 
 Meses más tarde, en octubre, se concretó la segunda visita oficial de los reyes a 
los Estados Unidos, viaje que había sido aplazado en febrero por la dimisión de Suárez 
y los preocupantes posteriores acontecimientos acaecidos en España. Testigos 
presenciales de la entrevista mantenida entre Juan Carlos I y Ronald Reagan señalan el 
hecho de que el Rey no ocultó durante la reunión su opinión favorable al ingreso de 
España en la OTAN, considerándolo clave tanto para la incorporación al entramado 
europeo como para alejar conspiraciones golpistas en España430. 
                                                 
428 Los testimonios de Terence Todman, Nuño Aguirre de Cárcer, José Lladó, Leopoldo Calvo-Sotelo y 
de Fernando Morán al autor se muestran inequívocamente contrarios a esta hipótesis. 
429 Testimonio de Leopoldo Calvo-Sotelo al autor. En este sentido, Haig se entrevistó con el Rey, 
Leopoldo Calvo-Sotelo, Felipe González y José Pedro Pérez-Llorca. Véase El País, 10 de abril de 1981. 
Un estudio más detallado del secretario de Estado norteamericano fue publicado Cambio 16, número 489, 
de 13 de abril de 1981. Frente a esta interpretación, Jonathan Story sostiene que Reagan hubiera preferido 
que la entrada en la OTAN y la negociación de los acuerdos se negociaran conjuntamente. STORY, J.: 
«Redefinición de las relaciones exteriores de España: 1975-89», en GUILLESPIE, R., RODRIGO, F. y 
STORY, J. (eds.): Las relaciones exteriores de la España democrática, Madrid, Alianza, 1995, p. 62. 
430 Testimonio de Jorge del Pino al autor. Este suceso ha sido igualmente documentado por VIÑAS, A.: 
En las garras…, p. 463 y por PRESTON, P.: Juan Carlos. El Rey de un pueblo, Barcelona, Plaza&Janés, 
2003, p. 542. En España se generó una polémica al respecto al hacer pública la Casa Blanca una 
declaración que expresaba este interés personal del Monarca porque España se incorporara a la Alianza 
Atlántica, lo que se interpretó como una declarada toma de posición en el proceso político de las 
negociaciones hispano-norteamericanas. Pérez-Llorca hubo de hacer una declaración pública horas más 
tarde aclarando que el Monarca había insistido en todo momento en que él no hacía sino transmitir la 
opinión de su gobierno y que la entrada de España en la OTAN dependía, exclusivamente, del resultado 
del debate que entonces de estaba celebrando en las Cortes españolas. La prensa española, con especial 
cuidado en no parecer crítica con el Rey responsabilizó a la administración estadounidense de la 
 435
 Sin menoscabar la importancia que cabe atribuirle a esta explícita declaración 
del jefe del Estado a favor de la participación española en el Tratado del Atlántico 
Norte, el Monarca apunta otro de los elementos a tener en consideración en el desarrollo 
de la política de seguridad en la transición y que no es otro que la relación que cabe 
atribuirle a la integración en la Alianza Atlántica con el avance de las negociaciones 
españolas en las Comunidades Europeas. 
 
 Siendo la participación en la CE el objetivo prioritario de la diplomacia desde la 
muerte de Franco hasta su integración en 1986, entre los responsables de la política 
exterior española durante esta etapa final de la transición se reconoce el efecto positivo 
que la participación de España en la Alianza Atlántica tendría sobre el desenlace de la 
política en las instituciones europeas. No se trata, evidentemente, de que existan 
vínculos jurídicos por la participación de un Estado en la organización de defensa 
occidental a la hora de acelerar su adhesión a las CE. En absoluto. Muestra de ello lo 
constituyen aquellos países que, como Irlanda, pertenecían a la CE sin estar en la 
OTAN. La relación es más política, de concepción general de la política exterior estatal, 
vínculo sobre el que cabe interpretar las palabras de Juan Carlos I en Washington. 
 
 En las cancillerías europeas a comienzos de los años ochenta, la opción de 
valorar la posible incorporación española a la CE sin que se concretara igualmente la 
participación en la Alianza, no era un mapa ni previsible ni en muchos casos concebible, 
sin que de esta lectura pueda extraerse posición oficial alguna por parte de ningún 
país431.  
 
 Años más tarde, durante el Gobierno de Felipe González, el vínculo establecido 
entre OTAN y CE en su relación personal con Helmut Kohl ha sido puesto igualmente 
de manifiesto por diferentes analistas y protagonistas de la política exterior socialista, si 
bien el presidente del Gobierno negaría siempre esa eventual vinculación432. El ministro 
                                                                                                                                               
lamentable confusión, así como también cargó sus tintas sobre el gobierno español por su tardanza en 
reaccionar. Véase El País, 14 y 16 de octubre de 1981 y La Vanguardia, 15 y 16 de octubre de 1981. 
431 Como tuvimos ocasión de verificar con anterioridad en este trabajo, las palabras del embajador de 
España en Bruselas, sede de ambos entramados supranacionales, en este periodo es especialmente claro al 
respecto. Testimonio de Nuño Aguirre de Cárcer al autor. 
432 Entre otros, RODRIGO, F.: «La inserción de España en la política de seguridad occidental», en 
GUILLESPIE, R., RODRIGO, F. y STORY, J. (eds.): Las relaciones exteriores…, pp. 96 y ss. El 
vicepresidente del Gobierno a partir de 1982 señala que los países europeos más fuertes «repetían en 
privado y casi lo declaraban públicamente que ingresar en el club europeo sin aceptar la parte de 
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de Defensa del primer Gobierno de Felipe González, no obstante, va a proporcionarnos 
una perspectiva que contradice, en buena medida, el criterio del presidente. Afirma 
Narcís Serra que «Felipe González siempre supo que no habría plena integración en 
Europa sin estar integrados en la Alianza Atlántica. Ése era un requisito, una condición 
para la entrada plena de España en la Comunidad Europea», si bien añade que a la altura 
de 1982, tras la victoria electoral, «hubiera sido un error que él hiciera pública, en ese 
momento, su reflexión respecto al tema de la OTAN»433. Un vínculo no escrito que la 
propia evolución de los acontecimientos a lo largo de la primera legislatura de gobierno 
de Felipe González demostraría ser más real de lo que apuntan sus testimonios.   
 
 Este sería uno de los tantos argumentos que desde UCD se lanzaron en la 
búsqueda de apoyos a la decisión gubernamental de iniciar la solicitud de acceso al 
Tratado del Atlántico Norte434. Como veremos seguidamente, a partir del verano se 
desató la batalla mediática entre los partidarios y los detractores de la adhesión a la 
OTAN en un intento por ganarse el respaldo de la sociedad a través de diferentes 
manifestaciones, actividades e iniciativas públicas y publicitarias. En los meses de 
octubre y noviembre la cuestión fue debatida en las Cortes, donde el Gobierno obtuvo la 
mayoría necesaria para tramitar la solicitud de España al Tratado del Atlántico Norte y 
proceder a la incorporación formal de España en la Alianza Atlántica.  
 
   
1.2. La adhesión de España al Tratado del Atlántico Norte 
 Antes de que se iniciara en el Parlamento, el debate sobre la entrada o no entrada 
en la OTAN había llegado a la calle. La campaña llevada a cabo por parte del Gobierno 
a favor de la sensibilización social con vistas a recabar el apoyo popular para la 
adhesión llegó con retraso respecto a la iniciada por los sectores contrarios al ingreso. 
Al mismo tiempo, la estrategia gubernamental estuvo inspirada de forma soterrada por 
los apoyos y la logística de UCD, tal y como relata Javier Rupérez. De esta forma, 
                                                                                                                                               
responsabilidad en la defensa seria algo imposible», en GUERRA, A.: Cuando el tiempo…, p. 325. Sobre 
la opinión de Felipe González al respecto, véase su propio testimonio en IGLESIAS, M.A.: La memoria 
recuperada…, p. 848 
433 Las palabras de Serra en IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, p. 697. 
434 Quien desde el partido y el gobierno recurriera a este razonamiento con mayor determinación fue José 
Pedro Pérez-Llorca, tal y como sostuvo en las Cortes en el debate sobre la integración en la Alianza y 
rememoraría años más tarde. Véase, PÉREZ-LLORCA, J.P.: «De cómo y porqué entramos en la Alianza 
Atlántica», Ideas para la democracia, núm. 1, 1984, p. 314. 
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partido y Gobierno se solaparon en la puesta en marcha de unas actividades a favor de la 
adhesión que nunca levantaron las mínimas expectativas esperadas por sus dirigentes435. 
    
 Ante las actitudes de partidarios y detractores del ingreso, pronto se entendió en 
la sociedad española que el desenlace sobre el Tratado de Washington carecería de 
convergencia de criterio entre las principales fuerzas políticas. A nadie le sorprendió. La 
exposición de argumentos fue la escenificación de posiciones anteriormente definidas 
por unos y otros. El Gobierno, su partido y Coalición Democrática partidarios del 
ingreso. PSOE y PCE opuestos a ello, significando aquellos con mayor 
representatividad política. 
 
 El Gobierno entendió oportuno iniciar las gestiones necesarias para tramitar ante 
las Cortes la solicitud de adhesión al Tratado del Atlántico Norte en el otoño de 1981. 
Los partidos y organizaciones contrarios al ingreso acusarían al Ejecutivo de 
unilateralismo y cerrazón en esta fase del proceso. Así lo recuerda Joaquín Almunia: 
 
 « (…) Creo que Leopoldo Calvo-Sotelo se equivocó en la forma de hacer el 
 ingreso en la OTAN porque debió haber hecho un esfuerzo mayor para buscar 
 un consenso. También creo que Leopoldo Calvo-Sotelo fue demasiado rápido. Si 
 hubiese hecho un esfuerzo (…) de búsqueda de terrenos de 
 entendimiento, de tratar con incentivos de reducir las distancias entre el 
 análisis que hacía el gobierno, es posible que se hubiese conseguido un 
 consenso. Pero no se hizo»436. 
   
 
Previamente a la presentación de la solicitud en las Cortes, Calvo-Sotelo expuso 
ante el Comité Ejecutivo de UCD los motivos y detalles de las acciones que el Gobierno 
pensaba someter a consideración de las Cámaras, con el fin de obtener su respaldo. En 
palabras de uno de los componentes del Comité, la reunión con el presidente transcurrió 
sin oposición alguna a los planes expuestos por el jefe del Ejecutivo, si bien, de la 
intervención de algunos de sus miembros puede concluirse la existencia ciertas 
reticencias en la forma y el momento del ingreso, además de contabilizarse un único 
testimonio contrario a la adhesión437. 
                                                 
435 RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, pp. 168 y 169.   
436 Palabras de Joaquín Almunia en BURNS, T.: Conversaciones sobre el Socialismo, Barcelona, 
Plaza&Janés, 1996, pp. 324 y 325. 
437 Luis González Seara se mostró opuesto al ingreso. Francisco Fernández Ordóñez y Carmela García 
Moreno se mostraron partidarios de una mayor reflexión al respecto e inclinados a un proceso menos 
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 Por su parte, el ministro de Asuntos Exteriores admite la existencia de un intento 
por atraerse a los socialistas a la causa atlántica con resultado negativo. Mientras se 
establecían los contactos con los países miembros de la Organización, en orden a 
valorar las actitudes de éstos ante el interés español en la Alianza, el ministro iniciaría 
desde los primeros compases de la presidencia de Calvo-Sotelo y por indicación de éste 
una serie de contactos con todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria. 
El resultado de las mismas fue favorable al proceso de integración por parte de Manuel 
Fraga, Xavier Arzalluz y Miquel Roca, como representantes de CD, PNV y CiU y 
desfavorable por el PCE y el PSOE, personificados en Santiago Carrillo y Felipe 
González.  
 
 El relato de Pérez-Llorca se detiene en su encuentro con el líder del Partido 
Socialista, última de sus tomas de contacto. Para el ministro, no hubo posibilidad alguna 
de acercar posturas, ni de buscar planteamientos pactistas al respecto. Según su 
recuerdo, González le expresó «sin darme mayores explicaciones, que no va a entrar en 
colaboración de ninguna manera. Que no quiere saber absolutamente nada de esa 
operación y que va a estar totalmente en contra hagamos lo que hagamos». A pesar de 
reconocer que estaba dispuesto a estudiar alguna concesión a la oposición en alguna otra 
materia, incluso en disposición de pactar su desacuerdo, la reflexión relatada por el ex 
ministro es que en el PSOE «se iban a negar lo presentáramos como lo 
presentáramos»438. Felipe González ofrece una interpretación distinta de esta entrevista, 
señalando que no hubo consulta por parte del ministro sobre el cómo ni el cuándo de la 
entrada439. 
 
 De lo que pocas dudas había para los observadores de la época es que desde el 
Gobierno y desde el frágil partido que lo sustentaba cabía esperar una rotunda oposición 
de PSOE y de PCE mientras durase el procedimiento jurídico y parlamentario de 
solicitud de adhesión a la OTAN. Una oposición que buscaría ganarle la partida al 
Gobierno en la calle, ante la inoperancia que caracterizó a UCD. Por su parte, el 
gabinete del presidente esperaba poder contrarrestar la creciente popularidad de Felipe 
                                                                                                                                               
rápido. Así mismo, Adolfo Suárez expuso en la Ejecutiva su opinión crítica a la adhesión. Véase 
ATTARD, E.: Vida y muerte…, pp. 245 y 246. RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, p. 161. 
438 Testimonio de José Pedro Pérez-Llorca al autor. 
439 Diario 16, 4 de septiembre de 1981. 
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González con una campaña de sensibilización popular de manera que además de obtener 
un respaldo político a la operación, «ganaríamos también la opinión»440.  
 
 En el frente exterior, una intensa actividad diplomática permitió al ministro de 
Asuntos Exteriores tomar el pulso de los quince países miembros, sin recibir objeción 
alguna por su parte a los planes gubernamentales441. Los actores internacionales 
contrarios al ingreso español en la Alianza Atlántica no ocultaron su oposición al 
respecto, jugando las bazas diplomáticas que consideraron oportunas. En septiembre de 
1981, la embajada soviética en Madrid hizo llegar al ministro de Asuntos Exteriores un 
memorándum en el que se exponía que el Pacto de Varsovia tomaría las medidas 
pertinentes -pertinent measures- en caso de que España entrara en la OTAN, obteniendo 
por respuesta el silencio administrativo por parte del responsable del Palacio de Santa 
Cruz442. 
 
 Más adelante nos detendremos en el debate parlamentario que se inició pocos 
días más tarde, en el que además de los argumentos señalados, los representantes del 
Gobierno y la oposición fueron más allá de lo aceptable, acusándose mutuamente de 
estar al servicio de los intereses soviéticos los unos y de los norteamericanos los otros. 
Un debate en el que las ambigüedades y ambivalencias, parafraseando a dos de los 
protagonistas del mismo, no estuvieron ausentes, sino al contrario, en los discursos de 
ambas opciones en litigio443. 
 
 Una vez se hubo producido el visto bueno parlamentario a la solicitud de 
adhesión, comenzaría la etapa final del proceso, el 2 de diciembre de 1981. El 
embajador de España en Bruselas, Nuño Aguirre de Cárcel, procedía con el formalismo 
de entregar al secretario general de la OTAN la carta por la que el Gobierno español se 
declaraba dispuesto a recibir la invitación de ingreso en la Alianza Atlántica. La 
respuesta del secretario general consistió en un comunicado oficial por el que la Alianza 
recibía de forma oficial y acogía favorablemente la disposición de España a ser 
                                                 
440 Así se expresaba José Pedro Pérez-Llorca en la Ejecutiva Nacional de UCD en agosto, una vez que 
desde los partidos de izquierda ya se habían puesto en marcha las actividades de sensibilización de la 
opinión pública. Véase ATTARD, E.: Vida y muerte…, p. 245. 
441 PÉREZ-LLORCA, J.P.: «La política exterior en los últimos…», p. 196. 
442 RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, p. 172. 
443 Dos de los principales protagonistas del debate emplearon exactamente los mismos términos al 
referirse a las razones esgrimidas por el rival político. Testimonios de Fernando Morán y Javier Rupérez 
al autor.  
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miembro del Tratado de Washington, anunciando la puesta en marcha del proceso de 
adhesión. Con anterioridad, la Alianza había fijado las pautas del procedimiento 
institucional a llevar a cabo en el proceso de adhesión de España a la OTAN. Éste 
quedó estipulado en los siguientes pasos, según notifiación del Ministerio de Asuntos 
Exteriores al embajador de España en los Estados Unidos:  
 
1. Comunicación escrita del ministro de Asuntos Exteriores o del embajador 
español ante la OTAN comunicando al secretario general el deseo de su 
Gobierno de recibir una invitación para adherirse al Tratado del Atlántico 
Norte. 
2. Previa comunicación al Consejo Atlántico, el secretario general hará pública 
la petición española. 
3. En los casos de que fueran necesarios, los países miembros iniciarán las 
consultas parlamentarias encaminadas a resolver sobre la incorporación 
española. 
4. El Consejo Atlántico aprueba: 
a. La respuesta positiva del secretario general de forma oficial. 
b. El borrador de un protocolo de adhesión. 
5. Rúbrica del Protocolo por parte de los embajadores de los países miembros 
de la Alianza Atlántica, sujeta a la ratificación parlamentaria en los casos 
necesarios.  
6. Ratificación del Protocolo por los gobiernos de los quince Estados miembros 
en función de los procedimientos determinados en cada uno de ellos. 
7. Notificación de los gobiernos de los quince miembros al de los Estados 
Unidos de su adhesión al Protocolo. 
8. El secretario general de la OTAN invita a España a adherirse al Tratado. 
9. España deposita el instrumento de adhesión ante el gobierno de los Estados 
Unidos444. 
 
 
 De esta forma, se firmaba en Bruselas el protocolo de adhesión de España al 
Tratado el 10 de diciembre de 1981, para continuar, en los meses siguientes, con la 
                                                 
444 Nota relativa al procedimiento de incorporación de España al Tratado del Atlántico Norte. 4 de 
noviembre de 1981. Archivo personal de José Lladó, consultado por el autor. 
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aprobación del mismo por los parlamentos y asambleas nacionales de los quince 
Estados miembros. Concluidas las ratificaciones, España culminaba definitivamente la 
integración en la Alianza con la publicación del instrumento de adhesión en el BOE el 
31 de mayo de 1982445. El acto formal de ingreso se celebró en Bruselas, el 5 de junio, 
con el izado de la bandera española ante la sede de la Alianza Atlántica446.  
 
 El tema no quedó cerrado con la participación de España en el Tratado del 
Atlántico Norte. En los años que siguieron a esta determinación, la escena política 
española continuó albergando diferentes y variadas actuaciones en relación a estas 
cuestiones. Partiendo desde la situación de Estado miembro, Felipe González 
replantearía la participación española en la organización atlántica a partir de la victoria 
electoral socialista en octubre de 1982, manteniendo el status de país miembro, pero sin 
participar en los diferente Comités y órganos de la Organización hasta la celebración del 
referéndum en 1986. De esta forma, el proceso que culminaba el mayo de 1982 debe 
quedar insertado en la más larga trayectoria de la política exterior del país, con sus 
posteriores condicionantes, sus renovadas formulaciones, y los consiguientes 
posicionamientos y argumentaciones políticas, elementos que quedan fuera del objeto 
de análisis de esta investigación, ceñida a la etapa histórica de la transición447. 
 
Se concretaba entonces un trascendente episodio de la política exterior española, 
ineludible para entender su posterior engranaje en la comunidad internacional448. 
Completada con la integración en las instituciones europeas, esta participación en los 
organismos e instituciones multilaterales euro-occidentales se mantiene viva en la 
actualidad desde la asunción de muchos de los planteamientos adoptados en la 
transición. Se fijaron entonces las grandes coordenadas de la política exterior sobre las 
que España ha fundamentado su posición en el mundo hasta nuestros días. 
                                                 
445 Una síntesis sobre las fases del proceso de adhesión en SALAS LÓPEZ, F. del: «El proceso de 
integración de España en la OTAN», Revista de Estudios Internacionales, vol. 3, núm. 1, enero-marzo 
1982, pp. 137-170. 
446 Además del gobierno español, representado por los ministros de Asuntos Exteriores y Defensa, José 
Pedro Pérez-Llorca y Alberto Oliart, acudieron representantes parlamentarios integrados en UCD, 
Coalición Democrática, PNV y CiU, tras recibir invitación por parte del gobierno. Documento sin 
clasificar. Archivo del Congreso de los Diputados. 
447 Buenas síntesis de la política de seguridad llevada a cabo entre 1982 y 1986 en MARQUINA, A.: 
España en la política…, pp. 899-939 o en PORTERO, F.: «La política de seguridad, 1975-1988», en 
TUSELL, J., PARDO, R. y AVILÉS, J. (eds.): La política exterior…, pp. 473-510. 
448 Una de las opiniones más respetadas al respecto calificaba entonces el ingreso de España en la Alianza 
como «una decisión histórica». Ángel Viñas, en El País, 3 de marzo de 1982. 
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2. El Partido Socialista y la Alianza Atlántica. De la oposición a la mayoría 
absoluta. 
 Ha quedado reflejado cómo los criterios de los partidos políticos en materia de 
seguridad fueron modulándose desde los primeros compases de la transición hasta el 
desenlace mismo de la adhesión española a la OTAN y la renovación de los Acuerdos 
con los Estados Unidos. 
 
 Como tema menor, la política de seguridad había quedado postergada por otros 
temas de mayor significación en el trascendental cambio democrático que se inició a 
partir de 1976, si bien las posiciones estuvieron nítidamente definidas por unas y otras 
fuerzas políticas desde los primeros momentos. El PSOE no fue una excepción y 
manifestó su modelo de política de seguridad, al hilo de los acontecimientos sobre la 
materia. 
 
 A diferencia de los primeros años de la transición, durante los meses que 
transcurrieron entre la decisión anunciada por Calvo-Sotelo de llevar a cabo la 
integración en la Alianza Atlántica a las elecciones generales de 1982, la política de 
seguridad fue elemento de creciente debate político y confrontación partidista. El PSOE 
expresó su oposición a la política llevada a cabo por el Gobierno y articuló un notable 
aparato crítico contra tal decisión, de manera que la de seguridad se convirtió en 
bandera política, baza electoral y origen de multitudinarias movilizaciones por parte de 
sus votantes y simpatizantes. Los socialistas adquirieron el compromiso electoral de 
llevar a cabo una consulta popular sobre la participación española en la OTAN en caso 
de convertirse, como así fue, en el próximo Gobierno de España. 
 
 En esta estrategia de oposición a la Alianza, fue el criterio personal del Felipe 
González el que definió y articuló la opinión socialista, tal y como podemos constatar 
de la narración de diferentes protagonistas. El carisma del secretario general del partido 
irradió todas las ramas de la política, también la de seguridad. La convicción de lograr 
una próxima victoria electoral, concentró en la figura de Felipe González una total 
capacidad decisoria en el seno del Partido Socialista, en el que su liderazgo era 
indiscutible. En este sentido, cabe subrayar nuevamente la significación de los factores 
idiosincrásicos a la hora de un análisis certero de la toma de decisiones políticas. Así, en 
vísperas de la mayoría absoluta, Felipe González constituía el icono socialista capaz de 
 443
arrastrar millones de votantes y quien delineara, como en otras esferas, las directrices de 
la política exterior del PSOE. 
 
 Tras aproximarnos a la etapa de debate sobre la entrada de España en la OTAN 
y la actividad socialista al respecto, nos detendremos brevemente en cuáles fueron las 
líneas de la política de seguridad que el Gobierno del PSOE estableció tras su victoria 
en las urnas. Unas líneas que un primer momento detuvieron las inercias adoptadas por 
los Gobiernos anteriores y que fueron matizadas a lo largo de la etapa de Felipe 
González como presidente. 
  
  
2.1 Felipe González y la oposición socialista a la OTAN 
 Tal y como cabía esperar en virtud de la aritmética parlamentaria, la moción de 
censura presentada por los socialistas a la gestión de Adolfo Suárez en marzo de 1980 
no derrocó al presidente del Gobierno. Sin embargo, como vimos, los debates a los que 
dio lugar y fundamentalmente la brillante actuación de Felipe González en los mismos 
«consolidaba ante la opinión pública su capacidad de liderazgo y la moderación de su 
proyecto político para España»449. 
 
 La fragilidad de Adolfo Suárez y su posterior abandono, con las públicas y 
reconocidas diferencias y la acelerada desintegración de UCD durante la etapa de 
gobierno de Calvo-Sotelo, indudablemente favorecieron la opción de gobierno del 
PSOE, que en su XXIX Congreso, de octubre de 1981, transmitió la sensación de ser un 
partido fuerte, unido, moderado, con casi cien mil militantes y con un fuerte liderazgo 
personalizado en la figura de Felipe González. Restaba un año para la aplastante victoria 
electoral de los socialistas450. 
 
 Desde 1979 se venía produciendo una moderación en el tono y en el léxico 
socialista en relación a la política de seguridad. Como vimos, aún manteniendo la 
declaración de no alienación con ningún bloque, los dirigentes del PSOE admitían una 
renovación revisada de los acuerdos con los Estados Unidos. A pesar de atenuar sus 
posiciones respecto de los primeros momentos de la transición, el rechazo a la OTAN se 
                                                 
449 GUERRA, A.: Cuando el tiempo…, p. 287. 
450 TEZANOS, J.F.: Sociología del socialismo español, Madrid, Tecnos, 1983, p. 140. 
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mantuvo, no obstante, inamovible en el discurso socialista. Como muestra, Felipe 
González respondía a los pocos días a las declaraciones de Marcelino Oreja en las que 
anunciaba la próxima adhesión a la Alianza Atlántica: «Si entramos en la OTAN por 
mayoría simple del Parlamento, saldremos de la OTAN por mayoría simple del 
Parlamento»451.  
 
 A comienzos de verano de 1981 comenzaron las actividades de oposición a la 
integración por parte de los partidos de izquierda. Una campaña que como recuerda 
Fernando Morán estuvo centrada contra el modo en que Calvo-Sotelo llevaba a España 
a la Alianza Atlántica como también contra el fondo de la decisión452. El Festival anti-
OTAN celebrado en Madrid en el mes de julio y que contó con una asistencia 
aproximada de cincuenta mil personas constituyó un punto sin retorno hacia las 
movilizaciones multitudinarias y una excelente muestra del poder de convocatoria y 
respaldo social de los planteamientos contrarios al ingreso453. Este tipo de convocatorias 
estarían acompañadas de una creciente aparición de dirigentes socialistas en los medios 
de comunicación, expresando su negativa a la adhesión de España a la Alianza 
Atlántica. Como muestra, Felipe González tachaba de «barbaridad histórica» y de 
«tremendo error» la decisión gubernamental, mientras que Alfonso Guerra sostenía que 
«el eventual ingreso en la OTAN convertía a España en colonia de los Estados 
Unidos»454. Opiniones que no eran nuevas pero que entonces alcanzaban mayor 
repercusión y significación mediática, por cuanto el proyecto de adhesión había 
comenzado a ponerse en marcha. 
 
 Los presupuestos sobre los que el PSOE va a definir su postura sobre la Alianza 
los encontramos en las Resoluciones del XXIX Congreso del partido, con el debate en 
torno a la OTAN en pleno apogeo455. En ellas encontramos una crítica global a la acción 
                                                 
451 El País, 29 de junio de 1980.  
452 MORÁN, F.: España en su sitio, Barcelona, Plaza&Janés / Cambio 16, 1990, p. 20. 
453 Tanto el PSOE como el PCE participaron inicialmente en la Comisión anti-OTAN junto a grupos de la 
izquierda extraparlamentaria, distanciándose posteriormente de ella debido a sus propias estrategias 
electoralistas y a su intento de no aparecer como fuerzas rupturistas, extremistas, ante una sociedad 
española amenazada por la sombra de los golpes de Estado. Véase VAL CID, C. del: Opinión pública…, 
pp. 81 y 82. 
454 Véanse las declaraciones de los responsables del PSOE en El País, 26 de julio de 1981 y en Diario 16, 
22 de agosto de 1981 respectivamente. 
455 Los trámites relativos a la adhesión en el Congreso de los Diputados se habían iniciado con el debate 
en la Comisión de Asuntos Exteriores durante los días 6, 7 y 8 de octubre, celebrándose el Pleno los días 
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de Gobierno de UCD, a la que acusaban de haber incrementado la dependencia española 
respecto de los Estados Unidos. Proponían el mantenimiento de la tradicional 
neutralidad, sin que el país se vinculara a ningún bloque militar. Los cuatro argumentos 
básicos para rechazar la incorporación a la Alianza Atlántica fueron expuestos como 
sigue: 
  
 1.- La OTAN no garantiza la integridad territorial española, al quedar el norte de 
 África (Ceuta y Melilla) fuera de la zona de aplicación del Tratado del Atlántico 
 Norte.  
 2.- Por tanto, la OTAN no cubre las necesidades de seguridad y defensa, ya que 
 los potenciales escenarios de riesgo y amenaza para España provienen del norte 
 de África. 
 3.- La participación en la OTAN conlleva un aumento del riesgo de destrucción 
 nuclear para el territorio español. 
 4.- La ampliación de la Alianza Atlántica con España provocaría la reacción del 
 otro bloque, con el fortalecimiento o ampliación del Pacto de Varsovia y el 
 consiguiente aumento de la tensión internacional. 
 
 La alternativa socialista consistía en un «sistema de defensa propio» que 
garantizara la contribución española al sistema defensivo occidental sin romper los 
equilibrios internacionales y permitiera ganar un área de autonomía exterior. Esta 
propuesta sería compatible con la renegociación del Tratado hispano-norteamericano, de 
manera que los supuestos de utilización de bases estuvieran perfectamente definidos y 
estas instalaciones estuvieran bajo control total del Gobierno español, sin perjuicio de 
que seguía siendo «aspiración del PSOE la total desaparición de las bases extranjeras en 
nuestro territorio nacional». 
 
 El Congreso socialista oficializó, así mismo, el compromiso de convocar un 
referéndum consultivo sobre la OTAN en caso de que el PSOE gobernara tras las 
próximas elecciones generales. Se trataba de la primera vez que los socialistas adquirían 
el compromiso explícito de un referéndum sobre el tema atlántico en un documento 
oficial, expresándolo en los siguientes términos: 
                                                                                                                                               
27, 28 y 29 de octubre. El Congreso del PSOE, celebrado entre el 21 y el 24 del mismo mes tenía lugar, 
por tanto, en plena efervescencia política de la cuestión.  
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 «El Partido Socialista sólo asumirá una decisión que considerará definitiva sobre 
 este tema, si es sometido a referéndum consultivo previsto en la Constitución 
 para temas de especial trascendencia (…) Si cuando el PSOE llegue al Gobierno 
 no se ha sometido el tema a consulta, el gobierno socialista someterá a 
 referéndum la pertenencia o no de España a la OTAN»456. 
 
 
La política socialista a favor del mantenimiento de las bases militares de 
utilización conjunta ha sido entendida por algunos especialistas como una 
argumentación contradictoria. Tal es el caso de Florentino Portero, quien señala que  
tras años de denuncia de los Acuerdos, desde el PSOE no se podía proponer su 
continuación, «más aún si se argumentaba que era la política exterior norteamericana la 
razón de peso por la que había que rechazar el ingreso en la Alianza ¿Es que las bases 
no eran un instrumento de proyección de su poderío en una zona importante del 
planeta?», apunta. Para este autor, el Partido Socialista canalizaba un sentimiento de 
rechazo de una parte del electorado hacia la política de Estados Unidos, «pero no era 
capaz de articular una política coherente alternativa»457. 
 
 Una de las novedades del PSOE respecto a anteriores argumentaciones 
contrarias a la participación española en la Alianza vino del hecho de omitir las 
repercusiones económicas que la adhesión supondría para España, razón que venía 
siendo apuntada por los detractores del ingreso desde, al menos, 1979. Este hecho vino 
determinado por la aparición del riguroso trabajo del militar Ángel Lobo, experto en 
temas de política de seguridad y miembro de la delegación que participó en las 
negociaciones del Tratado de 1976, señalando entre sus conclusiones que el presumible 
gasto de la a la Alianza Atlántica «en ningún caso supondrán un incremento sustancial 
del nivel de gasto de defensa nacional, ni por encima del adecuado a los intereses de la 
propia seguridad y a las posibilidades nacionales de financiación»458. 
 
                                                 
456 Véase el apartado referido a «Política exterior e internacional» de las Resoluciones del 29º Congreso 
del PSOE (21-24 octubre) celebrado en Madrid, pp. 29-35. Significativamente, los argumentos concluidos 
en este congreso son prácticamente los mismos publicados por Fernando Morán meses atrás: MORÁN, 
F.: «La OTAN y los escenarios de defensa que afectan a España», Sistema, núm. 35, 1980, pp. 119-152. 
457 PORTERO, F.: «España, entre Europa y América: un ensayo interpretativo», en PORTERO, F. (ed.): 
La política exterior de España en el siglo XX, Madrid, Ayer-Marcial Pons, núm. 49, 2003, p. 214. 
458 Véanse las conclusiones de este trabajo: LOBO, A.: OTAN y España: el precio de una alianza, 
Madrid, Sábado Gráfico, 1981, pp. 183 y 184. 
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 En septiembre el secretario general del PSOE presentaba la campaña socialista 
contra la entrada de España en la OTAN. En la rueda de prensa ofrecida por Felipe 
González se reiteraban las razones expuestas con anterioridad: no era el momento para 
plantear el tema, existiendo otros temas prioritarios para la sociedad, como el paro; 
sensación de debilidad respecto a los Estados Unidos y el uso de las bases en España; 
rechazo de la forma en que se llevaría a cabo a integración en la Alianza, sin definir el 
modo de participación en la Organización, así como el procedimiento parlamentario de 
mayoría simple para obtener el visto bueno para llevarla a cabo. Bajo el slogan “OTAN, 
de entrada, no” y “Exige que te escuchen, exige un referéndum”, el PSOE comenzaba 
una campaña en la que organizaría diferentes mítines y conferencias por distintos puntos 
de la geografía española e iniciaba una recogida de firmas contra la integración y la 
celebración de un referéndum consultivo459. En el mes de octubre, el Partido Socialista 
publicaba el folleto informativo «50 preguntas sobre la OTAN», abundando en los 
argumentos anti-atlánticos. 
 
 El slogan elegido por el PSOE para la campaña de concienciación popular contra 
la entrada de España en la OTAN recibió desde el principio distintas críticas referidas a 
la ambigüedad y confusión de su significado, lo que exigió su explicación y 
clarificación por los dirigentes socialistas a lo largo de la campaña y el debate. Es el 
cado de diferentes artículos en prensa escritos, entre otros, por Luis Solana, en el que el 
diputado socialista, negaba falta de claridad al enunciado, expresando que el PSOE 
«entiende el cómo y el porqué de la creación de la OTAN», pero rechaza rotundamente 
la entrada en una Alianza Atlántica «en profunda crisis de identidad», que no hace sino 
incrementar el peligro de guerra entre bloques y la tensión internacional460. Por su parte, 
Alfonso Guerra, co-diseñador de la campaña junto a Guillermo Galeote, relata la 
posición del propio Felipe González, de Enrique Múgica y de Javier Solana, quienes 
fueron partidarios de una mayor contundencia en la negativa, de una mayor claridad en 
la oposición a la OTAN, sin matizaciones entre entrada y salida461.  
 
                                                 
459 Diario 16, 4 de septiembre de 1981. 
460 Diario 16, 24 de septiembre de 1981. 
461 A este respecto, añade «me causó una gran sorpresa y un punto de irritación que los que menos 
aceptaban la fórmula fuesen precisamente los que más lejos se situaban de una confrontación radical». 
Véase GUERRA, A.: Cuando el tiempo…, p. 323. 
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 Recientes testimonios facilitan la comprensión de la posición socialista sobre la 
OTAN, a través de la visión retrospectiva de las experiencias de aquellos momentos 
decisivos en la política de seguridad española. Son de especial interés la recopilación de 
las reflexiones de destacadas figuras del PSOE desde la transición bajo los títulos de 
Conversaciones sobre el Socialismo, de Thomas Burns, publicado en 1996 y La 
memoria recuperada: lo que nunca han contado Felipe González y los dirigentes 
socialistas, de Mª Antonia Iglesias, del año 2003.  
 
 Comencemos por la persona del propio Felipe González. La recomposición de 
lugar por parte del líder del PSOE comienza por recordar su posición en los primeros 
momentos de la transición, favorable al modelo sueco en política de seguridad, 
pensando «que ése era un buen destino para España, sobre todo, pensando en los 
vínculos, que no quería romper, de carácter bilateral, con Estados Unidos». 
Seguidamente, el ex-Presidente realiza una autocrítica y asume que la convocatoria del 
referéndum fue un error sólo a él atribuible. Así mismo, reconoce que, una vez asumido 
que la neutralidad que en principio a él le interesaba no era posible, en vez de la 
convocatoria de referéndum, hubiera sido más oportuno afirmar en relación a la OTAN: 
«Si gano las elecciones y tengo mayoría, al día siguiente denuncio el acuerdo que acaba 
de firmarse»462.  
 
 En otro momento, Felipe González afirma que desde el momento en que Calvo-
Sotelo firma la entrada española en la OTAN, descartó la posibilidad de una futura 
salida del Tratado Atlántico. La adhesión española a la Alianza «supone un problema de 
irreversibilidad dramático. No entrar no es lo mismo que salir», de ahí que en el 
programa electoral socialista no se contemplara la salida, sino la consulta popular, 
añade463. No obstante, y a pesar de la asunción de la inevitabilidad de la permanencia de 
España en la Organización, Felipe González mantuvo una evidente posición anti-
OTAN, de indudable atractivo electoral.  
 
 Igualmente, es en base a esta irreversibilidad indicada por González sobre la que 
el secretario general concentrara los esfuerzos en evitar la entrada en la Alianza. De ahí 
                                                 
462 IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, pp. 848. En otra ocasión, González ha llegado a 
calificar el resultado mismo del referéndum como un «disparate». Véase La Vanguardia, 20 de febrero de 
1997. 
463 PREGO, V.: Presidentes…, pp. 241 y 242. 
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que encargara a uno de sus más cercanos colaboradores que se desplazara a Noruega, 
Holanda y Bélgica para tratar de que los socialistas de estos países vetaran la entrada 
española en el Tratado del Atlántico Norte, dado que los países miembros habían de 
ratificar la entrada de un nuevo Estado en la Alianza. El argumento a trasladar era que el 
PSOE estaba en contra de la adhesión y que se iban a celebrar elecciones muy pronto en 
España, por lo que valía la pena esperar su desenlace. El protagonista de esta operación 
sostiene que se trataba de una maniobra dilatoria: «No se pedía que dijeran “no” a 
España, claro está. Nadie lo haría. Se pedía que se aplazara la decisión por razones de 
prudencia, porque sería pésimo que se produjera un debate sobre la OTAN en un país 
recién admitido, ya que podía crear fuertes tensiones». El resultado de este movimiento, 
llevado a cabo por José Mª Maravall, no fue el esperado por González, quien se 
desplazó personalmente a Grecia para tratar de obtener el veto a la entrada española por 
parte de Papandreu, con el mismo resultado que en las anteriores ocasiones464. 
 
 Las narraciones que disponemos de Felipe González se centran básicamente en 
los acontecimientos que siguieron a su victoria electoral de 1982, sin que su testimonio 
nos ayude a clarificar meridianamente los motivos últimos de la argumentación 
socialista en materia de seguridad durante la transición465. Una posición la del PSOE, 
que hasta la etapa de gobierno de Felipe González era de indudable oposición a la 
entrada de España en la Alianza Atlántica, tanto desde el punto de vista de la percepción 
popular, como por la documentación oficial emitida por el partido en aquellos años466. 
Así, Juan Luis Cebrián espeta en conversación con el ex-presidente que España «no 
tenía grandes ideas acerca del tema, y tú lo pusiste contra la Alianza», aceptando 
tácitamente Felipe González tal afirmación467. 
 
 La idea de que el destino de España se encontraba necesariamente dentro del 
Tratado del Atlántico Norte una vez se hubo materializado la adhesión por parte del 
                                                 
464 Véase el testimonio de José Mª Maravall en IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, p. 58. Las 
razones que los socialistas europeos expusieron a Maravall fueron que dado que tenían fuertes tensiones 
con su electorado para respaldar la participación de sus propios países en la OTAN no era concebible que 
votaran en contra de la entrada de ningún otro país que objetivamente cumplía las condiciones para 
adherirse a la Organización. 
465 Concretamente GONZÁLEZ, F. y CEBRIÁN, J.L.: El futuro no es lo que era. Una conversación, 
Madrid, Aguilar, 2001, p. 137 y la ya citada, IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, pp. 847-853.  
466 En ambos testimonios apuntados, Felipe González señala, un tanto sorprendentemente, que la 
percepción popular les identificaba con la opción contraria a la OTAN a pesar de que en la formulación 
programática de cara a las elecciones de 1982 no había inclinación ni por el sí ni por el no. 
467 GONZÁLEZ, F. y CEBRIÁN, J.L.: El futuro…, p. 135. 
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Gobierno de UCD está presente igualmente en el relato de Narcís Serra. El ministro de 
Defensa señala que su nombramiento como responsable de esta cartera se realizó, 
precisamente, sobre la clara idea de la continuidad de España en la Alianza Atlántica, 
puesto que él era de los pocos dirigentes del partido que se manifestó a favor de la 
entrada en la Organización, al estar convencido de que no se podía resolver el problema 
militar sin formar parte de la OTAN468.  
 
 En una visión sin ambages, contrariamente a la de otros protagonistas, quien con 
el tiempo llegara a ser secretario general del PSOE y candidato socialista a la 
presidencia del Gobierno admite que fue un error oponerse al ingreso de España en la 
OTAN. «Teníamos un déficit de análisis de política de seguridad y de política exterior y 
nos equivocamos», señala, admitiendo que en el seno del PSOE «poca gente de atrevía 
a decirlo en voz alta, no ya en público, sino en reuniones internas del partido. En 
nuestro análisis de política de seguridad nos quedamos atrás, pero en otras cosas 
avanzamos más, adaptando nuestra reflexión a la realidad»469. Posteriormente, Joaquín 
Almunia, recién nombrado secretario de Estudios y Programas del partido y, como tal, 
responsable de la coordinación de todas las áreas políticas señala que durante la 
preparación de programa electoral de 1982: «solamente los asuntos de Interior, Política 
Exterior y Defensa quedaban fuera de mi coordinación, bajo la responsabilidad directa 
de Guerra, en el primer caso, y de Felipe en los otros dos». Más adelante, al relatar la 
discusión final del programa en la Ejecutiva del partido, señala que uno de los puntos 
más delicados fue la redacción del compromiso sobre el referéndum de la OTAN: «No 
recuerdo que nadie se atreviese a suscitar en la Ejecutiva la necesidad de dejar abierto 
un resquicio para modificar nuestra posición contraria al ingreso en la Alianza. Fue al 
llegar al Gobierno cuando empezamos a modificar abiertamente nuestros análisis», 
apuntando la sutilidad de la redacción del programa al respecto y reiterando que la 
negativa a la entrada en la OTAN en 1981 no obedecía a cálculos tácticos, sino que era 
fruto de la cultura política en la que los dirigentes socialistas se habían formado470.  
 
 Así mismo, el testimonio del citado Maravall y el de Joaquín Arango inciden en 
apuntar que tras el intento de golpe de Estado, Felipe González encargó una 
                                                 
468 BURNS, T.: Conversaciones…, p. 191 e IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, p. 696.  
469 BURNS, T.: Conversaciones…, pp. 324 y 325. 
470 ALMUNIA, J.: Memorias…, pp. 122-131. 
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investigación sobre la trama y la estrategia golpista así como las posibles respuestas a la 
situación. Entre las conclusiones y recomendaciones resultantes se recomendaba la 
integración de España en la OTAN como fórmula que atenuaría posibles nuevas 
intentonas golpistas, rechazando González esta premisa, aduciendo los casos de Grecia 
o Turquía, países miembros de la Alianza en los que se habían producido golpes 
militares471. Ambos dirigentes socialistas se muestran contrariados con la posición 
oficial del partido respecto a la adhesión. Para Arango «fue un disparate monumental». 
Un error, no obstante, que fue compartido, ya que «se podían contar con los dedos de 
una mano los que veían claro que había que estar en la OTAN y que era un disparate 
pedir un referéndum. Pero negarse a la OTAN era izquierdismo prehistórico. Entre el 82 
y el 86 se vio que era mucho mejor estar dentro»472. Por su parte, Maravall sostiene que 
se mostró reticente con la posición del partido sobre la Alianza, añadiendo que la 
argumentación del PSOE en 1981 la había parecido «completamente estrambótica», ya 
que estar fuera de la OTAN era una posición inviable473. 
 
 Si atendemos a su testimonio, Fernando Morán, fue otro de los que sucumbiera a 
la decisión de Felipe González en relación al referéndum: « (…) yo y otros expresamos 
dudas sobre la conveniencia de incluir un compromiso de referéndum en el programa 
electoral. Nuestros debates fueron elevados al Secretario General del Partido, quien 
zanjó que debía incluirse en lugar preeminente»474.  
 
 Así las cosas, en el manifiesto electoral de cara a las elecciones de octubre de 
1982, el PSOE mantuvo el compromiso de celebrar el referéndum y prometió congelar 
la incorporación al mando militar integrado de la Alianza Atlántica hasta que los 
ciudadanos decidieran al respecto. 
 
 De este modo, tras esta aproximación a la posición del PSOE respecto a la 
Alianza Atlántica se pueden extraer diferentes conclusiones. La primera de ellas es que 
el criterio de su secretario general prevaleció por encima de cualquier otra consideración 
                                                 
471 Relato de Maravall en MARAVALL, J.M.: El control de los políticos, Madrid, Taurus, 2003, p. 47 y 
en IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, p. 57. El testimonio de Arango en BURNS, T.: 
Conversaciones…, p. 103. 
472 BURNS, T.: Conversaciones…, p. 104. 
473 IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, pp. 61-66. 
474 MORÁN, F.: España en…, p. 23. Opinión sostenida años más tarde en BURNS, T.: Conversaciones…,  
p, 349. 
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al respecto en el seno del partido. Su interpretación de los condicionantes, su lectura del 
momento política y sus íntimas convicciones y sensibilidades personales determinaron, 
en última instancia, la negativa socialista a la integración y el compromiso de 
referéndum con los ciudadanos. 
 
 Por otro lado, el convencimiento de que desde las filas socialistas el paso dado 
por Calvo-Sotelo era precipitado, carente de suficiente respaldo político y social y con 
alto grado de debilitamiento de la posición española respecto a Washington. Es en este 
último aspecto en el que desde nuestro punto de vista se encuentra la clave de la 
posición socialista: en la existencia de fuertes dosis de rechazo a la presencia 
norteamericana en España y el rédito político que el franquismo obtuvo de la relación 
con los Estados Unidos. 
 
 A partir de la victoria socialista de 1982 algunos de los presupuestos que había 
adquirido plena vigencia durante la etapa de oposición fueron reformulados en puntos 
concretos, especialmente en lo concerniente a la relación hispano-norteamericana. 
España permaneció en la Alianza Atlántica durante el gobierno de Felipe González, 
quién aunó el ideario socialista de política exterior con la herencia recibida por sus 
antecesores, ajustándola a la realidad de la sociedad internacional de la década de los 
ochenta. 
 
  
2.2. El final de la transición: la política de seguridad del Gobierno socialista 
 Tanto el compromiso del referéndum como la posición contraria del PSOE a la 
adhesión al Tratado del Atlántico Norte no fueron en ningún momento estrategias 
estrictamente electorales, sino el resultado de una posición socialista netamente 
contraria a la adhesión española. Bien es cierto que, junto a la promesa de la creación de 
800.000 puestos de trabajo, éstas fueron consignas de constante reiteración durante la 
campaña electoral y una de las variables que más cabe significar en la arrolladora 
victoria socialista475.       
 
                                                 
475 Así lo señalan, entre otros, VIÑAS, A.: En las garras…, p. 474 y el futuro ministro de Asuntos 
Exteriores tras la generales de 1982. Testimonio de Fernando Morán a la autor. 
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 Una vez investido Felipe González como presidente del Gobierno comenzaba un 
nuevo periodo en la reciente historia de España. El nuevo Gobierno, formado el 3 de 
diciembre, pone punto final al proceso de transición a la democracia, iniciándose un 
ciclo de consolidación y normalidad en el funcionamiento del sistema político que llega 
hasta nuestros días, en el que la alternancia de partidos en el Gobierno, la separación de 
poderes y el respecto a la soberanía popular representada en las Cortes definen las bases 
del funcionamiento político. 
 
 Indudablemente, al nuevo Gobierno le llevaría el tiempo correspondiente la 
puesta en marcha de las políticas presentadas a los ciudadanos en la campaña electoral. 
Así fue, igualmente, en las distintas dimensiones de la política exterior, entre las que los 
compromisos contraídos en materia de seguridad constituirían uno de los capítulos 
principales de la primera legislatura de gobierno del PSOE.  
  
 Entre 1982 y 1986, fecha de celebración del referéndum comprometido por el 
PSOE con la sociedad española, tuvo lugar un proceso de rápida evolución en los 
planteamientos socialistas sobre política exterior, resultado de lo que Celestino del 
Arenal califica como «un proceso lógico de atemperación y moderación en las 
posiciones, en virtud de un planteamiento realista y posibilista, que acompaña el 
ascenso al poder y que deriva de la toma de conciencia de la magnitud de los intereses 
de todo tipo en juego y de la responsabilidad de gobernar»476. La consecuencia de este 
proceso conllevó el cambio de actitud de los socialistas respecto a su opinión inicial, 
contraria al ingreso, mantenida durante la transición. 
 
 Quien ha tenido una visión privilegiada del Partido Socialista de aquellos años, 
caracteriza en pocas palabras el cambio operado en política de seguridad por los 
responsables socialistas tras su victoria electoral. Señala Santos Juliá que: 
 
  « (…) la exigencia política fuerte de modificar el esquema de política 
 internacional o de qué papel juega España en la política internacional no les 
 llega hasta que están en el gobierno. Mientras están en la oposición ellos  pueden 
 mantener ese discurso antiimperialista, neutralista, contrario a los bloques (…) 
 no tuvieron en cuenta el tremendo favor que les hacía Calvo-Sotelo 
 metiendo a España en la OTAN»477. 
                                                 
476 ARENAL, C. del: «La posición…», p. 402. 
477 BURNS, T.: Conversaciones…, p. 61. 
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 Uno de los integrantes del primer Consejo de Ministros del gabinete de Felipe 
González apunta el dato de que en los primeros compases de la legislatura no eran 
muchos los que en el Gobierno compartían el criterio de permanecer en la OTAN478.  
 
 Por otro lado, entre quienes admiten un cambio de posición respecto a la OTAN 
en el Gobierno de Felipe González se encuentran Javier Solana y Joaquín Almunia, 
personalidades socialistas que con el tiempo han pasado a desempeñar importantes 
responsabilidades en diferentes organismos supranacionales, tanto atlánticos como 
comunitarios.   
 
 Para Javier Solana, tras el “OTAN, De entrada, no” el PSOE tuvo que hacer su 
proceso de reconversión, señalando que cuando estaban en la oposición verdaderamente 
«pensaba que podían mantenerse al margen de la OTAN. Creía que realmente existía la 
posibilidad de desempeñar un papel (…) de tener en política exterior un margen mayor 
de maniobra». Pero poco a poco se manifestó que todas esas ideas, de cierta autonomía 
en política exterior, entrañaban una gran dificultad de plasmación, y que el espacio de 
maniobrar que a España le quedaba fuera del ámbito de la UE y la OTAN era cada vez 
más estrecho y marginal, razón fundamental «por la cual evolucionamos en la dirección 
proatlantista»479. 
 
 Respecto a los pasos a seguir en relación a la pertenencia de España al Tratado 
del Atlántico Norte, el nuevo Ejecutivo hubo de abordar el tema en su primer Consejo 
de Ministros, dado que el 8 de diciembre se celebraba en Bruselas el Consejo Atlántico. 
En aquél, Fernando Morán expresaba el compromiso de permanecer como un 
participante leal y cooperador, si bien «congelaba» su participación en lo que se vino a 
denominar estructura militar integrada y anunciaba el propósito del Gobierno español de 
celebrar una consulta a sus ciudadanos para conocer su decisión respecto a la OTAN. 
Por otro lado, se planteaba la necesidad de negociar con los Estados Unidos ciertos 
puntos del nuevo Acuerdo hispano-norteamericano, firmado pero no ratificado con el 
                                                 
478 Relato de Narcís Serra en IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, p. 698. Las sensibilidades al 
respecto no eran, ciertamente, las mismas entre sus componentes. Otros dos ministros de este primer 
gobierno socialista expresan sus respectivas posiciones, favorable en el caso del ministro de Justicia y 
opuesta en el de Asuntos Exteriores, a la permanencia de España en la Alianza Atlántica. Testimonios de 
Enrique Múgica y Fernando Morán al autor. 
479 Testimonio de Javier Solana en IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada…, p. 215 y ss. En relación 
a Joaquín Almunia, véase ALMUNIA, J.: Memorias…, p. 193.. 
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cambio de Gobierno. Fundamentalmente el desvincular el convenio de la permanencia o 
no permanencia en la Alianza, facilitándose, en su caso, su denuncia o renegociación480.   
 
 
 
3. Los actores nacionales y la política de seguridad al final de la transición  
 En la etapa decisiva de concreción de la política de seguridad durante la 
transición, Parlamento y opinión pública centraron la atención del proceso como actores 
sobre los que habrían de sostenerse los argumentos y actuaciones de partidarios y 
detractores a la integración de España en el Tratado del Atlántico Norte. 
 
 El Gobierno concentró el debate de la cuestión en las Cortes, ámbito lógico y 
natural donde había de dirimirse la cuestión, esencial en el devenir de España en la 
comunidad internacional. Lugar desde la que los diferentes partidos habían llevado a 
cabo la función de control político de la materia, Congreso y Senado abordaron el 
desenlace sobre la polémica atlántica en un amplio debate parlamentario, trámite 
jurídico esencial para proceder a la incorporación a la Organización. En sus sesiones 
tanto en Comisión como en el Pleno, los representantes de la soberanía popular 
procedieron a exponer una vez más sus argumentos, resultando un apoyo mayoritario de 
las Cámaras a la integración. 
 
  La tendencia opuesta a la participación española en la Alianza quedó 
establecida entre los ciudadanos, una vez que el debate partidista trascendió a la calle en 
busca de respaldo social de sus posiciones políticas. El mayoritario respaldo al PSOE 
entre los ciudadanos, ratificado por los resultados electorales de octubre de 1982, y la 
campaña anti-OTAN llevada a cabo por los socialistas vinieron a elevar el cupo de los 
opuestos al ingreso de forma considerable, argumento que éstos vinieron a lanzar contra 
el Gobierno al acusarlo de llevar a cabo la adhesión a la OTAN contra la voluntad 
popular. Igualmente, la general correlación de las respuestas de los encuestados respecto 
de la Alianza con la afinidad partidista de éstos deja bien a las claras la inexistencia de 
                                                 
480 MORÁN, F.: España en…, pp. 23 y ss. Sobre la participación, representación y status formal y 
político de España en la OTAN tras la victoria socialista en 1982 véanse LÓPEZ DE LA TORRE, S.: 
«España y la OTAN: pasado, presente y futuro», Política Exterior, vol. I, núm. 1, 1987, pp. 118 y ss. y 
OJEDA, J.: «El modelo español de participación en la Alianza Atlántica», Política Exterior, vol. III, núm. 
9, 1989, pp. 59 y ss. 
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un criterio personal e independiente sobre la materia, identificándose un seguidismo a 
los partidos que no por característico de las sociedades democráticas nos aleja de la 
conclusión de que la opinión pública participó del debate más como prolongación de la 
clase política que como actor autónomo. 
 
 
3.1. Las Cortes, escenario del debate sobre la integración en la Alianza 
 Los temas de seguridad estuvieron ausentes entre las iniciativas y mecanismos 
de control de la política del Gobierno durante los primeros meses del curso 
parlamentario, iniciado en septiembre de 1980. No sería hasta febrero de 1981 cuando 
podemos encontrar en el Congreso la primera actuación en este sentido, correspondiente 
al Grupo Mixto y consistente en la presentación de una Proposición de ley relativa al 
mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. Si bien ésta no fue tramitada 
hasta meses más tarde, rechazándose sus términos, encontramos entre sus propuestas 
una posición antiatlantista, al plantear la negativa a que el Gobierno español iniciara 
negociaciones con otros Gobiernos con miras al ingreso del Estado español en 
organización, alianza o bloque militar alguno. Igualmente, la proposición de ley recogía 
la oposición a prorrogar el Tratado de Amistad y Cooperación que tocaba a su fin en 
septiembre, así como a no firmar ningún otro de carácter militar481. 
 
 En fecha posterior, también en el Congreso, fue presentada por el Grupo 
Parlamentario Mixto la Proposición no de ley sobre la eventual incorporación del 
Estado español a la OTAN. El texto de esta iniciativa plantea exclusivamente la 
necesidad de celebración de un referéndum ante el hipotético acceso de España a la 
Alianza482. Los contenidos de ésta como de posteriores proposiciones no de ley 
presentadas por la oposición serían acumulados para ser discutidos y tramitados en las 
correspondientes sesiones del debate parlamentario sobre la participación de España en 
el Tratado de Washington, en los meses de octubre y noviembre. 
 
                                                 
481 Presentada el 2 de febrero de 1981. Publicada en el Boletín Oficial de las Cortes Generales/Congreso 
de los Diputados, I Legislatura, serie D, núm. 570-I, 20 de febrero de 1981 y tramitada en la Comisión de 
Exteriores en la sesión de 11 de junio de 1981 (esta sesión no tiene diario). 
482 Presentada en 15 de julio de 1981, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes Generales/Congreso 
de los Diputados, I Legislatura, serie D, núm. 736-I, 9 de septiembre de 1981. 
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De este modo, como resultado de la solicitud del Gobierno a las Cortes acerca de 
la incorporación española al Tratado del Atlántico Norte, existió en los primeros días de 
septiembre un notable crecimiento de la presentación de diversos medios de control 
parlamentario tendentes a debatir los propósitos de la decisión tomada por Calvo-
Sotelo. A la presentada en julio se unieron en septiembre cuatro nuevas proposiciones 
de ley que serían votadas en el debate parlamentario sobre la cuestión. Dos presentadas 
por el Grupo Parlamentario Comunista y dos por el Grupo Socialista.  
 
Las propuestas de los representantes comunistas hacían referencia a un 
aplazamiento de la tramitación parlamentaria acerca de la eventual adhesión de 
España al Tratado del Atlántico Norte la primera y a la solicitud de la autorización del 
Congreso de los Diputados para la convocatoria de un referéndum consultivo sobre la 
adhesión de España a la OTAN la segunda483. Por parte socialista, las proposiciones 
fueron presentadas los días 3 y 8 de septiembre, planteando la celebración de un 
referéndum sobre la eventual adhesión de España al Tratado del Atlántico Norte por un 
lado, y el requerimiento al Tribunal Constitucional para que se pronuncie y declare si 
existe o no contradicción entre la Constitución y las estipulaciones del Tratado del 
Atlántico Norte firmado en Washington el 4 de abril de 1949 en la segunda de 
aquéllas484. 
 
Antes de detenernos en las sesiones de debate sobre la adhesión, hemos de hacer 
referencia a los mecanismos de control político que fueron puestos en marcha en el 
Senado en éste, el curso político de 1980-1981. 
 
Al igual que prácticamente sucedió en el Congreso, las iniciativas encaminadas a 
incidir en las formas o a modificar los presupuestos de la política atlantista del Gobierno 
no tuvieron lugar hasta que se hizo pública la intención del ejecutivo de proceder a la 
solicitud de adhesión al Pacto Atlántico. En este caso, el desenlace de los 
planteamientos de los grupos opuestos a dicha decisión fue tramitado durante el 
correspondiente debate parlamentario que tuvo lugar en el Senado en el mes de 
                                                 
483 Ambas fueron presentadas el día 2 de septiembre y publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales/Congreso de los Diputados, I Legislatura, serie D, núm. 744-I y núm. 743-I respectivamente, 
de 16 de septiembre de 1981.  
484 Véase Boletín Oficial de las Cortes Generales/Congreso de los Diputados, I Legislatura, serie D, núm. 
742-I y 745-I, 16 de septiembre de 1981. 
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noviembre de 1981. Esta tramitación en las sesiones de debate del Senado responde a 
que los días elegidos para la presentación de tales iniciativas fuesen los que siguieron a 
la finalización de las sesiones de debate en el Congreso. 
 
En concreto fueron cinco Proposiciones no de ley las registradas en el Senado en 
esas fechas, tres de las cuales provinieron del Grupo Socialista y las dos restantes del 
Grupo Mixto. Las temáticas recogidas en estos instrumentos parlamentarios varían poco 
respecto a los que hubieron sido discutidos a lo largo de los debates en el Congreso.  
 
Así, las manifestadas por parte de los representantes del Partido Socialista 
recogen la solicitud de la Cámara al Tribunal Constitucional para que se pronuncie y 
declare sobre si existe o no contradicción entre la Constitución y las estipulaciones del 
Tratado del Atlántico Norte; la que solicita al presidente del Gobierno que utilice la 
facultad de propuesta de S.M. el Rey para la convocatoria de un referéndum consultivo 
ante la importancia y las consecuencias objetivas que tiene la eventual adhesión de 
España al Tratado del Atlántico Norte, y, en tercer lugar, la Proposición no de ley sobre 
rectificación del cauce legislativo iniciado para la adhesión de España al Tratado del 
Atlántico Norte, presentada por el Grupo Socialista. 
 
Por su parte, los representantes en el Senado del Grupo Mixto apoyaron las 
propuestas por las que se solicitaba al Gobierno que proponga un referéndum consultivo 
sobre la procedencia o improcedencia de la adhesión de España al Tratado del 
Atlántico Norte, y la que tenía como finalidad la remisión por parte del Gobierno a las 
Cortes Generales de todo acto convencional relativo a la integración y participación de 
España en la Organización del Tratado del Atlántico Norte485. 
 
 Nos situamos, de este modo, en la fase definitiva de la materialización jurídica 
de la opción atlantista definida por Calvo-Sotelo en su discurso de investidura. Ésta es, 
al debate en las Cortes acerca de la autorización solicitada por el Gobierno respecto a la 
adhesión de España al Tratado del Atlántico Norte. Un debate con unas posiciones bien 
determinadas y con un final más que previsible, lo que no impidió que los 
                                                 
485 Estas cinco proposiciones no de ley fueron publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales/Senado, I Legislatura, serie I, núm. 113, 20 de noviembre de 1981 y su tramitación y votación 
puede consultarse en el Diario de Sesiones del Senado, Plenos, núm. 127, 24 de noviembre de 1981.   
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representantes políticos aprovecharan la ocasión para manifestar en las Cámaras sus 
planteamientos en unas sesiones de las que estuvieron muy pendientes la sociedad 
española, ampliamente informada a través de los medios de comunicación. 
 
 
3.1.1. El desarrollo del debate 
Una vez que el Gobierno depositó ante la Mesa del Congreso el Tratado de 
Washington para el inicio del procedimiento establecido para su tramitación, entramos 
en una nueva fase del camino que habría de concluir con el ingreso de España en la 
Alianza Atlántica. 
 
 A partir del 31 de agosto de 1981, fecha del registro de entrada del Tratado en el 
Congreso, se inauguran los trámites parlamentarios a través de los cuales los diputados 
y senadores españoles habrían de debatir en las Cámaras la solicitud presentada por el 
Gobierno. Una decisión que, días antes, había sido consensuada por Calvo-Sotelo con 
los miembros de su gabinete así como con la cúpula de las Fuerzas Armadas486.  
 
El debate en las Cortes abordaría el fondo como las formas de esta iniciativa 
gubernamental y constituirá uno de los escasos momentos en los que la política exterior 
ha ocupado un papel protagonista en el Parlamento a lo largo de las tres últimas décadas 
de la historia de España. Cabe incluso decir que entre septiembre y diciembre de 1981, 
el Parlamento acaparó el centro de interés del país desempeñando la función de foro de 
expresión política, en contraste con la tónica general del parlamentarismo 
contemporáneo. 
 
 Una vez que el Consejo de Ministros respaldó la propuesta de adhesión se 
remitió el tema con carácter de urgencia al Consejo de Estado. De este modo, el 
Gobierno se proponía recabar la calificación del Tratado de Washington para clarificar 
el procedimiento constitucional por el cual habría de tramitarse la incorporación 
española. La respuesta del Consejo de Estado no era cuestión baladí, por cuanto se 
trataba de dilucidar la vía constitucional por la que había de tramitarse el Tratado. Ello, 
en la práctica, equivalía a determinar si la eventual adhesión al mismo debía realizarse 
                                                 
486 Véase SALAS LÓPEZ, F. de: «El proceso…», y RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, p.162, 
confirmado por el testimonio de Leopoldo Calvo-Sotelo al autor.   
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por mayoría simple o mayoría absoluta de las Cortes, en función de las obligaciones 
recogidas a lo largo de su articulado. En la práctica, el dictamen del órgano consultivo 
determinaría el número de apoyos que la propuesta habría de necesitar en las Cámaras 
para prosperar y, en definitiva, si al Gobierno le sería suficiente con un número de votos 
factible en virtud de la composición de la Cámara o, por el contrario, imposible según la 
aritmética parlamentaria y las sensibilidades de los Grupos opuestos a la adhesión. 
 
 El tema del procedimiento de votación al que habría de sujetarse la autorización 
parlamentaria en caso de una adhesión de España al Tratado del Atlántico Norte no fue 
abordado únicamente desde la esfera institucional. A su vez, dada la repercusión del 
tema a dilucidar, desde el ámbito académico encontramos igualmente estudios que 
profundizaron en la cuestión desde fechas anteriores al dictamen mismo del Consejo de 
Estado487. 
 
A este respecto, la Constitución distingue entre dos vías en el tratamiento 
parlamentario de los tratados internacionales, en función de las características de 
aquéllos. Por un lado, se encuentran los tratados que regula el artículo 93, que atribuyen 
«a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas 
de la Constitución» y para los que se exige una autorización mediante ley orgánica y su 
correspondiente mayoría absoluta para su aprobación. Del otro, encontramos los que 
quedan recogidos bajo el artículo 94. A diferencia de los anteriores, la tramitación de 
tratados por este artículo se entiende por razón de su materia, quedando implícitamente 
establecido que éstos no conllevan una transmisión de soberanía por parte de los 
Estados signatarios. Entre los que se recogen en el artículo 94 se encuentran los 
«tratados de carácter político», apartado a) del artículo 94.1 y los «convenios de carácter 
                                                 
487 Destaca el trabajo de la profesora Araceli Mangas Martín, fechado en noviembre de 1980. En éste, la 
jurista concluía que el Pacto Atlántico respetaba formalmente la soberanía de los Estados signatarios, al 
reservarse cada uno de ellos la aplicación de iure de las obligaciones del Tratado del Atlántico Norte 
conforme a sus normas constitucionales, por lo que la tramitación parlamentaria por mayoría simple era 
suficiente MANGAS MARTÍN, A.: «El procedimiento constitucional para la eventual adhesión de 
España al Tratado del Atlántico Norte», Revista de Estudios Internacionales, vol. 2, núm. 1, enero-marzo 
1981, pp. 81-106. Esta misma consideración fue recogida por los profesores J.A. PASTOR RIDRUEJO 
en el «Informe sobre la mayoría parlamentaria requerida para la autorización por las Cortes de la adhesión 
de España al Tratado del Atlántico Norte», de julio de 1981, y por J.A. CARRILLO SALCEDO y M. 
RAMÍREZ JIMÉNEZ en el «Dictamen sobre los problemas jurídicos que suscita la eventual adhesión de 
España al Tratado del Atlántico Norte», de mayo del mismo año, aparecidos en publicaciones 
especializadas. 
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militar», apartado b) Para estos tratados se establece una autorización previa de las 
Cortes otorgada mediante votación por mayoría simple. 
 
Tras analizar la naturaleza del Tratado del Atlántico Norte, el dictamen del 
Consejo entendía que éste quedaba encuadrado en el artículo 94 «por su naturaleza, 
tanto en el apartado a), tratados de carácter político, como en el apartado b), tratados o 
convenios de carácter militar», para añadir más adelante que «el artículo 93 de nuestra 
Constitución no es referible al Tratado del Atlántico Norte (…) Por el contrario, en el 
caso aquí analizado las competencias siguen siendo ejercidas por el Estado, incluso a 
nivel de los organismos de la Alianza»488. La mayoría simple en las votaciones era 
suficiente para aprobar la incorporación a la OTAN. 
 
 Del análisis aquí recogido, debe quedar expresa manifestación de que lo que se 
estaba examinando eran las implicaciones jurídicas que conllevaba el Tratado de 
Washington, texto al que el Gobierno de Calvo-Sotelo quería incorporar a España. Por 
el momento, España estaba dilucidando su adhesión al Pacto Atlántico, adquiriendo los 
derechos y obligaciones recogidos en el Tratado del Atlántico Norte. El grado de 
participación en la OTAN, a través de su estructura militar o la significación política de 
la adhesión a la Alianza eran cuestiones directamente vinculadas a la participación en el 
Tratado pero distintas a la que entonces se estaban decidiendo en esta primera fase 
procedimental489. Esta clarificación dio pie a que, años más tarde, figuras políticas que 
entonces manifestaron su postura favorable a la incorporación a la Alianza, expresaran 
como la insistencia en el tratamiento del artículo 94 no se hizo para facilitar el trámite a 
la hora de los recuentos, sino en atención al respeto constitucional y a una adecuada 
perspectiva informativa y explicativa de lo que la OTAN significara490. 
 
 El dictamen, fechado el 27 de agosto de 1981, fue aprobado por unanimidad de 
la Comisión Permanente del Consejo de Estado. No tenía carácter vinculante, sino 
                                                 
488 El texto íntegro del Dictamen puede consultarse, entre otros en, Revista de Estudios Internacionales, 
vol. 2, núm. 4, octubre-diciembre 1981, pp. 1121-1130. 
489 En este sentido, véase, entre otros, REMIRO BROTONS, A.: La acción exterior del Estado, Madrid, 
Tecnos, 1984, pp. 138 y 139. 
490 CAMUÑAS, I.: «España en la OTAN…» , pp. 115 y 116 o RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, p. 
167. 
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estrictamente preceptivo491. De este modo, el día 31, el ministro de la Presidencia 
enviaba copia auténtica del texto del Tratado de Washington a las Cortes Generales 
junto con la documentación anexa492. 
 
 Comenzó entonces lo que para algunos fueron “argucias reglamentarias” para 
aplazar o impedir el debate parlamentario y para otros el uso de unos medios legítimos 
para defender sus posiciones sobre la cuestión planteada. Un debate que tendría lugar en 
la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso los días 6, 7 y 8 de octubre, y en el 
Pleno del Congreso los días 27, 28 y 29 del mismo mes. En el Senado el debate 
transcurrió en la Comisión de Exteriores entre el 17 y el 19 de noviembre y en el Pleno 
entre el 24 y el 26 de noviembre. 
 
El debate en la comisión de Asuntos Exteriores de la Cámara baja se abrió con 
unas sustanciales disquisiciones de procedimiento y plazos, para pasar, posteriormente, 
a presentar y votar las enmiendas presentadas por los distintos Grupos Parlamentarios.  
 
De las enmiendas presentadas hay que distinguir entre las enmiendas a la 
totalidad del Tratado,  que en caso de prosperar,  darían lugar a un rechazo del proyecto 
del Gobierno, y las enmiendas específicas a puntos concretos de la solicitud de 
autorización gubernamental. La naturaleza jurídica de las enmiendas fue motivo de 
confusiones en las propias sesiones de la Comisión. Debido a la publicación de los 
Reglamentos de las Cortes antes que el texto constitucional, existió la duda de si el 
Gobierno había presentado una comunicación o una petición. En caso de tratarse de una 
comunicación, las reservas a puntos parciales de la misma habrían de tramitarse como 
propuestas de resolución. Si el Gobierno hubiere presentado una petición, como así fue 
considerado, estos pronunciamientos habrían de ser enmiendas. No enmiendas al 
Tratado, sino a la resolución de autorización, que es como finalmente de tramitaron493. 
                                                 
491 El dictamen recogía las firmas del presidente Jiménez Blanco y del secretario, Rodríguez y Rodríguez. 
Los consejeros asistentes a la Comisión Permanente eran Jordana de Pozas, Villar Romero, De Benito 
Serres, Sánchez de Corral, Vizcaíno Márquez y Rovira de Burgada. 
492 Esta documentación incluía una copia del dictamen del Consejo de Estado, copias de los protocolos de 
adhesión al Tratado de Grecia, Turquía y la RFA, carta del secretario general de la OTAN de 30 de julio 
de 1981 por la que se informaba de la declaración francesa de independencia de Argelia en 1963, un 
informe de la Dirección General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos y los 
anteriormente citados informes de los profesores Pastor Ridruejo, Carrillo Salcedo y Ramírez Jiménez. 
493 Los fundamentos de estas disquisiciones jurídicas del debate en QUEL LÓPEZ, J.: Las reservas a los 
tratados internacionales (Un examen a la práctica española), Bilbao, Universidad del País Vasco, 1991, 
pp. 374 y ss. 
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 Una vez votadas y rechazadas las catorce enmiendas a la totalidad, referentes a 
aspectos formales del Tratado, la Comisión entró a discutir sobre las enmiendas a la 
solicitud de autorización494. Entre ellas, solamente dos de las veinte presentadas fueron 
aceptadas en votación. Fueron la número 23 y 30, presentadas por Minoría Catalana y 
Coalición Democrática respectivamente. Éstas darían como resultado los puntos II y III 
del proyecto de autorización al Gobierno para prestación de consentimiento a la 
adhesión al Tratado del Atlántico Norte que la Comisión finalmente dictaminó para su 
debate y votación en Pleno del Congreso. El resto de enmiendas abordaban aquellos 
aspectos en los que la oposición venía incidiendo meses atrás: nuclearización, 
neutralidad, integridad territorial y repercusiones posibles en el status de Gibraltar. El 
dictamen fue aprobado por 19 votos a favor, 14 en contra y una abstención495. 
 
 De este modo, el debate pasó al Pleno. El procedimiento a seguir los días 27 a 29 
de octubre, consistió, en primera instancia, en una serie de intervenciones en razón de 
las iniciativas parlamentarias que los diferentes grupos habían presentado en fechas 
anteriores al debate. Estos instrumentos de control han quedado recogidos en el 
apartado anterior, en función de su fecha de presentación, antes de celebrarse el debate 
en Cortes. 
 
 El día 28 se inició el debate general acerca del otorgamiento o denegación de la 
autorización solicitada por el Gobierno. Tras las intervenciones de Calvo-Sotelo y Pérez 
Llorca por parte del Ejecutivo y de distintos representantes de los grupos parlamentarios 
en turnos de réplica y contratréplica, se llegó a la última jornada del debate en el 
Congreso496. Aquélla se inició con la intervención del ministro de Defensa y varios 
diputados en nombre de distintos grupos. Posteriormente se sometieron a votación las 
enmiendas anteriormente rechazadas en Comisión, con el mismo resultado en el Pleno 
del Congreso497. Tras las últimas intervenciones, se votó el dictamen aprobado por la 
                                                 
494 Los temas de estas enmiendas a la totalidad se agrupan en posiciones de anticonstitucionalidad del 
Tratado, en la solicitud de un referéndum y en la clasificación de la Alianza Atlántica como una 
organización que habría de quedar dentro de las que recoge el art. 93 de la Constitución. 
495 Véanse las sesiones del debate en la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso: Diario de Sesiones 
del Congreso de los Diputados, Comisiones, núms. 41, 42 y 43, de 6, 7, y 8 de octubre de 1981.  
496 La intervención inicial de Calvo-Sotelo queda recogida en el Apéndice Documental al final de estas 
páginas. 
497 Primero se votaron en bloque las que suponían la denegación de concesión, luego las propuestas 
concretas agrupadas en tres bloques (Gibraltar, integridad territorial y no nuclearización) y posteriormente 
otras más específicas, sin que ninguna de ellas fuera aprobada. 
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Comisión, con un resultado de 332 votos emitidos, 186 fueron favorables y 146 
negativos498. Quedaba así aprobada en el Congreso de los Diputados la forma final de 
autorización a la adhesión de España al Tratado del Atlántico Norte, en los términos 
reproducidos en el Apéndice Documental.499.  
 
 El debate en el Senado fue una exposición de motivos y argumentaciones muy 
similar a la que había tenido lugar en el Congreso. En las sesiones de la Comisión de 
Asuntos Exteriores, las jornadas se plantearon estableciendo un orden fijado el primer 
día, el 17 de noviembre de 1981. Se iniciaría con las cuestiones previas y 
posteriormente se tratarían las propuestas de no ratificación del Tratado o enmiendas a 
la totalidad. Seguidamente, se pasó a presentar y debatir las propuestas que propugnaron 
una modificación del texto del Tratado, para, finalmente, abordar las propuestas de 
aceptación o rechazo y las de modificación del texto aprobado por el Congreso de los 
Diputados. 
 
 Ante una reiteración de los argumentos defendidos por los distintos grupos 
parlamentarios, la cuestión que presentó nuevos ingredientes al debate fue la forma en 
que se votó la autorización para la adhesión al Tratado de Washington, reproduciendo la 
“ceremonia de la confusión” que se vivió en el Congreso500. 
 
 El texto presentado, dictamen, autorización, o ambos al unísono, como se 
prefiera, fue votado en la Comisión del Senado el día 19 de noviembre de 1981. El 
                                                 
498 Véanse las sesiones del debate en el pleno del Congreso: Diario de Sesiones del Congreso de los 
Diputados, Plenos, núms. 191, 192 y 193, de 27, 28 y 29 de octubre de 1981. Mediante este 
procedimiento, el gobierno satisfacía en parte las expectativas de la doctrina socialista, que en un 
principio señalaba que la entrada en la Alianza Atlántica «debe exigir un referéndum por tratarse de una 
decisión de especial trascendencia y, en todo caso, su aprobación por ley orgánica [dos tercios de las 
cámaras]», tal y como se recoge en MORÁN, F.: Una política exterior para España, Barcelona, Planeta, 
1980, p. 114.  
499 Los 186 votos favorables incorporaban los de los diputados de UCD, de CD, de Minoría Catalana, 
Minoría Vasca y alguno del Grupo Mixto. En este sentido, la votación sobre el ingreso en la Alianza 
Atlántica fue la última de las ocasiones en el el Grupo Parlamentario de UCD votó cohesionadamente en 
temas significativos. La labor de Miguel Herrero de Miñón resultó a todos los efectos decisiva en este 
lance, tal y como recogen diferentes testimonios. Entre otros, ATTARD, E.: Vida y muerte…, p. 274. 
Véase su propia narración de la actividad parlamentaria respecto a la cuestión atlántica en HERRERO, 
M.: Memorias…, pp. 263 y ss. 
500 La autorización se votó como una propuesta del Grupo Parlamentario de UCD, que presentó el texto 
del dictamen aprobado por el Congreso, que incluye la autorización junto con las recomendaciones que se 
añadieron como resultado del debate. Para el Grupo socialista ello conllevaba un error de forma por 
cuanto en ese caso no se votaría la autorización o no autorización al Gobierno, sino una propuesta 
presentada por un Grupo Parlamentario.  
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resultado fue su aprobación por trece votos a favor, ante la ausencia de voto del Grupo 
Socialista, al entender que no de había procedido correctamente501. 
 
 El último de los trámites parlamentarios constituyó el debate en el Pleno del 
Senado. En primer lugar, se tramitaron aquellas iniciativas que, por motivo del tema al 
que hacían referencia, habían de desarrollarse antes del debate propiamente dicho. Éstas 
fueron las cinco proposiciones no de ley que han quedado recogidas en el epígrafe 
anterior502.  
 
 El día 25 de noviembre se pasó a debatir en el pleno el dictamen aprobado por la 
Comisión, publicado días antes en el Boletín Oficial de las Cortes Generales503. El 
orden del debate quedó establecido de forma similar al que hubo tenido lugar en la 
Comisión: propuestas referidas a la adhesión en primer lugar; propuestas de 
modificación del dictamen posteriormente. Ocioso resulta decir que no prosperó 
ninguna de las propuestas, ni totales ni parciales. De este modo, se pasó a votar el 
dictamen, texto que, como hemos visto, no sufrió modificación alguna desde su 
aprobación en la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso. El resultado de la 
votación en el pleno del Senado fue de 106 votos a favor, 60 en contra y una 
abstención504. 
 
 Hemos tenido ocasión de manifestar con anterioridad la inexistencia de un 
verdadero debate sobre la política de seguridad de España en la transición a la 
democracia, sino más bien la exposición de unos argumentos políticos que respondían a 
criterios generales de la posición internacional de España en política internacional. Más 
adelante, en el epígrafe referido a las Fuerzas Armadas comprobaremos como la 
articulación de la política de defensa estaba en estos años todavía por desarrollar y 
definir en buena parte de sus presupuestos. De ahí que Luis Solana viniera a confesar 
dos años más tarde de estos debates que entonces se discutieron cuestiones como «paz 
                                                 
501 Véanse las sesiones del debate en la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado: Diario de Sesiones 
del Senado, Comisiones, núms. 3, 4 y 5, de 17, 18 y 19 de noviembre de 1981. 
502 Véase su publicación en Boletín Oficial de las Cortes Generales/Senado, I Legislatura, serie I, núm. 
113, 20 de noviembre de 1981. 
503 Boletín Oficial de las Cortes Generales/Senado, I Legislatura, serie IV, núm. 70, 21 de noviembre de 
1981. 
504 Véanse las sesiones del debate en el pleno del Senado: Diario de Sesiones del Senado, Plenos, núms. 
127, 128 y 129, de 24, 25 y 26 de noviembre de 1981. 
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sí, paz no; OTAN sí, OTAN no, sin saber ni por qué ni para qué de ninguna cosa ni de 
la otra»505. 
 
 Quien fuera protagonista principal de todo el proceso tampoco esconde sus  
impresiones sobre la «pobre polémica pública» del debate llevado a cabo en las sesiones 
parlamentarias506. 
 
 
3.2. El rechazo a la integración en la sociedad española 
 En los meses que conocieron el debate sobre la entrada de España en la OTAN, 
la política de seguridad sin duda fue uno de los temas protagonistas del panorama 
político nacional, en contraste con el tradicional postergamiento de las cuestiones de 
índole internacional durante la transición. Efectivamente, desde las primeras iniciativas 
al respecto llevadas a cabo durante la primavera de 1981 y hasta el desenlace mismo de 
las elecciones de octubre de 1982, la actualidad política estuvo en buena medida 
acaparada por la cuestión atlántica y sus derivaciones, disipándose a partir del cambio 
de Gobierno hasta bien entrada la legislatura de mayoría socialista. 
 
 A partir de esta situación, vamos a apreciar una doble tendencia en la percepción 
social de la posible entrada de España en la Alianza Atlántica. En primer lugar, se 
percibe un aumento de la polarización de opiniones en los meses analizados en este 
capítulo. Igualmente cabe señalar el mantenimiento de una considerable bolsa bien de 
indecisos bien de carentes de opinión formada al respecto, reflejado en el «no sabe, no 
contesta» de las encuestas. 
 
 La polarización de la opinión pública sobre el Tratado del Atlántico Norte 
respondió al reflejo de lo que sucedía en la arena política y mediática, donde los 
responsables de los partidos y los líderes de opinión conformaron un aumento de la 
sensibilidad popular al respecto, acercando el tema a los ciudadanos. Así, como rasgo 
complementario, es destacable la notable identificación de las opiniones con el criterio 
que al respecto mantienen los partidos políticos con los que los encuestados simpatizan. 
Sin embargo, el rasgo más sobresaliente continúa siendo la aparente atonía de la 
                                                 
505 SOLANA, L.: «El pacifismo», Ideas para la democracia, núm. 1, 1984, p. 92.  
506 CALVO-SOTELO, L.: Memoria…, p. 126. 
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sociedad sobre la política de seguridad, manteniéndose la línea de aparente 
distanciamiento o desconocimiento sobre la materia, a tenor de las encuestas llevadas a 
cabo en estos meses.  
 
 Deteniéndonos en los datos concretos recabados por las encuestas de opinión 
hemos de considerar los resultados de los estudios elaborados por el CIS, tal y como 
hemos venido haciendo desde nuestra aproximación al tema en 1976. En este sentido, el 
Barómetro de opinión pública de los meses de julio y septiembre de 1981 incluyó en su 
cuestionario sendas preguntas referidas a la posible participación española en la Alianza 
Atlántica. Concretamente, en el primero de estos Barómetros la pregunta número 25 
trasladada a los ciudadanos enunciaba: «Como usted sabe, la OTAN es la organización 
para la defensa mutua que desde hace 30 años agrupa algunos países europeos y los 
EEUU y a la que España no pertenece, ¿se considera muy partidario, bastante, poco o 
nada partidario de que España entre en la OTAN?»507. Si en los años precedentes podía 
establecerse cierto equilibrio favorable a la entrada en la Alianza, las respuestas en 1981 
otorgaban un claro mayor peso a aquellos que se decantaban negativamente a la 
integración.  
 
 Indudablemente, la campaña anti-OTAN desplegada por los partidos de 
izquierda modificó la actitud general de los españoles al respecto508. Así, el 6% de los 
1.200 encuestados se mostraba muy partidario de la entrada; el 14%, bastante partidario; 
el 12%, poco partidario y el 23%, nada partidario. En la línea apuntada desde el 
comienzo de las encuestas la mayoría de los preguntados se decidieron por el «no 
sabe/no contesta», aglutinando éste el 45% de las respuestas.  Se trata de una cifra no 
muy alejada de la obtenida para esta variable a comienzos de la transición, si bien, a 
estas alturas, ya se habían puesto en marcha algunas actividades y movilizaciones de 
propaganda a favor y en contra de la adhesión. 
 
 Siguiendo con la presentación de datos mantenida desde años anteriores, la 
clasificación de las respuestas en función del voto de las últimas elecciones generales 
                                                 
507 Véase al respecto «La opinión pública española…», pp. 219-220. 
508 Así lo señalan diferentes trabajos sociológicos sobre la cuestión: DÍEZ NICOLÁS, J.: «La transición 
política y la opinión pública española ante los problemas de la defensa y hacia las Fuerzas Armadas», 
Revista Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, p. 14 y DEL VAL, 
C.: Opinión pública…, p. 253. 
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ofrece elementos de valoración complementarios de la opinión pública, según queda 
reflejado en el CUADRO 7 para las principales fuerzas con representación 
parlamentaria. 
 
CUADRO 7: Voto en marzo de 1979 respecto a opinión  
de entrada de España en la OTAN. Julio 1981 
 
 
 
 
Muy 
partidario 
Bastante 
partidario 
Poco 
partidario 
Nada 
partidario NS/ NC TOTAL 
UCD 9 % 22 % 11 % 14 % 44 % 100 % 
PSOE 5 % 13 % 15 % 36 % 31 % 100 % 
PCE - % - % 20 % 59 % 22 % 100 % 
CD 22 % 33 % 6 % 8 % 31 % 100 % 
Fuente: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 La identificación entre la opinión de los encuestados con las posiciones de los 
partidos por éstos votados se torna más acentuada en estos momentos, señal inequívoca 
de un crecimiento  de la publicidad y expresión de pareceres al respecto por parte de los 
líderes políticos. 
 
 Respecto a la misma pregunta sobre la entrada de España en la Alianza 
Atlántica, trasladada al Barómetro de opinión pública de septiembre, se aprecia una 
tendencia desigual respecto a los datos recabados dos meses atrás, disminuyendo los 
partidarios del ingreso y aumentando los que se manifestaban en contra. Los resultados 
a la pregunta quedaban repartidos con un escaso 3% entre los muy partidarios de la 
entrada en la OTAN; un 10%, bastante partidario; un 11%, poco partidario y un 32%, 
nada partidario. El 43% restante prefirió no emitir respuesta alguna sobre el particular, 
en lo que sigue siendo una alta tasa al respecto a escasas semanas del inicio del debate 
parlamentario509.  
 
 El siguiente cuadro considera la afinidad de los votantes en relación con su 
criterio sobre la entrada española en la Alianza: 
 
                                                 
509 Este Barómetro en «La opinión pública española…», pp. 223-226. 
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CUADRO 8: Voto en marzo de 1979 respecto a la  
opinión de la entrada de España en la OTAN. Septiembre 1981 
 
 
 
 
Muy 
partidario 
Bastante 
partidario 
Poco 
partidario 
Nada 
partidario NS/ NC TOTAL 
UCD 7 % 19 % 10 % 14 % 49 % 100 % 
PSOE 1 % 3 % 15 % 52 % 29 % 100 % 
PCE 2 % 4 % 4 % 83 % 6 % 100 % 
CD 19 % 19 % 19 % 4 % 38 % 100 % 
Fuente: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 De este modo, comparando el voto con la opinión respecto a la integración 
recogida en julio se atestigua un mantenimiento de posiciones estables entre los 
simpatizantes de UCD, con una cuota algo menos favorable ahora que dos meses antes. 
Los votantes del PSOE aumentan claramente su criterio anti-OTAN una vez que, 
recordemos, se ha producido la presentación de la campaña socialista “OTAN, de 
entrada, no”, al tiempo que el electorado del PCE refuerza contundentemente su rechazo 
a la Alianza, al igual que en el mes de julio. Tendencia inversa es la dibujada por los 
simpatizantes de CD, entre quienes va a aumentar la postura atlantista y a reducirse la 
contraria al Tratado Atlántico. La trasposición de criterios entre votantes y la opinión 
respecto a la adhesión es evidente. 
 
 A la pregunta fundamental se le añaden en esta ocasión otras dos 
complementarias. La cuestión número 23, en la que se solicitaba a los poco y nada 
partidarios de la entrada la razón por la que se decantaban a la hora de desechar el 
ingreso, y la 24, que solicitaba de los encuestados, en cualquier caso, su opinión en el 
caso de celebrarse un referéndum sobre la entrada española en la Alianza, tal y como se 
desprende de los CUADROS 9 y 10. 
 
CUADRO 9: Razón por la que no es partidario  
de la entrada en la OTAN. Septiembre 1981 
 
Razones 
económicas 
Peligros de 
guerra 
Peligro de armas 
nucleares 
Por 
principios 
políticos 
Otros 
motivos NS/ NC TOTAL 
18 % 35 % 23 % 9 % 4 % 11 % 100 % 
Fuente: Centro de Investigaciones Sociológicas 
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CUADRO 10: Opinión ante un referéndum de entrada en la OTAN 
respecto al voto emitido en marzo 1979. Septiembre 1981 
 
 
 
 
A favor En contra Se abstendría 
No sabe, no 
contesta TOTAL 
UCD 25 % 22 % 12 % 40 % 100 % 
PSOE 4 % 58 % 10 % 27 % 100 % 
PCE 6 % 87 % 2 % 4 % 100 % 
CD 38 % 8 % 12 % 42 % 100 % 
Fuente: Centro de Investigaciones Sociológicas 
 
 En este sentido, como vemos, ante la posición contraria a la adhesión se apunta 
el peligro de guerra como razón principal de rechazo. Esta identificación de la 
Organización con el riesgo de que el país pudiera verse involucrado en un conflicto 
armado viene a subrayar una característica de la opinión pública en el tema investigado, 
como es la simplificación de argumentos esgrimidos por los partidarios de una y otra 
opinión sobre la Alianza Atlántica. En este caso, el reflejo social de asimilar OTAN con 
conflicto bélico no es sino el eco de los enunciados de buena parte de la clase política 
opuesta a la adhesión, carente en muchas ocasiones de un análisis riguroso y objetivo de 
las causas que pudieran desembocar en un conflicto internacional para España510. Por 
otra parte, las opiniones respecto al referéndum no vienen sino a confirmar la tendencia 
de los votantes a sus partidos: equilibrada entre los ucedistas, esencialmente 
desfavorable en los del PSOE, abrumadoramente opuesta entre los comunistas y 
considerablemente a favor entre los de CD.  
 
 Por último traemos a colación en estas páginas el sondeo realizado por 
SOFEMASA sobre la cuestión, celebrado a tan sólo unos días del debate parlamentario. 
Es este caso, las preguntas efectuadas fueron, entre otras: 
  
                                                 
510 La amenaza proveniente del norte de África, no modificaría su potencialidad como detonante de un 
conflicto en virtud de la pertenencia o no pertenencia de España a la OTAN, sino más bien al contrario. 
Por otro lado, era la existencia de bases militares a disposición de los Estados Unidos y sus eventuales 
capacidades ofensivas frente los intereses soviéticos lo que conlleva el riesgo de guerra en caso de 
conflicto entre los dos bloques de la guerra fría. No se trata, en este caso, de la pertenencia formal a la 
OTAN como de la participación real de España en el sistema defensivo de occidente. 
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- ¿Sabe lo que es la OTAN? 
- ¿Cree que España debe entrar en la OTAN? 
- ¿Cómo cree que debe decidirse el ingreso en la OTAN? 
- ¿Qué votará en un referéndum sobre la OTAN? 
 
 Entre las conclusiones que se pueden extraer de este sondeo de opinión  llama la 
atención la tasa del 26,4% que desconocía el significado y naturaleza de la 
Organización. En cuanto a la segunda pregunta, el 52% de los consultados opinó que 
España no debía entra en la Alianza Atlántica, frente al 18% que opinó afirmativamente, 
acentuándose las tendencias establecidas, para continuar, seguidamente con la forma en 
que debía decidirse el ingreso: 
 
 Referéndum nacional   69 % 
 Decisión gubernamental  9,9 % 
 Decisión del Parlamento  6,2 % 
 Decisión del Rey   1,6% 
 Decisión del Ejército   0,8% 
 Otras     3,4% 
 No sabe / no contesta   9,1% 
 TOTAL    100 % 
 
 
 Con respecto a la pregunta referida al voto en un eventual referéndum sobre la 
incorporación española a la OTAN se desprendía que un 15,3 % votaría favorablemente 
y un 48,3 % votaría negativamente. Del resto, el 28,4 % se mostró indeciso, el 2,8 % 
votaría en blanco y el 28,4 % respondió no saber qué votaría511.  
 
 En su última etapa y con el tema en su punto álgido de discusión, la tónica 
general de los españoles sobre la Alianza Atlántica era la misma que venía dibujándose 
desde el inicio de la transición, sin demostrar un apego o un claro posicionamiento al 
respecto. Este estado de opinión viene siendo explicado a la tradicional preocupación de 
                                                 
511 Los resultados de este sondeo, llevado a cabo entre el 2 y el 9 de octubre sobre una muestra de 3.009 
individuos, puede ser consultado en el fondo documental de CESA (Centro de Estudios Sociales 
Aplicados), con sede en Madrid. 
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la sociedad por los asuntos de política interior frente a los de política exterior, en una 
tendencia que sólo ha venido invirtiéndose recientemente en nuestro país512. 
 
 A través de estos datos estamos de acuerdo con las consideraciones expuestas 
por Consuelo del Val, cuando señala que el debate sobre el ingreso quedó reducido a los 
escenarios institucionales, con una escasa participación directa por parte de la sociedad 
civil, entendida como medio por los actores políticos y mediáticos. De este modo, el 
papel de la opinión pública cabe circunscribirlo más al de un actor pasivo y a merced de 
las directrices y consignas expuestas desde las tribunas y medios de comunicación513. 
 
 
3.3. La visión de las Fuerzas Armadas  
 Desde comienzos de la I Legislatura, inaugurada con el intento de golpe de 
Estado de 23 de febrero de 1981, las Fuerzas Armadas pasaron a primer plano de la 
actualidad política e informativa, acaparando el interés de la sociedad española en 
cuanto posible amenaza del sistema democrático. El proceso de investigación y juicio a 
los implicados en la maniobra golpista concentró la actualidad de los Ejércitos, 
minimizándose en los medios de comunicación el análisis de los indudables 
componentes militares que conllevaba la próxima adhesión española a la Alianza514. 
 
 Ante este panorama general, con una participación de hecho de España en el 
sistema de defensa occidental, a partir de la articulación de los convenios con los 
Estados Unidos, y una evolución de los acontecimientos políticos que encarrilaban al 
país a la integración formal en la Alianza Atlántica, entre las Fuerzas Armadas se 
desprende una actitud de observación interesada sobre el desenlace acerca de la política 
de seguridad, con especial atención a la significación del ingreso en la OTAN. En 
definitiva, la participación española en el Tratado del Atlántico Norte habría de 
                                                 
512 Véase GARRIDO, V.: «La opinión pública española y la OTAN», en ARTEAGA, F. (coord.): La 
OTAN en su medio siglo, Madrid, Asociación Atlántica Española, 1999, pp. 115. 
513 VAL CID, C. del: Opinión pública…, pp. 161 y ss. Una síntesis sobre el seguimiento y la forma en que 
fue examinada la incorporación a la OTAN por los medios de comunicación españoles en ARIAS, I.F.: 
«Los medios de información españoles en las campañas de la OTAN», en GIL, F. y TULCHIN. J.S. 
(eds.): España y la OTAN. Perspectivas políticas y estratégicas, Madrid, Instituto de Cultura 
Iberoamericana, Madrid, 1987, pp. 127-133. 
514 Como ejemplo, véase la entrevista publicada al ministro Oliart en la primavera de 1981, en la que 
únicamente se hace referencia a la integración en la OTAN en la última pregunta de la misma, una vez 
repasados todos los aspectos relativos al golpe, sus implicaciones en el Ejército y futuras consecuencias 
en el estamento militar. Diario 16, 13 de abril de 1981. 
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modificar, en principio, buena parte de los aspectos militares establecidos para 
adaptarlos a las exigencias defensivas de la adhesión.  
 
 Tal es la tesis que ponía sobre la mesa el experto en política de seguridad 
Antonio Sánchez-Gijón, en una intervención, en 1981, en la Sociedad de Estudios 
Internacionales. Para el periodista, las adaptaciones y transformaciones requeridas por la 
pertenencia a la Alianza serían notablemente rigurosas, por lo que conllevarían una 
sustancial modificación de los Ejércitos españoles, incidiendo en la profundidad de las 
reformas militares que habrían de concretarse. Estas afirmaciones quedan completadas 
con una crítica a la vigente concepción de la seguridad nacional, volcada hasta el 
momento en la defensa exclusiva del territorio español515. Sin embargo, otras voces 
igualmente autorizadas en la materia establecían presupuestos diametralmente opuestos 
al respecto. 
 
 Es el caso del general Juan Cano Hevia, director de la desaparecida Escuela 
Superior de la Guerra, quien, al contrario, llamó la atención sobre la limitación que la 
entrada española en la OTAN tendría para los asuntos defensivos de España. La defensa 
de España, señala, «es problema de los españoles, integrados o no en la OTAN. La 
integración es la solución que la política ha dado a uno de los problemas de nuestra 
seguridad nacional (el que deriva de la confrontación entre dos bloques europeos)». Así 
mismo, subrayó el descrédito que a su juicio suponía el recurso argumental de referirse 
a supuestos tales como que las Fuerzas Armadas españolas habrían de adoptar “la 
organización militar OTAN” o “doctrinas OTAN”. Admitiendo las lógicas y necesarias 
condiciones de entendimiento en el campo operativo entre aliados, el general significaba 
las diferencias orgánicas y doctrinales entre los Ejércitos de los países miembros de la 
Alianza, concluyendo en que la organización, disposición y preparación de las Fuerzas 
Armadas españolas, aún como miembros de la organización, correspondería a las 
necesidades, concepciones defensivas y recursos nacionales516. 
 
 Esta disparidad de criterios sobre la supuesta adaptabilidad de las estructuras o 
doctrinas de las Fuerzas Armadas o del concepto mismo de defensa nacional a los 
                                                 
515 SÁNCHEZ-GIJÓN, A.: «La OTAN y el futuro de la reforma militar», conferencia pronunciada en la 
Sociedad de Estudios Internacionales el 18 de mayo de 1981. Estudios Internacionales, 1981, Madrid, 
Sociedad de Estudios Internacionales, 1982, pp. 179 y ss. 
516 CANO HEVIA, J.: «Sobre política de defensa», Anuario El País 1982, p. 73. 
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cánones de la Alianza refleja, en definitiva, los motivos por los que Calvo-Sotelo inició 
la puesta en marcha de la integración en la OTAN. Como vimos, aquéllos no son otros 
que los estrictamente políticos. La hipotética acomodación de los Ejércitos a las 
necesidades de la defensa colectiva sería fijada sólo a posteriori, sin que ello fuera, en 
ningún momento, argumento válido para proyectar nuevas reformas entre las Fuerzas 
Armadas, ni objeto de análisis previo a la integración por parte de las instancias 
correspondientes. 
 
 En sentido contrario, el fallido golpe de Estado de febrero fue incorporado tanto 
al rosario de razonamientos esgrimidos por aquellos favorables al ingreso de España en 
el Tratado de Washington como a los motivos que impulsaron la reforma militar llevada 
a cabo por los Gobiernos socialistas a partir de 1982. Respecto al vínculo entre golpe de 
Estado y adhesión a la OTAN, algunos autores han resaltado sobremanera el elemento 
democratizador que la adhesión española la Alianza pudiera tener sobre los militares. 
Entre otros, tal es el caso de Paul Preston y Denis Smyth, quienes afirman que Calvo-
Sotelo aceleró el ingreso en la OTAN en un intento de conciliarse con las Fuerzas 
Armadas tras el 23-F: «el Gobierno creía por lo visto que la integración en el sistema de 
defensa occidental distraería a las Fuerzas Armadas de su malsana propensión a 
intervenir en la política interior»517. Siendo correcto el diagnóstico de que en la 
percepción gubernamental el ingreso en la Alianza atenuaría las funciones militares en 
el ámbito doméstico, el intento de golpe de Estado no aceleró, sino al contrario, pospuso 
los trámites parlamentarios de debate y aprobación, según expusimos páginas más 
arriba518. 
 
 En otro orden de cosas, y dentro del progresivo acercamiento a la temática 
atlántica llevado a cabo desde los comienzos de la transición, entre los organismos de 
análisis y células de estudio de las Fuerzas Armadas, el incremento de los trabajos e 
iniciativas relativas a la OTAN pasa a ser exponencial a partir de 1981, una vez quede 
explicitada la política gubernamental en la materia. En este sentido, el editorial del 
Boletín de Información para las Fuerzas Armadas correspondiente al número de mayo-
junio de 1981, dedicado al Tratado del Atlántico Norte, recogía el hecho de que «el 
                                                 
517 PRESTON, P. y SMYTH, D.: España ante la CE y la OTAN, Barcelona, Grijalbo, 1985, p. 117. 
518 Según otro trabajo del primero de los coautores citados, Juan Carlos I alentó al Gobierno sobre la 
entrada de España en la OTAN, con el argumento de que la integración disminuiría su disposición a 
intervenir en política interior española. Véase PRESTON, P.: Juan Carlos…, p. 539. 
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Gobierno ha formulado entre las líneas maestras de su política exterior de seguridad, la 
de aspiración al ingreso en la Alianza Atlántica», por lo que «los miembros de las 
Fuerzas Armadas, depositarios de una principal parcela de la Defensa Nacional deben 
en consecuencia acentuar su atención y conocimiento hacia esta posible solución de 
seguridad»519. 
 
 De entre las diferentes iniciativas de estudio del ámbito atlántico suscitadas en el 
ámbito militar hemos de dirigir nuevamente nuestra atención hacia el CESEDEN, 
donde, por ejemplo, a partir de septiembre de 1981 se desarrollaron en la Escuela de 
ALEMI dos cursos dedicados a la OTAN520. Así mismo, otros significativos índices del 
creciente interés que suscitaba entre las Fuerzas Armadas la inminente participación 
española en el Tratado del Atlántico Norte son los trabajos y memorias realizadas por 
los propios alumnos de los cursos impartidos en el centro521, o bien el contenido de las 
publicaciones periódicas habituales en el ámbito castrense522.  
 
                                                 
519 Boletín de Información para las Fuerzas Armadas, núm. 13, mayo-junio 1981, p. 6. 
520 Concretamente, entre el 21 y 26 de septiembre se celebró el Curso breve sobre temas OTAN, y entre el 
28 de septiembre y el 18 de diciembre tenía lugar el XX Curso Monográfico bajo el título España y la 
OTAN. El programa del primero de ellos se dividía en distintos módulos, a saber: «Grados de adhesión y 
compromiso a la OTAN», «Perspectivas de las relaciones de equilibrio entre los Estados Unidos y Europa 
en el seno de la OTAN» y «Estructura orgánica, política y militar de la OTAN» impartidos por el Capitán 
de Navío Obrador Serra; «El Tratado del Atlántico Norte. Su génesis y desarrollo» y «¿Qué puede aportar 
España a la OTAN?», por el Capitán de Navío Fernández Becerro; «Estrategia de la OTAN y Pacto de 
Varsovia» y «Repercusiones políticas y económicas para España caso de ingreso en la OTAN», por el 
Coronel Poyato Alonso; «El Pacto de Varsovia. Balance de Fuerzas Pacto OTAN» y «Repercusiones 
militares para España y sobre el factor estratégico, caso de ingreso en la OTAN», impartidos por el 
Coronel Blasco Alonso. Véase la documentación correspondiente al Curso Monográfico de ALEMI 
Curso breve sobre temas de la OTAN, septiembre de 1981 en el archivo del CESEDEN. Más tarde, en el 
mes de noviembre, el CESEDEN organizaba unas Jornadas de Estudio sobre La OTAN y la seguridad 
nacional, cuyas conferencias fueron editadas poco más tarde y quedan recogidas en la bibliografía que 
acompaña a esta investigación.  
521 Entre otros, véanse la Tesis de fin de curso del XIII Curso de Escuela de Estados Mayores Conjuntos 
(EMACON) del comandante de artillería Guillermo Fernández de la Yeza: Estudio estratégico de las 
distintas opciones de España en materia de Alianzas, abril 1981. La Tesis del mismo curso del teniente 
coronel del Ejército del Aire Manuel Gil del Real: Consideraciones de interés militar ante la posible 
integración de España en la OTAN, abril 1981, o la Tesis fin de curso del XIV Curso de la EMACON 
realizada por el teniente coronel Luis Alonso Cubells: España, los Estados Unidos y la OTAN; 
confrontación de sus estrategias, abril 1982, conservadas sin aparente criterio archivístico o documental 
en los fondos del archivo del CESEDEN. 
522 Así, el Boletín de Información del CESEDEN editaba los números extraordinarios 146 bis y 147 bis, 
de junio y septiembre de 1981, bajo los títulos de Información general sobre la Organización del Tratado 
del Atlántico Norte y España y la Organización del Tratado del Atlántico Norte respectivamente,  y los 
números 15 y 16, de septiembre y octubre-noviembre de 1981, del Boletín de Información para las 
Fuerzas Armadas, quedaban igualmente reservados a la adhesión española al Tratado del Atlántico Norte 
y a las repercusiones del ingreso en las Fuerzas Armadas. 
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 De la lectura de la documentación, conferencias y material de los cursos, 
trabajos académicos y publicaciones oficiales se desprende un tono indudablemente 
favorable de parte de los militares a la incorporación a la OTAN. Entre otros aspectos, y 
aceptando la indudable complejidad de sus organismos, queda expresamente 
manifestado el diferente nivel de participación de cada uno de los países aliados, 
remarcándose la flexibilidad y pragmatismo en la adaptación de los Estados miembros a 
la defensa común, así como la posibilidad de revisar sus respectivos status en el seno de 
la Alianza, según las circunstancias. Igualmente, se recoge el respeto a la soberanía e 
independencia nacional, por el principio de unanimidad, aún a costa de mayores 
dificultades en la toma de decisiones entre los aliados. Incluso en el mando militar, se 
apunta, los comandantes aliados carecen de autoridad por encima de las instancias 
nacionales, limitándose el mando militar integrado de la OTAN a informar a los 
respectivos Gobiernos de los objetivos que se estiman convenientes, siendo los 
parlamentos nacionales los que determinan las decisiones presupuestarias y de niveles 
de fuerza que consideren adecuadas. 
 
 A su vez se aprecia un claro rechazo a neutralidad como opción de seguridad 
viable en las circunstancias en que España se encontraba en el marco de la guerra fría, al 
tiempo que se reitera constantemente que el ingreso en la OTAN en absoluto rompería 
el equilibrio estratégico bipolar, socorrido argumento éste, el la quiebra del balance de 
fuerzas Este-Oeste en caso de adhesión española, empelado por los contrarios a la 
pertenencia de España a la Alianza. Manifiestamente se señala que España es, desde 
1953, parte del esquema defensivo occidental, añadiéndose que, a pesar de esta indirecta 
participación, está excluida de todos sus niveles de información y decisión, lo que 
supone prácticamente una cesión gratuita de la libertad de acción a favor de terceros 
países. Una opinión que, en ocasiones, es expresada sin ambages en estas publicaciones 
oficiales de las Fuerzas Armadas. Así en las conclusiones de una de ellas se sostiene: 
«Se estima que el acceso de España al Tratado del Atlántico Norte y su participación en 
la OTAN es, no sólo conveniente, sino necesario»523.  
  
 De este modo, al hilo de la documentación consultada, cabe concluir en un 
balance favorable entre las Fuerzas Armadas hacia la adhesión española a la Alianza 
                                                 
523 Boletín de Información del CESEDEN, núm. 147 bis, España y la Organización del Tratado del 
Atlántico Norte, septiembre de 1981 p. 45. 
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Atlántica. Una conclusión que implícitamente arrastra su misma puesta en tela de juicio: 
que no se escucharan voces críticas con la integración en el seno de las Fuerzas 
Armadas no significa, lógicamente, que no pudiera haberlas. Sin embargo, si las hubo, 
aquéllas no fueron lo suficientemente reseñables como para trascender a la luz pública, 
por lo que, en el actual estado de la cuestión, convenimos en señalar el respaldo general 
de las Fuerzas Armadas a la entrada en la OTAN, máxime cuando esta decisión le 
correspondió a las máximas instituciones del Estado: a iniciativa del Gobierno, tras el 
consabido respaldo de las Cortes. 
 
 
 
4. La materialización de la política de seguridad española 
 En 1981 las opciones de la política de seguridad española se reducían a tres 
posibilidades objetivas: la neutralidad; la renovación de los convenios con los Estados 
Unidos y la renovación de la relación bilateral junto a la incorporación a OTAN, siendo 
esta tercera la opción concretada por España en el momento mismo en que se daba por 
concluido el proceso de transición. 
 
 Vamos a atestiguar a continuación en qué consistió esta variante implementada 
en España, buceando en la materialización, en los aspectos concretos de los 
componentes que configuran la relación con los Estados Unidos y el desenlace sobre la 
eventual participación en la Alianza. Así, abordaremos la negociación y posterior firma 
del Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación hispano-norteamericano, al que 
meses más tarde habría de añadírsele un anexo en forma de protocolo que satisfacía las 
demandas del Gobierno socialista, y en el contenido de la participación española en la 
OTAN hasta la congelación llevada a cabo por Felipe González. 
 
 Nos aproximaremos en primer término a los condicionantes y factores que 
rodearon la consecución efectiva del nuevo texto entre España y los Estados Unidos, 
entre los que el proceso de adhesión a la Alianza Atlántica y el nuevo tipo de relación a 
establecer por parte de los españoles caben ser significados como los más destacados. 
 
 A su vez, seguidamente serán expuestas las conversaciones entre los 
representantes de la Alianza y la delegación española designada en la Organización tras 
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concretarse la integración española. Unas breves negociaciones a la postre, debido a la 
suspensión de la participación de España en los órganos de carácter militar decretado 
por el Gobierno de Felipe González. Sin embargo, en ellas podemos atestiguar las 
vicisitudes, el modo de trabajo y el compromiso real con la defensa de occidente que 
cabía esperar desde España por parte de la OTAN, distante, en muchos aspectos, a los 
planes y estereotipos que en la fase de debate se lanzaron por parte de políticos y 
militares responsables de diseñar un curso de evolución factible en materia atlántica. Y 
ello a través de documentación inédita consultada por el autor en el desarrollo de la 
investigación524. 
 
 
4.1. El Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación de 1982 
 Tras presentar los presupuestos de partida de las delegaciones española y 
norteamericana, nos detendremos en este punto en las reuniones que desembocaron en 
el Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación firmado por España y los Estados 
Unidos en julio. Es en estas rondas negociadoras donde las políticas se tornan en 
elementos tangibles y donde a actividad diplomática adquiere todo su protagonismo, 
concretándose un capítulo clave en la política de seguridad de la transición. 
 
 Seguidamente, recorreremos brevemente los acuerdos en materia de seguridad 
recogidos en el nuevo texto, negociado en base a la consolidación del régimen 
democrático y la adhesión española en la OTAN, para concluir con el anexo incluido en 
el mismo por parte socialista, en lo que habría de significar una nueva etapa de 
relaciones bilaterales entre Washington y Madrid. 
 
 
4.1.1. Los puntos de partida  
Firmado el 2 de julio de 1982, el Convenio hispano-norteamericano tuvo su lógico 
proceso de gestación anterior y conllevó un solapamiento con la polémica existente en 
España sobre la posible adhesión al Tratado del Atlántico Norte, tanto por tratarse el 
vínculo norteamericano del pilar básico de la política de seguridad sostenida por España 
                                                 
524 Entre las numerosa bibliografía especializada objeto de estudio pare este trabajo no hemos encontrado 
referencia alguna a las posteriomente citadas en este trabajo Actas de las conversaciones España-OTAN 
sobre las modalidades y contenido de la presencia española, consultadas por el autor. 
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hasta su vinculación formal a la OTAN como por la coincidencia en el calendario de 
ambos procesos, condicionándose necesariamente las realizaciones de uno respecto al 
otro. A pesar de su interrelación, las principales instituciones políticas nacionales, el 
Gobierno, UCD y PSOE, adoptaron la postura oficial de que el convenio con los Estados 
Unidos y el acceso a la OTAN eran cuestiones distintas, no vinculables, posición que no 
respondió, como veremos, con la posterior sucesión de los acontecimientos.  
 
 De este modo, con la cuestión de la entrada o no entrada de España en la OTAN 
como argumento principal de confrontación entre las fuerzas políticas, la agenda 
española de la política de seguridad hubo de afrontar en 1981 su otro gran referente: la 
relación bilateral con los Estados Unidos. Como vimos en su momento, el Tratado 
firmado en enero de 1976 había sido el resultado de una larga negociación y, en última 
instancia, producto de la necesidad del jefe del Estado de asegurar uno de los 
principales apoyos externos al proceso de cambio político que se avecinaba tras la 
desaparición del general Franco. Indudablemente, y en el contexto de 1981, la de 1976 
era una relación de seguridad defectuosa y desequilibrada nacida del régimen anterior, 
presupuesto sobre el que los responsables políticos y los representantes españoles en las 
negociaciones del Tratado con los Estados Unidos plantearán, en esencia, la 
modificación de la política de seguridad hispano-norteamericana de cooperación. 
 
Con estos antecedentes, y transcurridos cinco años, 1981 era la fecha indicada para 
proceder a negociar, modificándolas en su caso, las condiciones de la relación hispano-
norteamericana. Era la primera vez que un Gobierno democráticamente elegido tenía que 
afrontar qué hacer con este acuerdo “de Franco”, existiendo en el plano teórico tres 
posibilidades al respecto: la denuncia del mismo y el fin de la relación bilateral; su 
prórroga en las mismas condiciones o el establecimiento de un nuevo documento, con 
nuevas condiciones en la relación entre España y los Estados Unidos. 
 
Desde los últimos meses de 1979 en España comenzaron a ponerse en marcha 
estudios y reuniones con el objeto de encarar la nueva negociación con la preparación 
necesaria y fijar la postura a adoptar ante la misma. Esta fase preparatoria se realizó 
fundamentalmente desde el ámbito militar, tanto en el Ministerio de Defensa como en el 
Ministerio de Asuntos Exteriores. En el primer caso, la subsecretaría de Defensa, 
encabezada por el almirante Ángel Liberal, la Junta de Jefes de Estado Mayor y el 
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CESEDEN fueron los órganos que encabezaron con mayor protagonismo estas sesiones 
preparatorias525. Por otra, como nos subrayan algunos de los protagonistas, en las 
reuniones convocadas en Exteriores concurrieron también representantes militares, 
además de otros procedentes del ámbito de Justicia, Hacienda, Industria y Energía, 
Comercio y Turismo, Economía, Transportes y Comunicaciones y Universidad e 
Investigación, áreas todas ellas que de alguna manera quedaban afectadas por la letra del 
Acuerdo con los Estados Unidos526. Respecto a la fecha convenida para el inicio de las 
negociaciones, desde el Palacio de Santa Cruz se apuntó la conveniencia en esperar a 
conocer cuál sería la Administración norteamericana tras las elecciones que se celebraban 
en los Estados Unidos a principios de 1981 como uno de los motivos que podían 
determinar su desenlace y desarrollo 527. 
 
Por parte de los Estados Unidos, desde diciembre de 1979 comienzan igualmente 
con los preparativos de cara a la negociación con España. Concretamente el Join Chiefs 
of Staff, el equivalente norteamericano a la Junta de Jefes de Estado Mayor, envió una 
representación militar a recorrer las bases en España y los principales cuarteles y mandos 
norteamericanos en Europa, todo ello en coordinación con varios diplomáticos de la 
embajada en Madrid. Durante estas visitas tuvieron la oportunidad de sentar 
conjuntamente las líneas principales en relación a la renovación del Tratado y definir la 
estrategia negociadora. En mayo de 1980, los norteamericanos cumplimentaron un 
recorrido similar, en esta ocasión llevado a cabo por miembros de los departamentos de 
Estado y de Defensa, quedando dispuestos para iniciar la negociación en el mes de 
septiembre de 1980528. 
 
En un principio, la presidencia del equipo negociador español recayó sobre el 
embajador de España en Washington, José Lladó, quien estableció los contactos 
preeliminares en Washington con los representantes del departamento de Estado. La 
sustitución del ministro Oreja por José Pedro Pérez-Llorca modificaría estas previsiones 
iniciales. El subsecretario de Asuntos Exteriores, Carlos Robles Piquer, fue designado por 
el nuevo ministro como presidente del equipo negociador español, a partir de septiembre, 
                                                 
525 El aspecto militar del Tratado de 1976 era del todo insatisfactorio para las Fuerzas Armadas españolas, 
tal y como vimos en capítulo VI y nos recuerda VIÑAS, A.: En las garras…, p. 460. 
526 Testimonios de Jorge del Pino y de Ángel Liberal al autor. 
527 Testimonio de Pérez-Llorca al autor. 
528 LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective on the 1981-1982 Negotiations», en McDONALD, J.W. 
y BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas..., p. 47. 
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encabezando una delegación originalmente integrada por 27 funcionarios. Por su parte, 
sería el embajador de los Estados Unidos en Madrid, Terence Todman quien 
desempeñara la jefatura del equipo negociador norteamericano.  
 
Esta configuración sufriría nuevas redistribuciones en las responsabilidades con 
posterioridad. Por un lado, en octubre de 1981, Robles Piquer pasó a ocupar la dirección 
general de Radio Televisión Española, sustituyéndole Gabriel Mañueco en la secretaría 
de Estado y, consecuentemente, al frente de la negociación. En virtud de los meses que 
las conversaciones llevaban en marcha, Mañueco resolvió que sería el subsecretario de 
Defensa, Ángel Liberal, quien encabezaría la delegación española de forma habitual, 
quedando así liberado de una constante actividad que absorbía buena parte de su tiempo, 
el cual podría emplear en otros asuntos propios de su cargo529. A su vez, los 
norteamericanos procedieron a actuar de forma similar, siendo el segundo de la 
embajada, Barbour, quien tomara las riendas de las conversaciones, en ausencia habitual 
del embajador Todman530. 
 
 Por parte española, existía el criterio definido de renunciar a la ayuda militar 
estadounidense en forma de créditos, ante su similitud con lo que entendían podía 
asemejarse a un precio de arrendamiento a cambio de utilización de las bases y 
facilidades. Tanto éste como en el deseo de una colaboración más efectiva en la defensa 
común, haciéndose cargo las fuerzas españolas de misiones hasta entonces 
desempeñadas por las norteamericanas en la zona de interés común, eran puntos sobre 
los que existía un claro paralelismo a los planteamientos previos a la negociación del 
Tratado de 1976531. 
 
 La delegación española afrontaba la negociación con los Estados Unidos desde 
una doble perspectiva. En virtud de la incertidumbre respecto a si la entrada de España 
                                                 
529 De esta forma, si bien era Gabriel Mañueco el que oficialmente encabezaba las reuniones para la 
negociación del Acuerdo hispano-norteamericano, en la práctica, y de forma oficiosa, fue sobre Liberal 
sobre quien recayó esta responsabilidad. Los testimonios al autor de Jorge del Pino y Javier Jiménez-
Ugarte, miembros de la delegación negociadora, así como del propio Ángel Liberal corroboran este 
particular. 
530 Testimonio de Terence Todman al autor. Para la composición en detalle del equipo negociador 
norteamericano, véase LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», p. 50. 
531 Informe sobre el calendario para la renovación de los Convenios hispano-norteamericanos, 
Subsecretaría de Defensa, Ministerio de Defensa, mayo de 1980. Archivo personal del almirante Ángel 
Liberal consultado por el autor. 
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en la Alianza Atlántica anunciada por el Gobierno se produciría antes o después de la 
firma del nuevo convenio hispano-norteamericano, proyectada para antes de septiembre 
de 1981, fecha de caducidad del Tratado de 1976, el equipo español afrontó las 
conversaciones con una doble posición oficial. Una, la que contemplaba un acuerdo con 
los Estados Unidos con España dentro de la OTAN. Otra, la que contemplaba el texto 
sin que España participara en la Alianza532. 
 
 No cabe duda alguna de que los Estados Unidos eran partidarios de que España 
formara parte del Tratado de Washington. Esto no ha sido nunca puesto en tela de 
juicio533. Sin embargo, el garantizar el uso de las instalaciones y el acuartelamiento de 
tropas y medios en España era una meta a la que los norteamericanos no estaban 
dispuestos a renunciar. Y hasta que no se dilucidara la entrada o no entrada española en 
la Alianza, este objetivo sólo era viable a través de los Convenios bilaterales534. 
 
 A través del testimonio del representante del Join Chiefs os Staff en la 
negociación podemos así mismo recabar las iniciales perspectivas norteamericanas 
desde el punto de vista militar en las inminentes conversaciones, detallado en los 
siguientes puntos: 
 
1. Derechos de tránsito aéreo. Ante la constatada intención española en 
restrictir los sobrevuelos de aeronaves norteamericanas por su espacio aéreo, 
en ruta hacia otras bases militares, existía la inquietud por parte de los 
militares estadounidenses de cómo reconducir este tráfico realizado por 
España, que ascendía a los 10.000 tránsitos al año. El tema se entendía 
especialmente grave en caso de crisis en Oriente Medio. 
                                                 
532 Esta estrategia de la “doble negociación” es la más clara muestra del condicionamiento del tema 
atlántico sobre el desenlace del Convenio hispano-norteamericano. Ha sido puesta de manifiesto por 
miembros de la delegación española en diferentes trabajos. Véase, por ejemplo, ROBLES PIQUER, C.: 
«España en la OTAN. Aspectos políticos de la integración», en HAGEMEYER, B, RUPÉREZ, J. y 
PEÑA, F.: España, Europa, Occidente…, p. 122 y LIBERAL, A.: «Cuarenta años después (1953-1993)», 
Política Exterior, núm. 35, otoño 1993, pp. 181-201 y recientemente confirmada por los propios 
testimonios de Carlos Robles Piquer y Ángel Liberal al autor. 
533 Nos parece en este punto excesiva la afirmación de Charles Powell, al sostener que los 
norteamericanos no estaban dispuestos a modificar sustancialmente el Tratado de no producirse antes el 
ingreso de España en la Alianza. POWELL, CH.: España en democracia…, p. 310. 
534 Testimonio de Terence Todman al autor. Así mismo recordemos la reunión señalada más arriba entre 
el secretario de Estado norteamericano y el presidente del Gobierno en la que Haig insinuó a Calvo-
Sotelo que lo primordial era garantizar los usos estadounidenses en España a través de la renovación de 
los Acuerdos. Testimonio de Leopoldo Calvo-Sotelo al autor. 
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2. Apoyo Logístico Naval. La importancia logística y operativa de la base naval 
de Rota era vital para la Armada norteamericana para el control del Atlántico 
oriental y del Mediterráneo occidental. No existía alternativa alguna en la 
zona, debido a que las bases norteamericanas más cercanas se encontraban 
en Inglaterra o Italia. 
3. Naves con propulsión nuclear. Desde España se venían denegando permisos 
para el atraque de barcos norteamericanos de propulsión nuclear en puertos 
españoles. Ello suponía problemas de dotación en los barcos operativos en el 
Mediterráneo occidental al tiempo que evidenciaba la actitud española ante 
todo aquello que conllevara uso de energía nuclear. 
4. Entrenamiento aéreo. Debido a las buenas condiciones climatológicas y la 
baja densidad de población, el polígono de las Bárdenas Reales, en Navarra, 
absorbía el 60% del entrenamiento táctico norteamericano del USAFE (U.S. 
Air Force in Europe). Ante las restricciones turcas y la cercanía de población 
en Italia, no existía una disponibilidad similar en toda Europa, donde la 
climatología hacía inviable el óptimo entrenamiento de los pilotos. 
5. Repostajes. En Zaragoza se mantenían determinadas unidades para el 
repostaje aéreo así como en apoyo a aviones en ruta. Se esperaba el intento 
español de poner fin a esta unidad de apoyo, aduciendo para el caso de 
Zaragoza el mismo criterio que en las negociaciones del Tratado de 1976: el 
riesgo de un accidente de un avión cisterna en una zona con alta densidad de 
población535. 
 
 
4.1.2. El desarrollo de las negociaciones  
 
Primera Ronda 
 Las negociaciones formales se iniciaron en Madrid, el 26 de mayo de 1981, 
planteándose en este primer encuentro las posiciones iniciales de ambas delegaciones536. 
                                                 
535 LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», pp. 48-51, donde se señala que la configuración de 
los borradores previos a cada ronda negociadora correspondía conjuntamente a los departamentos de 
Defensa, de Estado y al Joint Chiefs of Staff estadounidenses. 
536 Además de las fuentes que se citan a continuación, la información de lo abordado en esta primera 
reunión ha sido obtenida a través de una copia del Acta de las negociaciones entre España y USA para la 
renovación de los Convenios, Subsecretaría de Defensa, Ministerio de Defensa, mayo de 1981. Archivo 
personal del almirante Ángel Liberal consultado por el autor. 
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No fue hasta que el equipo español estuvo dispuesto hasta que se inició el proceso 
oficial de conversaciones, en un intento por demostrar un supuesto control del 
calendario negociador y por impacientar a los norteamericanos, dentro del normal juego 
psicológico que envuelve este tipo de conversaciones537. 
 
 Una vez sentados frente a frente, la parte norteamericana, en la misma línea de 
negociaciones anteriores, cantó las excelencias de la relación establecida en base al 
Tratado de Amistad y Cooperación. Analizaron la amenaza soviética, exponiendo cómo 
ésta se había visto incrementada más allá de las fronteras occidentales y manifestando 
que la respuesta de los Estados Unidos debía proceder básicamente vía OTAN en caso 
de conflicto armado538. Manifestaron estar de acuerdo con el deseo español de 
establecer una negociación y una posterior relación bilateral independiente a la 
aproximación a la Alianza, aunque consideraban inevitable su convergencia en 
múltiples aspectos y no dudaban en significar que la entrada de España en la OTAN 
conllevaría mejores niveles de cooperación bilateral. 
 
 Los representantes de Washington no ocultaron su interés en mantener las 
facilidades existentes en España, concebidas como contribución española a la defensa 
occidental, y consideraron necesario mejorar algunos puntos de la relación.539. El 
embajador Todman terminó su intervención destacando el esfuerzo económico que los 
Estados Unidos hacían en materia de defensa, esfuerzo que estaban dispuestos a 
incrementar sucesivamente a expensas de otras atenciones: programas de atención 
social, sanidad, educación…540. 
 
                                                 
537 Si atendemos al recuerdo del responsable por parte estadounidense, los meses anteriores al inicio de 
las negociaciones fueron un tanto desesperantes para los norteamericanos ante la aparente apatía española 
para comenzar a trabajar sobre la renovación del Tratado. Testimonio de Terence Todman al autor.  
538 Testimonio del representante del departamento de Estado integrado en el equipo negociador 
norteamericano. Véase PLANTY, D.J.: «The 1982 Agreement on Friendship, Defense, and Cooperation: 
Overwiew of the Negotiations», en McDONALD, J.W. y BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases 
Overseas..., p. 40. En este punto, los representantes norteamericanos celebraron la decisión del Gobierno 
español de solicitar su adhesión al Tratado del Atlántico Norte. En estas fechas, si bien la solicitud no 
había sido realizada de forma oficial por el Estado español, era notorio el interés que despertaba el 
ingreso en la Alianza Atlántica por parte del gabinete encabezado por Calvo-Sotelo. 
539 Especialmente en el acceso a los puertos españoles de buques de propulsión nuclear; en el incremento 
de operaciones de aviones cisterna desde las bases españolas; en la mejora de las oportunidades de 
entrenamiento, especialmente en el polígono de las Bárdenas Reales; y en la activación y utilización 
periódica de la base de Morón, para mantener sus condiciones mínimas de operatividad. 
540 Este aumento de la contrapartida económica hacia España se fundamentaba en que los Estados Unidos 
esperaban una mayor contribución económica para la defensa común por parte de sus aliados de 
Occidente. 
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 Por parte española, Robles Piquer analizó el desarrollo de la relación hispano-
norteamericana desde 1953 con un sentido crítico, destacando la necesidad de mejorarla 
debido a las insatisfacciones observadas en el desarrollo del Tratado en vigor541. Señaló 
el secretario de Estado el hecho de que la firma del texto de 1976 había sido realizada 
en un momento de delicada situación interna en España, de ahí que la relación futura 
hubiera de contemplarse como un nuevo Tratado, no como una simple prórroga del 
anterior, debido a que la situación democrática en España había de recoger un acuerdo 
políticamente aceptable para la opinión pública y las fuerzas políticas españolas. 
Anunció la necesidad de dotarlo de un mayor contenido defensivo, lográndose una 
alianza «en los términos relativos que en la actualidad se da a esta expresión», que 
comprometiese a ambas partes a una actuación de apoyo en caso de amenaza o agresión 
a la otra en la zona de interés común. 
 
 A las sesiones negociadoras principales hubo que añadir desde un principio 
diversas reuniones paralelas, configurándose comisiones o grupos de trabajo en áreas 
específicas de la relación bilateral integradas por representantes de ambas delegaciones. 
Así, se estableció la comisión de Defensa, en la que se planteó por iniciativa española la 
distinción conceptual entre IDAS (Instalaciones de Apoyo) y ADUS (Autorizaciones de 
Uso), fundamentada en que se trataba de concesiones de naturaleza muy diferente que 
convenía regular independientemente542. Por otra parte estaba el grupo que trataba de 
asuntos técnicos, científicos y culturales. La práctica y evolución de la negociación 
propició que aparecieran grupos menores o subcomisiones que, sin carácter formal, 
abordaran aspectos concretos del acuerdo, según existiera su necesidad. 
 
Segunda Ronda 
 Se celebró también en Madrid, en las instalaciones del EMCO, a partir del 23 de 
junio, figurando como primer punto de las sesiones el acuse de recibo por parte 
norteamericana de los borradores de textos preparados y entregados a los 
estadounidenses por parte española543. 
                                                 
541 Véase, PLANTY, D.J.: «The 1982 Agreement…», p. 40. 
542 Meses antes de comienzo de la negociación, Jorge del Pino recibió el encargo de recorrer todas las 
instalaciones y unidades de utilización o presencia norteamericana en la intención de determinar en la 
negociación las capacidades de su utilización y regular en la medida de lo posible este uso por parte 
española. Testimonio de Jorge del Pino al autor. 
543 De cara a la segunda ronda de negociaciones el equipo español preparó y envió a los representantes 
estadounidenses un proyecto de Tratado y un Convenio Complementario relativo a la Cooperación para la 
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 La iniciativa española de presentar una tentativa de Acuerdo completo, incluidos 
los aspectos complementarios y diferentes anejos documentales, obligaba a los 
representantes norteamericanos a dar respuesta a los mismos. A su vez, la propuesta 
española dejaba bien a las claras la intención hispana de controlar de forma mucho más 
intensa la actividad estadounidense en las bases, evidenciándose su objetivo de 
restringir las facilidades de uso norteamericanas únicamente en aquellos casos asociados 
a la defensa del área OTAN. Ello significaba el deseo de controlar, permitiéndolas o 
denegándolas, las misiones o vuelos en el área de Oriente Medio 544. 
 
 Estos aspectos no atenuaron la sorpresa causada entre los norteamericanos por la 
cantidad solicitada en concepto de ayuda militar por parte española, estimada en 4.000 
millones de dólares, desglosados en: 1.800 millones en créditos para la adquisición de 
material; 1.000 millones en concepto de donaciones y el monto restante para la Red de 
Alerta y Control, el oleoducto Rota-Zaragoza, cooperación científica y cursos de 
perfeccionamiento545. Por su parte, los norteamericanos expresaron su intención de 
variar el aspecto formal del acuerdo, desde un Tratado a un Acuerdo Ejecutivo. Esta 
modificación, respondía a la política del Congreso estadounidense, justificando la 
situación de 1976 como el deseo del Senado de tutelar la acción del Ejecutivo. 
Parafraseando al cabeza de delegación norteamericana, un argumento más para que 
España homologara su situación respecto al resto de países europeos integrados en la 
OTAN546.  
 
 En la reunión del grupo de Defensa los representantes españoles hicieron entrega 
de una lista de IDAS y otra de los materiales militares que España solicitaba en 
concepto de préstamo y de donación. Igualmente prosiguieron las consultas en las que 
la parte española insistió en la necesidad de conseguir el mayor apoyo en tecnología e 
                                                                                                                                               
Defensa. La reconstrucción de esta sesión ha sido fundamentada en la copia del Acta de las negociaciones 
entre España y USA para la renovación de los Convenios, Subsecretaría de Defensa, Ministerio de 
Defensa, junio de 1981. Archivo personal del almirante Ángel Liberal consultado por el autor. 
Informaciones recogidas en la prensa nacional en días previos al inicio de esta segunda ronda, señalan la 
opinión norteamericana de la dificultad de renovar el acuerdo vigente antes de septiembre de 1981, 
mientras los representantes diplomáticos españoles confiaban en concretar el nuevo tratado antes de la 
fecha de caducidad del documento firmado en 1976. Diario 16, 20 de junio de 1981. 
544 Así lo atestigua uno de los miembros de la delegación norteamericana: LORD, N.C.: «The U.S. 
Military Perspective...», p. 52.  
545 Véase LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», p. 51 y VIÑAS, A.: En las garras..., p. 464, 
sin citar fuente. 
546 Testimonio de Terence Todman al autor. 
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industria militar, con un mejor trato, más próximo al que los norteamericanos concedían 
a los aliados de la OTAN. Las respuestas de los representantes militares 
norteamericanos insistieron en el argumento de que una vez integrados en la Alianza 
Atlántica sería más fácil conseguir los objetivos propuestos en cuanto a equipamiento y 
dotación militar. Se estudió la propuesta española sobre ADUS e IDAS, insistiéndose 
por parte norteamericana en la «flexibilidad operacional» y repasando en mayor detalle 
sus aspiraciones al respecto, según indicaron en la primera ronda, tanto en el uso de las 
IDAS como en relación con las ADUS, especialmente en lo que afectaba a las 
pretendidas visitas de buques de propulsión nuclear. Del mismo modo, en el grupo de 
trabajo dedicado a Cooperación Científica, Tecnológica y Cultural-Educativa y 
Económica, se presentaron borradores españoles sobre los temas objeto de su estudio. 
Tal y como señala el jefe de delegación española, con este conjunto de proyectos, fruto 
de una intensa actividad de la delegación española, se trataba de dar un impulso que 
permitiera culminar en la fecha adecuada el proyecto de Tratado, cosa que ya se 
apreciaba difícil547. 
  
 El grupo de trabajo sobre el Estatuto de Fuerzas celebró durante esta ronda 
varias reuniones en las que fue analizando el proyecto español y abordadas las consultas 
de detalle por parte norteamericana. El proyecto español, producto del jurista de la 
Armada, José Duret, revestía la forma de un acuerdo bilateral, aunque inspirado en el 
Estatuto de Fuerzas de la OTAN (SOFA), en el que se habían introducido 
modificaciones, respecto al texto del Tratado, impuestas en algunos casos por las 
exigencias de la Constitución española, en el sentido de respetar la absoluta 
independencia del poder judicial, lo que hacía inviable el sistema de renuncias de 
jurisdicción por el Gobierno. Otras modificaciones trataban de resolver cuestiones que 
no estaban resueltas satisfactoriamente en el texto vigente, tales como los derechos de 
custodia y las garantías procesales. En todo caso, éste se consideraba como texto puente, 
hasta la incorporación de España a la OTAN, en cuyo momento se aplicaría el SOFA 
con los complementos imprescindibles. Fueron también comentados en este grupo 
algunos aspectos fiscales y laborales del proyecto de texto548. 
 
 
                                                 
547 Testimonio de Carlos Robles Piquer al autor. 
548 Sobre la materia, véase DURET, J. y ALLENDESALAZAR, J.M.: Estatuto de Fuerzas Armadas.... 
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Tercera Ronda 
 Ante la proximidad de la fecha de caducidad del Tratado, existió cierta 
preocupación porque las negociaciones se desarrollaran a ritmo intenso549. No obstante, 
la premura de tiempo no presionaba de igual forma a las dos partes. Por parte 
norteamericana se evidenciaba un deseo de que España accediera a la OTAN, debido a 
que desde su óptica la relación bilateral había alcanzado un techo que no podía 
rebasarse. En el planteamiento de la negociación, todo posible progreso respecto a la 
colaboración militar sólo podía entenderse en el marco del Tratado de Washington550. 
 
 Habiéndose producido un nuevo giro de tuerca en el debate político español 
sobre las posiciones respecto a la posible entrada de España en la OTAN se inició la 
tercera ronda en Washington, desde el 9 de julio551. Ambas delegaciones consideraron la 
necesidad de contemplar la posibilidad de que la negociación no estuviera terminada 
antes del 21 de septiembre, límite establecido de vigencia del Tratado de 1976552. En 
este supuesto, acordaron el estudio de una fórmula que evitase la aplicación automática 
de la caducidad prevista en el Tratado. 
 
 Por parte española se volvió a insistir en la necesidad de trabajar en dos 
proyectos paralelos –en una doble negociación- por si el nuevo texto se completara 
antes de que se hubiera tramitado la aprobación de acceso a la Alianza Atlántica. La 
parte norteamericana aceptó trabajar sobre el texto presentado por España en el caso de 
las cuestiones económicas, decidiéndose que se incorporaría al Convenio 
Complementario número 4, discutiéndose durante estas sesiones aspectos de su 
redacción.  
 
                                                 
549 De ahí, por ejemplo, que se hubieran formado diferentes subcomisiones o grupos de trabajo para 
abordar temas concretos. A los anteriormente señalados hubo que añadir una de nivel político para el 
estudio y redacción del texto principal. Testimonio de Javier Jiménez-Ugarte al autor, jefe de gabinete del 
secretario de Estado, quien actuara como secretario de la delegación española.  
550 Testimonio de Terence Todman al autor. 
551 Esta ronda estuvo precedida por un viaje a los Estados Unidos del ministro Pérez-Llorca, quien fue 
recibido por el presidente, el vicepresidente y los secretarios de Estado y de Defensa, celebrando 
igualmente encuentros con las comisiones de Asuntos Exteriores del Congreso y del Senado. En todas 
estas ocasiones Pérez-Llorca reiteró la decisión del gobierno español de integrarse en todas las 
instituciones occidentales, especialmente en la OTAN. Véase La Vanguardia, 9 de julio de 1981. 
552 Datos de estas sesiones en base a la copia del Acta de las negociaciones entre España y USA para la 
renovación de los Convenios, Subsecretaría de Defensa, Ministerio de Defensa, julio de 1981. Archivo 
personal del almirante Ángel Liberal consultado por el autor 
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 A continuación, el presidente de la delegación española pasó a concretar algunos 
puntos de las peticiones de los Estados Unidos en materia de facilidades. Así, en 
relación con su interés en elevar a 28 el número de cisternas que desearían estacionar en 
Zaragoza, Robles Piquer solicitó aclaraciones sobre las razones de esta petición y las 
misiones que se les atribuirían. En relación a la reactivación de Morón, también se 
requirieron por parte española explicaciones sobre la amplitud de esta reactivación así 
como las misiones que justificarían su utilización, por parte norteamericana. Respecto a 
la posibilidad de conceder el uso del polígono de las Bárdenas Reales un total de 245 
días al año, en detrimento de las Fuerzas Aéreas españolas, el representante español 
expuso sus objeciones. En una intervención posterior, el secretario de Estado detalló las 
cantidades pendientes de entrega por parte norteamericana en relación con el Tratado 
vigente553.  
 
 Todman respondió a estas alegaciones y justificó las peticiones. En relación con 
las peticiones de material, expuso las dificultades que existían en algunos casos por la 
insuficiencia de existencias que no alcanzaban a las necesidades propias. Al mismo 
tiempo, constató la existencia de fuertes limitaciones presupuestarias que 
obstaculizarían los créditos, lo que determinó el anuncio por parte de los 
norteamericanos de imposibilitar un crédito multianual para el periodo de vigencia del 
nuevo acuerdo, como había sucedido con el Tratado de 1976554. En su lugar, el 
representante del departamento de Estado propuso la consecución de los «mejores 
esfuerzos» (best efforts) de cara a la obtención anual del Congreso norteamericano del 
nivel de la ayuda militar y civil que correspondía a la importancia de la relación 
hispano-norteamericana. En base a esta declaración de intenciones, la delegación 
norteamericana esperaba mantener los derechos de uso y acceso a las bases españolas 
recogidos en 1976555. No obstante, se consideraba que las reuniones de los expertos 
                                                 
553 Los datos fueron los que el subsecretario de Defensa Ángel Liberal había expuesto recientemente en el 
Consejo Hispano-Norteamericano. Para el caso de la Armada, concretamente señaló el 7,1% del asignado 
para 1977; el 56% de 1978, el 54,2% de 1979, el 53, 1% de 1980 y el total de 1981. En el caso del 
Ejército de Tierra, el 19% asignado para 1979 y el 100% de 1980 y 1981. Archivo personal del almirante 
Ángel Liberal consultado por el autor. 
554 El corresponsal del diario ABC en Washington se hacía eco de la importancia atribuida al programa de 
asistencia a España en la intervención del subsecretario norteamericano de Estado para Asuntos Europeos 
ante el comité de Presupuestos del Congreso de cara a la ayuda a partir de 1982. En su exposición, se 
subrayó el interés de los Estados Unidos en mantener las facilidades militares de las que disfrutaba en 
España, si bien las cifras que barajó ante el citado comité recogían un máximo de 15 millones de dólares 
anuales más de los acordados para 1976-1981 respecto a la ayuda militar. ABC, 9 de abril de 1981. 
555 PLANTY, D.J.: «The 1982 Agreement…», pp. 41 y 42. 
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militares serían útiles para mejor conocimiento de los problemas, aunque insistió en que 
de ellas no podía esperarse ningún compromiso. En este punto, Robles Piquer incidió en 
lo anómalo que a su juicio resultaba el hecho de que siendo la contribución española 
total, se vieran limitadas las contribuciones norteamericanas a las asignaciones 
presupuestarias de cada año, sometida, además, a la aprobación del Congreso cada doce 
meses. 
 
 Como venía siendo habitual, se celebró paralelamente una reunión de expertos 
militares en la que se informó sobre la lista de material militar presentada por la 
delegación española, considerada necesaria por sus representantes para la potenciación 
de sus Fuerzas Armadas. La lista fue analizada por parte norteamericana para examinar 
su viabilidad. Rechazada la posibilidad de la donación, se planteaban las peticiones 
como una posible adquisición, no incluidas en concepto de préstamo o donación, y así 
se indicaban los precios, disponibilidad y posibles fechas de entrega. 
 
 El grupo del Estatuto de Fuerzas estudió el proyecto español que, aunque 
inspirado en el SOFA, estaba orientado dentro del contexto de un acuerdo bilateral. En 
este sentido, por parte norteamericana se descartaba la idea de un convenio bilateral 
recíproco debido al tiempo que podría durar su negociación: uno o dos años 
aproximadamente, con lo que no estaría concluido antes de la fecha de caducidad del 
Tratado. Por parte española se insistió en la fórmula del compromiso recíproco 
aplicando la fórmula australiana, en la que, aun aceptando un sistema no recíproco, se 
deja expreso el deseo de alcanzar la pretendida reciprocidad en el futuro.  
 
 Así mismo, se reunió el grupo de trabajo Económico, en el que se analizaron, 
cotejándolos, dos textos, uno por parte de cada delegación. En este caso se llegó a una 
serie de acuerdos de cara a la redacción final. 
 
 La redacción del Tratado principal avanzaba lentamente, cruzándose propuestas 
y contrapropuestas. A primera vista podían parecer mal entendidos resultado de 
cuestiones semánticas, sin embargo, estas diferencias conllevaban una trascendencia 
mayor de la aparente556. En palabras de Liberal se insistía por parte española en la 
                                                 
556 Por ejemplo, por parte norteamericana se pretendía sustituir el concepto de «defensa común» por 
«defensa de occidente», concepto éste más amplio, que rebasaba la zona de interés española y podía dar 
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necesidad de fijar una zona de interés común y unas normas de actuación más concretas, 
aunque no fueran automáticas, que cubrieran las seguridades de ambas partes. Esta 
cuestión estaba contenida ya en la Declaración de Principios de 1974, pero a juicio de 
los representantes españoles había quedado sin desarrollar. 
 
Cuarta Ronda 
 Dio comienzo en Madrid el 28 de julio de 1981, con la presentación por ambas 
partes de su propio Acuerdo principal. En los comentarios iniciales volvieron a 
plantearse las respectivas posiciones en los términos ya conocidos, sin que se produjera 
modificación alguna en las posturas hasta el momento definidas557. 
 
 La delegación norteamericana expuso con mayor detalle sus pretendidas 
ampliaciones sobre el uso de las facilidades e insistió en que la cláusula de seguridad e 
incluso el nivel de Tratado debían conseguirse a través del Tratado del Atlántico Norte. 
Respecto a las alusiones a la Declaración de Principios de 1974, que por parte española 
se consideraba aprobada por el Senado de los Estados Unidos al estar recogida en el 
Tratado, matizaron que el Senado sólo había aprobado la parte dispositiva del Tratado y, 
por tanto, únicamente aquellas referencias a la Declaración aludidas en el Preámbulo del 
mismo. 
 
 Los grupos de trabajo sobre Defensa, Cooperación Militar Industrial, Temas 
Civiles y Estatuto de Fuerza, dieron cuenta de sus progresos. Los resultados hasta el 
momento no eran muy significativos, por lo que sus temas siguieron en discusión. 
Debido en parte a esta circunstancia, ambas partes apuntaban la necesidad de tener 
prevista alguna fórmula que permitiera evitar la caducidad automática del Tratado y la 
prosecución de las negociaciones. Según el calendario previsto, la próxima sería la 
última ronda en celebrarse antes de la expiración del acuerdo de 1976, en septiembre de 
1981. La intención del Gobierno español de plantear el ingreso en la Alianza Atlántica, 
hacía que resultase necesario retrasar el final de las negociaciones hasta que esta 
decisión se materializase. Aunque se había estado trabajando en base a las dos hipótesis, 
                                                                                                                                               
lugar a que los Estados Unidos se apoyara en España para actuaciones en cualquier lugar del mundo. 
Testimonio de Javier Jiménez-Ugarte al autor. 
557 Copia del Acta de las negociaciones entre España y USA para la renovación de los Convenios, 
Subsecretaría de Defensa, Ministerio de Defensa, julio de 1981. Archivo personal del almirante Ángel 
Liberal consultado por el autor 
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el escenario de un acuerdo con España dentro de la OTAN tomaba cada vez más 
consistencia. 
 
 Entre las concreciones que cabe atribuir a esta ronda, en el grupo de Defensa se 
acordó que el término «facilidades» fuese definitivamente sustituido oficialmente por el 
de IDAS (Instalaciones de apoyo) o el de ADUS (Instalaciones de uso), del que nunca 
se dio traducción al inglés. Así mismo, la idea de reservar Convenios Complementarios 
separados para estos dos conceptos y para las contrapartidas de ayuda militar, fue 
también aceptada por las partes. No se ocultaba que las cláusulas de cancelación parcial 
de las instalaciones podían resultar convenientes si en algún aspecto no se conseguían 
los objetivos comprometidos558. 
 
 Al dar por finalizada la cuarta ronda, el 31 de julio, y dada la cantidad de trabajo 
aún pendiente, se acordó que aunque la quinta ronda se celebraría también en Madrid a 
partir del 25 de agosto, los grupos de trabajo continuarían reuniéndose para ir 
despejando el camino, como así se hizo en ocasiones posteriores. 
 
Quinta Ronda 
 Al iniciarse ésta en Madrid el día 25, tal y como se había previsto, la delegación 
española dio cuenta de que el Gobierno de Calvo-Sotelo había puesto en marcha el 
procedimiento para la adhesión al Tratado de Washington. Esta novedad determinó que 
se realizara un cambio de impresiones sobre el proyecto de texto del Convenio 
presentado por el equipo encabezado por Robles Piquer, recogiendo todo lo acordado 
hasta el momento y planteando la hipótesis de que España  fuera ya miembro de la 
OTAN, en el momento de la firma del texto negociado entre Washington y Madrid559. 
 
 Se tuvo que admitir que aún quedaba mucho por hacer y que no podría 
completarse el trabajo pendiente antes del 21 de septiembre. Ambas delegaciones lo 
                                                 
558 PLANTY, D.J.: «The 1982 Agreement…», pp. 41 y 42. Tal vez por ello, por parte norteamericana 
existía una clara oposición a admitir fórmulas de compromiso. Como vimos, la fórmula ofrecida por parte 
norteamericana era la de ofrecer sus «mejores esfuerzos» (best efforts) para la ayuda militar. Fórmula que 
por parte española se consideraba muy vaga y de nulo compromiso. 
559 Copia del Acta de las negociaciones entre España y USA para la renovación de los Convenios, 
Subsecretaría de Defensa, Ministerio de Defensa, agosto de 1981. Archivo personal del almirante Ángel 
Liberal consultado por el autor 
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pondrían en conocimiento de sus respectivos Gobiernos para que se pudiera adoptar la 
resolución de habilitar una prórroga del Tratado. 
 
 Los distintos grupos de trabajo, que no habían interrumpido su actividad, 
informaron de los avances conseguidos, poniéndose de manifiesto la existencia de 
puntos controvertidos en los que las posiciones se mantenían alejadas. Así, el grupo del 
texto principal tenía pendientes los temas referentes a la categoría del Acuerdo Bilateral, 
su ámbito de aplicación o ZIC (Zona de Interés Común), las limitaciones en el empleo 
de IDAS y ADUS, o los términos de denuncia o modificación parcial. El grupo de 
Defensa, tenía los problemas relacionados con los derechos de sobrevuelos y 
almacenamiento de armas ABQ560, la flexibilidad operativa de apoyo a la Estrategia 
Global, la autoridad de los jefes de las bases y la navegación nuclear. 
 
 El grupo del Estatuto de Fuerzas mantenía el conflicto de las competencias en 
materia de jurisdicción criminal y problemas fiscales y aduaneros. En relación con estos 
temas, Duret planteó su queja de la escasa sensibilidad norteamericana a las 
modificaciones legislativas derivadas de la Constitución española sobre la 
independencia del poder judicial. Se destacó el acuerdo logrado en los temas laborales 
del personal civil en instalaciones o dependencias de ámbito de actividad 
estadounidense. Por su parte, el grupo de Cooperación Industrial para la defensa 
manifestó haber alcanzado un 75% de acuerdo en las cuestiones planteadas561. A la vista 
de esta situación, se acordó que el grupo SOFA se reuniera en Washington el 21 de 
septiembre y el grupo de Cooperación Industrial el 28 de septiembre562. 
 
 
4.1.3. La prórroga del Tratado y finalización de las negociaciones  
 Antes de la reanudación de las conversaciones, los respectivos Gobiernos 
intercambiaron Notas, el 4 de septiembre de 1981, en las que se prorrogaba la vigencia 
                                                 
560 ABQ es el acrónimo en castellano de "atómico, biológico, químico", comúnmente utilizado para 
referirse a las unidades militares o civiles encargadas de combatir amenazas de esta clase, o a la amenaza 
en sí. En inglés: NBC (nuclear, biological, chemical). 
561 Durante todo el proceso negociador, este apartado fue competencia íntegra del embajador José Lladó, 
quién a lo largo de la negociación trabajó de forma un tanto independiente del grueso de la delegación 
española. Testimonio de Javier Jiménez-Ugarte al autor. 
562 Así mismo, proseguirían en Madrid, el 5 de octubre, las reuniones del grupo de Defensa y del Tratado, 
proyectándose una sexta ronda para finales de octubre. 
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del Tratado de 1976 por un periodo de ocho meses, hasta el 21 de mayo de 1982563. El 
motivo de esta prórroga era la imposible consecución del nuevo documento antes de la 
fecha prevista, a lo que había que sumar la solicitud del Gobierno de entrada de España 
en la Alianza Atlántica que se encontraba en fase de tramitación parlamentaria. El 
futuro convenio inevitablemente tendría que amoldarse al resultado de dicha solicitud y 
resultaría en nuevas conversaciones hispano-norteamericanas. Este intercambio de 
Notas se concretó en los puntos siguientes: 
 
1. Por parte española, la concesión por ocho meses de uso de las facilidades de 
que actualmente disfrutan las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de 
América, con todos los derechos, obligaciones y privilegios que se derivan 
del citado Tratado. 
2. Por parte de los Estados Unidos, la obligación de entrega de la parte 
proporcional, correspondiente a ocho meses, de las siguientes partidas 
anuales contempladas en el Tratado: 
- Créditos: 120 millones de dólares. 
- Fondos IMET: 2,2 millones de dólares. 
- Donación: 15 millones de dólares. 
- Cooperación científica, tecnológica, educacional y cultural: 7 
millones de dólares564. 
 
 El grupo SOFA se reunió en Washington en la forma prevista, sin que se 
consiguieran desbloquear las cuestiones pendientes de mayor entidad. Subsistían los 
problemas relacionados con el ejercicio de la jurisdicción criminal y las pretendidas 
cesiones de competencia, la validez de los certificados de acto de servicio y los 
derechos de custodia. Se planteó la pretensión española de conseguir un Estatuto para 
las fuerzas españolas en los Estados Unidos, que encontraba la oposición 
norteamericana, basada en la desproporción numérica, la inexistencia de precedentes en 
relación con los países de la OTAN y, lo más importante, las dificultades legislativas 
existentes para su aprobación por los distintos Estados americanos sólo podían 
                                                 
563 Canje de Notas de 4 de septiembre de 1981 prorrogando por ocho meses el Tratado de Amistad y 
Cooperacion entre España y los Estados Unidos de América, de 24 de enero de 1976. Boletín Oficial del 
Estado, núm. 116, 15 de mayo de 1982, p. 12743. 
564 Frente a las negociaciones del Tratado 1976, los Estados Unidos no obtuvieron un periodo 
extraordinario del convenio vigente sin ofrecer contrapartida alguna a cambio, aspecto aquél que tuvimos 
ocasión de subrayar en el capítulo VI. 
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resolverse con un texto a  nivel de Tratado. El grupo de Defensa reanudó sus trabajos en 
Madrid el 6 de octubre. Se centraron las discusiones en relación con el Anejo 3 del 
Acuerdo Complementario 2, referido al uso de las IDAS. La característica seguía siendo 
que, al avanzar y surgir posiciones no conciliadas, se mantenían los textos de ambas 
delegaciones con lo que el progreso era, ciertamente, muy relativo565. 
 
 Los grupos de trabajo siguieron reuniéndose durante los meses de enero a abril 
de 1982, consiguiéndose avances sustanciales en el grupo de Cooperación Industrial 
para la Defensa, en el que sólo se mantenía estancado el tema de las compensaciones566. 
El grupo de trabajo sobre el Texto Principal celebró en marzo dos reuniones con los dos 
copresidentes, Gabriel Mañueco y Terence Todman, examinándose los puntos de 
divergencia. Entre los mismos destacaban el artículo 2.2. del texto, en relación con los 
derechos de utilización de las IDAS para misiones fuera del marco bilateral o 
multilateral. En este punto no había posibilidad de diálogo, por lo que el tema quedó en 
suspenso, a pesar de que el embajador norteamericano aceptó ad referendum la 
propuesta española sin concretar detalles567. El grupo del Estatuto de Fuerzas llegó a 
completar su estudio, prosiguiendo el de Defensa sus laboriosas reuniones de análisis y 
avanzando en los Anejos 3 y 4 del Convenio Complementario número 2, si bien con 
algunas lagunas al respecto. 
 
 Durante los días 13 a 25 de abril se celebró otra ronda de negociaciones sin 
avances reseñables. Al contrario, se retiró la conformidad con el artículo 2.2. del 
Acuerdo, que constituía por parte española un punto clave y no negociable. En este 
sentido, en los primeros días de mayo se celebró en Washington una reunión de alto 
nivel que presidieron los ministros de Asuntos Exteriores Pérez-Llorca y su homólogo 
estadounidense, Alexander Haig568. En ésta los Estados Unidos flexibilizaron su postura 
                                                 
565 Copia de la nota administrativa con título Situación de las conversaciones España-USA sobre la 
renovación del Tratado, Ministerio de Defensa, 8 de octubre de 1981. Archivo personal del almirante 
Ángel Liberal consultado por el autor. 
566 En el mes de noviembre se produjo el cambio en la presidencia de la delegación española. Como 
anunciamos anteriormente, ésta pasó a ser desempeñada por el nuevo secretario de Estado de Asuntos 
Exteriores, Gabriel Mañueco. No obstante, en la práctica y como señalamos páginas atrás, la coordinación 
del equipo español recayó sobre el subsecretario de Defensa, Ángel Liberal.  
567 LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», p. 54. 
568 En esta reunión, se contraponen los argumentos de VIÑAS, A.: En las garras…, p. 465, en el sentido 
de que es entonces cuando Pérez-Llorca, con conocimiento de Calvo-Sotelo, renunciaría definitivamente 
a mantener el rango de Tratado en la relación con los Estados Unidos. Para del Jorge del Pino, asistente a 
esta reunión y partícipe habitual en las sesiones en Madrid, los hechos no son tan simples. Los Estados 
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en el tema de los sobrevuelos y uso de las instalaciones, admitiendo genéricamente el 
texto del punto 2.2. del proyecto de texto básico569. 
 
 Siguiendo las reuniones en Madrid a partir del 10 de mayo, existieron entonces 
ciertos titubeos sobre el alcance de las conversaciones de Washington, especialmente en 
relación con el Anexo 4 del Acuerdo Complementario número 2, referido a las IDAS y 
las ADUS, que aún resultaba conflictivo, pero en el que iban aproximándose las 
posturas en discusiones muy detalladas. Una situación que se reprodujo en relación con 
el Acuerdo Complementario 3 y la revisión de los Canjes de Notas, rebasándose así el 
periodo de la prórroga acordada en septiembre. El centro del debate se encontraba en el 
uso de las bases y las facilidades en España en caso de crisis «fuera de zona», en 
referencia indirecta a la coyuntura internacional del momento en la región de Oriente 
Medio y el golfo Pérsico570. 
 
 El día 25, la delegación norteamericana entregó una propuesta final respecto a 
los puntos pendientes que dieron solución satisfactoria al desarrollo del artículo 2.2. del 
Acuerdo Básico y permitieron la redacción final del texto, después de que hubiese 
terminado la prórroga establecida ocho meses atrás571. Elemento importante para la 
firma definitiva del Convenio fue el intercambio de notas fechado en el mismo día de la 
firma, por la que la parte estadounidense se comprometía en nombre del Gobierno a 
solicitar al Congreso de los Estados Unidos la cantidad de 400 millones de dólares en 
                                                                                                                                               
Unidos ya habían manifestado la imposibilidad de mantener ayudas multianuales como las que recoge un 
Tratado. Se trataba entonces de oficializar una situación que ya había sido asumida por las negociaciones. 
Testimonio de Jorge del Pino al autor. 
569 El punto en discordia hacía referencia a lo derechos norteamericanos que excedieran «el ámbito 
bilateral o multilateral» del Convenio. Finalmente, la fórmula fijada para este artículo fue la de: 
«Cualquier uso que vaya más allá de estos objetivos exigirá la autorización previa del Gobierno español» 
(en su versión inglesa: going beyond the bilateral or multilateral framework shall require prior and 
express authorization of the government of Spain for each ocasión or purpose). Ello suponía la aceptación 
tácita por parte de los militares y el departamento de Defensa norteamericanos del permiso español para 
los vuelos procedentes de España o que cruzaran el espacio aéreo español a Oriente Medio o el sureste  
asiático. Véase LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», p. 55. 
570 Estas diferencias eran recogidas por la prensa española, tal y como refleja, por ejemplo, ABC, el 23 de 
mayo de 1982. 
571 Las discusiones entre la secretaría de Defensa, encabezada por Caspar Weinberger, y la de Estado, 
personalizada en Haig, habían motivado la intervención personal del presidente Reagan. Al parecer, esta 
discrepancia se unió a otras cuestiones conflictivas como el gaseoducto siberiano, la posición británica en 
las Malvinas y el asunto del Líbano para provocar la dimisión de Haig poco más tarde. Testimonio de 
Terence Todman al autor. 
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concepto de FMS con destino a las Fuerzas Armadas españolas para el período anual 
que comenzaba en octubre de 1982572.  
 
 El 12 de marzo de 1982, se celebró una reunión entre el ministro de Defensa 
español, Alberto Oliart, y el subsecretario de Defensa norteamericano, Frank C. 
Carlucci en la que se clarificaron las posiciones de ambos Gobiernos en materia de 
defensa. Oliart destacó el esfuerzo que se estaba realizando desde España, donde los 
gastos de Defensa ascenderían en aquel año al 2,04% del PIB, excluyéndose la Guardia 
Civil y otras fuerzas de seguridad. Esta cifra superaba el esfuerzo de otros países 
europeos, teniendo en cuenta las limitaciones de la renta española. Destacó también la 
referencia a la nueva Ley de Dotaciones Presupuestarias de las Fuerzas Armadas, con 
ocho años de vigencia, que tenía previstas unas compras de material en los Estados 
Unidos que ascenderían al 33% de las adquisiciones españolas. Esto supondría unos 
6.500 millones de dólares, con lo que España se situaría como uno de los principales 
compradores de equipamiento militar en los Estados Unidos. 
 
 Por su parte, Carlucci se refirió a las previsiones formuladas por Reagan para se 
reservaran a España créditos anuales por 400 millones de dólares, dentro del 
presupuesto de asistencia exterior (FMS). En el curso de este contacto, Carlucci no 
consideró atendibles las pretensiones españolas de que, de estos créditos, se reservaran 
un 20% a créditos blandos y un 25% a posibles adquisiciones en países europeos 
aliados. Destacó, en cambio, la importancia de la cooperación industrial y la 
coproducción y, ante las pretensiones españolas de que se incrementaran las 
adquisiciones por parte norteamericana en España, ofreció el envío de un equipo de 
expertos para examinar la capacidad española para proporcionar equipos que integrarían 
una lista de los que podrían alcanzar un nivel de competitividad573.   
 
 En conversaciones mantenidas con Ángel Liberal, el entonces subsecretario de 
Defensa admite que el proceso fue excesivamente laborioso, reconociendo presiones 
políticas para apremiar la conclusión del convenio. Sin embargo: 
                                                 
572 LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», p. 56. Y VIÑAS, A.: En las garras…, p. 464, citando 
«documento en archivo del autor». 
573 Informe para la subsecretaría de Defensa del la reunión del Sr. ministro con el subsecretario de 
Defensa de los Estados Unidos. Ministerio de Defensa, marzo 1982. Archivo Liberal consultado por el 
autor. 
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 «En 1982 no se quería caer en errores anteriores producidos por la táctica 
 americana de resistir hasta que, en los últimos días, España de veía 
 obligada a ceder por premuras de tiempo y a aceptar las últimas propuestas 
 estadounidenses. En esta ocasión no había nada que justificase la precipitación: 
 España estaba en la OTAN, se sabía que la única contrapartida era la política y 
 que la presencia americana en España fortalecía a la Alianza y aumentaba el 
 peso español en la misma. Podíamos permitirnos lo que no había sido posible 
 hasta entonces: aquilatar los textos»574.  
 
 
4.1.4. Los textos del Convenio y el protocolo del Gobierno socialista  
 El 2 de julio de 1982 se firmó el Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación 
entre España y los Estados Unidos por el titular español de Asuntos Exteriores, José 
Pedro Pérez-Llorca y el embajador de los Estados Unidos, Terence Todman. 
 
 El texto principal del Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación estaba 
configurado por seis artículos, a los que acompañaban siete Acuerdos 
Complementarios, nueve Anejos, dos Apéndices y ocho canjes de Notas. Un total de 26 
documentos con una extensión de 145 hojas en su ejemplar original575. Manteniendo la 
línea establecida en 1976, se manifestó la inexistencia de cláusula secreta alguna. Como 
novedad, el título recogía el carácter defensivo del acuerdo, frente a 1976, donde las 
exigencias del Congreso estadounidense hicieron eludir cualquier referencia defensiva 
al carácter del Tratado576. 
 
 El texto principal iba precedido de un preámbulo en el que el aspecto más 
reseñable lo constituyó el hecho de que ambos Estados firmaban el documento como 
países miembros del Tratado del Atlántico Norte, reafirmándose en su voluntad de 
cumplir sus obligaciones de seguridad, cooperación y capacidades defensivas en cuanto 
partes de la alianza multilateral.  
                                                 
574 Testimonio de Ángel Liberal al autor. Indudablemente, Liberal se hace eco de la negociación que 
resultó en el documento de 1976, en la que la intervención directa y opaca del ministro Cortina dejó una 
sensación de imposición de condiciones norteamericanas en la delegación española de la que Liberal 
formó parte.  
575 El Convenio básico y aquellos extractos de los textos complementarios al principal pueden consultarse 
en el Apéndice Documental, al final de estas páginas. Buenas aproximaciones a su contenido en 
MARQUINA, A.: España en la política…, pp. 924-930 o en la publicación del Ministerio de Asuntos 
Exteriores Convenio hispano-norteamericano. Síntesis y aspectos más importantes, Madrid, OID, 1982. 
576 En relación a este aspecto se manifestó especialmente satisfecho quien encabezara la delegación 
española en la primera parte del proceso negociador. Véase ROBLES PIQUER, C.: «España en la 
OTAN…», p. 125. 
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 Los siete Convenios Complementarios recogían las siguientes materias: 
1. El Consejo hispano-norteamericano.  
2. Instalaciones de apoyo y autorizaciones de uso (con cinco anejos y dos 
apéndices). 
3. Cooperación en asuntos de material para las Fuerzas Armadas.  
4. Cooperación industrial para la defensa (con dos anejos). 
5. Estatuto de las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos en España (con dos 
anejos). 
6. Estatuto de las Fuerzas Armadas de España en los Estados Unidos. 
7. Cooperación científica, tecnológica, cultural, educativa y económica. 
 
 El artículo primero, tras indicar los objetivos generales del Convenio y 
establecer el sistema de consultas previo a la adopción de medidas necesarias para la 
consecución de sus fines, remitía al Convenio Complementario 1, referido a la 
organización y competencias del Consejo Hispano-norteamericano. El segundo se 
refería a las contribuciones de ambas partes para alcanzar los objetivos defensivos 
propuestos y aludía a la contribución española mediante la concesión de instalaciones de 
apoyo (IDAS) y de autorizaciones de uso (ADUS) en el territorio, mar territorial y 
espacio aéreo españoles, para objetivos dentro del ámbito bilateral o multilateral del 
Convenio. Resultaba de especial importancia la previsión contenida en el artículo 2.2., 
que exigía la autorización del Gobierno español para cualquier uso que rebasase estos 
objetivos, regulándose los pormenores en el Convenio Complementario 2. Los Estados 
Unidos contribuirían al fortalecimiento de las Fuerzas Armadas españolas a través del 
suministro de equipamientos, servicios y adiestramiento, remitiendo la cuestión al 
Complementario número 3. 
 
 En el artículo tercero se aludía a la cooperación industrial y tecnológica en el 
campo militar, según lo previsto en el Convenio Complementario número 4. El cuarto, 
se refería al Estatuto de Fuerzas mutuamente aplicable, el SOFA, y a los Convenios 
Complementarios del aludido Estatuto de la OTAN, que constituirían el 5 y el 6. El 
artículo quinto hacía referencia a la Cooperación económica que se desarrollaría en el 
Complementario 7. 
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 Por último, el sexto se refería a la duración del Convenio, establecida en cinco 
años prorrogables automáticamente por periodos de un año, salvo previa notificación en 
contrario de una de las partes. Quedaba asimismo prevista la posible iniciación de 
consultas para la revisión o modificación del acuerdo o la forma de resolver eventuales 
desacuerdos sobre su interpretación o cumplimiento que en caso de no dar resultado en 
doce meses podían dar lugar a una denuncia del texto.  
 
 Repasada su estructura y articulado, es momento de recapitular las novedades y 
elementos más significativos que el texto de 1982 incorporaba a la relación hispano-
norteamericana. En este sentido, destaca la desaparición del Estado Mayor Combinado, 
carente de significado una vez que España formaba parte de la OTAN, así como la Zona 
de Interés Común, con lo que se suprimía el reconocimiento fehaciente de un marco de 
actuación claramente delimitado y la referencia documental de la pertenencia de Ceuta y 
Melilla como parte del territorio español. En su lugar, el texto del Convenio remitía al 
interés que para ambos países y para la seguridad de occidente tuviera la seguridad y 
plena integridad los Estados signatarios. Por su parte, el Consejo Hispano 
Norteamericano quedaba estructurado en seis comités: Comité Militar Conjunto, 
Asuntos Político-Militares Administrativos, Cooperación industrial en materia de 
Defensa, Económico, de Cooperación Científica y Tecnológica y de Asuntos Educatios 
y Culturales.  
 
 Con los conceptos IDAS y ADUS se reforzó el control español a las facilidades 
norteamericanas, tanto en su seguridad como en su utilización. Se excluía el 
almacenamiento de armas nucleares en suelo español, salvo autorización expresa del 
Gobierno y se establecieron en el Complementario 2 las consultas urgentes a través del 
Consejo Hispano Norteamericano para la utilización de los apoyos en caso de amenaza 
o ataque exterior577. Del mismo modo, el Convenio prohibía el sobrevuelo del territorio 
español con armas o material nuclear y regulaba las escalas de los buques de propulsión 
nuclear. En esta misma línea se distinguieron los movimientos norteamericanos dentro 
del territorio y espacios marítimos y aéreos españoles en virtud de su acepción dentro 
                                                 
577 Los cinco anexos al Convenio Complementario 2 están dedicados a la definición de los términos 
utilizados en los textos; a relacionar los establecimientos y bases españolas en los que existían IDAS 
concedidas a las Fuerzas Armadas norteamericanas; al Estatuto de las instalaciones de apoyo; al Estatuto 
de las autorizaciones de uso y al almacenamiento y suministro de combustible. 
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del ámbito bilateral o multilateral, como parte de la Alianza Atlántica, y más allá de 
estos supuestos578.  
 
 La cooperación relativa al suministro de material para las Fuerzas Armadas 
españolas y la cooperación industrial quedaron abiertas a concretarse posteriormente, 
sin fijarse compromisos previos. El texto no determinada cantidades ni plazos, en una 
visión realista de la cuestión579. De este modo, «todo se haría de forma más favorable 
para España», según recoge el Convenio en lo relativo al material, concediéndose alta 
prioridad en las entregas mientras que la aprobación de los créditos por parte de los 
Estados Unidos se realizaría anualmente, quedando establecida la línea de crédito para 
el primer año en 400 millones de dólares y las donaciones para instrucción militar en 3 
millones, cifra esta última mantenida durante los cinco años de vigencia del Convenio 
como fondos IMETP. Respecto a la de carácter industrial, se establecían las bases para 
una colaboración que pudiera ser recíproca, en ambos sentidos, bilateral o conjunta, con 
el resto de países de la Alianza Atlántica, según los casos.  
 
 El Estatuto de Fuerzas equiparaba a España con la norma de los países miembros 
de la OTAN, redactándose el Convenio Complementario 5 a la vista de la adhesión 
española al Estatuto de las Fuerzas atlánticas (SOFA). En lo relativo al Estatuto de las 
Fuerzas Armadas españolas en los Estados Unidos se pretendió aproximar, en la medida 
de lo posible, la situación a la de los norteamericanos en España580. 
 
 Por parte norteamericana los resultados fueron satisfactorios a juzgar por el 
testimonio de sus propios negociadores581. Para Angel Viñas, el Convenio conllevó dos 
«grandes derrotas», que España hubo de encajar en el texto de 1982. De un lado, el 
cambio de nivel del Tratado, reduciéndolo a un acuerdo ejecutivo. Por otro, la 
                                                 
578 En 1976, por intercambio de notas de 24 de enero, España concedía la posibilidad a los Estados 
Unidos de utilizar los espacios españoles en «tránsito hacia otros puntos de destino», sin conocimiento de 
la finalidad del uso que las Fuerzas Armadas norteamericanas realizaran en territorio soberano español. 
579 En el Tratado de 1976 se habían incluido en el texto números y cantidades específicas que las 
circunstancias posteriores habían imposibilitado concretar, existiendo gran cantidad de retrasos e 
incumplimientos en las entregas por parte norteamericana. 
580 El Convenio Complementario 6 estaba redactado con el propósito de complementar el Convenio entre 
las partes del Tratado del Atlántico Norte relativo al Estatuto de sus fuerzas, firmado en Londres en 1951. 
España no se había adherido aún a éste por lo que en el artículo 12 del Convenio Complementario de 
preveía que las disposiciones de el texto serían aplicables a partir de la fecha en que España accediera al 
Convenio de Londres. En tanto esto se producía, seguirían en vigor las normas contenidas en el Canje de 
Notas de 25 de septiembre de 1970 sobre esta misma materia. 
581 LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective...», pp. 56-58. 
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incapacidad de amarrar, como se había hecho en 1976, un volumen adecuado de 
contrapartidas. Estas descompensaciones del Convenio, añade, fueron resultado de que 
el Gobierno, «una vez dado el paso trascendental de la solicitud de ingreso en la 
Alianza, en vez de mantener la mente fría, optó por protocolizar la solución fácil»582. 
 
 El testimonio de participantes españoles es coincidente a la hora de señalar que 
un acuerdo con España adherida al Tratado del Atlántico Norte tendría mejores 
condiciones respecto a uno fuera de la OTAN. Pero ello no es óbice para concluir que el 
Gobierno se decantó por la opción atlántica como resultado de la evolución de las 
negociaciones. Calvo-Sotelo tomó la decisión de entrar en la OTAN 
independientemente de evolución de negociaciones, en una decisión política, ajena a 
mayores o menores ventajas respecto a decisión bilateral hispano-norteamericana. 
 
 Antes de entrar en las cantidades aplicables a la entrada en vigor del Convenio 
hemos de recordar aquellas resultantes de la prórroga al Tratado y señaladas con 
anterioridad. Desde la aplicación del Convenio, a partir del 2 de julio de 1982, la 
financiación en los Estados Unidos se hizo en base a préstamos del FFB de 400 
millones de dólares anuales en los primeros tres años, reducidos en los dos siguientes. 
Desaparecieron los fondos MAP en el periodo de vigencia del acuerdo de 1982. Para el 
programa IMETP, España obtuvo 3 millones de dólares anuales, al tiempo que 
Washington y Madrid acordaron compartir los costes de obras de interés común, como 
fue la ampliación del muelle de Rota, por valor de 6,75 millones de dólares. 
 
 Como hemos visto, las contrapartidas económicas sólo quedaron establecidas 
para el primer año en el intercambio de notas número 251/1, de 2 de julio de 1982, 
mientras que el resto, quedaba recogido en la vaga fórmula del artículo 2.3. En base a la 
información consultada, las cantidades y fechas de concesión de los créditos fueron, en 
virtud del Convenio hispano-norteamericano de 1982: 
 
   
                                                 
582 VIÑAS, A.: En las garras…, p. 462. En este sentido, este análisis creemos no toma en cuenta 
suficientemente la posición y preferencias de los Estados Unidos en las negociaciones de los textos de 
1976 y 1982. El texto de 1976 es fundamentalmente comprensible en su forma de Tratado si explicitamos 
la conveniencia que ello tenía para el Senado norteamericano en la coyuntura de la época. El Convenio de 
1982, como acuerdo ejecutivo, responde también al modo preferido por los norteamericanos de gestionar 
las ayudas a España, de forma anual, por encima de otras consideraciones. 
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400 millones de dólares 10 de agosto 1983 
  400 millones de dólares 3 de abril 1984 
  400 millones de dólares 26 de julio 1985 
  382,8 millones de dólares 24 de septiembre de 1986 
  105 millones de dólares 31 de agosto de 1987583. 
 
 De este modo los préstamos amparados por el Convenio de Amistad, Defensa y 
Cooperación de 2 de julio 1982 ascienden a 1.687 millones de dólares, entre 1983 y 
1987, explicándose las reducciones de los dos últimos años «motivos políticos internos» 
norteamericanos584.  
 
 Respecto a la amortización de los mismos, existieron dos modalidades, ambas 
aplicadas al caso español para los años de aplicación del Convenio de 1982. Por un lado 
la opción 2/10, consistente en la devolución en 12 años, con los dos primeros de 
carencia. Por otro, la 10/20: devolución en 30 años, los diez primeros de carencia585. 
 
 El texto del convenio tuvo su entrada en el Congreso de los Diputados a finales 
de agosto de 1982, quedando pendiente para su aprobación hasta que se hubieran 
celebrado las elecciones generales en octubre586. Nombrado el Gobierno socialista, el 
secretario de Estado norteamericano Shultz acudió a Madrid en diciembre para abordar, 
entre otros, el tema del Acuerdo hispano-norteamericano587.  
                                                 
583 Archivo personal de Ángel Liberal. Las cantidades coinciden con estudios elaborados por especialistas 
anglosajones y españoles: CHIPMAN, J.: «Allies in the Mediterranian: Legacy of Fragmentation», en 
CHIPMAN, J. (ed.): NATO’s Southern Allies: Internal and External Challenges, Londres, Routledge, 
1988, p. 55 y PÉREZ MUINELO, F.: Panorámica del presupuesto de Defensa en España, 1946-1995, 
Madrid, Ensayos del INCIPE, núm. 15, 1996, p. 61. 
584 En septiembre de 1985, en una entrevista sostenida por el presidente del Gobierno español, Felipe 
González, y el secretario de Estado norteamericano, George Schultz, en Nueva York, los interlocutores 
ponían sobre la mesa uno de los puntos del Decálogo de Felipe González, el que hacía referencia a la 
reducción de efectivos norteamericanos en suelo español. En esa conversación, el secretario de Estado le 
transmite a Felipe González la imposibilidad de mantener la línea de crédito de 400 millones de dólares 
concedida a España a lo que el presidente del Gobierno respondió con cierta indiferencia. Véase PREGO, 
V.: Presidentes…, p. 249 y 250.   
585 La 2/10 fue aplicada en años 1983 y 1984 y la 10/20 entre 1985 y 1987. 
586 Felipe González había declarado su intención de renegociar el Acuerdo si ganaba las elecciones, si 
bien esta predisposición no fue incluida en el Programa Electoral del PSOE de cara a los comicios. Véase 
El País, 9 de octubre de 1982, así como aspectos relativos a la relación con los Estados Unidos en el 
programa electoral socialista en ARENAL, C. del y ALDECOA, F.: España y la OTAN…, pp. 330-333. 
587 Según se desprende de sus memorias, el secretario de Estado no tendría motivo alguno para pensar que 
el Ejecutivo socialista mantendría una posición no asumible desde Washington respecto al Convenio a 
pesar de la congelación de la integración española en la OTAN anunciada por Fernando Morán. Véase 
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 A pesar de que en el primer Gobierno socialista algunos «que luego habrían de 
ser portaestandartes de la moderación  y de realismo en temas económicos y sociales, no 
estaban lejanos a recomendar la denuncia del acuerdo de adhesión a la OTAN e incluso 
el bilateral con los EEUU»588, el nuevo jefe de Gobierno y quienes asumieron las 
responsabilidades de la política de seguridad acordaron que la fórmula adecuada para 
ratificar el Convenio entre España y los Estados Unidos era la negociación de un 
protocolo que prescindiera del efecto de subsidiariedad de la relación bilateral respecto 
de la OTAN589. Igualmente, el ministro de Asuntos Exteriores, afirmó en la Comisión 
de Asuntos Exteriores del Congreso la intención de ratificar el texto en las Cortes 
siempre y cuando se obtuviesen las garantías de que el convenio no conectaría a España 
con la Alianza Atlántica590. Sin embargo, para quienes se habían sentado en la mesa de 
negociación con los norteamericanos esta eventual modificación no pasaría de ser un 
maquillaje retórico de la verdadera esencia del acuerdo, en el que la participación 
española en la OTAN era consustancial al documento firmado con los Estados 
Unidos591. 
 
 El desenlace de las conversaciones entre el secretario de Estado y Felipe 
González dejó sensaciones satisfactorias en ambas partes. Para el Gobierno socialista la 
relación hispano-norteamericano esquivaba prefijar postura alguna en relación a la 
OTAN, de manera que ganaba tiempo mientras se abordaba la cuestión del prometido 
referéndum y la futura relación a establecer y definir con la Alianza. Por su parte, los 
norteamericanos obtenían la posibilidad de revisar la relación bilateral en caso de que se 
produjesen cambios tales que fuesen perjudiciales a sus intereses. Se concretó una 
fórmula en la que se dejaba el suficiente margen de maniobra a ambos Gobiernos en 
caso de modificarse la política española de seguridad con el nuevo Ejecutivo592. 
 
 Algunos autores sostienen que la inclusión del protocolo por parte del Gobierno 
español respondió a la necesidad del Partido Socialista de mantener una coherencia con 
                                                                                                                                               
SHULTZ, G.P.: Turmoil and Triumph. My years as a Secretary of State, Nueva York, Scribner, 1993, pp. 
150 y 151.  
588 MORÁN, F.: España en…, p. 24. 
589 Véanse las palabras de Felipe González al respecto, por ejemplo, en ABC, 13 de noviembre de 1982. 
590 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión de Asuntos Exteriores, núm. 1, 21 de 
diciembre de 1982, p. 6. 
591 ROBLES PIQUER, C.: «España en la OTAN…», p. 125 y testimonio de Jorge del Pino al autor. 
592 El texto del protocolo adicional puede consultarse íntegramente en el Apéndice Documental, incluido 
al final del Convenio hispano-norteamericano de 1982. 
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su discurso contrario a la utilización de las bases españolas por parte de los 
norteamericanos y crítico con el texto negociado durante el Gobierno de UCD593. El 
protocolo adicional se aprobó en el Congreso de los Diputados el 20 de abril, con el 
voto en contra de nueve diputados, cuatro de ellos comunistas, entrando en vigor el 
texto del Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación entre España y los Estados 
Unidos el 14 de mayo de 1983.  
 
 
4.2. España en la Alianza Atlántica  
 Como hemos expuesto con anterioridad, paralelamente a la negociación del 
Convenio hispano-norteamericano, España pasó a formar parte de la Alianza Atlántica. 
Desde su incorporación y hasta la congelación de la situación por parte del nuevo 
Ejecutivo socialista tuvieron lugar una serie de conversaciones entre España y la 
OTAN. Un corto recorrido en el seno de la Organización, que termina, precisamente, 
con el final de nuestro periodo de estudio y en el que se evidencia cierta falta de 
familiaridad de la delegación española con los métodos y doctrinas atlánticas, según se 
desprende de la documentación consultada. 
 
 Como reconocimiento a la labor realizada en Bruselas en las fases previas a la 
integración española en la Alianza, Nuño Aguirre de Cárcer fue nombrado de manera 
testimonial embajador de España ante la OTAN. Poco tiempo después, el 7 de julio de 
1982, el Consejo de Ministros aprobaba el nombramiento de Javier Rupérez como 
representante permanente de España ante la Alianza Atlántica. A su vez, como máximo 
representante español en el organismo militar de la Organización, el Comité Militar, el 
Ministerio de Defensa había requerido de los servicios del general del Ejército del Aire, 
José Peralba. 
 
 A partir de entonces tiene lugar una nueva etapa en la política exterior española, 
vigente hasta nuestros días. España pasó a ser un miembro más de la OTAN, si bien 
entonces no había definido las formas en que participaría en su operativo militar. Como 
hemos visto, esta cuestión flotó en el ambiente de las sesiones parlamentaras previas a 
la adhesión española, así como en diferentes análisis administrativos y periodísticos en 
                                                 
593 Véase ARMERO, J.M.: Política exterior…, p. 187 y POWELL, CH.: España en democracia…, p. 362, 
valoraciones no compartidas por VIÑAS, A.: En las garras…, p. 477. 
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la etapa de discusión pública de la integración. Sin embargo, a pesar de las conjeturas e 
hipótesis aventuradas por unos u otros, el tema no había sido resuelto antes del ingreso 
debido a que la lógica de la Alianza así lo requería. En este sentido, bien puede quedar 
en entredicho, por su desconocimiento o con plena intencionalidad, la actuación de la 
clase política en sus argumentos a favor o en contra de la adhesión al trasladar a la 
ciudadanía la conveniencia de debatir previamente las modalidades de adhesión cuando 
éstas sólo pueden discernirse desde dentro, como miembro integrante del Tratado del 
Atlántico Norte. La información disponible sobre armamentos, capacidades militares, 
planeamiento estratégico, fuerzas que cada país pone a disposición de la Alianza o los 
planes de respuesta ante un eventual ataque del Pacto de Varsovia son cuestiones 
inaccesibles para Estados no miembros de la OTAN. 
 
 De este modo, a partir de la intención de Calvo-Sotelo de que España participara 
en la OTAN de una manera similar a la que lo venían haciendo la mayoría de los países 
aliados, la delegación española preparó las conversaciones con los representantes de la 
Alianza Atlántica. Efectivamente, en su perspectiva de normalizar la situación española 
respecto a los Estados europeos occidentales, el presidente del Gobierno esquivó 
cualquier tipo de participación que pudiera situar a España como un aliado peculiar o 
anómalo. En una palabra, Calvo-Sotelo requirió de los representantes españoles ante la 
OTAN que España no quedara asemejada a una situación como la francesa, buscando el 
total compromiso del nuevo socio, con el límite situado, únicamente, en los intereses 
españoles y en la propia capacidad defensiva de sus Fuerzas Armadas594. El testimonio 
escrito de Javier Rupérez no duda en señalar que entre los funcionarios de Asuntos 
Exteriores y de Defensa llamados a sentarse en la mesa de negociaciones con los aliados 
en aquellos momentos previos a las conversaciones «el margen de vacilación sobre el 
modelo a seguir fuera al menos igual que la convicción participativa». El terreno por el 
que los representantes españoles habían de transitar en orden a concretar la participación 
española era, en gran medida, ciertamente desconocido. El propio embajador sostiene 
que se avecinaba entonces un proceso que entendía complejo y prolongado, al que 
habría que aplicarle buenas dosis de pausa, análisis y reflexión mutua. Entiende que 
podía consumir incluso dos años el definir la función de fuerzas españolas en la 
                                                 
594 A pesar del declive e inminente final de su presidencia, Calvo-Sotelo mantuvo una posición de 
constante apoyo y respaldo en la consecución del mayor grado de integración posible en la OTAN. 
Testimonio de Javier Rupérez y Ángel Liberal al autor. 
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Alianza. A lo que hay que añadir la lógica lentitud administrativa de la OTAN, donde 
muchas de sus decisiones han de tomarse tras la consulta del resto de los países 
integrados595.  
 
 En representación de la OTAN y en nombre del Consejo Atlántico se configuró 
un Comité de Coordinación, encargado de recabar información y de barajar diferentes 
posibilidades ante los delegados españoles, pero que no podía decidir al respecto sin 
previo beneplácito tanto Comité Militar de la OTAN y del propio Consejo Atlántico596.  
 
 En los prolegómenos a las conversaciones la delegación española fijó algunos 
puntos o líneas de proyección previas, dentro de la general situación de insuficiencia 
conceptual reconocida por su presidente597. Así las cosas, el 26 y 27 de julio comenzó la  
primera ronda de conversaciones en Madrid, de carácter preeliminar e informativo. 
 
 De las intervenciones iniciales de Rupérez y Nichols destaca por parte del 
primero el hecho de reseñar que se trataba de «conversaciones» y no «negociaciones» 
entre España y la OTAN. Se trataba de contactos exploratorios supeditados al posterior 
beneplácito de las superiores instancias correspondientes de cada una de las partes, el 
Gobierno español y el Consejo del Atlántico Norte. A continuación, Skingsley 
pronunció una conferencia sobre La amenaza desde el punto de vista de la OTAN, con 
especial referencia al flanco sur, a la que siguió un coloquio entre ambas 
                                                 
595 RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, pp. 197 y ss.   
596 El Comité de Coordinación estaba presidido por el británico David Nichols, civil, que en su calidad de 
secretario general adjunto para Planes y Política de Defensa representaba la autoridad del secretario 
general de la OTAN, Joseph Luns. En representación del Comité Militar aliado participaban tres 
militares. El teniente general norteamericano, S.L. Melner, vicepresidente, a su vez del Comité de 
Coordinación; el vicemariscal de la Royal Air Force, el británico A.G. Skingsley, en representación del 
Comandante Supremo de las Fuerzas Aliadas en Europa (SACEUR) y el vicealmirante holandés, J.H. 
Scheuer, representando al Comandante Supremo de las Fuerzas Aliadas en el Atlántico (SACLANT). 
Junto a ellos, el coronel del Ejército norteamericano, A.B. Philips actuó de secretario de esta 
representación atlántica. Por parte española, junto al presidente de la delegación, Javier Rupérez, 
participaron en las conversaciones el subsecretario de Defensa, el almirante Ángel Liberal, quien actuó 
como presidente adjunto de la misma. A su vez, por parte del Ministerio de Asuntos Exteriores 
participaron el director general de Asuntos de Europa, José Cuenca y el subsecretario general para 
Asuntos de Seguridad, Carlos Fernández Espeso, como figuras más destacadas. El nombre de las Fuerzas 
Armadas intervinieron, junto al general Peralba, y el asesor militar del embajador Rupérez, el comandante 
Ángel Lobo, los generales Gómez Acebo y Sáez de Larumbe, de Tierra y Aire respectivamente, y el 
vicealmirante Urcelay. Actas de las conversaciones España-OTAN sobre las modalidades y contenido de 
la presencia española. Primera ronda. Madrid, 26 y 27 de julio de 1982. Archivo del almirante Liberal 
consultado por el autor. 
597 RUPÉREZ, J.: España en la OTAN…, pp. 206 y 207. 
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delegaciones598. Del cambio de impresiones cabe resaltar los siguientes aspectos de 
entre los que salieron a relucir: 
 
- La inteligencia de la OTAN no era ni mejor ni más fiable que la de los países 
que la proporcionan. La OTAN carecía de un organismo propio de obtención 
de información, siéndole ésta proporcionada por los países miembros, entre 
los que los Estados Unidos proporcionaban la mayoría de inteligencia. 
- Ante la explícita pregunta de Sáez de Larumbe sobre las posibles amenazas 
del Pacto de Varsovia para la Península Ibérica y el flanco sur de la OTAN, 
Skingsley señaló que en los planes aliados no se estaba seguro sobre el teatro 
de operaciones en el que los soviéticos incluirían a España, bien vía Pirineos 
bien vía Mediterráneo. En cualquier caso, la Alianza aceptaba un éxito 
inicial soviético en su hipotético avance sobre Europa, que sólo tras 
conocerse y evaluarse proporcionaría datos fidedignos sobre la verdadera 
amenaza para España599.  
- Respecto a la amenaza naval, el almirante Scheuer cuestionó la superioridad 
occidental en el Mediterráneo, especialmente en caso de que la VI flota 
norteamericana tuviera que desplazarse a otra zona600. Señaló que los 
soviéticos eran más fuertes en el Mediterráneo oriental que en el occidental y 
que Mediterráneo era importante, fundamentalmente, como zona de refuerzo 
en apoyo a los aliados más directamente amenazados en centroeuropa. De 
todas formas se concluyó en la necesidad de aumentar la presencia de 
aeronaves de ataque basadas en tierra, más que depositar toda la confianza en 
la VI flota, que bien podría tener que llevar a cabo una acción prioritaria en 
otro lugar. 
 
 Seguidamente, en la explicación del almirante Scheuer sobre las Tareas y 
papeles de la Alianza, seguida de coloquio, quedaron sobre la mesa los siguientes 
puntos destacados: 
                                                 
598 El repaso por el contenido de esta primera ronda de negociaciones ha sido elaborado a partir de las 
Actas de las conversaciones España-OTAN… 
599 De modo estrictamente personal, según hizo constar Skingsley, el vicemariscal británico añadió que 
percibía la amenaza a España más factible por mar y aire que por tierra, sobre todo, ante la posibilidad de 
que la Unión Soviética dispusiera de bases en el norte de África en un futuro próximo. En ese contexto, 
España podría ser importante como base del refuerzo rápido que llegara del otro lado del Atlántico. 
600 La región naval a la que mayor prioridad concedían los Estados Unidos en estos momentos era el 
suroeste asiático. 
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- La inicial preocupación española sobre uso de armas nucleares en el seno de la 
Alianza, aclarándose que su empleo se acordaba por unanimidad del Comité de 
Planes de Defensa y que la decisión para usarlas era potestad única de los países 
que las poseen. 
- Tras los perceptivos análisis, era la OTAN quien trata de estimular a cada país 
miembro para que contribuyera con el número de fuerzas y en la forma que 
estimara más adecuada para la Organización601. 
- Cada país aliado realiza el análisis de las capacidades de sus Fuerzas Armadas a 
través del Defense Planning Queistionaire (DPQ), lógica evaluativa que para 
España sería novedosa y le llevaría su tiempo oportuno el completarla. Se 
incidió por parte de los representantes de la Alianza en que no era sólo militar, 
sino también política, la forma en que un país ve apropiadas sus tareas de la 
defensa común, reiterándose que cada país es soberano y tiene sus 
preocupaciones e intereses de todo tipo al margen de la Alianza. A partir del 
DPQ se desarrollan los planes de defensa aliados, habiendo de quedar bien 
claras las capacidades operativas de cada unidad a través de este documento. 
 
 
 En relación con la conferencia Mando y Control, a cargo de Melner, se entraba 
en la cuestión de los mandos, aspecto que preocupaba especialmente a la delegación 
española en la fase previa a las conversaciones. De su tratamiento y debate cabe apuntar 
las siguientes conclusiones: 
 
- Todas las fuerzas de la Alianza operaban bajo un Mando Supremo de la OTAN -
los Major Nato Commander (MNC)-. Existían tres MNC: SACEUR, SACLANT 
o CINCHAN602. Las razones que habían determinado la existencia de mandos 
                                                 
601 En respuesta a una pregunta del general Peralba, Skingsley señaló que cada país era soberano de 
disponer de sus tropas en cada momento, sin que la Alianza pudiera oponerse en caso de que algún Estado 
quisiera retirarlas. No obstante, la práctica corriente era la de consultar en caso de que las naciones 
hiciesen uso de fuerzas comprometidas en la OTAN. Argumento apuntillado por Melner, que añadía que 
las Fuerzas Armadas no cambian su dependencia hasta que se alcanza un determinado grado de alerta, 
existiendo unas instrucciones para determinar hasta qué momento cada unidad pasa a estar bajo mando de 
la OTAN, transfiriéndose las fuerzas de acuerdo con diferentes niveles de alerta. 
602 Según apuntamos en el tercer capítulo, el SACEUR equivale al Mando Supremo Aliado de Europa, 
SACLANT al Mando Supremo Aliado Atlántico y CINCHAN al Mando Supremo Aliado del Canal de la 
Mancha. 
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subordinados responden a una lógica de mezcla de motivos geográficos y 
funcionales.  
- Sobre las zonas concretas de interés para España y la posible alteración de los 
mandos y submandos establecidos surgió el tema de Gibraltar, aspecto 
prioritario e irrenunciable de la política exterior española603. En este sentido, 
Nichols señaló que había factores militares y políticos que han configurado la 
estructura de mandos, llevada a cabo cuando España no era miembro de la 
Alianza, y que en la nueva etapa habría que resolverse el papel de España en la 
estructura de mandos, previa evaluación de la naturaleza de sus Fuerzas 
Armadas a través del DPQ604. 
 
 La segunda ronda de conversaciones transcurrió en el Cuartel General de la 
OTAN en Evere (Bélgica) los días 14 y 15 de septiembre. Para este segundo encuentro, 
la delegación española acudió con el DPQ completado y previamente enviado al Comité 
de Coordinación atlántico para su análisis previo, lo que no dejó de sorprender a los 
representantes de la Alianza605. El esquema de trabajo se asemejó al de la reunión previa 
en Madrid, examinándose, sucesivamente, los aspectos relativos a las amenazas, los 
papeles y misiones de la Alianza, donde se encuadraba el análisis de las Fuerzas 
Armadas españolas, y los sistemas de mando y control. 
 
 Con el DPQ como punto de partida, respecto a la evaluación de las Fuerzas 
Armadas españolas, desde la necesaria visión crítica, en busca de la optimización de 
resultados, puede afirmarse que el nivel general del Ejército del Aire y de la Armada fue 
                                                 
603 Gibraltar estaba bajo dependencia de un mando OTAN de cuarto nivel, el GIBMED, perteneciente al 
Mando Supremo Atlántico y bajo exclusivo control británico, mientras que la zona del Estrecho estaba 
repartida entre los Mandos Supremos de Europa (SACLANT) y del Atlántico (SACLANT). Según señala 
Antonio Marquina, el ministro Oliart ideó la posibilidad de que la Península Ibérica fuese un cuarto 
MNC, similar al SACEUR, SACLANT y CINCHAN: MARQUINA, A.: España en la política…, p. 933. 
604 En este momento del coloquio, el almirante Liberal expresó la evidente complejidad intrínseca a la 
estructura de mandos, confiando en que la experiencia de la Alianza encontrara soluciones para 
incorporar a España teniendo en cuenta sus intereses y los de los otros Estados de la OTAN. 
Significativamente, explicitó como primera área de importancia española el eje estratégico Baleares-
Estrecho-Canarias, implorando el necesario reflejo del papel de España en esta zona, para a continuación 
referirse a «a un tema extraordinariamente delicado, para que desde el primer momento no haya malos 
entendidos y podamos llegar a soluciones realmente positivas: el problema de la existencia de Gibraltar», 
franqueza que fue agradecida por sus interlocutores en palabras de su presidente. Testimonio del 
almirante Liberal al autor. 
 
605 Actas de las conversaciones España-OTAN sobre las modalidades y contenido de la presencia 
española. Segunda ronda. Cuartel General de la OTAN (Evere), 14 y 15 de septiembre de 1982. Archivo 
del almirante Liberal consultado por el autor. 
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asemejado al de otros países miembros de la OTAN por parte de los delegados de la 
Alianza. El Ejército de Tierra mostraba una considerable desproporción entre militares 
profesionales y de reemplazo, siendo muy dependiente en número de los segundos, al 
tiempo que requería una modernización de equipos y un cierto replaneamiento de la 
disposición de su fuerza, orientándose también para la ofensiva y no sólo para la 
defensa de su territorio. 
 
 Tras incidir en determinados puntos referidos a mandos y controles, las 
conversaciones recabaron en las eventuales misiones y cometidos de las Fuerzas 
Armadas españolas. De un modo provisional y orientativo, los representantes aliados 
transmitieron a la delegación española su opinión sobre la que entendían sería la 
contribución militar más eficaz de España: la asignación de fuerzas navales y aéreas 
para salvaguardar el libre acceso y movimiento de refuerzos y abastecimientos aéreos y 
marítimos a Europa en sus accesos occidentales606. 
 La segunda jornada de esta ronda quedó prácticamente monopolizada por la 
hipotética forma de integración de las Fuerzas Armadas españolas en la estructura de 
mandos aliada, particularmente por las alternativas sobre la zona del Estrecho y la 
dependencia orgánica de Gibraltar607. 
 
 La tercera y última de las rondas exploratorias transcurrió en Evere el 5 y 6 de 
octubre, sin que las conversaciones sacaran a la luz nuevos temas o perspectivas de 
trabajo, máxime, cuando en el horizonte se vislumbraban las elecciones generales en 
                                                 
606 En este aspecto distinguieron entre misiones en tempo de paz, crisis y guerra. En tiempo de crisis, el 
vicemariscal británico destacó la posibilidad de proporcionar bases aéreas y navales para el refuerzo y 
despliegue de la OTAN, operaciones de minado y desminado, y la protección del tráfico en el Estrecho. 
En tiempo de guerra, el mismo Skingsley especificó la necesidad de que fuerzas españolas se opusieran a 
operaciones enemigas en los accesos a la España peninsular, Baleares, Canarias y el estrecho de Gibraltar 
o a proteger el tráfico marítimo aliado en el Mediterráneo occidental y el la subregión atlántica Canarias-
Cádiz, reiterando que lo allí expuesto de trataba de una rápida y basta exposición, con situaciones 
teóricas, en escenarios de crisis sólo en parte predecibles. 
 
607 En este sentido, a las aspiraciones españolas de integrar unitariamente en un mando el eje Baleares-
Estrecho-Canarias y la revisión de los límites del GIBMED, los representantes aliados respondieron que 
las eventuales alteraciones de la estructura de mandos vigente había de contar con la aprobación de los 
países interesados. La atribución de mandos y responsabilidades tenía componentes políticos, además de 
los eminentemente estratégicos y militares. Concretamente, sobre las posibles modificaciones del status 
de Gibraltar en la Alianza, señalan que lo que allí pudiera acordarse quedaría siempre condicionado a la 
aprobación británica, transmitiendo a los españoles la idea de que la agenda bilateral España-Reino Unido 
es el camino a recorrer para una eventual rectificación del mando atlántico de Gibraltar. 
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España, fijadas para el día 28 de octubre608. La proximidad de la cita electoral convino 
en suspender los contactos entre ambas delegaciones hasta nueva decisión una vez 
finalizada esta ronda. A propuesta del embajador Rupérez, el representante español y el 
secretario general adjunto para asuntos políticos de la OTAN, Nichols, redactaron una 
breve nota sobre el contenido de las rondas celebradas, fijándose los puntos en los que 
había acuerdo de principio y aquellos otros sin resolver entre ambas delegaciones. 
Documento sin valor oficial alguno, pero que sintetiza el resultado provisional de los 
iniciales pasos de España en su integración en la Alianza Atlántica609. 
 
 La victoria del PSOE en las urnas y la formación de un nuevo Gobierno español, 
determinó la congelación de la presencia española en la OTAN hasta el año 1986. 
Entonces, tras la celebración del referéndum, España retomó el camino hacia la 
integración en la estructura militar de la Alianza y su activa participación en los comités 
y foros aliados de los que formalmente formaba parte desde 1982610. 
                                                 
608 Entre los temas puestos sobre la mesa surgió la aceptación española sobre la incidencia de los factores 
políticos sobre la estructura de mandos, exponiendo su preferencia a que la Península Ibérica fuera 
estratégicamente considerada de forma unitaria, lo que inevitablemente habría de establecer una férrea 
complementación entre Fuerzas Armadas españolas y portuguesas. Así mismo, los representantes 
españoles incidieron en el perfil eminentemente atlántico de España, frente a la orientación 
exclusivamente fijada al flanco sur de la OTAN expresada estos días por sus delegados. Actas de las 
conversaciones España-OTAN sobre las modalidades y contenido de la presencia española. Tercera 
ronda. Cuartel General de la OTAN (Evere) 5 y 6 de octubre de 1982. Archivo del almirante Liberal 
consultado por el autor. 
609 Nota recogida en el Apéndice Documental. 
610 Véase MARTÍNEZ-ESPARZA, J.A.: «El largo camino hacia la estructura militar de la OTAN», en 
ARTEAGA, F. (coord.): La OTAN en su medio siglo…, pp. 99-119. 
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 La revisión crítica de las consideraciones generalmente aceptadas sobre la 
política de seguridad de la transición española ha constituido el fin último de esta 
investigación. A partir del estado de conocimiento acumulado sobre la cuestión, hemos 
tratado de añadir nuevos haces de luz sobre la materia estudiada en estas páginas, 
confiando en haber contribuido a la iluminación del reciente pasado en aras de un mejor 
entendimiento de nuestro presente y de nuestras actuales circunstancias en el contexto 
de la sociedad internacional. 
 
 Tal y como anunciábamos en sus primeras líneas, esta tesis se suma al proceso 
de normalización de la historiografía española, que desde los pasados años noventa 
viene contribuyendo al análisis del proceso de cambio democrático en España en su 
amplio abanico de temas y desde diferentes enfoques. Un proceso que, si bien fue 
iniciado por los historiadores con cierto retraso respecto a los especialistas de otras 
ciencias sociales, hoy ha de entenderse definitivamente completado, al haberse 
incorporado a la gama de estudios de este período la visión histórica del mismo con 
indudable solidez, incuestionable aceptación social y pleno reconocimiento académico y 
científico. 
 
 Además de su aportación a la Historia del Tiempo Presente, el tema de estudio 
dentro de la etapa histórica de la transición española –la evolución de su política de 
seguridad-, sitúa este trabajo en el marco de la Historia de las Relaciones 
Internacionales. Rama pujante dentro de los estudios internacionales en España a la que 
cabe igualmente circunscribir esta investigación, agregándose a la consolidación de sus 
métodos de trabajo, profundizando en el amplio abanico de temas susceptibles de 
analizar y ampliando la comprensión de la historia de la política exterior española 
contemporánea. 
  
 Muchas han sido las reflexiones y cavilaciones que han ido apareciendo durante 
el recorrido por la política de seguridad desde los años que transcurren entre la 
desaparición del general Franco y la victoria del Partido Socialista en las elecciones de 
1982. Algunas de ellas han sido ya presentadas de forma parcial o entreverada; otras 
han quedado eclipsadas ante la necesidad de ceñirnos al guión establecido. De éstas, de 
las valoraciones de conjunto y de las hipótesis de partida planteadas al inicio del trabajo 
es momento de ocuparse a continuación. 
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1. El análisis estatocéntrico y la doble perspectiva internacional y doméstica: 
democratización y atlantización en España 
 En la línea de vincular en estas páginas los conceptos y el utillaje teórico propios 
de las Relaciones Internacionales con aquellos otros característicos de la Historia del 
Tiempo Presente, se ha propuesto partir de una metodología particular, en la que la 
Historia de las Relaciones Internacionales despliega su consustancial 
interdisciplinariedad. Tomando como referente de partida el modelo anglosajón de los 
niveles de análisis en las relaciones internacionales –The Level of Análisis Problem-, 
hemos aplicado este enfoque a las unidades analíticas susceptibles de consideración en 
nuestro estudio, bien fueran aquéllas propias del horizonte internacional, bien elementos 
que definen el nivel nacional, bien rasgos inherentes al ámbito intraestatal. Y, dentro de 
estos niveles, se ha elaborado una radiografía de sus actores y factores más relevantes, 
resultando una aplicación histórica del señalado modelo a la política de seguridad 
española entre 1976 y 1982. 
  
 Sin pasar por alto el actual estado de superación del enfoque estatocéntrico como 
paradigma de estudio científico de las relaciones internacionales, este trabajo ha sido 
concebido entendiendo al Estado como la unidad de análisis de partida, como el centro 
de gravedad y eje fundamental en la presentación de nuestros planteamientos 
conceptuales. Nunca como actor exclusivo. Un punto de partida el estatal que ha sido 
enriquecido con el necesario análisis de otros actores intra y supraestatales. 
 
  La reciente inclusión de enfoques complementarios a la óptica exclusivamente 
estatal en la interpretación de la sociedad internacional, no ha de abstraernos, sin 
embargo, de la constatación de que el estatocentrismo continúa siendo un enfoque 
científico de indudable validez y vigencia y la óptica generalmente asumida por la 
mayor parte de los especialistas de la Historia de las Relaciones Internacionales, 
habiéndose renovado y adaptado sucesivamente a las tendencias metodológicas y 
conceptuales propias de sus diferentes ramas y periodos de estudio. Lógicamente, este 
razonamiento toma pleno significado atendiendo a los inigualables niveles de 
operatividad que este enfoque ofrece al aproximarnos a un área de exclusiva 
competencia de los Estados, como es su política de seguridad. Porque, efectivamente, si 
existe un ámbito reservado a la gestión estatal es el referido a su seguridad externa, 
rasgo todavía más evidente en el marco de la guerra fría. 
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 Enlazando con estas consideraciones, el reconocimiento de que el papel del 
Estado está condicionado por factores internos y externos e influenciado, a su vez, por 
actores supra y subestatales viene a concretarse como máxima analítica subyacente a 
esta investigación. Así, resultado de los planteamientos adoptados, cabe señalar la 
necesidad de insertar los análisis de las políticas exteriores de los Estados en el doble 
contexto internacional y doméstico. La interacción de las políticas interiores con los 
flujos establecidos por la dinámica internacional resulta por tanto una pauta inherente al 
estudio de la actividad estatal internacional.  
  
 Enfocando estos apuntes al tema estudiado se desprende de inmediato una 
primera reflexión final, reflejo del vínculo entre lo interno y lo externo en la política de 
seguridad de la transición: la vinculación entre democratización y atlantización en el 
calendario de transformaciones del sistema político español. 
 
 Como hemos tenido ocasión de atestiguar, buena parte de los países miembros 
de la OTAN no consideraron la posible entrada española en la Organización hasta que el 
proceso de transición a la democracia no hubiera quedado institucionalmente 
completado con la aprobación de la Constitución y el posterior nombramiento de un 
Gobierno elegido democráticamente en las urnas. De ello se desprende que hasta el año 
1979 la opción OTAN es materialmente inviable para España, por lo que antes de la I 
Legislatura únicamente puede sopesarse el Tratado del Atlántico Norte como opción de 
futuro. Quiere ello decir que a pesar de que el debate sobre la cuestión atlántica fuera 
sucesivamente pospuesto durante la etapa presidencial de Suárez, el mismo tampoco 
podría haberse producido con verdadero efecto en caso de un desenlace positivo hasta 
superadas las elecciones de 1979, dada la oposición exterior a materializarse la entrada 
española en la OTAN. A partir de entonces, una vez que España cumple los requisitos 
institucionales con los países atlánticos, puede decirse que son los factores internos los 
que se tornan en definitorios de cara a definir la evolución de España dentro del bloque 
occidental.  
 
 Cabe así señalarse que, aunque el tema de la posible adhesión a la Alianza 
Atlántica nunca fuera entendido como elemento condicionante de la democratización 
del sistema político español o como dinamizador del proceso de cambio democrático, su 
posterior consecución en 1982 homologaba a España respecto a la generalidad de países 
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democráticos dentro de la organización atlántica, dado que desde las capitales europeas 
occidentales no se admitiría a España como miembro de la Alianza sin que previamente 
no se hubieran concretado los pasos necesarios como Estado democrático. 
 
 Por tanto, es únicamente a partir de 1979 cuando se producen la convergencia de 
los factores externos e internos para plantear con realismo la eventual integración 
española en la OTAN. Y será en 1981 cuando se conjuguen los elementos que propician 
la materialización de esta opción exterior: unas sinergias del sistema neutras, cuando no 
favorables, al respecto, el consabido reconocimiento a la admisión por parte de los 
Estados miembros y un Ejecutivo en España con el suficiente respaldo parlamentario 
con voluntad de llevarla a cabo.  
 
 
2. La continuidad de la política de seguridad: la permanencia en el sistema 
occidental y el mantenimiento del equilibrio bipolar 
 Como no puede ser de otra manera, la aproximación histórica a cualquier tema 
ha de considerar sus antecedentes, las herencias que lo sitúan en el momento en que éste 
pasa a ser objeto concreto de estudio. Así mismo, habrá de tomar en consideración las 
variables de su presente, del presente histórico en el que aquél transcurre, asignando a 
unos y a otras su papel correspondiente en el proceso. Es labor del historiador la de 
hacer inteligibles ambas magnitudes en la búsqueda de una explicación válida y 
recurrente. En el caso de la política de seguridad española de la transición el recorrido 
histórico anterior y el estado de occidentalización llevado a cabo por la dictadura 
franquista desde 1953 preconfiguran indudablemente su desarrollo a partir del fin del 
régimen autoritario. Ése es su inexcusable punto de partida. 
 
 Por otra parte, la caracterización de la transición como reforma política 
impregnará a todas las esferas de la actividad pública del nuevo Estado democrático, de 
la que no queda exenta la política de seguridad. A partir de ahí, partiendo de la herencia 
del régimen precedente, las nuevas variables del sistema político y la interacción de 
actores y factores generarán el establecimiento de las condiciones a partir de las cuales 
la política de seguridad de la transición fue la que fue y no la que pudo haber sido. Es de 
ésta y de su por qué de la que nos hemos ocupado en esta investigación, esquivando 
aquellas otras opciones o hipotéticas alternativas a la entonces llevada a cabo y las 
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valoraciones sobre lo que podría haber sido, en la intención de fijar el tema y clarificar 
su comprensión histórica. 
 
 Dadas las circunstancias del sistema internacional vigente en los años de estudio, 
el sistema bipolar resultante de la guerra fría, el camino transitado por España en su 
política seguridad desde 1976 vino a mantener vigente el equilibrio establecido por 
parte de las superpotencias en la zona de potencial influencia española desde los años 
cincuenta. De ahí que pueda señalarse que la llevada a cabo por España en la transición 
fue una política de seguridad que reafirmó su occidentalidad y que consagró su 
pertenencia al bloque liderado por los Estados Unidos. De esta forma, en sus grandes 
trazos, existe un continuismo respecto a la política de seguridad iniciada por el 
franquismo. Una política profundizada en sus formas y contenidos durante la transición 
al régimen democrático y consolidada posteriormente, a partir de 1982, con la 
participación en la Alianza y la sucesiva renovación de los convenios con los Estados 
Unidos. 
 
 Quede por tanto reafirmado que la decisión de participación española en la 
OTAN no alteró los equilibrios de la división Este-Oeste. En caso de que por 
circunstancias o eventualidades internas España no hubiera decidido vincularse al 
Tratado de Washington, manteniéndose la situación establecida durante la etapa 
franquista, el territorio y las bases militares en suelo español hubieran contribuido 
igualmente al sistema defensivo occidental a través de acuerdos vigentes con Estados 
Unidos. Es decir, la decisión capital de la política de seguridad española con la llegada 
de la democracia no trastocó, en absoluto, la dinámica de las relaciones internacionales, 
habiéndose de entender ésta como una modificación formal del status de la 
participación de España en el sistema de defensa occidental y como una muestra de la 
propia autodefinición española como Estado democrático occidental. En este sentido, la 
vinculación española con la Alianza Atlántica, consagrada en 1982, cabe entenderse 
como una adscripción formal al conjunto de países europeo-occidentales y como un 
sello de normalidad democrática interna que no alteró los límites previamente 
establecidos por la dinámica de la división bipolar.   
  
 Respondiendo a la cuestión planteada en la primera de las hipótesis, al inicio de 
estas páginas, sobre cuál había sido el cambio de la política de seguridad al haberse 
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producido un cambio, una transición democrática, en todas las estructuras del sistema 
político, cabe concluir que las novedades vinieron en las formas, en la articulación de 
esta política de seguridad y en las posibilidades de participación española en el sistema 
occidental de defensa. Como política estatal, la relativa a la seguridad exterior se vio 
indefectiblemente determinada por los cambios en la organización institucional, por el 
papel de los actores y factores que rodean a la toma de las decisiones y por el marco 
jurídico, político y social en que ésta se desarrolla en los años de la transición. Así 
mismo, el paso de un régimen autoritario a un Estado democrático, abrió nuevas 
posibilidades en el modo en el que España participaba de sus compromisos con el 
bloque liderado por los Estados Unidos. No obstante, desde una visión a largo plazo, 
España formó parte del sistema de seguridad occidental desde 1953 hasta el final de la 
guerra fría, renovando periódicamente sus compromisos y modificando su acomodación 
en el sistema, aunque sin alterar nunca su pertenencia al bloque occidental. 
 
 
3. El reconocimiento histórico de una controvertida decisión. Calvo-Sotelo y la 
integración en la Alianza Atlántica 
Buena parte de los trabajos que abordan la política de seguridad democrática 
califican la gestión de Adolfo Suárez al respecto como una política indefinitoria, como 
una posición inoperante que prolongó innecesariamente toda decisión relativa al 
desenlace de la posición española en la Alianza Atlántica. Igualmente, entre la 
bibliografía sobre la materia, a menudo se tacha la actitud de Calvo-Sotelo de rupturista 
del eventual consenso existente en política exterior, al proceder a tramitar la entrada de 
España en la OTAN. Cuando ambas interpretaciones quedan recogidas en un mismo 
texto cabe evidenciar, cuanto menos, una visión contradictoria del proceso: por un lado 
se acusa a Suárez de no tomar decisión alguna; por otro a Calvo-Sotelo de romper el 
hipotético consenso establecido. En este sentido, bien parece que Calvo-Sotelo hubiera 
preferido pasar a la historia como un dirigente decidido y clarividente en vez de como el 
presidente indeciso y carente de objetivos exteriores, que según parece representó la 
gestión de Suárez al respecto. 
 
Así mismo, entre los reproches que cabe encontrar en la valoración del proceso 
atlantista impulsado por Calvo-Sotelo, apreciamos referencias prácticamente exclusivas 
a la forma en que solventó la disyuntiva OTAN sí, OTAN no. En el conjunto de los 
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análisis retrospectivos que han sido objeto de consulta no se recogen críticas a la 
decisión misma de la adhesión, ni a los motivos que la impulsaron. Ningún académico 
acreditado en la materia se manifiesta actualmente contrario a la participación española 
en la Alianza Atlántica a comienzos de los años ochenta. Son argumentos formales los 
que se presentan entre aquellos que manifiestan sus discrepancias al proceso 
materializado en 1982. Hemos de deducir, por tanto, una implícita aprobación por parte 
de los especialistas de la opción atlantista adoptada por el Gobierno en 1981. 
Aprobación por omisión, eso sí, con todas las insuficiencias de planteamiento y 
ejecución que pudieran haber existido en su tramitación. No obstante, se echa en falta 
entre los reproches a Calvo-Sotelo una mayor atención al tema de fondo, al verdadero 
significado histórico que la incorporación al entramado atlántico tenía en 1982. 
 
 Ampliando el prisma y asomándonos a los años que siguieron a la transición, no 
ha de pasar desapercibido el hecho de que la política del Gobierno de Felipe González 
no modificó ni alteró la decisión de entrada de España en la Alianza Atlántica. El 
Gobierno socialista congeló la situación hasta la celebración del referéndum en 1986, 
respaldando así la decisión de permanecer en la OTAN con el apoyo explícito del 
pueblo español. De esta forma, el elemento de fondo que supone la adhesión al Tratado 
del Atlántico Norte no se modifica tras 1982. Se pospone el cómo, se aplaza la efectiva 
definición del modelo de participación.  
 
 España ingresó en la OTAN en 1982 y ha permanecido ininterrumpidamente en 
su seno hasta la actualidad. Consideración que avala la política de seguridad 
implementada en la transición como una política a la altura del tan determinante tiempo 
histórico que supuso el cambio de un sistema dictatorial a otro democrático. 
 
Estas afirmaciones introducen algunas otras cuestiones que subyacen en el 
trasfondo del asunto. Sin lugar a dudas, Calvo-Sotelo no tardaría mucho en comprender 
los límites temporales a los que su mandato estaba sometido. La difícil situación por la 
que atravesaba UCD, en proceso de desintegración, y los estudios y encuestas de 
opinión ofrecían pocas dudas sobre el más que probable cambio de signo en la 
composición del Gobierno tras la cita electoral con que finalizaría la legislatura. Bajo 
este imperativo, la explicación de los factores que impulsaron al presidente del 
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Gobierno a iniciar el proceso de incorporación a la Alianza Atlántica y las formas con 
que éste fue llevado a cabo deben ser objeto de nuestra atención. 
 
La postura atlantista de Calvo-Sotelo queda fuera de toda duda desde el 
momento de su discurso de investidura. En su concepción de la realidad internacional, 
la necesaria vinculación con la OTAN era requisito indispensable para que España 
quedara incardinada en la comunidad internacional en un plano homologable respecto a 
los países democráticos de Europa occidental. Para Calvo-Sotelo, la OTAN era, ante 
todo, una opción política, de orientación exterior global del país. 
 
En la situación política de 1981, con una más que probable victoria socialista en 
las próximas elecciones generales, al presidente del Gobierno le cabían diferentes 
opciones en materia de seguridad, siempre desde su objetivo de que España se incluyera 
en aquellas estructuras donde los países euro-occidentales compartían asiento. La 
decidida y reiterada posición antiatlantista de los representantes de la izquierda española 
no sería omitida en la toma de decisión de Calvo-Sotelo, iniciando el proceso antes de 
que concluyera su periodo de gobierno. En 1981, la posibilidad de un gobierno 
socialista tramitando la adhesión de España al Tratado de Washington era una situación 
que ningún actor o analista de aquellos años concebía ni dentro ni fuera del país. 
 
 Una política acorde con el tiempo histórico que entonces no contó con el 
respaldo de la sociedad española. Las encuestas así lo demostraron. Calvo-Sotelo actuó 
conforme a sus convicciones políticas, a pesar de que los ciudadanos no aprobaban la 
entrada en la Alianza Atlántica, procedimiento que, a primera vista, bien pueda ser 
objeto de inmediata censura. No obstante, quedó apuntado cómo la personalidad, 
valoración individual y emociones internas del estadista deben ser consideradas en una 
explicación satisfactoria de los acontecimientos históricos. En este sentido, cabe añadir 
alguna consideración al respecto. 
  
 En la noción de sistema democrático y de toma de decisiones asentadas en la 
cultura política actual, tiene plena aceptación la lógica según la cual los partidos 
políticos sondean a la ciudadanía ofreciéndoles, consecuentemente, soluciones según las 
prioridades, preferencias o la jerarquización de sus preocupaciones. Este modus 
operandi en el sistema democrático es perfectamente legítimo. Como igualmente lo es 
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el configurar los programas electorales a partir de lo que los partidos consideren 
prioritario y tomar decisiones en la convicción de estar actuando de acuerdo a los 
intereses del país y de sus ciudadanos, esperando posteriormente un nuevo respaldo de 
su gestión en las urnas. En este caso, el sondeo social, el control político, es posterior a 
la toma de decisiones. No cabe entrar aquí en cuál de estos dos modelos ideales es más 
adecuado, máxime cuando la tónica habitual es que las estructuras partidistas operan 
mediante la suma de ambos. Sin embargo, sin lugar a dudas, en la fotografía política de 
1981, Calvo-Sotelo actuó en política de seguridad a partir de la segunda de las 
suposiciones aquí planteadas.  
 
 Todos estos elementos nos llevan a moldear la visión rupturista y confrontada de 
la política de seguridad de la transición, rebajando considerablemente los verdaderos 
argumentos de confrontación que entonces afloraron en la disputa política, cuestiones 
que abordamos a continuación. 
   
 
4. La ausencia de consenso en la política de seguridad, rasgo de normalidad 
democrática 
 Entramos así en otra de las hipótesis planteadas en las primeras páginas de este 
trabajo y que es momento de validar: el Gobierno español de 1981 no rompió consenso 
alguno en política exterior con su decisión de tramitar la entrada en la OTAN. A nuestro 
juicio, este consenso no fue tal en política de seguridad, sino que lo que se dio desde 
1976 fue una evidente discrepancia entre las fuerzas políticas emergentes sobre la 
política de seguridad, ámbito de la política exterior que fue aplazando su definición por 
distintos motivos ya explicitados: en un primer momento, por la primacía de la política 
interior y por la propia imposibilidad de tomar decisión alguna hasta que el proceso de 
institucionalización del Estado democrático se hubiera completado; posteriormente, por 
la posición esquiva del presidente Suárez al respecto, una vez que se daban las 
condiciones internas y externas para abordar la definición de España en el sistema 
internacional bipolar. De este modo, el aplazamiento de la concreción de la política de 
seguridad puede entenderse consensuado hasta la aprobación de la Constitución y las 
elecciones de 1979. Llegados a este punto, el consenso constituyente toca a su fin, por 
lo que entendemos ha de revisarse la afirmación de que la adhesión a la Alianza 
Atlántica supuso la quiebra del consenso en política exterior. 
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 Hemos de aproximarnos al asunto asépticamente, desde la perspectiva que 
ofrece el paso del tiempo, aceptando la adhesión a la OTAN y su debate como rasgo 
característico de normalidad democrática. La discrepancia entre distintas concepciones 
políticas y la defensa de planteamientos de signo contrario en espacio público es tónica 
habitual en los sistemas democráticos, sin que su acontecimiento en política exterior 
haya de resultarnos sorprendente. Al consenso político se llega o no se llega. Y cuando 
no se logra no existen culpables y no culpables: hay posiciones políticas igualmente 
legítimas no dispuestas a converger. 
 
 A este respecto, y como apunte clarificador, no está de más distinguir la 
voluntad de que las decisiones políticas de un país, todas aquellas que sean posibles, se 
solventen con el mayor grado de unanimidad nacional -actitud lógica y normal entre 
cualquier demócrata convencido- de su consecución con el total respaldo de la sociedad 
y sus representantes políticos. La voluntad de consenso político no garantiza su 
conquista. Así, cuándo no hay unanimidad de criterios políticos entre las fuerzas con 
representación parlamentaria ¿Qué ha de hacer la clase dirigente? Al no existir acuerdo 
en un tema entre los partidos políticos ¿Ha de sacarse aquél de la agenda política? Si así 
se actuara, poca transformación social, poca legislación, se llevaría a cabo en los 
sistemas democráticos. Es decir, la ausencia del deseable consenso nunca ha de derivar 
en parálisis institucional. La vida política de la todavía joven democracia española está 
repleta de decisiones gubernamentales de toda índole y consideración que no han 
contado con el total apoyo del arco parlamentario y no por ello han sido detenidas en su 
desenlace o tildadas de romper el consenso político. Iniciativas y materialización de 
políticas públicas referidas a cuestiones tan fundamentales en la definición del Estado 
como son el sistema educativo, el modelo territorial del Estado o la política 
antiterrorista no siempre han gozado de consenso por parte de nuestra clase política. La 
política de seguridad de los primeros años ochenta tampoco lo tuvo, inscribiéndose, de 
este modo, en la normalización política del sistema democrático. 
 
 El término del consenso, generalizado en la caracterización de la política interior 
de la transición española, se ha aplicado también en la literatura de la política exterior 
del periodo. Sin embargo, pocos son los autores que definen qué entienden por consenso 
en la política interior y si el concepto de consenso apuntado es el mismo que se entiende 
para la política exterior. A nuestro juicio, consenso es la manera en que se llevó a cabo 
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la tramitación de la Constitución de 1978: una predisposición para fijar unos mínimos 
sobre algo de lo que se tiene la certeza se va a lograr. Es una voluntad por alcanzar una 
meta. Una búsqueda de caminos por lograr un objetivo político previamente 
determinado. Esa voluntad existente en el plano constitucional nunca afloró en la 
política de seguridad de la transición. Por eso nunca pudo quebrarse. El partido del 
Gobierno era explícitamente partidario de la integración en la OTAN desde el comienzo 
del proceso. La oposición de izquierda no. De ahí que la posibilidad de un común 
denominador al respecto fuera inviable o, mejor dicho, de ahí que las actitudes de unos 
y otros no tendieran hacia el consenso, situación bien distante de la existencia del 
consenso mismo. 
 
 Según ha sido expuesto, en los primeros compases de la transición se entendió 
evidente soslayar el tema en aras de salvaguardar el proceso constituyente. 
Aplazamiento que no equivale, en absoluto, a un consenso sobre la materia. 
Precisamente, el posponer el debate sobre la política de seguridad por las diferencias de 
criterio existentes como medida para no interferir en la elaboración de la Constitución 
es la evidencia irrefutable de la ausencia de consenso al respecto. 
 
 Se aplaza el tema OTAN de la agenda política porque es público y notorio que 
las fuerzas políticas del país no mantienen opiniones afines al respecto. De otro modo, 
caso de existir puntos comunes de partida, el proceso de acercamiento se podría haber 
iniciado, al menos en sus trazos más básicos, a partir de 1977: contactos con las 
cancillerías de los países aliados, establecimiento de unas bases de acuerdo entres las 
fuerzas políticas, desarrollo de una campaña de sensibilización de la opinión pública… 
tal y como sucedió con la solicitud de integración en las Comunidades Europeas. 
 
 Podemos hablar, si se quiere, de un consenso en las reservas existentes a la hora 
de abordar el debate sobre la OTAN en la transición. Nunca de un consenso de fondo, 
sobre la oportunidad de mantener a España al margen de la Alianza Atlántica. 
Descartamos, por tanto, la existencia de un consenso nacional en materia de política de 
seguridad, tal y como puede entenderse el consenso establecido para la elaboración de la 
Constitución. Falta de consenso que desde las primeras elecciones es rotundamente 
explícito tal y como demuestran los programas y declaraciones de los respectivos 
partidos políticos. 
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5. La opinión pública en la estela de los criterios partidistas. La politización de la 
política de seguridad como política pública 
 La opinión pública, como actor fundamental en un sistema democrático, hizo su 
aparición estelar a partir del establecimiento de la democracia en España. Al igual que 
en otros ámbitos del panorama socio-político, el de la política de seguridad no estuvo 
exento del criterio y opinión por parte de los ciudadanos. Sin embargo, resalta la 
consideración de que esta política fuera objeto de un seguimiento social sin precedentes 
únicamente a partir de 1981, motivado por el debate público de la cuestión y la posición 
de rechazo a la adhesión atlántica impulsada por los partidos y grupos de izquierda, 
postura que vino acompañada de una gran campaña en contra de la integración.  
 
 Este comportamiento social es reflejo de la politización de la política de 
seguridad desde la primavera del año 81. A partir de entonces, un tema secundario en la 
agenda política de la transición adquirió un protagonismo y eco social sobresalientes, 
sobredimensionado por la legítima política de oposición llevada a cabo por parte de un 
PSOE en alza, que en virtud de sus convicciones, articuló una efectiva vía de desgaste 
del gobierno y un canal de identificación social de su líder, Felipe González. 
 
 La huella dejada por la evolución de las encuestas de opinión no deja lugar a 
dudas. La ciudadanía basó su criterio sobre la política de seguridad a partir de los 
presupuestos marcados por los partidos políticos y sus líderes. Hemos tenido 
oportunidad de señalar cómo en los primeros años de cambio democrático es sensible el 
desconocimiento, desinterés y despreocupación por las materias de política exterior, 
entre las que no queda exenta la política de seguridad. Al mismo tiempo, es perceptible 
en esta primera etapa la disfunción existente entre la opinión pública y su orientación 
política. Sin embargo, una vez que la cuestión de la definición de la política de 
seguridad española aumenta su grado de participación en los espacios públicos y en los 
medios de comunicación, a partir de su entrada en el debate político, la opinión pública 
se amolda de modo uniforme a las consignas fijadas por sus partidos políticos, 
estableciéndose un evidente mimetismo entre opción de voto y opinión sobre la política 
de seguridad. 
 
 En buena medida, esta identificación es resultado de la calidad del debate que la 
clase política llevó a cabo en relación con la materia. Un debate que siempre estuvo 
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precondicionado por encima de cualquier otra consideración por posiciones partidistas 
establecidas a priori, en base a concepciones generales de la política exterior. Y es que 
el debate sobre la OTAN y los Acuerdos hispano-norteamericanos estuvieron presididos 
por proyectos políticos diferentes, por modelos no coincidentes de inserción en la 
sociedad internacional y por condicionamientos ideológicos vigentes en el espectro 
político español que mermaron sensiblemente la verdadera reflexión, debate y diseño de 
una política de seguridad para España. Buena muestra de ello es que se defendieron 
determinadas posturas ante la posible integración en la Alianza Atlántica sin tener un 
verdadero conocimiento de los compromisos, planes estratégicos, limitaciones de la 
hipotética participación española en la OTAN o modo en que las Fuerzas Armadas 
españolas estarían vinculadas a la Organización. Efectivamente, los planteamientos de 
la defensa nacional nunca tuvieron en estos años la mínima coordinación orgánica con 
la política de seguridad, aspecto que reafirma el componente político de su 
materialización.  
 
 La política de seguridad quedó prácticamente focalizada en la sociedad española 
a lo relativo a la cuestión OTAN, concentrándose su publicidad en la etapa final de la 
transición. Es en los meses que van desde el inicio de los trámites parlamentarios para 
debatir la posible incorporación de España al Tratado del Atlántico Norte, hasta la 
victoria socialista en las elecciones de octubre de 1982, cuando el tema pasa a 
convertirse en uno de los argumentos de mayor peso por la oposición socialista y 
comunista al Gobierno de Calvo-Sotelo. Si el calendario electoral hubo determinado la 
puesta en macha por el Gobierno de los mecanismos institucionales para proceder a la 
adhesión a la Alianza Atlántica, fue el mismo calendario el que propició que dicha 
incorporación fuera legítimamente aprovechada por el PSOE en su acceso a La 
Moncloa.  
  
 
6. Nuevos parámetros interpretativos del papel de destacados actores internos: 
UCD, el Rey y las Fuerzas Armadas. 
 Retomando el compromiso anunciado en las hipótesis de partida, de revisar el 
papel jugado por determinados actores nacionales en la materia de estudio, es momento 
de recapitular las conclusiones establecidas para cada uno de los apuntados. 
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 Ahondando en el peso específico de UCD en la materia de nuestro estudio y tras 
la profundización y entrevistas mantenidas con un amplio número de miembros del 
partido, nuestra conclusión es que el peso de las estructuras ucedistas en la definición o 
condicionamiento de la política de seguridad de Suárez y de Calvo-Sotelo es irrelevante. 
A pesar de la compleja configuración y la existencia de variadas sensibilidades en UCD 
en sus años de existencia, la política de seguridad gubernamental nunca fue asunto 
cuestionado entre los dirigentes ucedistas. Los problemas de la formación política 
provinieron del modelo de partido a desarrollar, de las luchas entre las familias, de las 
ambiciones de sus líderes o de discrepancias en materias de política interior. No fue la 
política exterior ámbito de discusión en UCD, ni durante la incertidumbre atlantista de 
Suárez ni en el posterior impulso integrador de Calvo-Sotelo. 
  
 Achacar la derrota electoral de UCD en 1982 a la adhesión al Tratado del 
Atlántico Norte resulta descabellado desde nuestra óptica. Fueron muchos otros los 
factores que convergieron en el cambio de Gobierno de 1982. No cabe duda que la 
política de oposición socialista a la entrada de España en la OTAN acrecentó la figura 
de Felipe González como futuro presidente, como catalizador de los deseos de cambio 
de gobierno en la mayoría de la sociedad española. En su rechazo a la entrada en la 
Alianza Atlántica, buena parte de la ciudadanía encontró la ocasión para expresar con 
movilizaciones y manifestaciones su rechazo al Gobierno de Calvo-Sotelo y demostrar 
su apoyo a la alternativa encarnada por Felipe González. Sin embargo, el rechazo social 
a la OTAN es resultado, no causa, del ascenso del PSOE como opción política 
 
 Del mismo modo, otro de los actores que entendemos no ha recibido la atención 
adecuada en la acción exterior de la transición es el Rey Juan Carlos. Atesorando un 
poder de maniobra y decisión total en los primeros compases del cambio democrático, 
su actitud favorable a la participación española en las estructuras defensivas 
occidentales impregnaría en altas esferas políticas y de los Ejércitos, constituyéndose en 
elemento capital para la continuidad de los convenios con los Estados Unidos. Más 
adelante, una vez que sus poderes quedan limitados constitucionalmente, su papel y 
criterio en materia de seguridad exterior no va a desaparecer de la escena política a 
pesar de quedar formalmente reducido según la Carta Magna. Durante 1981 y tras el 23-
F las consultas y despachos entre en monarca y los principales líderes políticos tuvieron 
cierta continuidad, hasta la normalización de la situación interna. En este contexto, no 
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resulta plausible explicar la puesta en marcha del proceso de adhesión a la Alianza sin el 
conocimiento y tácito respaldo del Rey, a tenor de la tensa situación interna y 
comprometida situación de Calvo-Sotelo en el gobierno de la nación. Por su significado 
en la orientación exterior y sus vínculos con la política interior, así como por sus 
connotaciones en las Fuerzas Armadas, sobre las que el monarca mantiene el mando 
supremo, estamos en disposición de afirmar que la política de seguridad de la transición 
estuvo respaldada por don Juan Carlos, respaldo sin el cual nunca hubiera podido 
llevarse a cabo en los términos en los que se concretó. 
 
 La figura del Rey y su consideración en la evolución de la transición exterior 
española no ha sido suficientemente valorada por los diferentes trabajos publicados 
hasta la fecha. En nuestra investigación, las evidencias del apoyo de Juan Carlos I a la 
entrada de España en la OTAN desde los primeros momentos del cambio democrático 
nos permiten resaltar su papel como actor necesariamente favorable a su consecución. 
 
 En la misma dirección apuntan nuestras valoraciones respecto a las Fuerzas 
Armadas, institución que tampoco ha gozado de la atención apropiada en el actual 
estado de la cuestión sobre la política de seguridad de la transición, tema de 
incuestionable trascendencia para los Ejércitos.  
 
 La posición a favor de la adhesión a la Alianza Atlántica expresada por los altos 
mandos y los cargos militares en los altos organismos de la Defensa resulta un elemento 
igualmente necesario para su posterior desenlace. Sin que la actitud de las Fuerzas 
Armadas tuviera repercusión formal alguna al respecto dada la legalidad vigente, qué 
duda cabe que su rechazo a la integración hubiera conllevado altas dosis de dificultad, 
cuando no la inviabilidad misma de la adhesión, máxime tras los acontecimientos de 
febrero de 1981.  
 
 Actor a través del cual la política de seguridad de los Estados se hacen 
materialmente efectivas, la ausencia de competencias constitucionales reservadas a las 
Fuerzas Armadas en materias políticas no minimizó su decisivo apoyo al mantenimiento 
del vínculo defensivo con los Estados Unidos, su rechazo del neutralismo internacional 
y el tácito respaldo a la integración en el entramado atlántico. Desde un primer 
momento, sus máximos representantes en el escenario político así lo hicieron saber. 
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Tanto Gutiérrez Mellado como Rodríguez Sahagún y Oliart se mostraron conformes con 
la participación de España en el sistema de seguridad occidental, sin dejar traslucir 
nunca reserva alguna por parte de los Ejércitos en este sentido. De esta forma, más allá 
de las dosis democratizadoras e impulsos modernizadores que la integración en el 
Tratado del Atlántico Norte pudiera repercutir en las Fuerzas Armadas españolas, la 
voluntad de adhesión y la participación de los militares en las funciones exteriores 
propias de los Estados democráticos europeos fue mayoritaria en la jerarquía militar de 
nuestros años de estudio, tendencia especialmente acusada tras la reforma del sistema 
político y la puesta en marcha de las transformaciones orgánicas en el seno de la 
Defensa.  
 
 
7. Los Estados Unidos y la política de seguridad de la transición española 
 Otra de las hipótesis iniciales planteó el papel de los Estados Unidos en el tema 
de estudio, considerándose de máxima relevancia su protagonismo, especialmente en el 
proceso de integración española en la OTAN. Ciertamente, no es esta una de las 
hipótesis enunciadas que quepa ratificar  en su formulación original tras haber 
completado nuestro recorrido por la materia. 
 
 Qué duda cabe que entre los actores externos con intereses en fijar los límites del 
cambio político tras 1975 destacan los Estados Unidos, potencia líder del bloque 
occidental y tradicional socio de España en materia de seguridad desde comienzos de la 
guerra fría, con el disfrute de diferentes derechos de uso de bases militares y 
capacidades defensivas enraizadas en España a cambio de apoyo económico y respaldo 
político. De ahí la relevancia que para Washington tiene la transición española: por la 
eventual puesta en entredicho de la participación española en el esquema de defensa 
estadounidense. Así, la actuación norteamericana estará más encaminada a condicionar 
el signo y el ritmo interno de la transición que el itinerario de la política exterior 
española, ya que ésta, la postre, quedará determinada por la orientación ideológica del 
gobierno de la nación. En los Estados Unidos, la experiencia griega y portuguesa, 
previas al fin del franquismo, guiaron la actitud norteamericana ante el cambio político 
en España, dentro del cual la política exterior es una de sus múltiples manifestaciones. 
La potencia occidental no va a estar preocupada en cómo va a participar España en la 
defensa occidental sino en quién va a gestionar desde el gobierno esa participación, que 
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podía llegar a su fin en caso de un ascenso de los partidos políticos de izquierda al 
gobierno del país. 
 
 Que el lazo exterior de España en su política de seguridad al iniciarse la 
transición a la democracia eran los Estados Unidos es evidente y queda fuera de toda 
duda. Que España contribuía a la defensa de occidente como resultado de los convenios 
hispano-norteamericanos tampoco es ningún secreto. Efectivamente, desde el inicio de 
los convenios hispano-norteamericanos en 1953, España se convertía en uno de los 
países de influencia de la potencia norteamericana en aras del desarrollo de su política 
de confrontación estratégica del comunismo. Tras sucesivas renovaciones previas, el 
Tratado de 1976 otorgaba continuidad a la política exterior pro-occidental española, 
ahora encabezada por el rey Juan Carlos, al tiempo que disponía una serie de 
organismos y disposiciones encaminadas a preparar la próxima entrada de España en la 
Alianza Atlántica. El texto de 1976 supone la antesala de la adhesión española al 
Tratado del Atlántico Norte dada la imposibilidad de que el todavía régimen autoritario 
se incorporara con anterioridad a su democratización, tal y como expresaban diferentes 
países miembros de la Organización en los primeros compases de la transición. Aunque 
sin dictador, España seguía siendo una dictadura. 
 
 Desde la óptica estadounidense, los objetivos en España estaban satisfechos con 
el cambio político. Mientras el gobierno de Adolfo Suárez mantuviera el signo pausado 
y medido de sus reformas y el proceso de transición a la democracia fuera gradual y 
exento de rupturas, los Estados Unidos gozarían de las facilidades militares acordadas 
en las bases sobre suelo español, según se acordó en el Tratado de Amistad y 
Cooperación. Para la estrategia mundial estadounidense la pertenencia de España a la 
Alianza Atlántica es secundaria mientras las Fuerzas Armadas norteamericanas 
dispongan del territorio español como base de operaciones. Los Estados Unidos no 
medían la eventual aportación española en la OTAN en niveles de fuerza o capacidades 
defensivas. Lo que buscaban en España eran apoyos logísticos: bases de operaciones y 
abastecimiento.  
 
 Las preocupaciones de los Estados Unidos provenían de la incógnita de un 
futuro gobierno socialista que pudiera poner fin a presencia norteamericana en España, 
a tenor de sus manifestaciones públicas y sus compromisos electorales. Es en este 
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aspecto donde los norteamericanos exploraban las hipótesis de futuro, no en las 
administraciones gobernadas por UCD.  Para Washington la clave no era la entrada o no 
entrada de España en la OTAN. Era la continuidad o no continuidad de su presencia 
militar y derechos de utilización de las instalaciones militares en España.  De ahí que su 
verdadero y crucial horizonte se fijara en la negociación del texto definitivamente 
acordado en 1982 y ratificado meses más tarde por el recién elegido Gobierno socialista. 
 
 Por ello hemos de descartar como factor determinante de la adhesión española a 
la Alianza el papel jugado por Washington. Los objetivos norteamericanos en España 
quedaban establecidos en 1976 y renovados en 1982 de forma bilateral, dentro de un 
planteamiento en el que desde los Estados Unidos se entendía la aportación española a 
la política de seguridad occidental a todos los efectos integrada en el seno de las 
estructuras de seguridad occidental. 
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Printing Office, 1979 
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1.4. Fuentes hemerográficas 
ABC (1975-1982) 
Diario 16 (1976-1982) 
El País (1976-1982) 
Informaciones (1975-1981) 
La Vanguardia (1975-1982) 
Ya (1975-1982) 
 
 
 
1.5. Fuentes Internet 
- www.march.es/ceacs 
- www.fp-es.org 
- www.congreso.es 
- www.realinstitutoelcano.org 
- www.presidency.ucsb.edu 
- www.fordlibrarymuseum.gov 
- www.ceseden.es 
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2. Orales 
 
2.1. Entrevistas (con los cargos ocupados la etapa que ocupa a este trabajo) 
 
 
 Aguirre de Cárcer, Nuño 
Director General para Norteamérica, Medio y Extremo Oriente (1966-1973). 
Director General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos (1973-
1976). 
Embajador en Bélgica (1976-1982). 
Primer Representante permanente de España ante la Alianza Atlántica (1982) 
 Embajador en Estados Unidos (1982-1983). 
 
 
 Calvo-Sotelo, Leopoldo 
 Ministro de Comercio (1975-1976). 
 Ministro de Obras Públicas (1976-1977). 
Ministro para las Relaciones con la CEE (1978-1980).  
Vicepresidente Segundo para Asuntos Económicos (1980-1981). 
Presidente del Gobierno (1981-1982).  
 
 
 Camacho, Blas 
Miembro de la Ejecutiva Nacional UCD (1981-1982). 
Portavoz del Grupo Parlamentario Centrista en la Comisión de Defensa del   
Congreso de los Diputados (1981-1982). 
 
 
 Conde, José Antonio  
Comandante del Ejército de Tierra. Delegado del Alto Estado Mayor, 
Presidencia de Gobierno, en la Embajada de Bruselas (1975-1980) 
 
 
 Durán-Loriga, Juan 
Director General de Política Exterior para América del Norte y Pacífico (1976-
1979). 
Director General de Política Exterior para Europa y Asuntos Atlánticos (1979-
1982). 
Embajador en la RFA (1982-1986). 
 
 
 Estrella, Rafael 
Vocal del Grupo Socialista en la Comisión de Defensa del Senado (1979-1982). 
Presidente de la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado (1982-1986). 
 
 
 Fernández-Jarrín, Juan Antonio  
Comandante del Ejercito del Aire, destinado en el Estado Mayor Combinado 
 Hispano-norteamericano (1978-1982). 
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García Romanillos, Joaquín 
Vocal de la Comisión de Defensa del Congreso de los Diputados por el Grupo 
 Centrista (1977-1982). 
 
 
Hidalgo, Diego  
Co-fundador y miembro del Consejo de Administración de El País. 
Presidente de la Fundación para las Relaciones Internacionales y el Diálogo 
Exterior (FRIDE). 
 
 
 Jiménez-Ugarte, Javier 
Secretario de la delegación española negociadora del Tratado de Amistad y 
Cooperación firmado entre España y los Estados Unidos en 1976. 
Director del Gabinete del Secretario de Estado de Asuntos Exteriores (1979-
 1982). 
 
  
 Kirkpatrick, Guillermo 
Secretario de Relaciones Internacionales de Alianza Popular (1977-1980). 
 
 
 Lamo de Espinosa, Jaime 
Ministro de Agricultura (1978-1981). 
 
 
 Liberal, Ángel 
Agregado Naval en Washington (1971-1974). 
Subsecretario de Defensa (1977-1982). 
Subsecretario de Política de Defensa (1982-1983). 
Miembro de la delegación militar española en la negociación del Tratado de 
Amistad y Cooperación firmado entre España y los Estados Unidos en 1976. 
Miembro de la delegación militar española en la negociación Convenio de 
Amistad, Defensa y Cooperación firmado entre España y los Estados Unidos en 
1982. 
Miembro de la delegación española en las conversaciones entre España y la 
 Alianza Atlántica (1982). 
 
  
 Lobo, Ángel 
Miembro del equipo negociador del Tratado de Amistad y Cooperación firmado 
entre España y los Estados Unidos en 1976 en representación del Alto Estado 
Mayor.  
Miembro de la delegación española en la CESCE en Madrid (1980-1983). 
Integrante de la delegación española como consejero de Defensa en las 
 conversaciones entre España y la Alianza Atlántica (1982). 
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 Lladó, José 
 Ministro de Comercio (1976-1977). 
 Ministro de Transportes y Comunicaciones (1977-1978) . 
Embajador en Washington (1978-1982). 
 
 
 Martín-Villa, Rodolfo  
Ministro de Relaciones Sindicales (1976-1976). 
Ministro de la Gobernación/del Interior (1976-1979). 
Ministro de Administración Territorial (1980-1981). 
Vicepresidente Primero del Gobierno (1981). 
 
 
 Morán, Fernando 
 Vocal del Grupo Socialista en la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado 
 (1978-1982). 
Ministro de Asuntos Exteriores (1982-1985). 
 
 
Múgica, Enrique 
Presidente de la Comisión de Defensa del Congreso de los Diputados (1977-
1978). 
Vicepresidente Segundo de la Comisión de Defensa del Congreso de los 
Diputados (1979-1982). 
 
 
 Oliart, Alberto 
 Ministro de Industria y Energía (1977-1978). 
  Ministro de Sanidad y Seguridad Social (1980-1981). 
Ministro de Defensa (1981-1982). 
 
 
 Oreja, Marcelino 
 Subsecretario de Asuntos Exteriores (1975). 
Ministro de Asuntos Exteriores (1976-1980). 
  
 
 Pino, Jorge del 
Subdirector General de Política Exterior para Europa (1974-1976). 
Director General de Política Exterior para América del Norte y Pacífico (1979-
1982). 
Embajador en los Países Bajos (1982-1983). 
 
 
 Pérez-Llorca, José Pedro 
 Secretario General y Portavoz del Grupo Parlamentario Centrista en el 
 Congreso de los Diputados (1977-1978). 
 Ministro de la Presidencia (1979-1980). 
 Ministro de Administración Territorial (1980). 
Ministro de Asuntos Exteriores (1980-1982) 
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 Perinat, Luis Guillermo  
Director General para Norteamérica, Medio y Extremo Oriente (1973-1976). 
Embajador en el Reino Unido (1976-1981). 
 
 
 Robles Piquer, Carlos 
Secretario de Estado de Política Exterior (1979-1982). 
Presidente de la delegación negociadora del Convenio de Amistad, Defensa y 
Cooperación firmado entre España y los Estados Unidos en 1982. 
 
 
 Rupérez, Javier 
Director de Gabinete del ministro Marcelino Oreja  (1976-1977). 
Secretario de Relaciones Internacionales de UCD (1977-1982). 
Embajador de España ante la CSCE (1980-1982). 
Presidente de la delegación española en las conversaciones entre España y la 
Alianza Atlántica (1982). 
Representante permanente de España ante la Alianza Atlántica (1982). 
 
 
Sahagún, Felipe 
Corresponsal del diario Informaciones y  de Radio Nacional de España en Nueva 
 York (1973-1980). 
 
 
 Silva, Miguel 
Capitán del Ejército de Tierra. Jefe de Gabinete del ministro de Defensa Oliart 
 (1981-1982). 
 
 
 Solana, Luis 
Vocal de la Comisión de Defensa del Congreso de los Diputados por el Grupo 
 Socialista (1977-1982). 
 
 
 Tamames, Ramón 
Miembro del Comité Nacional del Partido Comunista (1977-1981). 
Diputado del Grupo Comunista, Congreso de los Diputados (1977-1981). 
 
 
 Todman, Terence  
Embajador de los Estados Unidos en España (1978-1983). 
 
 
 Valenzuela, Curry 
Corresponsal de la Agencia EFE en Washington (1976-1978). 
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 Yáñez-Barnuevo, Luis 
Secretario de Relaciones Internacionales del PSOE (1975-1979). 
Vocal del Grupo Socialista en la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso 
de los Diputados (1977-1982). 
Miembro de la Comisión de Defensa del Congreso de los Diputados (1977-
 1982). 
 
 
 
 
 
 
 
 553
 
II. BIBLIOGRAFÍA 
 
 
1. Memorias, biografías. Trabajos escritos por los protagonistas  
ABELLÁ, C.: Adolfo Suárez, Madrid, Espasa Calpe, 1997. 
ALLENDESALAZAR, J.M. «España y EEUU en el siglo XX», Política Exterior, núm. 81, 
 mayo 2001, pp. 136-150. 
ALMUNIA, J.: Memorias Políticas, Madrid, Aguilar, 2001. 
AREILZA, J.M.: Diario de un ministro de la monarquía, Barcelona, Planeta, 1977. 
AREILZA, J.M.: Cuadernos de la Transición, Barcelona, Planeta, 1983. 
AREILZA, J.M.: Crónica de libertad, Barcelona, Planeta, 1985. 
AREILZA, J.M.: «En el cuarenta aniversario de los acuerdos hispano-norteamericanos», 
 Política Exterior, núm. 35, VII, otoño 1993, pp. 168-180. 
ALMUNIA, J.: Memorias políticas, Madrid, Aguilar, 2001. 
ÁLVAREZ DE MIRANDA, F.: Del «contubernio» al consenso, Barcelona, Planeta, 1985. 
ARMADA, A.: Al servicio de la Corona, Barcelona, Planeta, 1983. 
ATTARD, E.: La Constitución por dentro, Barcelona, Planeta, 1983. 
ATTARD, E.: Vida y muerte de UCD, Barcelona, Planeta, 1983. 
AZCÁRATE, M.: «España en la presente coyuntura europea e internacional», en CLUB SIGLO 
 XXI (ed.): Perspectivas de una España democrática y Constitucionalizada, Madrid, 
 Club Siglo XXI, vol. 3, 1979, pp. 219-236. 
BARRINGER, P.E.: «A Defense Perspective on the 1975-1976 Negotiations», en 
 McDONALD, J.W. y BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas. Negotiations 
 with Spain, Greece and the Philipines, Boulder, Westview Press, 1990, pp. 23-25. 
BASSOLS, R.: España en Europa. Historia de la adhesión a la CEE, 1957-1985, Madrid, 
 Política Exterior, 1995. 
BASSOLS, R.: «Europa en la transición española», en TUSELL, J., PARDO, R. y AVILÉS, J. 
 (eds.): La política exterior de España en el siglo XX, Madrid, UNED-Biblioteca Nueva, 
 2000, pp. 455-472. 
BOREK, T.A.: «Legal Issues in the 1975,1976 Negotiations», en McDONALD, J.W. y 
 BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas. Negotiations with Spain, Greece 
 and the Philipines, Boulder, Westview Press, 1990. 
BRZEZINSKI, Z.: Power and principle: memoirs of the National Security Adviser. 1977- 1981, 
 Londres, Weidenfeld and Nicolson, 1983. 
CAJAL, M. (ed.): El Convenio sobre Cooperación para la defensa entre España y los Estados 
 Unidos, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1989. 
 554
CALVO-SOTELO, L.: Memoria viva de la transición, Barcelona, Plaza y Janés, 1990. 
CALVO-SOTELO, L.: Papeles de un cesante: la política desde la barrera, Barcelona, Galaxia 
 Gutemberg, 1999. 
CALVO-SOTELO, L.: Pláticas de familia, Madrid, La Esfera de los Libros, 2003. 
CALVO-SOTELO, L.: «La transición política exterior, asignatura pendiente», Política Exterior, 
 Vol. I, núm. 3, 1987, pp. 255-261. 
CAMUÑAS, I.: «España en la OTAN. Aspectos políticos de la integración» en HAGEMEYER, 
 B, RUPÉREZ, J. y PEÑA, F.: España, Europa, Occidente. Una política integrada de 
 seguridad, Madrid, Distribución y Comunicación, 1984. 
CARRILLO, S.: Memoria de la transición, Barcelona, Grijalbo, 1983, 
CARRILLO, S.: Memorias, Barcelona, Planeta, 1993. 
CAVERO, J.: El político: biografía de Francisco Fernández Ordóñez, Madrid, Ediciones 
 Ciencias Sociales, 1990. 
CHAMORRO, E.: Felipe González. Un hombre a la espera, Barcelona, Planeta, 1980. 
CHAVIN, S., SANGSTER, J. y SUSMAN, W. (eds.): Spain: implications for U.S. foreign 
 policy, Stamford, Greylock, 1976. 
DURÁN-LORIGA, J.: Memorias diplomáticas, Madrid, Siddhart Metha, 1999. 
EATON, S.D.: The forces of freedom in Spain, 1974-1979. A personal account, Hoover 
 Institution Press, Standford, 1981. 
FERNÁNDEZ MIRANDA, P. y FERNÁNDEZ MIRANDA, A.: Lo que el rey me ha pedido. 
 Torcuato Fernández Miranda y la reforma política, Barcelona, Plaza y Janés, 1995. 
FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ, F.: Palabras en libertad, Barcelona, Argos Vergara, 1982. 
FRAGA, M.: Memoria breve de una vida pública, Barcelona, Planeta, 1980. 
FRAGA, M.: En busca del tiempo servido, Barcelona, Planeta, 1987. 
GARCÍA ABAD, J.: Adolfo Suárez. Una tragedia griega, Madrid, La Esfera de los Libros, 
 2005. 
GÓMEZ-SANTOS, M.: Conversaciones con Leopoldo Calvo-Sotelo, Barcelona, Planeta, 1982. 
GONZÁLEZ, F. y CEBRIÁN, J.L.: El futuro no es lo que era. Una conversación, Madrid, 
 Aguilar, 2001. 
GROMIKO, A.: Memorias, Madrid, El País/Aguilar, 1989. 
GUERRA, A.: Cuando el tiempo nos alcanza. Memorias (1940,1982), Madrid, Espasa, 2004. 
GUTIÉRREZ MELLADO, M.: Al Servicio de la Corona. Palabras de un Militar, Madrid, 
 Ibérico Europea, 1981. 
GUTIÉRREZ MELLADO, M.: Un soldado de España: conversaciones con Jesús Picatoste, 
 Madrid, Arcos Vergara, 1983. 
HERNÁNDEZ, A.: Fue posible la concordia. Adolfo Suárez, Madrid, Espasa Calpe, 1996. 
HERRERO DE MIÑÓN, M.: Memorias del estío, Madrid, Temas de Hoy, 1993. 
 555
KISSINGER, H.: The White House Years, Boston, Little Brown, 1979. 
KISSINGER, H.: Diplomacia, Barcelona, Ediciones B, 1996. 
KISSINGER, H.: Years of Renewal, Nueva York, Simon&Schuster, 1999. 
LIBERAL, A.: «Cuarenta años después (1953-1993)», Política Exterior, núm. 35, otoño 1993, 
 pp. 181-201.  
LÓPEZ RODÓ, L.: Testimonio de una política de Estado, Barcelona, Planeta, 1987 
LÓPEZ RODÓ, L.: Memorias. El principio del fin, Barcelona, Plaza&Janés/Cambio 16, 1992. 
LORD, N.C.: «The U.S. Military Perspective on the 1981-1982 Negotiations», en 
 McDONALD, J.W. y BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas. Negotiations 
 with Spain, Greece and the Philipines, Bolulder, Westview Press, 1990, pp. 47-58. 
MARTÍN VILLA, R.: Al servicio del Estado, Barcelona, Planeta, 1984. 
McCLOSKEY, R.: «The 1976 Treaty: Overview of the Negotiations», en McDONALD, J.W. y 
 BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas. Negotiations with Spain, Greece 
 and the Philipines, Bolulder, Westview Press, 1990, pp. 17-21. 
MESSÍA, J.L.: Por palabra de honor: la entrada de España en el Consejo de Europa, Madrid, 
 Parteluz, 1995. 
MORÁN, F.: Una política exterior para España, Barcelona, Planeta, 1980. 
MORÁN, F.: España en su sitio, Barcelona, Plaza y Janés / Cambio 16, 1990. 
MORÁN, F.: «Principios de una política exterior socialista», en CLUB SIGLO XXI (ed.): 
 Perspectivas de una España democrática y constitucionalizada, Madrid, Unión 
 Editorial, 1979, pp. 359-384. 
MORÁN, F.: «La OTAN y los escenarios de defensa que afectan a España», Sistema, núm. 35, 
 1980, pp. 119-152. 
MORÁN, G.: Adolfo Suárez: historia de una ambición, Barcelona, Planeta, 1979. 
MÚGICA, E.: «La defensa de España», Sistema, núm. 38-39, octubre 1980, pp. 145-158. 
OJEDA, J.: «El modelo español de participación en la Alianza Atlántica», Política Exterior, 
 vol. III, núm. 9, 1989, pp. 58-90. 
OLIART, A.: «España y la Alianza Atlántica. Una operación para nuestra política de defensa», 
 Cursos de Verano de la UIMP, Santander, julio 1981. 
OLIART, A.: «Las Fuerzas Armadas en la transición política», en VVAA: Veinticinco años de 
 reinado de S.M. don Juan Carlos I, Madrid, Real Academia de la Historia/Espasa 
 Calpe, 2002, pp. 587-621.  
OREJA, M.: Tres vascos en la política exterior de España, Madrid, Real Academia de Ciencias 
 Morales y Políticas, 2001. 
OSORIO, A.: Trayectoria política de un ministro de la corona, Barcelona, Planeta, 1980. 
OSORIO, A.: De orilla a orilla, Barcelona, Plaza&Janés, 2000. 
 556
PALACIO ATARD, V.: Juan Carlos I y el advenimiento de la democracia, Madrid, Espasa 
 Calpe, 1989. 
PÉREZ LLORCA, J.P. «España en la OTAN. Aspectos políticos de la integración», 
 HAGEMEYER, B, RUPÉREZ, J. y PEÑA, F.: España, Europa, Occidente. Una 
 política integrada de seguridad, Madrid, Distribución y Comunicación, 1984, pp. 99-
 116. 
PÉREZ-LLORCA, J.P.: «La política exterior en los últimos años de gobierno de la UCD», en 
 VVAA: Veinticinco años de reinado de S.M. don Juan Carlos I, Madrid, Real 
 Academia de la Historia/Espasa Calpe, 2002, pp. 188-208. 
PERINAT, L.G.: Recuerdos de una vida itinerante, Madrid, Compañía Literaria, 1996. 
PLANTY, D.J.: «The 1982 Agreement on Friendship, Defense, and Cooperation: Overwiew of 
 the Negotiations», McDONALD, J.W. y BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases 
 Overseas. Negotiations with Spain, Greece and the Philipines, Bolulder, Westview 
 Press, 1990, pp. 40-46. 
POWELL, CH.: El piloto del cambio. El Rey, la monarquía y la transición a la democracia, 
 Barcelona, Planeta, 1991. 
POWELL, CH.: Juan Carlos I, un rey para la democracia, Barcelona, Ariel-Planeta, 1995. 
PRESTON. P.: Franco, Caudillo de España, Barcelona, Grijalbo Mondadori, 1998. 
PRESTON, P.: Juan Carlos. El Rey de un pueblo, Barcelona, Plaza&Janés, 2003. 
PUELL DE LA VILLA, F.: Gutiérrez Mellado. Un militar del siglo XX (1912-1995), Madrid, 
 Biblioteca Nueva, 1997. 
ROBLES PIQUER, C.: «España en la OTAN. Aspectos políticos de la integración», 
 HAGEMEYER, B, RUPÉREZ, J. y PEÑA, F.: España, Europa, Occidente. Una 
 política integrada de seguridad, Madrid, Distribución y Comunicación, 1984, pp. 117-
 129. 
RODRÍGUEZ SAHAGÚN, A.: «La reforma militar de los Gobiernos de Suárez», Revista 
 Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 189-
 194. 
ROMERO, A.: Historia de Carmen. Memorias de Carmen Díaz de Rivera, Barcelona, Planeta, 
 2002. 
RUPÉREZ, J.: «La reforma política de 1976, el contexto exterior», Política Exterior, XI, núm, 
 57, 1997, pp. 153-172. 
RUPÉREZ, J.: Un diseño para la política exterior española: opciones y prioridades, Madrid, 
 Sociedad de Estudios Internacionales, 1979. 
RUPÉREZ, J.: España en la OTAN: relato parcial, Barcelona, Plaza&Janés, 1986. 
 557
RUPÉREZ, J.: «España en la OTAN. Aspectos militares de la integración», en HAGEMEYER, 
 B., RUPÉREZ, J. y PEÑA, F.: España, Europa, Occidente. Una política integrada de 
 seguridad, Madrid, Distribución y Comunicación, 1984, pp. 135-148. 
RUPÉREZ, J., PAN DE SORALUCE y ROLDÁN, J.: Cooperación y Seguridad en Europa: La 
 Conferencia de Madrid, Madrid, Fundación Banco Exterior, 1984. 
SERRA, N.: «La política española de defensa», Revista Española de Investigaciones 
 Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 173-188. 
STABLER, W.: «The view from the U.S. Embassy», en BINNENDIJK, H. (ed.): Authoritarian 
 regimes in transition, Washington, US Department of State, 1987, pp. 192-197. 
TUSELL, J.: Juan Carlos, un rey para la democracia, Barcelona, Temas de Hoy, 1995. 
VESTRYNGE, J.: Memorias de un maldito, Barcelona, Grijalbo Mondadori, 1999. 
VILLALONGA, J.L.: El Rey. Conversaciones con el Rey de España, Barcelona, Plaza&Janés, 
 2003. 
VILLALONGA, J.L.: La rosa, la corona y el marqués rojo. Memorias no autorizadas (4), 
 Barcelona, Plaza&Janés, 2003. 
YAGÜE, M.A.: Santiago Carrillo, perfil humano y político, Madrid, Cambio 16, 1977. 
YÁÑEZ, L.: «El Partido Socialista y el futuro de la democracia en España», en CLUB SIGLO 
 XXI (ed.): Perspectivas de una España democrática y Constitucionalizada, Madrid, 
 Club Siglo XXI, 1979, vol. 3. 
 
 
 
 
 
2. Artículos especializados 
ABELLÁN, J.: «El significado de la idea de Europa en la política y en la historia de España», 
 Sistema, núm. 86-87, noviembre 1988, pp. 31-43. 
ALDECOA, F.: «La política exterior de España en perspectiva histórica, 1945-1984. De la 
 autocracia al Estado de Derecho», Sistema, núm. 63, 1984, pp. 111-131. 
ALDECOA, F.: «Constantes de la política exterior española durante el decenio constitucional», 
 Política y Sociedad, núm. 2, 1989, pp. 61-78. 
ALDECOA, F. y MESA, R.: «Las ofertas electorales en materia de política exterior y 
 relaciones internacionales en los programas de los partidos políticos en las elecciones 
 legislativas de 28 de octubre de 1982», Revista de Estudios Internacionales, núm. 4, 
 1982, pp.1005-1026. 
ALONSO DE ANTONIO, A.L.: «El control parlamentario de la política exterior en la 
 Constitución española de 1978», en Revista de la Facultad de Derecho de la 
 558
 Universidad Complutense de Madrid, número monográfico Diez años de desarrollo 
 constitucional. Estudios en homenaje al profesor Don Luis Sánchez Agesta, 1989, pp. 
 30-74. 
ALMOND, G.: «The International-National connexion», British Journal of Political Science, 
 vol. 19, núm. 2, 1989, pp. 120-135. 
ANDRÉS, J. de: «¡Quieto todo el mundo! El 23-F y la transición española», Historia y Política, 
 núm. 5, abril 2001, pp. 55-88. 
ARÓSTEGUI, J.: «Historia y Tiempo Presente. Un nuevo horizonte de la historiografía 
 contemporaneista», Cuadernos  de Historia Contemporánea, núm. 20, 1998, pp. 15-18.  
ARTEAGA, F.: «La seguridad española tras el 11-M», Política Exterior, vol. XVIII, núm. 69, 
 mayo-junio 2004, pp. 71-85. 
ARROYO, E.: «Consideraciones sobre el alcance y contenido del artículo 96.1 in fine de la 
 Constitución española», Revista Española de Derecho Internacional, Vol. XXXIX, 
 núm. 2, 1987, pp. 405-421. 
BALDWIN, D.: «Security Studies and the End of the Cold War», World Politics, vol. 48, núm. 
 1, 1995, pp. 117-141. 
BARBÉ, E.: «La transición española: cambio y continuidad en la política exterior y de 
 seguridad», en Papers, núm. 133, 1990, pp. 103-120. 
BARBÉ, E.: «El Estado como actor internacional: crisis y consolidación del sistema de 
 Estados», en Papers, núm. 41, 1993, pp. 33-54.  
BÉDARIDA, F.: «Definición, método y práctica de la Historia del Tiempo Presente», 
 Cuadernos de Historia Contemporánea, núm. 20, 1998, pp. 19-27. 
BETTS, R.K.: «Should Strategic Studies Survive?», World Politics, vol. 50, núm. 1, 1997, pp. 
 7-33. 
BRAASCH, W.: «Bases USA en España», Triunfo, núm. 662, junio 1975, pp.8-11. 
BUENO, J.M.: «Política de seguridad española», Leviatán, 2ª época, núm. 17, otoño 1984, pp. 
 35-46. 
BUSQUETS, J.: «Las Fuerzas Armadas en la transición española», Sistema, núm. 93, 
 noviembre 1989, pp. 13-28. 
BUSQUETS, J.: «La legislación militar en la transición española», Revista de las Cortes 
 Generales, núm. 22, 1991, pp. 153-182. 
CANBY, S.T.: «Swedish Defence», Survival, mayo-junio 1981, pp. 116-123. 
CASANOVA, J.: «Las enseñanzas de la transición democrática en España», Ayer, núm. 15, 
 Madrid, 1994, pp.15-54. 
CIS (ed.): «La opinión pública española ante la OTAN», Revista Española de Investigaciones 
 Sociológicas, núm. 22, abril-junio 1983, pp. 187-227. 
 559
COTARELO, R.: «Visiones de la transición», Revista del Centro de Estudios 
 Constitucionales, núm. 18, 1994, pp. 9-78.  
DÍAZ BARRADO, M.P.: «Historia del Tiempo Presente y nuevos soportes para la 
 información», en Cuadernos de Historia Contemporánea, núm. 20, 1998, pp. 41-60. 
DÍEZ NICOLÁS, J.: «La transición política y la opinión pública española ante los problemas de 
 la defensa y hacia las Fuerzas Armadas», Revista Española de Investigaciones 
 Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 13-24. 
GARRETT, S.A.: «Foreign Policy and the American Constitution», International Studies 
 Quarterly, vol. 16, núm 2, junio 1972, pp. 187-220. 
FISAS, V.: «La política de defensa y los gastos militares en España. Análisis de la Ley de 
 Dotaciones Presupuestarias para Inversiones y Sostenimiento de las Fuerzas Armadas», 
 Información Comercial Española, núm. 592, diciembre 1982, pp. 19-32. 
HAFTENDORN, H.: «The Security Puzzle: Theory-Building and Discipline-Building in 
 International Security», International Studies Quarterly, vol. 35, núm. 1, 1991, pp. 3-
 17. 
HERRERO DE CASTRO, R.D.: «La realidad inventada: percepción, relaciones internacionales 
 y toma de decisión», Sistema, núm. 173, marzo 2003, pp. 41-62. 
HUGUET, M.: «Historia del Tiempo Presente e Historia de las Relaciones Internacionales», 
 Ayer, núm. 42, 2001, pp. 43-71. 
JERVIS, R.: «Cooperation Under the Security Dilemma», World Politics, vol. 30, núm. 2, 1978, 
 pp. 167-214. 
JORDÁN, J.: «La democratización de la defensa en España. Parlamento y ciudadanía ante las 
 cuestiones de seguridad internacional», Sistema, núm. 170, 2002, pp. 87-107. 
JOVER, J.M.: «La percepción española de los conflictos europeos: notas históricas para su 
 entendimiento», Revista de Occidente, núm. 57, 1986, pp. 5-42. 
LA FEBER, W.: «The Constitution and United States Foreign Policy: an interpretation», The 
 Journal of American History, vol. 74, núm. 3, diciembre 1987, pp. 695-717. 
LEVY, M.A.: «Is the Environment a National Security Issue?», International Security, vol. 20, 
 núm. 2, 1995, pp. 35-62. 
LÓPEZ GARRIDO, D.: «Algunos datos sobre el control de la política de defensa y la 
 Administración Militar en el Congreso de los Diputados, 1977-1985», Revista Española 
 de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 163-169. 
LLEIXÁ, J.: «Autonomía del Ejército y órganos superiores de la defensa nacional en la 
 transición», Revista Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-
 diciembre 1986, pp. 101-117. 
 560
MANGAS MARTÍN, A.: «El procedimiento constitucional para la eventual adhesión de España 
 al Tratado del Atlántico Norte», Revista de Estudios Internacionales, vol. 2, núm., 1, 
 enero-marzo 1981, pp. 81-106. 
MARQUINA, A.: «Gibraltar en la política exterior del Gobierno socialista», Revista de 
 Estudios Internacionales, vol. 6, 1985, pp. 889-905. 
McSWEENY, B.: «Identity and Security: Buzan and the Copenhaguen School», Review of 
 International Studies, vol. 22, núm. 1, 1996, pp. 81-93. 
MEARSHEIMER, J.J.: «Back to the Future: Instability in Europe alter the Cold War», 
 International Security, vol. 15, núm. 1, 1990, pp. 5-56. 
MESA, R.: «La política exterior en la España democrática», Revista de Estudios 
 Internacionales, núm. 1, 1982, pp. 7-67. 
MESA, R.: «El proceso de toma de decisiones en política exterior», Documentación 
 Administrativa, núm. 205, julio-septiembre 1985, pp. 143-163. 
MESA, R.: «La posición internacional de España. Entre el centro y la periferia», Leviatán, núm. 
 33, 1988, pp. 33-40. 
MESA, R.: «De nuevo la transición», Sistema, núm. 160, 2001, pp. 3-14. 
MONTERO, M.D.: «Mundialización y construcción de la opinión pública», Anàlisi, núm. 26, 
 2001, pp. 103-119. 
MORADIELLOS, E.: «La transición política española: el desmantelamiento de una dictadura», 
 Sistema, núm. 160, 2001, pp. 55-73. 
MORENO, A.: «La Historia de las Relaciones Internacionales y la política exterior española», 
 Ayer, núm. 42, 2001, pp. 71-96. 
NIÑO, A.: «50 años de relaciones entre España y Estados Unidos», Cuadernos de Historia 
 Contemporánea, núm. 25, 2003, pp. 9-33. 
NEILA, J.L.: «La Historia de las Relaciones Internacionales: Notas para una aproximación 
 historiográfica», Ayer, núm. 42, 2001, pp. 17-42. 
OLSON, W.C.: «President, Congress and American Foreign Policy: Confrontation or 
 ollaboration?», International Affairs, vol. 52, núm. 4, octubre 1976, pp. 565-581. 
PALACIO, V. y RODRIGO, F.: «¿Tiene España una política exterior?», Política Exterior, núm. 
 93, mayo-junio 2003, pp. 153-165.     
PARDO DE SANTALLANA, J.R.: «La Defensa y la Administración Exterior: Seguridad 
 Nacional y Diplomacia», Documentación Administrativa, núm. 205, 1985, pp. 205-217. 
PEREIRA, J.C.: «De la Historia Diplomática a la Historia de las Relaciones Internacionales: 
 algo más que un cambio de término», Historia Contemporánea, núm. 7, 1992, pp. 155-
 182. 
PEREIRA, J.C.: «Transición y política exterior: el nuevo reto de la historiografía española», 
 Ayer, núm. 42, 2001, pp. 97-123. 
 561
PÉREZ-LLORCA, J.P.: «De cómo y porqué entramos en la Alianza Atlántica», Ideas para la 
 democracia, núm. 1, 1984, pp. 311-320. 
PORTERO, F.: «España, entre Europa y América: un ensayo interpretativo», Ayer, núm. 49, 
 2003, pp. 203-217. 
POWELL, CH.: «La dimensión exterior de la transición española», Afers Internacionals, núm. 
 26, 1993, pp. 37-64. 
POWELL, CH.: «Un hombre-puente en la política exterior española: el caso de Marcelino 
 Oreja», Historia Contemporánea, 15, 1996, pp.: 241-156. 
REMIRO BROTONS, A.: «La autorización parlamentaria de la conclusión de los tratados 
 internacionales: el problema de la calificación», Revista Española de Derecho 
 Internacional, 1980, núm. 1-3, pp. 123-142. 
REMIRO BROTONS, A.: «Las reservas a los tratados internacionales y la competencia de las 
 Cámaras Legislativas», Revista Española de Derecho Internacional, 1978-79, pp. 65-
 86. 
REMIRO BROTONS, A.: «El poder exterior del Estado», en Documentación Administrativa, 
 núm. 205, julio-septiembre 1985, pp. 53-90. 
ROBERTS, B.: «Human Rights and International Security», Washington Quarterly, vol. 13, 
 núm. 1, 1990, pp. 65-75. 
ROCA, M.J.: «La neutralidad del Estado: Fundamento doctrinal y actual delimitación en la 
 Jurisprudencia», en Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 48, septiembre-
 diciembre 1996, pp. 251-272. 
RODRÍGUEZ CARRIÓN, A.J.: «Elaboración y control de la política exterior en un sistema 
 democrático», Revista de Estudios Internacionales, 1980, pp. 403-418. 
SCHULTZE, CH.: «The economic content of National Security», Foreign Affairs, vol. 51, núm. 
 3, 1973, pp. 529-535. 
SALAS LÓPEZ, F. de: «El proceso de integración de España en la OTAN», Revista de Estudios 
 Internacionales, vol. 3, núm. 1, enero-marzo, 1982, pp. 137-171. 
SÁNCHEZ-GIJÓN, A.: «Determinación de los gastos de defensa y militara partir de los 
 Presupuestos Generales del Estado», Información Comercial Española, núm. 592, 
 diciembre 1982, pp. 33-39. 
SANTAOALLA, F.: «Las preguntas, instrumento parlamentario de control», Documentación 
 Administrativa, núm. 178, abril-junio 1978, pp. 49-87. 
SINGER, J.D.: «The Level-of-Analysis Problem in International Relations», World Politics, 
 vol. 14, núm. 1, octubre 1961, pp. 77-92. 
SOLANA, J.: «Tres años como Alto Representante», Política Exterior, núm. 91, 2003, pp. 59-
 66. 
 562
SOLANA, J.: «Multilateralismo eficaz: una estrategia para la UE», Política Exterior, núm. 95, 
 2003, pp. 38-42. 
SOTO, A.: «De las Cortes orgánicas a las Cortes democráticas», Ayer, núm. 42, 2001, pp. 109-
 133. 
TUCHMAN, J.: «Redefining Security», Foreign Affairs, vol. 68, núm. 2, 1989, pp. 5-27. 
TUSELL, J.: «La transición a la democracia en España como fenómeno de Historia Política», 
 Ayer, núm. 15, 1994, pp. 55-76. 
ULLMAN, R.: «Redefining Security», International Security, vol. 8, núm. 1, 1983, pp. 129-
 153. 
VALENCIANO, J.: «La reforma de la justicia militar en España durante la transición», Revista 
 Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 141-
 152. 
VIÑAS, A.: «La defensa económica: una conceptualización para España», Información 
 Comercial Española, núm. 592, diciembre 1982, pp. 115-135. 
VIÑAS, A.: «Dos hombres para la transición externa: Fernando Morán y Francisco Fernández 
 Ordóñez», Historia Contemporánea, núm. 15, 1996, pp. 257-288. 
VIÑAS, A.: «España, los Estados Unidos y la OTAN», Revista Política Comparada, primavera 
 1982, núm. 8, pp. 11-27. 
VIÑAS, A.: «La función de planificación en política exterior», Documentación Administrativa, 
 núm. 205, julio-septiembre 1985, pp. 233-252. 
VIÑAS, A.: «La administración de la política económica exterior en España, 1936,1979», 
 Cuadernos Económicos del ICE, núm. 13, 1980, pp. 159-227. 
VIÑAS, A.: «Economía de la defensa y defensa económica: una propuesta 
 reconceptualizadora», Revista de Estudios Políticos, núm. 37, enero-febrero 1981, pp. 
 25-42. 
VIÑAS, A.: «Estrategia nacional y entorno exterior: el caso de España», Revista de Estudios 
 Internacionales, vol.5, núm. 1, enero-marzo 1984, pp. 73-101. 
VIÑAS, A.: «La negociación y renegociación de los acuerdos hispano-norteamericanos, 1953-
 1988: una visión estructural», Cuadernos de Historia Contemporánea, núm. 25, 2003, 
 pp. 83-108. 
VVAA: «La Psicología Política Contemporánea», Revista de Psicología Política, núm. 17, 
 noviembre 1998, pp. 21-43. 
WALT, S.M.: «The Renaissannce of Security Studies», International Studies Quarterly, vol. 35, 
 núm. 2, pp. 211-239. 
WALTERS, V.: «El acuerdo sobre las bases entre España y Estados Unidos cuarenta años 
 después», en Política Exterior, núm. 35, VII, otoño 1993, pp. 158-167. 
 563
WEINER, M.: «Security, Stability and International Migration», International Security, vol. 17, 
 núm. 3, 1993, pp. 91-126. 
WOLFERS, A.: «”National Security” as an ambiguous symbol», Political Science Quarterly, 
 vol. 67, núm. 4, 1952, pp. 481-582. 
ZACARIA, F.: «The Reagan Strategy of Containment», en Political Science Quarterly, núm. 
 105, otoño 1990, pp. 373-395. 
 
 
 
 
3. Monografías y obras especializadas 
ACUÑA, R. L.: Como los dientes de una sierra. Francia-España de 1975 a 1985, Barcelona, 
 Plaza&Janés, 1986.  
AGÜERO, F.: Militares, civiles y democracia. La España post-franquista en perspectiva 
 comparada, Madrid, Alianza, 1995. 
AGUILAR, M.A. y RIDAO, J.M. (eds.): Conceptos para la seguridad en el siglo XXI, Madrid, 
 Asociación de Periodistas Europeos, 2005. 
ALCÁNTARA, M. y MARTÍNEZ, A. (eds.): Política y gobierno en España, Valencia, Tirant 
 lo Blanch, 1997. 
ALDECOA, F.: «Una aproximación a la política exterior de la España democrática: el primer 
 lustro constitucional (1978-1983)», Pensamiento jurídico y sociedad internacional. 
 Homenaje al profesor Truyol y Serra, vol. I, Madrid, Centro de Estudios 
 Constitucionales/UCM, 1986, pp. 79-103. 
ALDECOA, F.: «La transición y la redefinición de la política exterior española», CALDUCH, 
 R. (coord.): La política exterior española del siglo XX, Madrid, Edit. Ciencias 
 Sociales, 1994, pp. 157-168. 
ALONSO BAQUER, M.: «La función política de las Fuerzas Armadas en el último tercio del 
 régimen del general Franco», en TORRE, H. de la (coord.): Portugal y España en el 
 cambio político, Mérida, UNED, 1989, pp. 183-198. 
ALONSO BAQUER, M.: «El papel de las Fuerzas Armadas en el cambio democrático 
 español», en TORRE, H. de la (ed.): Fuerzas Armadas y poder político en el siglo XX 
 de Portugal y España, Mérida, UNED, 1996, pp. 187-198. 
ALONSO CASTRILLO, S.: La apuesta del centro: historia de UCD, Madrid, Alianza, 1996. 
ALONSO DE ANTONIO, A.L. y ALONSO DE ANTONIO, J.A.: Derecho Constitucional 
 español, Madrid, Editorial Universitas, 1996. 
ARAGÓN, M.: Gobierno y Cortes, Madrid, Instituto de Estudios Económicos, 1994. 
 564
ARENAL, C. del: Introducción a las relaciones internacionales, Madrid, Tecnos, 1994. 
ARENAL, C. del: La política exterior de España hacia Iberoamérica, Madrid, Editorial 
 Complutense, 1995. 
ARENAL, C. del: «La posición exterior de España», en COTARELO, R.: Transición política y 
 consolidación democrática. España (1975-1986), Madrid, 1992, CIS, pp. 389-428. 
ARENAL, C. del: «Democracia y política exterior: el largo camino hacia el cambio», en 
 VIDAL-BENEYTO, J (ed.) y BOBILLO, F. (coord.): España a debate: la política, 
 tomo I, Madrid, Tecnos, 1991, pp. 45-65.  
ARENAL, C. del: «La política exterior española en Iberoamérica, 1982-199», en CALDUCH, 
 R. (coord.): La política exterior española del siglo XX, Madrid, Edit. Ciencias Sociales, 
 1994, pp. 270-302. 
ARMERO, J.M.: La política exterior del franquismo, Barcelona, Planeta, 1978. 
ARMERO, J.M: Política Exterior de España en democracia, Madrid, Espasa-Calpe, 1989. 
ARÓSTEGUI, J.: La transición (1975-1982), Madrid, Acento, 2000. 
ARÓSTEGUI, J.: La historia vivida: sobre la historia del presente, Madrid, Alianza, 2004. 
ARTEAGA, F.: (coord.): La OTAN en su medio siglo. Una visión española, Madrid, Asociación 
 Atlántica Española, 1999. 
ASOCIACIÓN DE PERIODISTAS EUROPEOS (ed.): La defensa de Europa: OTAN sí, OTAN 
 no, Barcelona, Arcos Vergara, 1984. 
BAEZA, F.: España y la OTAN. Un ensayo de política de defensa, Las Palmas, 1983. 
BAÓN, R.: Historia del partido popular. Del franquismo a la refundación, vol. I, Madrid, Safel 
 de Ibersaf, 2001. 
BARBÉ, E.: España y la OTAN, Barcelona, Laia, 1981. 
BARBÉ, E.: La seguridad en la nueva Europa, Madrid, Libros de la Catarata, 1995. 
BARBÉ, E.: Relaciones Internacionales, Madrid, Tecnos, 1995. 
BARBÉ, E.: La política europea de España, Barcelona, Ariel, 1999. 
BARBÉ, E.: «España ante el proceso de integración europea», en CEHRI (ed.):. Cincuentenario 
 de la Declaración Schuman (9 de mayo de 1950). El impulso de la idea de Europa y el 
 proceso de integración. II Jornadas de la CEHRI, Madrid, CEHRI, 2002, pp. 361-375. 
BARDAVIO, J.: Las claves del rey. El laberinto de la Transición, Madrid, Espasa Calpe, 1995. 
BALLARÍN, A.: «Defensa Nacional», en CLUB SIGLO XXI (ed.): Perspectivas de una 
 España democrática y constitucionalizada, Vol. III, Madrid, Unión Editorial, 1979, pp. 
 181-208. 
BAÑÓN, R. y OLMEDA, J.M. (comps.): La institución militar en el Estado Contemporáneo, 
 Madrid, Alianza, 1985. 
BELL, D. (ed.): Democratic politics in Spain: Spanish politics after Franco, Londres Pinter, 
 1983. 
 565
BERTIER DE SAUVIGNY, G.: Historia de Francia, Madrid, Rialp, 1986. 
BERTRAM, C.: Defence and Consensus: The Domestic Aspects of Western Security, London, 
 International Institute for Strategic Studies, 1983. 
BINNENDIJK, H. (ed.): Authoritarian regimes in transition, Washington, US Department of 
 State, 1987. 
BLOCH, M.: Introducción a la historia, México, FCE, 1992. 
BOTTI, A: Italia, 1946-1994: desde la fundación de la República hasta la crisis del sistema de 
 partidos, Madrid, Marcial Pons, 1994. 
BOOTH, K. (ed.): New Thinking about Strategy and International Security, Londres, Harper 
 Collins, 1991. 
BULL, H.: The Anarchical Society: A Study of Order in World Politics, Nueva York, Columbia 
 University Press, 1977. 
BURNS, T.: Conversaciones sobre el Socialismo, Barcelona, Plaza&Janés, 1996. 
BUSE, M.: La nueva democracia española. Sistema de partidos y orientación del voto (1976-
 1983), Madrid, Unión Editorial, 1984. 
BUSQUETS, J.: El golpe. Anatomía y claves del asalto al Congreso, Barcelona, Ariel, 1981. 
BUSQUETS, J.: El militar de carrera en España, Barcelona, Ariel, 1984. 
BUSQUETS, J.: Militares y demócratas, Barcelona, Plaza&Janés, 1999. 
BUSQUETS, J. y LOSADA, J.C.: Ruido de sables. Las conspiraciones militares en la España 
 del siglo XX, Barcelona, Crítica, 2003. 
BUZAN, B.: People, States and Fear: The National Security Problem in International 
 Relations, Brighton, Wheatsheaft, 1983. 
BUZAN, B.: Introducción a los Estudios Estratégicos, Madrid, Ediciones Ejército, 1991. 
BUZAN, B.: People, State and Fear: an Agenda for International Scurity Studies in the Post-
 Cold War Era, Nueva York, Harvester Wheatsheaf, 1991. 
BUZAN, B., WAEVER, O. y DE WILDE, J.: Security: a New Framework for Analysis, 
 Londres, Lynne Rienner, 1998. 
CACIAGLI, M: Elecciones y partidos en la transición española, Madrid, Siglo XXI, 1986. 
CALDUCH, R.: Relaciones Internacionales, Madrid, Ciencias Sociales, 1991. 
CALDUCH, R.: Dinámica de la Sociedad Internacional, Madrid, Centro de Estudios Ramón 
 Areces, 1993. 
CALDUCH, R. (coord.): La política exterior española del siglo XX, Madrid, Edit. Ciencias 
 Sociales, 1994. 
CALDUCH, R.: «El público, la opinión pública y las relaciones internacionales: Acotaciones 
 para un estudio de los procesos de comunicación en la Sociedad Internacional», en 
 VVAA.: Pensamiento jurídico y sociedad internacional. Homenaje a D. Antonio Truyol 
 Serra, Vol. I, Madrid, CEC/UCM, 1986, pp. 251-271. 
 566
CALDUCH, R.: «La política exterior española durante el franquismo», en CALDUCH, R. 
 (coord.): La política exterior española en el siglo XX, Madrid, Ciencias Sociales, 1994, 
 pp. 107-156. 
CALERO, J.R.: La construcción de la derecha española, Murcia, Prócer, 1985. 
CARCEDO, D.: Fusiles y claveles: la revolución del 25 de abril en Portugal, Madrid, Temas de 
 Hoy, 1999. 
CAREY, R.: «The contemporary nature of Security», en SALMON, T.C. (ed.): Issues in 
 International Relations, Londres, Routledge, 2000, pp. 55-75. 
CARR, R, y FUSI, J.P.: España, de la dictadura a la democracia, Barcelona, Planeta, 1979. 
CARRILLO SALCEDO, J.A.: El Derecho Internacional en perspectiva histórica, Madrid, 
 Tecnos, 1991. 
CASADO, P.: Las Fuerzas Armadas en el inicio del constitucionalismo español, Madrid, 
 Ediciones de Derecho Reunidas, 1982. 
CASTILLO, P. del (ed.): Comportamiento político y electoral en España, Madrid, CIS, 1994. 
CERVERA, J y CASADO, J.: OTAN-Pacto de Varsovia: ¿Alternativas o exigencias?, Madrid, 
 San Martín, 1982. 
CESEDEN (ed.): OTAN y Seguridad Nacional, Jornadas de Estudio, Madrid, noviembre 1981. 
CESEDEN/IEE-UIMP (eds.): Intereses Estratégicos Nacionales. Percepciones y realidades, 
 Conferencias y coloquios del seminario celebrado en Toledo en mayo de 1982. 
CEBALLOS, G.: «La constitución y la OTAN», en BALADO, M. y GARCÍA, J.A. (dirs.) y 
 LÓPEZ DE LERMA, J., PRADA, A. y RUBIALES, A. (coords.): La Constitución 
 española de 1978 en su XXV aniversario, Barcelona, Bosch, 2003, pp. 795-803. 
CLARK, R.P. y HATZEL, M. H. (eds.): Spain in the 1980´s: the democratic transition  and the 
 new international role, Cambridge, Massachusetts, Ballinger, 1987. 
CLARKE, M. y WHITE, B. (eds.): Understanding Foreign Policy. The Foreign Policy Systems 
 Approach, Aldershot, Edward Elgar, 1989. 
CLAUDÍN, F.: Crónica de un secretario general, Barcelona, Planeta, 1983. 
COLOMER, J.M.: La transición a la democracia: el modelo español, Barcelona, Anagrama, 
 1998. 
CORTÉS, J.: Los partidos políticos en la España actual, Barcelona, Planeta, 1982. 
CORTADA, J.W. (ed.): Spain in the Twentieth-century World, Londres, Aldwych, 1980. 
COTARELO, R.: «La transición democrática española», en COTARELO, R. (comp.): 
 Transición política y consolidación democrática. España (1975-1986), Madrid, CIS, 
 1992, pp. 3-27. 
COTINO, L.: El modelo constitucional de las Fuerzas Armadas, Madrid, CEC/Ito. Nacional de 
 Admón. Pública, 2002. 
CROFT, S. y TERRIFF, T.: Critical Reflections on Security and Change, Londres, Frank Cass, 
 567
 2000. 
CUMMINGS, E.: «Legal Issues in the 1981-1982 Negotiations», en McDONALD, J.W. y 
 BENDAHMANE, D.B. (eds.): U.S. Bases Overseas. Negotiations with Spain, Greece 
 and the Philipines, Boulder, Westview Press, 1990, pp. 59-64. 
CHAMORRO, E.: Viaje al centro de UCD, Barcelona, Planeta, 1981. 
CHAMORRO, E y FONTES, I.: Las bases norteamericanas en España, Barcelona, Euros, 
 1976. 
CHAVKIN, S., SANGSTER, J. y SUSUMAN, W. (eds.): Spain: implications for U.S. foreign 
 policy, Stanmford, Greylock, 1976. 
CHIPMAN, J. (ed.): NATO’S Southern Allies: Internal and External Challenges, Londres, 
 Routledge, 1988. 
CHOMSKY, N.: La segunda guerra fría, Barcelona, Crítica, 1989. 
DABROWSKI, J.R.: The United States, NATO and the Spanish Bases, Kent State University, 
 Tesis Doctoral inédita, 1996. 
DE CUETO, C. y JORDÁN, J. (eds): Respuestas a nuevos desafíos de seguridad, Granada, 
 Comares, 2003. 
DELMAS, C.: El Pacto de Varsovia, México, FCE, 1985. 
DEZCALLAR, J.: Un examen a la política exterior española, Madrid, Instituto de Cuestiones 
 Internacionales, 1988. 
DIAMANDOUROS, P.N.: The 1974 Transition from Authoritarian to Democratic Rule in 
 Greece, Bolonia, Johns Hopkins University, 1981. 
DÍAZ BARRADO, M.P. (coord.): Historia del Tiempo Presente. Teoría y metodología, 
 Cáceres, Universidad de Extremadura, 1998. 
DÍEZ NICOLÁS, J.: «La transición política y la opinión pública española ante los problemas de 
 la defensa y hacia las Fuerzas Armadas», Revista Española de Investigaciones 
 Sociológicas, núm. 36, octubre-diciembre 1986, pp. 13-24. 
DI NOLFO, E. (ed.): The Atlantic Pact Forty Years Later. A Historical Reappraisal, Nueva 
 York, Walter de Gruyter, 1991. 
DI PALMA, G.: To Craft Democracias. An Essay on Democratic Transition, University of 
 California Press, 1990. 
DUKE, S.W.: United States Military Forces and Installations in Europe, Oxford, Oxford 
 University Press, 1989. 
DUKE, S.W. y KRIEGER, W.: U.S. Military Forces in Europe. The early years, 1945-1970, 
 Oxford, Westview Press, 1993. 
DURET, J. y ALLENDESALAZAR, J.M.: Estatuto de Fuerzas Armadas OTAN y España, 
 Madrid, Tecnos, 1982.   
 568
DUROSELLE, J. B.: Todo imperio perecerá. Teoría sobre relaciones internacionales, México, 
 D.F., FCE, 1998. 
ESPADAS, M.: Franquismo y política exterior, Madrid, Rialp, 1987. 
ESTEBAN, J. de y LÓPEZ GUERRA, L.: Los partidos políticos en la España actual, 
 Barcelona, Planeta/Instituto de Estudios Económicos, 1982. 
ESTRUCH, J.: Historia oculta del PCE, Madrid, Temas de Hoy, 2000. 
EVANS, P.B., JACOBSON, H.K. y PUTNAM, R.D. (eds.): Double-Edged Diplomacy: 
 International bargaining and domestic politics, Berkeley, University of California 
 Press, 1993. 
FERNÁNDEZ LERA, J. «Constitución y Fuerzas Armadas: una mirada hacia el futuro», en 
 PÉREZ ROYO, J. (ed.): Posición constitucional de las Fuerzas Armadas en 
 Iberoamérica y en España, Sevilla, Tecnos/Universidad de Sevilla, 1992, pp. 99-121. 
FERNÁNDEZ LÓPEZ, J.: El rey y otros militares. Los militares en el cambio de régimen 
 político en España (1969-1982), Madrid, Trotta, 1998. 
FISAS, V.: El poder militar en España, Barcelona, Laia, 1980. 
FISAS, V.: Una alternativa a la política de defensa en España, Barcelona, Fontamara, 1985. 
FODOR, N.: The Warsaw Treaty Organization: A Political and Organizational Análisis, Nueva 
 York, St. Martin's Press, 1990. 
FRANKEL, J.: International Relations in a Changing World, Londres, Oxford University Press, 
 1979. 
FREEMAN, L.: La evolución de la estrategia nuclear, Madrid, Ministerio de Defensa, 1992. 
FUSI, J.P.: Franco. Autoritarismo y poder personal, Madrid, Taurus, 1995. 
GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PREDIERI, A. (eds.): La Constitución española de 1978. 
 Comentario sistemático, Madrid, Cívitas, 1980. 
GARCÍA MORILLO, J.: El control parlamentario del Gobierno en el ordenamiento español, 
 Madrid, Tecnos, 1985. 
GARDNER, R.N.: La diplomacia del dólar y la esterlina. Orígenes y futuro del sistema de 
 Bretton Woods-GATT, Barcelona, Galaxia, 1994. 
GEORGE, A.L. (ed.): Presidential Decisionmaking in Foreign Policy, Boulder, Westview 
 Press, 1980. 
GIL, F y TULCHIN, J.S (eds.): España y la OTAN. Perspectivas políticas y estratégicas, 
 Madrid. Instituto de Cultura Iberoamericana, 1987. 
GILL, S. (ed.): Atlantic Relations: Beyond the Reagan Era, Hemel Hempstead, Harvester 
 Wheatsheaf, 1989. 
GILLESPIE, R.: Historia del Partido Socialista Obrero Español, Madrid, Alianza Editorial, 
 1988. 
 569
GILLESPIE, R.: RODRIGO, F. y STORY, J.: Las relaciones exteriores de la España 
 democrática, Madrid, Alianza, 1995. 
GUILLESPIE, R.: Spain and the Mediterranean, Londres, Mc Millan Press, 2000. 
GITZ, B.R.: Armed Forces and Political Power in Eastern Europe: The Soviet/Communist 
 Control System, Nueva York, Greenwood Press, 1992. 
GONZÁLEZ VALLEJO, R.: «La Defensa Nacional, las Fuerzas Armadas y la Constitución 
 española de 1978», en PÉREZ ROYO, J. (ed.): Posición constitucional de las Fuerzas 
 Armadas en Iberoamérica y en España, Sevilla, Tecnos/Universidad de Sevilla, 1992, 
 pp. 123-134. 
GRAEBNER, N.A. (ed.): The national security: its theory and practice, 1945-1960, New York, 
 Oxford University Press, 1986. 
GREENSTEIN, F.I. y NELSON, W.P. (eds.): Handbook of Political Science, vol. 8, Reading, 
 Addison-Wesley, 1975. 
GROOM, A. (jr.) y LIGHT, M. (eds.): Contemporary International Relations: A Guide to 
 Theory, Londres, Printer Publisher, 1994. 
GILLESPIE, R.: Historia del Partido Socialista Obrero Español, Madrid, Alianza, 1991. 
GUNTHER, R., SANI, G. y SHABAD, G.: El sistema de partidos políticos en España. Génesis 
y evolución, Madrid, CIS, 1986.  
HAGEMEYER, B., RUPÉREZ, J. y PEÑA, F.: España, Europa, Occidente. Una política 
 integrada de seguridad, Madrid, Distribución y Comunicación, 1984. 
HALLIDAY, F.: Génesis de la segunda guerra fría, Madrid, FCE-CIP, 1989. 
HALLYDAY, F.: Las Relaciones Internacionales en un mundo en transformación, Madrid, 
 Catarata, 2002. 
HELL, J.K.: Strategic Vulnerability, Understanding Sweden's National Security Policies during 
 the Cold War, Munster, Waxmann Studies, 1996. 
HERNÁNDEZ HOLGADO, F.: Historia de la OTAN. De la guerra fría al intervencionismo 
 humanitario, Madrid, Los Libros de la Catarata, 2000. 
HERZ, J.H.: «Idealist Internationalism and the Security Dilemma», World Politics, núm. 2, 
 1950, pp. 157-180. 
HOBSBAWM, E.: Historia del siglo XX, Buenos Aires, Crítica, 1998. 
HOLSTI, K.: International Politics. A Framework for Analysis, Englewood Cliffs, Prentice-
 Hall, 1995. 
HUNEEUS, C.: La Unión de Centro Democrático y la transición a la democracia en España, 
 Madrid, CIS, 1985. 
HUNTINGTON, S.P.: La tercera ola. La democratización a finales del siglo XX, Barcelona, 
 Paidós, 1994. 
 570
IGLESIAS, M.A.: La memoria recuperada: lo que nunca han contado Felipe González y los 
 dirigentes socialistas, Madrid, El País Aguilar, 2003. 
JACOBSON, M.: La neutralidad finlandesa, México, FCE, 1970. 
JERVIS, R.: Perception and Misperception in International Politics, Princeton, Princeton 
 University Press, 1976. 
JOVER, J.M., GÓMEZ-FERRER, G. y FUSI, J.P.: España: sociedad, política y civilización 
 (siglos XIX y XX), Madrid, Areté, 2001. 
JULIÁ, S.: Los socialistas en la política española, 1879-1982, Madrid, Taurus, 1997. 
JULIÁ, S., PRADERA, J. y PRIETO, J. (coords.): Memoria de la transición, Madrid, Taurus, 
 1996. 
KAPLAN, L.S.: NATO and the United States: The Enduring Alliance, Boston, Twayne, 1988. 
KAPLAN, L.S.: Nato divided, Nato united: the evolution of an alliance, Westport, Praeger, 
 2004. 
KATZENSTEIN, P. (ed.): The Culture of National Security, Nueva York, Columbia University 
 Press, 1996. 
KEOHANE, R.O.: International Institutions and State Power: Essays in International Relations 
 Theory, Boulder, Westview Press, 1989. 
KLEPAK, H.P.: Spain, NATO or Neutrality?, Ontario, Centre for International Relations, 1980. 
LA PÉRGOLA, A.: Poder exterior y estado de derecho, Salamanca, Universidad de Salamanca, 
 1987. 
LEMUS, E.: En Hamelin… la Transición española más allá de la frontera, Oviedo, Septem 
 Ediciones, 2001. 
LEMUS, E. y PEREIRA, J.C.: «Transición y Política Exterior (1975-1986)», en PEREIRA, J.C. 
 (coord.): La política exterior de España (1800-2003), Barcelona, Ariel, 2003, pp. 517-
 537. 
LILJESTRAND, B.: «La opción sueca», en ASOCIACIÓN DE PERIODISTAS EUROPEOS 
 (ed.): Alternativas de la Defensa de Europa, Barcelona, Arcos Vergara, 1984, pp. 59-
 67. 
LIPPMANN, W.: U.S. Foreign Policy, Londres, Hamish Hamilton, 1943. 
LOBO, A.: OTAN y España: el precio de una alianza, Madrid, Sábado Gráfico, 1981. 
LÓPEZ NIETO, L.: Alianza Popular: estructura y evolución electoral de un partido 
 conservador (1976-1982), Madrid, CIS/Siglo XXI, 1988. 
LÓPEZ  PINTOR, R.: La opinión pública española: del franquismo a la democracia, Madrid, 
 CIS, 1982. 
LÓPEZ RAMÓN, F.: «Principios de la ordenación constitucional de las Fuerzas Armadas», en 
 MARTÍN-RETORTILLO, S.: Estudios sobre la Constitución Española. Homenaje al 
 profesor Eduardo García de Enterría, Madrid, Cívitas, 1991, vol. III, pp. 2547-2597. 
 571
LOUW, M.H.N. (ed.): National Security: a Modern Approach, Pretoria, Institute for Strategic 
 Studies, University of Pretoria, 1978. 
MALDELBAUM, M.: The Fate of Nations: The Search for National Security in the Ninetenth 
 and Twentieth Century, Cambridge, Cambridge University Press, 1988. 
MAMMARELLA, G.: Historia de Europa contemporánea desde 1945 hasta hoy, Barcelona, 
 Ariel, 1996. 
MARAVALL, J.M.: La política de la transición 1975-1980, Madrid, Taurus, 1981. 
MÁRQUEZ REVIRIEGO, V.: Apuntes parlamentarios, Madrid, Saltés, 1978. 
MÁRQUEZ REVIRIEGO, V.: Cien españoles y la OTAN, Barcelona, Plaza&Janés, 1985. 
MARQUINA, A.: España en la política de seguridad occidental. 1939-1986, Madrid,  Eds. del 
 Ejército, 1986. 
MARQUINA, A. (ed.): El flanco sur de la OTAN, Madrid, Editorial Complutense, 1993. 
MARQUINA, A.: «La política exterior de los gobiernos de la Unión de Centro Democrático», 
 en SOTO, A. Y TUSELL, J. (dirs.): Historia de la Transición, 1975-1986, Madrid, 
 Alianza Universidad, 1996, pp. 182-215. 
MARQUINA, A.: «La evolución de la política de seguridad española (1982-1992)», 
 CALDUCH, R. (coord.): La política exterior española del siglo XX, Madrid, Edit. 
 Ciencias Sociales,1994, pp. 369-388. 
MARQUINA, A. y MESTRE, T.: España y la OTAN, Madrid, Historia 16, 1985. 
MARTÍNEZ CARRERAS, J.U.: Historia de la descolonización, 1919-1986. Las 
 independencias de Asia y África, Madrid, Istmo, 1987. 
MARTÍNEZ CARRERAS, J.U.: El mundo árabe e Israel. El Próximo Oriente en el siglo XX, 
 Madrid, Istmo, 1991. 
MARTÍNEZ MERCADER, J.: «Suiza y la Unión Europea: neutralidad y nuevas perspectivas», 
 en CEHRI (ed.): II Jornadas de la CEHRI. Cincuentenario de la Declaración Schuman 
 (9 de mayo de 1950). El impulso de la idea de Europa y el proceso de integración, 
 Madrid, CEHRI, 2002, pp. 205-219. 
MARTÍNEZ LILLO, P.: «Consenso y política exterior en la transición española», en SOTO, A. 
 Y TUSELL, J. (dirs.): Historia de la Transición, 1975-1986, Madrid, Alianza 
 Universidad, 1996, pp. 159-181. 
MAXWELL, K (ed.): Spanish Foreign and Defense Policy, Westview Press, Boulder, 1991. 
MEDINA, M.: La teoría de las Relaciones Internacionales, Madrid, Seminarios y Ediciones, 
 1973. 
MENÉNDEZ DEL VALLE, E. de.: «Política exterior y transición democrática en España», en 
 TEZANOS, J.F., COTARELO, R. Y BLAS, A. de (eds.): La transición democrática 
 española, Madrid, Sistema, 1989, pp. 715-755. 
MERLE, M.: Sociología de las relaciones internacionales, Madrid, Alianza Editorial, 1995. 
 572
MESA, R.: Democracia y política exterior en España, Madrid, Eudema, 1988 
MESA, R.: La reinvención de la política exterior española, Madrid, Centro de Estudios 
 Constitucionales, 1996. 
MESA, R.: «La normalización exterior de España», en COTARELO, R. (comp.): Transición 
 política y consolidación democrática. España (1975-1986), Madrid, 1992, Centro de 
 Investigaciones Sociológicas, pp.137-160. 
MOLLET, G.: El socialismo según Tito, Barcelona, Dopesa, 1973. 
MONTERO, J.R. y GARCÍA, J.: El control parlamentario, Madrid, Tecnos, 1984. 
MONZÓN, C.: Opinión pública, comunicación y política. La formación del espacio público, 
 Madrid, Tecnos, 1996. 
MORAL, J.: El centro de la derecha, Madrid, EUDEMA, 1991. 
MORENO, A.: «La administración exterior de la política exterior española (1975-1986», en 
 VVAA: Historia de la transición y de la consolidación democrática en España, 1975-
 1986, Madrid, UNED-UAM, 1995, pp. 235-242. 
MORODO, R.: La transición política, Madrid, Tecnos, 1984. 
MORODO, R. y ÁGULA, R.: El discurso político de la transición española. Madrid, Eudema, 
 1987. 
MORÁN, G.: Miseria y grandeza del PCE (1939-1985), Barcelona, Planeta, 1986. 
MUNILLA, E.: Introducción a la estrategia militar española, Madrid, Servicio de 
 Publicaciones del EME, 1984. 
MUJAL-LEÓN, E.: Comunism and political change in Spain, Bloomintong, Indiana University 
 Press, 1983. 
MURRAY, D.J. y VIOTTI, P.R. (eds.): The Defense Policies of Nations. A comparative study, 
 Londres, The Johns Hopkings University Press, 1982. 
NAVAJAS, C.: «La política de defensa durante la transición y consolidación democráticas 
 (1976-1986)», en VVAA: Historia de la transición y de la consolidación democrática 
 en España, 1975-1986, vol. I, Madrid, UNED-UAM, 1995, pp. 177-194. 
NEILA, J.L. y TOGORES, L.: La Escuela Diplomática: cincuenta años de servicio al Estado 
 (1942-1992), Madrid, Escuela Diplomática, 1993. 
NICOLSON, H.: La Diplomacia, México, FCE, 1975. 
NYE, J. y KEOHANE, R.: Power and Interdependence: World Politics in Transition, Boston, 
 Little Brown, 1977. 
O’DONNELL, G., SCHMITTER, P.C. y WHITEHEAD, L. (comps.): Transiciones desde un 
 gobierno autoritario, Barcelona, Paidós, 1989, 3 vols. 
OLIVIÉ, F.: «Gibraltar y la política exterior de España», en Estudios sobre Gibraltar, Madrid, 
 Ministerio de Defensa/INCIPE, 1999, pp. 123-174. 
OLIVER, P.: Sahara, drama de una descolonización (1960-1987), Palma de Mallorca, Miquel 
 573
 Font, 1987. 
OLMEDA, J.A.: Las Fuerzas Armadas en el Estado Franquista, Madrid, Ediciones El Arquero, 
 1988. 
OÑATE, P.: Consenso e ideología en la transición política española, Madrid, Centro de 
 Estudios Constitucionales, 1998. 
PALOMARES, G.: Política y Gobierno en los Estados Unidos (1945-1991). Historia y doctrina 
 de un espíritu político, Valencia, Tirant lo Blanch, 1999. 
PALOMARES, C.: Sobrevivir después de Franco. Evolución y triunfo del reformismo, 1964-
 1977, Madrid, Alianza Editorial, 2006. 
PANIAGUA SOTO, J.L. y MONEDERO, J.C. (eds.): En torno a la democracia en España: 
 temas abiertos del sistema político español, Madrid, Tecnos, 1999. 
PAPACOSMA, S.V.: «NATO and Internal Disputes: Greece and Turkey», PAPACOSMA, 
 S.V., KAY, S. y RUBIN, M.R. (eds.): NATO after Fifty Years,  Wilmington, Scholarly 
 Resources, 2001, pp. 199-225. 
PEARSON, F.S. y ROCHESTER, J.M.: Relaciones Internacionales. Situación global en el 
 siglo XXI, Santa Fe de Bogotá, McGraw-Hill, 2000. 
PECES-BARBA, G.: La Constitución española de 1978. Un estudio de Derecho y política, 
 Valencia, F. Torres Ed., 1984. 
PECES-BARBA, G.: La elaboración de la Constitución de 1978, Madrid, Centro de Estudios 
 Constitucionales, 1988. 
PEREIRA, J.C.: Introducción al estudio de la política exterior de España (siglos XIX y XX), 
 Madrid, Akal, 1982. 
PERERIRA, J.C.: Historia y presente de la Guerra Fría, Madrid, Istmo, 1989. 
PEREIRA, J.C. (coord.): Historia de las Relaciones Internacionales Contemporáneas, 
 Barcelona, Ariel, 2001. 
PEREIRA, J.C. y MARTÍNEZ LILLO, P.: «Política exterior, 1976-1997», PAREDES, J. 
 (coord.): Historia Contemporánea de España (siglo XX), Barcelona, Ariel, 1998, pp. 
 976-999. 
PIERRE, M. (ed.): Swiss Neutrality and Security, Armed Forces, National Defence and Foreign 
 Policy, Nueva York, St. Martin's Press, 1990. 
PLATÓN, M.: Hablan los militares. Testimonios para la historia (1939-1996), Barcelona, 
 Planeta, 2001. 
POLLACK, B.: The Paradox of Spanish Foreign Policy. Spain´s International Relations from 
 Franco to Democracy, Londres, Pinter Publishers, 1987. 
PORTERO, F.: «La política de seguridad, 1975-1988», TUSELL, J., PARDO, R. y AVILÉS, J. 
 (eds.): La política exterior de España en el siglo XX, Madrid, UNED-Biblioteca Nueva, 
 2000, pp. 473-510. 
 574
POWELL, CH.: España en democracia, 1975-2000, Barcelona, Plaza y Janés, 2001. 
POWELL, CH.: «Cambio de régimen y política exterior: España, 1975 1989», TUSELL, J., 
PARDO, R. y AVILÉS, J. (eds.): La política exterior de España en el siglo XX, Madrid, 
 UNED-Biblioteca Nueva, 2000, pp. 413-454. 
PENELLA, M.: Los orígenes y la evolución del Partido Popular. Una historia de AP, 1973-
 1989, tomo I, Salamanca, Caja Duero, 2005. 
PREGO, V.: Así se hizo la transición, Barcelona, Plaza&Janés, 1996. 
PREGO, V.: Diccionario de la Transición, Barcelona, Plaza&Janés, 1999. 
PREGO, V.: Presidentes, Barcelona, Plaza&Janés, 2000. 
PRESTON, P y SMYTH, D: Spain, the EEC and NATO, Londres, Routedge and Kegan, 1984. 
PRIDHAM, G. (ed.) Encouraging democracy. The international context of regime transitions in 
 Southern Europe, Nueva York, St. Martin's Press, 1991. 
PRIETO, J. y BARBERÍA, J.L.: El enigma del elefante. La conspiración del 23-F, Madrid, El 
 País-Aguilar, 1991. 
QUEL LÓPEZ, J.: Las reservas a los tratados internacionales (Un examen a la práctica 
 española), Bilbao, Universidad del País Vasco, 1991. 
QUINTANA, F.: «La historia de las relaciones internacionales en España: apuntes para un 
 balance historiográfico», La Historia de las Relaciones Internacionales: una visión 
 desde España, Madrid, CEHRI, 1996, pp. 9-65. 
RAMÍREZ, P.J.: Así se ganaron las elecciones 1977, Barcelona, Planeta, 1977.  
RAMÍREZ, P.J.: Así se ganaron las elecciones 1979, Barcelona, Planeta, 1979. 
RAMOS, R.: «Actitudes y opiniones de los españoles ante las relaciones internacionales», 
 Estudios y encuestas, CIS, núm. 7, septiembre 1987. 
REMIRO BROTONS, A.: La acción exterior del Estado, Madrid, Tecnos, 1984. 
REMIRO BROTONS, A.: Política exterior de defensa y control parlamentario, Madrid, Centro 
 de Estudios Constitucionales, 1988. 
REVEL, J.F.: El renacimiento democrático, Barcelona, Plaza&Janés/Cambio 16, 1992. 
REYNOLDS, P.A.: Introducción a las relaciones internacionales, Madrid, Tecnos, 1977. 
RIO, E. del: La razón de la fuerza, Madrid, Revolución, 1985. 
ROBERTSON, G.: «Las transformaciones de la OTAN para la defensa de los valores 
 comunes», en NUEVA ECONOMÍA FÓRUM (ed.): Debates 2003/2004, vol. 2, 
 Madrid, Nueva Economía Fórum Ediciones, 2005, pp. 81-89. 
RODRIGO, F.: «La inserción de España en la política de seguridad occidental», en 
 GUILLESPIE, R., RODRIGO, F. y STORY, J. (eds.): Las relaciones exteriores de la 
 España democrática, Madrid, Alianza, 1985, pp. 77-103. 
RODRIGUEZ DIAZ, A.: Transición política y consolidación constitucional de los partidos 
 políticos, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1989. 
 575
RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A.: «El papel de las Fuerzas Armadas en la acción exterior de 
 España», en PEREIRA, J.C. (coord.): La política exterior de España (1800-2003), 
 Barcelona, Ariel, 2003, pp. 267-278. 
ROMÁN, P (coord.): Sistema político español, Madrid, McGraw-Hill, 1995. 
ROSENAU, J.N.: Domestic Sources of Foreign Policy, Nueva York, Free Press, 1967. 
ROSENAU, J.N.: Linkage Politics: Essays on the Convergence of National and International 
 System, Nueva York, Free Press, 1969. 
ROSENAU, J.N.: The Scientific study of Foreign Policy, Nueva York, Free Press, 1971. 
RUBINSTEIN, A.Z.: Yugoslavia and the nonaligned world, Princeton, Princeton University 
 Press, 1970. 
RUÍZ, C.: El Sahara Occidental y España. Historia, Política y Derecho. Análisis crítico de la 
 política exterior española, Madrid,  Dykinson, 1995. 
RUÍZ-OCAÑA, C.: Los Ejércitos españoles. Las Fuerzas Armadas en la defensa nacional, 
 Madrid, Ed. San Martín, 1980. 
SALAS LÓPEZ, F.: España, la OTAN y los organismos militares internacionales, Madrid, 
 Editora Nacional, 1974.  
SALAS LÓPEZ, F.: ¿Nos interesa la OTAN?, Madrid, 1981. 
SALMON, T.C. (ed.): Issues in International Relations, Londres, Routledge, 2000. 
SÁNCHEZ AGESTA, L.: El sistema político de la Constitución española de 1978, Madrid, 
 Editora Nacional, 1980. 
SÁNCHEZ CANO, J.: El debate sobre el concepto de seguridad (1980-1997), Barcelona, ICPS, 
 1995. 
SÁNCHEZ CERVELLÓ, J.: La revolución portuguesa y su repercusión en la transición 
 española (1961-1976), Madrid, Nerea, 1995. 
SÁNCHEZ GIJÓN, A.: España en la OTAN, Madrid, Ediciones Defensa, 1978. 
SÁNCHEZ NAVARRO, A. J.: La transición española en sus documentos, Madrid, Centro de 
 Estudios Políticos y Constitucionales, 1998. 
SANZ, C.: «El concepto de poder exterior en el franquismo», MARTÍNEZ RUÍZ, E.: (coord.): 
 Poder y mentalidad en España e Iberoamérica, Madrid, UCM-Universidad de Zulía, 
 2000, pp. 85-97. 
SANZ, C.: «La administración exterior del Estado», en PEREIRA, J.C. (coord.): La política 
 exterior de España (1800-2003), Barcelona, Ariel, 2003, pp. 169-186. 
SARASQUETA, A.: Después de Franco, la OTAN, Barcelona, Plaza&Janés, 1985. 
SCHLESINGER, A.M.: The Imperial Presidency, Boston, 1973. 
SEOANE, J. y RODRÍGUEZ, A. (eds.): Psicología Política, Madrid, Pirámide, 1988. 
SINGER, E. y HUDSON, V. (eds.): Political Psychology and Foreign Policy, Oxford, 
 Westview Press, 1992. 
 576
SMITH, M.: NATO Enlargement during the Cold War, Strategy and System in the Western 
 Alliance, Nueva York, Palgrave, 2000. 
SNYDER, C.A. (ed.): Contemporary Security and Strategy, Londres, McMillan Press, 1999. 
SNYDER, G.H.: «España en la OTAN: el aliado reacio», GIL, F y TULCHIN, J.S (eds.): 
 España y la OTAN. Perspectivas políticas y estratégicas, Madrid, Instituto de Cultura 
 Iberoamericana, 1987, pp. 91-111. 
SOLÉ TURA, J. y APARICIO, M.A.: Las Cortes Generales en el sistema constitucional, 
 Madrid, Tecnos, 1984. 
SOTO, A. y TUSELL, J. (dirs.): Historia de la Transición, 1975-1986, Madrid, Alianza 
 Universidad, 1996. 
STORY, J.: «Redefinición de las relaciones exteriores de España: 1975-89», en GUILLESPIE, 
 R., RODRIGO, F. y STORY, J. (eds.): Las relaciones exteriores de la España 
 democrática, Madrid, Alianza, 1995, pp. 53-76. 
SUÁREZ, L.: Francisco Franco y su tiempo, Madrid, Fundación Francisco Franco, 1984.  
SUÁREZ, L.: Franco, España y la URSS, Madrid, Rialp, 1986. 
SZIRTES, J.I.: Austrian foreign policy, 1945-1985, Viena, Eola, 1986. 
TERRIFF, T., CROFT, S., JAMES, L. y MORGAN, P.M.: Security Studies Today, Cambridge, 
 Polity Press, 1999. 
TEZANOS, J.F.: Sociología del socialismo español, Madrid, Tecnos, 1983. 
TEZANOS, J.F., COTARELO, R. y BLAS, A.: La transición democrática española, Madrid, 
 Sistema, 1989. 
TORRE, H. de la (coord.): España, Portugal y la OTAN, Mérida, UNED, 1989. 
TORRE, H. de la (ed.): Fuerzas Armadas y poder político en el siglo XX de Portugal y España, 
 Mérida, UNED, 1996. 
TREVERTON, G.F.: «España, Estados Unidos y OTAN: hechos estratégicos y realidades 
 políticas», GIL, F y TULCHIN, J.S (eds.): España y la OTAN. Perspectivas políticas y 
 estratégicas, Madrid. Instituto de Cultura Iberoamericana, 1987, pp. 69-89. 
TRUYOL, A.: La sociedad internacional, Madrid, Alianza, 1993. 
TUSELL, J.: La transición española a la democracia, Madrid, Historia 16, 1991. 
TUSELL, J., PARDO, R. y AVILÉS, J. (eds.): La política exterior de España en el siglo XX, 
 Madrid, UNED-Biblioteca Nueva, 2000. 
TUSELL, J. y QUEIPO DE LLANO, G.: Tiempo de incertidumbre. Carlos Arias Navarro entre 
 el franquismo y la transición (1973-1976), Barcelona, Crítica, 2003. 
URBANO, P.: Con la venia… yo indagué el 23, Barcelona, Arcos Vergara, 1982. 
VAL CID, C. del: Opinión Pública y opinión publicada. Los españoles y el referéndum de la 
 OTAN, CIS, Madrid, 1996. 
 577
VALDIVIESO, R.: La Carrera Diplomática en España (1939-1990), Madrid, Ministerio de 
 Asuntos Exteriores, 1996. 
VVAA.: ¿España en la OTAN? Una alternativa para la defensa nacional, Madrid, Manifiesto, 
 1978. 
VVAA: Socialismo es libertad. Escuela de verano del PSOE 1976, Madrid, Cuadernos para el 
 Diálogo, 1976. 
VVAA: España ¿Qué defensa? Las opciones españolas de seguridad, Madrid, Instituto de 
 Cuestiones Internacionales, 1981. 
VVAA: 1812,1992. El arte de gobernar. Historia del Consejo de Ministros y de la Presidencia 
 del Gobierno, Madrid, Tecnos, 1992. 
VVAA.: España ¿Qué defensa? Las opciones españolas de seguridad, Madrid, INCI, 1981. 
VVAA.: La defensa de Europa: OTAN sí, OTAN no, Barcelona, Arcos Vergara, 1984. 
VVAA.: Realidades y posibilidades de las relaciones entre España y América en los ochenta, 
 Madrid, Cultura Hispánica, 1986. 
VVAA: La Historia de las Relaciones Internacionales: una visión desde España, Madrid, 
 CEHRI, 1996. 
VVAA: I Encuentro peninsular de Historia de las Relaciones Internacionales, Zamora, 
 Fundación Rei Alfonso Henriques, 1998. 
VVAA: La Constitución española y la acción exterior del Estado, Colección de la Escuela 
 Diplomática, núm. 8, Madrid, Esccuela Diplomática, 2004. 
VVAA: Security Studies Today, Cambridge Polity Press, 1999. 
VVAA: Cooperación y Seguridad en Europa. La Conferencia de Madrid, Madrid, Fundación 
 Banco Exterior, 1984. 
VVAA: Transitions from dictatorship to democracy. Comparative studies of Spain, Portugal 
 and Greece, Nueva York, Crane Russak, 1990. 
VVAA: Veinticinco años de reinado de S.M. don Juan Carlos I, Madrid, Real  Academia de la 
 Historia/Espasa Calpe, 2002. 
VÁZQUEZ MONTALBÁN, M.: La penetración americana en España, Madrid, Cuadernos 
 para el Diálogo, 1974. 
VIDAL-BENEYTO, J (ed.) y BOBILLO, F. (coord.): España a debate: la política, tomo I, 
 Madrid, Tecnos, 1991.  
VIGEZZI, B.: «Teóricos e historiadores de las relaciones internacionales. Discursos y 
 perspectivas», DUROSELLE, J. B.: Todo imperio perecerá. Teoría sobre relaciones 
 internacionales, México, D.F., FCE, 1998, pp. 440-462. 
VILANOVA, P.: El sistema político y la política exterior: el ciclo formal, Barcelona, Institut de 
 Ciènces Polítiques i Socials, 1994. 
VILANOVA, P.: El Estado y el sistema internacional, Barcelona, EUB, 1995. 
 578
VIÑAS, A.: Los pactos secretos de Franco con Estados Unidos: bases, ayuda económica, 
 recortes de soberanía, Barcelona, Grijalbo, 1981. 
VIÑAS, A.: Armas y Economía, Barcelona, Fontamora, 1984. 
VIÑAS, A.: «Rompiendo las cadenas del pasado. La política exterior española de Franco a 
 Felipe González», en BALFOUR, S. y PRESTON, P. (eds.): España y las grandes 
 potencias en el siglo XX, Barcelona, Crítica, 2002, pp. 194-213. 
VIÑAS, A.: En las garras del águila. Los pactos con Estados Unidos, de Francisco Franco a 
 Felipe González (1945,1995), Barcelona, Crítica, 2003. 
WALLERSTEIN, I.: El moderno sistema mundial I, Madrid, Siglo XXI, 1979. 
WALLERSTEIN, I.: El moderno sistema mundial  II, Madrid, Siglo XXI, 1984. 
WALTZ, K.: Man, the State and War: A Theoretical Analysis, Nueva York, Columbia 
 University Pres, 1959. 
WHITEHEAD, L. (ed.): The international dimensions of democratization: Europe and the 
 Americas, Oxford, Oxford University Press, 1996. 
WILLETS, P.: The non-aligned movement: the origin of a Third World, Londres, Frances 
 Printer, 1979. 
WOLFERS, A.: Discord and Collaboration, Baltimore, Johns Hopkins Uniersity Press, 1962. 
YÁÑEZ-BARRIONUEVO, J.A. y VIÑAS, A.: «Diez años de política exterior del gobierno 
 socialista (1982-1992)», en GUERRA, A. y TEZANOS, J.F. (eds.): La década del 
 cambio: diez años de gobierno socialista, 1982-1992, Madrid, Sistema, 1992, pp. 85-
 133. 
YAKOLEV, A.N.: De Truman a Reagan: Doctrinas y Realidades de la era nuclear, Barcelona, 
 Plaza&Janés, 1997. 
ZALEWSKI, M. (eds.): International Theory: Positivism and Beyond, Cambridge, Cambridge 
 University Press, 1996. 
ZALDIVAR, C.A., HERRERO DE MIÑON, R, y AGUIRRE, M.: Política Española de Paz y 
 de Seguridad, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1987. 
ZORGBIBE, CH.: Historia de las Relaciones Internacionales, Madrid, Alianza, 1997. 
 
 
 
 579
 
 
 
 
APÉNDICE 
DOCUMENTAL 
 
 
 
 
 
 580
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 581
DOCUMENTO 1. Gobiernos de España (1975-1982). 
 
DOCUMENTO 2. Declaración de principios entre España y los Estados Unidos, 
firmada el 19 de julio de 1974. 
 
DOCUMENTO 3. Renegotiation of Bases Agreement with Spain, National Security 
Decision Memorandum 268, National Secutity Council, Washington, 10 de 
septiembre de 1974. 
 
DOCUMENTO 4. Instrumento de Ratificación de España del Tratado de Amistad y 
Cooperación entre España y los Estados Unidos de América, los siete Acuerdos 
Complementarios al mismo y ocho Canjes de Notas de 24 de enero de 1976 y del 
Acuerdo de Desarrollo del Tratado de Amistad y Cooperación , los Anexos de 
Procedimiento I, II, III, IV, V, V, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI y dos 
Canjes de Notas de 31 de enero de 1976.  
 
DOCUMENTO 5. Posible integración de España en la NATO. Informe del Director 
del CESEDEN al general Jefe del Alto Estado Mayor, Carlos Fernández Vallespín. 
11 de mayo 1976.  
 
DOCUMENTO 6. Intervención del ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino 
Oreja, en el pleno del Senado con motivo de la Declaración del Gobierno sobre 
política exterior (fragmento). 
 
DOCUMENTO 7. Distribución de votos y escaños en el Congreso de los Diputados 
tras las elecciones de 1977, 1979 y 1982. 
 
DOCUMENTO 8. Extractos de los Programas Electorales de UCD, PSOE, AP y 
PCE de cara a las elecciones de 1979. 
 
DOCUMENTO 9. Entrevista al ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, en 
el diario El País, 15 de junio de 1980 (fragmento). 
 
 
 582
DOCUMENTO 10. Carta del embajador de España en los Estados Unidos, José 
Lladó, al ministro de Asuntos Exteriores, José Pedro Pérez-Llorca. Washington, 19 
de diciembre de 1980. 
 
DOCUMENTO 11. Informe del subdirector general para Asuntos de Seguridad del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, Carlos Fernández Espeso. 24 de marzo de 1980 
(fragmentos). 
 
DOCUMENTO 12. Tratado del Atlántico Norte. 
 
DOCUMENTO 13. Intervención en el Pleno del Congreso de los Diputados de 
Leopoldo Calvo-Sotelo en el debate sobre la adhesión española al Tratado del 
Atlántico Norte. 
 
DOCUMENTO 14. Convenio de Amistad, Defensa y Cooperación entre el Reino de 
España y los Estados Unidos de América y protocolo al Convenio de Amistad, 
Defensa y Cooperación, publicado el 20 de mayo de 1983. 
 
DOCUMENTO 15. Autorización al Gobierno de las Cortes para prestar 
consentimiento que obliga al Estado en relación con la adhesión al Tratado del 
Atlántico Norte. 
 
DOCUMENTO 16. Nota sin valor oficial Rupérez-Nichols tras las conversaciones 
España-OTAN. Octubre de 1982. 
 
 
 
 
  
 
 



































































































































